12.4. Comisión Braille Española46.
12.4.1. Ideas generales.
El papel primordial que tiene el Braille como vehículo de acceso a la información,
la cultura47 y la educación para las personas ciegas48 y la creciente importancia de las
nuevas tecnologías informáticas, hacían necesaria una especial atención y vigilancia
sobre los problemas técnicos que puedan afectar a los textos que incluyen este código.
Estas nuevas tecnologías están permitiendo un aumento de materias a las que pueden
acceder los usuarios con discapacidad visual que utilizan el sistema braille con fines profe-
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46 Vide Circular 1/88, de ] 1 de enero, del Servicio para Afiliados, Sección de Cultura, registro general de
salida n°: 523-A, que estableció la modificación de la signografía braille, en los siguientes términos:
«Del 13 al 16 de junio de 1987 tuvo lugar en Montevideo (Uruguay) la Reunión de Imprentas Braille de
habla hispana, en la cual participaron representantes de Argentina, Colombia, España, Uruguay y
Venezuela.
Con el fin de llevar a la práctica aquellas conclusiones acordadas en la citada reunión, y en uso de las atri-
buciones que me confiere el articulo 6.3 d) del Real Decreto 1041/81, de 22 de mayo, dispongo lo siguien-
te:
1º La obligatoriedad de la utilización de la signografía aprobada en la reunión de Montevideo, tanto para
el Braille literal como matemático, a partir del 1º de enero de 1988.
2o Tal obligatoriedad afectará inexcusablemente a cuantos profesionales están dedicados a la trascripción
de obras en Braille así como a los otros dedicados al ejercicio de la docencia.
3o La citada signografía se encuentra recogida en los folletos titulados "Signos de la escritura básica" y
"Código Matemático Unificado para la Lengua Castellana", ambos editados por el Centro de Producción
Bibliográfica de Madrid.
4o El citado Centro de Producción Bibliográfica remitirá a la totalidad de los Centros un número suficien-
te de ejemplares con los que puedan atender las peticiones de profesionales y usuarios.
5o Del contenido de la presente Circular se dará la mayor difusión posible».
47
Vide Redacción, "La ONCE agradece a José Hierro su ayuda con una edición en braille", Diario El País
(versión electrónica), 30-4-1999: «Aparte de su reconocida tarea como poeta, el último premio Cervantes,
José Hierro, ha dedicado una parte de su tiempo a ayudar a diversas instituciones sociales. Eso le agrade-
cieron ayer los dirigentes de la Organización Nacional de Ciegos (ONCE), durante una comida a la que
Hierro asistió con su mujer, Lines, y su hija Marian. [...]».
48
Vide: José Enrique FERNÁNDEZ del CAMPO SÁNCHEZ, Desafíos didácticos de la lectura braille,
ONCE (Dirección de Educación), Madrid, 2001, 342 pp.; Juan ALLER PÉREZ, Manual simplificado de
musicografia braille: versión para usuarios no ciegos, ONCE (Dirección de Cultura y Deporte), Madrid,
2001, 187 pp.; Begoña ESPEJO de la FUENTE El braille en la escuela: una guía práctica para la ense -
ñanza del braille, ONCE (Sección de Educación), Madrid, 1993, 87 pp.; ONCE (Dirección de Cultura y
Deporte), Guía práctica de signografía braille general, ONCE, Madrid, 2002, 261 pp.; Julio CORRAL
MERÁS, Braulio REFUSTA TORRES, Manual de trascripción braille, ONCE (Dirección de Cultura),
ONCE, Madrid, 1998, 167 pp.; ONCE (Centro Bibliográfico y Cultural), La musicografia braille: un acer -
camiento a la escritura musical para uso de las personas ciegas, ONCE (Dirección de Cultura y Deporte),
Madrid, 2001, 27 pp.; Bettye KROLICK, Nuevo manual internacional de musicografia braille, traducción
de Francisco Javier MARTÍNEZ CALVO, ONCE (Dirección de Cultura), Madrid, 1998, 282 pp.; Cecilia
SIMÓN RUEDA, El desarrollo de los procesos básicos en la lectura braille, ONCE (Sección de
Educación), Madrid, 1994, 255 pp.; Carmen ROIG, Luís Braille: la historia de un genio de singular "relie -
ve", ONCE (Dilección de Cultura), Madrid, 2000, 237 pp
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sionales, educativos y culturales. Por tanto, debían establecerse las correspondientes signo-
grafías específicas en braille, de obligado cumplimiento en el ámbito de actuación de la
ONCE, de modo que los productos bibliográficos cumplan un estándar que permita su utili-
zación por todos los usuarios. Además, la sensibilización de la sociedad hacia las necesida-
des de las personas ciegas y deficientes visuales está suponiendo un incremento del número
de servicios y productos que incluyen el Braille en su etiquetado y en la información que con-
tienen sus envases. En tal sentido, las administraciones públicas, tanto nacionales como de la
Comunidad Europea, tienen como objetivo elaborar normas que regulen la inclusión de infor-
mación indispensable en productos y servicios, de modo que sea accesible a cualquier ciuda-
dano.
En consecuencia era preciso modernizar la estructura y funcionamiento de la
Comisión Braille Española como órgano regulador del braille en nuestro país para dar
adecuada respuesta a las necesidades que plantea para las personas ciegas y deficientes
visuales la sociedad de la información y el conocimiento. Para ello se procedió a la
regulación de la Comisión Braille Española (CEB), a través de la Circular 12/2004, de
23 de noviembre, de la Dirección de Cultura y Deporte. Esta Circular derogó parcial-
mente la Circular N° 14/1999 de 28 de diciembre, donde se regulan los Servicios
Bibliográficos de la ONCE, y entró en vigor el 24 de noviembre de 2004.
12.4.2.
Concepto.
La Comisión Braille Española (CBE) es un órgano de la ONCE que ostenta la
máxima autoridad en España para la fijación de normas de uso y desarrollo del sistema
braille de lecto-escritura, así como de la simbología en relieve y color aplicable a lámi-
nas o cualquier otro tipo de productos utilizables por las personas ciegas y deficientes
visuales.
12.4.3.
Funciones.
La CBE llevará a cabo las siguientes funciones:
1a) Fijar la signografía para el braille literal así como la correspondiente a todos los
ámbitos del conocimiento en que sea utilizada por las personas ciegas y deficientes
visuales.
2a) Establecer y unificar las tablas braille para su uso en aplicaciones informáticas y
dispositivos de hardware adaptados para ciegos.
3a) Establecer criterios generales para la elaboración de materiales en relieve y color.
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4a) Establecer la simbología en relieve aplicable a la confección de planos, mapas,
láminas y a cualquier otro producto que se desee hacer accesible al tacto así como los
criterios y normas para su correcta elaboración.
5a) Asesorar a los Centros y profesionales de la ONCE y a las empresas externas que
realizan la producción de libros en Braille en la utilización de dicha signografía y la
confección de materiales en relieve.
6a) Asesorar a las Administraciones y empresas, especialmente aquellas que desarro-
llan sus actividades en nuestro país, que rotulen sus productos y servicios en braille o
mediante marcas táctiles, otorgándoles los correspondientes certificados de homologa-
ción.
7a) Representar a la ONCE en organismos, reuniones y grupos de trabajo internacio-
nales encaminados a la unificación de signografías.
8a) Recoger información tanto nacional como internacional referente a las signogra-
fías utilizadas en cada país y en distintas materias, como material de consulta y estudio.
9o) Promover la unidad de criterios entre los distintos códigos braille especialmente
entre los de nuestra área lingüística y los correspondientes al resto de las lenguas coo-
ficiales del estado español.
10a) Difundir el conocimiento y uso del braille entre la población con discapacidad
visual como forma autónoma de acceso a la información y la cultura.
12.4.4. Estructura.
La CBE se estructura en los siguientes órganos:
- Pleno49.
49 Corresponden al Pleno de la CBE las siguientes competencias:
1a) Aprobar los objetivos y planes generales de la CBE para cada año.
2a) Conocer la marcha de los Proyectos en curso, señalando las directrices a seguir en los temas de espe-
cial trascendencia.
3a) Evaluar la gestión de los distintos órganos de la CBE, proponiendo las modificaciones que se estimen
necesarias en la estructura orgánica de la misma.
4a) Aprobar las nuevas signografías elaboradas por los Grupos de Trabajo, así como las normas que afec-
ten a la trascripción de textos en braille y a la confección de materiales en relieve y color elaboradas por
los Grupos de Trabajo.
5a) Adoptar nuevas iniciativas en el marco de sus competencias.
El Pleno adoptará los acuerdos que considere convenientes, previo estudio de cada uno de los puntos del
orden del día y de tas deliberaciones que se produzcan. Dichos acuerdos se adoptarán con el mayor con-
senso posible y en última instancia por la mitad más uno de los asistentes. De todo ello se dejará debida
constancia en un acta elaborada por el Secretario del Pleno y suscrita por el Presidente y por el Secretario.
Los acuerdos del Pleno se harán públicos mediante Oficios-Circulares, siendo de obligado cumplimiento
desde el día de su publicación.
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· Comité Permanente50.
· Secretaría51.
· Secretaría Técnica52.
· Grupos de Trabajo53.
50 El Comité Permanente tendrá las competencias siguientes:
1a) Seguimiento y control de las actividades de la Secretaría Técnica.
2a) Resolución de las cuestiones urgentes que, al margen del procedimiento establecido en el apartado
noveno, le traslade el Secretario o el Secretario Técnico o que le sean presentadas directamente. Una vez
resuelta la cuestión, el Comité Permanente impartirá las instrucciones precisas firmadas por el Presidente.
Esas instrucciones serán provisionales y deberán ser ratificadas por el Pleno y hechas públicas mediante
Oficio-Circular.
El Comité Permanente se reunirá a propuesta del Presidente de la CBE. Las convocatorias deberán ser
remitidas por escrito por el Secretario a todos los miembros del Comité, con un mínimo de 15 días de ante-
lación al de celebración de la reunión, indicando los asuntos del orden del día que se van a tratar en la reu-
nión.
El Comité Permanente se considerará validamente constituido cuando así lo considere el Presidente, con
independencia de que no concurran a la reunión la totalidad de sus miembros. En todo caso, siempre debe-
rán estar presentes el propio Presidente, el Secretario y el Secretario Técnico.
El Comité Permanente adoptará los acuerdos que considere convenientes previo estudio de cada uno de los
puntos del orden del día y de las deliberaciones que se produzcan. Dichos acuerdos se adoptarán con el
mayor consenso posible y en última instancia por la mitad más uno de los asistentes. De todo ello se deja-
rá debida constancia en un acta elaborada por el Secretario del Pleno y suscrita por el Presidente y por el
Secretario.
51 El cargo de Secretario de la CBE será ocupado por el Jefe del Departamento de Recursos Culturales de
la Dirección de Cultura y Deporte.
Las competencias del Secretario son las siguientes:
1a) Preparar la documentación del Pleno y del Comité Permanente.
2a) Elaborar el orden del día de las reuniones plenarias y remitir las convocatorias a los miembros de los
órganos de la CBE.
3a) Redactar y difundir las actas correspondientes a las reuniones plenarias y del Comité Permanente.
4a) Custodiar toda la documentación emanada de la CBE.
5a) Otorgar los certificados de homologación a Administraciones y empresas externas que rotulen en brai-
lle sus productos o servicios.
52 La Secretaría Técnica estará a cargo de un técnico de servicios bibliográficos, que debe contar con la
experiencia y competencia necesarias en el manejo de signografia braille de distintas materias. Será desig-
nado por el presidente de la CBE a propuesta del Director de Cultura y Deporte.
La Secretaría Técnica estará adscrita a la Dirección de Cultura y Deporte (Departamento de Recursos
Culturales).
Corresponderán a la Secretaria Técnica las siguientes funciones:
1a) Conocer y valorar las signografías utilizadas en otros países con el fin de poder trabajar en su armoni-
zación con las utilizadas en España.
2a) Seguir el desarrollo de los proyectos signográficos o cualesquiera otros que elaboren los distintos gru-
pos de trabajo.
3a) Coordinar la elaboración de manuales y guías signográficas que publique la CBE.
4a) Atender consultas técnicas, dando respuesta a. cuantas dudas signográficas puedan plantear los profe-
sionales y empresas que produzcan textos en braille o materiales en relieve.
5a) Asesorar a las Administraciones y empresas que rotulan sus productos y servicios en braille o median-
te marcas táctiles.
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12.4.5. Procedimientos de resolución de dudas y sugerencias.
A.
Asesoramiento sobre trascripción braille y producción de materiales en
relieve.
El procedimiento a seguir para dar respuesta a las dudas y sugerencias planteadas
por los profesionales de la red de producción bibliográfica de la ONCE o de empresas
dedicadas a la producción braille y de miembros del pleno de la CBE, será el siguien-
te:
-Las dudas y sugerencias se dirigirán a la Secretaría Técnica de la CBE.
-A tal fin, este órgano buscará la respuesta más adecuada, recabando la opinión de
los miembros de los grupos de trabajo si fuera necesario, transmitiendo la solución téc-
nica a la Comisión Permanente.
-En el caso de las sugerencias, el Secretario Técnico las dirigirá a la Comisión
Permanente.
-En ambos casos, éste último será el que las valore, impartiendo las instrucciones
precisas firmadas por el Presidente de la CBE.
-Estas instrucciones serán provisionales y deberán ser ratificadas por el pleno y
hechas públicas mediante Oficio-Circular.
B.
Asesoramiento a empresas que incluyan el braille o el relieve en sus produc-
tos y servicios.
Cuando una empresa externa u organismo público desee incluir textos o material
adaptado en sus productos y servicios o solicitar asesoramiento seguirá el siguiente pro-
cedimiento:
· Envío de sus solicitudes a la Secretaría Técnica de la CBE a través de la dirección
de correo ordinario (Departamento de Recursos Culturales, Secretaría Técnica de la
CBE, C/Prado, 24, 28014 Madrid)
· Mediante llamada telefónica al número: 91.589.46.69

· Mediante correo electrónico a la dirección: etiquetabraille@once.es

53 El Pleno de la CBE podrá crear grupos de trabajo para la realización de proyectos específicos que debe-
rán llevarse a cabo en un determinado plazo de tiempo, que quedará fijado en el correspondiente acuerdo
de creación. Cada grupo de trabajo estará integrado, preferentemente, por un máximo de cinco personas,
que deberán contar con la experiencia necesaria en la materia sobre la que verse su cometido. Se designa-
rá un coordinador de cada grupo de trabajo.
El pleno podrá ampliar el plazo de los grupos de trabajo o acordar su permanencia en el tiempo siempre
que las necesidades signográficas lo justifiquen, ya sea para elaborar nuevos proyectos o para establecer
nuevos signos concernientes a su materia.
696
-La Secretaría Técnica llevará a cabo el asesoramiento oportuno, dando respuesta a
las consultas.
-La Secretaría de la CBE certificará que el braille incluido en el producto o servicio
y el material adaptado son correctos.
12.5. Aplicación informática biflos.
BIFLOS es una aplicación informática corporativa que, a través de diversos módu-
los, posibilita homogeneizar, aglutinar, controlar y rentabilizar los recursos bibliográfi-
cos de la institución, permitiendo a las Direcciones de Cultura y Educación prestar un
mejor servicio a los usuarios.
Estará compuesta por los siguientes módulos:
· Gestión bibliográfica: permite a los usuarios el manejo de la bibliografía corres-
pondiente a los fondos documentales de la red de bibliotecas.
· Gestión de la producción: dirigida a rentabilizar los recursos materiales y humanos
disponibles en la red de producción bibliográfica.

· Gestión de los fondos informatizados: posibilita a los usuarios acceder, por medio
de las redes informáticas, a los fondos bibliográficos en soportes legalmente permiti-
dos.
· Gestión de la distribución: permite agilizar el proceso de circulación de los fondos
bibliográficos (pedido-reserva-remisión al usuario).

13. Derecho a la venta del cupón y otras modalidades de juego autorizadas que
comercialice la ONCE, dentro de las posibilidades existentes54.
54 Vide Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Madrid (Sala de lo Social), de 3 de marzo de 1994,
Ar. 1139, donde se pronuncia sobre el derecho objetivo del afiliado a la venta del cupón.
«ANTECEDENTES DE HECHO
SEGUNDO.- [...].
II..-Con fecha 5 de agosto de 1991 se preavisó al actor de la extinción del contrato, comunicándole que
"podrá Vd. solicitar la venta del cupón nuevamente en cualquier ciudad del territorio español que resulte
de su interés, a excepción de la provincia de Zamora; siéndole concedido siempre que las condiciones obje-
tivas de trabajo y plantilla lo permitan".
III-Con fecha 29 de agosto de 1991, el actor solicitó nuevamente seguir vendiendo el cupón en la ciudad
de Gijón (Asturias). Dicha solicitud le fue denegada, con fecha 26 de octubre de 1991, al estimar "que no
procede autorizar el reingreso a la venta del interesado que no reúne las aptitudes necesarias para el desa-
rrollo personal y continuado de la venta del cupón".
IV.-Previo al inicio de la relación laboral, el actor fue sometido a examen médico, el 13 de julio de 1990,
por el médico de empresa, que determinó la atrofia congénita del nervio óptico y sordera neurosensorial
bilateral con pérdida del 72 por 100 en derecho y 74,6 por 100 en izquierdo beneficiado con audífonos bila-
terales. El carácter de la sordera se calificó como progresivo y se concluyó con la aptitud condicional para
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En relación con el derecho a la venta del cupón y a otras modalidades de juego auto-
rizadas que comercialice la ONCE, tengo que afirmar que no es un derecho de aplica-
ción automática. Sino que su ejercicio está sujeto a reglamentación que lo condiciona,
es decir a un compromiso previo de carácter labora!, a través del correspondiente con-
trato y a las condiciones del mercado que van imponiendo los puestos vacantes que se
la venta del cupón. El 9 de septiembre de 1991, fue sometido nuevamente el actor a examen médico, some-
tiendo la aptitud del trabajador al uso de los audífonos y con carácter temporal, su aptitud futura. Dicho
informe tomaba como base el reconocimiento médico al que fue sometido el actor en mayo de 1991 y la
valoración realizada por el otorrino en julio del mismo año.
V.-Consta intentada la conciliación previa ante el SMAC.
TERCERO.-   Contra dicha sentencia se interpuso recurso de suplicación por la parte demandante don José
Ángel H. G., siendo impugnado de contrario. Elevados los autos al Tribunal Superior de Justicia de
Madrid, se dispuso el pase a Ponente para su examen y resolución.
FUNDAMENTOS DE DERECHO
PRIMERO.- Por lo que se refiere a la revisión de los hechos probados, es necesario tener en cuenta que
reiterada jurisprudencia del Tribunal Supremo, por todas Sentencia de 23 abril 1986 establece que los
hechos podían adicionarse, suprimirse o rectificarse, si concurren las siguientes circunstancias:
A) Que se concrete con precisión y claridad el hecho que haya sido negado u omitido;
B) Que tal hecho resulte de forma clara, patente y directa de la prueba documental o pericial obrante en
autos;
C) Que se ofrezca el texto concreto a figurar en la narración que se tilde de equivocada;
D) Que tal hecho haya de tener trascendencia para llegar a la modificación del fallo recurrido, pues aún en
la hipótesis de haber incurrido en error, si carece de virtualidad a dicho fin no puede ser acogido;
E)
Que en modo alguno se trate o haya de tratarse de una nueva valoración global de la prueba incorpora-
da al proceso.
En el caso presente la modificación pretendida de que se añade que «a estas circunstancias no se añadirá
ningún otro condicionamiento» es innecesario por así desprenderse del hecho probado cuya revisión se pre-
tende, respecto de las adiciones solicitadas referidas al hecho cuarto para que se haga constar que «no apre-
ciándose agravación en la situación del actor se informa que la aptitud para el trabajo en la actualidad (infra
91) es positiva siempre y cuando utilice audífonos, procede su estimación pues así se desprende de la docu-
mental aportada, obrante a los folios 93 y 106.
SEGUNDO.- Con correcto apoyo procesal denuncia infracción del art. 1262 del Código Civil y art. 10
de los Estatutos de la ONCE en relación con el apartado 1.1 de la Circular 4/1989 de la dicha Organización
Nacional de Ciegos.
El preaviso realizado el 5 de agosto de 1991 confería al actor el derecho a solicitar nuevamente la venta
del cupón en una ciudad distinta a Zamora, «siéndole concedido siempre que las condiciones objetivas de
trabajo y plantilla lo permitan». Se trata, por tanto, de un ofrecimiento cuya virtualidad se somete, única -
mente, a la existencia de determinadas circunstancias, tasadas y predeterminadas, cuales son las tan repe -
tidas condiciones objetivas de trabajo y plantilla. Hay que hacer notar que el preaviso de 5 de agosto seña-
la que, dándose las condiciones, le será concedido el reingreso, con lo que el consentimiento de una de las
partes, la ONCE, ya se encuentra prestado en el momento de notificarse dicho preaviso. En cuanto al con-
sentimiento del actor, no cabe hacer mayor referencia, en la medida en que este procedimiento responde a
su voluntad inequívoca de seguir trabajando para la ONCE.
Por otra parte, es obvio que el art. 10 de los Estatutos de la ONCE y la circular que lo desarrolla, confie -
ren al afiliado de la ONCE el derecho a la venta del cupón, sometido, en su caso, a la aptitud física y psí -
quica. Respecto de ello, resulta determinante que el informe médico de septiembre de 1991 mantiene una
valoración positiva de tal aptitud, por lo que, en atención al derecho regulado en las normas citadas debe
concederse al actor la venta del cupón, todo ello sin perjuicio del control médico de su aptitud, para lo que
la empresa tiene totales facultades según los propios estatutos y normas complementarias».
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produzcan y su ubicación geográfica. Los Estatutos de la ONCE, en su art. 10, deter-
minan este derecho de la siguiente manera (los afiliados tienen derecho a):
«f) El acceso a la venta del cupón, y a otras modalidades de juego autorizadas que
comercialice la ONCE, conforme a los requisitos y procedimientos que se establezcan en
la normativa aprobada por la ONCE».
14.
Derecho a la obtención de información sobre la marcha de la entidad.
El art. 10 de los Estatutos de la ONCE establece el derecho a:
«g) La información relativa a la marcha de la Entidad».
Dicho derecho se materializa posibilitando el acceso de los afiliados a toda la docu-
mentación e información que genera el Grupo ONCE.
15.
Derecho a la participación en los asuntos de la organización.
El art. 10 de los Estatutos de la ONCE, contempla el derecho de los afiliados a:
«h) Participar en los asuntos de la Organización a través de los órganos y normas esta-
blecidos al efecto, y siempre sin perjuicio del principio de libre iniciativa».
Dicha participación no sólo se limita a los procesos democráticos que culminan con
la elección de un nuevo Consejo General y Consejos Territoriales, sino que la esencia
de la propia Corporación confiere a la misma una filosofía que se sustenta en este dere-
cho/deber. Pues sin dicha participación, sería imposible el funcionamiento de un engra-
naje que cuenta con tantos resortes.
16.
Derecho a las garantías procesales.
Al determinar la naturaleza jurídica de la afiliación se precisó el carácter adminis-
trativo de la solicitud de afiliación y de la resolución que pudiera recaer sobre la misma
y se justificó esta afirmación. La consecuencia es el derecho a interponer los recursos
oportunos ante la propia Administración o ante la jurisdicción competente, en el caso
de que las demandas no sean atendidas. Este derecho se encuentra recogido en el art.
10 de los Estatutos de la ONCE, en los siguientes términos (derecho a):
«i) Interponer las acciones legalmente procedentes contra la denegación de benefi-
cios y prestaciones».
Evidentemente, para recibir los beneficios y prestaciones, es necesario estar afiliado.
17.
Derecho a asesoramiento legal.
El conjunto de disposiciones que disciplinan el funcionamiento de la ONCE prevén, tal y
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como han establecido los Estatutos de la Organización (art. 10), que se asesore en general a
los afiliados, y especialmente en el supuesto de vulneración de normas o derechos que les
correspondan. Cobra especial relevancia la figura del defensor del afiliado, entre cuyas misio-
nes destaca ésta. Se formula en los siguientes términos (derecho a):
«j) Recibir el asesoramiento preciso, cuando se vulneren o menoscaben normas o dere-
chos que les correspondan».
18. Derecho a la atención por parte de voluntarios: la ONCE como entidad de
voluntariado55.
18.1. Ideas generales56.
55 Vide Real Decreto 235/2005, de de marzo, Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales (BOE de 18 de
marzo, núm. 66), regula el Consejo Estatal de Organizaciones No Gubernamentales de Acción social.
Recientemente se han presentado sendas proposiciones de ley que regulan el estatuto del cooperante: la pri-
mera, presentada por el Grupo Parlamentario Catalán (Convergencia i Unió), que aparece publicada en el
BOCG de 23 de abril de 2004, núm. 34-1; la segunda presentada por el Grupo Parlamentario Popular en
el Congreso, aparece publicada en el BOCG de 17 de septiembre de 2004, núm. 116-1.
56 Vide Ley 6/1996, de 15 de enero, reguladora del voluntariado social, Exposición de Motivos: «1. El
moderno Estado de Derecho debe incorporar a su ordenamiento jurídico la regulación de las actuaciones
de los ciudadanos que se agrupan para satisfacer los intereses generales, asumiendo que la satisfacción de
los mismos ha dejado de ser considerada como una responsabilidad exclusiva del Estado para convertirse
en una tarea compartida entre Estado y sociedad.
El Estado necesita de la responsabilidad de sus ciudadanos y éstos reclaman un papel cada vez más activo
en la solución de los problemas que les afectan.
La conciencia creciente de esa responsabilidad social ha llevado a que los ciudadanos, a veces individual-
mente, pero, sobre todo, por medio de organizaciones basadas en la solidaridad y el altruismo, desempe-
ñen un papel cada vez más importante en el diseño y ejecución de actuaciones dirigidas a la satisfacción
del interés general y especialmente a la erradicación de situaciones de marginación y a la construcción de
una sociedad solidaria en la que todos los ciudadanos gocen de una calidad de vida digna.
Una manifestación fundamental de esta iniciativa social la constituye el voluntariado, expresión de la soli-
daridad desde la libertad y el altruismo.
La acción voluntaria se ha convertido hoy en día en uno de los instrumentos básicos de actuación de la
sociedad civil en el ámbito social y, como consecuencia de ello, reclama un papel más activo que se tradu-
ce en la exigencia de mayor participación en el diseño y ejecución de las políticas públicas sociales.
Esta participación, por otro lado, es la que reconoce expresamente nuestra Constitución a los ciudadanos
y a los grupos en que éstos se integran, en el artículo 9.2, y la que, en razón del mismo artículo, están obli-
gados a promover, impulsar y proteger los poderes públicos. Abordar legislativamente desde el Estado esta
triple tarea supone, de un lado, garantizar la libertad de los ciudadanos a expresar su compromiso solida-
rio a través de los cauces que mejor se acomoden a sus más íntimas motivaciones. En segundo lugar, impli-
ca, como se ha dicho anteriormente, la obligación del Estado de reconocer, promover e impulsar eficaz-
mente la acción voluntaria en sus diversas modalidades. Finalmente, implica la obligación de respetar el
orden constitucional de distribución de competencias y, por tanto, las normas que sobre esta misma mate-
ria hayan dictado o puedan dictar en un futuro las Comunidades Autónomas.
La presente Ley persigue el logro de esos tres objetivos. En efecto, queda superado el concepto restringi-
do de voluntario, asimilado con frecuencia a lo puramente asistencial, para dar cabida también al resto de
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Tras la adopción del acuerdo del Consejo General, de 26 de abril, 2/2001-2.3, la
ONCE se constituyó en Entidad de Voluntariado en el ámbito de todo el estado espa-
ñol57. Para ello se procedió a regular esta actividad a través de la Circular 24/2001, de
21 de diciembre, de la Dirección de Autonomía Personal y Bienestar Social, registro
general de salida n°: 68.666, que entró en vigor el 24 de diciembre de 2001, tras que-
dar derogado el Oficio-Circular 28/1991, de 16 de mayo, emitido por la entonces deno-
minada Sección de Acción Social.
ámbitos en los que la participación ciudadana es igualmente valiosa y necesario complemento de la activi-
dad pública. Desde la educación al deporte, de lo cívico a lo asistencial, la Ley recoge lo que viene siendo
la práctica habitual de quienes trabajan de forma altruista en conseguir una sociedad mejor para todos.
El voluntariado así entendido debe superar también el puro voluntarismo, la acción individual, aislada y
esporádica, bienintencionada pero poco eficaz y, por tanto, ha de ser reconducido hacia las organizaciones,
tanto privadas como públicas, con capacidad para aprovechar sinérgicamente el esfuerzo, el entusiasmo y
la dedicación de los voluntarios.
Por lo que se refiere al segundo de los objetivos citados, junto con el reconocimiento del hecho social del
voluntariado, la Ley contempla una serie de medidas de apoyo al voluntariado tendentes a incrementar su
nivel de implantación social.
Finalmente, en cuanto al reparto constitucional de competencias, la promoción y el fomento del volunta-
riado no es una competencia exclusiva del Estado, razón por la que la Ley limita su ámbito de aplicación
a los voluntarios y organizaciones que participen o desarrollen programas de ámbito estatal o supraauto-
nómico, así como a los que participen en programas que desarrollen actividades de competencia exclusiva
estatal».
57 Vide Ley 6/1996, de 15 de enero, reguladora del voluntariado social. «Artículo 8. De las organizacio-
nes .
1. Las organizaciones que cuenten con la presencia de voluntarios habrán de estar legalmente constitui-
das, dotadas de personalidad jurídica propia, carecer de ánimo de lucro y desarrollar programas en el marco
de las actividades de interés general recogidas en el artículo 4 de esta Ley. Los distintos Ministerios, den-
tro de los créditos habilitados a tal fin, podrán conceder subvenciones o establecer convenios con las enti-
dades de voluntariado siempre que se cumplan los requisitos exigidos en la legislación general sobre sub-
venciones y se realicen de acuerdo con criterios de transparencia y equidad, de la forma que reglamenta-
riamente se establezca.
2. Dichas organizaciones deberán, en todo caso:
a) Cumplir los compromisos adquiridos con los voluntarios en el acuerdo de incorporación a la organiza-
ción.
b) Acreditar la suscripción de una póliza de seguro, adecuada a las características y circunstancias de la
actividad desarrollada por los voluntarios, que les cubra de los riesgos de accidente y enfermedad deriva-
dos directamente del ejercicio de la actividad voluntaria, con las características y por los capitales asegu-
rados que se establezcan reglamentariamente.
c) Cubrir los gastos derivados de la prestación del servicio y dotar a los voluntarios de los medios adecua-
dos para el cumplimiento de sus cometidos.
d) Establecer los sistemas internos de información y orientación adecuados para la realización de las tare-
as que sean encomendadas a los voluntarios.
e) Proporcionar a los voluntarios la formación necesaria para el correcto desarrollo de sus actividades.
f) Garantizar a los voluntarios la realización de sus actividades en las debidas condiciones de seguridad e
higiene en función de la naturaleza y características de aquéllas.
g) Facilitar al voluntario una acreditación que le habilite e identifique para el desarrollo de su actividad.
h) Expedir a los voluntarios un certificado que acredite los servicios prestados.
i) Llevar un registro de altas y bajas del personal voluntario».
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En los últimos años, algunos servicios que la ONCE presta a sus afiliados han veni-
do siendo complementados por voluntarios en aspectos tales como: acompañamiento,
lectura de documentos, apoyo en algunos programas recreativo-culturales, así como a
estudiantes, etc. Esta complementación incide muy positivamente en el bienestar social
de los afiliados al permitirles realizar actividades para las que no cuentan con las con-
diciones personales y/o socio-familiares adecuadas.
Desde su creación en 1996, el voluntariado ha contado con escasa implantación en
la Organización, por lo que se pretendía crear el marco adecuado para que esta figura
de participación gozara de una mayor presencia. No obstante, también se consideraba
conveniente alcanzar acuerdos puntuales con otras entidades de voluntariado a fin de
complementar el voluntariado de la propia corporación.
En base a lo anterior, era necesario que la ONCE contara con su propio voluntaria-
do, para lo cual y conforme a lo establecido por la Ley 6/96 de 15 de enero, regulado-
ra del voluntariado social58, el Consejo General, adopta el acuerdo de 26 de abril,
2/2001-2.3, según el cual se constituye la ONCE en Entidad de Voluntariado en todo el
ámbito del territorio nacional con el fin de atender a los colectivos de afiliados que, con
ocasión y causa de su deficiencia visual y de carencia de posibilidades de apoyo fami-
liar, presentan necesidades especiales, bien para complementar los servicios a que tiene
derecho, bien para la realización de actividades básicas cotidianas59.
18.2. Determinaciones conceptuales.
La actuación de la ONCE como Entidad de Voluntariado60 se regirá conforme a lo
58 Vide Ley 6/1996, de 15 de enero, reguladora del voluntariado social; «Artículo  1. Objeto .
La presente Ley tiene por objeto promover y facilitar la participación solidaria de los ciudadanos en actua-
ciones de voluntariado, en el seno de organizaciones sin ánimo de lucro públicas o privadas.
Artículo 2. Ámbito de aplicación .
1. Esta Ley será de aplicación a los voluntarios que participen en programas de ámbito estatal o supraau-
tonómico, así como a las correspondientes organizaciones en cuanto desarrollen dichos programas.
2. También será de aplicación a los voluntarios y organizaciones que participen en programas que desa-
rrollen actividades de competencia exclusiva estatal».
59 Vide Ley 6/1996, de 15 de enero, reguladora del voluntariado social, Exposición de Motivos: «2. [...].
Los derechos y deberes contemplados en la Ley son fiel reflejo de los que con carácter general se apuntan
en las diversas Recomendaciones internacionales sobre la materia, así como los que se recogen en la «Carta
europea para los voluntarios» propuesta por Volonteurope y la «Declaración Universal sobre
Voluntariado», elaborada por los propios voluntarios en el Congreso mundial celebrado en París en 1990
a iniciativa de la Asociación Internacional de Esfuerzos Voluntarios. En la misma línea estos derechos y
deberes se ajustan a las Cartas de los voluntarios de las ONGs que en nuestro país cuentan con una mayor
tradición en este terreno».
60 Vide Ley 6/1996, de 15 de enero, reguladora del voluntariado social, Exposición de Motivos: «3. [...].
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establecido en la Ley Orgánica 6/96 de 15 de enero del Voluntariado, y en sus Estatutos.
De manera excepcional, en aquellos casos que por intereses institucionales se conside-
re adecuado y, previo acuerdo del Consejo General, se podrán constituir entidades de
voluntariado autonómico, en cuyo caso se atendrán a la legislación autonómica corres-
pondiente.
18.2.1.
Entidad de voluntariado61.
Puede ser toda aquella en la que concurran los requisitos legales de personalidad
jurídica propia, carencia de ánimo de lucro y desarrollo de programas y actividades de
carácter cívico y social por medio de personal mayoritariamente voluntario. La ONCE
cumple estos requisitos y se constituye en entidad de voluntariado.
18.2.2.
Voluntariado de la ONCE62.
Se entiende el voluntariado de la O.N.C.E como el conjunto de actividades desarro-
lladas, de forma organizada y estable, por personas voluntarias en las áreas de interés
social que establezca la organización.
La Ley no distingue donde la realidad no lo ha hecho y contempla el voluntariado en toda su diversidad
sin acuñar nuevas terminologías que en nada contribuirían a clarificar el ya de por sí complejo y rico pano-
rama asociativo español. En consecuencia, cualquier organización, pública o privada, que cumpla los
requisitos señalados en la Ley (carecer de ánimo de lucro, estar legalmente constituida, tener personalidad
jurídica propia y realizar programas en el marco de las actividades de interés general que la propia Ley
menciona) puede contar con la colaboración de voluntarios, quedando entonces sometida, respecto de
ellos, al régimen jurídico establecido en la Ley».
61 Vide A. MADRID, La institución del voluntariado, Editorial Trotta, Madrid, 2001, p. 30.
62 Vide Ley 6/1996, de 15 de enero, reguladora del voluntariado social: «Artículo 3. Concepto de volun-
tariado .
1.
A los efectos de la presente Ley, se entiende por voluntariado el conjunto de actividades de interés gene-
ral, desarrolladas por personas físicas, siempre que las mismas no se realicen en virtud de una relación
laboral, funcionaría], mercantil o cualquier otra retribuida y reúna los siguientes requisitos:
a) Que tengan carácter altruista y solidario.
b) Que su realización sea libre, sin que tengan su causa en una obligación personal o deber jurídico.
c) Que se lleven a cabo sin contraprestación económica, sin perjuicio del derecho al reembolso de los gas-
tos que el desempeño de la actividad voluntaria ocasione.
d) Que se desarrollen a través de organizaciones privadas o públicas y con arreglo a programas o proyec-
tos concretos.
2. Quedan excluidas las actuaciones voluntarias aisladas, esporádicas o prestadas al margen de organiza-
ciones públicas o privadas sin ánimo de lucro, ejecutadas por razones familiares, de amistad o buena vecin-
dad.
3. La actividad de voluntariado no podrá en ningún caso sustituir al trabajo retribuido».
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18.2.3.
Voluntario63.
Voluntario es toda persona física que por libre determinación, sin mediar obligación
o deber64, dedica parte de su tiempo a las indicadas actividades de carácter cívico o
social sin contraprestación alguna, mediante la formalización escrita con la ONCE del
pertinente Acuerdo de Prestación de Servicios en Régimen de Voluntariado65.
18.2.4.
Beneficiario de la actividad de voluntariado.
Beneficiario de la actividad de voluntariado es todo afiliado que solicite a través del
servicio de coordinación de voluntariado ser atendido en relación con alguno/s de los
programas establecidos.
18.2.5.
Coordinador del servicio de voluntariado de centro.
Es el trabajador contratado por la ONCE, responsable del funcionamiento del servicio de
coordinación de voluntariado en su centro y ámbito de influencia, así como de la relación con
la coordinación general del voluntariado de Dirección General.
En aquellas Delegaciones Territoriales en cuyo ámbito se constituya entidad de voluntaria-
do autonómica, el coordinador del servicio de voluntariado de la sede de la Delegación
Territorial asumirá las funciones de coordinación en relación con la citada entidad autonómica.
18.3. Objeto de la actuación de la ONCE como entidad de voluntariado66.
Los Programas que desarrolla la ONCE como Entidad de Voluntariado pretenden la
mejora de la atención a las necesidades de los diferentes colectivos de afiliados a la
ONCE que tengan algunas de las carencias definidas en los mismos.
63 Vide Ley 6/1996, de 1 de enero, reguladora del voluntariado social. «Articulo 5. Concepto de volunta-
rio .
Tendrán la consideración de voluntarios las personas físicas que se comprometan libremente a realizar las
actividades contempladas en los artículos 3 y 4».
64 Vide J. MURILLO MARINAS, "Las relaciones jurídicas del voluntariado social como excluidas de la
relación laboral", Revista de Trabajo y Seguridad Social, 1, (1991), p. 150.
65 Vide: M.I. MARTÍNEZ MARÍN y Elvira GONZÁLEZ GAGO, "Coexistencia de voluntariado y traba-
jadores asalariados en las ONG de acción social", Documentación Social, 122, (2001); José Manuel
LEONÉS SALIDO, "El trabajo marginal: una frontera sin resolver", Aranzadi Laboral, 2, (2003).
66 Vide ley 6/1996, de 15 de enero, reguladora del voluntariado social: «Artículo 4. Actividades de inte-
rés general .
Se entiende por actividades de interés general, a efectos de lo dispuesto en el artículo anterior, las asisten-
ciales, de servicios sociales, cívicas, educativas, culturales, científicas, deportivas, sanitarias, de coopera-
ción al desarrollo, de defensa del medio ambiente, de defensa de la economía o de la investigación, de desa-
rrollo de la vida asociativa, de promoción del voluntariado, o cualesquiera otras de naturaleza análoga».
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En cualquier caso, la atención deberá organizarse en función de las prioridades de
los servicios demandados, las cuales habrán de analizarse en el servicio de coordina-
ción de voluntariado, puntualmente en todos los casos en los que no se puedan atender
las solicitudes recibidas por alguna circunstancia.
18.3.1.
Programa de acompañamiento.
Con la finalidad de atender a los afiliados que no poseen, por alguna circunstancia,
la autonomía personal suficiente ni disponen en su entorno socio-familiar de personas
que les puedan acompañar, encontrando por ello, especial dificultad en sus desplaza-
mientos, surge el programa de acompañamiento.
Los beneficiarios de este programa serán los afiliados que no cuenten con la auto-
nomía personal suficiente para desplazarse ni posibilidades de ser acompañado por per-
sonas de su entorno familiar.
Las actividades a realizar por los voluntarios serán:
· Acompañamiento a los servicios que presta la ONCE, tales como, rehabilitación,
aprendizaje de braille y tiflotecnología, atención de profesionales, actividades de ani-
mación sociocultural, etc.

· Acompañamiento a actividades o servicios externos a la ONCE, como consultas
médicas, gestiones administrativas, compras, paseos por su entorno, etc.
· Acompañamiento puntual a los afiliados que, aún teniendo la suficiente autonomía perso-
nal, necesiten excepcionalmente ayuda para realizar algún recorrido complejo y no habitual.
· Compañía a personas adultas con necesidades excepcionales a fin de paliar situa-
ciones de soledad o aislamiento.

18.3.2.
Programa de lectura.
Surge este programa con el objeto de facilitar a los afiliados el acceso a la informa-
ción, mediante la lectura de documentos privados, correspondencia, impresos, etc., siem-
pre y cuando no cuenten con la autonomía personal suficiente.
Los beneficiarios de este programa serán los afiliados adultos que no puedan acce-
der a la información escrita a través de los medios tiflotécnicos para los que la ONCE
imparte formación y no cuenten en su entorno con apoyo socio-familiar.
Las actividades a realizar por los voluntarios son las siguientes:
· Lectura de correspondencia y documentos privados.
· Lectura y cumplimentación de impresos.
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18.3.3.
Programa de apoyo a estudiantes.
Surge este programa con el fin de atender a los alumnos ciegos y deficientes visua-
les en relación a su participación en actividades de ocio y tiempo libre, así como para
ayudarles a superar limitaciones de acceso a la información mediante la lectura inme-
diata, directa y personalizada, de textos relativos a sus estudios.
Los beneficiarios de este programa serán los afiliados que cursen estudios en cual-
quier etapa educativa/formativa que requieran los apoyos en él previstos, y no cuenten
con el apoyo de sus familias o entorno inmediato.
Las actividades a realizar por los voluntarios son las siguientes:
· Lectura de apuntes manuscritos.

· Lectura de textos que comprendan gráficos, fórmulas o tablas complejas y que, en defi-
nitiva, no puedan ser leídos a través de los medios tiflotécnicos de acceso a la información.
· Acompañamiento y apoyo a estudiantes ciegos o deficientes visuales que para su
adecuada integración en actividades de ocio y tiempo libre requieran de una orientación
o atención especial.
18.3.4.
Programa deportivo.
Surge este programa con la finalidad de facilitar la práctica deportiva grupal o indi-
vidual de los afiliados, fundamentalmente en deportes de base.
Los beneficiarios serán los afiliados que para practicar deporte requieran algún tipo
de apoyo personal, tanto en actividades organizadas o no por la ONCE
Las actividades a realizar por los voluntarios serán las siguientes:
-
Apoyar la práctica deportiva grupal o individual en aquellos deportes que los afi-
liados demanden.
18.3.5.
Programa cultural-recreativo.
Surge este programa con objeto de hacer más accesible el ocio a las personas cie-
gas y deficientes visuales, apoyando la participación de los afiliados en actividades
culturales-recreativas tanto organizadas por la ONCE como externas.
Los beneficiarios serán todos los afiliados interesados en los programas cultura-
les-recreativos y que no cuenten en su entorno con apoyo socio-familiar.
Las actividades a realizar por los voluntarios serán las siguientes:
-
Prestar apoyo a los grupos que realizan excursiones o actividades socio-culturales en gene-
ral, como complemento a la labor del monitor, y para acompañar al grupo en su desplazamiento.
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· Apoyar al afiliado en la participación en actividades culturales-recreativas organi-
zadas en su entorno.

· Colaborar en la organización de actividades culturales, tertulias, conferencias, cine
forum, etc.
18.4. Principios reguladores de la figura del voluntario67.
67 Vide Estatuto del voluntario de la ONCE:
«ESTATUTO DEL VOLUNTARIO DE LA ONCE
PRIMERO.- La ONCE es una Corporación de Derecho Público, de carácter social a la que pueden perte-
necer como afiliados los deficientes visuales españoles admitidos estatutariamente en ella, con personali-
dad jurídica propia y plena capacidad de obrar, que desarrolla su actividad en todo el territorio español.
SEGUNDO.- Dentro de sus fines privativos, la ONCE ordena su actuación a la consecución de la autono-
mía personal y plena integración de los deficientes visuales en la sociedad, desarrollando, entre otras, las
actividades siguientes:
a) Prevención, detección temprana y diagnóstico de la deficiencia visual.
b) Preparación de estadísticas y registros que permitan la planificación.
c) Atención educativa.
d) Formación y capacitación profesional.
e) Promoción profesional y ocupacional, colocación y empleo.
f) Producción y distribución de depósitos bibliográficos y política de promoción cultural, en general.
g) Investigación sobre instrumentos auxiliares, técnica de tratamientos específicos y otros aspectos de natu-
raleza similar.
h) Orientación y rehabilitación en situaciones que puedan afectar a la deficiencia visual.
i) Mentalización social.
TERCERO.- La ONCE funda su organización en la democracia interna, la unidad de su Institución, la inde-
pendencia de gestión y la autonomía administrativa y financiera. Asegura el libre ejercicio de la participa-
ción de sus afiliados en el gobierno y administración de la Institución y fomenta el ejercicio de sus liber-
tades fundamentales.
CUARTO.- Los planes y programas de servicios para deficientes visuales que la ONCE acuerda y ejecuta
se coordinan con los objetivos y criterios en materia de política social del Ministerio de Trabajo y Asuntos
Sociales y de los demás órganos competentes de las Administraciones Públicas.
QUINTO.- La Organización colabora con el citado Ministerio y las restantes Administraciones Públicas,
así como con las demás Entidades privadas, en la ejecución de las políticas de integración social de las per-
sonas con minusvalía, a través de la articulación de los mecanismos de solidaridad y cooperación que se
establezcan mediante convenio.
SEXTO.- Los fines de la ONCE a estos efectos, constituyen actividades de interés general, conforme el artí-
culo 4 de la Ley Orgánica 6/1996, de 15 de enero del. Voluntariado, y por ello promueve la participación
en los mismos por parte del voluntario/a mediante su integración en la ONCE como entidad de voluntaria-
do.
SÉPTIMO.- Definiciones. Se entiende el Voluntariado de la ONCE como el conjunto de actividades desa-
rrolladas de forma organizada y estable por personas voluntarias en las áreas de interés social que establez-
ca la Organización. A estos efectos Voluntario es toda persona física que por libre determinación, sin
mediar obligación o deber, dedica parte de su tiempo a las indicadas actividades de carácter cívico o social
sin contraprestación alguna, mediante la formalización escrita con la ONCE del pertinente Acuerdo de
Prestación de Servicios en Régimen de Voluntariado. Entidad de voluntariado puede ser toda aquella en la
que concurran los requisitos legales de personalidad jurídica propia, carencia de ánimo de lucro, y desa-
rrollo de programas y actividades de carácter cívico y social por medio de personal mayoritariamente
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voluntario. La ONCE que cumple estos requisitos se constituye en Entidad de Voluntariado.
OCTAVO- En el ejercicio de su actividad de voluntariado, los voluntarios gozarán de los siguientes
Derechos:
a)
Obtener de la ONCE la información sobre la organización y funcionamiento de la entidad que resulte nece-
saria para la actividad a realizar.
b)
Recibir la formación necesaria para el desarrollo de su actividad.
c)
Participar en el desarrollo y evaluación del programa al que esté adscrito, así como en la elaboración y dise-
ño de programas futuros.
d) Ser acreditado como voluntario social y recibir certificación de su participación en los programas.
e) Ser asegurado frente a los riesgos básicos derivados de la actividad que desempeña como voluntario.
f) Recibir los medios materiales necesarios para el ejercicio de su actividad.
g) Recibir una compensación por los gastos realizados en el desempeño de su actividad.
h) Cesar libremente en su condición de voluntario.
i) No ser asignados a la ejecución de tareas ajenas a los fines y naturaleza de la ONCE como entidad de volun-
tariado.
j) Ser parte, en la forma que se determine, de los órganos de participación del voluntariado que se constituyan
en el seno de la ONCE
k) Todos aquellos que se deriven de la Ley n° 6/1996 de 15 de enero de 1996 reguladora del Voluntariado Social
y del resto del ordenamiento jurídico.
NOVENO.- En el ejercicio de su actividad de voluntariado, los voluntarios deberán prestar su actividad con
sujeción a los siguientes deberes:
a) Cumplir los compromisos adquiridos con la ONCE como entidad de voluntariado, con pleno respeto a
sus fines y la normativa interna que resulte de aplicación a su actividad a desarrollar por el voluntario.
b) Suscribir con carácter previo a la prestación de su actividad el correspondiente Acuerdo escrito de
Prestación de Servicios en Régimen de Voluntariado.
c) Guardar, cuando proceda, confidencialidad de la información recibida y conocida en el desarrollo de su
actividad voluntaria.
d) Rechazar cualquier contraprestación material que pudieran recibir bien del beneficiario final de su acti-
vidad o de otras personas relacionadas con su acción.
e) Respetar los derechos de los beneficiarios de su actividad voluntaria.
f) Actuar de forma diligente y solidaria en el desempeño de su actividad.
g) Participar en las tareas formativas previstas por la ONCE para las actividades y funciones confiadas, así
como las que con carácter permanente se precisen para mantener la calidad de los servicios que preste.
h) Seguir las instrucciones adecuadas a los fines que se impartan en el desarrollo de las actividades enco-
mendadas.
i) Utilizar debidamente la acreditación y distintivos de la ONCE que le sean facilitados.
j) Respetar y cuidar los recursos materiales que la ONCE ponga a su disposición.
k) Cooperar en la consecución de los objetivos del programa en que participe.
I) Observar las medidas de seguridad e higiene que se adopten.
m) Tratar con respeto y cortesía tanto a sus compañeros como a los beneficiarios de su actividad.
n) Comunicar al Servicio de coordinación de voluntariado, al menos con 24 horas de antelación, la impo-
sibilidad de realización de los servicios comprometidos.
ñ) Comunicar al menos con 15 días de antelación la renuncia como voluntario al Servicio de Coordinación
de voluntariado, con objeto de no ocasionar daño al servicio.
o) Abstenerse de intervenir, en nombre del afiliado beneficiario del programa, en operaciones que conlle-
ven la disposición de fondos tales como compras, retirada de dinero en cajeros automáticos, gestiones en
entidades bancarias o el manejo de documentación relativa a sus cuentas bancarias y propiedades, con
objeto de no verse comprometido en las mismas.
p) Abstenerse de intervenir, en calidad de representante del afiliado beneficiario del programa, en cualquier
tipo de operaciones salvo que exista mandato escrito de forma expresa; en este caso, se entenderá que su
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18.4.1.
De la adquisición y pérdida de la condición de voluntario.
En relación a la adquisición y pérdida de la condición de voluntario, habrá que ate-
nerse a lo previsto en el punto undécimo del Estatuto del Voluntario de la ONCE.
No obstante, se deberán cumplir los trámites previos a la firma del acuerdo de presta-
ción de servicio en régimen de voluntariado que a continuación se detallan:
· Entrevistar al voluntario con objeto de informarle sobre los programas de voluntaria-
do de la ONCE.
· Informar al voluntario sobre sus derechos y obligaciones regulados en el Estatuto del
Voluntario de la ONCE
La baja de un voluntario, en todo caso, deberá quedar formalizada por escrito68.
18.4.2.
De la relación con el beneficiario.
El voluntario deberá tratar al beneficiario con el debido respeto, el cual habrá de ser
correspondido.
En la realización del servicio encomendado, el voluntario actuará con diligencia, aten-
intervención se efectúa a título personal y que la misma es ajena al marco de la relación de voluntariado.
q) Los demás que se deriven de la Ley n° 6/1996 de 15 de enero de 1996 reguladora del Voluntariado Social
y del resto del ordenamiento jurídico.
DÉCIMO.- Régimen de incompatibilidad. La condición de voluntario será incompatible con el desarrollo
por cuenta de la ONCE de prestaciones profesionales, laborales, mercantiles o cualesquiera otras sujetas a
retribución.
UNDÉCIMO.- Adquisición y pérdida de la condición de voluntario. La incorporación de los voluntarios o
voluntarias a la ONCE se formalizará por escrito mediante el correspondiente acuerdo de prestación de ser-
vicios en régimen de voluntariado y la concesión de la acreditación pertinente de su actividad de volunta-
rio.
La condición de voluntario se pierde:
1. Por fallecimiento
2. Por renuncia del voluntario manifestada por escrito
3. Por mutuo acuerdo entre el voluntario y la ONCE manifestado por escrito.
4. Por decisión motivada de la ONCE en caso de incumplimiento por el voluntario de sus deberes.
DUODÉCIMO.- Libro registro de voluntarios. Por parte de la ONCE se llevará un libro registro de volun-
tarios en el que se hará constar el nombre y apellidos, DNI, fecha de alta y baja como voluntario, progra-
ma en el que desarrolla su actividad.
DECIMOTERCERO.- Comisión de voluntariado. La O.N.C.E constituirá una comisión que constará entre
sus miembros con voluntarios y que tendrá por objeto reunirse periódicamente al efecto de diseñar los pro-
gramas a desarrollar en las distintas áreas de actividad por medio de voluntarios. Una vez al año, se reuni-
rá dicha Comisión con objeto de evaluar el grado de cumplimiento de los programas, estableciendo aque-
llas medidas pertinentes para el mejor desarrollo de la actividad».
68 Vide Ley 6/1996, de 15 de enero, reguladora del voluntariado social: «Artículo 11. Régimen jurídico .
Los conflictos que surjan entre los voluntarios y las organizaciones en el ejercicio de las actividades pro-
pias de voluntariado se dirimirán por la jurisdicción competente, de conformidad con lo establecido en las
normas procesales».
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diendo los requerimientos del beneficiario, dentro de los límites propios del servicio enco-
mendado.
Si la duración de un servicio concreto se prorrogase más allá de la solicitud presentada por
el afiliado, el Servicio de Coordinación deberá ser informado para tenerlo en cuenta en el cóm-
puto de horas del voluntario, así como en el ajuste de la planificación de la actividad.
En el caso de que el acompañamiento entrañe en su transcurso alguna operación econó-
mica (compras, retirada de dinero en un cajero automático o cualquier gestión en una sucur-
sal bancaria), el voluntario deberá evitar el contacto con el dinero del afiliado, así como con
documentos relativos a sus cuentas a fin de no verse comprometido en las mismas.
El voluntario habrá de rechazar todo tipo de compensación tanto económica
como en especie proveniente del beneficiario o su entorno inmediato.
El voluntario no deberá soportar coste económico por el desarrollo de su activi-
dad, por lo que se le habrán de compensar los gastos de transporte relacionados con
la realización de lo encomendado por el Servicio de Coordinación, desplazamien-
tos realizados en transporte público, autobús, metro, tren y, excepcionalmente, taxi
o vehículo propio del voluntario. En este último caso, habrá de abonarse al volun-
tario la cantidad establecida por Km., en concepto de compensación de gastos por
utilización de vehículo propio69.
18.4.3. De los derechos70 y obligaciones71 del voluntario.
69 Vide Ley 6/1996, de 15 de enero, reguladora del voluntariado social: «Artículo 14. Incentivos al voluntariado.
Los voluntarios podrán disfrutar, en los términos y con el alcance que establezcan el Ministerio o Ministerios
competentes, de bonificaciones o reducciones en el uso de medios de transporte público estatales, así como en
la entrada a museos gestionados por la Administración General del Estado, y cualesquiera otros beneficios que
reglamentariamente puedan establecerse como medida de fomento, reconocimiento y valoración social de la
acción voluntaria».
Vide Pablo BENLLOCH SANZ, "La actividad del voluntariado: su difícil delimitación con la actividad labo-
ral (Comentario a la Sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal de Justicia de Cataluña de 6 de octubre de
2003)", Aranzadi Social, 1, (2004), versión electrónica, p. 7: «En efecto, respecto al primer elemento, la ausen-
cia de contraprestación es compatible, por ejemplo en el caso de los bomberos voluntarios, con el percibo de
una compensación económica no sólo por los gastos que la actividad desempeñada puede ocasionarle sino tam-
bién por la atención a los siniestros en que sea requerido y ello sin que se desvirtúe el carácter de voluntariado
de dicha actividad».
70 Vide Ley 6/1996, de 15 de enero, reguladora del voluntariado social: «Artículo 6. Derechos del voluntario.
Los voluntarios tienen los siguientes derechos:
a) Recibir, tanto con carácter inicial como permanente, la información, formación, orientación, apoyo y,
en su caso, medios materiales necesarios para el ejercicio de las funciones que se les asignen.
b) Ser tratados sin discriminación, respetando su libertad, dignidad, intimidad y creencias.
c) Participar activamente en la organización en que se inserten, colaborando en la elaboración, diseño, eje-
cución y evaluación de los programas, de acuerdo con sus estatutos o normas de aplicación.
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d) Ser asegurados contra los riesgos de accidente y enfermedad derivados directamente del ejercicio de la activi-
dad voluntaria, con las características y por los capitales asegurados que se establezcan reglamentariamente.
e) Ser reembolsados por los gastos realizados en el desempeño de sus actividades.
f) Disponer de una acreditación identifícativa de su condición de voluntario.
g) Realizar su actividad en las debidas condiciones de seguridad e higiene en función de la naturaleza y
características de aquélla.
h) Obtener el respeto y reconocimiento por el valor social de su contribución».
Vide Pablo BENLLOCH SANZ, "La actividad del voluntariado: su difícil delimitación con la actividad
laboral (Comentario a la Sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal de Justicia de Cataluña de 6 de octu-
bre de 2003)", Aranzadi Social, 1, (2004), versión electrónica, p. 3, donde respecto a la importancia de la
autonomía de la voluntad afirma: «Como es sabido, y así lo confirma la propia sentencia objeto de comen-
tario, es reiterado el criterio jurisprudencial de que los contratos tienen la naturaleza jurídica que se deriva
de su contenido obligacional, independientemente de la denominación que le otorguen los intervinientes,
por lo que la determinación del carácter laboral o no de la relación que une a las partes no es algo que quede
a su libre disposición, sino que ha de surgir del contenido real de las prestaciones concertadas y de la con-
currencia de los requisitos que legalmente delimitan el tipo contractual.
Este criterio jurisprudencial entendemos que puede y debe ser aplicable también a la actividad del volun-
tariado, en el bien entendido que la calificación jurídica habrá de buscarse en este caso en el denominado
compromiso o acuerdo de incorporación -instituto contractual atípico- en el que se formaliza el vínculo
que une al voluntario con la organización y que tiene un inequívoco contenido obligacional sobre todo en
aquellos casos en los que se incorporan derechos y obligaciones distintos a los específicamente previstos
en la normativa que sea de aplicación en cada caso.
Es cierto que carece de una fisonomía clara pero también lo es el hecho de que recoge un acuerdo o con-
senso de voluntades que tiene aquí una relevancia mayor que en el ordenamiento laboral, quizás por el
hecho del carácter altruista y solidario de la actuación del voluntariado, a la hora de calificar la relación
que les vincula. Como dice la Sentencia citada del Juzgado de lo Social núm. 4 de Sevilla, "En el sector
concreto del voluntariado se aboga por una presencia significativa de la autonomía de la voluntad, dado
que como consecuencia de la elección, el voluntario no sólo se insertará en el marco del Derecho del
Trabajo, sino que incluso llegará a realizar su trabajo con carácter gratuito". En este sentido, el hecho de
que, como parte del contenido obligacional del acuerdo de incorporación se mencione expresamente que
ha de consignarse el carácter altruista de la relación y que en algunos casos se permita moralizarlo admi-
tiendo la posibilidad de renunciar a la compensación de gastos viene a confirmar esa relevancia de la
voluntad individual».
71 Vide Ley 6/1996, de 15 de enero, reguladora del voluntariado social: «Artículo 7. Deberes del voluntario.
Los voluntarios están obligados a:
a) Cumplir los compromisos adquiridos con las organizaciones en las que se integren, respetando los fines
y la normativa de las mismas.
b) Guardar, cuando proceda, confidencialidad de la información recibida y conocida en el desarrollo de su
actividad voluntaria.
c) Rechazar cualquier contraprestación material que pudieran recibir bien del beneficiario o de otras per-
sonas relacionadas con su acción.
d) Respetar los derechos de los beneficiarios de su actividad voluntaria.
e) Actuar de forma diligente y solidaria.
f) Participar en las tareas formativas previstas por la organización de modo concreto para las actividades
y funciones confiadas, así como las que con carácter permanente se precisen para mantener la calidad de
los servicios que presten.
g)
Seguir las instrucciones adecuadas a los fines que se impartan en el desarrollo de las actividades enco-
mendadas.
h) Utilizar debidamente la acreditación y distintivos de la organización.
i.) Respetar y cuidar los recursos materiales que pongan a su disposición las organizaciones».
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Los derechos y deberes del voluntario se encuentran regulados en el Estatuto del
Voluntario de la ONCE, puntos Octavo y Noveno, el cual deberá ser conocido tanto por
los voluntarios como por todas las personas relacionadas directa e indirectamente con
el servicio de Coordinación de Voluntariado.
18.4.4. De la representación de voluntarios.
Según se establece en la ley 6/1996 de 15 de enero, los voluntarios habrán de estar
representados en una comisión de organización, diseño y control de los programas de
voluntariado y, a tal efecto, en cada centro los voluntarios elegirán en asamblea, a cele-
brar cada tres años o cuando de forma extraordinaria resulte convocada desde Dirección
General, a un representante que será candidato para la representación en la Comisión
Coordinadora de Voluntariado, con sede en Dirección General. Una vez designado un
representante por cada centro de adscripción, los mismos elegirán al vocal en la comi-
sión, de entre ellos, para lo cual deberá reunir la mayoría de votos o avales favorables
de los representantes electos.
La Comisión Coordinadora de voluntariado estará compuesta por:
· Director General Adjunto de Servicios Sociales para Afiliados que ejercerá de
Presidente.
· Director de Autonomía Personal y Bienestar Social que actuará en calidad de
Vicepresidente.
· Un miembro del Consejo General que actuará en calidad de Vocal.

· Coordinador general del servicio de voluntariado que actuará como Vocal.

· Un representante de los voluntarios elegido/a por ellos, integrándose como
Vocal.
· Actuará como secretario una persona que, habiendo sido designada por el
Presidente, se integrará en la comisión, sin voz ni voto, con objeto de levantar acta.
La Comisión celebrará, al menos, una reunión al año, siendo sus funciones las
siguientes: diseño de programas, planificación de las actividades generales, evaluación
y control de la ejecución de los programas, recepción y análisis de las sugerencias reci-
bidas desde los servicios de coordinación de cada centro, cualquier otra que se consi-
dere conveniente en relación con la actividad de voluntariado
En aquellas Comunidades Autónomas en las que se constituya Entidad de
Voluntariado, el régimen de representación de voluntarios tendrá que atenerse a lo regu-
lado en la legislación aplicable.
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18.5. Procedimientos relativos a la gestión de la ONCE como entidad de volun-
tariado.
18.5.1.
Captación de voluntarios.
Antes de iniciar un proceso de captación activa de voluntarios en cualquier cen-
tro de la ONCE se deberá considerar lo siguiente: estimación de la demanda de
voluntariado en el centro; cuantificación aproximada de voluntarios a captar; previ-
sión de la acogida de los interesados en ser voluntarios; comunicación a Dirección
General de la necesidad de iniciar la campaña de captación activa.
Los colectivos a los que preferentemente se deberán dirigir las campañas de captación
activas son: - Afiliados, haciendo especial hincapié en el colectivo de mayores. - Personas
con discapacidad no afiliadas. - Familiares de afiliados. - Familiares de trabajadores del grupo
ONCE. - Perceptores de pensión derivada de relación laboral directa con la ONCE, afiliados
o no a la misma, que no realicen actividad laboral alguna. - Estudiantes universitarios. -
Asociaciones tales, como de pensionistas, de mujeres, de vecinos, etc.
Queda expresamente excluido a este respecto el colectivo de trabajadores de la
ONCE, tal y como dispone la legislación vigente.
La campaña de captación se materializa con la distribución de soportes gráficos, así
como accesibles, los que se estime oportuno en cada momento y que serán distribuidos
al efecto por la Dirección General.
La captación pasiva será la realizada sin iniciativa ex profeso de la Organización, en
la cual las personas interesadas en ser voluntarios hayan tenido conocimiento de la
posibilidad de serlo en la ONCE y se dirigen a la entidad sin que se haya producido una
convocatoria.
Se deberá atender a todas las personas que estén interesadas en ser voluntarios, aco-
giéndolas y dándoles una respuesta adecuada que habrá de ser la recogida de sus datos
y, en caso de tener demanda, citarles para la selección.
18.5.2.
La selección.
Las personas interesadas en ser voluntarios de la ONCE deberán cumplimentar una
ficha, que entregarán en el centro de la ONCE más próximo a su domicilio habitual.
Se convocará a todos y cada uno de los interesados para la realización de una entre-
vista personal en la que se deberán cubrir los siguientes objetivos: - Proporcionar infor-
mación básica suficiente sobre la ONCE y en especial sobre los programas de volunta-
713
riado. - Conocer el perfil del entrevistado. - Recoger información suficiente para valo-
rar qué actividades puede realizar y cuáles son sus preferencias. - Informarle sobre los
derechos y obligaciones del voluntario de la ONCE, según el correspondiente Estatuto.
· Estimar el compromiso temporal del entrevistado como posible voluntario de ONCE.
· Aclarar al entrevistado las diferencias entre voluntariado y ocupación laboral.
Detectar si el entrevistado presenta alguna característica que haga desaconsejable su
entrada como voluntario.
El voluntario procederá a la firma de todas las hojas del Acuerdo de Prestación de
Servicios en Régimen de Voluntariado y se le hará entrega mediante recibí de una copia
del Estatuto del Voluntario de la ONCE72.
18.5.3.
La formación.
La formación inicial deberá consistir en un curso de una duración mínima de 15
horas, en el que se abordarán al menos las siguientes materias: - Formación institucio-
nal. - Conocimientos básicos sobre el funcionamiento de los sen/icios sociales.
Aproximación al mundo de la ceguera y la deficiencia visual. - Pautas de comporta-
miento con personas ciegas y deficientes visuales. - Aspectos básicos sobre la diabetes.
-
Psicología del mayor. - Iniciación en la lectura para ciegos. - Contenidos concretos de
los programas a desarrollar. - Aspectos básicos de la acción voluntaria.
18.5.4.
Trámites administrativos relativos al aseguramiento y registro de volunta-
rios.
La ONCE, como Entidad de Voluntariado, está obligada a la llevanza de un libro registro de
voluntarios, en el que constarán los datos de cada uno de los voluntarios, nombre, apellidos,
N.I.F., fecha de inicio de su actividad como voluntario en la ONCE y fecha de finalización.
Este registro será centralizado, para lo cual cada Delegación Territorial y Dirección
72 Vide Ley 6/1996, de 15 de enero, reguladora del voluntariado social: «Artículo 9. Incorporación de los
voluntarios .
1.
La incorporación de los voluntarios a las organizaciones se formalizará por escrito mediante el corres-
pondiente acuerdo o compromiso que, además de determinar el carácter altruista de la relación, tendrá
como mínimo el contenido siguiente:
a) El conjunto de derechos y deberes que corresponden a ambas partes, que habrá de respetar lo dispues-
to en la presente Ley.
b) El contenido de las funciones, actividades y tiempo de dedicación que se compromete a realizar el voluntario.
c) El proceso de formación que se requiera para el cumplimiento de sus funciones.
d) La duración del compromiso y las causas y formas de desvinculación por ambas partes.
2.
La condición de voluntario será compatible con la de socio en la misma organización».
714
Administrativa deberá cumplimentar hojas de registro de voluntarios, en las que tam-
bién constarán las horas de servicio realizadas mensualmente, las cuales serán remiti-
das a Dirección General mensualmente a efectos de actualización.
La cumplimentación del acuerdo de prestación de servicio en régimen de volunta-
riado, será realizado en cada Delegación Territorial o Dirección Administrativa, así
como en aquellos otros centros que reciban autorización expresa, remitiéndose el origi-
nal a Dirección General y archivándose copia en el Centro correspondiente.
Las altas y bajas de voluntarios deberán formalizarse mediante la inmediata remi-
sión del Acuerdo de Prestación de Servicio en régimen de voluntariado y de la renun-
cia al acuerdo por parte del voluntario, en su caso, con objeto de gestionar el asegura-
miento de los voluntarios o su baja en el colectivo asegurado. La póliza de seguro debe-
rá contemplar las coberturas sanitaria, de accidente y de responsabilidad civil73.
Las Delegaciones Territoriales y Direcciones Administrativas facilitarán un carné a
cada voluntario, según modelo, remitido por Dirección General, el cual les servirá para
acreditarse tanto ante el personal de la ONCE como ante los beneficiarios.
Se ha creado un archivo informático en el que se recogerán los datos personales de
los voluntarios. Antes del inicio de la utilización de este fichero, se dio de alta ante la
Agencia de Protección de Datos, mediante una solicitud dirigida a la Agencia, a través
de la Dirección de Sistemas y Tecnología de la Información.
18.5.5. Funcionamiento del servicio de coordinación de voluntariado.
El servicio de Coordinación de voluntariado desarrollará las siguientes funcio-
nes: - Análisis periódico de las necesidades del servicio de voluntariado. -
Recepción y clasificación de las solicitudes de servicio. - Asignación de servicios
a voluntarios. - Comunicación de los servicios a realizar por voluntarios. -
Registro de incidencias.
En cualquier caso, los cometidos deberán ser realizados desde el servicio de coordi-
73 Vide Ley 6/1996, de 15 de enero, reguladora del voluntariado social: «Artículo 10. Responsabilidad extra-
contractual frente a terceros .
Las organizaciones responderán frente a terceros por los daños y perjuicios causados por los voluntarios que
participen en sus programas, como consecuencia de la realización de actuaciones de voluntariado, en los
siguientes términos:
a) Cuando se trate de organizaciones privadas, de acuerdo con lo establecido en el capítulo II del Título XVI
del Libro IV del Código Civil.
b) Cuando se trate de la Administración General del Estado y de las entidades de derecho público vinculadas o
dependientes de ella, de conformidad con lo previsto en el Título X de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre , de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común».
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nación, al que se comunicarán tanto las posibles incidencias, como los avisos en caso
de imposibilidad de realización con 24 horas de antelación.
Los voluntarios podrán realizar tareas de apoyo a la coordinación de la actividad,
siempre con la debida supervisión del coordinador del servicio.
19. Derecho a la práctica deportiva74, incluida la alta competición.
19.1. Evolución.
La Circular 10/99, de 14 de septiembre, de la entonces Dirección de Cultura estableció un
marco organizativo muy preciso para el deporte de competición en la ONCE, con un acusado pro-
tagonismo del Club de Deportes ONCE como instrumento de gestión de la práctica deportiva de
competición. Sin embargo, la transferencia de competencias en materia deportiva a las distintas
Comunidades Autónomas ha tenido como consecuencia, en los últimos años, un desarrollo legis-
lativo heterogéneo y diferente para cada Comunidad Autónoma, en el que la actuación de un club
de ámbito estatal como el de la ONCE, contaba con importantes dificultades de actuación.
Todo ello ha implicado que la nueva realidad política, con su consiguiente traducción
legislativa en el campo del deporte, aconsejaban la desaparición del club y la reorganización
de las estructuras para la práctica deportiva de los afiliados. Así, con fecha 25 de junio, el
Consejo General, mediante Acuerdo 3/2001-2.3., formalizó la extinción del Club de Deportes
ONCE (CDO), estableciendo que, a partir de entonces fuese la Federación Española de
Deportes para Ciegos (FEDC) la competente para desarrollar el deporte de competición de
las personas ciegas y deficientes visuales en el ámbito de la ONCE, siempre con su colabo-
ración, reservándose ésta la competencia sobre el deporte de base y el deporte escolar.
Para desarrollar esta colaboración la Federación Española de Deportes para Ciegos75
firmó un acuerdo con la ONCE el 28 de junio de 2001 cuyos aspectos más significati-
vos pondré de manifiesto.
74 Vide: Emilio CASTRILLÓN HERNÁNDEZ (Coord.), Deportes para personas ciegas y deficientes visuales,
ONCE (Dirección de Cultura y Deporte)-Federación Española de Deportes para Ciegos, Madrid, 2002, 324 pp.;
Pau SERRACANTA i MARCET, Esquí alpino para personas ciegas y deficientes visuales, ONCE (Dirección de
Cultura), Madrid, 1998 119 pp.; José Luís AGUADO GARNEL y Otros, Estrategias de fomento del deporte de
los niños ciegos y deficientes visuales, Consejo Superior de Deportes-Federación Española de Deportes para
Ciegos, Madrid, 2003, 150 pp.; Bruno CARMEN!, Judo para deportistas ciegos, ONCE (Dirección de
Relaciones Públicas y Publicidad), ONCE, Madrid, 1998, 258 pp.; Gulio NARDONE, María Luisa GARGIU-
LO, Submarinismo para ciegos y deficientes visuales: manual para monitores y guías de submarinismo para per -
sonas con discapacidad visual, ONCE (Dirección de Cultura), Madrid, 1999,109 pp.
75 Vide Resolución de 26 de octubre de 1993, Consejo Superior de Deportes (BOE de 13 de noviembre,
núm. 272), Estatutos de la Federación Española de Deportes para Ciegos, modificada por Resolución de
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A nivel interno de la propia ONCE se ha dictado la Circular 23/2001, de 21 de
diciembre, de la Dirección de Cultura y Deporte, por la que se determina y regula la
práctica del deporte de competición, registro general de salida n°: 68.387, que entró en
vigor el 1 de enero de 2002, y que derogaba la Circular 10/99, de 14 de septiembre. Su
pretensión era impartir las instrucciones necesarias a los centros de la ONCE para con-
seguir un mejor cumplimiento del acuerdo citado y la consecución de los objetivos que
en él se proponen.
19.2. La organización del deporte en la ONCE.
La práctica deportiva en la ONCE se desarrollará en tres niveles: deporte escolar,
deporte de base y deporte de competición.
19.2.1.
Deporte escolar.
El deporte realizado por los niños afiliados a la ONCE en edad escolar es compe-
tencia de la Dirección de Cultura y Deporte junto, con la Dirección de Educación, sien-
do los Departamentos de Servicios Sociales para Afiliados de todas las Delegaciones
Territoriales y Direcciones Administrativas los responsables de la organización y segui-
miento de las actividades con este sector.
En aquellos ámbitos donde esté ubicado un Centro de Recursos Educativos, éste
colaborará activamente con los referidos Departamentos, bajo las directrices de las
Direcciones de Cultura y Deporte y de Educación.
En ambos casos, la FEDC actuará como asesora técnica.
19.2.2.
Deporte de base.
El deporte de base en su concepción de deporte para todos, como actividad de par-
ticipación, mantenimiento, recreación, educación y de salud, realizado por los afiliados
a la ONCE, es competencia de la Dirección de Cultura y Deporte, así como de los res-
pectivos Departamentos de Servicios Sociales para Afiliados, estando regulado por la
Circular correspondiente sobre Animación Sociocultural y Deportiva en la ONCE. La
FEDC actuará como asesora técnica.
19.2.3.
Deporte de competición
La actividad deportiva de las personas ciegas y deficientes visuales afiliadas a la
ONCE que implique marca, rendimiento, selección, representación deportiva nacional
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e internacional, que se realice en el ámbito estatal y, en su caso, en el autonómico, es
competencia de la FEDC en coordinación con la Dirección de Cultura y Deporte de la
ONCE. Esta actividad deportiva es la que regula la Circular 23/2001.
19.3. Objetivos del deporte de competición en la Federación Española de
Deportes para Ciegos ( FEDC).
Los objetivos de la FEDC en relación con el deporte de competición son los siguien-
tes:
· Promover la práctica deportiva de las personas ciegas76 y deficientes visuales como
plataforma de progresión e integración personal y colectiva.

· Incorporar a la sociedad parámetros diferentes de mentalidad con respecto al
mundo de las personas ciegas y deficientes visuales.
· Trasladar los beneficios de la práctica deportiva a la rehabilitación de las personas
ciegas y deficientes visuales.
· Representar a las personas ciegas y deficientes visuales y al Estado Español, en los
acontecimientos deportivos internacionales.

28 de abril de 1998 (BOE de 11 de mayo, núm. 112) y Resolución de 29 de julio de 2004 (BOE de 28 de
agosto, núm. 208). En el art. 1 establece: «La Federación Española de Deportes para Ciegos (FEDC) es
una federación deportiva de ámbito estatal cuyo objeto es promover y gestionar el deporte para ciegos y
que ejerce por delegación funciones públicas de carácter administrativo, actuando, en su caso, como agen-
te colaborador de la Administración Pública. [...],
La Federación Española de Deportes para Ciegos tiene personalidad jurídica y plena capacidad de obrar
para el cumplimiento de sus fines y se rige por la Ley del Deporte [...].
De conformidad con la Constitución Española y las normas internacionales, la Federación Española de
Deportes para Ciegos no permitirá en su seno discriminaciones por razones de sexo o posición social, política,
religiosa o ideológica. De igual forma no permitirá injerencia extraña de carácter deportivo en el ámbito
de su competencia».
76 Vide Estatutos de la Federación Española de Deportes para Ciegos, art. 6: «Deportistas. Podrán inscri-
birse como miembros de la Federación Española de Deportes para Ciegos los deportistas que participen en
competiciones oficiales de ámbito nacional.
De acuerdo con los Estatutos de la Asociación Internacional de Deportes para Ciegos (International Blind
Sports Association), se define la ceguera como la condición en que la agudeza de la visión del mejor de tos
ojos, tras su corrección, no exceda de 6/60 o bien el campo visual del mejor de los ojos es de un ángulo de
20 grados o menos.
Los deportistas se clasificarán de acuerdo con las categorías vigentes en el seno de la Asociación
Internacional de Deportes para Ciegos, que son las siguientes:
B.l. Inexistencia de percepción de la luz en ambos ojos o percepción de la luz pero imposibilidad de dis-
tinguir la forma de una mano a cualquier distancia o en cualquier dirección.
B.2. Desde habilidad para distinguir la forma de una mano hasta una agudeza visual de 2/60 y/o un campo
visual de menos de cinco grados.
B.3. Desde la agudeza visual por encima de 2/60 hasta una agudeza de 6/60 y/o un campo visual de más
de cinco grados y menos de 20 grados.
Todas estas clasificaciones se realizan con mediciones en el mejor ojo y tras la mejor corrección posible».
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19.4.
Deportes de competición en la FEDC.
La FEDC asume como las modalidades deportivas más adecuadas para la práctica
de las personas ciegas y deficientes visuales las siguientes: - Ajedrez. - Atletismo. -
Ciclismo en tándem. - Esquí. - Fútbol-Sala. - Judo. - Natación. - Goalball. -
Montañismo. - Tiro . - Deportes minoritarios: powerlifting, vela, remo e hípica.
Se podrán establecer como deportes de competición aquellos que se consideren
oportunos en cada momento, siempre que estén reconocidos en el ámbito de la
Federación Internacional de Deportes para Ciegos (IBSA).
19.5.
Destinatarios del deporte de competición.
Los destinatarios del deporte de competición serán las personas ciegas y deficientes
visuales que superen las marcas y/o requisitos establecidos para cada uno de los depor-
tes en sus distintas modalidades y categorías, así como los integrantes de los equipos
que participen en las competiciones para deportes de grupo incluidas en el calendario
promulgado por la FEDC.
19.6.
Niveles del deporte de competición.
Atendiendo a la clasificación por marcas y/o a los requisitos de la FEDC, los depor-
tistas se integrarán en los siguientes niveles:
Deportistas de alta competición: deportistas seleccionados para participar en
Paralimpiadas77, Campeonatos Mundiales y Campeonatos Europeos, siempre que sean
de carácter oficial78.
Deportistas de competición: deportistas seleccionados para participar en otros eventos
internacionales, competiciones estatales y campeonatos interautonómicos e integrados.
19.7.
Categorías del deporte de competición.
Los afiliados a la ONCE que cumplan los requisitos establecidos al efecto, y que
estén federados en la FEDC, podrán participar en todas las categorías en vigor, encua-
drándose en aquellas más convenientes según su resto visual.
77 Vide Orden TAS/2787/2005, de 29 de agosto, autorizando la utilización de las donaciones recibidas en
virtud de lo previsto en el artículo 2.1.c) del Real Decreto 364/2005, de 8 de abril, para la promoción del
deporte paralímpico y la posterior inserción laboral de los deportistas (BOE de 9 de septiembre, núm. 216).
78 Vide ONCE, "El sueño hecho realidad de los atletas paralímpicos", Perfiles (Versión electrónica), 211,
(2005): «El sueño que acariciaban los atletas de élite españoles con discapacidad ha acabado cumpliéndose:
ya cuentan con un Plan ADOP (Apoyo al Deporte Objetivo Paralímpico) que les permitirá prepararse en las
mejores condiciones técnicas para las citas paralímpicas de mayor relevancia. [...]».
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19.8 Ámbitos de participación.
Atendiendo a la extensión geográfica de los eventos deportivos y, consecuentemente,
a los requisitos de participación y competición exigibles para dicha representación geo-
gráfica, se considerarán ámbitos de competición los siguientes:
19.8.1.
Interautonómico.
Acogerá los eventos de competición que se desarrollan entre deportistas y equipos
de un determinado ámbito geográfico, inferior al estatal, y tengan carácter clasificato-
rio para los campeonatos estatales.
19.8.2.
Estatal.
Acogerán los eventos de competición realizados por los deportistas y equipos de
todo el ámbito estatal.
19.8.3.
Internacional.
Acogerán los eventos de competición realizados por los deportistas y equipos espa-
ñoles con otros países.
19.8.4.
Eventos de competición de carácter integrado.
En cualquiera de los tres ámbitos previstos, podrán celebrarse eventos de competi-
ción de carácter integrado, en los que participarán deportistas y equipos de ciegos y
deficientes visuales que dispongan de licencia federativa en vigor, conjuntamente con
deportistas y equipos de otras discapacidades y no discapacitados. Las actividades
deportivas que se celebran en el ámbito autonómico se consideran deporte para todos y
deporte de base, siempre que no estén encuadrados dentro de un campeonato clasifica-
torio de ámbito superior al autonómico o estén organizados por una Federación
Autonómica de Deportes para Ciegos y autorizados por la FEDC.
19.9. Actividades deportivas de competición y de alta competición.
Tendrán la consideración de actividades deportivas de alta competición las siguientes:
· Los Campeonatos de Europa, Campeonatos del Mundo y Juegos Paralímpicos.
Se considerarán actividades de competición:

· Las concentraciones, tests físicos y estages.
· Los campeonatos interautonómicos.
720
· Las ligas, campeonatos de España, vueltas estatales y otros que puedan tener deno-
minación oficial.

· Las competiciones integradas de ámbito estatal e internacional.
· Cualquier otro evento deportivo, nacional e internacional que, por su carácter pro-
mocional o competitivo, considere oportuno convocar la FEDC de acuerdo con la
ONCE.
19.10. Estructura organizativa: competencias y responsabilidades.
Con el fin de establecer un marco de relaciones organizativo preciso y coordinado,
se crea un sistema de relaciones que concretan las correspondientes competencias,
tanto de la estructura central como de la estructura territorial de la ONCE, así como
las responsabilidades de financiación asumibles por cada una de ellas.
9.10.1. Estructura central.
Corresponderá a la Dirección General de la ONCE, por medio de la Dirección de
Cultura y Deporte, la ejecución de las actuaciones que se deriven de las siguientes com-
petencias y responsabilidades.
A. Competencias organizativas
· Acordar con la FEDC las sedes de la ONCE en las que vayan a celebrarse compe-
ticiones previstas en el calendario deportivo anual.
· Dar a conocer en el ámbito de la ONCE el calendario deportivo aprobado y publi-
cado por la FEDC.
· Acordar con la FEDC los criterios de participación de los deportistas, equipos y
otro personal de la ONCE en las actividades deportivas de competición a fin de com-
patibilizar su actividad deportiva con su relación laboral.
· Aprobar posibles acuerdos con entidades externas para el patrocinio de competi-
ciones, eventos deportivos y equipos.

· Aprobar y supervisar los posibles patrocinios que establezca la FEDC en las acti-
vidades de competición.

· Autorizar y supervisar la imagen corporativa que pueda establecer la FEDC.
· Establecer, teniendo en cuenta los criterios de la FEDC, acuerdos con empresas sumi-
nistradoras para adquisición de equipamientos y material deportivo.
· Facilitar, en los centros ONCE, el desarrollo de la estructura autonómica de la FEDC.
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-
Establecer acuerdos con las Federaciones Autonómicas de Deportes para Ciegos y
con las Delegaciones Territoriales de la FEDC sobre materias de su responsabilidad.
B. Competencias económicas.
La Dirección General de la ONCE incluirá en sus presupuestos anuales y en sus pro-
gramas establecidos al efecto partidas para:
· Determinar la subvención que para cada ejercicio concederá, a la FEDC y a otras
Federaciones Autonómicas, en base al presupuesto aprobado por éstas y a las subven-
ciones recibidas por la FEDC y las Federaciones Autonómicas, de otras entidades
públicas y privadas.

· Canalizar, a través de la nómina, el pago de las compensaciones correspondientes
ocasionadas por la participación de deportistas, equipos, personal técnico y personal de
apoyo, pertenecientes a la plantilla de la ONCE, en los distintos eventos nacionales e
internacionales organizados por la FEDC.

19.10.2. Estructura territorial.
Corresponderá a los centros de la ONCE la ejecución de las actuaciones que se deri-
ven de las siguientes competencias y responsabilidades:
A. Competencias organizativas.
· Establecer un control de la participación de los deportistas y equipos de su ámbito
territorial, según las características y condiciones de las convocatorias y, en su caso, dis-
pensar del trabajo a los deportistas que acudan a las competiciones.
· Solicitar a la FEDC las licencias federativas de los deportistas, entrenadores y
demás personal directamente relacionado con el deporte de competición, según la nor-
mativa vigente.
· Suscribir los contratos de entrenadores, monitores y demás personal técnico rela-
cionado con las actividades del deporte de competición, salvo aquellos que realice la
FEDC.
· Facilitar el material deportivo  a los deportistas y equipos, según las directrices
impartidas por la FEDC.
-
Gestionar     las  cesiones  de  instalaciones  de Ayuntamientos,  Comunidades
Autónomas y otras entidades públicas y privadas, en el marco de los convenios de cola-
boración con la FEDC que puedan suscribirse.
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· Solicitar a la FEDC las equipaciones necesarias para los deportistas y equipos.
· Facilitar el desplazamiento a las instalaciones, en aquellos casos que sean estricta-
mente necesarios.

· Gestionar la participación de los deportistas y equipos en las actividades convoca-
das y organizadas por la FEDC.

· Presentar las candidaturas para la asignación de sedes para la organización de las
distintas actividades deportivas de competición.

· Elaborar y cuantificar los proyectos para la organización de actividades deportivas
de competición a desarrollar en su territorio, según las directrices marcadas por la
FEDC.
· Llevar a cabo, con el asesoramiento y supervisión de la FEDC, el proyecto autori-
zado de organización de competiciones deportivas.
· Proponer, a la Dirección General de la ONCE y a la FEDC, acuerdos con entidades
externas para el patrocinio de competiciones, eventos deportivos y equipos.
· Promover la participación de personal voluntario en los eventos deportivos, siem-
pre sin menoscabo del nivel y calidad de los mismos.
· Desarrollar, en coordinación con la Dirección General de la ONCE y la FEDC, las
estructuras necesarias para la creación y progreso de las diferentes Federaciones
Autonómicas de Deportes para Ciegos y Delegaciones Territoriales de la FEDC.

B. Competencias económicas.
· Gestionar los gastos a abonar en nómina ocasionados por la participación, de
deportistas vendedores y no vendedores de la plantilla de la ONCE, en las distintas acti-
vidades deportivas de competición, convocadas y organizadas por la FEDC.
· Gestionar el gasto derivado de la participación de personal técnico y de apoyo,
ajeno a la plantilla de la ONCE.
· Gestionar los gastos ocasionados por el desarrollo y ejecución de cada proyecto de
evento deportivo autorizado, que se hará con cargo al presupuesto de la FEDC, según
las instrucciones impartidas al efecto por la Dirección de Cultura y Deporte.
19.10.3 La Federación Española de Deportes para Ciegos (FEDC).
Las competencias de la FEDC, de acuerdo con la normativa estatal en materia de
deporte y su normativa interna son las siguientes.
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A. Competencias organizativas.
· Gobernar, gestionar, administrar y reglamentar las modalidades y especialidades
deportivas de los deportes por ella homologados.

· Ser miembro del Comité Paralímpico Español.

-
Representar a España, con carácter exclusivo, en los siguientes Organismos
Internacionales: Federación Internacional de Deportes para Ciegos (IBSA); cuantos otros
organismos pudieran crearse, asumiendo la representación española del deporte para ciegos
y defícientes visuales en cuantos eventos de carácter nacional e internacional se organicen,
previa la correspondiente autorización del Consejo Superior de Deportes.
· Elaborar y aprobar su presupuesto anual.

· Establecer acuerdos interfederativos.

· Administrar y gestionar los recursos propios y las subvenciones recibidas.

· Establecer las marcas o criterios de participación necesarios para cada deporte.

· Seleccionar a los deportistas y equipos para la participación en los distintos even-
tos deportivos.
· Diseñar, elaborar y ejecutar los planes de preparación de los deportistas de alta
competición en sus respectivas modalidades deportivas, así como elaborar las listas
anuales de los mismos.
· Conceder y administrar el presupuesto de las becas a los deportistas de alta com-
petición.
· Colaborar, con la Administración del Estado y de las Comunidades Autónomas, en
la formación específica de técnicos de deportes para ciegos y deficientes visuales, en la
prevención, control y represión del uso de substancias y grupos farmacológicos prohi-
bidos y métodos no reglamentarios en el deporte.

· Aprobar y publicar el calendario deportivo anual.

· Determinar los campeonatos que tendrán rango de competición integrada.

· Organizar y tutelar las competiciones oficiales de carácter internacional que se
celebren en el territorio del Estado.

· Solicitar, comprometer u organizar actividades y competiciones deportivas oficia-
les de carácter internacional, previa autorización del Consejo Superior de Deportes.

· Ejercer el control de las subvenciones que se asignen a las asociaciones y entida-
des deportivas de su ámbito de influencia, en las condiciones que fije el Consejo
Superior de Deportes.
· Ejecutar, en su caso, las resoluciones del Comité Español de Disciplina Deportiva.
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· Asesorar a los centros ONCE en el desarrollo de la estructura autonómica de la
FEDC.
· Diseñar e impartir la formación a los entrenadores, monitores y demás personal
técnico del deporte de competición.
· Gestionar el desplazamiento de deportistas, equipos, entrenadores, técnicos, acom-
pañantes y otro personal de apoyo.
· Sugerir investigaciones para comprobar la contribución del deporte en la rehabili-
tación de las personas ciegas y deficientes visuales.
· Velar por que los deportistas estén reglamentariamente inscritos en las diferentes
federaciones y mutuas deportivas.

· Establecer directrices claras y precisas, en cuanto a las equipaciones y material
deportivo necesario, para los entrenamientos y competiciones, según las diferentes
modalidades deportivas.

· Fijar las condiciones para la selección y contratación de entrenadores y monitores
deportivos de competición.

· Elaborar las condiciones técnicas y el modelo de proyecto para la organización de
actividades deportivas.

B. Competencias económicas.
Los gastos ocasionados por el desarrollo y ejecución de las competencias organiza-
tivas de la FEDC, irán a cargo de su presupuesto.
20. Facilitar la integración de los invidentes y deficientes visuales: animación
socio-cultural, actividades de aire libré y agrupaciones artísticas.
20.1. Animación socio-cultural (con anterioridad a la reforma emprendida en 2005).
20.1.1. Ideas generales.
Durante los últimos años los servicios para personas ciegas y deficientes visuales
han experimentado un crecimiento significativo tanto en la dotación de recursos huma-
nos y materiales como en el desarrollo de programas y servicios, lo cual ha supuesto la
necesidad de adoptar nuevas técnicas organizativas del trabajo interdisciplinar y ade-
cuar los programas a las nuevas directrices que sobre descentralización quedan refleja-
das en el acuerdo 2/92.4 aprobado por el Consejo General.
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Dentro de este contexto, y de acuerdo con los criterios recogidos en el Plan General
de Actuación del Departamento de Servicios Sociales para Afiliados, se consideró nece-
saria la revisión del marco normativo de la Animación Socio-cultural, considerando
también, la experiencia acumulada en los últimos años, desde que en 1.983 se iniciara
el proceso. Para ello, se procedió a publicar la Circular 11/92, de 8 de julio, del
Departamento de Servicios Sociales para Afiliados, Sección de Cultura, registro gene-
ral de salida n°: 38.737-A, que regula esta actividad, que dado el nivel de consolidación
alcanzado, puede ser considerada un derecho del afiliado. De este modo quedó deroga-
da la Circular 3/88, de 28 de enero, del Servicio para Afiliados, Sección de Cultura.
20.1.2. Concepto.
Según la definición establecida por la Unesco, la Animación Socio-cultural en la
ONCE se concibe como el conjunto de técnicas sociales basadas en una pedagogía par-
ticipativa, cuya finalidad es promover prácticas y actividades voluntarias que, con la
participación activa de la persona, se desarrollan en el seno de un grupo o comunidad
determinada, y se manifiesta en los diferentes ámbitos que contribuyen al desarrollo de
la calidad de vida.
Desarrollando aún más esta definición hay que añadir que se trata de:
· Un conjunto de prácticas y acciones destinadas a generar procesos de participación
en el mayor número de personas posible.

· Que se deciden y se llevan a cabo de una manera concertada con los participantes,
desarrollando las posibilidades que toda persona, grupo o colectivo posee.

· Generando dinámicas que convierten al público-espectador en participante-actor.

· Con una metodología adecuada que desarrolle la práctica de la gente y el nivel de
conciencia que esa misma gente posee participando.

· Articulando prácticas abiertas a todos, según sean sus aptitudes personales.

· Dentro de un reconocimiento del pluralismo cultural y la autonomía de los desti-
natarios.
· Con una visión de proceso que comprenda la capacidad de análisis, la de organi-
zación y la de expresión.
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20.1.3. La animación socio-cultural en la ONCE: objetivos generales79 y crite-
rios básicos de actuación.
A. Objetivos generales.
Los objetivos generales son los siguientes: elevar el nivel cultural del colectivo de
personas ciegas y deficientes visuales; promover la participación activa de los afiliados;
79 Para que la Animación Socio-cultural y Deportiva desarrolle sus objetivos, es imprescindible la existencia
de una programación que permita su posterior seguimiento y evaluación. Esta cumplirá los siguientes requisi-
tos:
· Explicitar claramente los objetivos generales que se pretenden conseguir con el conjunto de la programación.
· Precisar los objetivos específicos de cada una de las actividades que se programen.
· Definir los perfiles de los destinatarios, en base a un sondeo previo de necesidades, a los que van dirigidas
las actividades, así como el número de afiliados, señalando las carencias que se desean abordar o las posibili-
dades que se quieren movilizar.
· Secuenciar en tiempo las fases y duración de las actividades programadas, manteniendo una intensidad equi-
librada a lo largo de todo el curso.
· Determinar los Monitores de Actividades Específicas, explicitando tiempo de prestación y honorarios.
· Detallar claramente por partidas los costos de la programación, cuidando la racionalización del gasto y el
nivel de eficiencia del mismo. Asimismo, se harán constar los recursos ajenos que se prevean conseguir.
· Describir los sistemas de seguimiento y evaluación que se han de utilizar.
Un criterio importante a tener en cuenta para el desarrollo de las distintas actividades programadas, es que al
menos el 50% de los participantes sean afiliados, tendiendo a conseguir como objetivo el incremento paulati-
no de dicho porcentaje al 75%. Asimismo las distintas actividades deben contar con un mínimo de diez parti-
cipantes para que puedan ser realizadas, salvo casos excepcionales en que dicha ratio podrá ser inferior, aten-
diendo a la especificidad de la actividad a acometer o a las características del centro. En ambos casos se soli-
citará expresamente de la Dirección General, Sección de Cultura la autorización excepcional, tanto para alte-
rar el porcentaje como el número de participantes necesario para iniciar una actividad.
No obstante, cuando dicho límite no pueda alcanzarse siempre se deberá asegurar que las personas interesadas
puedan acceder a dicha actividad a través de los recursos ofrecidos por otras instituciones del entorno, en régi-
men integrado.
De otra parte, los ámbitos de intervención se centran en el desarrollo equilibrado de las cuatro áreas siguien-
tes:
Recreativa. En el sentido de que posibilite la ocupación del tiempo libre en su dimensión más creativa y rela-
cional entre los miembros (excursiones, salidas, campamentos, tertulias, encuentros, fiestas, etc.).
Cultural. En cuanto que intenta elevar el nivel de conocimiento y disfrute del hecho cultural por parte de los
destinatarios (conferencias, teatro, animación a la lectura, música, exposiciones, etc.).
Formativa. En lo que supone el crecimiento de los afiliados en el dominio de nuevos saberes y habilidades
(talleres, cursos, etc.), sin abordar la dimensión de enseñanzas regladas o formales.
Deportiva. Promoviendo la participación en las distintas actividades deportivas, tratando que éstas impliquen
a un mayor número de afiliados en la práctica del ejercicio físico y en el mejor aprovechamiento de su tiempo
libre.
Reforzando la dimensión de convivencia y autoestima por parte de los afiliados en el ejercicio de las prácticas
deportivas.
Es importante insistir en la finalidad última de la ONCE, y por consiguiente, de la Animación Socio-cultural y
Deportiva, de propiciar la integración de los ciegos y deficientes visuales en los diferentes ámbitos y sectores
de la sociedad, utilizando las actuaciones, programas, equipamientos y servicios que ésta destina, a través de
sus instituciones públicas y privadas, al conjunto de los ciudadanos/as.
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fomentar la integración socio-cultural de las personas ciegas y deficientes visuales;
lograr la plena utilización de los servicios culturales y el mejor aprovechamiento de los
recursos destinados a esta área de actuación.
B. Criterios básicos de actuación.
Los criterios básicos de actuación, se resumen del siguiente modo: priorizar activida-
des en las que participen el mayor número posible de afiliados; conseguir que las mismas
tengan un carácter abierto que permita la progresiva integración de dichos afiliados en su
medio; fomentar la integración de los afiliados en otras actividades organizadas por insti-
tuciones públicas o privadas con el fin de establecer niveles de colaboración e implicación
mutua y generar recursos externos; lograr implicar a los propios usuarios así como a otros
profesionales de la ONCE en el desarrollo del programa, en especial al Equipo de Atención
Básica, potenciando el trabajo interdisciplinar; garantizar la extensión del programa a todo
el ámbito territorial que abarca el Centro; Asegurar la coordinación entre las actividades de
Animación Socio-cultural y Deportes programadas desde las Delegaciones Territoriales y
Direcciones Administrativas con las actividades extraescolares que se prevén realizar
desde los Centros de Recursos Educativos.
20.1.4. Destinatarios.
Los destinatarios de las distintas actividades o programas de animación socio-cultural,
de acuerdo con los objetivos generales de la misma en la ONCE, son primordialmente los
afiliados, si bien también podrán ser beneficiarios los trabajadores, pensionistas y, en su
caso, personas estrechamente vinculadas a la organización, habida cuenta del carácter de
integración social, objetivo primordial y fin último de la corporación de derecho público,
de carácter social, en lo relativo a la prestación de servicios a los ciegos y deficientes visua-
les.
Para ello, en cualquiera de estas cuatro áreas, se considera prioritario avanzar en esta dirección, pudiéndose
dicha integración favorecerse de diferentes formas y niveles:
· Individual, en tanto que cualquier afiliado pueda participar en actividades de su medio.
· Grupal, ya sea ocasional o permanente, de una forma espontánea o concertada.
· Institucional, basada en acuerdos establecidos entre la ONCE y cualquier institución pública o privada.
Para poder llevar a cabo dicho proceso ascendente de integración, el Programa de Animación Socio-Cultural
y Deportiva facilitará los medios oportunos, ya sean materiales, económicos o de personal humano de apoyo,
que estarán sujetos a la comprobación de su eficacia por sistemas específicos de evaluación.
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20.1.5. El animador socio-cultural y deportivo: funciones y tareas.
En cada Delegación Territorial y Dirección Administrativa existen uno o varios técni-
cos especializados para el diseño y organización de actividades deportivas y de animación
sociocultural. Estos técnicos pertenecen a los equipos de atención básica y actúan bajo la
dependencia jerárquica del Jefe de Negociado de Servicios Sociales para Afiliados. Con
independencia de su participación en otros programas del departamento, sus cometidos
esenciales se resumen en los siguientes:
· Coordinar todas las actividades de animación socio-cultural y deportes, ya sea de
base o competición, que sean impartidos en su ámbito de influencia.
· Promover y difundir actividades de animación socio-cultural y deporte en su ámbi-
to de actuación.

· Elaborar el proyecto anual de animación socio-cultural y deportes en coordinación
con el Consejo Territorial y con la programación general del Equipo de Atención
Básica.
· Realizar gestiones internas y/o externas, para el adecuado desarrollo de las activi-
dades programadas (infraestructura, material, monitores, etc.).

· Proporcionar la información requerida, mediante el sistema de información: ficha
de programación y evaluación anual establecida por el Departamento de Servicios
Sociales para Afiliados, así como elaborar informes semestrales (junio y diciembre) y
evaluación anual (diciembre) específicos del programa en base a los modelos estable-
cidos.
· Desarrollar las diferentes actividades programadas en colaboración con los moni-
tores de actividades específicas, y en su caso con otros profesionales del equipo de aten-
ción básica.
· Participar en el Equipo de Atención Básica (EAB) en todo aquello que se refiera a
sus competencias y cometidos.

· Fomentar la participación de los usuarios en actividades internas y externas.
· Informar, difundir y comunicar las actividades proyectadas o realizadas en el ámbi-
to de su circunscripción.

· Optimizar los recursos disponibles.

· Colaborar de forma especial en la implantación y desarrollo de las agrupaciones
artísticas.
· Colaborar y apoyar otros programas relacionados con el área de cultura y, en gene-
ral, con la prestación de servicios a los afiliados.
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- Recabar en la medida de lo posible, los recursos de otras instituciones externas a
la O.N.C.E.
20.1.6. Estructura de funcionamiento.
La política descentralizadora potenciada desde la Dirección General en materia prin-
cipalmente de servicios y desarrollada a través de la Circular 22/91 de 22 de noviem-
bre, implica, en todo momento, el establecimiento de unas competencias claras tanto de
la Estructura Central como Territorial. Para ello, se delimitan los dos niveles de funciona-
miento que deberán estar interrelacionados entre sí.
A.
Competencia de la Dirección General.
A la Dirección General le corresponderá: elaborar pautas y criterios para la realiza-
ción de los proyectos y presupuestos; informar los proyectos anuales; evaluar los infor-
mes semestrales y la memoria anual, dando traslado a los centros de los resultados de
la misma; asesorar y realizar el seguimiento de los diferentes programas; asegurar
información periódica a los centros y espacios de formación y reciclaje para los anima-
dores socio-culturales-deportivos.
B.
Competencia de los Centros.
Será competencia de los Centros: garantizar la existencia de un Programa de Animación
Socio-cultural-Deportivo en su ámbito territorial, basado en las necesidades de los destinata-
rios; enviar el proyecto, debidamente informado por el Jefe de Negociado de Servicios Sociales
para Afiliados, el Consejo Territorial, y con la ratificación del Jefe de Centro, debiendo enviar-
se antes del 30 de septiembre a la Dirección General, Sección de Cultura; aprobar dicho pro-
yecto, considerando los distintos informes emitidos; remitir los informes semestrales y evalua-
ción anual a la Dirección General, Sección de Cultura; posibilitar los medios adecuados al
Animador Socio-cultural-Deportivo para que pueda desarrollar el programa según los térmi-
nos descritos (local, teléfono, material deportivo y de talleres, salas diversas, etc.); asegurar la
coordinación entre el Proyecto Socio-Cultural-Deportivo del Centro con el correspondiente al
Centro de Recursos Educativos de su circunscripción, proyecto que normalmente forma parte
del Proyecto General Educativo en concepto de actividades extraescolares.
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20.2. Actividades de aire libre (con anterioridad a la reforma emprendida en
2005)80.
Fundamento.
A partir de la publicación de la Circular 11/92, de fecha 8 de julio, que regulaba la
Animación Sociocultural y Deportiva, se potenciaron considerablemente las activida-
des de aire libre tales como los campamentos, colonias, convivencias, salidas a la natu-
raleza, etc.
Estas actividades proporcionan beneficios muy significativos a los niños y jóvenes
que participan. La dimensión educativa, rehabilitadora, creativa y de integración que se
desarrolla en estas experiencias, hacen que sean consideradas como prioridad específi-
ca dentro de los Servicios Sociales para estos sectores de población.
El ocio y el tiempo libre constituyen en las sociedades modernas un factor de capi-
tal importancia. Sus posibilidades se plasman en el ámbito de la economía, en las rela-
ciones sociales y en el desarrollo físico e intelectual de los ciudadanos. Son, además,
un derecho humano básico, como la educación, el trabajo y la salud, y nadie debería ser
privado de este derecho por razones de género, edad, raza, religión, creencia, nivel de
salud, discapacidad o condición económica.
La ONCE, en cumplimiento de sus fines fundacionales y como desarrollo de sus ser-
vicios sociales para afiliados, ha propiciado una dinámica progresiva de intervención
en el campo del ocio y del tiempo libre. Pero ha sido en los últimos años cuando el
número de actividades y participantes se ha incrementado considerablemente, princi-
palmente entre los niños y jóvenes.
La experiencia obtenida en la organización de actividades de aire libre, en campa-
mentos y colonias, supone una aportación muy significativa al conjunto de la educación
como adquisición de saberes, desarrollo de habilidades y destrezas y modificación de
conductas, a las áreas de rehabilitación, autonomía personal e integración social.
20.2.2. Objetivos.
Son los siguientes:
a) Propiciar que los niños y jóvenes consigan una mejor relación consigo mismo,
con los demás y con el medio.
b) Disfrutar el ocio en sus dimensiones lúdicas, formativas y creativas.
80 Vide Circular 2/97, de 28 de febrero, de la Dirección de Cultura, registro general de salida n°: 14.926, que entró
en vigor el 1 de marzo de 1997.
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c) Progresar en la autoestima, la autonomía y el desarrollo de habilidades de orien-
tación, movilidad y recursos sensoriales.
d) Avanzar en la convivencia, la participación, la solidaridad e integración social.
e) Desarrollar actitudes de respeto y valoración del medio natural.
f) Sensibilizar y concienciar a los gestores de recursos naturales sobre la adaptación
de los espacios de tiempo libre para las personas ciegas y deficientes visuales.
20.2.3. Destinatarios.
Son los siguientes:
a) Afiliados a la ONCE en edades comprendidas entre los 6 y 18 años, salvo en
aquellos supuestos que los centros estimen oportuno establecer alguna variación.
b) Familiares directos, compañeros de clase y amigos pertenecientes a su entorno
cercano. Todos ellos deberán ser de edades similares a los participantes afiliados,
teniéndose en cuenta los beneficios que reportan a éstos de cara a su integración.
2.2.4. Requisitos para la programación de campamentos y colonias.
Son los siguientes:
A. Proyecto.
Los Centros deberán elaborar un proyecto que se enviará a la Dirección General,
Dirección de Cultura, para su aprobación. Dicho proyecto desarrollará los siguientes
contenidos:
· Justificación de la actividad. Se describirán aquellos aspectos que explican la
necesidad de realizar tal actividad, señalando con precisión los beneficios que reporta-
rán a los participantes.

· Análisis de los destinatarios. Se determinarán los participantes de la actividad.
Será necesario disponer de un número de niños y jóvenes suficiente. En los cam-
pamentos organizados por la ONCE, la proporción entre afiliados se establece
entre el 50% y el 75%, si bien en casos especiales se podrá rebajar este porcenta-
je cuando esté debidamente justificado. Los grupos deberán distribuirse por eda-
des y grado de desarrollo así como el tipo de discapacidad.
· Objetivos. Se establecerán unos objetivos generales para el campamento y
unos objetivos específicos para cada grupo o sector de participantes.
· Metodología. Esta deberá ser activa y participativa.
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- Actividades. Un campamento debe tener un hilo conductor tendente a conse-
guir los objetivos previstos. Para ello es necesario que el diseño de las actividades
sea elaborado por el animador sociocultural y deportivo, como experto y respon-
sable de las actividades de ocio y tiempo libre de la ONCE, apoyado por el resto
de profesionales del Equipo de Atención Básica. Se diseñarán actividades de dis-
tinto tipo que incluyan las siguientes áreas81:
81 Posibles áreas de actividades:
Teniendo en cuenta la edad y las características psico-físicas de los participantes puedo señalar 6 grandes
grupos de actividades adaptadas:
1. Creativas o de experiencias.
2. Deportivas o predeportivas.
3. Ambientales o ecológicas.
4. Lúdicas.
5. Culturales o formativas.
6. Transversales a la vida cotidiana.
1.
Creativas o de experiencias:
Todas aquellas cuyo marco de desarrollo se realizaría en un espacio delimitado, con una sistematización
formal, material variado y grupo reducido.
· Taller de barro y arena.
· Taller de plastilina.
· Taller de madera.
· Taller de collage.
· Mural de albergue o colonia.
· Taller de disfraces.
· Taller de títeres.
· Taller de teatro y expresión.

· Taller de gimnasia y relajación.
· Taller de prensa.
· Taller de radio.
· Taller de construcciones.
· Túnel de sensaciones.
· Taller de juegos de mesa.
· Taller de reciclado.
· Etc.
2.
Deportivas y predeportivas:
Aquellas actividades basadas en el ejercicio físico que requieran destreza, fuerza y equilibrio adaptados a
las habilidades de cada persona y sin afán competitivo:
· Ajedrez.
· Juegos de equipo.

-
Juegos populares.
· Bicicletas y patines.
-Natación.
· Atletismo.
· Vela y piragüismo.
-Etc.
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· Creativa.
· Deportiva y predeportiva.
· Ambiental y ecológica.
· Lúdica.
· Cultural y/o formativa.
· Transversal a la vida cotidiana.
3.
Ambientales y ecológicas:
Son actividades cuyo desarrollo tiene que ver con la educación ambiental, o con la utilización de los recur-
sos que la naturaleza ofrece para realizar actividades de ocio:
· Senderismo.
· Escalada.
· Caballos.
· Espacios naturales protegidos.
· Flora y fauna: conocimiento y estudio.

· Construcción de espacios de aventura.

· Bici-cross.
· Recuperación y limpieza de espacios a conservar.
-Etc.
4.
Lúdicas:
· Juegos cooperativos.

· Veladas.
· Concursos.
· Festivales.
· Fiestas.
· Danzas y canciones.
· Grandes juegos de exterior.
-Etc.
5.
Culturales o formativas:
· Museos.
· Campañas de lectura.

· Monumentos.
· Costumbres, leyendas e historia.
-Etc.
6.
Transversales a la vida cotidiana o cotidianas:
Serian aquellas actividades con un claro contenido rehabilitador, por lo tanto adaptadas a la minusvalía; y
socializador, encaminadas a detectar conflictos latentes o evidentes, problemas de marginación o aisla-
miento.
Es necesario tenerlas en cuenta aunque no sea necesario ejecutarlas por separado, sino más bien engloba-
das en otras áreas de actividad adaptadas a cada niño/joven y dentro del cronograma general del campa-
mento:
· Actividades de vida diaria y orientación.

· Dinámicas grupales.
· Habilidades sociales.
· Higiene y salud.
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- Evaluación. Se establecerán sistemas de evaluación que puedan medir el grado de
consecución de los objetivos previstos y los aprendizajes adquiridos.
B.
Instalaciones.
Se deberá contar con instalaciones y espacios adecuados. Estos deben cumplir los
requisitos mínimos en cuanto a adaptación, accesibilidad, seguridad e higiene, así como
los permisos legales necesarios.
C.
Seguros.
Se contratarán seguros que cubran accidentes, asistencia en viajes y responsa-
bilidad civil. Así mismo se deberá comprobar que el seguro de la instalación donde
se realizan las actividades cubre a las personas con minusvalía.
D.
Personal.
Se dispondrá del personal suficiente en número y cualificación82. Este personal
deberá conocer la realidad sociocultural de los niños y jóvenes afiliados.
£. Difusión.
Se realizará un material de difusión atractivo para los posibles participantes en
donde se describirá las características de la actividad, lugar, fecha, costes, condiciones
de participación y el plazo límite de inscripción.
Para una mayor información de los niños y jóvenes afiliados, será imprescindible la cola-
boración del Equipo de Atención Básica en la difusión del citado material.
82 Será el siguiente:
-
Director del campamento o colonia. Es la persona responsable de toda la actividad y del equipo de moni-
tores. Deberá estar titulado a la vez que poseer una capacitación contrastada en organización, planificación,
dinámica de grupos y evaluación, así como un conocimiento y experiencia de trabajo con afiliados a la
ONCE.
-Monitores. Son personas mayores de edad y con titulación de Monitor de Tiempo Libre. Estarán capaci-
tados en la planificación, ejecución de actividades, trabajo en equipo, gestión de recursos y evaluación.
· Monitores de apoyo. Son personas que realizarán labores de apoyo y refuerzo a los monitores en
las tareas que se les encomienden. Serán mayores de edad y deberán poseer un conocimiento y experien-
cia de trabajo con personas ciegas y deficientes visuales.
· Personal sanitario. Son personas especializadas en materia de socorrismo y primeros auxilios y realiza-
rán funciones de asesoramiento a los monitores en el control de medicaciones y de posibles accidentes. En
el caso de que la instalación no disponga de este personal, deberá ser facilitado por la ONCE.
· Personal de cocina, de limpieza y de mantenimiento, Este personal suele formar parte del servicio de la
instalación. Deberá estar informado de las características de los participantes, ajustando las dietas alimen-
tarias y los horarios a las necesidades de los mismos.
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20.3. Agrupaciones artísticas (con anterioridad a la reforma emprendida en
2005).
20.3.1.
Antecedentes.
Si atendemos a la historia, antes incluso de la aparición de la ONCE, las manifesta-
ciones artísticas y con mayor intensidad las musicales, se han venido asociando con el
colectivo de los ciegos. Estos precedentes culturales fueron impulsados a partir de la
creación de la entidad, si bien cambiando los medios y fines perseguidos, ya que el
carácter semi profesional, como medio de vida de la primera etapa, pasó a convertirse
en una mezcla de actividad cultural e imagen social con la que se podría caracterizar la
segunda etapa. La fase actual, iniciada a partir de la nueva andadura democrática, desa-
rrolla una política de servicios acorde con la evolución que la propia sociedad experi-
menta, lo que conlleva adaptar el potencial existente (normas, personal, medios, etc.) a
la nueva situación, algo que debe ser entendido como una evolución positiva con res-
pecto a las etapas anteriores.
El Plan de Actuación del Servicio para Afiliados (y más concretamente el corres-
pondiente a la Sección de Cultura, aprobado por el Consejo General en acuerdo
2/87-2.8) contemplaba, en su apartado 11.6, una serie de medidas tendentes a impul-
sar las agrupaciones artísticas, incluyendo en el mismo desde la revisión normativa
hasta la celebración regular de certámenes como medida de motivación para las
agrupaciones y los propios componentes. En este contexto resulta especialmente
trascendente la Circular 1/89, de 10 de enero, del Servicio para Afiliados, Sección
de Cultura, registro general de salida n°: A-768, normativa sobre agrupaciones artís-
ticas, que entró en vigor el 1 de enero de 1989, y que derogó la Circular 622 de 27
de noviembre de 1979 y la Circular 24/87, de 1 de octubre. También debo mencio-
nar la Circular 2/91, de 9 de enero, del Servicio para Afiliados, Sección de Cultura,
registro general de salida n°: 1.018-A, que desarrolla la Circular 1/89, sobre agrupa-
ciones artísticas.
20.3.2.
Definición y clases de agrupaciones.
Tendrán carácter de agrupaciones artísticas de la ONCE todos aquellos grupos cul-
turales que, al amparo de la normativa de la Organización, tengan como finalidad prin-
cipal la búsqueda del arte en su acepción más general.
Las agrupaciones se clasificarán principalmente en dos grupos:
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· Agrupaciones escénicas o teatrales.

· Agrupaciones musicales.

Este segundo grupo, a su vez, quedará subdividido en los subgrupos siguientes,
según géneros:
· Orquestas de pulso y púa.

· Orfeones y coros.

· Orquestas de cámara.

· Agrupaciones de música moderna (Pop, Rock, Jazz, Heavy Metal, etc.).
Excepcionalmente y si careciese de una normativa específica, las manifestaciones
culturales cuyo protagonista sea una sola persona (un solista, por ejemplo) podrán aco-
gerse a la Circular 1/89, de 10 de enero.
20.3.3. Niveles artísticos.
Con el fin de ampliar el acercamiento a dichas manifestaciones culturales del núme-
ro máximo de personas y facilitando igualmente la renovación y mejora de las agrupa-
ciones existentes y de las que pudieran surgir, se establecen tres niveles artísticos cla-
ramente diferenciados en cuanto a objetivos y tratamiento, si bien la cultura habrá de
ser hilo conductor común. Dichos niveles se corresponden con los que se señalan a con-
tinuación.
A.
Talleres creativos.
Los talleres creativos están íntimamente relacionados con la animación socio cultu-
ral y pueden definirse como manifestaciones lúdico-creativas sin objetivo profesional
definido, a través de los cuales se persigue iniciar y fomentar el interés hacia el arte de
todas aquellas personas que, por varias circunstancias, no han dispuesto de posibilida-
des anteriores.
La metodología utilizada es participativa y la adscripción a los mismos es totalmen-
te voluntaria.
B.
Agrupaciones artísticas.
Poseen un carácter intermedio entre las agrupaciones institucionales y agrupaciones
autónomas, con la salvedad de que cualquier decisión que se tome al respecto por una
u otra parte, ha de ser previamente convenida entre la institución y la agrupación inte-
resada.
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La pertenencia a una agrupación artística ha de llevar implícito cumplir los requisi-
tos establecidos. Pese a que persigan como fin último la profesionalidad, no serán con-
sideradas estricto sensu como tales, salvo que su nivel de calidad, evaluado por una
comisión de expertos, aconseje que la mencionada Agrupación deba acceder al nivel
siguiente. A este respecto debe entenderse que la calidad artística objetiva de cada agru-
pación va a quedar marcada por el propio grupo en conjunción con su director y que
habrá de interpretarse el término profesional más como dedicación exclusiva que como
calidad interpretativa.
20.3.4.
Agrupaciones en promoción artística.
Dicho subgrupo representa el máximo nivel al que pueden aspirar las distintas agru-
paciones dentro de la ONCE, alcanzado en función de su calidad y profesionalidad,
ambas en el sentido de la dedicación exclusiva a su género. Al igual que en el primer
nivel, este apartado posee, además, una normativa y un específico tratamiento.
20.3.5.
Creación y disolución de agrupaciones.
A.
Constitución.
La iniciativa de constituirse al amparo de la normativa en vigor, así como su deno-
minación, corresponde en exclusiva, a sus propios componentes, quienes deberán
ponerlo en conocimiento del encargado del Servicio para Afiliados correspondiente a
su demarcación o Jefe del Centro. Este a su vez, deberá tramitar dicha solicitud, con el
informe pertinente, a la Dirección General, Sección de Cultura, que resolverá su viabi-
lidad una vez valorado el expediente.
No obstante y como complemento a lo anterior, el propio centro, a través del
Servicio para Afiliados o Jefe de Centro, deberá promover y facilitar los cauces adecua-
dos a cualquier potencial iniciativa que estime es oportuna.
B.
Disolución.
La disolución de una agrupación, o el abandono de alguno de sus miembros, podrá
tener lugar por estas causas:
· Propia voluntad, de la agrupación o de alguno de sus miembros.

· Decisión de la Dirección General de la ONCE a propuesta del centro al que se halle
adscrita, siempre que existan justificadas razones objetivas para tomar dicha decisión.
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Con el fin de dirimir responsabilidades, en ambos casos, se valorarán los compro-
misos adquiridos en cuanto a actuaciones, tanto internas como externas.
20.3.6. Organización y funcionamiento.
En relación con el apartado anterior y tomando como referencia el segundo nivel
artístico, serán requisitos imprescindibles para dar de alta una agrupación el disponer,
tanto el Centro correspondiente como la Dirección General, Sección de Cultura, de los
siguientes datos:
Individualizados:
· Objetivos y fines que persigue.
· Datos personales de cada uno de los miembros (fecha de nacimiento, sexo, profe-
sión, dirección, grado de visión, conocimiento del Braille, fecha de ingreso, etc.), de
acuerdo con una ficha tipo que se facilitará oportunamente.
· Curriculum profesional o experiencias artísticas anteriores.
De grupo:

· Denominación de la agrupación.

· Historia o trayectoria de la agrupación.
Propuesta del responsable técnico monitor (primer nivel) o director (segundo nivel)
que hace el centro correspondiente. Dicha propuesta deberá ir acompañada del curricu-
lum que avale su capacidad técnica. En los tres niveles se requerirá, para poder ocupar
dicha responsabilidad técnica, el título profesional correspondiente, acorde con la
mayor o menor profesionalidad a que se aspire alcanzar con cada agrupación:
-
Primer nivel: diploma en canto, arte dramático o música.
· Segundo nivel: diploma superior de especialización en canto; experiencia avalada
documentalmente como actor, de al menos dos años.
· Tercer nivel: experiencia como director de grupo teatral o director de coro u
orquesta, avalada documentalmente, de al menos dos años.
No obstante, en el caso de los monitores o directores avalados por un mínimo de dos
años al frente de una agrupación en la ONCE, cuando la experiencia demuestre su capa-
cidad técnica, podrán ser reconocidos como responsables de las respectivas agrupacio-
nes, si bien, serán sometidos a un plan formativo y de reciclaje.
En consecuencia y con las precisiones anteriormente expuestas, la importancia téc-
nica concedida a los monitores o directores será fundamental para el buen funciona-
miento de cada agrupación. A estos monitores o directores les corresponde:
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· Llevar a efectos las pertinentes pruebas de ingreso.

· Realizar proyecto anual de ensayos, actuaciones, etc.

· La responsabilidad técnica de los ensayos.

· Elaborar un informe trimestral y una memoria anual.

· Participar en la comisión que dentro de la agrupación pueda crearse.

· Dar cuenta, al encargado del Servicio para Afiliados o Director de Centro, de cuan-
tos informes le sean requeridos.

Dada la inestabilidad, característica común de tales agrupaciones artísticas, la rela-
ción profesional de los monitores o directores con la ONCE no implicará relación labo-
ral alguna, optando, con carácter general, por la fórmula de prestación de servicios. No
obstante, si una determinada agrupación demuestra su estabilidad en el tiempo, no
queda descartado el posible establecimiento de relaciones laborales con la persona que
dirija dicha agrupación.
Al igual que al resto de miembros, el encargado del Servicio para Afiliados, conjun-
tamente con el Jefe de Centro correspondiente, será quien proponga a la Sección de
Cultura, previo informe, a aquella persona que por cumplir los requisitos apuntados en
el apartado anterior, pueda ocupar el mencionado puesto.
En el mes de septiembre de cada año, el monitor (en coordinación con el Equipo de
Animación) o el Director del Centro elaborará el proyecto de actuación para el año que
corresponda (1 de enero - 31 de diciembre), debiendo éste recoger los siguientes apar-
tados: - Objetivos y fines. - Programa de ensayos. - Concierto y certámenes (internos y
externos). - Presupuesto. - Todos cuantos datos se estimen importantes sobre un deter-
minado programa.
Dicho proyecto será aprobado y canalizado por el Director del Centro, previo infor-
me preceptivo del encargado del Servicio para Afiliados, siempre teniendo en cuenta
los criterios generales marcados al respecto por la Dirección General, sobre todo en lo
que respecta al baremo económico a seguir, revisado anualmente a través de la respec-
tiva normativa.
La dependencia jerárquica directa de las agrupaciones artísticas de la ONCE inclui-
do su monitor o director, se establece con respecto al encargado del Servicio para
Afiliados o, en su defecto, del Jefe del Centro correspondiente, quien por otra parte,
será el directo responsable de que dichas agrupaciones se beneficien de las prerrogati-
vas que establece la normativa en vigor.
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20.3.7.
Condiciones de participación según niveles.
El número de componentes de cada agrupación será variable, pudiendo establecer-
se el mínimo de dos miembros pero nunca un máximo. De dichos miembros, con carác-
ter general, el número de afiliados será como mínimo del 50%. A pesar de ello, el men-
cionado porcentaje se deberá entender como orientador, pudiendo flexibilizarse, siem-
pre con la debida justificación, según los casos.
El acogerse a la normativa en vigor, lleva implícito para cualquiera de los niveles
artísticos mencionados, un tiempo mínimo de ensayo semanal, que se establece en 3
horas, y un máximo para los dos primeros niveles, de 10 horas semanales, distribuidos
ambos en diversas sesiones diarias, anteriormente reseñadas, en el proyecto de la anua-
lidad a que se refiere.
Igualmente y siempre que a juicio del monitor o director artístico la agrupación
posea una calidad técnica adecuada, se establecerá y gestionará con el Jefe de Centro
correspondiente, a través del encargado del Servicio para Afiliados, el plan de actua-
ciones anual, tanto si es dentro como si es fuera de la institución.
El número de actuaciones, variable según los casos, no debería ser inferior a 10 por
año, pudiendo cada centro, de común acuerdo con la agrupación, establecer qué porcen-
taje de las mismas han de ser consideradas como preceptivas.
A las agrupaciones acogidas a la normativa en vigor le será facilitado, con carácter
general, por parte de cada centro del que dependan, una infraestructura básica que le
permita desarrollar su trabajo habitual, concretándose ésta en: - Espacio disponible para
ensayos y reuniones. - Monitor o director. - Facilidades en el material tiflológico nece-
sario (obras en Braille, Servicio de Libro Hablado, etc.). - Apoyo de personal auxiliar
y técnico cuando fuese requerido.
Por lo que respecta al vestuario de los miembros de las distintas agrupaciones, así
como el material instrumental, cada centro que cuente con una agrupación habilitará un
material básico mínimo que deberá estar inventariado.
En función de la demanda, la Dirección General, Sección de Cultura, organizará
diversos cursos formativos, a los que podrán asistir los miembros respectivos. También
éstos podrán solicitar apoyo del centro al que están adscritos, con objeto de asistir a
cursillos, certámenes, etc., organizados a nivel local, provincial o autonómico.
20.3.8.
Certámenes.
Según los casos, la ONCE podrá facilitar a las distintas agrupaciones todos los
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medios necesarios para que puedan participar en los distintos certámenes que se pro-
gramen por otras organizaciones locales, autonómicas, nacionales o internacionales.
Todo ello sin perjuicio de otras subvenciones de las que pudieran ser objeto por otros
organismos públicos o privados.
No obstante y como complemento a lo anterior, la Dirección General de la ONCE
organiza, con carácter anual, un certamen de agrupaciones musicales o teatrales en
el que intervienen las diversas Comunidades que poseen agrupaciones artísticas.
Igualmente cada Delegación Territorial, Dirección Administrativa o Centro, podrá
gestionar el intercambio entre agrupaciones o incluso, siempre que las dimensiones
territoriales lo permitan, podrán organizar encuentros en los que se facilite la parti-
cipación de otras agrupaciones externas a la propia ONCE, siempre previo conoci-
miento y autorización de la Dirección General.
20.4. La animación sociocultural y el deporte de base en la ONCE en la actua-
lidad.
20.4.1. Una nueva regulación.
La animación sociocultural y el deporte de base han tenido un largo recorrido desde
su implantación en la ONCE, colaborando en la mejora y crecimiento del conjunto de
los servicios sociales para afiliados.
Recientemente ha sido modificada la regulación de esta materia a través de la Circular
3/2005, de 24 de junio, de la dirección de cultura y deporte (registro general de salida n°
2005/172234), para adecuarla al actual modelo de servicios sociales para afiliados, estructu-
rándola dentro de la ayuda a la integración social, en el servicio de asesoramiento personal
en la ocupación del tiempo libre y actividades de ocio, a través de la participación en activi-
dades de promoción cultural, recreativa, artística y deportiva.
Y todo ello se justifica por la evolución de los perfiles personales y sociales de los
nuevos afiliados, la adecuación progresiva de los servicios sociales a las nuevas nece-
sidades de éstos, así como los cambios producidos en las dinámicas sociales. Teniendo
presente que las actividades de ocio, no solamente suponen una experiencia humana,
con sus beneficios propios, entre ellos la libertad de elección, creatividad, satisfacción,
disfrute y placer, así como una mayor libertad, sino que además comprenden una
dimensión que conforma actitudes, comportamientos y hábitos necesarios y saludables
para el desarrollo personal y social.
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Por otra parte, el deporte de base es una actividad de ocio en la que la persona no
busca alcanzar ningún otro objetivo más allá de la propia participación, el disfrute la
satisfacción personal. Constituye un elemento determinante en el mantenimiento de la
salud y se convierte en un factor corrector de desequilibrios sociales, ya que contribu-
ye al desarrollo de la igualdad entre los ciudadanos, creando hábitos favorecedores de
inserción social y, mediante su desarrollo en equipo, fomenta la solidaridad.
Evidentemente queda derogada la Circular 11/92, de 8 de julio, emitida por la enton-
ces sección de cultura y el Oficio-Circular 34/2004, de 16 de junio, de la Dirección de
Cultura y Deporte.
20.4.2. Definición, objetivos y destinatarios.
A.
Definición.
La animación sociocultural y el deporte de base de la ONCE, forma parte de un servi-
cio social especializado denominado servicio cultural, recreativo, artístico y deportivo
que pretende contribuir a la integración social de las personas ciegas y deficientes visua-
les, a través de la participación en actividades de este tipo, tal y como se define en el
actual modelo de servicios sociales para afiliados.
B.
Objetivos.
Los objetivos de la animación sociocultural y el deporte de base en la ONCE, se
pueden sintetizar del siguiente modo:
· Utilizar el ocio y el tiempo libre de las personas ciegas y deficientes visuales desde
una perspectiva personalizadora.

· Establecer procesos y recorridos de participación activa entre las personas ciegas
y deficientes visuales a través de las actividades lúdicas, culturales, creativas, deporti-
vas y artísticas.

· Generar procedimientos para que las personas ciegas o deficientes visuales puedan
ser más autónomas e independientes.

· Avanzar en la participación en las iniciativas de su entorno para ir consiguiendo
metas de integración plena.

· Establecer la coordinación con otras iniciativas públicas y sociales con el objeto de
estar presente y utilizar los recursos recreativos, culturales, deportivos y artísticos.
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C. Destinatarios.
Los destinatarios prioritarios de la animación sociocultural y del deporte de base, de
acuerdo con los objetivos generales de la ONCE, son sus afiliados.
20.4.3. Criterios de actuación.
La organización tiene en cuenta los siguientes criterios:
· Se tienen en cuenta las características específicas de cada sector de afiliados: mayo-
res, jubilados y pensionistas, afiliados sin actividad, etc, estableciendo una conexión direc-
ta con sus centros de interés, y con los objetivos de generar habilidades sociales y autono-
mía personal, que les permitan la integración en su ámbito, en la propuesta de actividades
propias y de apoyo a las actividades externas.
· Se velará por establecer un equilibrio en la atención recibida por los sectores de la
población afiliado con mayores necesidades.
· La programación propiciará la participación de los diferentes colectivos, por lo que se
tendrán en cuenta los horarios, los días de la semana, los recursos económicos de los afi-
liados, el coste de las actividades y otras contingencias similares.
· Se pretende incrementar la participación del colectivo de afiliados, en las ofertas de
actividades de animación sociocultural y de deporte de base que se organicen por otras ins-
tituciones y asociaciones públicas y sociales.
· Se presta una especial atención a los afiliados residentes en otras localidades ajenas a
la sede de los distintos centros de la ONCE, como beneficiarios legítimos de todos los ser-
vicios, para lo cual se establecerán las estrategias necesarias, teniéndose en cuenta sus pre-
ferencias y posibilidades, la asignación de los recursos necesarios, la coordinación con
poblaciones cercanas, así como el apoyo para la implicación en las actividades, programas
y equipamientos culturales y deportivos, dependientes de las organizaciones públicas y
sociales.
· Se pretende fomentar la utilización y participación progresiva en las actividades orga-
nizadas en el entorno de los afiliados al que tienen derecho como ciudadanos, para lo cual
se intensificarán las coordinaciones necesarias, así como los apoyos de orientación e infor-
mación a los propios afiliados.
· Se contemplarán las características particulares de las diferentes etapas por las que
pasa el proceso individual de aceptación de la ceguera de cada afiliado.
· Se propiciará que todas las actividades, estén o no incluidas en los planes individua-
lizados de atención al afiliado, tendrán coherencia con los objetivos e intervenciones del
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resto de los servicios, especialmente en lo referente a diseño de actividades para el colec-
tivo de niños, jóvenes y adultos; por lo que se deberá mantener una estrecha coordinación
con el resto de profesionales del centro.
- En las delegaciones territoriales y direcciones administrativas se dispondrá de profe-
sionales responsables de la animación sociocultural y del deporte de base, designados con
arreglo a los criterios que se establezcan. Estos profesionales cumplirán los requisitos de
competencia y formación adecuados a su actividad.
20.4.4. Áreas de intervención.
Se agrupan de la siguiente forma
A.
Animación en el área recreativa.
Se pretende establecer entre los afiliados espacios y actividades que permitan la ocu-
pación de su tiempo libre en una dimensión lúdica y relacional entre ellos. Además
supone un primer nivel de sensibilización para conseguir su participación en otras acti-
vidades y programas.
Las actividades más destacadas son: excursiones, campamentos, convivencias, gran-
jas escuelas, campus deportivos, fiestas, torneos, actuaciones, ludotecas, juegos de
mesa, etc.
B.
Animación en el área cultural.
La finalidad es elevar el nivel de conocimiento y disfrute del hecho cultural por
parte de los afiliados, participando en las dinámicas e iniciativas de esta naturaleza que
se establezcan en su entorno.
Las actividades más relevantes son: conferencias, visitas culturales, cursillos, ani-
mación a la lectura, tertulias culturales, organización de actos (exposiciones, actuacio-
nes, representaciones), etc.
C.
Animación en talleres formativos.
La intención es que los afiliados adquieran nuevas habilidades y destrezas en acti-
vidades relacionadas con la vida cotidiana para aumentar su autonomía, autoestima y
seguridad, así como el dominio de nuevos saberes y aprendizajes sin abordar las ense-
ñanzas regladas.
Las actividades más relevantes son: informática, ofimática, idiomas, jardinería, etc.
745
D.
Animación en talleres creativos.
Se pretende favorecer la expresión de las habilidades creativas y artísticas de los afi-
liados así como la iniciación y desarrollo de sus capacidades, habilidades y destrezas
en el campo de la creación y el arte.
Las actividades más frecuentes son: artes escénicas, música, literatura, radio, plásti-
ca, manualidades, bailes, etc.
E.
Deporte de base.
Esta área de intervención tiene dos grandes apartados: el deporte de base y el depor-
te escolar.
El deporte de base intenta iniciar a los afiliados en el conocimiento, aprendizaje
y práctica de determinados deportes, individuales y grupales, como finalidad para
aumentar su nivel de segundad, movilidad, autonomía e integración
Las actividades son: ajedrez, atletismo, ciclismo en tándem, esquí, fútbol sala, judo,
etc.
El deporte escolar incluye todas las actividades que, de forma organizada se reali-
zan en los clubes, asociaciones, etc, fuera del programa de la asignatura de educación
física. En ellas participa el afiliado en edad escolar con los siguientes objetivos: contri-
buir a la mejor formación integral de la persona, transmitir el significado de la coope-
ración y el trabajo en equipo, ayudar a un desarrollo físico más sano y emplear el tiem-
po de ocio de forma gratificante.
Como elementos transversales a las áreas de intervención anteriormente descritas,
se tendrá especial atención en la difusión de las actividades de animación sociocultural
y deportiva que se organicen en los centros, en la potenciación de la cultura institucio-
nal, así como en la profundización de las relaciones que se establezcan con las admi-
nistraciones públicas y entidades privadas.
20.4.5. Competencias.
Para el correcto desarrollo de los programas descritos, es necesario establecer con
claridad las diferentes competencias tanto de la estructura central como de la territorial.
A. Competencias de la Dirección General.
Son las siguientes:
- Establecer las prioridades necesarias, tanto en los contenidos a desarrollar en los
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diferentes programas como los destinatarios a atender en la animación sociocultural y
deporte de base.
· Evaluar el servicio en su globalidad, así como proponer los ajustes necesarios para
que se dé respuesta a las circunstancias cambiantes, tanto del colectivo, como de su
entorno.
· Elaborar las pautas y criterios para la realización de los anteproyectos de presu-
puestos referidos a estos programas, estableciendo las correcciones necesarias a los
mismos.
· Asesorar y realizar un seguimiento exhaustivo de los distintos programas articu-
lando las modificaciones oportunas y autorizar la designación de los profesionales res-
ponsables.

· Establecer la coordinación necesaria entre las distintas áreas ejecutivas de la
Dirección General, para la programación, el diseño, el desarrollo y la evaluación de
actuaciones con el objeto de aunar esfuerzos.
· Generar los espacios de información a los centros y la formación y el reciclaje
necesario a los profesionales.

B.    Competencias    de    las    Delegaciones    Territoriales    y    Direcciones
Administrativas.
Son las siguientes:
· Garantizar la existencia de una programación anual de las actividades sociocultu-
rales y de deporte de base, tanto en la sede como en las agencias.
· Incluir en los planes de atención individualizada que se considere oportuno el ser-
vicio cultural, recreativo, artístico y deportivo a aquellos afiliados que lo necesiten.
· Establecer las coordinaciones necesarias con los Consejos Territoriales de los cen-
tros.
· Remitir los informes semestrales y la evaluación final a la Dirección General,
Dirección de Cultura y Deporte.

· Asignar a los profesionales responsables de la animación sociocultural y el depor-
te de base las tareas y los medios necesarios para el desarrollo de sus funciones.
21. Obligaciones.
Como corresponde a toda relación jurídica, la condición de afiliado también estable-
ce un conjunto de obligaciones generadas sobre la misma construcción de dependencia
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y exigibilidad que los derechos. La pertenencia a la Corporación representa, para el afi-
liado, el compromiso de cumplir con sus normas, especialmente con el Estatuto, ade-
más de colaborar con dedicación y lealtad. Para garantía de dichas obligaciones se regu-
la un régimen disciplinario que puede llegar hasta imponer la desafiliación83.
Las obligaciones se determinan en los Estatutos de la ONCE, art. 11. Su incumpli-
miento lleva aparejada la apertura del procedimiento correspondiente, y la adopción de
la medida prevista en el ordenamiento que regula la afiliación en el seno de la
Corporación de Derecho Público, de carácter social. Son las siguientes:
21.1. Cumplir las normas.
«a) Cumplir lo dispuesto en los presentes Estatutos y en las normas aprobadas por el
Consejo General que les puedan afectar».
21.2.
Observar el debido respeto a los demás afiliados y a la entidad.
«b) Observar el debido respeto a los demás afiliados y a la entidad».
21.3.
Colaborar en la defensa de la organización.
«c) Colaborar solidariamente en la defensa de la Organización, en el logro de sus fines
y en la buena marcha de sus actividades».
21.4.
Desempeñar diligentemente y con lealtad institucional los cargos para los
que sean propuestos o elegidos.
«d) Desempeñar diligentemente y con lealtad institucional, los cargos para los que sean
propuestos o elegidos, salvo que medien causas que se lo impidan y siempre dentro del
estricto respeto a su libertad individual».
21.5.
Comunicar los cambios que afecten a su situación respecto a la organiza-
ción.
«e) Comunicar los cambios que se produzcan en sus circunstancias personales que pue-
dan ser de interés para la Organización y proporcionar información veraz sobre los extre-
mos que ésta le solicite».
83  Vide José Ignacio BORNAECHEA FERNÁNDEZ, La organización nacional de ciegos españoles.
Escuela Libre Editorial, Madrid, 1995, pp. 35-37.
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21.6. Facilitar datos.
«f) Colaborar en la realización de las encuestas promovidas por la Organización, en
las que se pretendan recopilar datos para confeccionar cuadros estadísticos con fines de
mejorar la información sobre la afiliación o de los servicios a la ONCE, garantizando,
en todo momento, la confidencialidad de los datos aportados».
21.7. Someterse a los reconocimientos oftálmicos que requiera la ONCE.
«g) Someterse a los reconocimientos oftálmicos que requiera la ONCE, al objeto de que
puedan determinarse, con la máxima precisión, en su caso, los grados de agudeza y campo
visual del afiliado».
22. Responsabilidad disciplinaria.
Los Estatutos de la ONCE regulan la responsabilidad disciplinaria en el art 12. Se incu-
rrirá en la misma cuando se incumplan alguno de los deberes y obligaciones enumerados.
«1. Los afiliados están sujetos a responsabilidades disciplinarias por el incumplimiento
de los deberes y obligaciones previstos en estos Estatutos».
22.1. Infracciones.
Las infracciones se clasifican en leves, graves y muy graves (art. 12.2, 3,4 y 5):
	Faltas leves
	Faltas graves
	Faltas muy graves

	3. Son faltas leves:
	4. Son faltas graves:
	5. Son faltas muy graves:

	a) El trato incorrecto de los órganos
	a) La desobediencia o incumplimiento
	a) La comisión de cualquier delito

	de gobierno y administración de la
	de las normas aprobadas por el Consejo
	doloso contra la institución o cual-

	ONCE o a cualquiera de sus afilia-
	General o de las órdenes o instrucciones
	quiera de sus afiliados, así como

	dos.
	particulares, legítimamente dictadas por
	contra sus patrimonios.

	b) El incumplimiento de cualquiera
	cualquiera de los órganos de gobierno y
	b) La agresión o maltrato físico o

	de los deberes y obligaciones que
	administración de la ONCE.
	verbal a cualquier afiliado.

	estos Estatutos imponen a los afilia-
	b) La falta del debido respeto y con-
	c) La descalificación, la injuria o el

	dos, siempre que no sean califica-
	sideración a la institución o cual-
	menosprecio públicos de la ONCE

	das como falta grave o muy grave.
	quiera de sus actividades.
	de sus actividades o de sus fines.

	
	c) La causación voluntaria de daños o
	d) La realización de actividades

	
	desperfectos en los inmuebles, instala-
	contrarias   a   los   fines   de   la

	
	ciones, mobiliario, material de cual-
	Organización.

	
	quier tipo o documentación de la
	e) La comisión de tres faltas graves

	
	ONCE.
	en el período de un año.

	
	d) La falta de notificación a la
	

	
	Organización de las modificaciones
	

	
	de las circunstancias personales del
	

	
	afiliado que sean relevantes para la
	

	
	determinación de su situación en la
	

	
	Organización o para los fines de ésta.
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Las faltas leves prescribirán al mes, las graves a los tres meses y las muy graves a
los seis meses. Estos plazos se empezarán a contar desde la fecha en que la ONCE tenga
conocimiento de la comisión de las faltas y, en todo caso, al año de haberse cometido.
La prescripción se interrumpirá por la iniciación del expediente disciplinario, vol-
viendo a correr el plazo si el expediente permaneciere paralizado durante más de tres
meses por causa no imputable al afiliado sujeto al mismo.
Sobre esta materia resulta ilustrativa la STS de 24 de abril de 2000 (Ar. 3817), que
determina que una misma conducta puede estar tipificada en dos disposiciones diferen-
tes, por afectar a personas que mantienen distinta relación jurídica con la ONCE,
Antecedente de Hecho Cuarto:
«El principio general de derecho "non bis in ídem", no contemplado expresamente en
nuestra Constitución pero reconocido y amparado por el Tribunal Constitucional, a partir
de su sentencia de 30 de enero de 1981 por estar íntimamente unido al principio de legali-
dad, prohibe que una persona sea sancionada dos veces por el mismo hecho, pero no impi-
de que una misma conducta pueda estar tipificada en dos disposiciones diferentes por afec-
tar apersonas que mantienen distinta relación jurídica con la ONCE (como afiliado o como
trabajador), máxime teniendo en cuenta que en una persona se puede dar una de esas con -
diciones sin concurrir la otra, existiendo casos de trabajadores no afiliados y de afiliados
no trabajadores. [...]».
22.2. Sanciones.
Las sanciones se establecen en los Estatutos de la organización, art. 12.6:
	Faltas leves
	Faltas graves
	Faltas graves

	Apercibimiento    por    escrito    o
reprensión privada.
	Inhabilitación  temporal  hasta  dos
años.
	Inhabilitación temporal de dos a
cuatro  años  o  separación   de  la
Organización.


Las sanciones impuestas por faltas leves prescribirán al mes, las graves a los tres
meses y las muy graves a los seis meses. El plazo de prescripción comenzará a contar-
se desde el día siguiente a aquél en que adquiera firmeza la resolución por la que se
impone la sanción o desde que se quebrantase el cumplimiento de la sanción si hubie-
ra comenzado.
22.3. Procedimiento.
22.3.1. Regulación.
Se regula en los Estatutos de la ONCE, art. 12:
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«7. La imposición de sanción que en cada caso corresponda a la falta cometida se efec-
tuará en función de su gravedad, trascendencia, reincidencia o intención del autor y del per-
juicio que se cause a la ONCE.
8. La responsabilidad disciplinaria se exigirá en todo caso, a través del correspondien-
te expediente disciplinario, que se tramitará conforme establezca el Reglamento de proce-
dimiento disciplinario aprobado por la ONCE. En su defecto, serán aplicables las normas
reguladoras del procedimiento sancionador previstas en la Ley General Reguladora del
Procedimiento Administrativo»,
22.3.2. Principios del régimen disciplinario.
Los principios que voy a enumerar son de aplicación a la Organización Nacional
de Ciegos Españoles, en tanto, que como Corporación de Derecho Público, de
Carácter Social, posibilita la afiliación y aplicación del régimen disciplinario a todos
aquellos en los que concurren las circunstancias determinadas en el grupo normati-
vo regulador. Es por ello, que se deben cumplir los siguientes.
A. Legalidad.
El art. 25.1 CE dispone que nadie puede ser condenado o sancionado por acciones
u omisiones que en el momento de producirse no constituyan delito, falta o infracción
administrativa, según la legislación vigente en aquel momento. Este precepto compren-
de una doble garantía. La primera, de orden material y alcance absoluto, refleja la tras-
cendencia del principio de seguridad en los ámbitos limitativos de la libertad indivi-
dual, como el penal y el sancionador, y se traduce en la imperiosa exigencia de prede-
terminación normativa de las conductas ilícitas y de las sanciones correspondientes. La
segunda, de carácter formal, se refiere al rango necesario de las normas tipificadoras de
aquellas conductas y reguladoras de estas sanciones, en cuanto que el término "legisla-
ción vigente" contenido en el art. 25.1 CE es expresivo de una reserva de ley en mate-
ria sancionadora. Sobre esta última cuestión, la jurisprudencia ha sido mucho más cauta
en el procedimiento administrativo sancionador, y la reserva de ley no es absoluta, sino
relativa y limitada, de manera que un reglamento puede complementar lo dispuesto en
la ley por relación a la tipificación de las conductas infractoras y de las sanciones
correspondientes. Lo que no es posible admitir en este ámbito, son las regulaciones
reglamentarias independientes y no claramente subordinadas a la ley.
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B.
Tipicidad.
Se considera un aspecto parcial del principio de legalidad, en tanto que es obliga-
ción del legislador y del titular de la potestad reglamentaria, regular las infracciones y
sanciones, de tal modo que el conjunto de las normas aplicables permita predecir, con
suficiente grado de certeza, el tipo y el grado de sanción susceptible de ser impuesto,
sin que sea posible definir las conductas ilícitas en términos que por su amplitud o
vaguedad dejen las mismas en la más absoluta indefinición.
Como complemento del principio de tipicidad se ha considerado por parte de la doc-
trina y de la jurisprudencia la exclusión de la analogía in peius, es decir, sólo podrán
sancionarse las acciones u omisiones que, en el momento de producirse, constituyan
infracción disciplinaria. Las normas definidoras de infracciones y sanciones no serán
susceptibles de aplicación analógica.
C.
Irretroactividad de las normas sancionadoras no favorables.
El art. 9.3 CE garantiza la irretroactividad de las normas sancionadoras no favora-
bles, es decir, las normas sancionadoras no pueden ser aplicadas en la medida en que
sean desfavorables al inculpado, a hechos o conductas anteriores a su entrada en vigor.
D.
Non bis in ídem.
Es un principio clásico que implica que no puedan imponerse dos o más sanciones
(penales o administrativas) por un mismo hecho, siempre que se aprecie identidad de
sujeto, hecho y fundamento. Pero el último elemento citado es fundamental, porque
permite verificar que bien jurídico se intenta proteger.
£. Proporcionalidad.
Entre la infracción cometida y la sanción impuesta deberá existir la adecuada pro-
porcionalidad.
Su correcta significación implica que la sanción impuesta debe guardar una adecua-
da relación con la gravedad de la falta. Tradicionalmente se han utilizado elementos
como: intencionalidad; perturbación del servicio; atentado a la dignidad del personal;
falta de consideración a los demás, etc.
F. Pleno respeto de los derechos y garantías.
No puede ser de otra manera en un Estado de Derecho, y por tanto está garantizado
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el pleno respeto de todos los derechos que reconoce la Constitución y el resto de nues-
tro ordenamiento jurídico.
22.3.3. Principios del procedimiento disciplinario.
Por idénticos motivos a los expuestos respecto a los principios del régimen discipli-
nario, debo hacer referencia, al menos, a los siguientes.
A.
Economía o eficiencia.
Economía y eficiencia, son dos principios que van ligados íntimamente. Esto justi-
fica que la LRJPAC no hable de economía porque quizás los autores de la ley entien-
den que este principio está subsumido en el de eficiencia. En esencia, lo que con estas
ideas se quiere expresar es que entre varias alternativas que producen el mismo gasto,
debe seleccionarse siempre la que lleva al mejor cumplimiento de los objetivos de la
administración, y entre varias alternativas que conducen al mismo cumplimiento debe
seleccionarse la que implica menor gasto84.
No es que sea necesario perfilar estos conceptos porque así lo impone una actuación
mínimamente correcta desde el punto de vista de la llamada ciencia de la administra-
ción. Es que además, estos conceptos tienen trascendencia jurídica, pues su inobservan-
cia es contraria a los principios de buena administración.
B.
Celeridad.
Sin duda su referencia ineludible es el art. 75 de la LRJPAC, cuando dice:
«1. Se acordarán en un solo acto todos los trámites que, por su naturaleza, admitan una
impulsión simultánea y no sea obligado su cumplimiento sucesivo».
Este criterio de celeridad debe presidir el trabajo a realizar. Que así los procedimien-
tos podrán llegar antes a su terminación nadie puede negarlo.
C.
Eficacia.
Guarda este principio una gran relación con el de celeridad y economía. En general,
afecta a todas las Administraciones públicas y a los funcionarios que las sirven. En la
exposición de motivos de la LPA se hacían algunas importantes precisiones:
«El presente texto no desdeña, por supuesto, las garantías jurídicas que el Estado deba
a los administrados, y de ello es buena prueba toda la Ley, y en especial los títulos dedica-
84 Vide J. GONZÁLEZ PÉREZ y F. GONZÁLEZ NAVARRO, Comentarios a la Ley de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y Procedimiento Administrativo Común, 2a ed., Cívitas, Madrid, 1999, p.
322.
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dos al procedimiento y a los recursos administrativos; pero tiene en cuenta que las citadas
garantías, cuando se instrumentan tan sólo como protecciones formales, no alcanzan ni con
mucho el fin perseguido, al ser compatible con demoras y retrasos, molestias innecesarias
y perturbadoras, excesivo coste e ineficacia de los servicios, y, en fin, con una variada gama
de verdaderos perjuicios que redundan tanto en el de los particulares como en el de la pro-
pia Administración.
Por lo demás, las aludidas directrices no se conciben como simples enunciados progra-
máticos, sino como verdaderas normas jurídicas, al habilitar a la Administración de una vez
para siempre para adoptar cuantas medidas repercutan en la economía, celeridad y eficacia
de los servicios; a estos fines responden los preceptos relativos a la normalización de docu-
mentos, racionalización, mecanización y automatización de los trabajos en las oficinas
públicas, creación de oficinas de información y reclamaciones y fijación de horarios ade-
cuados para el mejor servicio de los administrados, etc.».
Sin embargo la LRJPAC ha desdeñado tan nobles enseñanzas. También debo aña-
dir que la exigencia de actuar de manera eficaz no habilita para eludir los condicio-
namientos propios de un Estado Social y Democrático de Derecho85.
Por ello no se puede confundir la agilidad con la eficacia. En la eficacia se incar-
dinan por igual la agilidad y las garantías constitucionales. No puede ser eficaz un
sistema, por muy ágil que sea, si el acceso al empleo o la concesión de servicios se
cimientan sobre el clientelismo antes que sobre la objetividad, Todo lo contrario, la
pérdida de garantías se convierte en fuente de ineficacia, pues la ausencia de un ade-
cuado control de la actividad supone un fuerte atractivo para la utilización incorrec-
ta de los recursos, que no es otra cosa que la ineficacia86.
22.3.4. Principios de actuación de los instructores.
A. Independencia.
La función que desempeñan lleva aparejada la independencia o actuación profesional
bajo su leal saber y entender. De este modo se entiende que en el procedimiento, cuando
la naturaleza de una determinada actuación lo requiera, podrá requerir la colaboración
necesaria. También podrán solicitar el debido asesoramiento a los demás órganos de la
ONCE, los organismos profesionales, sociedades o asociaciones directamente relacionadas
con la naturaleza del asunto, así como de otras entidades, instituciones y servicios, tanto
públicos como privados.
85  Ibídem,pp. 320-321.
86 Vide Felio J. BAUZA MARTORELL, La desadministración pública, Marcial Pons, Madrid, 2001, p.
195.
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B.
Profesionalidad.
El régimen disciplinario tiene un carácter fuertemente especializado, y requiere una
preparación específica. En todo caso, es necesario mantener un delicado equilibrio
entre colaboración y el ejercicio de autoridad, lo que exige un proceso de formación
continua.
C.
Obediencia jerárquica.
Los profesionales que participan en el procedimiento disciplinario están sometidos
al deber de obediencia jerárquica, lo que les obliga a cumplir las instrucciones y órde-
nes de servicio87, pudiendo ser sancionados, en caso de desobediencia, por vía discipli-
naria. Por tanto puedo afirmar que existe un deber de obediencia cuando la legalidad de
la orden sea dudosa, discutible, opinable, es decir, cuando su ilegalidad no sea mani-
fiesta porque en tal caso prevalece la presunción favorable a su legalidad, sin perjuicio
de que puedan exponerse al superior jerárquico los reparos que el cumplimiento de la
orden suscita88.
Este deber de obediencia es compatible con su libertad profesional. La obediencia,
resultado de su dependencia orgánica y funcional, no afecta al contenido mismo de su
profesión. La obediencia hace posible que el servicio funcione y que se ajuste a las
directrices de quien es responsable. Pero la obediencia no elimina la responsabilidad
profesional del instructor. El deber de obediencia no puede afectar al contenido de las
actas y propuestas que deben reflejar la realidad tal como los instructores la ven. Su
contenido esta determinado por la legalidad y su conciencia profesional. En todo caso
es necesario exponer también reflexiones como la siguiente:
87
Vide LRJPAC,art.21:
«Instrucciones y órdenes de servicio. 1. Los órganos administrativos podrán dirigir las actividades de sus
órganos jerárquicamente dependientes mediante instrucciones y órdenes de servicio.
Cuando una disposición específica así lo establezca o se estime conveniente por razón de los destinatarios
o de los efectos que puedan producirse, las instrucciones y órdenes de servicio se publicarán en el perió-
dico oficial que corresponda.
2. El incumplimiento de las instrucciones u órdenes de servicio no afecta por sí solo a la validez de los
actos dictados por los órganos administrativos, sin perjuicio de la responsabilidad disciplinaria en que se
pueda incurrir».
88
Vide STS, Sala 2a, de 20 de noviembre de 1989 (Ar. 8683): «Cuando la orden recibida, cuyo cumpli-
miento origina la comisión de una infracción penal, no sea clara y manifiestamente ilícita y el subordina -
do, que la ha recibido en el ámbito y con las formalidades propias de la relación funcionaría], cree que es
legal y en tal creencia la cumple, queda exento de responsabilidad criminal por haber obrado en virtud de
obediencia debida, siempre que este error pueda ser calificado de invencible según las circunstancias».
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«Por si lo anterior no fuera bastante, a la intervención se acumula ocasionalmente la
inspección. Si la intervención funciona rutinariamente en todos y cada uno de los expe-
dientes, de forma muy distinta opera la inspección. Los servicios de inspección no actúan
automáticamente sino de forma específica respecto de órganos o funcionarios o proce-
dimientos concretos. Cuando surge una sospecha de irregularidad se envía a un inspec-
tor o inspectores que estudian sobre el terreno lo que ha sucedido y como estos funcio-
narios disponen de una experiencia y de una información mucha más completa -y mucho
más reciente- de la que manejará en su día el juez, sus posibilidades de descubrimiento
son amplísimas. Y, sin embargo, también resultan ineficaces por completo debido a las
siguientes causas: por lo pronto, sólo actúan cuando se lo ordena su superior, lo que sig-
nifica que, si desde arriba se pretende ocultar algún caso, sencillamente no se les llama;
y en segundo término, los resultados de su investigación son meramente informativos,
es decir, que ellos se limitan a elevar su informe a la superioridad y ésta puede archivar-
lo sin más por graves que sean las denuncias. La consecuencia final puede imaginarse:
los inspectores pierden sus estímulos y, sabiendo de antemano que de nada vale su
esfuerzo -y que incluso lo que se quiere es que no se esfuercen-, apenas si realizan unos
trámites formales para reservar su energía, si llega el caso, a situaciones y hechos que
sus superiores no quieran ocultar -o que incluso quieren perseguir seriamente-, pagando
así por todos quienes no están relacionados con soborno alguno»89.
La ONCE es un ejemplo claro de que esto no sucede.
D. Imparcialidad.
La imparcialidad exige igualdad de trato y comportamiento objetivo en la apli-
cación de las normas y en el cumplimiento de las instrucciones del servicio90.
En el ejercicio legítimo del cargo, el instructor tiene el cometido de buscar y aplicar la
interpretación del precepto que sea coherente y adecuada; y no solamente la interpretación
sino también la. apreciación y valoración de los hechos que van a constituir la causa de la deci-
sión que se tome, estableciendo una proporción entre hechos y sanción jurídica91.
89 Vide Alejandro NIETO GARCÍA, Corrupción en la España democrática, Ariel, Barcelona, 1997, p. 231.
90 Vide "Código de Buena Conducta Administrativa para el personal de la Comisión Europea en sus rela-
ciones con el público" (Decisión de 17 de octubre de 2000, DOCE de 20 de octubre), en el que impone el
deber de imparcialidad en términos adaptables a los funcionarios nacionales: «El personal actuará siempre
con objetividad e imparcialidad en pro del interés comunitario y del bien común».
91 Cfr. STS de 13 de enero de 2000 (Ar, 659): «El caso que contemplamos, sin embargo, no se agota en
los supuestos de ejercicio de potestades discrecionales dentro de los parámetros que exige el artículo 9.3
de la Constitución, sino que ha de extenderse a aquellos supuestos, asimilables a éstos, en que en la apli-
cación por la Administración de la norma jurídica al caso concreto no haya de atender sólo a datos objeti-
vos determinantes de la preexistencia o no del derecho en la esfera del administrado, sino que la norma
antes de ser aplicada ha de integrarse mediante la apreciación, necesariamente subjetivada, por parte de la
Administración llamada a aplicarla, de conceptos indeterminados determinantes del sentido de la resolu-
ción. En tales supuestos es necesario reconocer un determinado margen de apreciación a la Administración
que, en tanto en cuanto se ejercite dentro de márgenes razonados y razonables conforme a los criterios
orientadores de la Jurisprudencia [...]».
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£. Secreto profesional.
La configuración del secreto en el derecho público es una cuestión muy compleja y some-
tida a fuertes tensiones contrapuestas. Así pues, de un lado, la Administración debe ser trans-
parente y facilitar la información que se le pide (arts: 105,b), 109 y 23 CE), pero de otro lado,
la Administración está obligada a mantener el secreto de ciertas materias e, incluso, necesita
de un cierto secreto para poder actuar eficazmente92. Sin embargo no se puede entender el
problema de la publicidad y sus límites formulando sólo principios generales, puesto que «la
ponderación de los intereses públicos y privados, que aquí operan, exigen que la enunciación
de los grandes principios vaya contrastada por su aplicación a cada caso»93. Sin embargo aquí
no puedo abordar esta labor ni en relación a la legislación sobre procedimiento administrati-
vo, ni en relación con la legislación sectorial Si quisiera destacar las dos vertientes que tiene
el principio de transparencia: en el reverso el deber de informar, está en deber de callar, que
puede consistir en un deber de sigilo (deber genérico y personal de discreción)94 o de secre-
to (deber específico relativo a determinados asuntos)95.
En el ámbito de la Unión Europea, la Sentencia del Tribunal de Justicia Comunitario
de 7 de noviembre de 1985, en el asunto Stanley G. Adams, 145/1983, condena a la
Comunidad a indemnizar a un ciudadano perjudicado por la violación del deber de
secreto de las autoridades y funcionarios comunitarios, contenido en el art. 214 del
Tratado Constitutivo de la CEE, que dice así:
«Los miembros de las instituciones de la Comunidad, los miembros de los comités, así
como los funcionarios y agentes de la Comunidad estarán obligados incluso después de
haber cesado en sus cargos, a no divulgar las informaciones que por su naturaleza estén
amparadas por el secreto profesional y, en especial, los datos relativos a las empresas, y que
se refieran a sus relaciones comerciales o a los elementos de sus costes».
Sólo cuando seguido un proceso con todas las garantías se llega a una resolución que
debe ser aplicada y publicada cesa el deber de reserva. Pero incluso en ese caso, no se debe
difundir aquello que se conoce, por el ejercicio de su actuación y que puede menoscabar
el prestigio o la imagen de personas o instituciones96.
92 Vide F. SAINZ MORENO, "Secreto e información en Derecho público", en el Vol. Col. Estudios sobre
la Constitución Española. Homenaje al profesor Eduardo García de Enterría, Tomo III, Cívitas, Madrid,
1991, pp. 2863-2864,
93   Ibídem, p. 2981.
94
Vide Luís MARTÍN REBOLLO, "Régimen de responsabilidades del inspector de consumo como fun-
cionario en los ámbitos civil, penal y disciplinario. Referencia al deber de sigilo", en La inspección de con -
sumo en el contexto de la actuación administrativa, Gobierno Vasco, Vitoria, 1992, pp. 99-103.
95
Cfr. J. GONZÁLEZ PÉREZ y F. GONZÁLEZ NAVARRO, Comentarios ..,, Tomo I, o.c, pp. 436 y ss.
96 Vide: Ley de Funcionarios Civiles del Estado. Texto articulado aprobado por Decreto 315/1964, de 7 de
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Pues bien, todo ello también es aplicable al personal de la ONCE.
F.
Lealtad y buena fe.
Se deben respetar los principios de buena fe y confianza recíproca, tal y como deter-
mina la LRJPAC, art. 3:
«1. Las Administraciones públicas sirven con objetividad los intereses generales y actú-
an de acuerdo con los principios de eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración
y coordinación, con sometimiento pleno a la Constitución, a la Ley y al Derecho.
Igualmente, deberán respetar en su actuación los principios de buena fe y de confianza
legítima».
Los contornos de este deber no son fáciles de determinar en abstracto pero sí lo sue-
len ser en cada caso concreto. Se trata de un deber que actúa hacia el exterior pero tam-
bién en el interior del servicio. La exigencia de lealtad tiene muchas manifestaciones.
G.
Responsabilidad.
El alcance de la misma ha de valorarse a la luz de la casuística y de las resoluciones
judiciales sobre el particular. Pero puedo afirmar que en la jurisprudencia se deduce una
tendencia favorable a exigir una mayor responsabilidad por «culpa in vigilando». Sirva
como ejemplo la Sentencia de la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo de 31 de enero
de 1997 (Ar. 396), F.J. 5o:
«Pero es más, en el caso presente aparece como hecho probado, que el aquí procesado,
en el curso 1991-1992, en un Colegio Público de Y., antes de los sucesos de autos, ya había
sido objeto de quejas por problemas de tipo pedagógico y por ciertos hechos de significa-
do lúbrico que allí se especifican y, ahora no es preciso repetir, hechos que no llegaron a
denunciarse pero que fueron comunicados al Servicio de Inspección y a la Delegación
Provincial del Ministerio de Educación y Ciencia, sin que conste que se incoara ningún
expediente por los mismos. Es decir, en el caso presente hubo desidia por parte de los fun-
cionarios del Estado que tenían el deber de controlar al procesado respecto de su compor-
tamiento con sus alumnos. Tales funcionarios tuvieron conocimiento de unos hechos de sig-
nificado semejante a los aquí examinados, aunque sin duda, de menor gravedad. Y una ade-
cuada actuación, al menos en el ámbito disciplinario propio de esta clase de empleados
públicos, habría servido para evitar que con posterioridad pudieran ocurrir hechos tan
reprobables como los que motivaron la condena ahora recurrida».
febrero (BOE núm. 40, de 15 de febrero), art. 80: «Los funcionarios han de observar en todo momento una
conducta de máximo decoro, guardar sigilo riguroso respecto de los asuntos que conozcan por razón de su
cargo, y esforzarse en la mejora de sus aptitudes profesionales y de su capacidad de trabajo; Reglamento
de régimen disciplinario de los funcionarios de la Administración del Estado, aprobado por Real Decreto
33/1986, de 10 de enero (BOE núm. 15, de 17 de enero), art. 7: «Son faltas graves: j) No guardar el debi-
do sigilo respecto de los asuntos que se conozcan por razón del cargo, cuando causen perjuicio a la
Administración o se utilice en provecho propio».
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La sentencia pues impulsa a adoptar medidas preventivas en caso de duda,
siempre que la inspección haya obtenido la información que evita que la medida
sin fundamento suficiente cause un daño a quien la sufre97.
22.3.5. Iter procedimental.
Se incurrirá en responsabilidad disciplinaria por las faltas que se cometan. La mayo-
ría de las tipificadas responden a la necesidad que la ONCE tiene, como organización
prestadora de servicios, de mantener la disciplina interna y de asegurar que se cumplan
los derechos y deberes establecidos en la normativa reguladora de los mismos.
Respecto a los derechos deberán garantizarse los reconocidos en el art. 35 de la LRJPA
y además se tendrá derecho: a) A la presunción de inocencia; b) A ser notificado del nom-
bramiento de instructor y, en su caso, secretario, así como a recusar a los mismos; c) A ser
notificado de los hechos imputados, de la infracción que constituyan y de las sanciones
que, en su caso, puedan imponerse, así como de la resolución sancionadora; d) A formular
alegaciones en cualquier fase del procedimiento; e) A proponer cuantas pruebas sean ade-
cuadas para la determinación de los hechos; f) A ser asesorado y asistido por los represen-
tantes sindicales; g) A actuar asistido de letrado. Dicho de otro modo, se deberán garanti-
zar todos los derechos reconocidos a los ciudadanos en su relación con las
Administraciones públicas, y además se incorporan para su formalización algunos elemen-
tos que de modo genérico estaban reconocidos en nuestro ordenamiento jurídico.
Todos ellos se materializan en el procedimiento que deberá desarrollarse de la
siguiente forma.
A. Iniciación.
Sin forzar gravemente la naturaleza de las cosas, puede decirse que el procedimien-
to -que tiene por definición un sentido dinámico- se ofrece ante nosotros como un fenó-
meno de pura biología: nace, se desarrolla y muere98. Fijar con precisión el momento
de la iniciación del procedimiento, tiene una importancia que suele pasarse por alto".
97
Vide Fernando SAINZ MORENO, "La inspección educativa", o.c, p. 33.
98   Vide Jesús GONZÁLEZ PÉREZ y Francisco GONZÁLEZ NAVARRO, Comentarios a la Ley de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y Procedimiento Administrativo Común, 2a ed.,
Cívitas, Madrid, 1999, p. 1649.
99   Ibídem, p. 1650, donde detalla las siguientes razones:
«a) Porque ese día se toma como día inicial para el cómputo del plazo máximo de duración del procedi-
miento de que se trate cuyo incumplimiento puede dar lugar a la exigencia de responsabilidad (art. 42,
núms. 2 y 3, LRJPA).
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Pero el problema que con más frecuencia se ha planteado ante los tribunales en relación
con el acto de iniciación es el de su naturaleza. Pues bien, la jurisprudencia tiene dicho:
«Los acuerdos de iniciación de un procedimiento, como reiteradamente ha declarado
esta Sala, son actos típicos de trámite»100.
Además se generan los efectos necesarios en todo procedimiento administrativo:
obligación de resolver (art. 42.1 LRJPA) e impulsión de oficio del procedimiento (art.
74.1 LRJPA); prioridad formal y material (art. 74.2 LRJPA).
El procedimiento se iniciará siempre de oficio, por acuerdo del órgano competente,
bien por propia iniciativa o como consecuencia de orden superior, moción razonada del
centro al que estuviera adscrito el presunto responsable o por denuncia.
Será competente para ordenar la incoación del expediente disciplinario la comisión
central de afiliación la cual, con carácter previo, podrá acordar la realización de una
información reservada. Dado que las informaciones reservadas no interrumpen los plazos
de prescripción, deberá tenerse en presente esta circunstancia en orden a la duración en la
tramitación de las mismas, en especial, con los hechos que, por su entidad, se presuman
puedan ser constitutivos de falta leve.
En el caso de hechos constitutivos de faltas leves, también será competente para
ordenar la incoación del expediente disciplinario el Delegado Territorial o Director
Administrativo del centro al que figure adscrito el afiliado.
La instrucción del expediente se realizará por la comisión central de afiliación y, en
los incoados por faltas leves, por el Directivo correspondiente, los cuales podrán nom-
brar un instructor cuando las circunstancias lo aconsejen. La comisión central de afilia-
ción podrá decretar el auxilio del responsable del centro al que figure adscrito el afilia-
do sujeto al expediente para la práctica de cualquier diligencia.
La incoación del procedimiento con el nombramiento de instructor, se notificará al
afiliado sujeto a expediente, así como al designado para ostentar el cargo. Son de apli-
cación las normas relativas a la abstención y recusación de la LRJPA (arts. 28 y 29).
La incoación de expediente al personal que ostente la condición de delegado sindi-
b) Ese día determina, también, la legislación conforme a la que debe tramitarse y resolverse un determina-
do procedimiento (Cfr. disposición transitoria 2a, LRJPA).
c) Y, por último, indica cuándo pueden adoptarse las medidas provisionales para asegurar la eficacia de la
resolución (art. 72.1, LRJPA), aunque también cabe que esas medidas puedan adoptarse antes de iniciarse
el procedimiento en casos previstos expresamente en una norma con rango de ley (art. 72.2, LRJPA), e
incluso, sin necesidad de ello, cuando por la propia naturaleza de la medida no sea posible esperar a que
se inicie el procedimiento».
100 Sentencias del Tribunal Supremo de España: de 30 de junio de 1989 (Ar. 10085, de 1990); de 12 de
diciembre de 1989 (Ar. 9120); y 20 de mayo de 1992 (Ar. 4288); entre otras.
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cal, delegado de personal o cargo electivo en las organizaciones sindicales más repre-
sentativas, se comunicará a la sección sindical, junta de personal o central sindical,
según proceda, a fin de que puedan ser oídos durante la tramitación del procedimiento.
Esta comunicación procede, asimismo, cuando la instrucción se practique dentro del
año inmediatamente posterior al cese del inculpado en alguna de las condiciones enu-
meradas y en el supuesto de que el mismo sea candidato durante el periodo electoral.
En cualquier momento del procedimiento en que el instructor aprecie que la presun-
ta falta puede ser constitutiva de delito o falta penal, lo pondrá en conocimiento de la
autoridad que hubiere ordenado la incoación del expediente para su oportuna comuni-
cación al Ministerio Fiscal. Ello no será obstáculo para que continúe la tramitación del
expediente disciplinario hasta su resolución e imposición de la sanción si procediera,
B. Desarrollo.
El instructor ordenará la práctica de cuantas diligencias sean adecuadas para la
determinación y comprobación de los hechos y en particular de cuantas puedan condu-
cir a su esclarecimiento y a la determinación de las responsabilidades susceptibles de
sanción.
El instructor como primeras actuaciones procederá a recibir declaración al afiliado
y a evacuar cuantas diligencias se deduzcan de la comunicación o denuncia que moti-
vó la incoación del expediente y de lo que aquél hubiera alegado en su declaración.
Todos los servicios y dependencias de la ONCE están obligados a facilitar al instruc-
tor los antecedentes e informes necesarios, así como los medios personales y materia-
les que precise para el desarrollo de sus actuaciones. El informe101 puede definirse
como: «acto jurídico consistente en una declaración de juicio emitida por un órgano
distinto de aquél a quien corresponde iniciar, instruir o resolver el procedimiento, y que
sirve para aportar nuevos datos al expediente o comprobar los ya existentes en el
mismo». Y esta definición encaja a la perfección con el contenido de las disposiciones
reguladoras de esta materia. Se solicitarán los informes necesarios y aquellos que se
consideren convenientes. Los «informes necesarios y aquellos que se consideren con-
venientes», básicamente versarán sobre datos relativos a la situación generada.
Pero quizás el dato más importante sea valorar en este momento la naturaleza jurí-
dica de esos informes. Su función puede consistir en aportar datos al expediente, o com-
probar los ya aportados. En el primer caso, puede llegar a tener función probatoria y
101 Vide Jesús GONZÁLEZ PÉREZ y Francisco GONZÁLEZ NAVARRO, Comentarios ..., o.c, p. 1938.
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deben reputarse como documentos nuevos, lo que rebasa la simple función de asesorar
al órgano decisor y obligan a dar al interesado la oportunidad de formular nuevas ale-
gaciones. Así podría deshacer la posible eficacia probatoria de aquellos informes en la
medida que le sean desfavorables. Podemos catalogarlos como facultativos y en prin-
cipio no vinculantes, pues se puede pedir más de uno, lo que siempre ofrece la contin-
gencia de que puedan ser contradictorios, circunstancia ésta incompatible con la idea de
la vinculación. En todo caso constituye actividad de instrucción encomendada a un
órgano distinto de aquel a quien corresponde iniciar, instruir o resolver el procedimien-
to.
El escrito en que se solicita el informe deberá contener una serie de requisitos pre-
ceptivos: indicación expresa del precepto que lo exija, o fundamentación de la conve-
niencia de reclamarlo (art. 82.1 LRJPA); delimitación concreta del extremo o extremos
acerca de los que se solicita el dictamen (art. 82.2 LRJPA) y plazo legal para su emi-
sión.
La LRJPA no alude al órgano emisor del dictamen, pero es evidente que éste podrá
ser individual o colegiado. Estos informes cuando son emitidos por los técnicos com-
petentes, gozan de presunción iuris tantum102 de objetividad, tal y como ha señalado
reiterada doctrina jurisprudencial sobre el tema (Sentencia de 7 de abril de 1988, [anti-
gua] Sala 4a, Ponente: García Ramos) (Ar. 2665):
«La parte actora pretende desvirtuar las conclusiones que se deducen de los informes
técnicos elaborados por la Administración mediante la aportación como prueba documen-
tal de dos dictámenes elaborados a su ruego por sendos Arquitectos en las fechas compren-
didas entre el 10 y el 16 de abril de 1984, de los que aparece que en aquellos momentos,
cuando ya había sido declarado por el Alcalde de Hospitalet del Llobregat su estado de
ruina inminente, tas viviendas de autos no se hallaban en absoluto en dicha situación, por
cuanto no estaba en peligro su estabilidad y el estado de sus paredes de carga, cimientos,
forjados y cubiertas era aceptable, si bien en algunas de las cubiertas aparecían humedades
y parte de las fachadas y cielos rasos presentaban grietas, mientras que los suelos y parte
baja de las paredes se veían afectadas por humedades importantes, que a la larga podrían
provocar lesiones irreversibles en paredes y cimientos, pero que no las habían producido
por el momento; el dictamen emitido por el perito forense, que habitualmente tiene un
carácter prevalente y decisivo, es prácticamente irrelevante en el supuesto de autos, ya que,
habiendo desaparecido las edificaciones que deberían haber constituido normalmente el
objeto de la pericia en virtud de la ejecución del acto administrativo impugnado, no puede
aquél sino basarse para emitir su informe en los dictámenes aportados por la parte deman-
102 Cfr. STS de 10 de febrero de 1989 (Ar. 1102): «[...] los informes de los técnicos de la Administración,
ajenos a los intereses en juego -promotor y adquirentes de las viviendas-, gozan de una particular presun-
ción de acierto o veracidad, ciertamente iuris tantum».
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dante y concluir, que a tenor de los mismos, no se hallaban en estado de ruina inminente las
viviendas de los actores; ello nos lleva a la cuestión esencial sobre la que pivota la resolu-
ción de este litigio, que no es otra que la atinente a si han de ser tenidos en cuenta con pre-
ferencia los dictámenes aportados por los recurrentes o los informes periciales confeccio-
nados por los técnicos de la Administración y obrantes en el expediente; una reiterada
Jurisprudencia del Tribunal Supremo -así por todas, Sentencias de 10 y 11 de abril y 21 y
25 de mayo de 1984 (Ar. 1986, 1991, 3115 y 3134)- ha venido afirmando, aun cuando con
las matizaciones que se derivan de la aplicación del principio de la sana crítica sentado por
el artículo 632 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, la prevalencia de los técnicos municipa-
les, por la presunción de objetividad de que gozan, dado que en principio carecen de otro
interés que el público en las cuestiones sometidas a su dictamen; la parte actora trata de des-
virtuar tal presunción con alegaciones que suponen una imputación de desviación de poder
a la Administración, ya que se basan en la afirmación de que, habiendo sido recalificados
como destinados a parques y jardines públicos los terrenos sobre los que se hallaban cons-
truidas las viviendas derruidas en la Revisión del Plan General Metropolitano aprobada en
julio de 1976 e iniciado expediente expropiatorio de aquéllos por Decreto de la Alcaldía de
1 de octubre de 1982, que fue impugnado por los aquí actores ante la Sala Segunda de lo
Contencioso de esta Audiencia, que suspendió su ejecución, el derribo de las citadas edifi-
caciones mediante un expediente de ruina inminente fue utilizado por el Ayuntamiento
como medio de burlar la decisión judicial y de disminuir la suma a abonar en concepto de
indemnización, pero es lo cierto que tales asertos no pueden ser admitidos, por cuanto cons-
ta en autos que la Administración no tenía interés alguno en la demolición de las viviendas
propiedad de los actores, sino que, por el contrario, aquéllas fueron incluidas en el ámbito
del Plan Especial de Reforma Interior del Parc de la Serp, aprobado definitivamente por la
Corporación Metropolitana en fecha 14 de julio de 1983, sin perjuicio de condicionar su
ejecución a la pertinente modificación del Plan General, hallándose prevista su conserva-
ción-rehabilitación como única muestra restante de un estilo constructivo muy extendido en
la zona a partir de la oleada inmigratoria de los años veinte; es por lo que queda desvane-
cida cualquier duda sobre la imparcialidad de los dictámenes técnicos en que se apoya el
acto impugnado y, en consecuencia, han de ser desestimadas las alegaciones formuladas al
respecto por la parte actora».
Ya lo he manifestado, el hecho de que un órgano haya informado en un determina-
do procedimiento no impide que posteriormente intervengan en el mismo otros órganos
asesores. De hecho si el órgano encargado de emitirlo considerase necesario el informe
previo de algún otro, lo expondrá así al órgano competente en escrito razonado.
A la vista de las actuaciones practicadas y en un plazo no superior a un mes, conta-
do a partir de la incoación del procedimiento se formulará pliego de cargos que com-
prenderá los hechos imputados, con expresión, en su caso, de la falta presuntamente
cometida, y de las sanciones que puedan ser de aplicación. Cuando concurran causas
justificadas o se paralice el expediente por causa imputable al inculpado, se podrá
ampliar el plazo anteriormente referido sin que en ningún caso pueda exceder del pre-
visto para la prescripción de la falta presuntamente cometida. Se exceptúan de la posi-
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bilidad de ampliación del plazo para formular el pliego de cargos los supuestos de expe-
dientes incoados por faltas leves.
El pliego de cargos deberá redactarse de un modo claro y preciso, en párrafos sepa-
rados y numerados cada uno de los hechos imputados al afiliado, notificándose al incul-
pado a través del centro al que figure adscrito, concediéndole un plazo de diez días para
que pueda contestarlo con las alegaciones que considere convenientes a su defensa y
con la aportación de cuantos documentos considere de interés y/o con la solicitud de la
práctica de las pruebas que para su defensa crea necesarias. Asimismo, se trasladará el
pliego de cargos al Consejo Territorial correspondiente al centro al que se halle adscri-
to el afiliado sujeto a expediente, para que en el mismo plazo emita informe.
El instructor deberá proponer en el momento de elaborar el pliego de cargos, a la
vista del resultado de las actuaciones practicadas, el mantenimiento o levantamiento de
la medida de suspensión provisional que, en su caso, se hubiera adoptado.
Contestado el pliego o transcurrido el plazo sin hacerlo, el instructor o en su caso,
la Comisión Central de Afiliación podrá acordar la práctica de las pruebas solicitadas
que juzgue oportunas, así como la de todas aquellas que considere pertinentes, lo que
deberá efectuarse en el plazo de un mes, y pudiendo denegarse la admisión y práctica
de las pruebas que se consideren innecesarias, mediante escrito motivado contra el que
no se admitirá recurso alguno.
Los hechos relevantes para la decisión del procedimiento podrán acreditarse por
cualquier medio de prueba admisible en Derecho.
Para la práctica de las pruebas propuestas, así como para las de oficio cuando se esti-
me oportuno, se notificará al interesado el lugar, fecha y hora en que deberán realizar-
se, debiendo incorporarse al expediente la constancia de la recepción de la notificación.
La intervención del instructor en todas y cada una de las pruebas practicadas es
esencial y no puede ser suplida, sin perjuicio de que el instructor pueda interesar la
práctica de otras diligencias de cualquier órgano de la ONCE.
Cumplimentadas las diligencias previstas ser dará vista del expediente al inculpado
con carácter inmediato para que en el plazo de diez días alegue lo que estime pertinen-
te a su defensa y aporte cuantos documentos considere de interés. Se facilitará copia
completa del expediente al inculpado cuando éste así lo solicite.
El instructor formulará dentro del plazo de los diez días siguientes al término del
plazo de prueba, la propuesta de resolución en la que fijará con precisión los hechos,
motivando, en su caso, la denegación de las pruebas propuestas por el inculpado, hará
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la valoración jurídica de los hechos y se determinará la falta que se estime cometida, la
responsabilidad del afiliado y la sanción a imponer.
La propuesta de resolución se notificará por el instructor al interesado así como al
Consejo Territorial correspondiente para que en el plazo de diez días aleguen cuanto
consideren oportuno.
Verificado el trámite de audiencia o transcurrido el plazo sin alegación alguna, aten-
diendo a la imputación que contenga la propuesta de resolución se proseguirá la trami-
tación de la siguiente forma:
a) Cuando la propuesta de resolución impute al inculpado la comisión de una falta
grave, se remitirá el expediente completo al Consejo General para la emisión del corres-
pondiente dictamen por la Comisión de Control y Régimen disciplinario, lo que debe-
rá efectuarse en un plazo de diez días y tras lo cual se devolverá el expediente comple-
to y el correspondiente dictamen al Director General para la adopción de la resolución
que proceda.
b) Cuando la propuesta de resolución impute al inculpado la comisión de una falta
muy grave, se remitirá el expediente completo al Consejo General.
C. Terminación.
Recibido el expediente completo en el Consejo General o con el dictamen de la
Comisión de Control y Régimen Disciplinario por el Director General, se procederá a
dictar por el órgano competente la resolución que corresponda en el plazo de diez días,
si bien en el caso de que la propuesta de resolución establezca como sanción la separa-
ción de la Organización se seguirán los trámites establecidos en el procedimiento for-
malizado articulado al efecto103. Y cuando dicha propuesta establezca como sanción la
103 La Circular N° 7/94, de 28 de octubre, establece en su apartado 5, el siguiente procedimiento de sepa-
ración de la organización:
«Corresponde al Consejo General de la ONCE la competencia para dictar resoluciones de separación de la
Organización, a propuesta de la Dirección General de la ONCE y previo expediente incoado al efecto. Las
resoluciones dictadas en esta materia deberán ser adoptadas por el Pleno del Consejo General por mayoría
cualificada de 2/3 de sus miembros y podrán ser recurridas por los interesados en el plazo de un mes, desde
su notificación ante el Consejo de Protectorado, agotando la vía administrativa previa a la jurisdiccional.
Corresponde al Director General elevar la propuesta de separación al Consejo General de la ONCE, una
vez tramitado el correspondiente expediente incoado al efecto.
El expediente de separación por no reunir las condiciones visuales establecidas se desarrollará del siguien-
te modo.
Iniciación. El expediente de separación motivado en esta causa se iniciará por el centro al que estuviese
adscrito el afiliado o por la Dirección General, cuando existan indicios, suficientemente fundados, de que
el interesado supera las condiciones visuales establecidas y tendrá por objeto el esclarecimiento de la situa-
ción y la determinación de las condiciones visuales del interesado.
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suspensión de la condición de afiliado por tiempo superior a dos años la resolución se
deberá adoptar por el Pleno del Consejo General por mayoría absoluta.
Desarrollo. a) Constatados los indicios de que la visión del interesado supera las condiciones visuales esta-
blecidas, el Centro correspondiente ordenará mediante escrito dirigido al interesado la práctica de un exa-
men oftalmológico, que tendrá carácter gratuito y deberá practicarlo un oftalmólogo colaborador distinto
del que hubiera efectuado el examen oftalmológico que causó la afiliación.
b) El certificado correspondiente a este examen oftalmológico será enviado por el Centro a la Sección de
Acción Social para la consideración de la Comisión Central de Afiliación, la cual, tras conocer y valorar
los informes técnicos pertinentes, resolverá, bien procediendo al archivo del expediente de separación o
bien indicando al Centro que informe al interesado que existen discrepancias entre dicho certificado y el
que causó su afiliación por lo que es necesario que se someta a otro examen oftalmológico, que también
será gratuito y deberá ser practicado por un especialista colaborador distinto de los anteriores, el cual debe-
rá expedir nuevo certificado.
c) El certificado correspondiente a este examen oftalmológico será enviado por el centro a la Sección de
Acción Social para la consideración de la Comisión Central de Afiliación, la cual procederá a su estudio y
valoración técnica, a la vista del cual o bien se procederá al archivo del expediente o bien se formulará pro-
puesta de separación de la Organización que se trasladará al Centro correspondiente para que éste la comu-
nique al interesado haciendo constar expresamente el grado de visión certificado por el oftalmólogo auto-
rizado correspondiente y advirtiendo que dispone de un plazo de diez días a partir de la fecha de recepción
de la propuesta para expresar por escrito las alegaciones que considere oportunas, así como para aportar la
documentación que estime conveniente.
d) Tanto en el caso de que se formulen alegaciones y/o se aporte documentación, como en el supuesto de
que no se hubieran presentado las mismas una vez finalizado el plazo fijado, el Centro dará traslado de ello
a la Sección de Acción Social para la consideración de la Comisión Central de Afiliación. A la vista del
estudio y valoración realizados por la Comisión, se procederá al archivo del expediente o se propondrá al
Director General que eleve al Consejo General moción de separación de la Organización de la persona
sujeta al expediente.
Resolución. Una vez elevada moción de separación de la Organización al Consejo General, el mismo estu-
diará el expediente junto con las alegaciones y la documentación que en su caso haya aportado el interesa-
do, sometiendo la cuestión al conocimiento del Pleno, y como resultado de todo ello se dictará resolución
confirmando la afiliación u ordenando la separación de la Organización del interesado. Dicha resolución
se remitirá al interesado por conducto de la Dirección General y del Centro correspondiente, advirtiéndo-
le que contra la misma podrá interponer recurso ante el Consejo de Protectorado en el plazo de un mes a
contar desde la notificación, agotando la vía administrativa previa a la jurisdiccional.
El expediente de separación de la organización por sanción disciplinaria se desarrollará de la siguiente
forma.
Iniciación. Incoado expediente disciplinario de conformidad con lo establecido y concluido el mismo con
la propuesta de sanción de separación de la Organización se procederá por la Comisión Central de
Afiliación a la apertura del expediente de separación al que se incorporará el expediente disciplinario.
Desarrollo. Iniciado el expediente de separación por la causa descrita en el apartado anterior, se traslada-
rá éste al Director General con propuesta de elevar al Consejo General de la ONCE moción de separación
de la Organización de la persona sujeta al expediente.
Resolución. Una vez elevada moción de separación de la Organización al Consejo General, el mismo estu-
diará el expediente junto con las alegaciones y la documentación que en su caso haya aportado el interesa-
do y como resultado de lo cual se dictará resolución confirmando la afiliación u ordenando la separación
de la Organización del interesado. Dicha resolución se remitirá al interesado por conducto de la Dirección
General y del Centro correspondiente, advirtiéndole que contra la misma puede interponer recurso ante el
Consejo de Protectorado en el plazo de un mes a contar desde la notificación, agotando la vía administra-
tiva previa a la jurisdiccional».
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La resolución disciplinaria habrá de ser motivada y dictada en base a los hechos que
motivaron el pliego de cargos y la propuesta de resolución, sin perjuicio de su distinta
valoración jurídica, determinando con toda precisión la falta que se estime cometida,
señalando los preceptos en que aparezca recogida la clase de falta y la sanción que se
impone y haciendo expresa declaración en orden a las medidas provisionales adoptadas
durante la tramitación del procedimiento, notificándose al interesado, a través de la
Dirección General y del Centro correspondiente dentro de los diez días siguientes a
aquél en que se adoptó. Se le advertirá que contra la misma podrá interponer recurso,
en el plazo de un mes a contar desde su notificación, ante el Consejo de Protectorado
de la ONCE, cuya resolución agota la vía administrativa previa a la jurisdiccional.
Si la resolución estimare la inexistencia de falta disciplinaria hará las declaraciones
pertinentes en orden a las medidas provisionales.
Las sanciones disciplinarias se ejecutarán según los términos de la resolución en que
se imponga, y el plazo máximo establecido, salvo que, cuando por causas justificadas, se
establezca otro distinto en dicha resolución. También podrá acordarse la inejecución de la
sanción por el órgano competente para imponerla, a petición del interesado y cuando se
aprecie que concurren motivos que así lo aconsejen o cuando la ejecución produzca un
daño de imposible o difícil reparación.
Aunque lo habitual es que el procedimiento disciplinario termine mediante una reso-
lución, no de se pueden descartar las demás opciones que se recogen en los arts. 87-92
LRJPA. Especialmente, debo mencionar la caducidad, y la referencia que supone el art.
44.2 LRJPA, que en su caso podría resultar de aplicación: «En los procedimientos ini-
ciados de oficio, el vencimiento del plazo máximo establecido sin que se haya dictado
y notificado resolución expresa no exime a la Administración del cumplimiento de la
obligación legal de resolver, produciendo los siguientes efectos: [...]. 2. En los procedi-
mientos en que la Administración ejercite potestades sancionadoras o, en general, de
intervención, susceptible de producir efectos desfavorables o de gravamen, se produci-
rá la caducidad. En estos casos, la resolución que declare la caducidad ordenará el
archivo de las actuaciones, con los efectos previstos en el artículo 92».
22.3.6. Medidas provisionales.
A. En el procedimiento administrativo, en general.
Incoado el procedimiento, el órgano que acordó la incoación podrá adoptar las medi-
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das provisionales que estime oportunas para asegurar la eficacia de la resolución que
pudiera recaer, así como en su caso dirigir su ejecución. Entre las medidas a adoptar hay que
diferenciar entre aquellas conectadas instrumentalmente con la resolución posterior, cuya eje-
cución se trata de asegurar, y aquellas otras medidas de policía o de limitación que tienen por
objeto proteger un interés público, y que se pueden denominar medidas provisionales de poli-
cía. Quizás es este el matiz que se trasluce en el art. 72 LRJPAC104, apartados 1 y 2.
La caracterización de estas medidas es triple. En primer lugar, son medidas de policía,
pues tienen por finalidad tutelar inmediatamente un interés público. En segundo lugar, tienen
un carácter provisional, es decir, su eficacia es temporal. Se trata de lo que en el ámbito pro-
cesal se denominan medidas provisionalísimas. En tercer lugar, debido al carácter extraordi-
nario, se configuran como medidas excepcionales. Su habilitación legal (art. 72.2 LRJPAC)
y el bien jurídico que protegen, hacen que el presupuesto habilitante para la adopción de estas
medidas sea la existencia de un riesgo grave e inminente. Es decir, el carácter urgente que las
legitima imposibilita que pueda hablarse de una auténtica discrecionalidad del actuario105.
El límite lo fija el propio art. 72.3 al precisar que no deben causar perjuicio de difícil o
imposible reparación a los interesados, ni implicar violación de los derechos amparados por
las leyes.
Dadas las características de estas medidas, el procedimiento puede faltar por completo.
Es posible que falte el trámite de audiencia dada la naturaleza del mismo, y en todo caso
104 LRJPAC, art. 72: «1. Iniciado el procedimiento, el órgano administrativo competente para resolverlo,
podrá adoptar, de oficio o a instancia de parte, las medidas provisionales que estime oportunas para asegu-
rar la eficacia de la resolución que pudiera recaer, si existiesen elementos de juicio suficientes para ello.
2.
Antes de la iniciación del procedimiento administrativo, el órgano competente, de oficio o a instancia de
parte, en los casos de urgencia y para la protección provisional de los intereses implicados, podrá adoptar
las medidas correspondientes en los supuestos previstos expresamente por una norma de rango de Ley. Las
medidas provisionales deberán ser confirmadas, modificadas o levantadas en el acuerdo de iniciación del
procedimiento, que deberá efectuarse dentro de los quince días siguientes a su adopción, el cual podrá ser
objeto del recurso que proceda.
En todo caso, dichas medidas quedarán sin efecto si no se inicia el procedimiento en dicho plazo o cuan-
do el acuerdo de iniciación no contenga un pronunciamiento expreso acerca de las mismas.
3. No se podrán adoptar medidas provisionales que puedan causar perjuicio de difícil o imposible repara-
ción a los interesados o que impliquen violación de derechos amparados por las leyes.
4. Las medidas provisionales podrán ser alzadas o modificadas durante la tramitación del procedimiento,
de oficio o a instancia de parte, en virtud de circunstancias sobrevenidas o que no pudieron ser tenidas en
cuenta en el momento de su adopción.
En todo caso, se extinguirán con la eficacia de la resolución administrativa que ponga fin al procedimien-
to correspondiente».
105  Vide Severiano FERNÁNDEZ RAMOS, La actividad administrativa de inspección, Comares,
Granada, 2002, pp. 411-423. En la p. 416 afirma: «En definitiva, el presupuesto determinante de la adop-
ción de este tipo de medidas consiste en la existencia de un riesgo grave e inminente, independientemente
de que se haya cometido o no una infracción del ordenamiento, dado que la finalidad de estas medidas es
la salvaguarda de los bienes jurídicos protegidos».
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será motivada tal y, como establece el art. 54.1.d) LRJPAC106. La notificación se entende-
rá practicada por acta, e incluso se puede hacer de modo verbal (art. 55 LRJPAC). La eje-
cución de la medida consiste en la imposición de una orden, y dado que se trata de una
medida provisional, son inmediatamente ejecutivas. Su duración no excederá de la que
exija la situación de riesgo que la justificó. E incluso algunas disposiciones establecen que
tendrán que ser ratificadas por el órgano competente en un determinado plazo. Además el
propio art. 72.2 LRJPAC establece un plazo (entiendo que máximo) de quince días desde
el día siguiente a su adopción para que sean confirmadas, modificadas o levantadas.
B. En el procedimiento disciplinario a un afiliado.
Iniciado el procedimiento, la autoridad que acordó la incoación podrá adoptar las
medidas provisionales que estime oportuno para asegurar la eficacia de la resolución
que pudiera recaer.
La medida provisional por excelencia es la inhabilitación temporal, durante la tra-
mitación de un expediente disciplinario por falta grave o muy grave, o de un expe-
diente judicial. Es decir, se trata de una medida excepcional e instrumental, que sólo
puede adoptarse en casos de especial gravedad o cuando la continuidad pueda pertur-
bar el funcionamiento de la organización o perjudicar la instrucción del expediente,
que debe motivarse y fundarse en una estimación razonable y proporcionada de las
circunstancias y limitarse al tiempo estrictamente necesario. No se podrán dictar
medidas provisionales que puedan causar perjuicios irreparables o impliquen viola-
ción de derechos amparados por las leyes.
La inhabilitación provisional podrá acordarse preventivamente en la resolución de
incoación del expediente y durante la tramitación del procedimiento disciplinario, a jui-
cio del órgano que acordó la incoación y cuando la gravedad de los hechos así lo acon-
sejen.
Las medidas provisionales podrán mantenerse o levantarse en el momento de ela-
borar el pliego de cargos, habida cuenta de los que en el mismo se contengan.
22.4. Rehabilitación107 y cancelación de la nota de su expediente personal.
Se determina en los Estatutos de la organización, art. 12, que los sancionados podrán
106
Vide LRJPAC, art. 54.1.d): «Serán motivados, con sucinta referencia de hechos y fundamentos de dere-
cho: d) Los acuerdos de suspensión de actos, cualquiera que sea el motivo de ésta, así como la adopción
de medidas provisionales previstas en los artículos 72 y 136 de esta Ley».
107
La Ley 13/1996, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social, art.
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solicitar su rehabilitación con la consiguientes cancelación de la nota de su expediente
personal, con los plazos y condiciones estipulados:
«9. Las sanciones disciplinarias que se impongan a los afiliados figurarán en su expe-
diente personal. Los sancionados podrán solicitar su rehabilitación, con la consiguiente can-
celación de la nota de su expediente personal, transcurridos los siguientes plazos, contados
desde el cumplimiento de la sanción:
a) Si la sanción se hubiera impuesto por falta leve, seis meses.
b) Si fuera por falta grave, dos años.
c) Si fuera por falta muy grave, cuatro años».
105, ha modificado la redacción del artículo 37 del texto articulado de la Ley de Funcionarios Civiles del
Estado, aprobado por Decreto 315/1964, de 7 de febrero, incorporando a la legislación vigente la figura de
la rehabilitación de los funcionarios públicos.
El apartado 3 de este artículo ha quedado así: «Los funcionarios que hubieran perdido su condición por
cambio de nacionalidad o jubilación por incapacidad permanente podrán solicitar la rehabilitación, de con-
formidad con el procedimiento que se establezca».
El Real Decreto 2669/1998, de 11 de diciembre, del Ministerio de las Administraciones Públicas, aprueba
el procedimiento a seguir en materia de rehabilitación de los funcionarios públicos en el ámbito de la
Administración General del Estado (BOE de 24 de diciembre de 1998, núm. 307). Además del cauce pro-
cedimental, fija los criterios a tener en cuenta a la hora de apreciar las circunstancias que concurran, lo que
determinará la decisión que se adopte.
El Estatuto Marco del Personal Estatutario de los Servicios de Salud (Ley 55/2003, de 16 de diciembre)
incorpora esta posibilidad legal para el personal estatutario, aunque deberá ser objeto de posterior desarro-
lla reglamentario el procedimiento y los criterios a tener en cuenta, pues el Real Decreto 2669/1998, de 11
de diciembre, en virtud de lo establecido en el art. 1.2 de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas para
la Reforma de la Función Pública, prevé que podrán dictarse normas específicas para adecuar esta Ley a
las peculiaridades del personal sanitario.
En todo caso el período transcurrido entre la pérdida de la condición de personal estatutario y la reha-
bilitación no será computable a efectos del reconocimiento y cálculo de una pensión posterior, cual-
quiera que fuese su causa. Tampoco será computable a efectos de ascensos, trienios y demás derechos
pasivos que puedan corresponder según el régimen de Seguridad Social que le sea de aplicación.
Los supuestos que contempla son los que expongo a continuación.
Recuperación de la nacionalidad. Procederá solicitar la rehabilitación cuando el interesado haya recu-
perado la nacionalidad española o adquirido otra nacionalidad que permita el acceso a la plaza o
empleo al que perteneció. Deberá aportar certificación literal de nacimiento expedida por el Registro
Civil o documento que le sustituya, en la que conste esta circunstancia.
Revisión de incapacidad. Procederá solicitar la rehabilitación del personal estatutario cuando desapa-
rezca la incapacidad que motivó su jubilación y así quede acreditado mediante dictamen médico emi-
tido conforme a las normas reguladoras del Régimen General de la Seguridad Social. Para ello, el inte-
resado deberá solicitar que se efectúe el correspondiente reconocimiento por el Equipo de Valoración
de Incapacidades del Instituto Nacional de la Seguridad Social u órgano médico equivalente de la
Comunidad Autónoma en la provincia en la que el interesado tenga su domicilio, pudiendo acompañar
a la instancia cuanta documentación relativa a su historial o situación médica tuviere por conveniente.
Si la revisión se produce dentro de los dos años siguientes a la fecha de la declaración de incapacidad,
el interesado tendrá derecho a incorporarse a la plaza de la misma categoría y Área de Salud en que
prestaba sus servicios, en el plazo de un mes, contado a partir del día siguiente al de la notificación.
La declaración en situación de excedencia voluntaria. La recuperación de la condición de personal
estatutario, con la excepción señalada en el apartado anterior, lleva implícita la declaración del intere-
sado en la situación de excedencia voluntaria. Esta situación administrativa, regulada en el art. 69 de
esta Ley, exime de tiempo mínimo de permanencia en la misma para este supuesto.
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En ningún caso se computarán a efectos de reincidencia las sanciones canceladas o
que hubieran podido serlo.
23. Causas determinantes de baja como afiliado.
Se detallan en el artículo 13 de los Estatutos de la ONCE, y son las siguientes:
«1. Constituyen causas determinantes de baja, como afiliado:
a) Su muerte o declaración de fallecimiento.
b) Su renuncia expresa.

c) La recuperación de la visión de manera que sobrepase los límites establecidos para
ostentar la condición de afiliado.
d) La separación de la ONCE, acordada como sanción disciplinaria»..
23.1.
Muerte o declaración de fallecimiento.
Es razonable que así sea, pues el mismo es la base del acto de afiliación que tiene
como destinatario una persona. La muerte o declaración de fallecimiento, priva de
razón de ser esta actividad.
23.2.
Renuncia expresa.
Se trata de un acto voluntario que debe ser solicitado con una antelación mínima a
la fecha en que se desee hacer efectiva. Sobre la forma, parece claro que deberá reali-
zarse por escrito para que quede constancia fehaciente de la misma, y tal y como ha
declarado entre otras la STS de 26 de septiembre de 1994, hasta que la aceptación no
se formaliza puede el interesado dejar sin efecto su renuncia108.
108 Vide STS de 31 de marzo de 1992, Sala 3a, Sección 4a (Ar. 3240): «[...] quedando concretada la pro-
blemática jurídico-administrativa en si la retirada de la renuncia presentada al cargo de concejal por la
mencionada señora C. antes de que el Pleno del Ayuntamiento se reuniera y la pudiera tomar en conside-
ración resulta procedente en Derecho y, en consecuencia, es conforme al ordenamiento jurídico el acuerdo
impugnado y el que rechazó el recurso de reposición, o por el contrario los efectos de una renuncia al dere-
cho y deber que comporta la función de concejal como uno de los integrantes junto con el Alcalde del
Ayuntamiento, artículo 19 de la Ley de Bases de la Administración Local de 2-4-1985, son irreversibles
aun antes de que el Pleno de la Corporación tuviera conocimiento de la dimisión.
En este proceso no se debate el derecho de los concejales a renunciar a su cargo reconocido en la legali-
dad vigente, artículo 182 de la Ley de Régimen Electoral General de 19-6-1985, y artículo II.6 párrafo pri-
mero de la Ley de Elecciones Locales de 17-7-1978, este artículo no derogado por la anterior; renuncia de
un derecho que comporta la de ejercer un cargo representativo de la voluntad manifestada a través de una
elección, así como la de los derechos y obligaciones anejas al mismo, y respecto a la cual no pueda formu-
larse juicio alguno sobre su procedencia, ya que pertenece a un derecho y deber condicionado, una vez ele-
gido, solamente a la voluntad del concejal; no obstante lo cual deberá hacerse efectiva ante el Pleno de la
Corporación, artículo 9.4 del Reglamento sobre Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las
Corporaciones Locales de 28-11-1986, de lo que se infiere que si antes de que el Pleno del Ayuntamiento
la tome en consideración el concejal que la presentó de forma expresa retira su dimisión no puede estimarse
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La aceptación quedará condicionada a motivos de interés general, y si éstos no se ven afec-
tados, será aceptada. La renuncia no inhabilita para obtener nuevamente la condición de afiliado.
23.3.
Recuperación de la visión.
El derecho tiene su base en unas determinadas condiciones objetivas. La recupera-
ción de la visión imposibilita el cumplimiento de las mismas.
En todo caso, el art. 13.3 de los Estatutos de la ONCE establece:
«Los expedientes de separación motivados por las causas enumeradas en el apartado c) del
punto anterior, serán sometidos a la consideración de la Comisión Central de Afiliación para su
conocimiento y valoración, dándose, igualmente, trámite de audiencia al interesado en las causas
enumeradas en los apartados c) y d) del presente artículo 13 y seis del artículo 12».
23.4.
Separación acordada como sanción disciplinaria.
Tras la instrucción del correspondiente procedimiento disciplinario, y siempre
por la comisión de una falta muy grave, se puede imponer esta sanción. Deberá ser
ratificada por los Tribunales de justicia, es decir, adquirir firmeza.
23.5.
Pérdida de la nacionalidad española.
Aunque este motivo, no está incluido en los relacionados en el artículo 13 de los Estatutos
de la ONCE, si lo está en la Circular 7/94, de 28 de octubre (apartado 4). Es lógico que se
incluya, pues supone uno de los requisitos exigidos para acceder a la condición de afiliado109.
perfeccionado el negocio jurídico unilateral a que se contrae la renuncia de este derecho, pues en la propia
naturaleza de ese cargo público está el que se pueda renunciar al mismo según los principios de Derecho
inmanentes a los cargos públicos que traigan origen de la elección popular, lo que a la vez implica que si
antes de que se perfeccione mediante la declaración del Pleno del Ayuntamiento de haber recibido la renun-
cia, o previa constatación de ser cierta y haberse producido sin la concurrencia de vicio alguno que invali-
de la voluntad del concejal, éste puede desistir de su propósito sin que pueda aducirse perjuicio para ter-
ceros ya que la renuncia no tiene lugar hasta que se haga efectivo en el Pleno Municipal».
109 Vide Juan Francisco PÉREZ GÁLVEZ, Comentarios al Estatuto Marco del Personal Estatutario de los Servicios
de Salud, Vol. 1, Bosch, Barcelona, 2004, p. 477, donde se considera la pérdida de la nacionalidad española como causa
de pérdida de la condición de personal estatutario fijo en los siguientes términos: «Esta causa que no se encontraba ini-
cialmente recogida en el art. 37 de la Ley de Funcionarios Civiles del Estado, debe ser hoy completada a la luz de la
Ley 17/1993, de 23 de diciembre, art.1.1.: "[...] los nacionales de los demás Estados miembros de la Comunidad
Europea podrán acceder en idénticas condiciones que los españoles a la función pública investigadora, docente, de
correos, sanitaria de carácter asistencial y a los demás sectores de la función pública a los que, según el derecho comu-
nitario, sea de aplicación la libre circulación de trabajadores". Si bien en el apartado 3 del mismo precepto precisa:
"[...] en todo caso, los puestos de trabajo de los sectores a que hace referencia el apartado 1 de este artículo, que impli-
quen ejercicio de potestades públicas o la responsabilidad en la salvaguarda de los intereses del Estado o de las
Administraciones Públicas quedan reservados a los funcionarios con nacionalidad española, correspondiendo a cada
Administración Pública, en el ámbito de sus respectivas competencias, la determinación concreta de dichos
puestos".Por tanto, la pérdida de la condición de personal estatutario fijo no sólo puede provenir de la pérdida de
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24. La pérdida de la condición de afiliado, no será determinante de la ruptura
de la posible relación laboral con la ONCE.
Se regula en los Estatutos de la ONCE, art. 13.2:
«La pérdida de la condición de afiliado por la causa mencionada en el punto c) del párrafo ante-
rior, no será determinante de la ruptura de la posible relación laboral entre el afiliado y la ONCE».
Es lógico, pues se trata de dos situaciones distintas con una regulación independien-
te y que otorgan distinta naturaleza jurídica, derechos y deberes a quien la ostenta.
III. Los trabajadores: en general.
1. Concepto.
El Estatuto de la Organización Nacional de Ciegos establece que tendrá la condición
de trabajador, toda aquella persona ligada por cualquier tipo de vínculo laboral con la
institución, sean o no afiliados:
«Artículo 79.
1. Los trabajadores ligados por cualquier tipo de vínculo laboral con la institución, que
podrán ser o no afiliados, se regirán en su relación jurídica por la Ley 8/1980, del 10 de
marzo, del Estatuto de los Trabajadores, convenio colectivo de ámbito nacional vigente en
cada momento y sus circulares de desarrollo.
2. En el ámbito laboral todos los empleados son iguales, sin que pueda prevalecer discrimi-
nación alguna por circunstancias personales o sociales, dejando a salvo la promoción profesional
y ocupacional preferencial de los deficientes visuales para las colocaciones y empleo, circunstan-
cias acogidas y desarrolladas por los sucesivos convenios colectivos que se pacten, de acuerdo a
lo preceptuado en la normativa en vigor, y siempre dentro del marco constitucional.
3. Los deberes y derechos de los empleados guardarán una inmediata proporción con la
función que laboralmente se les asigne, de acuerdo a su capacitación y nivel profesional;
para ello, acatarán diligentemente las directrices que emanan del Director General, bien o
a través de otros Directivos, Jefes u órganos de gestión de rango inferior».
El XII convenio colectivo (Resolución de 17 de marzo de 2003, BOE de 4 de abril, núm.
81) de la empresa ONCE y su personal (código: 9003912)110, determina en su art. 1 que tiene
por objeto regular las condiciones de trabajo de todo el personal que trabaja en la ONCE, con
independencia de que sea no afiliado a la misma. Además, el ámbito territorial (art. 3), inclu-
ye al personal de la ONCE en todo el territorio del Estado Español111.
la nacionalidad española, sino también de la pérdida de la nacionalidad de otro país de la Unión Europea que pre-
viamente haya habilitado al personal sanitario para la obtención de la condición de "fijo" en el Sistema Nacional
de Salud».
110 Vide Resolución de 11 de mayo de 2005, Dirección General de Trabajo (BOE de 1 de junio, núm. 130),
que dispone la inscripción en el registro y publicación del acuerdo de la Comisión Negociadora del XII
Convenio Colectivo de la ONCE y su personal, que básicamente se refiere a la regulación del ejercicio y
condiciones de la venta del cupón para el sorteo de 15 de agosto de 2005.
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2. Naturaleza jurídica.
2.1. Con anterioridad al primer convenio colectivo: laboral, sujeto a régimen
administrativo, sujeto a relación especial (vendedores del cupón)112.
Con anterioridad al 8 de junio de 1984, cuando se publica el primer Convenio
Colectivo de la ONCE, la situación estaba caracterizada por el pluralismo de la natura-
leza jurídica de las relaciones que se venían manteniendo, con un sinfín de normas
reguladoras de las condiciones de trabajo y una ausencia de representación sindical.
El personal que prestaba sus servicios retribuidos bajo la organización y dirección
de la ONCE estaba constituido por tres colectivos, claramente diferenciados, a saber:
personal laboral; personal sujeto a régimen administrativo (funcionarios y asimilados);
personal sujeto a relación especial (vendedores del cupón pro-ciegos).
Cada uno de los tres colectivos se regía por normas diferenciadas que contenían un
conjunto de condiciones de trabajo distintas para cada uno de ellos.
2.1.1. Personal laboral113.
Al personal laboral le eran de aplicación diversas ordenanzas y reglamentaciones de
trabajo. Así se regía por la Ordenanza de Oficinas y Despachos y sus Convenios
Colectivos de ámbito provincial, la Ordenanza de Centros de Asistencia y Atención a
Deficientes Mentales y Minusválidos Físicos y sus subsiguientes Convenios Colectivos
de ámbito estatal, la Ordenanza y el Convenio del sector de Artes Gráficas, de
Comercio, de Prensa no diaria, etc., y más de treinta convenios colectivos114.
La naturaleza de las relaciones laborales ha sido determinada del siguiente modo:
«a) La relación laboral o contrato de trabajo consiste en la prestación voluntaria de una per-
sona física de sus servicios a otra persona física o jurídica a cambio de una retribución, actuando
aquélla por cuenta y bajo la dirección de ésta (art. 1.1 del Estatuto de los Trabajadores).
b) La relación laboral goza de una "vis atractiva" históricamente demostrada mediante
un fenómeno de expansión gradual que actualmente se manifiesta a través de la presunción
111 Vide Memoria de la Dirección General de la ONCE, año 2003, p. 23, donde se detalla la plantilla
media de personal ONCE:
	
	2003
	2002
	Variación

	Vendedores
	23.129
	23.095
	34

	No vendedores
	5.070
	5.186
	-116

	Total
	28.199
	28.281
	-82


La evolución de la plantilla ha oscilado desde 1996 (27.048 trabajadores) hasta el año 2003 (28.199 traba-
jadores). Respecto a plantillas medias anuales de ONCE, se ha mantenido una relativa estabilidad durante
2002 y 2003, con un ligero crecimiento de la de vendedores y un descenso de la de no vendedores.
774
112 Vide José Ignacio BORNAECHEAFERNANDEZ, La organización nacional de ciegos españoles, o.c, pp. 37-39.
113 Vide Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, Sevilla, núm. 2931/1998 (Sala de lo
Social) de 25 de septiembre, Ar. 3089.
«FUNDAMENTOS DE DERECHO
[...]. SEGUNDO.- Para resolver el presente litigio es necesario recordar la doctrina jurisprudencial
sobre las notas que caracterizan la existencia de una relación jurídico laboral, conforme al artículo 1
ET , especialmente cuando se trata de prestaciones profesionales que pueden hacerse tanto en régi-
men laboral como bajo la forma de arrendamiento civil de servicios, dependiendo su naturaleza de
las circunstancias fácticas concurrentes en cada caso. A tal efecto debe recordarse la STS 8 octubre
1992 , con cita de las SSTS 6 junio y 6 octubre 1983, 12 julio 1988 y 1 marzo 1990, de acuerdo
con las cuales se puede establecer que el trabajo de muchos profesionales puede realizarse tanto en
régimen laboral (contrato de trabajo) como en régimen de ejercicio libre (arrendamiento de servicio).
Visto desde la perspectiva del caso: la asistencia de profesional [...] puede llevarse a cabo con recur-
sos personales propios, o mediante encargo a colaboradores externos o a sociedades [...]. La elec-
ción entre una y otra posibilidad corresponde, como es obvio, a las empresas y profesionales (en uso
de la libertad de empresa y de la libertad profesional, respectivamente), los cuales, de común acuer-
do, pueden dar a la relación de servicios la configuración que tengan por conveniente. La línea divi-
soria entre una y otra opción está en lo que la jurisprudencia llamó «integración en el círculo rector
y disciplinario del empresario», concepto que en la legislación vigente se formula como «servicios...
dentro del ámbito de organización y dirección de otra persona, física o jurídica» (artículo 1.1 del
Estatuto de los Trabajadores), y que la doctrina científica denomina nota o criterio de «dependen-
cia». Si los servicios del profesional sanitario se prestan en régimen de dependencia nos encontrare-
mos, al margen del «nomen iuris» elegido por las partes, ante un contrato de trabajo; si se realiza en
régimen de autonomía, fuera del círculo rector o ámbito de dirección de la empresa, nos encontrare-
mos, al margen también de la calificación asignada por los contratantes, ante un contrato de arren-
damiento de servicios. Por otro lado, en cuanto a la dependencia en el actual sistema productivo,
caracterizado por una gran variedad de prestaciones de servicios, esta nota no se manifiesta necesa-
riamente a través de los indicadores clásicos de tiempo, lugar o modo de realización del trabajo,
como jornada y horario preestablecidos, puesto de trabajo en fábrica u oficina, ordenación y control
continuos, etc., sino que se refleja también en otros posibles aspectos de la ejecución del trabajo, que
están en función del tipo de servicios prestado en cada caso, destacando al efecto si es la empresa y
no los profesionales quien programa el trabajo de éstos, mediante la asignación y rotación de tare-
as.. Debe atenderse pues a si la ordenación del trabajo se lleva a cabo, además, mediante directrices
y comunicaciones de régimen interior detalladas y minuciosas, que exceden claramente lo que sería
la mera concreción del objeto del contrato o si se limita a ésta. Por otra parte, debe tenerse en cuen-
ta si la aceptación o rechazo de las tareas encargadas depende de la voluntad de los profesionales y
si participan en la fijación del baremo de sus llamados «honorarios», se adhieren al determinado por
la empresa y si ésta coordina, supervisa y controla su actuación. Así, la facultad de un profesional de
rechazar tareas ofrecidas, unida a la naturaleza meramente descriptiva (o de concreción del objeto
del contrato) de las instrucciones recibidas, y a la existencia de colaboradores a su servicio, son indi-
cadores inequívocos de la prestación de los servicios profesionales en régimen de autonomía.
TERCERO.- En el presente caso, no consta que el actor programase su trabajo, sino que las tareas le
venían asignadas; tampoco depende de su voluntad la aceptación o rechazo de las tareas encargadas ni
participaba en la fijación del baremo de sus honorarios; no es relevante el dato de la ordenación del tra-
bajo, al ser netamente profesional y difícilmente susceptible de directrices y comunicaciones detalladas,
al responder sobre todo a las exigencias técnicas de la «lex artis» del profesional [...]. Cabe destacar,
por último, que no constan colaboradores, ni que se hiciera efectiva una facultad de sustitución, así como
la irrelevancia de otros trabajos para terceros distintos a los determinados por la relación enjuiciada.
Por todo ello, los indicios deben considerarse impropios de un profesional en régimen de autonomía y cabe
calificar la relación como laboral, lo que conduce a desestimar el recurso».
775
"iuris tantum" de laboralidad reflejada en el artículo 8 del E.T: "[...]. Se presumirá existen-
te entre todo el que presta un servicio por cuenta y dentro del ámbito de organización y
dirección de otro y el que lo recibe a cambio de una retribución a aquél".
c) Las exclusiones de la legislación laboral pueden producirse por un lado por la ausencia de
alguna de las características básicas del contrato de trabajo (retribución, ajenidad, dependencia),
o por otra parte, por exclusión expresa de la Ley (Vide relación de exclusiones del art. 1.3 del E.T).
d) Pueden producirse también excepciones a la relación laboral de carácter común mediante
la técnica jurídica de la relación laboral de carácter especial, contenida en el artículo 2 del E.T.
Por tanto, puede concluirse que toda prestación de servicios de una persona a otra a cambio
de una retribución y por cuenta y bajo la dependencia de ésta, es laboral cuando se den sus notas
intrínsecas y no se haya producido expresamente su exclusión mediante la Ley. Dicha relación
laboral será de carácter común si se ajusta a los requisitos del artículo 1.1 del E.T, o de carácter
especial si se halla encuadrada en las previsiones del artículo 2 de la precitada norma, jugando un
papel decisivo la presunción de laboralidad del artículo 8 de esta Ley»115.
2.1.2. Personal sujeto a régimen administrativo: los denominados funcionarios
de la ONCE116.
El personal sujeto a régimen administrativo se hallaba regido fundamentalmente por
el Reglamento de Funcionarios de la ONCE, aprobado por el Consejo Superior de
114
Vide Rafael de LORENZO GARCÍA, "Naturaleza jurídica de la ONCE (III)", Cuadernos de
Información Jurídica, s/n, 1987, p. 184, donde afirma: «El problema fundamental que afecta a este perso-
nal puede expresarse en una doble vertiente, por una parte se trata de personas contratadas por tiempo
determinado (eventualidad, temporalidad, etc.) que están atendiendo necesidades de la Entidad de carácter
permanente por lo que inevitablemente deberán ser consideradas como fijos de plantilla, so pena que la
Jurisdicción laboral, al entender en los litigios que puedan plantearse, declare dichos contratos como con-
certados en fraude de ley o contratos de carácter abusivo, cuya consecuencia sería su conversión en con-
tratos por tiempo indefinido; por otra parte nos encontramos ante una extraordinaria desigualdad en las
condiciones de trabajo especialmente en materia salarial respecto de los auxiliares administrativos y subal-
ternos, ya que al aplicarse la Ordenanza de Oficinas y Despachos, la cual se ramifica en aproximadamen-
te treinta convenios colectivos de ámbito provincial, se produce una disparidad de niveles retributivos, [...].
Como se verá, la heterogeneidad de los niveles retributivos no es razonable ni recomendable por razones
de unidad de empresa, máxime cuando se pretenda convertir dichas relaciones laborales en fijas, problema
agravado aún más al comparar las condiciones de trabajo de este personal con las de los actualmente deno-
minados funcionarios de la ONCE, los cuales con una jornada básica semanal de 30 horas tienen una retri-
bución superior al personal laboral con 40 horas semanales, a igualdad de función y categoría».
115
Ibídem, p. 185.
116  Respecto al carácter funcionarial de parte de los trabajadores de la ONCE, a pesar de que se hubieran
ingresado con anterioridad a la vigencia del Real Decreto 1041/1981, de 22 de mayo, la STS de 27 de
diciembre de 1994 (Ar. 559), determinó en el FD Primero:
«Cuestión igual a la debatida en este proceso ha sido ya resuelta por este Tribunal Supremo en sentencia
de 27 de mayo de 1993, que siguiendo la doctrina expresada en la de 23 de octubre de 1991, niega el carác-
ter funcionarial a los empleados de la Organización Nacional de Ciegos de España (ONCE), a pesar de que
hubieren ingresado a su servicio con anterioridad a la vigencia del Real Decreto 1041/1981, de 22 de mayo,
sobre la base de afirmar que aun en la hipótesis del carácter administrativo que pudiera atribuirse a la rela-
ción establecida entre aquéllos y la entidad mencionada, al amparo del Decreto de 13 de diciembre 1938 y
del Reglamento Interno de 1970 y los derechos que derivaran de tal situación, sin embargo entre los
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Ciegos en la reunión de 3 de julio de 1970 y sancionado por el Ministerio de
Gobernación el 30 de octubre del mismo año117. La doctrina ha procedido ha establecer
la siguiente delimitación:
«El primer problema a abordar es la delimitación de este colectivo que sin ánimo de
exhaustividad puede concretarse de la siguiente forma:
a) El personal sujeto al Reglamento de Funcionarios de la ONCE de 30 de octubre de
1970.
b) Personal sujeto a cualquier otro Reglamento dictado por el antiguo Consejo Superior
de Ciegos (por ejemplo, los Asesores Religiosos sometidos al Reglamento de Asesoría
Religiosa de 25 de abril de 1951 de conformidad con la dicción del art. 1 de! Reglamento
de Funcionarios).
c) Delegados y demás personal de las Delegaciones Locales que no radiquen en capital
de provincia cuya venta sea inferior al límite que determine la Jefatura (art. 2 del RF).
(Pueden incluirse aquí el personal auxiliar y limpiadoras cuya relación nace en virtud de
nombramiento administrativo de la ONCE).
d) Otros pequeños grupos de personal de la ONCE cuya relación también nació por
nombramiento,  por ejemplo: personal del Centro  de Formación y Rehabilitación
Profesional Industrial, del Taller y Escuela de Artesanía, etc. [...], en general todos aquellos
que perciben su retribución por el concepto 141 del Presupuesto de la Entidad, pues el per-
mismos no se comprendía el de impedir que el Estado, a través de norma con rango suficiente, como es el
del Real Decreto 1041/1981, pudiera transformar la naturaleza jurídica del organismo al. que venían sir-
viendo y consecuentemente variar el régimen jurídico de las relaciones entre el Ente y sus servidores
pasando uno de Derecho Administrativo a otro de tipo laboral.
La doctrina jurisprudencial reseñada es especialmente criticada por el apelante al entender que, frente a lo
que en la misma se afirma, el Real Decreto 1041/1981 carecía de rango suficiente para transformar -ni
siquiera por la vía indirecta de cambiar la naturaleza jurídica del Ente- un vínculo primitivamente admi-
nistrativo por otro laboral, sin la cobertura de ley formal, habida cuenta de lo dispuesto en el artículo 103.3
de la Constitución. Sobre esta relevante cuestión nos hemos pronunciado en Auto de 30 de noviembre de
1994, dictado en la apelación 1300/1991, en el que hemos dicho que/a alegación no puede prosperar por -
que el Real Decreto 1041/1981 tenía rango suficiente para introducir las pertinentes reformas en la estruc -
tura orgánica de la entidad de naturaleza fundacional, creada por Decreto, sin que la acusada interven -
ción estatal a la que se hallaban sujetos su régimen y funcionamiento, constituya justificación bastante
para entender amparada su configuración por una reserva de ley que, por otro lado, habría sido suprimí -
da en virtud de lo dispuesto en el Real Decreto-ley 18/1976, de 8 de octubre, de ordenación económica,
que en su artículo 27 autorizó al Gobierno para acordar la suspensión, refundición o reestructuración de
los Departamentos ministeriales y de los Organismos y Servicios de la Administración del Estado e
Institucional, cualquiera que sea el rango de la disposición por la que fueron creados o se encuentren
regulados; y así mismo debe rechazarse la invocada reserva de ley, a partir de la Constitución, para con-
vertir en laboral un pretendido vínculo funcionarial, ya que en virtud de lo dispuesto en el artículo 2o a) de
la Ley 16/1976, de 8 de abril, de Relaciones Laborales, cuyo texto se reproduce en el artículo 1°.3 a) de la
ley 8/1980, de 10 de marzo, del Estatuto de los Trabajadores, el personal de la ONCE se hallaba regulado
por la legislación laboral, al no aparecer incluido en el ámbito de aplicación de la Ley de Funcionarios
Civiles del Estado, de 7 de febrero 1964, ni en el del Estatuto del Personal al servicio de los Organismos
Autónomos, aprobado por Decreto de 23 julio 1971, ni hallarse regulada su relación de servicio, al ampa-
ro de una Ley, por normas administrativas o estatutarias».
117 La STS de 22 de octubre de 1991, Sala 3a, se pronuncia considerando que la relación que estos traba-
jadores mantienen con la ONCE es de carácter laboral, es decir, los funcionarios de la ONCE no son tales.
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sonal funcionarial los percibe por el concepto 111 y siguientes, mientras que el personal
laboral lo hace por los conceptos 116 y 142, según sea temporal o fijo de plantilla. Esta dife-
renciación se hace con fines puramente expositivos sin que pueda atribuírsele a este crite-
rio contable de distinción valor jurídico alguno. [...]»118.
Debo destacar la vigencia ad cautelam que venía manteniendo la cláusula adicional
quinta del primer convenio colectivo de la ONCE por la que se acordaba que la firma
del mismo no implicaba renuncia del personal que se regía por el Reglamento de
Funcionarios a reivindicar la naturaleza funcionarial a su relación de trabajo, no susten-
tada en ningún soporte legislativo claro, y dada su perfecta identidad con los caracteres
básicos del contrato de trabajo (retribución, ajenidad, dependencia), y que derivaba de
la compleja naturaleza jurídica de la ONCE119. Todo ello ha sido justificado120.
118 Vide Rafael de LORENZO GARCÍA, "Naturaleza jurídica de la ONCE (III)", o.c, p. 184. Además, en
las pp. 184-185 precisa las características comunes a todo este conjunto de personal:
«a) Se trata de una prestación voluntaria de servicios (el dato de que exista un nombramiento administra-
tivo no excluye, sino que más bien presupone la aceptación por parte del interesado).
b) Dichos servicios son retribuidos (la retribución se produce bien por el procedimiento de multiplicar su
módulo salarial por el coeficiente que corresponda a cada categoría o por cualquier otro criterio, siendo
este dato irrelevante).
c) Servicios prestados por cuenta ajena (en efecto los servicios se prestan por cuenta de una persona jurí-
dica denominada ONCE, como demuestra el propio Decreto fundacional que le atribuye la personalidad
jurídica).
d) Actuar bajo el ámbito de organización y dirección de otra persona física o jurídica (no cabe la menor
duda de que todo el personal analizado en este colectivo actúa bajo las órdenes directas de los responsa-
bles de la Entidad, que es la que determina los criterios de organización y actuación. Así como bajo el
ámbito de su poder disciplinario)».
119
Vide Rafael de LORENZO GARCÍA, Esperanza RUPEREZ ANTON, Fernando SAN MIGUEL
CÁNOVAS, La organización nacional de ciegos españoles. Análisis de un modelo organizativo singular,
o.c, p. 224.
120
Vide Rafael de LORENZO GARCÍA, "Naturaleza jurídica de la ONCE (III)", o.c, pp. 185-187:
«Puede observarse la perfecta identidad entre los caracteres de la prestación de los funcionarios de la
ONCE con los elementos básicos del contrato de trabajo. Ahora bien, es preciso analizar en este punto la
trayectoria histórica seguida por el status jurídico de los funcionarios de la Administración Pública para
poder diferenciar con nitidez el grado de funcionarización del personal de la ONCE y su fundamentación
jurídica.
Según el dictamen de 14 de diciembre de 1960 del Consejo de Estado, el régimen jurídico adminis-
trativo o el laboral son dos técnicas organizativas susceptibles de ser utilizadas por la Administración
para la configuración de las relaciones jurídicas con su personal. Surge aquí el primer problema cual
sea el de la naturaleza jurídica de la Entidad que, aunque no es el objeto de este dictamen, precisa
de unas mínimas puntualizaciones. En efecto la naturaleza jurídica de la ONCE responde claramen-
te al régimen jurídico de derecho público y de beneficencia general, siendo la mayor dificultad la
inclusión de esta Entidad dentro de la tipología de las jurídicas del artículo 35 del Código Civil, al
confluir en ella caracteres de asociación de hecho y de corporación de derecho público. No obstan-
te y con independencia de dicha tipificación institucional lo que sí es claro es el carácter de la ONCE
como Entidad distinta de cualquier de las clases de Administraciones públicas, resultando evidente
que no se trata de una Administración Central del Estado, ni de Administración Local, ni
Institucional, al no ajustarse al régimen jurídico general de cada una de ellas.
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Por tanto, la opción entre régimen administrativo o laboral del personal, antes apuntado, no puede ser
hecha por la propia ONCE sino por los poderes públicos y con sujeción clara a la legislación vigente en
cada momento.
La Ley de Contrato de Trabajo de 26 de enero de, 1944 excluía de su ámbito de aplicación en su artículo 8
a los funcionarios públicos que se regirían por su legislación específica. Era aquel un momento histórico
de escasa, confusa y dispersa regulación en el que no se daba con nitidez una definición de qué se enten-
día por funcionario público. La Jurisprudencia interpretó a la luz del artículo 110 del Código Penal que:
"Se consideraba funcionario público todo el que por disposición inmediata a la Ley, o por elección o nom-
bramiento de la autoridad competente, participe del ejercicio de funciones públicas", pasando entonces la
cuestión en torno al concepto de función pública. Por otra parte, al realizarse una remisión a la "legisla-
ción específica" sin referencia a rango legal y al regularse la relación de los funcionarios de la ONCE por
una disposición emanada de un órgano como el Consejo Superior de Ciegos, puede mantenerse que duran-
te aquella etapa se diesen caracteres que justificasen una duda razonable acerca de la posible funcionariza-
ción del personal funcionario de la ONCE.
A partir de ese momento se produce una gradual evolución que comporta un importante nivel de juridifi-
cación tanto del status de los funcionarios públicos como de las relaciones laborales y todo ello gracias a
las aportaciones de la doctrina científica y a la laboriosa y enjundiosa tarea de la Jurisprudencia. Así, en
los años 50 se produce el gran desarrollo de las leyes administrativas. Consiguiéndose durante los años 60
una más correcta regulación marco de los funcionarios públicos, por ejemplo, en la Ley articulada de los
Funcionarios Públicos de 1964 y en el Estatuto del Personal al servicio de los organismos autónomos de
1971.
En este contexto se dicta el 8 de abril de 1976 la Ley de Relaciones Laborales que implanta la idea de gene-
ralización de las relaciones laborales. Así respecto de los funcionarios públicos establece en su artículo 2:
"Se excluye del ámbito regulado por la legislación laboral:
a) La relación de servicio de los funcionarios públicos, así como la del personal al servicio del Estado, las
Corporaciones Locales y las Entidades Públicas autónomas cuando al amparo de una Ley, dicha relación
se regule por normas administrativas o estatutarias [...]".
Así queda despejado totalmente el panorama jurídico respecto de la distinción entre el status funcionarial
y el laboral, al exigir en todo caso para que se produzca la exclusión del ámbito laboral la existencia de una
ley formal que ampare dicha exclusión.
Tras la entrada en vigor de la Constitución Española de 1978, se profundiza en dicha diferenciación al esta-
blecerse dos regímenes jurídicos diferenciados, el funcionarial en el artículo 103 y el laboral en el artícu-
lo 35, alcanzando virtualidad plena el principio de legalidad al amparo del art. 9.3 de nuestra Constitución.
Finalmente el ET, como no podía ser de otra forma, confirma la línea iniciada por la Ley de Relaciones
Laborales de 1976 y transcribe casi literalmente el artículo 2 de esta Ley en su artículo 1.3 al exigir Ley
formal para que alcance virtualidad la exclusión del ámbito laboral de cualquier relación jurídica someti-
da al derecho administrativo.
Tras todo lo visto, y dada la perfecta adecuación de los denominados funcionarios de la ONCE a los caracte-
res del contrato de trabajo, se llega a la conclusión de que sí bien en una primera etapa histórica de confusa
configuración jurídica y escasa distinción entre status laboral y exclusión de los funcionarios públicos, la rela-
ción jurídica de los funcionarios de la ONCE pudo hallarse en zonas grises entre el régimen administrativo y
el laboral, no cabe la menor duda de que tras el encuadramiento general de los funcionarios de las
Administraciones públicas en regulaciones marco y, sobre todo, tras la entrada en vigor de la Ley de Relaciones
Laborales se produjo una clarificación definitiva o, dicho de otra manera, una conversión "ope legis" en vir -
tud de la cual la "vis expansiva " del derecho del trabajo atrajo e incluyó en su ámbito de aplicación, relacio -
nes hasta entonces de dudosa calificación como por ejemplo la de los funcionarios de la ONCE, produciéndo-
se a tenor de la Disposición 2a de esta Ley la derogación de todos aquellos preceptos del Reglamento de
Funcionarios de la ONCE de 30 de octubre de 1970 y de cualquier otra disposición de carácter interno de la
Entidad que se opusiesen a aquélla, quedando dicho Reglamento con un puro y simple valor asimilado a los
Reglamentos de régimen interior de las empresas en cuanto no fueran contrarios a la legislación laboral.
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2.1.3. Personal sujeto a relación especial: colectivo de vendedores del cupón.
El colectivo de vendedores del cupón se encontraba regido por un conjunto de
circulares y oficios-circulares que regulaban sus condiciones particulares.
2.2. Con posterioridad al primer convenio colectivo: personal laboral121.
A todo el personal le resulta de aplicación la legislación laboral común y ordinaria
prevista en el art. 1.1. del Estatuto de los Trabajadores, y por el Convenio Colectivo en
vigor.
Y todo ello teniendo presente que de conformidad con la legislación vigente, la
facultad y responsabilidad de la organización del trabajo, así como la evaluación e
incentivación de la productividad, corresponderá a la ONCE, a través de los órganos o
centros directivos pertinentes, sin merma de las atribuciones que la Ley confiere a los
trabajadores y a sus representantes legales.
La organización del trabajo comprende, entre otras, y a título meramente ejemplifi-
cativo, la determinación y exigencia de una actividad y un rendimiento a cada trabaja-
dor, la adjudicación a cada trabajador de la tarea correspondiente al rendimiento míni-
mo exigible, la fijación de normas de trabajo que garanticen la óptima realización de
los servicios, la modificación de los métodos de trabajo razonablemente exigible, y el
mantenimiento de las normas de organización de trabajo reflejadas en el convenio
colectivo, tanto a nivel individual como grupal.
El trabajador está obligado a realizar los trabajos encomendados bajo la direc-
ción de las personas responsables en cada momento. El rendimiento exigible será
el correspondiente a la actividad normal en régimen de plena ocupación.
Respecto a los agentes vendedores del cupón, siendo aplicable lo expuesto, me remi-
to a lo que determinaré en páginas posteriores, cuando los estudie de manera singular.
Confirmada dicha línea por el ET puede llegarse a la conclusión de que la situación actual de los denominados
funcionarios de la ONCE es de carácter laboral a la que se aplica con carácter general las normas laborales del
Estado y aquellas disposiciones de normas de régimen interior de la ONCE en cuanto no se opongan a aqué-
llas, haciéndose extraordinariamente precisa una nueva regulación con carácter general de todo este colectivo
de personas a través de los instrumentos jurídicos que el ET proporciona, es decir, la negociación colectiva,
posibilidad ésta confirmada por el propio artículo 4.4.h) del R.D. 1041/81, de 22 de mayo»
121 Vide José Ignacio BORNAECHEA FERNÁNDEZ, La organización nacional de ciegos españoles,
o.c., pp. 40-41.
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3. Clasificación.
3.1.
Por la naturaleza de su vinculación con la ONCE (antes de la firma del pri-
mer convenio colectivo).
Tal y como he expuesto la naturaleza jurídica de la vinculación de un trabajador
con la ONCE era variada hasta la firma del primer convenio colectivo: personal
laboral, personal sujeto a régimen administrativo (funcionarios y asimilados), perso-
nal sujeto a relación especial (vendedores del cupón pro-ciegos).
3.2.
Por las labores realizadas dentro de la ONCE: grupos, categorías y pues-
tos.
El XIII convenio colectivo, determina que el personal que presta sus servicios en la
ONCE se clasificará, en atención a las funciones prevalentes que desarrolle, en los gru-
pos, categorías y puestos de trabajo, que se reflejan en el anexo 1 del mismo. La rela-
ción de grupos, puestos y categorías es meramente enunciativa, por lo que pueden exis-
tir otros y otras no reflejados en el anexo 1, y tampoco presupone la obligación de man-
tener cubiertos todos los puestos de trabajo recogidos en él (art. 10)122.
Quizás la primera división sea la que se establece entre aquellos trabajadores que
pertenecen a la red de ventas, y los que no. División que será objeto de análisis a lo
largo de este trabajo.
3.3.
Por la existencia o no de minusvalía y características de la misma.
La discapacidad y sus grados han sido objeto de determinación conceptual por la doctri-
na especializada. A ella me he remitido a lo largo de este trabajo para determinar el ámbito
subjetivo de la actividad que despliega la Fundación ONCE. Las referencias expuestas enton-
ces, son el elemento que me permiten establecer ahora esta clasificación.
3.4.
Por el carácter permanente o temporal (contrato por obra o servicio deter-
minado o contrato eventual) de su vinculación con la ONCE.
En el XIII convenio colectivo, se contempla la relación laboral de carácter perma-
122 En el anexo 1 se determinan los grupos, categorías y puestos de trabajo: grupo 1. Servicios; grupo 2.
Gestión; grupo 3. Producción; grupo 4. Red de ventas (que cuenta con dos categorías: agente vendedor y
especialista de ventas).
En el anexo 2 se procede a la ordenación de puestos de trabajo por grados de contenido organizativo (en
total se contabilizan XI grados).
En el anexo 3 se procede a definir los puestos de trabajo.
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nente y la de carácter temporal. Esta última (art. 15) se divide entre aquellos que tienen
un contrato por obra o servicio determinado y aquellos que tienen un contrato eventual
por circunstancias de la producción. A efectos de esta modalidad contractual se consi-
derarán circunstancias del mercado, tales como la acumulación de tareas o exceso de
pedidos, cualesquiera que supongan un incremento de la demanda o actividad de la
ONCE, susceptible de individualizarse temporalmente. En el caso concreto de los agen-
tes vendedores, además, cualesquiera de los productos que la ONCE decida comercia-
lizar en determinadas épocas del año y/o determinadas zonas geográficas.
3.5. Por el tipo de jornada en la que prestan sus servicios: a tiempo completo o
parcial.
Tal y como determina el convenio colectivo, lo habitual será la prestación de servi-
cios en jornada a tiempo completo. Pero también se contempla la prestación a tiempo
parcial (art. 16).
4. Grupo normativo regulador.
4.1. Con anterioridad al primer convenio colectivo: reglamento del personal de
la Organización Nacional de Ciegos.
El 29 de enero de 1945, el Consejo Superior de Ciegos aprobó el Reglamento del
Personal de la Organización Nacional de Ciegos. La aplicabilidad de dicho reglamen-
to, ya ha sido objeto de consideración al estudiar la naturaleza jurídica del personal
sujeto a régimen administrativo, con remisión expresa al Reglamento de Funcionarios
de la ONCE aprobado por el Consejo Superior de Ciegos en la reunión de 3 de julio de
1970123.
123 Vide Jesús MONTORO MARTÍNEZ, Los ciegos en la historia, Tomo V, o.c, pp. 76-88:
«REGLAMENTO DE PERSONAL DE LA ORGANIZACIÓN NACIONAL DE CIEGOS
CAPÍTULO PRIMERO
Clasificación, dotaciones, incrementos quinquenales de sueldo y gratificaciones por servicios del personal.
[...]. Artículo 10. Para establecer la antigüedad de los funcionarios, al efecto del percibo de quinquenios, se
tomará como punto de partida la fecha de toma de posesión en la categoría que ocupen en calidad de funcio-
narios de la Organización. Los servicios prestados les serán convalidados en la totalidad y los prestados en
clase inferior a la que ocupen, les serán computados al 50 por ciento.
Para efectos de antigüedad, no podrán acreditarse como abono de servicios los prestados en entidades o aso-
ciaciones que no sean propiamente las creadas por el Decreto de Fundación de la Organización de 13 de
diciembre de 1938. [...].
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CAPITULO SEGUNDO
Nombramientos por provisión de vacantes, posesiones, ceses, traslados, jornada de trabajo, licencias y vaca-
ciones.
Artículo 13. Los cargos directivos que se enumeran anteriormente, serán designados y destituidos libremen-
te por las autoridades que siguen:
a) El Jefe de la Organización Nacional, por el Ministro de la Gobernación, debiendo recaer su nombramien-
to en persona no vidente.
b) Los Delegados Provinciales y Locales Autónomos, por el Director General de Beneficencia y Obras
Sociales, a propuesta del Jefe de la Organización, dando cuenta al Consejo Superior a efectos de su conoci-
miento.
c) Los Delegados Locales no autónomos, por el Jefe de la Organización, a propuesta del Delegado Provincial
o de la Local Autónoma a que esté afecto.
Artículo 14. El Secretario General de la Organización será designado por el Director General de Beneficencia y
Obras Sociales, a propuesta del jefe de la Organización, debiendo recaer el nombramiento en quien concurra
alguna de las condiciones siguientes u otra de análoga entidad:
a) Título facultativo.
b) Pertenecer a algún escalafón público con categoría, por lo menos de Jefe de Negociado de primera clase o
asimilado.
c) Haber sido, por más de tres años, Jefe de Sección de la Organización o Delegado provincial o Local
Autónomo sin nota alguna desfavorable.
Artículo 1.5. Los Jefes de Sección serán nombrados y destituidos por el Director General de Beneficencia y
Obras Sociales a propuesta del jefe de la organización. [...].
Artículo 16. Los Directores de centros y establecimientos serán nombrados y destituidos por el Jefe de la
Organización, a propuesta del jefe de la Sección correspondiente. El nombramiento habrá de recaer, previo
concurso público, en personal que reúna el título de la especialidad adecuada o acredite suficiente capacidad
profesional.[...].
Artículo 1.7. El personal administrativo y auxiliar de la Jefatura de la Organización será nombrado por el
Director General de Beneficencia y Obras Sociales, a propuesta del Jefe de la organización, mediante concur-
so de méritos entre funcionarios de su clase que sirvan en Delegaciones Provinciales o Locales Autónomas.
Artículo 18. Para el ingreso en las clases administrativas, auxiliar y subalterna se exigirán las pruebas de apti-
tud que se establezcan por el Consejo Superior, a propuesta del Jefe de la Organización. [...].
Artículo 20. Para cubrir vacantes de funcionarios se anunciará concurso de traslado por méritos, entre los que
será preferente la antigüedad entre los funcionarios de la clase correspondiente. [...].
Artículo 22. [...]. Los funcionarios trasladados sólo disfrutarán de 15 días de plazo para incorporarse a sus nue-
vos destinos. [...].
Artículo 30. En el caso de comprobarse ser falsas las causas alegadas para la obtención de las licencias ante-
riormente referidas, sufrirá el funcionario una corrección equivalente al doble del importe de los haberes
correspondientes a los días en que hubiera disfrutado licencia. [...].
Artículo 35. Todos los empleados tendrán derecho a disfrutar una vacación anual remunerada de 15 días con-
secutivos. No tendrán derecho a ella los funcionarios que no lleven prestando un año de servicio. [...].
CAPÍTULO TERCERO
Incompatibilidades y excedencias.
Artículo 37. En armonía con lo dispuesto en el Artículo 26 del Reglamento de 28 de octubre de 1939, los
empleados de cualquier clase que sean, no podrán ejercer dos cargos remunerados simultáneamente, dentro
de la Organización. Si por necesidades del servicio tuviesen que realizarlo, percibirán solamente el sueldo
correspondiente a uno de ellos. La condición de funcionario de la Organización es compatible con la presta-
ción de servicios retribuidos a Entidades Públicas o de carácter oficial. [...].
CAPÍTULO CUARTO
Recompensas, faltas y correcciones, expedientes y recursos. [...].
Artículo 49. Las faltas administrativas serán corregidas con las siguientes sanciones:
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4.2. Con posterioridad al primer convenio colectivo.
Son varios los convenios colectivos que han sido firmados y publicados, y ya han
sido expuestos a lo largo de este trabajo. A ellos les remito.
5. Cobertura de las plazas.
5.1. Provisión124.
La provisión de puestos de trabajo se lleva a cabo mediante recursos humanos de la
propia empresa o contratando personal que no pertenece a la misma.
Ia. Amonestación en privado.
2a. Apercibimiento por escrito.
3a. Multa de uno a quince días de haber.
4a. Traslado de destino o de residencia.
5a. Suspensión de empleo y sueldo de un mes a un año.
6a. Separación definitiva del servicio.
[...]. La imposición de tres multas en su grado medio y la de dos en su grado máximo determinarán el traslado
de destino o de residencia del funcionario. [...].
Artículo 50. [...]. El Instructor, con vista del resultado de las actuaciones, hará la correspondiente propuesta fun-
damental. Si la propuesta fuera de responsabilidad, se le notificará al expedientado en el término de tres días
para que dentro de otro plazo de cinco días pueda alegar ante el Jefe de la Organización cuanto considere con-
veniente a su defensa. Transcurrido dicho plazo, y en los casos que no corresponda dictar resolución a la
Jefatura de la Organización, ésta elevará con su informe el expediente a la Vicepresidencia del Consejo
Superior de Ciegos. [...].
Artículo 55. Todo expediente deberá quedar ultimado en el plazo máximo de tres meses a contar desde la
fecha de su incoación. Para la resolución de los expedientes antedichos tendrán la Vicepresidencia del
Consejo Superior de Ciegos o la Jefatura de la Organización, en cada caso, un plazo de un mes a contar
desde la fecha en que reciban la correspondiente propuesta.
Artículo 56. Contra toda sanción podrá recurrir el interesado en el plazo de quince días, a contar desde su
notificación, ante el Jefe superior inmediato del que la haya impuesto. Toda sanción impuesta por faltas
graves o muy graves podrá ser recurrida ante el Vicepresidente del Consejo Superior de Ciegos.
Artículo 57. Se considerará incurso en falta muy grave el empleado que planteare reclamaciones ante auto-
ridades u organismos de todo orden, sobre sus derechos o deberes como funcionario de la organización sin
antes haber reclamado y obtenido resolución firme del Jefe en cada caso competente dentro de aquélla.
Las sanciones que impliquen suspensión o separación del servicio serán apelables ante el Consejo Superior.
Artículo 58. En el caso de que la actuación de un funcionario pudiera dar origen a responsabilidad o pre-
sunción de responsabilidad económica, le podrá ser retenida, con carácter preventivo hasta la séptima parte
de sus haberes por acuerdo del Instructor. [...].
DISPOSICIONES TRANSITORIAS
[...]. 2a. Todos los funcionarios administrativos no videntes, que hayan ingresado al servicio de la
Organización con anterioridad al primero de julio de 1942, para obtener el título definitivo deberán acre-
ditar su competencia y aptitud mediante las pruebas que al efecto se establezcan. Los demás, así como los
auxiliares y subalternos, tendrán que someterse a iguales pruebas que los de nuevo ingreso. [...].
4a. Para todas las personas a que se refieren las disposiciones transitorias anteriores se computarán como
fecha de antigüedad, a todos los efectos, aquélla en que comenzó a prestar sus servicios en la Organización.
[...]».
124 Vide XII Convenio Colectivo de la empresa ONCE y su personal, art. 11.
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La cobertura de puestos podrá realizarse mediante concurso cuando, a criterio de la
ONCE, existan vacantes en número suficiente, y condiciones que las hagan necesarias.
En el caso de promoverse una convocatoria, la cobertura de plazas se podrá efectuar a
través de las fases, y con las condiciones, que en ella se establezcan. Dichas convoca-
torias podrán ser de ámbito nacional o bien por Comunidad Autónoma o por centro
directivo de la ONCE.
En las comisiones que realicen la selección de personal se integrará un represen-
tante del comité intercentros, o del comité de empresa, en su caso, con los mismos
derechos y obligaciones que los restantes miembros de tales órganos de selección,
respetando las facultades de la presidencia que le sean propias.
La superación de las pruebas de aptitud facultará a la ONCE, a suscribir contrato
indefinido en el que se reflejará el período de prueba convenido.
5.2. Movilidad funcional125.
La movilidad funcional en el seno de la ONCE no tendrá otras limitaciones que las
exigidas por las titulaciones académicas o profesionales precisas para ejercer la presta-
ción laboral o por la pertenencia al grupo profesional o categorías equivalentes.
La movilidad funcional para la realización de funciones no correspondientes al
grupo profesional ni a categoría equivalente sólo será posible si existiesen razones téc-
nicas u organizativas que la justificasen y por el tiempo imprescindible para su aten-
ción. En el caso de encomienda de funciones inferiores ésta deberá estar justificada por
necesidades perentorias e imprevisibles de la actividad productiva. La ONCE deberá
comunicar esta situación a los representantes de los trabajadores.
La movilidad funcional se efectuará sin menoscabo de la dignidad del trabajador y
sin perjuicio de su formación y promoción profesional, teniendo derecho a la retribu-
ción correspondiente a las funciones que realice, salvo en los casos de encomienda de
funciones inferiores, en los que mantendrá la retribución de la categoría de origen.
El cambio de funciones distintas de las pactadas, no incluido en los supuestos pre-
vistos, requerirá el sometimiento a las reglas previstas para las modificaciones sustan-
ciales de condiciones de trabajo establecidas en el artículo 41 del Estatuto de los
Trabajadores.
125 Vide XII Convenio Colectivo de la empresa ONCE y su personal, art 17.
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5.3.
Ascensos126.
La cobertura de plazas podrá realizarse medíante ascenso en el caso de promoverse
una convocatoria, y en las condiciones que ésta especifique. Podrán acceder a ella los tra-
bajadores de la ONCE adscritos al mismo centro directivo en el que se ha producido la
vacante, con independencia de la categoría que ostenten, siempre que ésta sea de grado
igual o inferior a aquella a la que aspiren.
Si no se ha cubierto la plaza entre los trabajadores del mismo centro directivo,
podrán optar a ella los trabajadores de los restantes centros de la ONCE.
En ningún caso podrá un trabajador exigir su ascenso de categoría por el mero trans-
curso del tiempo.
5.4.
Reserva de empleo para afiliados127.
La ONCE reservará con preferencia absoluta para sus afiliados todos aquellos pues-
tos de trabajo que por su contenido funcional sean susceptibles de desempeño por aqué-
llos.
6. Cobertura de puestos.
6.1. Cobertura de puestos de superior categoría128.
Cuando se aprecie la necesidad objetiva de realizar trabajos de superior categoría, la
ONCE, a través del responsable del centro respectivo, designará al trabajador que deba
realizar dichos trabajos, comunicándolo al comité de empresa o delegados de personal.
Cuando un trabajador sea designado para realizar puestos de trabajo de superior
categoría, el responsable del centro se lo comunicará por escrito y, en este supuesto, la
ONCE abonará a dicho trabajador la diferencia de sueldo entre el puesto de trabajo que
ostenta y el que ejerza desde el primer día de la realización de los trabajos.
Si el trabajador realizase funciones de superior categoría durante un período supe-
rior a seis meses en un año, o a ocho meses en dos años, podrá solicitar de la ONCE la
cobertura de la plaza correspondiente a las funciones por él efectuadas si se dan las con-
diciones previstas en el convenio colectivo.
126 Vide XII Convenio Colectivo de la empresa ONCE y su personal, art. 19.
127 Vide XII Convenio Colectivo de la empresa ONCE y su personal, art. 12.
128 Vide XII Convenio Colectivo de la empresa ONCE y su personal, art. 18.
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6.2.
Desplazamientos129.
Por razones económicas, técnicas, organizativas o de producción, o bien por contra-
taciones referidas a la actividad empresarial, la ONCE podrá efectuar desplazamientos
temporales de sus trabajadores que exijan que éstos residan en población distinta de la
de su domicilio habitual, abonando, además de los salarios, los gastos de viaje y las die-
tas que correspondan.
El trabajador deberá ser informado del desplazamiento con una antelación suficien-
te a la fecha de su efectividad, que no podrá ser inferior a cinco días laborables en el
caso de desplazamiento de duración superior a tres meses; en este último supuesto, el
trabajador tendrá derecho a un permiso de cuatro días laborables en su domicilio de ori-
gen, por cada tres meses de desplazamiento, sin computar como tales los viajes, cuyos
gastos correrán a cargo del empresario.
Los desplazamientos cuya duración en un período de tres años exceda de doce meses,
tendrán a todos los efectos, el tratamiento previsto para los traslados.
Los representantes legales de los trabajadores tendrán prioridad de permanencia en
los puestos de trabajo, en el supuesto abordado en este apartado.
6.3.
Traslados.
6.3.1. Voluntarios130.
La cobertura de puestos podrá realizarse mediante traslados.
La ONCE se compromete a valorar con prioridad las solicitudes de traslados moti-
vadas por problemas sociales excepcionalmente graves, facilitando dichos traslados sí
lo permiten las necesidades del servicio. Con carácter semestral, la Dirección General
de la ONCE comunicará al comité intercentros los traslados efectuados por esta causa,
dando cuenta de las circunstancias que concurrían en cada trabajador. En caso de pro-
moverse una convocatoria los baremos vendrán establecidos en la misma, y serán publi-
cados por la dirección general a través de disposiciones internas.
Entre la publicación de la convocatoria y el plazo límite para la presentación de ins-
tancias solicitando tomar parte en la misma, deberán mediar al menos veinte días hábi-
les.
Los concursos serán resueltos por la ONCE, adjudicando las plazas a los aspirantes
129
Vide XII Convenio Colectivo de la empresa ONCE y su personal, art. 22.
130
Vide XII Convenio Colectivo de la empresa ONCE y su personal, art. 20.
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que obtengan mayor puntuación en aplicación del baremo de cada convocatoria, con
participación de un miembro del comité intercentros.
El cese del trabajador trasladado a consecuencia del concurso se producirá en la
fecha consignada en el escrito de notificación de la concesión al interesado.
La toma de posesión del nuevo destino obtenido a consecuencia del concurso se pro-
ducirá dentro del plazo de once días hábiles si radica en distinta localidad, contados a
partir del día siguiente de haberse producido el cese. Si radica en la misma localidad,
existirá un preaviso de cuarenta y ocho horas.
Los puestos vacantes a causa de traslado del titular con derecho a reserva del pues-
to de trabajo podrán cubrirse mediante contratos de interinidad.
6.3.2. Forzosos131.
Cuando las necesidades del trabajo lo justifiquen, a juicio de la ONCE, la entidad
podrá imponer el traslado forzoso.
Si el traslado implica, necesariamente, cambio de residencia, se estará a las reglas
establecidas en el Estatuto de los Trabajadores. A estos efectos, la notificación prevista
en el art. 40.1 del Estatuto de los Trabajadores se hará al comité intercentros.
Cuando por necesidades del servicio un trabajador sea trasladado forzosamente y
deba cambiar de residencia, si su cónyuge también presta servicios en la ONCE, tendrá
éste un derecho preferente al traslado a la misma localidad, si hubiera vacante en su
puesto de trabajo.
Cuando el traslado forzoso obligue al trabajador a cambiar de residencia habitual,
por un período superior a doce meses en tres años, el trabajador trasladado tendrá dere-
cho a percibir una compensación a tanto alzado, y por una sola vez, para indemnizar
todos los gastos que implique el cambio de residencia del trabajador y sus familiares.
7. Formación132.
7.1. Relacionada con el contenido funcional del puesto de trabajo.
Son acciones formativas relacionadas con el puesto de trabajo aquellas cuyo contenido
supone la actualización o desarrollo de alguna o todas las competencias, actuales o previs-
tas, necesarias para el desempeño del puesto de trabajo en la ONCE.
131 Vide XII Convenio Colectivo de la empresa ONCE y su personal, art. 21.
132 Vide XII Convenio Colectivo de la empresa ONCE y su personal, art. 24.
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En el caso de trabajadores minusválidos o afiliados la ONCE dotará a los mismos de
los medios técnicos y tiflotécnicos necesarios y precisos para su realización.
7.2.
No relacionada con el contenido funcional del puesto de trabajo.
Las acciones formativas que no están relacionadas con el puesto de trabajo podrán ser
contempladas exclusivamente, dentro de las acciones susceptibles de prestación social por
parte de la organización, y al margen de lo establecido en este.
7.3.
Plan general de formación.
La ONCE elaborará anualmente un plan general de formación para los trabajadores en
activo, que contemplará la planificación y presupuesto de las acciones institucionales, así
como la cantidad máxima de las ayudas a conceder para iniciativas individuales.
Determinados aspectos del plan de formación, y los cursos que en su caso correspon-
dan, podrán ser de carácter obligatorio para las personas a quienes afecte, si las exigencias
del trabajo así lo aconsejan. La falta de asistencia a los cursos se considerará, en tal caso,
como infracción disciplinaria.
En todo caso, los trabajadores que hayan recibido formación tendrán la obligación de
aplicarla para mejorar la realización de su trabajo.
8. Jornadas y descansos para el personal no vendedor.
La jornada laboral para el personal no vendedor, sus reglas específicas, los equipos de
cierre de ventas en sábados, domingos y festivos, la jornada partida, el descanso diario, el
descanso semanal, el descanso anual y la determinación de los festivos, se regulan en el
convenio colectivo de la empresa ONCE y su personal133.
133 Vide XIII Convenio Colectivo de la empresa ONCE y su personal, arts. 26-35. Mención especial mere-
ce el art. 28:
«Equipos de cierre de venías en sábados, domingos y festivos.
Para dar cobertura a las operaciones propias de cierre de ventas, recogida de devolución de cupones y otras
análogas, a consecuencia de las ventas y sorteos que se celebren en sábados, domingos y días festivos, se
formarán los equipos de trabajadores que resulten imprescindibles con aplicación de las siguientes reglas:
a) Los trabajadores que compongan los equipos serán designados por los jefes de centro entre el personal
adscrito al mismo, sin que esta obligación pueda comprender dos fines de semana consecutivos.
b) Las horas que se realicen en los referidos días se computarán como jornada ordinaria de trabajo. El cóm-
puto de la jornada podrá realizarse mensualmente.
c) Los trabajadores que realicen habitualmente estos trabajos percibirán el complemento funcional regula-
do en el artículo 58.10 de este convenio, y tendrán derecho a recuperar el mismo tiempo de descanso en
los dos meses siguientes».
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9. Licencias, permisos y excedencias134.
Se regulan a través del convenio colectivo: licencias no retribuidas, permisos retri-
buidos, licencias para asuntos particulares, licencias para estudios, reducción de jorna-
da, suspensión del contrato con reserva de puesto de trabajo, excedencia voluntaria135,
excedencia forzosa136 y excedencia especiall37.
134 Vide XIII Convenio Colectivo de la empresa ONCE y su personal, arts: 36-43.
135 Vide XII Convenio Colectivo de la empresa ONCE y su personal, art, 41:
«Excedencia voluntaria.
1.
La excedencia voluntaria podrá ser solicitada por los trabajadores fijos de plantilla con un año, al menos,
de antigüedad al servicio de la ONCE. La duración de esta situación no podrá ser inferior a un año ni supe-
rior a seis, y el derecho a esta situación sólo podrá ser ejercido otra vez por el mismo trabajador si han
transcurrido tres años desde su reincorporación al trabajo activo al final de la anterior excedencia volunta-
ria.
La excedencia se concederá siempre por un plazo determinado. Un mes antes de finalizar este plazo, el tra-
bajador excedente deberá solicitar por escrito su reincorporación, o bien prorrogar su situación de exce-
dencia por un nuevo período determinado, sin que pueda exceder de seis años en cómputo total. De no
efectuar esta opción en tiempo y forma, se entenderá extinguido su contrato de trabajo.
El trabajador excedente conserva un derecho preferente al reingreso en las vacantes de igual o similar cate-
goría a la suya que hubiera o se produjeran, en cualquier centro de trabajo de la ONCE en todo el territo-
rio nacional.
Los vendedores que se acojan a esta excedencia perderán la titularidad sobre el punto o zona de venta que
tuvieran concedida, en su caso.
2.
No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, los trabajadores tendrán derecho a un período de exce-
dencia, de duración no superior a tres años, para atender al cuidado de cada hijo, tanto cuando lo sea por
naturaleza como por adopción, o en los supuestos de acogimiento, tanto permanente como preadoptivo, a
contar desde la fecha de nacimiento o, en su caso, a partir de la resolución judicial o administrativa.
También tendrán derecho a un período de excedencia, de duración no superior a un año, los trabajadores
para atender al cuidado de un familiar, hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad, que por razo-
nes de edad, accidente o enfermedad no pueda valerse por sí mismo, y no desempeñe actividad retribuida.
Si dos o más trabajadores generasen este derecho por el mismo sujeto causante, sólo uno podrá solicitar la
excedencia. Cuando un nuevo sujeto causante diera derecho a un nuevo periodo de excedencia, el inicio
de la misma dará fin al que, en su caso, se viniera disfrutando.
El periodo en que el trabajador permanezca en situación de excedencia conforme a lo establecido en este
apartado será computable a efectos de antigüedad y el trabajador tendrá derecho a la asistencia a cursos de
formación profesional, a cuya realización deberá ser convocado por la ONCE, especialmente con ocasión
de su reincorporación.
Durante los primeros doce meses de excedencia el trabajador tendrá derecho a la reserva de su puesto de
trabajo. Transcurrido dicho plazo, la reserva quedará referida exclusivamente, a un puesto de trabajo del
mismo grupo profesional o categoría equivalente, y en cualquier centro de trabajo de la ONCE.
En lo que afecta a los agentes vendedores, la titularidad del punto o zona de venta que tuvieran concedida
en su caso, con anterioridad a la excedencia prevista en este apartado se mantendrá, exclusivamente, duran-
te los primeros doce meses de su duración».
136 Vide XIII Convenio Colectivo de la empresa ONCE y su personal, art. 42:
«Excedencia forzosa.
1. La excedencia forzosa se concederá por designación o elección para un cargo público que imposibilite
la asistencia al trabajo y dará derecho a la conservación del puesto y al cómputo de la antigüedad, siempre
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10.
Retribución.
La retribución del personal no vendedor está constituida por un salario base y por
los complementos salariales: funcionales, de vencimiento periódico superior al mes,
complemento por antigüedad y desempeño y otros138.
11.
Régimen disciplinario.
11.1.
Potestad disciplinaria.
Los trabajadores podrán ser sancionados por los órganos de dirección de la entidad
en virtud de incumplimientos laborales, de acuerdo con la graduación de faltas y san-
ciones que se establece en el convenio colectivo, y en estricta aplicación del procedi-
miento establecido.
11.2.
Tipificación de las faltas y graduación.
Las faltas disciplinarias de los trabajadores, cometidas con ocasión o como conse-
cuencia de su trabajo, podrán ser en atención a su importancia, reincidencia, reiteración
o intencionalidad: leves, graves o muy graves (art. 68 del Convenio Colectivo).
11.2.1. Faltas leves.
Las faltas leves las podemos clasificar del siguiente modo:
A. Relacionadas con la atención al público, compañeros, subordinados y superiores.
a.l) La incorrección o falta de atención con el público, compañeros, subordinados
y superiores.
que el reingreso se efectúe en el plazo máximo de un mes a contar desde el cese en el cargo público.
2. Cuando un trabajador sea nombrado para un cargo directivo, quedará liberado de las funciones propias
de su categoría, y estará sujeto a las condiciones fijadas en su contrato de alta dirección».
137 Vide XIII Convenio Colectivo de la empresa ONCE y su personal, art. 43:
«Excedencia especial.
1.
La ONCE podrá conceder excedencia especial a aquellos trabajadores que, por interés de la entidad,
pasen a prestar servicios a empresas de la Corporación Empresarial de la ONCE o Fundación ONCE.
En estos casos, los trabajadores excedentes continuarán disfrutando de sus derechos de previsión social
recogidos en el artículo 76 de este convenio.
2.
En este supuesto, y en los indicados en el artículo anterior, la ONCE podrá efectuar contratos de interi-
nidad para cubrir las vacantes producidas mientras dure la reserva del puesto de origen».
138 Vide XIII Convenio Colectivo de la empresa ONCE y su personal, arts. 56-63.
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B.
Relacionadas con los deberes, en general.
a.2) La negligencia, retraso o descuido excusable en el cumplimiento de sus deberes.
a.6) No comunicar a la Entidad los cambios de domicilio o residencia.
a.7) La falta de aseo o higiene personal, la embriaguez y toxicomanías, si no reper-
cuten negativamente en el trabajo, así como cualquier conducta o actitud, durante el
ejercicio del trabajo, que supongan perjuicio leve para la imagen de la Organización.
C.
Relacionadas con el trabajo.
a.3) La no comunicación, con la debida antelación, de la falta al trabajo por causa
justificada, a no ser que pruebe la imposibilidad de hacerlo.
a.4) La falta de puntualidad, sin causa justificada, al horario de trabajo establecido
en el centro, hasta tres días en el período de un mes, siempre que no exceda en su con-
junto de sesenta minutos al mes. En este caso, la falta se considerará grave. Lo anterior
regirá igualmente para los casos de impuntualidad en la asistencia a cursos formativos
impartidos por la ONCE y de obligada asistencia para los trabajadores.
D.
Relacionadas con la utilización de los elementos materiales.
a.5) El descuido en la conservación de los locales, instalaciones, material y docu-
mentos de los servicios.
E.
Relacionadas con las ventas.
a.8) Dejar de practicar, total o parcialmente, una liquidación de la venta de los
cupones u otros productos, durante un día por causas imputables al vendedor. Al segun-
do día de retraso, la falta se considerará grave.
F.
Relacionadas con los medios electrónicos, informáticos y telemáticos.
a.9) Efectuar modificaciones a los componentes físicos («hardware») de los equi-
pos informáticos (ampliación de memoria, modems, teclado, añadir o quitar tarjetas,
etcétera).
a. 10) Utilizar recursos telemáticos, incluido Internet y correo electrónico, para acti-
vidades no relacionadas directamente con el puesto de trabajo.
a.l 1) No informar de las incidencias que se observen en relación con la seguridad
de los datos informáticos.
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11.2.2. Faltas graves.
Se pueden clasificar del siguiente modo.
A.
Relacionadas con la atención al público, compañeros, subordinados y supe-
riores.
b.5) La grave desconsideración con los compañeros, superiores, subordinados y
público.
B.
Relacionadas con los deberes, en general.
b.3) La falta de cooperación, retraso o demora inexcusable en el cumplimiento de
las instrucciones recibidas, o su obstaculización, y la retención de datos o información
relevantes para la ONCE.
b..4) La no comunicación inmediata de las circunstancias relevantes para el desem-
peño del trabajo asignado.
b.12) La falta de aseo o higiene personal, la embriaguez y toxicomanías, si reper-
cuten negativamente en el trabajo, así como cualquier conducta o actitud, durante el
ejercicio del trabajo, que suponga perjuicio grave para la imagen de la Organización.
b.17) Aportar datos inexactos, o alegar motivos falsos, para la concesión de ayudas
de acción social o la obtención de beneficios o permisos regulados en el presente
Convenio, o usar estos beneficios con fines distintos al solicitado, siempre que no se
produzca dolo o fraude.
b.21) No avisar a su superior, o responsables inmediatos, de las incidencias producidas
o de situaciones que requieran una toma de decisión ágil por parte del centro.
C.
Relacionadas con el trabajo.
b.l) La indisciplina y desobediencia en cualquier materia de trabajo, incluida la
resistencia a medidas organizativas y la negativa a cumplimentar documentos de con-
trol.
b.2) El incumplimiento de las obligaciones concretas del puesto, o de órdenes e ins-
trucciones de los superiores en relación con el trabajo y el ejercicio de la venta, así
como las negligencias e imprudencias de las que se deriven, o puedan derivarse, perjui-
cios graves para el servicio, conservación de locales, material o documentos de la
Entidad.
b.6) La falta de asistencia al trabajo, sin causa justificada, durante un día en el perí-
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odo de un mes. Lo anterior regirá igualmente para los casos de inasistencia injustifica-
da a cursos formativos impartidos por la ONCE y de obligada asistencia para los traba-
jadores.
b.7) Las faltas de puntualidad al horario de trabajo establecido en el centro, sin
causa justificada, de cuatro a seis días en el período de un mes, sin que exceda en nin-
gún caso de ciento veinte minutos en el plazo de treinta días. En este caso, la falta se
considerará muy grave. Lo anterior regirá igualmente para los casos de impuntualidad
en la asistencia a cursos formativos impartidos por la ONCE y de obligada asistencia
para los trabajadores.
b.8) No comunicar con la puntualidad debida los partes de baja o confirmación de
Incapacidad Temporal.
b. 13) El abandono del punto o lugar de trabajo, y la desatención de las funciones
propias del puesto sin causa justificada.
b. 19) La disminución de la productividad habitual, alcanzada con anterioridad, sin
causa justificada, así como la negligencia en el trabajo que afecte a la buena marcha del
servicio.
D.
Relacionadas con la utilización de los elementos materiales.
b. 18) Acceder, sin autorización, a locales, dependencias, quioscos, despachos, vehí-
culos o procedimientos de comunicación no autorizados.
E.
Relacionadas con las ventas.
b.9) Dejar de practicar, total o parcialmente, una liquidación de la venta de los cupones
u otros productos, correspondientes incluso a un solo sorteo, durante dos días, por causas
imputables al vendedor. Al tercer día de retraso, la falta se considerará muy grave.
b.10) Perjudicar o entorpecer la venta que realiza otro compañero, colocándose en
su punto de venta hallándose éste presente.
b.14) Negarse a vender cupones, u otros productos, cuando el vendedor los tenga
expuestos al público.
b. 15) Ejercer la venta durante el período de vacaciones retribuidas o encontrándo-
se en situación de baja médica.
b. 16) Exponer o ejercer la venta de loterías, rifas o juegos o cualquier producto no
autorizado por la ONCE, así como no exponer todos los productos que la ONCE le
entregue.
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b.20) Cuando resulte suficientemente acreditado que el porcentaje de rentabilidad
obtenido por un agente vendedor es, durante dos meses consecutivos, inferior al seten-
ta por ciento de la rentabilidad del punto que tiene asignado, y ello sea debido a una
actitud negligente del agente vendedor en cuestión.
R Relacionadas con los medios electrónicos, informáticos y telemáticos.
b.22) Compartir o facilitar el identificador de usuario y contraseña con otras perso-
nas (logon, login, etcétera).
b.23) Enviar mensajes de correo electrónico de forma masiva o con fines comercia-
les o publicitarios, sin consentimiento de la Organización.
b.24) Instalar cualquier tipo de software (programas, paquetes, etc.), sin la corres-
pondiente autorización.
b.25) Cambiar la configuración de los recursos informáticos corporativos.
b.26) Obstaculizar voluntariamente el acceso de otros usuarios a la red mediante el
consumo masivo de los recursos informáticos y telemáticos de la empresa, así como
realizar acciones que dañen, interrumpan o generen errores en dichos sistemas.
b.27) Leer, borrar, copiar, o modificar los mensajes de correo electrónico o archi-
vos de otros usuarios, excepto aquellas personas autorizadas expresamente por la
ONCE.
G. Normas de seguridad y prevención de riesgos laborales.
b.11) Las infracciones a las normas de seguridad, salud, prevención de riesgos, y
medio ambiente en el trabajo, cuando de ellas no se derive perjuicio para el servicio,
para los compañeros, o para cualquier otra persona.
H. Reincidencia.
b.28) La reincidencia en la comisión de tres faltas leves, aunque sean de distinta
naturaleza, dentro de un mismo semestre, cuando hayan mediado sanciones por las mis-
mas.
11.2.3. Faltas muy graves.
Se pueden clasificar del siguiente modo:
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A.
Relacionadas con la atención al público, compañeros, subordinados y superiores.
c.10) Las ofensas verbales siempre que supongan perjuicio grave y manifiesto para
la dignidad o imagen de los compañeros, superiores, subordinados o público.
c.11) Agresiones físicas a los compañeros, superiores, subordinados o público.
c.12) La violación de los deberes de atención al cliente, calidad en el trato, e ima-
gen comercial exigible, cuando de ella se derive perjuicio muy grave para el servicio.
B.
Fraude, deslealtad, abuso de confianza o cualquier otro delito.
c.l) El. fraude, la deslealtad y el abuso de confianza, la concurrencia y competencia
desleales, así como cualquier conducta constitutiva de delito doloso. Tendrá esta consi-
deración el retraso en practicar, total o parcialmente, la liquidación del importe de la
venta de los cupones u otros productos, correspondientes incluso a un solo sorteo,
durante un período de tres o más días en un mes, por causas imputables al vendedor.
Las liquidaciones y devoluciones (a distancia o no) incorrectamente practicadas por
negligencia culpable del vendedor.
c.5) La denuncia de robo o expoliación que resulte falsa o no ajustada a la realidad.
c.26) Facilitar o promover información que pueda dañar la imagen institucional y el
prestigio de la ONCE.
C.
Relacionadas con el trabajo.
c.2) La manifiesta y reiterada indisciplina o desobediencia en el trabajo. Incurrirá
también en esta falta el instigador o inductor de la misma.
c.3) La negativa a prestar trabajo de carácter extraordinario, imprevisto e inaplaza-
ble, cuando se ordene por escrito por el jefe correspondiente.
c.6) La falta de asistencia al trabajo, no justificada, durante dos días o más en el
período de un mes, así como el abandono del puesto de trabajo (punto de venta en el
caso de los Agentes Vendedores) o desatención de las funciones propias del puesto sin
causa justificada, durante dos o más veces en el período de un mes. Lo anterior regirá
igualmente para los casos de inasistencia a cursos formativos impartidos por la ONCE
y de obligada asistencia para los trabajadores.
c.7) Las faltas reiteradas de puntualidad, no justificadas, más de seis días en el perí-
odo de un mes, o más de doce días en el período de tres meses. Lo anterior regirá igual-
mente para los casos de impuntualidad en la asistencia a cursos formativos impartidos
por la ONCE y de obligada asistencia para los trabajadores.
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c.8) Cuando resulte suficientemente acreditada la disminución continuada y volun-
taria en el rendimiento del trabajo normal o pactado, así como la venta sistemática por
debajo del Mínimo Mensual de Ventas fijado en el artículo 49, durante un período de
dos meses consecutivos.
c.l 5) Realizar trabajos por cuenta propia o ajena estando en situación de baja labo-
ral, así como realizar cualquier otro acto fraudulento tendente a conseguir o prolongar
dicha situación.
c.l6) La simulación de enfermedad o accidente.
c.l8) Realizar actividades particulares durante la jornada de trabajo, en detrimento
grave del servicio.
c.l9) Falsear los datos contenidos en las fichas de control de entrada y salida, y
simular la presencia de otro trabajador. Asimismo, incurre en esta falta el trabajador por
quien se ficha.
c.20) El abuso de autoridad, en el ejercicio de sus funciones, por parte de los supe-
riores..
c.21) La obstaculización o impedimento por parte de los diferentes responsables de
la ONCE del libre ejercicio de los derechos sindicales.
c.23) El quebranto o violación del secreto o la reserva obligados en relación con la
información conocida por razón del trabajo, o su comunicación a terceros, cuando se
derive o pueda derivar perjuicio para la ONCE.
D. Relacionadas con las normas de seguridad y prevención de riesgos laborales.
c.22) La infracción de las normas de seguridad, salud, prevención de riesgos, y
medio ambiente en el trabajo, cuando de ella se derive perjuicio para el servicio o ries-
go de accidente para el trabajador o terceras personas.
c.25) Contribuir a causar daños a las personas, a su intimidad o dignidad, sea dolo-
samente, o por la inobservancia de medidas de prevención, negligencia, falta de aten-
ción o descuido inexcusable.
£. Relacionadas con la utilización de los elementos materiales.
c.l7) Escribir o fijar letreros o anuncios en el mobiliario, quioscos o instalaciones
de la ONCE, sin autorización y con perjuicio de la Entidad, así como retirar los que
hayan sido instalados por la ONCE
c.24) Emplear para usos propios, sin autorización, o para usos distintos a los proce-
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dentes, material e instalaciones de la Entidad, si se producen perjuicios, o el trabajador
obtiene de ello un beneficio particular.
F.
Relacionadas con las ventas.
c.4) El falseamiento voluntario de datos o información relativos al servicio, a la
venta o liquidación de cupones u otros productos, y a! pago de cupones premiados, así
como en la confección de cualquier tipo de documentos.
c.9) La errónea comunicación del número o números de cupón premiados, cuando
concurra mala fe debidamente probada.
c. l3) Vender cupones o productos correspondientes a sorteos ya verificados..
c.14) Vender consciente y voluntariamente cupones o productos a precio distinto al
establecido.
G.
Relacionadas con los medios electrónicos, informáticos y telemáticos.
c.27) Falsear los registros de traza y auditoria que dejan los sistemas informáticos
en determinados ficheros con el objeto de poder analizar determinadas acciones.
c.28) Destruir, alterar, inutilizar o dañar datos, programas o documentos electróni-
cos.
c.29) Acceder, o intentar acceder, a áreas restringidas de los sistemas informáticos
ONCE o aumentar el nivel de privilegios de un usuario.
c.30) Introducir voluntariamente virus o cualquier otro software que produzca gra-
ves alteraciones en los sistemas.
c.31) Copiar y transferir al exterior datos de carácter personal o confidencial obran-
tes en los ficheros propiedad de la ONCE, o utilizar este tipo de datos para usos pro-
pios o con fines lucrativos.
c.32) Descifrar, o intentar descifrar, las contraseñas, sistemas o algoritmos de cifra-
do y cualquier otro elemento de seguridad que intervenga en los procesos telemáticos
de la Organización.
c.33) Crear ficheros y bases de datos con datos personales sin la autorización exigi-
da por la normativa vigente en cada caso.
c.34) Usar programas informáticos sin la correspondiente licencia, así como usar,
reproducir, ceder, transformar o comunicar públicamente cualquier tipo de obra o inter-
vención protegida por la propiedad intelectual o industrial.
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H. Reincidencia.
c.35) La reincidencia en faltas graves, o muy graves, aunque sean de distinta natu-
raleza, dentro de un período de seis meses, cuando hayan mediado sanciones.
11.3. Sanciones.
Tal y como determina el art. 69 del convenio colectivo, las sanciones que podrán
imponerse en función de la calificación de las faltas serán las siguientes.
11.3.1.
Por faltas leves.
Amonestación por escrito.
Suspensión de empleo y sueldo de uno a tres días.
11.3.2.
Por faltas graves.
Suspensión de empleo y sueldo de cuatro a seis días.
Cambio de puesto o zona de venta dentro de la misma localidad. Si el trabajador
ostentaba la condición de titular, perderá la titularidad.
11.3.3.
Por faltas muy graves.
Suspensión de empleo y sueldo de siete a treinta días.
Traslado a otro puesto o zona de venta, fuera de la localidad, y dentro del ámbito del
mismo Centro Directivo, sin derecho a la compensación prevista en el art. 20 de este
Convenio. Si el trabajador ostentaba la condición de titular, perderá la titularidad.
Traslado forzoso fuera del ámbito de su Centro Directivo, sin derecho a la compen-
sación prevista en el artículo 21 de este Convenio.
Despido.
11.3.4.
Ejecutividad de las sanciones.
Todas las sanciones impuestas serán ejecutivas desde el día siguiente al de su noti-
ficación al interesado. El tiempo de suspensión disciplinaria de empleo y sueldo no dará
lugar a ninguna percepción retributiva, ni será computado como servicios prestados a
ningún efecto.
11.3.5.
Despido en el supuesto de faltas muy graves subsumibles en el art. 54 ET.
El art. 69.2 del convenio colectivo, determina que la ONCE podrá sancionar con el
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despido todas las faltas muy graves subsumibles en el artículo 54 del Estatuto de los
Trabajadores.
Respecto del despido disciplinario, la ONCE sólo actuará en esta materia, en casos
suficientemente graves y fundados.
11.4. Procedimiento.
Su regulación se establece en el art. 70 del convenio colectivo.
11.4.1. En general.
En los casos de faltas calificadas como leves, no será necesaria la instrucción de
expediente. No se podrán imponer sanciones por faltas graves o muy graves sino en vir-
tud de expediente contradictorio incoado al efecto en el que se dará audiencia al intere-
sado y al comité de empresa o delegados de personal, haciéndoles saber el derecho que
les asiste a ser oídos en el expediente.
El interesado dispondrá de un plazo de diez días naturales, contados desde la notifi-
cación del pliego de cargos, para presentar las alegaciones que estime pertinentes en
defensa de sus derechos. En el mismo plazo de diez días podrá emitir un informe la
representación legal de los trabajadores.
Asimismo, se dará audiencia al delegado sindical acreditado por el sindicato al que
el trabajador estuviera, en su caso, afiliado, si la ONCE conociera este dato.
De toda sanción se dará traslado por escrito al trabajador, quien deberá acusar reci-
bo de la comunicación. En la misma se describirán claramente los actos constitutivos
de la falta, la fecha de su comisión, graduación de la misma, y la sanción adoptada por
la Entidad.
En la citada comunicación se hará saber al interesado el derecho que le asiste para
solicitar la revisión de la sanción ante la jurisdicción laboral.
Las resoluciones disciplinarias por faltas graves o muy graves se deberán comuni-
car al presidente del comité de empresa o delegado de personal.
En aquellos expedientes disciplinarios cuya propuesta de resolución sea la de despi-
do, será oído el comité intercentros de forma previa a la resolución. En todos los
supuestos de despido disciplinario, la ONCE dará traslado por escrito al comité inter-
centros de la sentencia recaída y del sentido de la opción que ejercite en su caso.
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11.4.2. Anotación y cancelación en el expediente personal.
La ONCE anotará en los expedientes personales de sus trabajadores las sanciones
impuestas.
Los órganos pertinentes de la ONCE cancelarán en el expediente personal del traba-
jador sancionado las anotaciones que por motivos disciplinarios se hubiesen efectuado,
siempre que hubieran transcurrido seis meses, dos o tres años, respectivamente, desde
la última falta leve, grave o muy grave.
11.5.
Prescripción.
El convenio colectivo precisa que las faltas leves prescribirán a los diez días, las gra-
ves a los veinte días y las muy graves a los sesenta días a partir de la fecha en que la
empresa tenga conocimiento de su comisión y, en todo caso, a los seis meses de haber-
se cometido (art 71.1).
Dichos plazos quedarán interrumpidos por cualquier acto propio del expediente dis-
ciplinario, siempre que la duración de éste, en su conjunto, no supere el plazo de tres
meses, a partir de la incoación del pliego de cargos, sin mediar culpa del trabajador
expedientado (art. 71.2).
11.6.
Garantías.
11.6.1. De los representantes de los trabajadores .
El art. 72 del convenio colectivo especifica que para la imposición de sanciones por
faltas graves o muy graves a los representantes legales de los trabajadores será preciso
expediente contradictorio con la audiencia del comité intercentros cuando se trate de
representantes de ámbito estatal, o de los demás representantes de los trabajadores
cuando su ámbito sea el del centro de trabajo.
Los representantes legales de los trabajadores no podrán ser despedidos ni sancio-
nados durante el ejercicio de sus funciones, ni dentro del año siguiente a la expiración
de su mandato, siempre que el despido o sanción se base en la acción del trabajador en
el ejercicio de su representación, sin perjuicio, por tanto, de lo establecido en el artícu-
lo 54 del Estatuto de los Trabajadores. Asimismo, no podrán ser discriminados en su
promoción económica o profesional en razón precisamente del desempeño de su repre-
sentación.
Los delegados sindicales, en el supuesto de que no formen parte del comité de
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empresa, tendrán las mismas garantías que las establecidas legalmente para los miem-
bros del comité de empresa.
11.6.2. Otras garantías.
Todo trabajador podrá dar cuenta por escrito por sí, o a través de sus representantes sindica-
les o legales, de los actos que supongan faltas de respeto a su intimidad o a la consideración
debida a su dignidad humana o laboral. La ONCE, a través del órgano directivo al que estuvie-
ra adscrito el interesado, abrirá la oportuna información y adoptará las medidas disciplinarias o
de cualquier otra índole que en cada caso procedan, de las que dará cuenta a la representación
del trabajador dentro del plazo máximo de treinta días (art 73 del convenio colectivo).
12. Previsión social.
12.1. Percepciones complementarias por incapacidad temporal y maternidad.
El art. 74 del convenio colectivo determina que los trabajadores tendrán derecho,
desde la fecha de inicio de la situación de baja por incapacidad temporal o maternidad,
a que la ONCE les complemente la prestación económica que pueda corresponderles,
en su caso, en dichas situaciones hasta el 100 por 100 de su salario base y complemen-
to por antigüedad y desempeño.
Los trabajadores en situación de baja por IT, sea cual sea la contingencia causante, debe-
rán permitir las visitas de inspección de los profesionales médicos que la ONCE designe, y
acudir a los reconocimientos que éstos soliciten, al objeto de efectuar la comprobación de la
baja. La negativa del trabajador a dichos reconocimientos podrá determinar la suspensión del
derecho económico previsto. Cuando la situación de baja por incapacidad temporal se extin-
ga por pase a la de invalidez permanente o gran invalidez con efectos retroactivos, los traba-
jadores que hayan percibido complemento a cargo de la ONCE vendrán obligados a reinte-
grar a ésta el importe percibido desde la fecha de efectos de la invalidez.
Con carácter excepcional, los trabajadores no vendedores que venían percibiendo el
plus de residencia continuarán cobrándolo durante las situaciones de baja por incapacidad
temporal y maternidad, en los casos y con el alcance que se contemplan en la disposición
transitoria primera del convenio colectivo139.
139 Su contenido es el siguiente: «Los trabajadores no vendedores que, a 31 de diciembre de 1994, vinie-
ran percibiendo el plus de residencia regulado en el artículo 44 del VI convenio colectivo de la ONCE y
su personal, continuarán percibiéndolo en la misma cuantía, siempre que se mantengan las condiciones que
generaron el derecho a su disfrute».
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12.2. Plan de pensiones140.
El plan de pensiones «ONCEPENSION I» se configura como una institución de previ-
sión de carácter privado, voluntario y libre que, en razón de sus sujetos constituyentes, se
encuadra en la modalidad de sistema de empleo y, en razón de las obligaciones estipula-
das, en la modalidad de mixto, contemplando tanto aportaciones definidas como prestacio-
nes definidas.
Serán partícipes de este plan de pensiones todos los trabajadores que reúnan las condi-
ciones previstas en su reglamento de funcionamiento y que manifiesten su voluntad de
integrarse en el plan, rellenando el correspondiente boletín de adhesión.
Las aportaciones al plan de pensiones serán efectuadas por los trabajadores partíci-
pes, en la cuantía y con la periodicidad fijadas voluntariamente por ellos en el boletín
de adhesión, y con las condiciones y limites que establezca el reglamento del plan
vigente en cada momento.
Las contingencias cubiertas por «ONCEPENSION I» son: jubilación o situación
asimilable; gran invalidez, invalidez permanente total o absoluta para todo trabajo en la
ONCE; fallecimiento.
El funcionamiento y ejecución del plan de pensiones será supervisado por una comisión
de control, que asumirá asimismo su representación judicial y extrajudicial, y todas aquellas
funciones que le vengan atribuidas por la Ley y por su Reglamento.
El plan de pensiones se regirá por lo establecido en su Reglamento, aprobado por la
comisión de control y vigente en cada momento, y por la normativa legal aplicable.
13. Acción social.
13.1. Fondo de acción social141.
Se establece, con el fin de posibilitar el desarrollo de la acción social en la ONCE,
un fondo que se aplicará a los supuestos previstos.
Quedan comprendidas dentro del fondo de acción social todas las prestaciones realiza-
das por la ONCE en favor de sus trabajadores y familiares, en su caso, así como todas las
mejoras, ventajas y ayudas sociales reguladas en el convenio y en la normativa interna de
desarrollo. Estas prestaciones serán tenidas en cuenta a fin de definir el alcance de los
incrementos retributivos en cada año.
140 Vide XIII Convenio Colectivo de la empresa ONCE y su personal, art. 75.
141 Vide XIII Convenio Colectivo de la empresa ONCE y su personal, art. 78.
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13.2.
Ayudas por cargas familiares.
El programa de acción social, en la modalidad de prestaciones por hijo a cargo,
y en concepto de mejora voluntaria de la protección familiar de Seguridad Social,
contará con una cuantía de dos millones ochocientos cincuenta mil euros anuales.
13.3.
Otras ayudas142.
13.3.1.
Indemnizaciones por fallecimiento y accidente.
La ONCE concertará una póliza de seguro de vida y de accidentes para todos los tra-
bajadores, por las contingencias siguientes:
1. Fallecimiento. Con la extensión y las exclusiones que determine la póliza.
2. Invalidez permanente absoluta derivada de accidente, con independencia de
que el accidente tenga o no causas laborales, una vez que la situación haya sido
declarada por la Seguridad Social, y con la extensión y exclusiones que determine
la póliza.
Se excluirá expresamente la invalidez derivada de enfermedad, sea profesional o
común.
13.3.2.
Préstamos financieros.
En lo que a préstamos financieros se refiere, la ONCE y sus trabajadores se regirán
por lo preceptuado en la normativa vigente o norma favorable que la sustituya, forman-
do parte dos representantes del comité intercentros en la comisión que se cree al efec-
to.
13.3.3.
Premios a la antigüedad en el trabajo.
Se establece un premio a la continuidad en el trabajo, que se percibirá de forma
única en el mes en que se cumplan los veinticinco y treinta y cinco años de antigüedad
en la cuantía establecida.
IV. Los trabajadores: el agente vendedor del cupón y de otros productos o jue-
gos que la ONCE le entregue para su comercialización.
142 Vide XIII Convenio Colectivo de la empresa ONCE y su personal, art. 80.
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1. Concepto143.
Entre todos los trabajadores, el agente vendedor del cupón y de los demás productos o
juegos que la ONCE le entregue para su comercialización es un elemento fundamental en la
configuración de la Corporación de Derecho Público. Debo destacar que además de su labor
de intermediación, sostén económico básico, también cumplen otras funciones de cara a la
sociedad y a la credibilidad del mensaje integrador de la ONCE. El vendedor del cupón cons-
tituye para el gran público, la representación material y humana de la ONCE. Su apariencia
física, su trato personal, la forma en que el resto de los ciudadanos ven y valoran su dimen-
sión profesional y personal, constituyen "la piedra de toque", el soporte de credibilidad donde
toman cuerpo tanto los valores emitidos en las campañas de publicidad, como la propia ima-
gen institucional de la organización144.
Ello justifica que dentro de este capítulo, tenga un epígrafe específico donde se estu-
die de modo individualizado las características jurídicas más sobresalientes del mismo.
El agente vendedor del cupón pro-ciegos y de los demás productos o juegos que la
ONCE le entregue para su comercialización es el paradigma social representativo de la
143 Vide Jesús MONTORO MARTÍNEZ, Los ciegos en la historia, Tomo V, o.c, p. 216: «Los aspirantes
a vendedores del cupón han de cumplir, según el acuerdo tomado por el Consejo General de 1989, los
siguientes requisitos:
a) Superar un breve cursillo sobre la historia de la ONCE.
b) La evolución de la venta del cupón.
c) Características del cupón y de otras loterías.
d) Técnicas y estrategias de venta.
e) Derechos de los vendedores.
f) Sistemas de adjudicación de puestos de venta.
g) Aspectos normativos y comerciales que hacen que la venta del cupón sea una profesión.
h) Lenguaje y actitudes del agente vendedor del cupón, su personalidad, etc.».
144 Vide Antón ALVAREZ RU1Z, La función social de la publicidad de la ONCE, o.c, p. 163: «Y ello
ocurre por varios motivos.
En primer lugar, los vendedores constituyen los únicos miembros de la organización con los que el ciuda-
dano de a pie puede tratar habitualmente. Desde un punto de vista comunicacional y representacional, el
vendedor encarna y personaliza en sí mismo, en gran medida, los valores atribuidos a la organización a la
que pertenece, desempeñando un rol público referencial y prototípico.
En segundo lugar, el trato con el vendedor es condición indispensable para adquirir el cupón. Por ello, la
propia publicidad de la ONCE remite necesariamente al vendedor (para adquirir el cupón), lo que subraya
su función referencial. Desde esta perspectiva, la publicidad comercial de la ONCE, al pedirnos que com-
premos el cupón, ya está desempeñando un cometido integrador y recomendando una conducta normali-
zadora, pues le está solicitando a los ciudadanos que traten con una persona discapacitada y que colaboren
con su actividad profesional. Y el ciudadano puede confirmar con su trato con ésta, el nivel de credibili-
dad del discurso integrador de la ONCE. [...].
Por todo ello, el vendedor adquiere un valor de paradigma social, representando a la ONCE, y también al
colectivo de las personas discapacitadas ante el resto de los ciudadanos. Y su dignificación profesional
constituye un elemento más -y muy poderoso- en la emisión de imágenes integradoras generadas por la
ONCE».
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misma y del colectivo de discapacitados, y es también, un trabajador por cuenta ajena
del régimen laboral común que, reuniendo los requisitos exigidos por la organización,
ejerce la venta de este producto y de cualquier otro juego autorizado, de manera perso-
nal, configurándose pues como una prestación de actividad de carácter personalísimo,
en los lugares, horarios, condiciones y con la utilización de los medios que se le asig-
nen, según las directrices marcadas por la dependencia de la ONCE a la que estén ads-
critos. El régimen jurídico de estos trabajadores vendrá determinado por lo dispuesto
en el vigente convenio colectivo de la empresa ONCE y de su personal.
2. Naturaleza jurídica de la actividad del vendedor del cupón.
La actividad básica del vendedor del cupón consiste en una labor de mediación entre
la ONCE y sus clientes compradores de aquél, labor mediadora que a lo largo del tiem-
po ha sido susceptible de ser configurada de distintas formas: contrato de comisión
mercantil (trabajador por cuenta propia o autónomo); contrato de trabajo de régimen
común (trabajador por cuenta ajena); contrato de carácter especial (trabajador por cuen-
ta ajena). Paso a analizarlos.
2.1. El convenio colectivo no entra, ni ciertamente podría establecerlo con
carácter general un convenio colectivo, en la adscripción de la naturaleza de la
relación de trabajo entre la ONCE y los vendedores del cupón.
Así de rotunda ha sido la jurisprudencia. La STS de 14 de abril de 1999 (Ar. 2817),
FD Segundo ha determinado:
«[...]. Debe señalarse, sin embargo, que el contenido del art. 42 del primer convenio
colectivo de la ONCE y su personal, no se corresponde en ninguno de sus dos apartados
con lo señalado en el número primero de la parte dispositiva de la Resolución de la
Secretaría General de la SS de 7 de noviembre de 1984; y en efecto, el número primero del
art. 42 del citado convenio colectivo califica a los vendedores del cupón de trabajadores por
cuenta ajena, lo que es conforme a lo establecido en el art. 1.1. ET en su redacción inicial,
a la sazón vigente, de 1980 sin que en el art. 2 del ET se mencione "nominatim" a los ven-
dedores del cupón de la ONCE como colectividad sujeta a alguna de las relaciones especia-
les de trabajo que enumera en su art. 2, que recoge entre ellas [art. 2.1 .f)] la de los denomi-
nados representantes de comercio; por lo que la inclusión en tal grupo de los vendedores
del cupón de la ONCE dependía y depende de que su actividad cumpla las condiciones
materiales expresadas en la regulación especial de tal relación de trabajo a la sazón vigen-
te y constituida en 1984 por el RD 2083/1981 modificado a su vez por el RD 1195/1982 y
desde 1 de enero de 1986 por el RD 1438/1985, de 1 de agosto.
Y de otra parte, en el apartado segundo de este art. 42 del primer convenio de la ONCE
lo único que se establece se halla referido a que el "régimen jurídico de los vendedores del
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cupón vendrá determinado por lo dispuesto en el presente convenio colectivo y supletoriamente,
en lo que resulte aplicable por el art. 2.1.f) del ET y el RD 2033/1981, de 4 de septiembre" antes
reseñado; de lo cual se deducen algunos corolarios: el primero, que la normativa propia de los
representantes de comercio, es sólo de aplicación subsidiaria a lo establecido en el convenio;
segundo, que ello es posible no en cualquier caso, sino en tanto no sea aplicable el convenio, lo
que viene determinado por la naturaleza de la relación de trabajo de los vendedores del cupón
con la ONCE, sin que ciertamente la regulación del convenio afecte a dicha naturaleza jurídica;
y en tercer lugar, que el art. 42.2 del convenio de referencia no entra, ni ciertamente podría esta -
blecerlo con carácter general un convenio colectivo, en la adscripción de la naturaleza de la
relación de trabajo entre la ONCE y los vendedores del cupón, para calificarlo como propia de
los denominados representantes de comercio; lo que tampoco puede hacer con carácter normati-
vo una resolución como la reseñada de la Secretaría General de la SS, ya que en todo caso su pro-
nunciamiento queda circunscrito al de una resolución concreta para un caso o situación determi-
nada a los fines de percibir una inmediata protección del Sistema, estando por lo mismo sujeto tal
pronunciamiento a la revisión por los Tribunales de Justicia, sea por impugnación de parte inte-
resada, sea en el ejercicio de la potestad de juzgar con carácter prejudicial (art. 4 LJCA) en un
determinado proceso en el que se examine un tema de alguna forma ligado a tal pronunciamien-
to».
2.2. Trabajadores por cuenta propia o autónomos: comisionistas.
Esta concepción responde al inicio de la actividad de la ONCE, tal y como ha sido
precisado por la doctrina:
«Los vendedores del cupón son "trabajadores por cuenta propia", a comisión, ya que a
la Asociación de la que forman parte "con fines de mutua ayuda y para la resolución de sus
problemas específicos", es la propiedad común de todos sus afiliados. Los vendedores no
son agentes, como se dio en llamarlos, porque no trabajan para un empresario, sino para
ellos mismos. Del producto de su actividad, descontando las comisiones, los premios al
público y los gastos generales, queda un beneficio que se distribuye en el cumplimiento de
los fines de la organización, claramente especificados en su Estatuto Fundacional (la Orden
Ministerial de 28 de octubre de 1939). Esa ingente obra social que todos conocemos se ha
levantado y se mantiene con el esfuerzo de los vendedores, que son conscientes de su res-
ponsabilidad ante la historia»145.
Por Orden del 20 de junio de 1959, el Ministerio de Trabajo aceptó la exclusión del
régimen laboral de todo el personal de la ONCE (Actas del Consejo Superior de Ciegos
del 20 de enero de 1956 y 22 de julio de 1957). Su razonamiento, sin embargo, no coin-
cidía exactamente, aunque se aproximaba, a la imagen de sí misma que la organización
presentaba a sus miembros. Tanto para el Ministerio de Trabajo como para la ONCE,
la organización no era una empresa. Sin embargo, para la organización, la ONCE era
una asociación de ayuda mutua, una gran mutualidad, mientras que para el Ministerio,
se trataba primordialmente de una organización benéfico-asistencial:
145 Vide Javier GUTIÉRREZ de TOVAR y BERUETE, La creación de la organización nacional de cie-
gos a través de mis vivencias, o.c, p. 191.
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«Se han suscitado dudas acerca de si la Organización Nacional de Ciegos y sus afi-
liados deben estar sometidos a los Regímenes de Seguridad Unificados y Mutualismo
Laboral o si, por el contrario, dicha Organización, por sus características propias,
puede considerarse autónoma a este respecto.
Para resolver esta cuestión se ha de tener en cuenta, por un lado, que la
Organización Nacional de Ciegos no tiene el carácter de Empresa, sino de Entidad de
carácter benéfico [...] que asume como propias las funciones asistenciales más impor-
tantes en favor de los ciegos, y de otra, que dichos afiliados actúan por su cuenta en
la venta de cupones, en régimen de gran Mutualidad, percibiendo una comisión por
tales trabajos y sin que, por tanto, puedan considerarse estos servicios como de
carácter laboral (Orden del Ministerio de Trabajo del 20 de junio de 1959)»146.
Tanto el Reglamento de Funcionamiento Económico-Administrativo de la
ONCE de 30 de octubre de 1970 (art. 22: retribución mediante comisiones), como
la Circular número 634 de la ONCE de 17 de julio de 1980, que viene a difundir
el comunicado número 1180, de 8 de julio, de la Dirección General de Tributos,
excluye su consideración como empleados de la ONCE y los califica como comi-
sionistas, afirmando textualmente: «[...]. Cuantía de la retención a los vendedores
del cupón, dado que la retribución satisfecha a dichos vendedores está en función
principal del volumen de venta de los cupones que efectúen, sin que, en modo
alguno, puedan considerarse tales vendedores como empleados de la
Organización, su operatividad guarda una estrecha relación con la desarrollada por
los agentes comerciales, por cuanto su retribución está representada por una comi-
sión sobre las ventas que promocionen; por lo cual la retención a efectuar deberá
ser el 8 por ciento. La calificación jurídico-fiscal de los vendedores del cupón es
la de comisionistas, es decir, realizan una actividad profesional, teniendo todos
los derechos y obligaciones inherentes a su condición profesional de comisionis -
tas. [...]»147
Esta figura, que se correspondería con un contrato de comisión mercantil, presenta
Vide Roberto GARVIA SOTO, La organización nacional de ciegos. Un estudio institucional,
o.c, p. 121. En la p. 129 expone: «Fruto del deseo de excluir a la organización del régimen laboral
fue la Orden del 29 de junio de 1959. El Ministerio de Trabajo, a cambio de aceptar esta exclusión,
hizo prometer a la organización que, aunque esta no fuera considerada una mutualidad laboral, que-
daría obligada a ofrecer los mismos beneficios sociales de que disponía el resto de los trabajadores.
Es decir, la organización no era una mutualidad laboral, pero debería actuar como si lo fuera.
Además, al ser considerada una asociación benéfico-asistencial, la organización también debería
ocuparse de la política asistencial de ciegos ancianos e inválidos. La organización, entonces, había
heredado un doble compromiso, el de ofrecer los seguros obligatorios del régimen laboral a su pobla-
ción activa, tanto ciega como vidente, y el de ofrecer pensiones asistenciales a la población ciega
inactiva».
147 Vide Jesús MONTORO MARTÍNEZ, Los ciegos en la historia, Tomo V, o.c, p. 207.
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perfiles propios, tal y como puso de manifiesto Rafael de LORENZO GARCÍA, en los
siguientes términos148:
«La actividad de intermediación en el comercio es susceptible de regulación tanto en el
derecho laboral como en el mercantil siendo la frontera delimitadora la concurrencia o no
del elemento de asunción del riesgo o ventura de la operación mercantil de que se trate. Es
por ello que el ET en su artículo 1.3.f) señala que:
"Tres. Se excluyen del ámbito regulado por la presente Ley:
f) La actividad de las personas que intervengan en operaciones mercantiles por cuen-
ta de uno o más empresarios, siempre que queden personalmente obligados a responder
del buen fin de la operación, asumiendo el riesgo y ventura de la misma".
Con lo que se ve claramente que toda relación de intermediación en la que el interme-
diario quede personalmente obligado a responder del buen fin de la misma, resulta exclui-
da del ámbito de aplicación de la legislación laboral. Según Alonso Olea se responde del
buen fin, cuando el representante en virtud del contrato con su representado se subroga en
la responsabilidad de las personas con quienes contrata si éstas no satisficiesen las obliga-
ciones contraídas, de forma que haya de satisfacer él mismo a su representado el importe
de los productos por él vendidos y no satisfechos por el comprador. En estas condiciones
es evidente que el representante trabaja por cuenta propia haciendo suya directamente, o
perdiendo la utilidad de su trabajo, no existiendo relación de ajenidad, radicando en esto la
inexistencia del contrato de trabajo y la razón de la exclusión; el contrato entre representan-
te y representado será entonces usualmente uno de comisión mercantil (el comisionista
puede contratar en nombre propio, quedando entonces obligado de un modo directo como
si el negocio fuese suyo) (Código de Comercio, arts. 245 y 246), y el comisionista, bien un
trabajador autónomo, bien un empresario si a su vez tiene representantes o trabajadores a
su servicio.
En definitiva la característica de este régimen jurídico se halla en la responsabilidad
personal y patrimonial del comisionista que contrata en nombre propio e interés ajeno asu-
miendo tanto los beneficios como las pérdidas. Dicho carácter de trabajador autónomo o de
empresario de su propio trabajo puede revestir fórmulas diferentes:
A)
Contrato de comisión mercantil.
Código de Comercio, artículo 244 y siguientes, ya comentado (por ejemplo el agente de
seguros).
B)
Contrato de corretaje.
Es en el que el intermediario pone en contacto a dos personas para que concierten una
operación sin hallarse ligado a ninguna de las dos, pudiendo recibir la comisión de cual-
quiera de ellas, a diferencia del comisionista mercantil el cual actúa en interés de una de las
partes. Ejemplo del contrato de corretaje es la figura del agente de la propiedad inmobilia-
ria.
C)
Otras figuras próximas también excluidas de la relación laboral, son las contempla-
das en los arts. 88 al 115 del Código de Comercio; agente de cambio y bolsa, corredores de
comercio y corredores intérpretes de buques».
148 Vide Rafael de LORENZO GARCÍA, "Naturaleza jurídica de la ONCE (IV)", Cuadernos de
Información Jurídica, s/n, (1987), pp. 228-230.
809
2.3. Trabajadores por cuenta ajena149.
2.3.1. Régimen común150.
Se dan determinadas actividades laborales con connotaciones de intermediación
que por reunir todos los requisitos del artículo 1.1 del ET son consideradas como
149 Vide Rafael de LORENZO GARCÍA, "Naturaleza jurídica de la ONCE (IV)", o.c, pp. 236-237:
«Inclusión de la relación de los vendedores del cupón pro-ciegos dentro de la tipología contractual: ven -
tajas e inconvenientes.
Sin olvidar que como afirma reiteradamente la Jurisprudencia, las relaciones laborales son lo que son,
según la esencia de su propia materia de hecho susceptible de subsunción en alguna de las figuras de nues-
tra rica tipología contractual; a continuación y para concluir, se transcriben las líneas que el autor de este
trabajo redactó en diciembre de 1983 como análisis de ventajas e inconvenientes para la ONCE, teniendo en
cuenta no sólo los aspectos jurídicos sino también los económicos y organizativos. Además, desde entonces,
ha habido importantes modificaciones legales, en materia de sistemas de Seguridad Social (supresión del
Régimen Especial de Representantes de Comercio, entre otras) que invalidarían las opiniones que en la
fecha en que fueron emitidas tenían su sentido como hipótesis de trabajo.
A.
Como contrato de comisión mercantil.
Puede intentar mantenerse la situación actual de los vendedores de cupón, aparentando una relación mer-
cantil aunque tiene serias dificultades técnico-jurídicas para ello. En opinión de esta Asesoría tendría como
principa] ventaja la inclusión de este colectivo en el régimen especial de la Seguridad Social de los traba-
jadores autónomos, ventaja considerada desde el punto de vista puramente económico ya que la cotización
a dicho régimen va con cargo exclusivo al propio trabajador. Ahora bien son muchos más los inconvenien-
tes, entre los que pueden citarse:
· La exclusión del régimen laboral que es el más beneficioso para todo el que trabaja.

· La imposibilidad de ejercer derechos de carácter colectivo tales como representación sindical, negocia-
ción colectiva, derecho de conflicto colectivo y huelga, etc.

· La difícil justificación de conceptos salariales tales como festivos retribuidos, pagas extraordinarias y
vacaciones retribuidas.

· El deficiente nivel de prestaciones que ofrece el régimen especial de autónomos de la Seguridad Social,
aunque todos los indicios parecen apuntar hacia una equiparación en los niveles de prestaciones con el régi-
men general, equiparación que alcanza también a los tipos de cotización con lo que se agrava la carga eco-
nómica sobre el trabajador.

B.
Como contrato de trabajo de régimen común.
Es éste el régimen general de las relaciones de trabajo y sería preciso hacer correcciones en esta relación
jurídica para su perfecta inclusión tales como: sueldo mínimo garantizado; sujeción a jornada y horario de
trabajo, etc., que no se adaptan a la realidad fáctica actual de los vendedores de cupón. La principal venta-
ja consiste en los beneficios que reporta la homologación con un régimen de general aplicación, constitu-
yendo el más grave inconveniente, probablemente insalvable, como es la incorporación al régimen gene-
ral de Seguridad Social que, si bien es el más completo en cuanto a prestaciones, comporta una carga con-
tributiva tal, para la Entidad a la vista de los niveles salariales de los vendedores que sería insostenible
desde el punto de vista financiero. Recuérdese que en el régimen general se cotiza por salarios reales reca-
yendo una carga contributiva sobre la ONCE en torno al 30% de la masa salarial global de los vendedores.
C.
Contrato de trabajo como representantes de comercio.
Podría adaptarse, no sin dificultades, la relación jurídica entre la ONCE y el vendedor de cupón al contra-
to especial de trabajo de representantes de comercio, elaborando un contrato tipo que recogiese en su inte-
gridad los caracteres y elementos expuestos anteriormente.
Esta relación laboral especial tiene la ventaja de tratarse al fin y al cabo de una relación laboral y además
810
relaciones sujetas a régimen común, es decir, a la regulación jurídica completa del
ET sin especialidad ni excepción alguna. Dichas relaciones son por ejemplo las figu-
ras del vendedor, comprador, el viajante de comercio, el delegado de zona, etc., que
se caracterizan por pertenecer a la plantilla de la empresa y que generalmente se
hallan prestando sus servicios en las propias oficinas de ésta, realizando con mayor
o menor frecuencia operaciones de intermediación mercantil sujetas en todo caso a
confirmación del empresario.
Dichas características podrían sintetizarse en las siguientes: a) Pertenecer a la plan-
tilla de la empresa. b) Hallarse incluido dentro de una categoría profesional típica regu-
lada por convenio colectivo. c) Estrecha sujeción a las instrucciones del empresario. d)
Necesidad de aprobación o confirmación de las operaciones realizadas, por el empresa-
rio. e) Tener garantizado al menos una retribución equivalente al salario mínimo inter-
profesional con independencia del volumen de ventas.
2.3.2. Régimen de carácter especial: representantes de comercio151.
La labor de intermediación en el comercio se halla configurada como relación labo-
ral de carácter especial por el artículo 2.1.f) del ET que señala:
«Uno. Se considerarán relaciones laborales de carácter especial:
f) La de las personas que intervengan en operaciones mercantiles por cuenta de uno o
más empresarios sin asumir el riesgo y ventura de aquéllas».
una ventaja que supera el problema visto en el supuesto anterior cual es la inclusión en el régimen espe-
cial de la Seguridad Social de representantes de comercio cuyo nivel de prestaciones se halla a mitad de
camino entre el régimen general y el especial de autónomos, siendo sus niveles de cotización inferiores a
los del general y distribuidos entre empresa y trabajador, aunque con mayor carga para éste».
150
Ibídem,pp. 228-232.
151
Ibídem, pp. 232-236:
«Adecuación de la relación fáctica del vendedor al régimen jurídico al representante de comercio.
Se hace precisa una labor de subsunción de la situación fáctica del vendedor dentro del régimen jurídico
del representante de comercio para poder observar el nivel o grado de adecuación o encuadramiento de
aquélla en éste. Para ello comparemos inicialmente las notas caracterizadoras de la relación laboral de los
representantes de comercio tanto en el artículo 6.2 (derogado) de la LCT, con el art. 2.1.1) del ET y sus
diferencias.
A) Ser persona física. La legislación laboral exige que el trabajador sea persona natural o física en los tér-
minos previstos en el Código Civil y que naturalmente se halle en edad laboral (ET art. 1.1). Ello compor-
ta por el carácter personalísimo de la prestación, que el trabajador ejerza su actividad de forma personal y
directa para que merezca la calificación de laboral. La normativa interna de la ONCE exige de igual mane-
ra el carácter personal de la actividad de venta del cupón no admitiéndose sustitución alguna.
B) Intervención en operaciones mercantiles.
a) Forma de intervención. La manera en la que el representante de comercio interviene en las operaciones
mercantiles debe sujetarse a dos criterios básicos: la profesionalidad o habitualidad, es decir, el que dicha
actividad sea un medio de vida, una fuente de recursos con dedicación permanente y continua; la profesionalidad
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no implica exclusividad; y la gestión directa, es decir el representante ha de mantener una actividad activa
para conseguir el mayor número de operaciones posibles.
Ambas condiciones las cumple el vendedor de cupón, que se dedica con total habitualidad a la venta del
cupón, constituyendo ésta su profesión habitual, que en la ONCE está considerada con carácter de exclu-
sividad al establecerse la incompatibilidad con cualquier otro trabajo. Dicha exclusividad es de legalidad
dudosa pues una cosa es que se prohiba la competencia (por ejemplo, vendiendo otras rifas o loterías) y
otra bien distinta es la de prohibición del pluriempleo en actividades distintas a la de la venta del cupón.
b) Clases de operaciones mercantiles. Se trata de precisar el objeto de la intervención del mediador, es
decir, qué tipo de operaciones mercantiles, o mejor dicho, qué debe entenderse por tales. [...]. El contrato
aleatorio es totalmente diferente de otro contrato surgido entre la ONCE y el representante vendedor del
cupón, el cual al actuar por cuenta y bajo el ámbito de dirección de la ONCE, tiene indudable naturaleza
jurídico-laboral.
c) No asumir el riesgo o ventura de la operación. La característica fundamental de las relaciones de traba-
jo se halla en la ajenidad en virtud de la cual el trabajador transfiere al empresario "ab initio" la titularidad
de los frutos, así como los riesgos, perteneciendo a éste los posibles beneficios, pero asumiendo también
las pérdidas cuando se produzcan. Por tanto, el requisito de la no asunción del riesgo presupone precisa-
mente que ese riesgo se transfiere al empresario, y en tal sentido se ha pronunciado la Jurisprudencia al
definir, entre otras en la Sentencia del TCT de 17 de octubre de 1972 que, "por responder del buen fin debe
entenderse el asumir, frente al tercero con quien contrata la deuda de la empresa que el contrato se deriva,
o asumir frente a la empresa la deuda del tercero.
Según doctrina jurisprudencial reiterada, "responder a los efectos que estamos estudiando, significa tanto
el soportar en su totalidad y riesgo y ventura del coste de la operación concluida, como asumirlo parcial-
mente". Así, por ejemplo, las sentencias del Tribunal Supremo de 5 de diciembre de 1975, de 27 de febre-
ro de 1976 y del Tribunal Central de Trabajo de 11 de noviembre de 1974, se considera responder de buen
fin, al asumir el riesgo de la operación en un determinado porcentaje (por ejemplo el 50%, el 30%, el 10%),
o responder integrando el triple de las comisiones percibidas anticipadamente, cuando con posterioridad la
operación fracase. Lo importante es saber si en la práctica el intermediario asume o no efectivamente el
riesgo con independencia del porcentaje, dado el valor relativo de éste, que se halla en función del precio
de la operación.
No se considera responder del buen fin, la pérdida de las comisiones de las operaciones fallidas, ya que
una cosa es responder personalmente con su patrimonio respecto del buen fin de una operación, y otra bien
distinta, no devengar una comisión cuando la operación es fallida (diferencia entre daño emergente y lucro
cesante).
Ello es claro, a tenor del artículo 29 del ET, y del art. 7.3 del R.D. 2.033/81, que reconoce que el derecho
a la comisión nace en el momento de liquidarse y pagarse el negocio, es decir, cuando se produce la con-
sumación del negocio, por lo que el intermediario debe asegurarse de la solvencia del cliente, pues de lo
contrario el empresario correría el riesgo de tener que pagar comisiones por operaciones fallidas imputa-
bles a la conducta dolosa del comprador y/o el intermediario.
Tampoco considera la Jurisprudencia como asunción del buen fin de la operación (entre otras Sentencias
del Tribunal Supremo de 3 de mayo de 1967, del Tribunal Central de Trabajo de 1 de marzo de 1980, de
23 de junio de 1979, 12 de noviembre de 1980, 27 de octubre de 1978, etc.) la obligación de gestionar su
cobro ya que ésta puede ser una obligación de carácter contractual, como el artículo 7.6 del R.D. 2.033/81
prevé: "6. Los trabajadores podrán venir obligados a gestionar el cobro de las operaciones mercantiles en
que directa o indirectamente hubiesen intervenido, si así se determina en el contrato. En ningún caso, de la
gestión de cobro, podrá derivarse responsabilidad patrimonial para los trabajadores, salvo que haya habi-
do negligencia grave o dolosa. "De la gestión de cobro se derivará, tan sólo para el intermediario, la posi-
ble pérdida de las comisiones si la operación resulta fallida, pero en ningún caso deberá responder ni total
ni parcialmente ante el empresario, salvo, clara está, que aquél observase una conducta negligente o dolo-
sa.
En definitiva, se da la exclusión del ámbito laboral en este tipo de relaciones, con independencia de su
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intensidad de frecuencia, cuando el intermediario responde del buen fin de las operaciones de manera habitual y
directa. No se da tal extremo cuando aquél responde de forma esporádica y en virtud de algún incumplimiento
contractual, por ejemplo: al incumplir el intermediario las instrucciones de la empresa realizando operaciones con
clientes con los que expresamente estaba prohibido (Sentencia del TCT de 4 de abril de 1977); o por que expre-
samente le estaba prohibido (Sentencia del TCT de 4 de abril de 1977); o por conducta negligente en la gestión
del cobro (Sentencia del TCT de 13 de noviembre de 1980).
Comparando estos aspectos con el comportamiento fáctico del vendedor del cupón pro-ciegos, se desprende lo
siguiente. En su labor de intermediación el vendedor del cupón perfecciona contratos aleatorios de apuesta o juego
del cupón pro-ciegos con los clientes compradores del mismo, en nombre y por cuenta de la ONCE.
Ante esas dos partes contractuales el vendedor no responde del buen fin ante el comprador del cupón, pues
en el supuesto de no celebración del sorteo o insolvencia de la Entidad, el comprador nada puede repetir
contra el vendedor sino contra la Entidad; así como tampoco responde del buen fin ante la Entidad por las
operaciones realizadas. Ahora bien, si el vendedor no consigue vender sus cupones, en todo o en parte (ope-
raciones fallidas) no percibirá lógicamente comisiones. Dadas las especiales características de los compra-
dores de cupón, al tratarse de compradores ocasionales (transeúntes) aunque alguno de ellos tenga una cier-
ta habitualidad, la Entidad debe garantizar mediante algún mecanismo el cobro de dichas ventas, pudien-
do utilizar por ejemplo dos instrumentos:
1º. Que el vendedor asuma en el contrato la obligación de gestionar el cobro del cupón vendido (art. 7.6
del RD. 2.033/81), y,
2o. Configurar como obligación contractual o instrucción expresa del empresario la circunstancia de que el
vendedor no podrá entregar cupón alguno al comprador sin el simultáneo pago de su precio por éste. Con
ello se garantizaría plenamente la gestión del cobro, siendo imputables al vendedor los impagados por
incumplimiento contractual directo (obligación de gestionar el cobro) e incumplimiento indirecto al no
acatar estrictamente las instrucciones (cobro simultáneo) de la ONCE (poder de dirección del empresario).
d)
Confirmación o aprobación de las operaciones e instrucciones del empresario. Una de las diferencias
observadas entre el artículo 6.2 de la LCT y el artículo 2.1.f) del ET, es la desaparición de los requisitos de
aprobación del empresario y cumplimiento de las instrucciones emanadas de éste. A tal respecto puede
decirse que el cumplir las instrucciones del empresario es algo intrínseco a la relación laboral por hallarse
el trabajador bajo el ámbito de dirección y organización del empresario, por ejemplo, artículo 1.1.5.c) y
20.2 del ET, por lo que la ausencia de este requisito es irrelevante al ser consustancial al trabajo por cuen-
ta ajena.
Las posibles dudas resultan despejadas por la dicción literal del artículo 1.1 "in fine", del R.D. 2.033/81,
que exige la actuación bajo las instrucciones del empresario.
En cambio el requisito de la aprobación o confirmación del empresario para el perfeccionamiento de los
negocios o contratos realizados por el mediador es importante concluyendo algunos autores como Alonso
Olea, que si concurre tal requisito estamos ante una relación laboral común y si no concurre, ante la espe-
cial de representante de comercio.
La realidad demuestra que el vendedor del cupón actúa ajustándose a las instrucciones emanadas de la
ONCE en cuanto al lugar, modo, cuantía, etc., de realizar la venta si bien es evidente que para la perfec-
ción del contrato aleatorio de juego del cupón pro-ciegos no es precisa la aprobación ni confirmación de
la ONCE.
e)
No concurrencia y exclusividad. Prevé la ley la posibilidad de que el representante de comercio actúe
para uno o más empresarios, siendo preciso distinguir dos aspectos diferenciados:
1. No concurrencia. El trabajador no podrá actuar para otro empresario simultáneamente cuando se trate
de la misma actividad que la del empresario principal (ET art. 21.1). Actuación plural que sería calificada
como de competencia desleal por parte del trabajador, conceptuada como causa especial de extinción del
contrato, a tenor del artículo 8.2 del R.D. 2.033/81. Ello ocurriría por ejemplo si un vendedor de cupones
de la ONCE prestase simultáneamente sus servicios de hecho o de derecho, a otras empresas o entidades
vendiendo lotería nacional, rifas o cualquier otro juego de azar, por tratarse de una actividad idéntica a la
de la ONCE, sobreviniendo pues la competencia desleal.
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Se trata de una relación especial con peculiaridades propias que le dan la razón de
ser de la especialidad de la misma.
Los antecedentes históricos152 y el régimen jurídico, presentan perfiles propios, y en
lo no previsto por los Reales Decretos que desarrollan el art 2.1.f) del ET, se aplicará
lo pactado en contrato individual o convenio colectivo. En materia de negociación
colectiva se aplicará íntegramente el Título III del ET.
2.4. El régimen de adscripción a la Seguridad Social no afecta al fondo del
asunto153.
2. Exclusividad.- Nada se opone en cambio a que el trabajador vendedor del cupón pueda desarrollar otras
actividades de intermediación simultáneas y distintas a la de la venta del cupón, salvo, claro está, que pacte
con la ONCE la exclusividad a cambio de una compensación económica, por la que se estará a lo previs-
to en el ET, artículo 21, puntos 1 y 2».
152 Ibídem,pp. 228-232:
«Brevemente pueden resumirse así:
· Antes de la promulgación de la Ley de Contrato de Trabajo (LCT) la Jurisprudencia consideraba exclui-
da la relación jurídica de los representantes de comercio del ámbito laboral (Sentencias del Tribunal
Supremo de 30 de septiembre de 1939, 18 de octubre de 1940 y 15 de enero de 1940).
· Tras la entrada en vigor de la LCT de 1944 el Tribunal Supremo mantuvo idéntico criterio continuando
al margen del ordenamiento laboral esta relación jurídica (Sentencias del Tribunal Supremo de 7 de octu-
bre de 1944, 12 de junio de 1947 y 9 de abril de 1948).
· El Ministerio de Trabajo dictó una Orden el 27 de julio de 1960 que declaraba como laboral la relación
de los representantes de comercio, que fue declarada inaplicable por el Tribunal Supremo en Sentencias de
11 de enero de 1962, 18 de enero de 1962 y 9 de julio de 1962, por opuesta a la LCT.

· Para superar el problema de rango normativo de la Orden Ministerial citada, se dictó la Ley de 21 de julio
de 1962 que añadió un párrafo 2° al artículo 6 de la LCT, reconociendo esta relación como laboral a todos
los efectos, según la cual eran "también trabajadores, aunque no se hallen sujetos a jornada determinada o
a vigilancia en su actividad, las personas naturales que intervengan en operaciones de compraventa de mer-
cancías por cuenta de uno, o más empresarios, con arreglo a las instrucciones de los mismos, siempre que
dichas operaciones exijan, para su perfeccionamiento, la aprobación o conformidad del empresario y no
queden personalmente obligados a responder del buen fin o de cualquier otro elemento de la operación. Su
situación laboral será regulada específicamente por el Gobierno a propuesta del Ministerio de Trabajo, pre-
vio informe del de Comercio y oída la Organización Sindical".

· La Ley citada fue desarrollada por el Decreto de 20 de septiembre de 1962 pero de manera muy parcial,
abordando tan sólo aspectos tales como el despido, indemnizaciones, pacto de no concurrencia, etc., man-
teniéndose vigente hasta su derogación por el R.D. 2.033/81, de 4 de septiembre.
· La Ley de Relaciones Laborales (LRL) de 8 de abril de 1976 previó la regulación de los representantes
de comercio como relación laboral de carácter especial, precepto que no fue desarrollado reglamentaria-
mente.
· La Ley de ET de 10 de marzo de 1980 reconoce como relación laboral de carácter especial en su artícu-
lo 2.1 .f) la de los representantes de comercio».
153 Respecto a los trabajadores, la ONCE como entidad colaboradora de la Seguridad Social, se convier-
te en autoaseguradora de las prestaciones. Así lo ha determinado entre otras la STSJ de Andalucía, núm.
4486/1999, de 22 de diciembre (Ar. 7295), FD Segundo:
«Acorde con tal doctrina jurisprudencial ha de concluirse que en el supuesto de autos la empresa ONCE
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La Resolución de la Secretaría General para la Seguridad Social de 7 de noviembre
de 1984 sobre adscripción provisional de los agentes vendedores del cupón de la ONCE
al Régimen Especial de la Seguridad Social de Representantes de Comercio establecía:
«La Ley 8/80, de 10 de marzo, Estatuto de los Trabajadores, establece como relación laboral
de carácter especial la de las personas que intervengan en operaciones mercantiles por cuenta de
uno o más empresarios, sin asumir el riesgo y ventura de aquéllas.
Analizadas las características propias tipificadoras de los Agentes Vendedores del
cupón de la ONCE y la calificación jurídico-laboral que de los mismos se efectúa en el artí-
culo 42.2 del Primer Convenio Colectivo de la ONCE y su personal, firmado el 2 de mayo
de 1984, y publicado en el BOE el 8 de junio siguiente, se impone considerar incluida en
el artículo 2.1..f) del Estatuto de los Trabajadores, la relación laboral de los mencionados
Agentes Vendedores del cupón, con la consiguiente repercusión que ello puede suponer en
Seguridad Social.
Por otra parte, con la entrada en vigor del citado Convenio Colectivo se produce una
dualidad de situaciones en lo que a previsión y protección de Seguridad Social se refiere:
de un lado los vendedores que iniciaron su actividad laboral con anterioridad al 9 de junio
de 1984, que se hallan protegidos mediante el régimen de la Caja de Previsión Social de la
ONCE, de carácter sustitutorio dada la exclusión de Seguros Sociales que estableció la
Orden de 20 de junio de 1959; y de otro, los contratados a partir de la referida fecha, que
se encuentran en circunstancias de completa desprotección al no estar incluidos en el ámbi-
to de cobertura de la Caja de Previsión Social de la ONCE ni haber sido afiliados ni dados
de alta en el oportuno régimen de los que integran el sistema de la Seguridad Social, situa-
ción clara de desigualdad lesiva para los nuevos contratados, que es preciso resolver de
forma urgente, aunque sea con carácter de provisionalidad.
Además, conocidos los planes de la ONCE sobre creación de mil nuevos puestos de tra-
bajo para minusválidos físicos, cuya ejecución efectiva ha quedado pendiente a expensas de
la predeterminación del encuadramiento -aunque sea provisional- de estos trabajadores en
el Régimen de Seguridad Social que legalmente corresponda, con la finalidad de hacerlos
viables y, ante e! objetivo prioritario del Gobierno de creación de empleo, esta Secretaría
General para la Seguridad Social, sin perjuicio de la decisión de carácter general que se
alcance como resultado de las negociaciones ya iniciadas entre la Seguridad Social y la
es entidad colaboradora voluntaria de la Seguridad Social en las prestaciones de incapacidad temporal, por
lo que se convierte en autoaseguradora de las prestaciones y, por ello, asume la responsabilidad de su pago
en virtud del contrato de colaboración que, entre otros derechos atribuidos a la empresa, están el de reci-
bir la cotización de los trabajadores y gestionar los servicios necesarios para poder ejercer la acción pro-
tectora a la que se han comprometido.
Finalmente decir que no puede aceptarse el razonamiento de la sentencia y del impugnante del recurso,
relativo a que la empresa, desde el momento en que se extinguió la relación laboral del trabajador quedó
exonerada del pago de la prestación, trasladando la responsabilidad al INSS, pues como dicen las
sentencias del Tribunal Supremo al principio citadas "la responsabilidad del pago de la prestación no
depende del mantenimiento de la relación de cotización hacia el futuro, sino de la vigencia de ese asegu-
ramiento en el momento en que se produjo el hecho causante. No se paga la prestación porque continúe la
obligación de cotizar en beneficio de la entidad aseguradora, sino porque en su día se recibieron esas coti-
zaciones con anterioridad a la actualización del riesgo. Y, desde luego, es contrario a la lógica del asegu-
ramiento y a los criterios de equidad imputar al INSS la responsabilidad de un gasto por el que no ha per-
cibido las contraprestaciones legalmente previstas"».
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ONCE para la integración de su personal dentro del sistema gestionado por aquélla, ha
resuelto:
Primero: Los Agentes de la ONCE vendedores del cupón, contratados a partir del día 9 de
junio de 1984 deben quedar incluidos en el campo de aplicación del Régimen Especial de la
Seguridad Social de Representantes de Comercio, conforme a lo que declara el primer
Convenio Colectivo de la ONCE y su personal, en su artículo 42.2.
Segundo: La afiliación, así como las altas y las bajas de los vendedores de cupón contrata-
dos a partir del 9 de junio de 1984 y antes de la entrada en vigor de la presente Resolución, sur-
tirán sus efectos desde la fecha de inicio y/o suspensión o extinción de la relación laboral con-
forme a lo previsto en el artículo 6 de la Orden de 24 de enero de 1976 para la aplicación y
desarrollo del Decreto 2.409/1975, de 23 de agosto, por el que se regula el Régimen Especial
de la Seguridad Social de los Representantes de Comercio, siempre y cuando la solicitud se
realice dentro de los plazos que se determinen, para este supuesto concreto, en el sistema pre-
visto en el párrafo cuarto.
Dentro de dicho plazo y a efectos de lo previsto en el artículo 69.2 de la Orden anteriormen-
te citada, los trabajadores afectados podrán ejercer la opción a que se refiere dicho artículo. El
cambio de base deberá hacerse, en todo caso, antes del mes de noviembre de cada año.
Tercero: Oída la ONCE, y dadas las especiales características del colectivo, podrá esta-
blecerse, en su caso, un sistema especial en materia de afiliación, altas, bajas y forma de
recaudación y cotización, a cuyo efecto la Tesorería General iniciará las oportunas gestio-
nes con la citada Organización.
Cuarto: Lo dispuesto en la presente Resolución en cuanto a la integración en el
Régimen Especial de los Representantes de Comercio, tendrá carácter provisional a resul-
tas de la norma que disponga la integración definitiva del colectivo de la Caja de Previsión
Laboral de la ONCE en la Seguridad Social»154.
154 Vide Rafael de LORENZO GARCÍA, Esperanza RUPEREZ ANTÓN, Fernando SAN MIGUEL
CÁNOVAS, La organización nacional de ciegos españoles. Análisis de un modelo organizativo singular,
o.c, pp. 373-374,
También debo señalar que el Real Decreto 2611/1986, de 24 de diciembre, por el que se integran los
Regímenes Especiales de la Seguridad Social de Trabajadores Ferroviarios, Jugadores de Fútbol,
Representantes de Comercio, Toreros y Artistas en el Régimen General, así como se procede a la integra-
ción del Régimen de Escritores de Libros en el Régimen Especial de Trabajadores por Cuenta Propia o
Autónomos (BOE de 30 de diciembre de 1986, núm. 312), establece: «Art. 1. Regímenes de integración.
1. Se integran en el Régimen General de la Seguridad Social los Regímenes Especiales siguientes: [...]. c)
De Representantes de Comercio, regulados por Decreto 2409/1975, de 23 de agosto. |...].
Disposición Final Segunda. [...]. 2. La integración dispuesta en el presente Real Decreto tendrá efecto el 1
de enero de 1987».
La Orden de 20 de julio de 1987 por la que se desarrolla el Real Decreto 2621/1986, de 24 de diciembre,
que procede a la integración de diversos Regímenes Especiales en materia de campo de aplicación, inscrip-
ción de empresas, afiliación, altas y bajas, cotización y recaudación forzosa (BOE de 31 de julio de 1987,
núm. 182), estableció en la Disposición Adicional Primera: «Las disposiciones de esta Orden sobre tos
representantes de comercio no serán de aplicación a los Agentes vendedores del cupón de la ONCE, cuya
integración en el Régimen General de la Seguridad Social se regirá por las normas comunes de dicho
Régimen, sin perjuicio de que pueda establecerse, en su caso, un sistema especial al respecto en materia de
afiliación, altas, bajas y forma de cotización y recaudación en relación con dicho colectivo».
Vide: Resolución de la Tesorería General de la Seguridad Social de 28 de agosto de 1987 sobre integración
de determinados Regímenes Especiales del Sistema de la Seguridad Social en el Régimen General y en el
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Sin embargo, a tenor de lo expuesto a lo largo de este trabajo, el régimen de adscrip-
ción a la Seguridad Social es lábil y no afecta al fondo del asunto que estoy tratando en
este apartado.
2.5. Conclusión: la naturaleza jurídica de la relación de trabajo del vendedor
del cupón y de otros productos o juegos que la ONCE le entregue para su comer-
cialización, en la actualidad.
La STS de 26 de septiembre del 2000 (Ar. 9646), FD Tercero y Cuarto, considera la
relación de trabajo de los vendedores de cupones como contrato de trabajo común y no
como relación de trabajo de carácter especial, explicándolo del siguiente modo:
«TERCERO. El art. 2.1.f) del ET considera como relación laboral de carácter espe -
cial "la de las personas que intervengan en operaciones mercantiles por cuenta de uno
o más empresarios sin asumir el riesgo y ventura de aquéllas". La expresión "interven-
ción en operaciones mercantiles" apunta a una participación destacada en la preparación
de las mismas. Según el Diccionario de la Real Academia el término "intervenir" tiene
distintas acepciones ("mediar", "interceder", "interponer uno su autoridad", ejercer una
autoridad fruiciones propias de otra o actividades privadas, etc.). En todas ellas el deno-
minador común es que la persona que interviene tiene un amplio margen de iniciativa en
la labor desarrollada. En el mismo sentido, el art. 1 del RD 1438/1985 concreta el con-
tenido de la "intervención en operaciones mercantiles" a que se refiere el art. 2.1 .f) del
ET al definir el objeto de esta relación de trabajo especial como la actividad de "promo-
ver o concertar operaciones mercantiles" por cuenta de uno o más empresarios. De
acuerdo con el propio precepto, el sujeto que despliega esta actividad de promoción o
concierto de operaciones mercantiles es "una persona natural" que interviene "bajo la
denominación de representante, mediador o cualquiera otra con la que se identifique en
el ámbito laboral".
Así pues, el análisis gramatical de los preceptos legales de aplicación al caso inclina a
descartar la calificación de los vendedores de cupones pro ciegos como representantes o
mediadores en operaciones mercantiles. En el tráfico mercantil actual, las operaciones que
caracterizan a los representantes o mediadores de comercio o asimilados no son meras ope-
raciones de expedición o entrega, sino contratos de venta o distribución al por mayor o al
menos contratos que tienen por objeto un producto o servicio de cierta complejidad e
importancia económica. La actividad de "expender" que define a los vendedores de cupo-
nes es, de nuevo según el Diccionario de la Real Academia, una actividad de venta "al por
menor" o "al menudeo". La diligencia y la habilidad del vendedor son sin duda un factor
importante de las ventas realizadas, pero la oferta del producto que el vendedor lleva a cabo
no constituye propiamente un acto de "promoción" del mismo, que se suele llevar a cabo
de trabajadores por cuenta propia o autónomos; Resolución de la Dirección General de Régimen Jurídico
de la Seguridad Social de 9 de mayo de 1988 sobre "Improcedencia del abono de diferencias de cotización
por la ONCE en el Régimen Especial de Representantes de Comercio"; Resolución de la Tesorería General
de la Seguridad Social de 16 de mayo de 1988 sobre "Comunicación de la Secretaría General para la
Seguridad Social relativa al Régimen de los Trabajadores de la ONCE".
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por medios publicitarios. Tampoco la entrega del cupón vendido es un acto de mediación
entre la empresa y el cliente, en el sentido que tiene el término en la jurisprudencia civil;
como recuerda una sentencia de la Sala 1 de este Tribunal Supremo de 19 de octubre de
1993 (Ar. 7744), en el contrato de mediación "la función del mediador está dirigida a poner
en conexión a los que pueden ser contratantes", actividad que corresponde a operaciones
comerciales de cierta importancia o dificultad (venta de un inmueble en el caso de la sen-
tencia citada), pero que no es la desarrollada por los vendedores de cupones, ni tendría sen-
tido desde el punto de vista económico en este segmento del tráfico mercantil.
CUARTO. La interpretación gramatical de los preceptos reseñados del ET y del RD
1438/1985 conduce, en definitiva, a la consideración de la relación de trabajo de los ven -
dedores de cupones como contrato de trabajo común y no como relación de trabajo de
carácter especial y a que, en consecuencia, no es aplicable a los mismos el art. 3 del RD
1438/1985 sobre posibilidad de contratación temporal sin causa durante cierto tiempo; lo
que obliga a rectificar la doctrina implícitamente aceptada en nuestra ya citada sentencia
precedente de 29 de septiembre de 1993. A este mismo resultado se llega recurriendo a los
cánones de la interpretación histórica y sistemática.
Como ha puesto de relieve la doctrina científica, en el contexto normativo del RD
1438/1985 y los antecedentes históricos del mismo ponen de relieve la coexistencia en toda
época de categorías laborales próximas a la del representante de comercio o mediador en
operaciones mercantiles que no están incluidas en el campo de aplicación de la regulación
especifica de estos últimos, sino en la legislación laboral común. Sin ir más lejos, la defi-
nición legal de los representantes de comercio del art. 6 de la derogada Ley de Contrato de
Trabajo, antecedente inmediato de la actual del art. 1 del RD 1438/1985, y muy próxima a
ella, revela con claridad el ámbito limitado de este grupo profesional al exigir el requisito
de que las operaciones en que intervinieran habían de perfeccionarse mediante "aproba -
ción o conformidad del empresario".
Es evidente, por otra parte, que los principales aspectos de la vigente regulación espe -
cífica de los representantes o mediadores de comercio, no están pensados para la actividad
especifica de venta al público de cupones pro ciegos. Así sucede con el régimen de la rela-
ción de clientes (art. 5), o el suministro de muestrario e instrumentos de trabajo (art. 6) o la
indemnización por la clientela (art. 11), o las obligaciones diversas del empresario de dar
noticia de la recepción de los pedidos o de la aceptación o rechazo de las operaciones rea-
lizadas (art. 7)».
Idéntica solución adopta la STSJ de Cantabria núm. 244/2003, de 26 de febrero (Ar.
2804), FD Cuarto:
«[...], ya que conforme con la Dirección General de Régimen Jurídico de la Seguridad
Social, Resolución de 18-9-1987, y el propio Tribunal Supremo, Sala de lo Social, senten-
cia de 12-12-1996 las disposiciones de la OM de 20-7-1987 sobre los representantes de
comercio no aplicables a los agentes vendedores del cupón de la ONCE son, exclusivamen-
te, aquellas en que la Orden desarrolla aspectos no sustantivos en materia de encuadramien-
to, afiliación, forma de cotización o recaudación, siendo estas materias las susceptibles de
un futuro establecimiento de un sistema especial para el colectivo de referencia, y no los
aspectos sustantivos en materia de cotización y acción protectora ya regulados por el RD
2621/1986. De esta forma, resultó de aplicación a este colectivo de la ONCE lo estableci-
do para los representantes de comercio en cuanto a la cotización en el RD 2621/86, y en la
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Disp. Transit. de este en cuanto a los límites cuantitativos de las bases de cotización. La
situación expuesta también está avalada jurisprudencialmente por Sentencias del Tribuna!
Supremo de 29-9-93 o la de 12-12-96; debiéndose señalar que en relación con la reciente
interpretación jurisprudencial, el art. 44.1 del undécimo Convenio Colectivo de la ONCE y
su personal establece con carácter general que "el agente vendedor del cupón de la ONCE
es trabajador por cuenta ajena del régimen laboral común [...]" con lo que se plasman así
sustantivamente, en parte, los criterios del T. Supremo contenidos en la sentencia de 26-9-
2000, indicando en su disposición final que las especificidades recogidas en el mismo para
los agentes vendedores, surten efectos desde el día 1-10-2001; por lo tanto es desde esa
fecha en que las bases de cotización no serán sometidas a los límites cuantitativos estable-
cidos específicamente en cada ejercicio para los representantes de comercio».
3. Clasificación de la red de ventas.
El XIII convenio colectivo de la empresa ONCE y su personal, establecen en los
anexos 1 y 3 un grupo denominado red de ventas. Teniendo presente esta cualificación,
procedo a establecer la siguiente clasificación.
3.1. Especialista de ventas155.
3.1.1. Creación del puesto.
La función profesional de los especialistas de ventas, se ha regulado mediante la
Circular 17/2002, de 17 de octubre, de la Dirección Comercial y de Marketin, registro
de salida n°: 47.680, que entró en vigor el día 18 de octubre de 2002. De este modo
quedó derogada la Circular n° 9/89, de 17 de abril, emitida por la entonces Sección de
Cupón, relativa a "Normativa Reguladora de la Inspección de Ventas.
Entre sus antecedentes cabe señalar, que el Consejo General de la ONCE mediante
Acuerdo 3/85 -3.11, de 28 de junio de 1985, creó la Inspección de Ventas, definiéndo-
se su composición, funciones y competencias a través del desarrollo normativo promul-
gado por Dirección General, mediante la Circular 9/89 de 17 de abril. Asimismo, en
cumplimiento del Acuerdo 1/2001-2.5 del Consejo General de la ONCE, se negoció el
Undécimo Convenio Colectivo de la ONCE y su Personal, dentro del cual se pactó con
la representación social la creación, a partir del 1 de octubre de 2001, de un nuevo pues-
to de trabajo denominado "Especialistas de Ventas", el cual incorpora y actualiza las
funciones que hasta, dicha fecha, habían venido desempeñando los inspectores de ven-
tas, categoría que ha desaparecido con la entrada en vigor del XI Convenio.
Por tanto, y en virtud de las facultades que tenía conferidas el Director General de
155 Vide XIII Convenio Colectivo de la empresa ONCE y su personal, art. 25.
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la ONCE, artículo 6.3 d) del Real Decreto 358/91, de 15 de marzo, se procedió a la
creación de este puesto de trabajo y a su regulación, encuadrándolo en el grupo profe-
sional de la red de ventas.
Como consecuencia, se incorporaron al nuevo puesto de trabajo de especialista de
ventas, todos aquellos trabajadores de la ONCE cuya labor profesional, a la entrada en
vigor del undécimo convenio colectivo, el 1 de octubre de 2001, era de inspector de
ventas156.
Los Especialistas de Ventas se adscribirán a un Centro Territorial, bajo la dependencia
jerárquica y funcional del coordinador de especialistas de ventas y prestarán colaboración
y apoyo técnico a las demás unidades operativas del departamento.
3.1.2. Concepto.
El especialista de ventas es aquel trabajador de la ONCE, que encuadrado en el
grupo profesional "Red de ventas" y siguiendo las directrices de sus superiores, se
encarga de la gestión del área o áreas geográficas asignadas. Sus funciones se reflejan
en el anexo 3 del convenio, y se desarrollan en la circular 17/2002, de 17 de octubre, o
norma que la sustituya.
El área geográfica gestionada por el especialista de ventas está compuesta por un
conjunto de puntos o zonas de venta y establecimientos colaboradores de venta
(ECOVE) de características homogéneas y en un ámbito geográfico determinado, que
permitan una gestión uniforme.
El especialista de ventas será responsable de la gestión de los productos de la ONCE
en el área geográfica asignada. Por ello, desarrollará funciones de planificación comer-
cial y operativa de la venta, prospección y catalogación de nuevos puntos o zonas de
venta, seguimiento de la actividad de venta, gestión del sobrante del especialista de
ventas, seguimiento de las sustituciones de agentes vendedores, etc.
156 Asimismo, se podrá encargar el desempeño del puesto de trabajo de Especialista de Ventas, siempre
que superen los requisitos exigidos, a trabajadores de la ONCE pertenecientes a otros puestos de trabajo
de origen, sin que ello suponga la consolidación en este puesto de trabajo.
El encargo de desempeño de funciones de Especialistas de Ventas, a otros trabajadores diferentes a los que
hasta el 1 de octubre de 2001 desempeñaban el puesto de trabajo de Inspector de Ventas, corresponderá al
Director de Recursos Humanos y Sanitarios de la Dirección General, a propuesta del Jefe de Centro, con
informe vinculante del Director Comercial y de Marketing, teniendo en cuenta el informe emitido por el
Coordinador General de los Especialistas de Ventas, en el que se valoren los requisitos exigidos y la ido-
neidad de la persona propuesta. El cese en el encargo de funciones de Especialista de Ventas corresponde-
rá igualmente a Dirección General, a propuesta del Jefe de Centro, retornando el trabajador afectado al
desempeño de su puesto de origen.
820
3.1.3.
Características generales.
Dadas las especiales características del mercado del juego y su constante evolución, se
considera necesaria la optimización de las tareas funcionales de los especialistas de ventas,
con el fin de adecuar las mismas tanto a las dinámicas comerciales como de atención y
apoyo a la red de ventas. Para ello, su jornada laboral seguirá unas reglas específicas, pues,
la dirección del centro, a propuesta del coordinador de especialistas de ventas, podrá efec-
tuar una distribución del horario laboral flexible y ajustada a las necesidades comerciales
de la venta de los productos de la ONCE y a la mejor cobertura del mercado; podrá esta-
blecer un cómputo de jornada en términos mensuales o superiores; finalmente podrá enco-
mendarles la realización de sus funciones en festivos, sábados y domingos.
Cada especialista de ventas actuará en un área geográfica delimitada, responsabili-
zándose de los resultados comerciales que obtengan los agentes vendedores que explo-
tan los puntos o zonas de venta que la conforman. Cada área geográfica estará asigna-
da a un único especialista de ventas, que se responsabilizará de la gestión de los pro-
ductos de la ONCE en la misma.
Con el fin de optimizar la atención a los agentes vendedores de su área geográfica
debe utilizar los vehículos, instrumentos de comunicación y cualesquiera medios técni-
cos que la ONCE pueda poner a su disposición y que el coordinador de especialistas de
ventas estime más adecuados, en función de las características del área geográfica enco-
mendada.
3.1.4.
Estructura organizativa.
La estructura organizativa de los especialistas de ventas es la siguiente.
A.
De ámbito estatal.
Un especialista de ventas designado coordinador general de los especialistas de ven-
tas por la Dirección General, adscrito al departamento de ventas de la Dirección
Comercial y de Marketing que, cumpliendo los requisitos exigidos, tiene la responsa-
bilidad de velar por la ejecución práctica de las directrices emanadas hacia los coordi-
nadores de especialistas de ventas, jefes de equipo y especialistas de ventas.
B.
De ámbito territorial.
El coordinador de especialistas de ventas, tendrá a su cargo a los jefes de equipo y
especialistas de ventas de su ámbito, incluidos aquellos adscritos a las distintas agen-
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cias administrativas dependientes, siendo responsable de la gestión de ventas, bajo las
directrices del jefe del departamento de juego y actuando como asistente de éste en todo
lo referente al área comercial de la ONCE.
El jefe del equipo supervisará y coordinará a los especialistas de ventas de aquellos
centros en los que superen la cifra de 8-10, o que por razones de extensión y/o concen-
tración geográfica sea aconsejable incorporar esta figura intermedia entre especialista y
coordinador.
Del especialista de ventas depende un grupo de agentes vendedores. El número de
especialistas de ventas estará en función de variables, tales como: número de agentes
vendedores, distribución, agencias, dispersión de población, extensión y orografía del
centro, volumen de ventas, etc.
Respecto a las agencias administrativas, sus directores serán impulsores de las polí-
ticas comerciales de la ONCE en su zona y responsables junto con los especialistas de
ventas de la aplicación de las mismas, siguiendo las directrices del jefe del departamen-
to de juego y de acuerdo al plan estratégico acordado para cada agencia con el coordi-
nador de especialistas de ventas.
3.1.5. Coordinador general de los especialistas de ventas.
El coordinador general de los especialistas de ventas será designado y, en su caso cesado,
por la Dirección General de la ONCE, mediante el procedimiento que en cada momento se
determine. Serán funciones del coordinador general de los especialistas de ventas:
· Informar al Director Comercial y de Marketing sobre las propuestas realizadas por
los jefes de centro sobre nombramiento o cese de coordinadores de zona, jefes de equi-
po y encargos de función o cese de especialistas de ventas.
· Realizar los estudios y análisis necesarios para establecer la plantilla idónea de
especialistas de ventas en cada centro, que en función del plan de ventas permitan
cubrir los objetivos estratégicos y comerciales.

· Informar al Director Comercial y de Marketing sobre las propuestas realizadas por
los centros, en relación con la modificación de las plantillas de especialistas de ventas,
cambios de adscripción, etc.
· Supervisar la actividad de los coordinadores de ventas, jefes de equipo y especia-
listas de ventas en todo el territorio nacional, tratando de homogeneizar la actuación de
los mismos y proponiendo las acciones necesarias tendentes a resolver aquellos casos
de disfunción o problemas existentes en los centros.
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· Participar en el diseño de las aplicaciones informáticas propias de su área, super-
visando la carga de datos, para el correcto mantenimiento de la aplicación y evaluando
cuantas propuestas le sean remitidas por los centros.
· Impulsar los programas de formación y reciclaje de los especialistas de ventas,
jefes de equipo y coordinadores de ventas, tendentes a conseguir la mayor eficacia en
el ejercicio de sus funciones, así como una actuación homogénea del colectivo.
· Cualquier otra actividad encomendada por el jefe del departamento de ventas en
temas de su competencia.

3.1.6. Coordinador de especialistas de ventas.
Los coordinadores de especialistas de ventas serán designados, cumpliendo los
requisitos establecidos por la Dirección de Recursos Humanos y Sanitarios de
Dirección General, a propuesta del jefe de centro y con informe vinculante del Director
Comercial y de Marketing. Este cargo no tendrá carácter consolidable y, consecuente-
mente, se podrá remover del mismo a quien se hubiera nombrado con el mismo proce-
dimiento utilizado para la designación.
Las principales funciones que desempeña el coordinador de especialistas de ventas,
son:
· Colaborar con el jefe del departamento de juego, en la confección del plan de ven-
tas de su centro territorial bajo las directrices de éste.
· Informar al jefe del departamento de juego de la evolución y seguimiento de los
objetivos comerciales y de ventas de su centro territorial, establecidos en el plan anual
de ventas, proponiendo cuantas medidas considere necesarias para su consecución.
· Recabar los estudios de mercado de los especialistas de ventas, para conocer las
posibilidades de venta de cada punto o zona de venta, micromercado, área geográfica,
municipio, agencia administrativa y centro en su conjunto, a fin de optimizar el dimen-
sionamiento y distribución de la red de ventas, así como la adecuación de la plantilla de
agentes vendedores, informando puntualmente al jefe del departamento de juego.
· Recabar información de todo el ámbito territorial sobre el seguimiento del nivel de
implantación y resultados de otros operadores del juego, públicos o privados, legales e
ilegales, emitiendo informes al respecto al jefe del departamento de juego.
· Supervisar la actividad de los especialistas de ventas asignados a su territorio, tratando
de homogeneizar la actuación de los mismos y proponiendo las acciones necesarias tenden-
tes a resolver aquellos casos de disfunción o problemas existentes en el centro.
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· Colaborar en la aplicación del plan de marketing con acciones de promoción
comercial específica para el ámbito, teniendo en cuenta la propuesta de su equipo, y
participar en su caso, en su implantación y seguimiento, tanto si se trata de acciones de
ámbito local como de ámbito nacional.

· Realizar los estudios y análisis necesarios para establecer la plantilla idónea de
especialistas de ventas en cada centro, teniendo en cuenta las variables que en función
del plan de ventas permitan cubrir los objetivos estratégicos y comerciales de la ONCE,
informando de ello al jefe del departamento de juego.

· Proponer mediante informe, al jefe del departamento de juego, la modificación de
las plantillas de especialistas de ventas, cambios de adscripción, etc.

· Supervisar el funcionamiento de sus jefes de equipo y especialistas de ventas, pro-
curando que se ajuste a los cometidos funcionales definidos y las directrices emanadas
del Departamento de Juego y de la Dirección Comercial y de Marketing.
· Colaborar con los responsables del centro en el mantenimiento de contactos con
entidades públicas y privadas del ámbito, de cara a la consecución de nuevos puntos o
zonas de venta, licencias de quioscos, stands, gestiones con bancos, etc.

· Diseñar las áreas geográficas de responsabilidad de los especialistas de ventas en
función de las características urbanísticas, extensión, dispersión, carga de trabajo, etc.,
efectuando la asignación de las mismas de acuerdo a criterios de idoneidad, producti-
vidad, etc., con la pertinente aprobación del jefe del departamento de juego.

· Participar en aquellas comisiones y equipos de trabajo interdepartamentales para
los que sea designado por el jefe del departamento de juego, aportando información
propia de su área competencial.

· Gestionar y elevar, en los casos que corresponda, las propuestas realizadas por los especia-
listas de ventas que puedan afectar, en su área geográfica de responsabilidad, al desarrollo y eje-
cución de las políticas comerciales y de apoyo al agente vendedor diseñadas por la ONCE.
· Organizar la cobertura de las diferentes áreas geográficas de los especialistas
de ventas cuando se produzcan ausencias de los mismos por vacaciones, IT, asun-
tos personales, recuperación de trabajo en festivo, etc., asegurando que en todo
momento las áreas geográficas de su ámbito se encuentran correctamente atendi-
das.
· Proponer a la dirección del centro la distribución de jornada y horario de los espe-
cialistas de ventas de su ámbito.

· Las propias encomendadas a los especialistas de ventas.

824
-
Cualquier otra actividad encomendada por la Dirección Comercial y de
Marketing o el jefe del departamento de juego en temas de su competencia.
3.1.7.
Jefe de equipo.
Cuando el número de especialistas de ventas sea tan numeroso que impida la correcta ges-
tión de los mismos por el coordinador de especialistas de ventas (de 8 a 10 aproximadamente),
se podrán constituir equipos de trabajo liderados por un jefe de equipo. Los jefes de equipo serán
nombrados, de entre los especialistas de ventas y cumpliendo los requisitos exigidos, por el jefe
de centro a propuesta del coordinador de especialistas de ventas y jefe del departamento de juego.
Los jefes de equipo tienen las siguientes funciones:
· Organizar, distribuir y coordinar el trabajo del equipo de especialistas de ventas y
áreas geográficas a su cargo, tanto en el aspecto comercial como administrativo, con-
trolando las incidencias (licencias, bajas, vacaciones, etc.) de su equipo y de los agen-
tes vendedores asignados, procurando en ambos casos la cobertura más adecuada en
cada momento en función de las necesidades comerciales y de apoyo a la venta; todo
ello en consonancia con las directrices del coordinador de especialistas de ventas.
· Canalizar y gestionar la información y datos generados por su equipo para poten-
ciar y dinamizar la actividad comercial de su área, proponiendo aquellas medidas que
optimicen los procesos de trabajo encomendados y realizando un permanente segui-
miento de la operativa funcional de los especialistas de ventas de su equipo y las direc-
trices enmarcadas en el plan de ventas.
· Cuantas otras le sean encomendadas en materia de su competencia para conseguir
la máxima eficacia de las áreas geográficas y equipo a su cargo, acorde con los crite-
rios, directrices y objetivos marcados por sus superiores.
· Las propias encomendadas a los especialistas de ventas.
3.1.8.
Especialista de ventas.
Los especialistas de ventas tendrán asignadas una o varias áreas geográficas donde
desarrollarán su trabajo de forma habitual. A cada área geográfica estarán adscritos un
número de agentes vendedores que variará en función de las características sociodemo-
gráficas del ámbito territorial.
Los especialistas de ventas tienen las siguientes funciones157:
-
Realizar estudios de mercado del área/s geográfica/s asignada/s (distribución
157 Vide XIII Convenio Colectivo de la empresa ONCE y su personal, anexo 3.
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demográfica, hábitos de consumo, características socioeconómicas del área geográfica,
etc.), a fin de conocer la venta potencial de la misma, ajustando el dimensionamiento y
ubicación de la red de puntos o zonas de venta y su área de influencia, determinando
los días y horarios comerciales de mayor rentabilidad para su asignación a los agentes
vendedores, realizando prospecciones de nuevos espacios para la venta y buscando la
adecuación de la plantilla a las peculiaridades de los micromercados que conforman su
área geográfica, procurando la máxima productividad de los puntos o zonas de venta.
· Servir de soporte técnico para elaborar el plan de ventas y colaborar en el estable-
cimiento de los objetivos de venta a nivel agente vendedor, micromercado, área geográ-
fica asignada, agencia administrativa y del ámbito en su conjunto, de acuerdo a los cri-
terios de la Dirección Comercial y de Marketing y del propio centro, realizando el
seguimiento oportuno y analizando posteriormente las desviaciones respecto a esos
objetivos y, en general, la evolución de los resultados de venta desde el nivel individual
hasta el ámbito en su conjunto.

· Establecer el ajuste periódico de la cuantía y composición de productos a comer-
cializar asignados a cada agente vendedor de su área geográfica, así como las modifi-
caciones que en este sentido deban realizarse en función de los cambios del mercado de
cada uno; todo ello de acuerdo con los objetivos prefijados y las posibilidades de venta
según día de la semana, período del mes o diferentes meses del año, eventos, tipo de
cliente y otras variables del micromercado.

· Gestionar la operativa en otros canales físicos (supermercados, hipermercados,
gasolineras, etc.), haciendo un seguimiento de la venta y de la calidad del servicio,
supervisando el estado de las instalaciones, etc.

· Supervisar la venta en el área geográfica asignada durante el horario comercial pre-
visto, apoyando a los agentes vendedores para el mejor desarrollo de su actividad,
observando si éstos ofrecen a sus clientes un trato de calidad y proyectan una adecua-
da imagen de los productos y de la institución, supervisando el correcto uso dado por
los agentes vendedores a los elementos auxiliares para la venta (quioscos, stands, expo-
sitores, máquinas lectoras, datáfonos, etc.), detectando si la venta se realiza según nor-
mativa y elaborando informes sobre infracciones a los deberes propios de los agentes
vendedores, accidentes de trabajo, robos, solicitudes relacionadas con los puntos o
zonas de venta, estado de quioscos, etc.

· Realizar análisis de series históricas, mensuales o del período que se determine, de
la evolución de las ventas de cada agente vendedor, proponiendo acciones puntuales
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correctoras en aquellos casos en los que dicha evolución no se adecue al rendimiento
previsto.
-
Estudiar y optimizar la productividad de los puntos o zonas de venta para cada uno
de los productos comercializados, analizando si dicho punto o zona de venta es explo-
tado en todas sus posibilidades y estableciendo su cobertura en caso de vacaciones,
enfermedad y otros absentismos al menos de aquellos puntos o zonas de venta cuya ren-
tabilidad sea igual o superior a la del centro.
En este sentido y con carácter trimestral, elaborará los siguientes informes: baja ren-
tabilidad, cumplimiento de horarios, cobertura de puntos o zonas de venta en su área
geográfica. Los parámetros necesarios para la confección de dichos informes se esta-
blecerán periódicamente por la Dirección Comercial y de Marketing.
· Proponer el conjunto de promociones genéricas o específicas a incluir en el plan
de actividad promocional respecto de su área geográfica.
· Gestionar el sobrante del especialista de su área geográfica asignándolo a los agentes
vendedores y analizando la utilización del mismo, dentro de su ámbito de competencia.
· Realizar acciones de motivación e información de los agentes vendedores, actuan-
do como canalizador de información bidireccional: transmisión de metas y estrategias
comerciales a los agentes vendedores y recepción de datos sobre el mercado, así como
cuantas sugerencias, demandas y reclamaciones se susciten por parte de los mismos.
· Colaborar en la definición de estrategias de marketing en su ámbito, proponiendo
acciones en esta materia (campañas de promoción, publicidad local, merchandising,
marketing directo [...]), con el fin de consolidar y ampliar a otros segmentos la deman-
da, participando en estudios sobre la eficacia de estas medidas, nivel de satisfacción de
clientes, etc.; evaluando su impacto y constatando que los agentes vendedores respetan
las instrucciones relativas a publicidad en los puntos o zonas de venta de la ONCE.
· Hacer el seguimiento en su área geográfica de la implantación de otros agentes del
juego competidores, públicos o privados, legales o ilegales, realizando estudios compa-
rativos de la evolución de sus ventas e implantación en relación a los productos de la
ONCE.
· Impulsar y gestionar la coordinación del trabajo de los agentes vendedores en
micromercados, orientado a la mejora tanto de los resultados como de la calidad de los
procesos de venta, conduciendo las reuniones con sus agentes vendedores, contribuyen-
do a la fijación de sus objetivos y actuando como canalizador de información, en con-
sonancia con el plan de ventas y las estrategias comerciales fijadas.
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· Realizar análisis de rentabilidad/productividad de los diferentes puntos o zonas de
venta para cada uno de los productos comercializados, en base a grupos homogéneos:
distribución zonal, localización geográfica, modalidad del punto o zona de venta, etc.

· Mantenerse permanentemente informado sobre normativa en vigor, estrategia,
objetivos, nuevos productos de la ONCE y de otros operadores de juego, etc.; todo ello
relativo al área geográfica, asistiendo a las sesiones de trabajo y los cursos de forma-
ción que se diseñen al efecto.

· Establecer el perfil idóneo del agente vendedor según las características de cada
punto o zona de venta. Así mismo proponer los cambios necesarios de asignación de
agente vendedores a los puntos o zonas de venta para una mejor adaptación y aprove-
chamiento comercial.
En este sentido se hará especial énfasis en facilitar la acción comercial de aque-
llos agentes vendedores con mayores dificultades (ciegos totales, grandes minusva-
lías), contemplando este perfil para aquellos puntos o zonas de venta que puedan
ser susceptibles de utilización por los mismos, mediante los ajustes necesarios y
bajo parámetros de optimización y rentabilidad comercial.
· Mantener actualizada la aplicación informática que se utilice, con los datos reque-
ridos y correspondientes a su área geográfica de responsabilidad, según los procedi-
mientos que se promulguen y garantizando la confidencialidad y exactitud de los datos.
· Colaborar en la distribución de vacaciones de los agentes vendedores de su área
geográfica de responsabilidad, con el fin de equilibrar, en los distintos períodos, la ofer-
ta y demanda de nuestros productos.
-Prestar en todo momento a los agentes vendedores el apoyo y ayuda necesarios que
requieran una acción inmediata o circunstancial que pudiera surgir en la vía pública o
el punto o zona de venta, tales como enfermedad, accidente, robo, requerimiento de la
autoridad cuando fuera necesario, etc.
Igualmente en aquellos supuestos en que se detecten problemas psicosociales del
agente vendedor (drogodependencia, alcoholismo, inadaptación, abandono, etc.), que
repercutan en la productividad e imagen de la institución, se pondrá en conocimiento
del coordinador de especialistas de ventas para la adopción de las medidas oportunas.
· Participar en aquellas comisiones de trabajo interdepartamentales para las que sea
designado por sus superiores, aportando información propia de su área competencial.

· Elaborar cuantos informes le sean requeridos por sus superiores relacionados con
su cometido funcional: memoria de actividades, evolución de las ventas, estadísticas de
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robos y expoliación, mantenimiento y estado de los quioscos, infracciones, solicitudes
de agentes vendedores, etc.
· Emitir cuantas propuestas considere necesarias, respecto a su área geográfica de
responsabilidad, en materia de cobertura, agentes vendedores asignados, mercado, etc.
y en definitiva, todo cuanto pueda repercutir en el desarrollo y ejecución de las políti-
cas comerciales y de apoyo al agente vendedor diseñadas por la ONCE.
· Todas aquellas relacionadas con el centro territorial y especialistas de ventas que
le sean encomendadas por el coordinador de especialistas de ventas en el marco esta-
blecido por la Dirección Comercial y de Marketing.
3.2. Agente vendedor.
3.2.1.
Ordinario.
Es el agente vendedor que desarrolla su trabajo con arreglo a las determinaciones
generales que expongo.
3.2.2.
De ruta.
Se entiende por ruta de ventas aquella en la que, desde el primer lugar asignado para
comenzar la venta hasta el último, el vendedor necesite utilizar vehículo particular o
transporte público para desplazarse, cubriendo diversos municipios.
Los agentes vendedores que tengan asignada una ruta de ventas tendrán derecho a
cobrar un complemento salarial que se determinará en el convenio colectivo.
3.2.3.
Vendedor titular.
Se entiende por vendedor titular de un punto o zona de venta aquel vendedor que,
con carácter prioritario respecto a otro vendedor, ejerce la venta de los productos de la
ONCE en el mismo.
Los vendedores titulares de puntos o zonas de venta podrán verse privados de su titularidad
por las siguientes razones: a) Por traslado voluntario o forzoso, b) Por excedencia voluntaria, c)
Por aplicación del régimen disciplinario ante incumplimiento de sus deberes, d) Por movilidad
funcional, e) Por concurrir circunstancias económicas, productivas, técnicas u organizativas, o
por la necesidad de amortizar el punto o zona de venta por causas legales o de mercado.
El jefe de centro, previa aplicación de lo establecido en los puntos d) y e), deberá
dar audiencia al vendedor o vendedores afectados.
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La pérdida de la titularidad de un punto o zona de venta por parte de un vendedor
no dará derecho en ningún caso a la concesión de una nueva titularidad. Al vendedor
afectado por la pérdida de titularidad, se le designará un nuevo punto o zona de venta,
mediante el sistema de asignación establecido. En el supuesto de que la rentabilidad del
punto o zona de venta perdido tenga una rentabilidad superior a la media de la depen-
dencia, el nuevo punto o zona de venta asignado no tendrá que tener necesariamente
una rentabilidad similar.
El punto o zona de venta cuya titularidad haya sido perdida por un vendedor, será
cubierto en su caso, mediante el sistema de asignación reglamentariamente establecido.
4. Elementos.
4.1. Iniciación de la venta158 159.
El Reglamento de la ONCE aprobado por Orden de 28 de octubre de 1939 en su art.
14 a), determinaba: «Implantación y organización por medio de la Subsección, que se
denominará Cupón pro-ciegos, de esta forma excepcional y exclusiva de ingresos para
los no videntes imposibilitados de desempeñar una profesión y oficio especial». Con
posterioridad, se han dictado una larga serie de disposiciones internas que regulan esta
posibilidad en los términos expuestos al explicar este derecho del afiliado.
Por tanto, la venta se inicia mediante el acto de autorización tras la favorable reso-
lución del expediente de concesión de venta.
En la actualidad, la inicial reserva de dicha actividad para los ciegos afiliados se
modifica por dos vías: a) Ampliando la concesión de venta a afiliados transitorios y a
minusválidos; b) Estableciendo una incompatibilidad entre la actividad de vendedor y
cualquier otra actividad, comprensible tan sólo si se circunscribe al ámbito interno de
la ONCE pero de dudosa legalidad si dicha incompatibilidad se extiende a cualquier
tipo de trabajo a extramuros de la entidad, es decir, lo que en principio fue reserva en
exclusiva pasa a convertirse en una incompatibilidad.
Se concede asimismo la venta a afiliados transitorios con especiales reglas en caso
de que dicha transitoriedad no se confirme, manteniéndoles el derecho a continuar en
la venta transcurrido un número de años en iguales condiciones que los minusválidos.
158  Vide Rafael de LORENZO GARCÍA, "Naturaleza jurídica de la ONCE (IV)", Cuadernos de
Información Jurídica, s/n, (1987), p. 225.
159 Vide Ma Antonia CASTRO ARGUELLES, "La ludopatía como atenuante que excluye el despido dis-
ciplinario: el particular caso del vendedor de la ONCE", Aranzadi Social, 13, (2002), en su totalidad.
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Finalmente se admite a minusválidos como vendedores en número que no supere
un porcentaje establecido respecto del total de vendedores ciegos también rodea-
dos de requisitos especiales tales como provisionalidad durante dos años, conce-
sión condicionada a que no perturbe o perjudique a los vendedores ciegos, etc.
Por último señalar como dato inicial la exigencia en todos los casos de que la venta
del cupón se ejerza de manera personal, configurándose pues como una prestación de
actividad y de carácter personalísimo.
4.2. Tiempo de trabajo y descanso.
En un principio, la actividad de venta del cupón no estaba sujeta a jornada ni hora-
rio determinado, quedando éstos a la libre discrecionalidad del vendedor que comenza-
ba la tarea según su personal costumbre o según las exigencias de la zona de venta o de
sus clientes habituales, interrumpiéndola habitualmente cuando concluía la venta del
total de cupones diarios, sin perjuicio de las pausas o descansos para comer y análogas,
cuya duración también quedaba a su entera libertad160. Por todo ello, el horario de venta
era discrecional.
En la actualidad, será el convenio colectivo el que regule el tiempo de trabajo y des-
canso. Lo hace del siguiente modo161.
4.2.1. Jornada y horario.
La jornada laboral es el intervalo de tiempo fijado para que cada vendedor rea-
lice su actividad de venta. Ésta se establece, con carácter general, en ocho horas
por cada día hábil. Dentro de este horario se incluyen las actividades propias de
venta de los productos de la ONCE y cualesquiera otras obligaciones del puesto de
trabajo, tales como la recogida de los productos, así como su liquidación o devo-
lución.
La jornada tendrá carácter flexible, sin superar las cuarenta horas semanales, siendo
competencia del centro su distribución semanal.
El horario comercial es el intervalo de tiempo durante el cual ha de permane-
cer activo para la venta al público, un punto o zona de venta determinado, por
ofrecer durante el mismo, suficiente rentabilidad comercial, fehacientemente com-
probada. Los horarios comerciales de cada punto o zona de venta son fijados por
160 Vide Rafael de LORENZO GARCÍA, "Naturaleza jurídica de la ONCE (IV)", o.c, p. 227.
161 Vide XIII Convenio Colectivo de la empresa ONCE y su personal, art. 35.
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el departamento de juego. Una vez fijados dichos horarios, son registrados en la
aplicación informática establecida para la gestión comercial de la red de ventas162.
4.2.2.
Vacaciones.
Los agentes vendedores tendrán derecho a veinticuatro días laborables anuales de
vacaciones, cuyos períodos de disfrute -tres como máximo- deberán fijarse de mutuo
acuerdo. En lo restante será de aplicación lo previsto por el art. 32 del convenio. En lo
que afecta a festivos, será de aplicación lo previsto en el art. 34 (art. 35.7 del convenio
colectivo).
4.2.3.
Horas extraordinarias.
Se considerarán horas extraordinarias las que superen el límite de la jornada ordinaria,
siempre que la dirección de los centros haya dado la orden de su realización por escrito.
Los agentes vendedores no realizarán horas extraordinarias con carácter general
salvo casos excepcionales. Bajo ningún concepto tendrán dicho carácter las prolonga-
ciones de jornada realizadas por los agentes vendedores sin contar con la orden de la
ONCE (art. 35.8 del convenio colectivo).
162 Sobre el particular, el convenio colectivo determina (art. 35):
«Con base en las específicas características de la actividad de los agentes vendedores, no reconducibles en
general a las condiciones previstas para el resto de personal en plantilla de la ONCE, su jornada y horario
de trabajo, así como lo relativo a su tiempo de descanso y vacaciones se regirá por las siguientes reglas:
1. La jornada laboral de los agentes vendedores tendrá carácter flexible y una duración de mil ochocientas
horas de trabajo anuales, con un máximo de 40 horas semanales, destinadas a las actividades propias de
venta de los productos de la ONCE y a cualesquiera otras obligaciones del puesto de trabajo.
2. En el caso de los agentes vendedores de ruta se considerará tiempo de trabajo los desplazamientos de
unos puntos de venta a otros, pero no los desplazamientos entre los puntos de venta y los domicilios de los
agentes.
3. Se podrán establecer, por parte de la dirección de los centros, distintos horarios en función de las zonas
o puntos de venta y de las diversas modalidades de venta o tipos de sorteo. Igualmente se tendrán en cuen-
ta las necesidades del mercado y consumidores, épocas del año e incrementos puntuales o localizados de
la demanda, características de los puntos de venta (centros y superficies comerciales, grandes almacenes,
etc.).
4. Los agentes vendedores tendrán derecho a conocer sus horarios de trabajo para cada quincena con una
antelación mínima de siete días. En dichos horarios constarán igualmente los días de descanso semanal.
5. Los agentes vendedores desarrollarán su jornada, como regla general, durante cinco días semanales
como máximo. Asimismo tendrán derecho a un descanso semanal de dos días consecutivos, cuya fijación
corresponderá a las direcciones de centro.
6. Cuando por necesidades de comercialización de los productos de la ONCE sea necesaria, a juicio de la
dirección de los centros, la prestación de servicios en días festivos (al margen de los domingos), los agen-
tes vendedores afectados tendrán derecho a compensar dicho día con otro de descanso preferentemente
sábado o domingo, o inmediatamente anterior o posterior a los de inicio o fin del descanso semanal. Dicho
descanso deberá efectuarse en el plazo de dos meses a contar desde el día festivo trabajado. [...]».
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4.2.4.
Jornada en horario nocturno.
Como descanso compensatorio por la realización de parte o la totalidad de la
jornada en horario nocturno (entre las 22 y las 6 horas) se establece una reducción
del veinte por ciento de la duración de cada hora de esta naturaleza, sin pérdida de
retribución para el agente-vendedor (art. 35.9 del convenio colectivo).
4.2.5.
Sistemas de control del cumplimiento de la jornada y tiempo de trabajo.
La ONCE podrá instaurar los sistemas de control del cumplimiento de la jornada y
tiempo de trabajo por parte de los agentes vendedores que estime convenientes (art.
35.10 del convenio colectivo).
4.3.
Condiciones de trabajo163.
En términos generales son las contempladas en el convenio colectivo al que estoy
haciendo referencia en diversos epígrafes.
4.4.
Retribución.
Sobre esta materia se deben diferenciar dos etapas. Una primera que abarca
desde la fundación de la ONCE hasta el 2 de mayo de 1984, en que se firma el pri-
mer Convenio Colectivo entre la ONCE y su personal, y una segunda, desde esta
fecha hasta nuestros días.
163 Vide Roberto GARVIA SOTO, La organización nacional de ciegos españoles. Un estudio institucio -
nal, o.c, p. 185:
«Pero lo que deseaban los vendedores de cupones no era sólo salarios altos, sino obtener unas condiciones
de trabajo lo más semejantes al resto de los trabajadores videntes que les sirvieran para poder intentar esta-
blecer comparaciones con ellos. Así, a pesar del dramatismo de sus quejas y de la causticidad con que los
medios de comunicación las presentaban, las movilizaciones de los vendedores durante los años de transi-
ción democrática de la organización se centraron en conseguir unas mejores condiciones de trabajo. Pedían
el ingreso en la Seguridad Social, el reconocimiento de su categoría de trabajadores por cuenta ajena, como
"agentes vendedores" que la Orden de 1959 les había negado. Pedían que la percepción de los trienios y
de las compensaciones por cargas familiares fuera en metálico, y no en cupones, como se venía haciendo
desde que la organización se creó. Pedían también poder retirar los cupones sin pagarlos por adelantado;
el fin de los "enchufismos" en la asignación de los quioscos y, sobre todo, la democratización la organiza-
ción; es decir, voz para poder expresar su punto de vista ante los creadores de opinión dentro de la organi-
zación, muchos de los cuales nunca habían vendido el cupón. Así, los vendedores de Gijón, al ser pregun-
tados sobre los cambios que habría que introducir en la organización, se referían mayoritariamente a la
reforma democrática de la ONCE, en segundo lugar, a las reformas en materia de cupón y sólo en tercer y
último lugar, a las reformas en la política de empleo. No es de extrañar, entonces, que tras el primer con-
greso de asociaciones de vendedores éstos declararan: "hemos aceptado el cupón, al menos por el momen-
to, pero pensamos que es fundamental humanizar su venta y buscar otros caminos laborales (El País, 13
de abril de 1979)»
833
En el primer periodo la retribución del vendedor era un cuarenta por ciento en con-
cepto de comisión164.
Tras la firma del Primer Convenio Colectivo entre la ONCE y su personal (BOE del 9 de
junio de 1984), se establece una estructura retributivo constituida por los siguientes concep-
tos (cito los recogidos en el XIII convenio colectivo de la empresa ONCE y su personal165):
· Salario base: retribución del trabajador por unidad de tiempo.

· Complemento por antigüedad y desempeño. Se regirá por lo dispuesto en el con-
venio colectivo.
· Comisiones por venta: son las retribuciones percibidas por el vendedor al realizar
la venta efectiva de los cupones o productos entregados por la ONCE, en las condicio-
nes previstas en el convenio colectivo.

164 Vide Jesús MONTORO MARTÍNEZ, Los ciegos en la historia, Tomo V, o.c, p. 148: «En un princi-
pio, los afiliados que expendían cupones en las Delegaciones Locales sólo percibían de comisión el 35 por
ciento de lo recaudado en su venta, quedándose la Organización Nacional de Ciegos, en estos casos, con
un 17,5 por ciento de dicha recaudación, pero por Acuerdo del Consejo Superior de Ciegos se dispone que,
a partir del 1 de febrero de 1958, los vendedores de las Delegaciones Locales percibirán el 40 por ciento
(Circular núm. 332, con fecha de 29 de enero de 1958).
Con el fin de mejorar y aumentar los servicios sociales prestados por la Organización Nacional de Ciegos
a todos sus asociados y, al mismo tiempo, proporcionar mayores ganancias a sus vendedores del cupón, a
partir del 2 de noviembre del año 1943 se implantó en la Entidad la venta voluntaria de un número varia-
ble de cupones complementarios con un 20 por ciento de comisión para el vendedor y un 32,5 por ciento
de ingresos para asistencia y previsión social de todos los miembros del Organismo. Estos cupones com-
plementarios constituían el grupo vulgarmente llamado por los afiliados "Reenganche", y con esta medida
se pretendía que no hubiera cupones sin vender. Asimismo, se establecen topes de venta al 40 por ciento
con diferente número de cupones, de conformidad con las circunstancias familiares de los vendedores, por-
que, por ejemplo, un casado que tuviera hijos, podía vender más cupones que un soltero (Circular núm.
133, del 14 de octubre de 1943). Si un individuo no podía vender todos sus cupones algún día, debía devol-
ver a su Delegación los cupones sobrantes antes de las 20,30 horas con el fin de que allí los anulasen, tala-
drándolos, previamente al sorteo, y le pagarán el 60 o el 20 por ciento del valor de su devolución, confor-
me a lo establecido por la ONCE (Circular número 422, del 13 de mayo de 1968).
Todos los días laborables por la mañana el vendedor del cupón está obligado a presentar en su Delegación
correspondiente la liquidación de la venta realizada el día anterior, con el fin de que tuviera derecho a que
se le entregase la carpeta de los cupones que debía expender el día de la fecha. [...]».
165 Vide XIII Convenio Colectivo de la empresa ONCE y su personal, art. 48: «[...]. Las reformas o modi-
ficaciones de cualquier tipo que la ONCE introduzca en el juego del cupón, en cualquiera de sus aspectos,
o bien la introducción de nuevos productos, no entrañarán en ningún caso la aplicación automática del régi-
men de comisiones y primas regulado en este artículo, debiendo establecerse en su caso, por la comisión
negociadora, las normas que correspondan. [...].
En los casos de ausencias justificadas y permisos y licencias retribuidos según el presente convenio, los
agentes vendedores únicamente percibirán el salario base y el complemento por antigüedad y desempeño.
Igualmente, el complemento de prestaciones por incapacidad temporal y maternidad se producirá hasta
alcanzar, en su caso, la cuantía de dichos conceptos salariales. Todo ello, sin perjuicio del abono de las
comisiones y primas de productividad devengadas en el caso de que tales permisos y licencias, o situación
de incapacidad y maternidad, no les ocupen la totalidad de la jornada diaria de trabajo, de acuerdo con lo
expresado en los artículos 48 y 50».
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· Complemento salarial de vencimiento periódico superior al mes: se percibirán por
este concepto dos pagas extraordinarias al año.
· Plus de ruta: retribuye los desplazamientos realizados por los agentes vendedores
de ruta en el desempeño normal de su trabajo.
Debo señalar que se establece un mínimo mensual de ventas obligatorio, y en el caso
de ser la venta mensual inferior al mínimo mensual, no se devengará ninguna comi-
sión166.
4.5. Gestiones de liquidación, devolución y de canje de premios167.
El derecho a la retribución nace de la actividad propia de los agentes vendedores,
consistente básicamente en el intercambio del cupón o de cualquier otro producto o
juego comercializado por la ONCE por su precio fijado, entre el agente vendedor y el
cliente comprador.
El agente vendedor recibirá los cupones o productos que tenga asignados el primer
día que inicie la venta, sin previo pago, firmando un recibo en el que conste el número
de cupones o productos entregados, liquidando, posteriormente el importe íntegro de la
venta realizada por el valor nominal de los cupones o productos168.
La entrega de los cupones y productos para su venta, y las operaciones de liquidación
y pago de los expendidos, de devolución y canje (incluyendo la introducción en sobres)
de los cupones premiados, se llevarán a cabo en la forma, cuantía, lugar y horario que se
determine por la ONCE en cada dependencia.
166 Vide J. Jesús de VALARNAL, "Sobre la arbitrariedad o el arbitrio de los magistrados. En torno a la
Sentencia del Tribunal Supremo de 7 de octubre de 2004, Sala de lo Social", Aranzadi Social, 21, (2004),
versión electrónica, pp. 2-3.
167 Vide XIII Convenio Colectivo de la empresa ONCE y su personal, art. 54.
168 Vide Rafael de LORENZO GARCÍA, "Naturaleza jurídica de la ONCE (IV)", o.c, p. 226, donde
explica un sistema y una dinámica que ha sido sustituido: «En cuanto a la devolución de los cupones no
vendidos se está fundamentalmente a la compleja regulación de la Circular 620 [...].
En opinión del profesor Sagardoy Bengoechea se sigue la dinámica que se expone con sus siguientes efec-
tos:
· El vendedor paga a la Organización el importe de los cupones que retira, vendiéndolos posteriormente de
forma directa, percibiendo de los compradores el importe de la venta.
· El vendedor puede entregar a la Organización los cupones no vendidos, resarciéndose de su importe.
· La pérdida de los cupones y del dinero recaudado con la venta de aquéllos es soportado por el vendedor
a su costa.
Por ello el profesor Sagardoy llega a la conclusión de que el vendedor es, más que un trabajador, un clien-
te de la ONCE a la que compra los cupones a un determinado precio, revendiéndolos posteriormente, obte-
niendo así la comisión que es la diferencia entre el precio de adquisición y el precio final de venta, sopor-
tando el riesgo de la pérdida de cupones o del dinero recaudado».
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El agente vendedor no recibirá nuevas entregas de cupones o productos de no efectuar su
liquidación, devolución o canje en la forma establecida, ni tampoco mientras adeude el
importe, total o parcial, de alguna liquidación, devolución o canje anterior, permaneciendo en
situación de suspensión cautelar de empleo y sueldo mientras no regularice sus obligaciones
de liquidación, o no concluya, en su caso, el correspondiente procedimiento disciplinario.
Sin perjuicio de la aplicación del régimen disciplinario, a los agentes vendedores
que, en el período de un mes, incumplan por tres o más días, incluso de un mismo sor-
teo, sus obligaciones de liquidación, se les podrá exigir, por el centro, y en concepto de
aseguramiento de los perjuicios económicos que puedan generarse a la ONCE, el pre-
vio pago de los cupones o productos que retiren, durante los dos meses siguientes y pre-
vio informe al comité de empresa.
La ONCE, a través de las fórmulas que determine, será la encargada de constatar y veri-
ficar la posible existencia de diferencias económicas de todo tipo por incorrecciones cometi-
das por el agente vendedor en las operaciones de liquidación, canje de premios, y devolución
en las condiciones previstas por la normativa vigente en cada momento.
Una vez realizadas las verificaciones y constatada, en su caso, la existencia de dife-
rencias económicas en perjuicio de la ONCE, las mismas adquirirán, desde tal momen-
to, el carácter de deudas vencidas, líquidas y exigibles, pudiendo ser objeto de compen-
sación por parte de la ONCE mediante su detracción de las nóminas del agente vende-
dor en el mes en cuestión o en los posteriores. Asimismo, las diferencias económicas
que se detecten en perjuicio del agente vendedor, conforme a lo establecido, se reinte-
grarán al agente vendedor en su liquidación o en la nómina mensual.
Todo ello sin perjuicio de la aplicación del régimen disciplinario previsto en el con-
venio colectivo.
4.6. Fundones encomendadas.
El agente vendedor tiene encomendadas las funciones que figuran en el XIII
Convenio Colectivo de la empresa ONCE y su personal, anexo 3169.
169 Son las siguientes: «Atiende a los clientes con un trato de calidad y según los hábitos de compra y
necesidades de los mismos, procurando rentabilizar al máximo la explotación del lugar de venta y horario
que se le asigne, todo ello dentro del marco del convenio colectivo, la normativa interna en materia de
juego y las instrucciones de sus superiores, a fin de alcanzar los objetivos de venta individuales, y del ámbi-
to de su actuación en conjunto.
Realiza la venta de productos de juego utilizando técnicas comerciales de fidelización y captación de nue-
vos compradores, utilizando la adecuación permanente del tope asignado a la demanda del micromercado
en el que ejercen la venta, con los objetivos prefijados.
Recoge y prepara los productos con antelación a la venta, realizará la liquidación de los mismos, así como
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4.7. Número de vendedores.
A lo largo del tiempo el número de vendedores del cupón, las características de los
mismos, y la situación por la que atravesaba la ONCE, se ha ido modificando. La jus-
tificación ha sido variada:
«Pero no sólo decrecía la rentabilidad de los vendedores de cupón, sino también el
número de vendedores a partir de 1963. El descenso, en términos absolutos, era pequeño.
la devolución de los no vendidos, en los lugares que la ONCE les indique, haciendo los desplazamientos
necesarios, tanto para dichos procesos como para el propio ejercicio de la venta, en su caso. Puede canjear al
público cupones premiados por nuevos cupones para la venta, y los introduce en sobres entregándolos
como parte de su liquidación. Todo ello en las condiciones fijadas por la normativa vigente, y con utiliza-
ción de los medios técnicos que la ONCE ponga a su disposición en cada momento.
Admite los sistemas de revisión y control que determine la ONCE y relativos a su actividad de venta, liqui-
dación, así como en relación a los sobres contenedores de premios canjeados y de los que contengan devo-
lución comunicada a distancia, respondiendo diariamente, y en su caso, con sus nóminas de los débitos que
pudieran detectarse.
Se mantiene permanentemente informado sobre normativa en vigor, estrategia, objetivos, nuevos produc-
tos y técnicas, todo ello relativo al área comercial, asistiendo a las sesiones de trabajo y los cursos de for-
mación que se diseñen al efecto.
Actúa como canal de comunicación externa, informando a los clientes sobre distintos aspectos de los pro-
ductos del juego (números premiados, dónde cobrarlos, cuantía de los mismos, etc.), y en general sobre
necesidades sociales de ciegos y deficientes visuales y servicios que presta la organización.
Recoge y canaliza información de los clientes sobre su nivel de satisfacción acerca de los productos comer-
cializados y de la calidad del servicio de venta (quejas, reclamaciones, sugerencias, etc.).
Informa puntualmente al equipo de gestión de ventas de su centro sobre todo lo concerniente a su activi-
dad comercial y de la competencia, aportando cuantos datos le soliciten para la realización de estudios en
su zona de influencia.
Maneja con autonomía y suficiencia, tanto la moneda de curso legal, como los sistemas electrónicos y
medios técnicos de comercialización y apoyo al ejercicio de la venta existentes en cada momento.
Contribuye con su presencia personal, actitud y profesionalidad a la buena imagen, tanto de los productos
que comercializa como de la propia institución, exhibiendo en el ejercicio de su trabajo el identificativo
que la ONCE establezca. Desarrolla su actividad en las mejores condiciones de presencia e imagen perso-
nal e institucional.
Colabora en actividades de marketing directo y en general en la estrategia publicitaria y promoción comer-
cial de los productos de juego de la ONCE en su ámbito.
En su caso y por designación expresa, actúa como formador de agentes vendedores aspirantes a la venta,
o como evaluador de punto de venta, colaborando en la prospección de nuevos lugares para la comerciali-
zación de productos de juego.
Realiza cuantas otras actividades le sean encomendadas de carácter afín al puesto».
El Oficio-Circular n° 18/2002, de 17 de junio, por el que se sustituía el anexo I de la Circular 1/2002,
incluía además como funciones encomendadas a los vendedores:
«En el supuesto de que el punto o zona de venta asignado al vendedor esté equipado con un quiosco/stand,
este equipamiento se entrega en perfecto estado de uso, estando obligado el vendedor a mantenerlo perma-
nentemente en idénticas condiciones, así como en perfecto estado de limpieza, estética e higiene, facilitan-
do la entrada en el mismo a todas aquellas personas que cuenten para ello con la debida autorización de la
ONCE y así lo acrediten.
Si el punto o zona de venta asignado al vendedor no está equipado con un quiosco/stand para realizar la
venta en la vía pública podrá utilizar exclusivamente, los expositores homologados por la ONCE, salvo
autorización del jefe del departamento de juego».
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Mientras que en 1963 había 15.523 vendedores, en 1970 había 15,139. Pero en relación al
incremento de afiliados, significaba que en 1963 había un vendedor por cada 1,2 afiliados,
y en 1974 la proporción era de 2,1. Esto es, a medida que los vendedores se iban jubilando
no entraban jóvenes ciegos a reemplazarles.
Las dificultades del reemplazo provenían del mejoramiento de las condiciones sanita-
rias del país, que redujo el número de ciegos jóvenes, por causa de la oftalmia purulenta del
recién nacido y del tracoma, al tanto que, al aumentar la longevidad de la población, aumen-
taba el número de ciegos ancianos debido a las cataratas. [...].
Ante este cambio demográfico, y para facilitar el reemplazo de los vendedores jubila-
dos, se tomó una decisión que marcó la inversión de objetivos. El Consejo Superior en su
reunión del 26 de noviembre de 1945 definió la ceguera, a efectos de afiliación como la
imposibilidad de contar los dedos de una mano a una distancia de un metro, una vez pues-
tos los cristales correctores, y siendo la ceguera incurable. Esta definición era muy estricta,
pues se trataba de impedir la venta del cupón a los menos ciegos con el fin de que no com-
pitieran deslealmente con los más ciegos. Esta definición, corresponde a una agudeza visual
entre 1/40 y 1/50 de la Escala Wecker. A medida que se baja en la escala, es decir, a medi-
da que el divisor es mayor, el grado de ceguera, entendido como la agudeza visual, también
es mayor.
Esta definición fue alterada en sesión del Consejo Superior de Ciegos del 8 de marzo
de 1970. De modo provisional se ensayó la ampliación de la definición de ceguera para
aquellos con una agudeza visual inferior a 1/30 de la Escala Wecker (circular 451). La jus-
tificación aparente es que la organización deseaba hacerse cargo de aquellos semiciegos que
no recibían ningún tipo de protección estatal, [...]. En sesión del Consejo Superior de
Ciegos del 8 de julio de 1971 se hace una evaluación de la medida que se tomó en la ante-
rior sesión mencionada. Desde que en aquella sesión se amplió la definición de ceguera,
ingresaron en la organización 2.550 individuos. De ellos, sólo 773 estaban en edad laboral,
y el 60% eran mayores de 60 años, es decir, nuevos peticionarios de prestaciones sociales.
El objetivo era reemplazar tos vendedores jubilados, pero no se había logrado. Se decidió
entonces ampliar de nuevo la definición de la ceguera. Serian ciegos a efectos de afiliación
los que tuvieran una agudeza visual por debajo de 1/20 de la Escala Wecker, pero con el fin
de evitar el ingreso de los mayores de 60 años se recomienda ser muy estricto con el térmi-
no "incurable". Como la mayoría de los casos de ceguera por senectud se deben a las cata-
ratas, y éstas son curables mediante una intervención quirúrgica, al insistir en no admitir a
ciegos incurables se intentaba evitar el ingreso de los ancianos; esto es, el aumento de las
pensiones por vejez. De esta forma, se recomendaba vivamente a los delegados que acon-
sejaran a los ancianos con cataratas que visitaran los centros de la Seguridad Social u otros
centros asistenciales para que se sometieran a un tratamiento, pero que no se les admitiera
como afiliados (circular 475). Esta medida tampoco debió tener el éxito esperado, por lo
que se tuvo que tomar una decisión mucho más explícita para conseguir vendedores de
reemplazo.
En sesión del Consejo Superior de Ciegos del 23 de enero de 1974, se corrigió el criterio dé
ingreso en la organización. Se admitía como vendedores de cupón, sin ostentar la categoría de afi-
liados, a aquellos individuos entre 18 y 60 años con una agudeza visual entre 1/10 y 1/20 de la
Escala Wecker. En esta ocasión, la organización ya reclamaba abiertamente sólo deficientes
visuales en "condiciones físicas y psíquicas" para ejercer la venta del cupón (circular 512)170. El
número de deficientes visuales, mientras esta categoría existió, tampoco fue muy numeroso. En
1979 alcanzó el máximo de 504, lo que suponía sólo cerca de un 4% de la plantilla de vendedo-
res. Sin embargo, dadas las dificultades económicas de la organización, se les exigió, a partir de
1977, que vendieran más cupones del segundo cupo que el resto de los vendedores. Por la circu-
lar 573, mientras que los antiguos vendedores deberían vender 2 cupones al 20% por cada 5 al
40%, los nuevos vendedores deberían vender un cupón al 20% por cada cupón al 40%. Más tarde,
mientras que los antiguos vendedores debían vender 3 al 20% por cada 5 al 40% (circular 590),
los deficientes visuales debían vender 2 cupones al 20% por cada uno al 40% (circular 607). Por
circular 617 más de la mitad de estos deficientes visuales consiguieron la categoría de afiliados;
pero aun teniendo los mismos derechos que el resto de los afiliados no tenían las mismas obliga-
ciones. La circular 639 recordaba que debían seguir vendiendo 2 cupones al 20% por cada 1 al
40%, mientras que se pedía a los antiguos vendedores que vendieran 1 por cada 1.
Ahora es el momento de hacer una pequeña recapitulación. El objetivo originario de la
organización era que sólo un segmento de los muy ciegos (aquellos entre una agudeza
visual mínimamente inferior de 1/40 de la escala de Wecker) se dedicara a la venta del
cupón. Estos serían los ancianos y los ciegos incapacitados de recibir una reeducación pro-
fesional, esto es, los ciegos con menos posibilidades de encontrar empleo en una fábrica o
taller. Este segmento se extiende, durante la época Ezquerra a la inmensa mayoría de los
ciegos, pues no se llevan adelante políticas de formación profesional y de empleo externo.
Pero la circular 512 va más allá de un mero desplazamiento de objetivos. Ahora se reclama
para la venta no sólo a la inmensa mayoría de los muy ciegos, sino a los menos ciegos (por
debajo de 1/10 de la escala Wecker), que además están en perfectas condiciones físicas y
psíquicas para dedicarse a la venta, es decir a los ciegos (o deficientes visuales) con más
posibilidades de encontrar un puesto de trabajo en una fábrica o taller. Además, a estos
menos ciegos se les exige una productividad mayor en la venta que a los más ciegos. Esto
es una inversión de objetivos171. O visto de un modo más gráfico, el proceso no es uno de
desviación de objetivos, sino de desviación de clientelas. Las necesidades de mantenimien -
170 Vide Acta del Consejo Superior de Ciegos del 23 de enero de 1974, ponencia del jefe de la sección de
trabajo, donde incidía en la necesidad de justificar esta medida con cuidado ante la opinión pública, y ofre-
cía los siguientes consejos para presentarla: «[...]. La medida mencionada "debiera fundamentarse, no en
la reducción del número de afiliados (y vendedores), que aun siendo cierta no es conveniente mencionar-
la en un documento oficial, para evitar interpretaciones extrañas, sino en el aumento de la capacidad adqui-
sitiva del pueblo español en determinadas regiones, como resultante del desarrollo económico del país.
Para evitar la afiliación masiva de ancianos que traería consigo cuantiosos gastos para la ONCE, a través
de todo tipo de prestaciones, sería político no aducir razones de índole económica, sino de las que se deri-
van de la política social del Estado, como puede ser la creciente y eficaz labor social del Ministerio de
Trabajo, que día tras día extiende los beneficios de la Seguridad Social a todos los campos laborales».
171 Vide Roberto GARVIASOTO, La organización nacional de ciegos españoles. Un estudio institucional, o.c,
pp. 90-92: «Ocurre cuando, como consecuencia de un desplazamiento de objetivos, una organización toma exac-
tamente las decisiones opuestas a las que debería tomar si la organización persiguiera los objetivos originales, de
tal modo que los "outputs" que la organización produce son exactamente los contrarios de los que inicialmente se
deseaba. [...]. También es posible imaginarse un proceso de inversión de objetivos en el caso de la ONCE. Según
sus objetivos, a la venta del cupón sólo se dedicarían los ciegos con menores posibilidades de formarse profesio-
nalmente y de encontrar un empleo externo. Un desplazamiento de objetivos ocurriría si la organización dedica-
ra la mayoría de sus esfuerzos en extender la venta del cupón, como modo de mantener y potenciar la organiza-
ción. Una inversión de objetivos ocurriría si la organización favoreciera la vuelta a la venta del cupón de los que
han conseguido empleo externo, o si promoviera la venta del cupón entre los ciegos con más posibilidades de
encontrar un puesto de trabajo en una industria externa».
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to de la organización la impulsaron a ampliar el sector de población bajo su protección o
jurisdicción»172.
Durante el año 2003 la plantilla media ha sido de 23.129 vendedores, incrementán-
dose con respecto al año anterior el 0,2%. En relación a la distribución de la plantilla
de vendedores atendiendo a su tipo de discapacidad el 59,5% son ciegos y deficientes
visuales y el restante 41,3%, vendedores con otras discapacidades173.
4.8. La profesionalización de la venta del cupón.
4.8.1. Normativa reguladora.
En unas jornadas celebradas entre el 15 y el 17 de septiembre de 1987, se explicó
con detenimiento el programa de profesionalización, basado en la normativa regulado-
ra de inspección de ventas (circular 21/87) y en la normativa de puestos y zonas de
venta (circular 22/87).
172 Ibídem, pp. 133-137.
173 Vide Memoria de la Dirección General de la ONCE, año 2003:
«Evolución de la plantilla de vendedores de la ONCE.
	CCAA
	2003
	2002
	%

	Andalucía
	5.814
	5.748
	1,15

	Aragón
	389
	395
	-1,63

	Asturias
	664
	669
	-0,76

	Baleares
	668
	678
	-1,50

	Canarias
	1.386
	1.431
	-3,12

	Cantabria
	246
	247
	-0,21

	Castilla-La Mancha
	673
	675
	-0,24

	Castilla-León
	850
	849
	0,16

	Cataluña
	3.453
	3.475
	-0,63

	Extremadura
	622
	623
	-0,21

	Galicia
	812
	817
	-0,66

	Madrid
	2.534
	2.531
	0,11

	Murcia
	1.080
	1.047
	3,19

	Navarra
	208
	210
	-0,76

	País Vasco
	789
	786
	0,37

	La Rioja
	135
	133
	1,38

	Comunidad Valenciana
	2.705
	2.680
	0,94

	Ceuta
	60
	60
	-0,83

	Malilla
	41
	43
	-4,05

	Total
	23.129
	23.095
	0,15
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La última normativa merece especial atención porque hace desaparecer el últi-
mo aspecto de la venta del cupón que lo asociaba a la mendicidad. Anteriormente,
los vendedores de cupón realizaban la venta ambulante u ocupaban de forma más
o menos permanente las esquinas o calles que ellos elegían o que les eran directa-
mente adjudicados por el delegado. Con la nueva normativa la calle se cierra, se
divide en "puestos de venta". La calle, entonces, deja de ser un espacio abierto y
caótico, y se estructura normativa y simbólicamente en espacios cerrados, en
donde cada vendedor tiene su "lugar de trabajo", su puesto de venta. La venta del
cupón deja de ser una venta callejera, porque la calle, como tal, ha dejado de exis-
tir para ser sustituida por una red de puestos de venta adjudicados a los vendedo-
res según una escala de méritos. Así, aparece la figura del titular del puesto de
venta, que tiene su puesto "en propiedad", pues lo ha ganado a través de un con -
curso de méritos. Surge también la figura del vendedor suplente, que ocupa el
mismo puesto de venta que el titular vendiendo a distintas horas. El suplente tam -
bién ha ganado su puesto a través de un concurso de méritos y está a la espera de
conseguir su titularidad o la suplencia de otro puesto de venta más rentable175. En
175 Vide Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Cantabria, núm. 45/1994 (Sala de lo Social), de 18
de enero, Ar. 9, donde se analiza la condición de suplencia para la venta del cupón en un quiosco de la
ONCE:
«FUNDAMENTOS DE DERECHO
SEGUNDO.- El art. 22.a) de la Circular de la «ONCE» núm. 24/1989, de 14 septiembre, rectora de la
adjudicación de quioscos de venta de cupones en concepto de titular, efectuada en 14 de enero de 1992 por
la Junta de Adjudicación de puntos de venta de Cantabria a favor del codemandado, establece que «el
suplente accederá automáticamente a la condición de vendedor principal del quiosco cuando haya ejerci-
do la suplencia en el mismo durante un período superior a cuatro años y siempre y cuando se haya produ-
cido la vacante del principal». Dicha decisión es impugnada en la demanda por entender que el adjudica-
tario no cumplía el mencionado requisito en la fecha en que se produjo, ya que le fue autorizada su condi-
ción de suplente con efectos al 1 de agosto de 1988.
Quedó expresado el error que la sentencia de instancia razona producido contractualmente en cuanto a tal
retroacción de efectos. Son argumentos adicionales del demandante, reproducidos en el recurso, la inefica-
cia de las posibles suplencias esporádicas, en casos de enfermedad o ausencias ocasionales del titular, para
tener la cualidad de suplente de un quiosco, y la exigencia de contrato escrito que la confiera, porque así
lo dice el ap. 24 de la Circular de la «ONCE» núm. 6/1987, de 1 abril: «Los adjudicatarios de quioscos
están obligados a suscribir el contrato que para el disfrute del mismo se establezca. De existir suplentes,
suscribirán el que se fije para ellos, incluso cuando la suplencia corresponda al cónyuge del titular».
Ambas alegaciones recurrentes serán objeto de subsiguiente análisis.
TERCERO.- La suplencia no es una sustitución del titular, aunque pueda también serlo, sino un «segun-
do adjudicatario de un punto de venta» que realiza la actividad «con carácter subsidiario o secundario res-
pecto del vendedor principal», según el art. 8 de la citada Circular 24/1989. Más explícitamente, el ap. 17
de la Circular 6/1987, también citada, dispone que el suplente «ejercerá la venta una vez que el titular haya
finalizado la suya».
A tal concepto de la situación de que se trata ha de entenderse referida la del codemandado, que se afirma
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1989, en una nueva normativa sobre puntos de venta aparece, finalmente, la figura del "pro-
bador de puntos de venta", un vendedor "con alto grado de productividad en su trayectoria
profesional" que accede a esta categoría durante un año con el fin de probar la rentabilidad
de un nuevo puesto de venta (circular 24/89). De esta forma, con la definición de los puntos
de venta, los vendedores tienen por delante una carrera profesional. Empezarán como
suplentes y, según su pericia profesional, pueden terminar disfrutando de un quiosco, de un
local, o de un "stand" de venta.
Se puede observar muy bien el cambio de actitud de la organización respecto a la
ocupación de la venta del cupón comparando los dos primeros planes de actuación de
la ONCE. El primer plan de actuación se aprobó antes de la reforma del 84. En estos
momentos se percibía al cupón como un obstáculo para la promoción profesional y
social de los ciegos176. Cuatro años más tarde, en el plan de actuación para 1987-89 se
acreditada desde 1987 en virtud de prueba practicada para mejor proveer, incluyente de declaración testi-
fical, y de la prueba documental constituida por el acta de la Junta de Adjudicación de puntos de venta de
fecha 14 de diciembre de 1988, en la que se reconoce al codemandado «la suplencia que viene realizando
durante dos años en el quiosco de la calle Hernán Cortés núm. 8, perteneciente a la vendedora núm. 2».
Esta vendedora fue la declarante testifical en trámite de mejor proveer. Al jubilarse fue sucedida en la titu-
laridad por otro empleado, de quien siguió siendo acreditadamente suplente el codemandado. Es importante
notar que el ap. ] 7 de la repetida Circular 6/1987 establece que «la "ONCE" procurará en todo momento que
cada quiosco disponga, al menos, de un suplente»; no consta la existencia de otro alguno en el quiosco a que
se refiere el litigio. Así pues, la suplencia del codemandado que viene acreditada desde 1987 no puede enten-
derse, como se alega en el recurso, ejercida a título de sustitución esporádica del titular, sino en los términos
correspondientes al concepto de la situación.
CUARTO.- Queda por examinar la significación de la alegada exigencia de contrato escrito para adquirir la con-
dición de suplente. En el recurso se pretende identificable tal requisito formal con la existencia misma de la situa-
ción jurídica («de iure», se dice), por contraposición a la ineficazmente acaecida de mero hecho.
Pero esta tesis recurrente es errónea. Cuando el ap. 24 de la Circular 6/1987, anteriormente trascrito, impo-
ne a los suplentes la obligación de suscribir el contrato que se fije para ellos no significa que no adquieran
tal condición si no les ha sido ofrecido el contrato a la firma, sino que han de firmarlo si se les ofrece. La
exclusión del requisito de la forma contractual escrita con carácter esencial o «ad solemnitatem» constitu-
ye principio común a que responden los arts. 1254, 1278 y 1279 del Código Civil, y, en el ámbito laboral,
el art. 8 del Estatuto de los Trabajadores.
Cuestión distinta es que la suplencia haya de constar como situación efectivamente reconocida por la «ONCE»,
sin eficacia posible de la mera situación de hecho, y además que lo haya sido de algún modo fehaciente para que,
como se alega en el recurso, obtenga la trascendencia que implica frente a terceros, precisamente manifestada en
la presente controversia. A tal cuestión responden el párr. 5.° de los hechos probados y el Acuerdo de la Junta de
Adjudicación de puestos de venta de 14 de diciembre de 1988 que en aquél se acoge, donde, como quedó expues-
to, se reconoce al codemandado la suplencia que venía desempeñando en el quiosco de que se trata desde hacía
dos años. Carece de relevancia el impreciso exceso de esta antigüedad en el desempeño y reconocimiento explí-
cito de la condición de suplente, con inequívoco efecto retroactivo, puesto que bastarían once meses de retroac-
ción para la legítima adquisición del derecho impugnado en la demanda y viene acreditado un tiempo de suplen-
cia anterior, reconocido por el órgano competente en su día, ampliamente superior en todo caso».
176 En el Acuerdo 8/83-9 del Consejo General se establecía que el objetivo era: «[...] que la existencia de
un medio como el cupón pro-ciegos [...] no se traduzca en niveles más bajos de integración profesional,
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observa un cambio de perspectiva de 180 grados. El cupón no es sólo un medio para
alcanzar un fin, sino que es también un fin en sí mismo, tanto para la organización como
para el vendedor, porque la venta del cupón es una profesión tan digna como otra cual-
quiera. De esta forma, el éxito de la organización, que es también una empresa, ya no
se puede medir por la reducción del número de vendedores, sino por su profesionali-
dad174,177".
4.8.2. El programa de profesionalización permanente de vendedores178.
Para una red comercial tan especial, la ONCE inicio en 1990 un plan de formación
permanente que se basa principalmente en las siguientes actividades:
· Cursos especiales de iniciación para nuevos vendedores.
· Campañas formativas y cursos específicos, impartidos en grupos de unos 15 ven-
dedores, para discutir sobre el producto, las diferentes modalidades de cupón, técnicas
de marketing, etc. Las reuniones se realizan por áreas territoriales y tienen en cuenta las
peculiaridades de venta de cada zona.
· Distribución gratuita a todos los vendedores de publicaciones periódicas de su inte-
rés (revista: Así Somos).

· Distribución gratuita de la revista mensual "Perfiles", de carácter general, que
conecta con los afiliados y trabajadores, desde una óptica abierta y variada, donde se
presta especial atención a la venta del cupón.
sino que por el contrario, represente una palanca para la formación profesional y la integración de los cie-
gos. Dicho objetivo debe constituir una meta fundamental y prioritaria en el marco del proceso transfor-
mador que queremos imprimir a la política de la ONCE a pesar de las dificultades que en el momento
actual representa la difícil situación por la que atraviesa el mercado de trabajo».

174 Vide Roberto GARVIA SOTO, La organización nacional de ciegos. Un estudio institucional, o.c, pp.
205-208.

177 El Acuerdo del Consejo General 2/87-2.8, establece que de lo que se trata es de desterrar: «[...] de una
vez por todas la idea de que cualquiera puede ser agente-vendedor del cupón y, por lo tanto, un profesio-
nal en esta materia, de la misma manera que cualquier individuo [...] puede ser un profesional en cualquier
campo. En este sentido, se considera urgente que tanto los afiliados a la ONCE como los no afiliados que
aspiren a ser agentes-vendedores cumplan unas condiciones mínimas indispensables para poder serlo».
En el programa de TVE: En Portada, emitido el lunes 8 de octubre de 1990, se hace una pregunta a un
líder progresista, y la contestación pone de manifiesto el cambio de tendencia: «- ¿Sería deseable, sería
posible que desapareciese la venta del cupón?. - !No!. Y respondo tan categóricamente porque nosotros no
consideramos la venta del cupón como un ejercicio profesional poco digno, sino al contrario. Es decir, en
otro tiempo había una cierta tendencia psicológica a pensar que ese ejercicio profesional podría ser degra-
dante, o no sé como. Pero, afortunadamente, la Institución ha conseguido [...] que hoy en día vender nues-
tro cupón sea una actividad dignísima, por la que incluso alguna gente lucha (cupón de los minusválidos,
cupón del parado). Y luchamos por defender esa cuota de mercado, porque vender el cupón (y si no, que
se lo digan a nuestros 22.000 vendedores), es una profesión tan enormemente digna [...] que para nosotros
no solamente es irrenunciable, sino que es esencialmente potenciable».
178 Vide Antón ALVAREZ RUIZ, La función social de la publicidad de la ONCE, o.c, p. 162.
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4.9. Personas que lo acompañan.
La venta del cupón se ejerce de manera personal. Sin embargo, en ocasiones es nece-
sario que el invidente sea acompañado o auxiliado, lo que puede generar determinadas
controversias jurídicas179.
179 Vide Sentencia Tribunal Superior de Justicia Comunidad Valenciana núm. 3803/2000 (Sala de lo
Social), de 1 i de septiembre, Ar. 75573, sobre despido de un "Lazarillo" (acompañante).
«ANTECEDENTES DE HECHO
[...]. SEGUNDO.- Que en la citada sentencia y como HECHOS PROBADOS se declaran los siguientes: "PRI-
MERO.- La actora Da. Sacramento A. alega que ha venido prestando servicios por orden y cuenta de la deman-
dada Pilar Lozano Serrano presuntamente incapaz y tutelada por el también codemandado José Lozano Serrano,
desde el 1 -2-95, con la categoría profesional de Lazarillo y salario de 50.000 ptas mensuales, con inclusión de la
parte proporcional de las pagas extraordinarias. SEGUNDO.- La actora alega haber sido despedido por Pilar
Lozano Serrano, de forma verbal el 27-8-99, con efectos de 30- 8-99. TERCERO.- La actora alega no ostentar ni
haber ostentado en el año anterior al despido la condición de representante legal o sindical de los trabajadores.
CUARTO.- La actora no convive con Pilar L., siendo cuñada de ésta. QUINTO.- Pilar L., tiene reconocida la con-
dición e Minusvalía por resolución de 15-2-98 de la Consellería de Trabajo y Seguridad Social, debido a una dis-
minución de su capacidad orgánica y funcional del 90% por ceguera bilateral y deficiencia mental media de etio-
logía no aclarada. SEXTO.- Pilar L. viene prestando servicios por orden y cuenta de la ONCE como Agente ven-
dedor desde el 1-2-94. Previamente a la iniciación de la prestación de servicios, los padres de Pilar se reunieron
con el resto de la familia para exponerles que para que pudiera aceptar el trabajo era necesario que la familia cola-
borase a efectos de acompañar a Pilar de su domicilio al punto de venta, en la recogida y liquidación de los cupo-
nes, así como para evitar que fuera objeto de engaño alguno en la venta, mostrándose la familia (hermanos, cuña-
das y sobrinos) conformes con irse turnando para acompañar a Pilar, lo que así ha venido haciendo, acompañan-
do a Pilar de forma indistinta sus hermanos, cuñadas, sobrinas e incluso la propia actora, recibiendo a cambio de
dicha colaboración determinadas gratificaciones por los padres de Pilar, consistentes en pagarles o el importe de
determinadas compras (comestibles ó prendas de vestir). SÉPTIMO.- Como consecuencia de la mala relación
existentes entre la actora y Pilar Lozano se decidió por ésta y el resto de la familia que no la acompañase más a
la venta de los cupones comunicándole Pilar a la actora el día 27-8-99 que a partir del lunes (30-8-99), no volvie-
ra a acompañarla. OCTAVO.- Por los codemandados José Lozano Serrano y ONCE se alega falta de legitimación
pasiva, respecto al primero por no ser tutor de pilar Lozano Serrano, y respecto al segundo por no existir relación
laboral entre la actora y dicho Organismo. Asimismo por la codemandada Pilar L. se excepciona litisconsorcio
pasivo necesario por no haber sido citado a Juicio el Ministerio Fiscal de acuerdo con el art. 124 C.E. y tener la
demandada disminuida su capacidad. Y finalmente y por todos los codemandados se alega la excepción de cadu-
cidad, al haber dejado de acompañar la actora a Pilar el 1-9-99. NOVENO.- Con fecha 6-9-99 se presentó pape-
leta de conciliación, celebrándose el preceptivo acto conciliatorio el 20-9-99, que concluyó sin efecto, interpo-
niéndose posterior demanda el 5-10-99.".
TERCERO.- Que contra dicha sentencia se interpuso recurso de suplicación por la parte demandante,
habiendo sido debidamente impugnado. Recibidos los autos en esta Sala, se acordó la formación del rollo
correspondiente y su pase al Ponente.
FUNDAMENTOS DE DERECHO
PRIMERO.-[...]
También se alega, al amparo del apartado c) del art. 191 de la LPL, que se entienda infringido el art. .3 d) del E.T.,
art. 1214 del Código Civil y art. 56 del mismo Estatuto, pues se estiman suficientemente indicativos los indicios
de confluyen en afirmar que existió relación laboral entre las partes Sin embargo esa deducción de parte choca
frontalmente con hechos indiscutidos relativos a la relación familiar existente entre las partes, y al apoyo del resto
de la familia en la colaboración tendente al acompañamiento de la Sra Lozano a su puesto de venta de los cupo -
nes, asi como en la falta de todo dato que obligue a considerar que el acompañamiento era complementado con
tareas de ayuda en la venta de cupones, pues es evidente que los agentes vendedores de la ONCE, poseen
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5. Contratación de una póliza que cubre el riesgo por robo y expoliación que
sufran los vendedores180.
Como una medida de acción social, se contemplaba esta posibilidad en el convenio colec-
tivo de la ONCE. Mediante la Circular 5/2003, de 20 de mayo, de la Dirección de Recursos
Humanos y Sanitarios, registro general de salida n°: 27556, se procedió a determinar el régi-
men jurídico del seguro amparador de robo y expoliación para agentes vendedores del cupón.
De acuerdo con lo que en cada momento establezca el Convenio Colectivo de la ONCE
y su personal vigente o normativa aplicable, la Dirección General asumió el compromiso de
suscribir una póliza de seguro por una duración de doce meses, renovable por periodos suce-
sivos de igual duración, con una compañía de seguros que cubra los riesgos por robo y expo-
liación que puedan sufrir los agentes vendedores, en calidad de asegurados, de los cupones
asignados o del dinero obtenido por la venta. Las condiciones de cobertura, los límites y
exclusiones se fijarán dentro de los términos que en la póliza de seguro se establezcan.
5.1. Riesgos asegurados: robo y atraco o expoliación181.
Se entenderá como riesgos asegurados los contenidos en las siguientes definiciones:
determinadas minusvalías que no les impiden realizar su trabajo de manera independiente, aunque en ocasiones
cuenten con alguna ayuda para su traslado.. Ni el horario, ni la retribución, ni la dependencia resultan elemen -
tos que consten acreditados en el presente supuesto, por lo que la presunción de laboralidad de la relación no
puede estimarse como un elemento de necesaria deducción, lo cual obliga a la desestimación del recurso y a la
integra confirmación de la sentencia de la instancia».
180 Vide diario El País de 26 de noviembre de 1999, "Detenido un hombre por atracar a 35 vendedores de
la ONCE": «Agentes del grupo de sirias, especializados en perseguir a los atracadores que utilizan nava-
jas para cometer sus robos, [...], han detenido en Barcelona [...], acusado de ser el autor de 35 robos a ven-
dedores de cupones de la ONCE en los últimos dos meses. El presunto ladrón, pistola en mano, robaba a
los vendedores la recaudación, los cupones del día siguiente y los documentos personales, incluidos los
carnés de minusválido, lo que le permitía utilizar los transportes públicos a un coste reducido. [...]. Sus víc-
timas, al ser invidentes, no podían describir al asaltante; hasta que en uno de los atracos un vendedor de la
ONCE opuso resistencia al asalto y en el forcejeo al supuesto ladrón se le cayó el periódico que llevaba.
Fue su perdición. En el diario, tras un laborioso proceso, la policía encontró sus huellas [...]».
181 Vide diario El País de 10 de octubre de 1998. "Un joven es detenido por robar cupones de la ONCE y
venderlos por su cuenta": «Los agentes del Grupo de Delincuencia Urbana de la policía han arrestado a
[...], de 24 años, acusado de siete robos de cupones de la ONCE que después vendía haciéndose pasar por
disminuido. [...] tiene fijación por la ONCE y es un viejo conocido de la policía, que ya le ha detenido en
anteriores ocasiones por robos similares. [...] utilizaba dos tácticas. Provisto de una llave maestra como la
que tienen los limpiadores de los quioscos de la ONCE, se colaba en estas instalaciones y, haciendo ver
que la llave era navaja, amenazaba directamente a los invidentes y les robaba los cupones. Otras veces ace-
chaba y cuando los vendedores salían de su quiosco por necesidades fisiológicas, siempre con la llave,
entraba en ellos y arramblaba con los cupones. Con su botín y con su inseparable llave maestra [...], ni corto
ni perezoso, esperaba a que algún vendedor del cupón situado en el centro de Barcelona, por los alrededo-
res de la plaza de Urquinaona, acabara su jornada pronto y cerrara el quiosco. Cuando esto sucedía, el joven
abría el chiringuito con su llave y, con todo descaro, se ponía a vender los cupones robados».
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Robo: La sustracción o apoderamiento ilegítimo de los bienes asegurados, contra la
voluntad del vendedor mediante actos que impliquen fuerza o violencia en las cosas o
introduciéndose el autor o autores en el espacio físico previsto dentro de los límites
geográficos delimitados en la póliza, mediante ganzúa u otros instrumentos no destina-
dos ordinariamente a abrir las puertas o penetrando secreta o clandestinamente, igno-
rándolo el vendedor, su familia o empleados sirvientes, ocultándose y cometiendo el
delito cuando el local se hallare cerrado.
Atraco o expoliación: La sustracción o apoderamiento ilegítimo de los bienes ase-
gurados contra la voluntad del vendedor, mediante actos de intimidación o violencia,
realizados sobre su persona.
5.2.
Bienes garantizados contra robo y expoliación.
Los bienes garantizados contra robo y expoliación son los siguientes:
· Los cupones que la ONCE entregue para su venta a cada vendedor antes del sor-
teo correspondiente y desde la fecha institucional de retirada.

· El dinero en metálico o billetes de banco producto de la venta de dichos cupones,
durante los días de venta autorizados y hasta la liquidación de los mismos, según la nor-
mativa vigente en cada momento.

· Una determinada cuantía en concepto de cambio monetario, que será concretada
en la póliza, así como su importe máximo.
· Los cupones premiados con una o dos cifras, que hayan sido canjeados por el ven-
dedor.
5.3.
Beneficiarios.
Los beneficiarios de la póliza son todos los agentes vendedores del cupón de la
ONCE, cualquiera que sea su jornada de venta182.
5.4.
Límites geográficos.
La cobertura de la póliza alcanza a todas las zonas o puntos de venta que la ONCE
182 Vide EFE, "La ONCE denuncia estafas a sus vendedores con billetes de 50 euros" Elmundo.es, 30 de
enero de 2005: «Numerosos vendedores de la ONCE han sido estafados en las últimas semanas en
Cataluña con billetes falsos de 50 euros, según denuncia la organización. Los timadores consiguen que la
textura y el tamaño de estos billetes sean casi exactos a los de circulación legal, por lo que son práctica-
mente imposibles de detectar para personas ciegas o con escasa visión. [...]. Las estafas a vendedores de
cupones son una vieja práctica común en toda España, aunque los sistemas de falsificación se han ido inno-
vando y mejorando hasta el punto de que muchas personas ciegas, adiestradas en el uso y conocimiento de
los billetes al tacto, son incapaces de distinguir entre la moneda legal e ilegal. [...]».
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tiene en todo el territorio nacional (quioscos, locales comerciales, stands, locales públi-
cos o privados de acceso público, en vía pública, etc.), siempre que el agente vendedor
esté presente, así como al domicilio que cada vendedor tenga reconocido en su respec-
tivo centro de trabajo y al tránsito entre las zonas y los puntos de venta con las entida-
des de crédito colaboradoras, con la sede de las dependencias de la ONCE o domicilio
particular del vendedor y viceversa, siempre dentro del horario de venta habitual, liqui-
dación o devolución necesarias para desempeñar adecuadamente la actividad. La jorna-
da de venta habitual será la manifestada en la declaración de siniestro.
Ha quedado excluida cualquier otra cobertura fuera de estos trayectos y horarios.
5.5.
Límites de indemnización por siniestro.
La ONCE, mediante el correspondiente Oficio-Circular establecerá los límites de
indemnización por siniestro, así como la variedad de productos del juego que quedarán
cubiertos por la póliza que se negocie en cada momento, sin que en ningún caso la
indemnización pueda superar el valor nominal del cupón retirado para la venta, más la
cuantía del cambio monetario prevista en dicho Oficio-Circular.
Durante la vigencia de cada póliza, la indemnización por vendedor será de un máximo
de dos siniestros.
La cobertura por robo o expoliación sólo se producirá cuando el vendedor sea perso-
nalmente víctima del siniestro, o éste se efectúe en su domicilio.
5.6.
Riesgos excluidos.
Queda expresamente excluido el hurto de cupones o dinero en efectivo, considerándo-
se hurto la toma de los bienes asegurados contra la voluntad del vendedor, sin empleo de
fuerza o violencia en las cosas, ni intimidación ni violencia ejercida sobre las personas.
Igualmente, queda excluida la pérdida o extravío de los bienes garantizados.
Asimismo quedan excluidos los siguientes supuestos:
· Los siniestros causados por mala fe o negligencia del vendedor, de las personas que
de ellos dependan o que con ellos convivan, o cuando cualesquiera de estas personas hayan
cometido el robo o expoliación en concepto de autores, cómplices o encubridores.
· Los robos o expoliaciones cometidos en lugares distintos a los contemplados en la
póliza vigente en cada momento y que puedan originar aumento de riesgo.
· El dinero particular, documentos y objetos de valor, propiedad del agente vendedor o
de un tercero.
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· El dinero en efectivo del afectado o de un tercero.
· Los cupones que porte el agente vendedor, aunque el robo se produzca en el domicilio
del mismo, cuando aquéllos no le correspondan o pertenezcan a otro vendedor asegurado.
· Los robos que se produzcan en domicilio que no sea el particular del vendedor
· Los siniestros de expoliación en los que la víctima no sea personalmente el agente
vendedor.
· En general, todos aquellos casos no comprendidos en las definiciones de robo, atraco
o expoliación. Al fin previsto el vendedor deberá siempre emplear la diligencia exigible a
su actividad, de conformidad con las circunstancias de tiempo y lugar.
Cuando se acredite que la denuncia de un robo o expoliación es falsa, o se tergiverse la
realidad de lo acontecido agravándose las circunstancias del siniestro, el vendedor incurri-
rá en una falta muy grave, aplicándosele el régimen disciplinario previsto en el vigente
convenio colectivo, sin perjuicio de que además se adopten las acciones penales que, en
cada caso, procedan.
5.7. Procedimiento a seguir ante siniestros producidos.
El agente vendedor de cupón, en su calidad de asegurado de la cobertura, está obliga-
do a formular personalmente y bajo su exclusiva responsabilidad, la correspondiente
denuncia ante la policía o guardia civil de la localidad donde ejerza la venta, resida o se
produzca el siniestro, dentro del plazo máximo de cuarenta y ocho horas, contadas desde
el momento en que el hecho se hubiese producido. Podrá solicitar de su delegación terri-
torial, dirección administrativa o agencia el apoyo de un especialista de ventas u otra per-
sona idónea para que le acompañe o asista en tal menester, sin que ello suponga que la enti-
dad o la persona acompañante asuma la responsabilidad de la denuncia. Al presentar la
denuncia indicará, para que conste por escrito, el nombre de la compañía de seguros y el
importe total de lo robado o expoliado, reseñando por separado la cantidad de cupones y
de dinero en efectivo.
En el plazo máximo de veinticuatro horas contadas desde el momento en que se formu-
la la denuncia de robo o expoliación ante la autoridad competente, el vendedor siniestrado
presentará el documento acreditativo de la misma en su delegación territorial, dirección
administrativa o agencia, debiendo la dependencia de la ONCE receptora, registrar de
entrada dicho documento y entregar al interesado una fotocopia del mismo como justifi-
cante de su recepción, haciendo constar la fecha y hora en que dicha presentación se pro-
dujo.
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El vendedor que resulte víctima de robo o expoliación, tendrá derecho a que sea trami-
tada la solicitud de indemnización de siniestro, siempre que concurran los requisitos esta-
blecidos, aporte la correspondiente declaración y no hubiere cobrado indemnización por
dos siniestros durante el período de vigencia de cada póliza. En observancia de este dere-
cho, los centros vendrán obligados a la tramitación del correspondiente expediente de robo,
aun cuando aparentemente pudiera estar excluido de cobertura.
Si el vendedor siniestrado manifiesta no disponer de recursos suficientes para efectuar
la liquidación de los productos afectados por el expediente de robo, podrá solicitar por escri-
to la apertura de una "cuenta a cobrar", en cuantía no superior al importe de la liquidación
afectada. El centro respectivo deberá autorizar la citada apertura, con el límite máximo de dos
en el periodo de vigencia de cada póliza, salvo que concurran elementos objetivos que justi-
fiquen suficientemente su denegación.
Será condición imprescindible para la apertura de la citada cuenta que el vendedor entre-
gue la correspondiente copia de la denuncia y que, tanto ésta, como la comunicación a su cen-
tro de adscripción, hayan sido realizadas en la forma y plazos establecidos al efecto.
5.8. Tramitación del siniestro ante la aseguradora.
El mismo día que el vendedor realice la comunicación de robo y presente copia de la
denuncia en su centro de adscripción (Delegación Territorial, Dirección Administrativa o
Agencia), se procederá a tramitar el siniestro.
El plazo para tramitar y remitir el expediente por parte del centro, no deberá sobrepa-
sar los quince días, desde la fecha en que se produzca el siniestro, circunstancia que obli-
ga a que se actúe con la máxima celeridad y precisión, en evitación de los perjuicios que
se pudieran originar como consecuencia de retraso, negligencia o lentitud.
Afín de cumplimentar en la medida de lo posible los datos que no consten en la denun-
cia, se ha creado un modelo de declaración, que habrán de suscribir inexcusablemente, en
la dependencia de la ONCE a que se hallen adscritos los vendedores que hayan sufrido
robo o expoliación, en presencia de dos empleados videntes de la misma, que darán testi-
monio de la realidad de dicha declaración y autenticidad de la firma del declarante, suscri-
biéndolo en el lugar acotado al efecto. En caso de contar o estar presente únicamente un
empleado vidente, efectuará tal testimonio el titular de la dependencia, en defecto del
segundo empleado vidente.
El Delegado Territorial, Director Administrativo o Director de la Agencia a la cual figu-
re adscrito el vendedor interesado, cumplimentará el informe-certificación.
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Si el vendedor pertenece a una agencia administrativa, el mismo día en el que se reci-
ba la comunicación del robo y la copia de la denuncia por el agente vendedor, la agencia
de la ONCE procederá a la tramitación del siniestro en la forma establecida, remitiéndolo
por correo certificado o servicio de mensajería, en un plazo de 15 días, a la correduría de
seguros que se especifique en el correspondiente Oficio-Circular, la cual será la encargada
de gestionar ante la compañía de seguros contratada, el pago de la pertinente indemniza-
ción. Las agencias administrativas trasladarán simultáneamente a sus respectivas delega-
ciones territoriales y direcciones administrativas fotocopia de los documentos que hubie-
sen enviado directamente a la correduría.
Si el vendedor está adscrito a la sede de una delegación territorial o dirección adminis-
trativa, dicho centro lo remitirá en la misma fecha por valija a la Dirección General, donde
existe un apartado para dicha correduría.
A. la recepción del expediente por la correduría de seguros, ésta remitirá acuse de reci-
bo del mismo y lo remitirá al centro de origen de la ONCE que tramitó el expediente.
5.9. Resolución del expediente de robo.
La resolución del expediente por parte de la compañía aseguradora será comunicada al
agente vendedor.
En el caso de que la resolución del expediente de robo sea positiva, la compañía asegu-
radora, o en su caso, la correduría con la que se encuentre suscrita la póliza remitirá a la
sede del centro que tramitó el siniestro, el finiquito acreditativo de la concesión de la
indemnización a favor del vendedor, figurando en este último la fecha del robo.
En el supuesto de que la compañía no asuma total o parcialmente el siniestro, el ven-
dedor interesado quedará obligado a reintegrar a la ONCE el importe de la cuenta a cobrar.
Este reembolso podrá realizarlo al contado o mediante descuento en nómina, en el plazo
máximo de doce mensualidades, abonando en cada una de ellas la parte proporcional de la
deuda, con un mínimo mensual de 121 euros.
Cuando un vendedor tuviese dos cuentas pendientes por siniestros no indemnizados,
la cantidad mínima mensual será de 121 euros por el primer siniestro y de 241 euros
por el segundo siniestro.
V. Los pensionistas.
1. Los pensionistas, podrán ser o no, afiliados.
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Sobre ésta materia, los Estatutos de la ONCE, en su art. 78183, determinan que los
pensionistas, que podrán ser o no afiliados, disfrutarán de las prestaciones sociales
inherentes a la citada condición. Por tanto, si son afiliados, ostentarán como derechos
todos los inherentes a dicha condición que ya han sido objeto de estudio. Además, debo
señalar el que expongo a continuación.
2. Vacaciones sociales para el colectivo de mayores y pensionistas de la ONCE184.
2.1.
Concepto.
Tienen el carácter de vacaciones sociales las estancias de grupos de participantes en
una población diferente a su lugar habitual de residencia, exclusivamente dentro de la
Península, Baleares y Canarias, durante un período no superior a dos semanas, tiempo
en el que se programarán actividades que favorezcan la convivencia y la participación
social, cultural y turístico-recreativa entre los beneficiarios que coincidan en los distin-
tos turnos vacacionales.
Existen dos modalidades de vacaciones sociales en la ONCE: las convocadas por la
Dirección General (centralizadas); las ofertadas por las Delegaciones Territoriales y
Direcciones Administrativas (territorializadas).
2.2.
Características.
La programación de los turnos de vacaciones sociales convocados por la Dirección
General se publica anualmente mediante Oficio-Circular, regulándose en dicha norma
las condiciones específicas correspondientes.
183 Vide Estatutos de la ONCE, art. 78:
«Título IV. De la comunidad de personas que integran la organización.
Artículo 78. La comunidad de la ONCE estará formada por tres tipos de personas físicas:
Los afiliados.
Los empleados.
Los pensionistas.
La pertenencia a dicha comunidad implica el acatamiento de los presentes Estatutos y la obligación de ser-
vir al cumplimiento de los fines institucionales.
En lo referente a la afiliación, regirá lo dispuesto en el Título correspondiente de los vigentes Estatutos. Su
condición es perfectamente compatible con la de empleado, pensionista o cualquier otra.
En cuanto a los pensionistas, que podrán ser o no afiliados, disfrutarán de las prestaciones sociales inhe -
rentes a la citada condición».
184 Vide Circular 11/2001, de 6 de julio, de la Dirección de Autonomía Personal y Bienestar Social, regis-
tro general de salida n°: 44.231, que derogó la Circular 19/93, de 23 de julio, emitida por la entonces deno-
minada Sección de Acción Social e Integración Laboral.
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Respetando el mismo carácter social, se organizarán turnos vacacionales de carácter
centralizados en la época de Navidad, contabilizándose como cualquiera de los turnos
que se organicen a lo largo de la convocatoria.
Con el fin de posibilitar que los afiliados puedan conocer todas las ofertas de vaca-
ciones, los distintos centros ( D.T.s y D.A.s) publicarán en septiembre todos los turnos
tanto centralizados como territorializados que se vayan a realizar hasta que finalice el
año, y en enero todos aquellos que tengan lugar hasta el mes de julio.
Cada Delegación Territorial y Dirección Administrativa, siempre que cuente con
crédito suficiente en su presupuesto de gastos, tiene competencia para la aprobación de
sus propios proyectos de vacaciones sociales. Al objeto de una mejor planificación es
muy importante tener en cuenta que se están programando vacaciones de carácter
"social". Por consiguiente, su precio deberá ser accesible para la mayoría del colecti-
vo y los recursos económicos destinados a tal fin habrán de gestionarse buscando en
todo momento la racionalidad del gasto. Estos proyectos deberán contener básicamen-
te: - Lugar de celebración de las vacaciones. - Fecha inicial y final del período en que
se desarrollarían las mismas. - Número de plazas previstas. - Programación de activi-
dades a organizar. - Importe total e individual del presupuesto, incluyendo transporte,
alojamiento y manutención. - Seguro turístico por enfermedad o accidente.
Los turnos de vacaciones deberán programarse para un mínimo de veinte personas,
incluyendo el monitor, con excepción de los turnos centralizados a celebrar en Navidad.
La presentación de solicitudes deberá realizarse con un mes de antelación a la fecha de
salida prevista para cada uno de los turnos, con el fin de que todos los beneficiarios que pudie-
ran estar interesados, dispongan de tiempo suficiente para formalizar su petición.
La distribución de las plazas dentro de cada turno se efectuará priorizando la parti-
cipación de los afiliados, teniendo preferencia aquellos que no hayan disfrutado de nin-
gún turno vacacional dentro de la convocatoria.
Con el fin de poder realizar un seguimiento de los turnos, será necesario que los
monitores y coordinadores que participen en los mismos faciliten a su centro los infor-
mes previamente elaborados, para poder así ser introducidos en la aplicación informá-
tica de "Vacaciones Sociales".
2.3. Beneficiarios.
Podrán participar en cualquiera de los turnos vacacionales que se establezcan: afi-
liados a la ONCE sin actividad laboral, mayores de sesenta años; perceptores de pen-
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sión derivada de relación laboral directa con la ONCE, afiliados o no a la misma, que
no realicen actividad laboral alguna y que sean mayores de sesenta años, así como los
viudos de aquellos que hayan sido trabajadores de la entidad y cuya edad se correspon-
da con la indicada.
Los beneficiarios podrán disfrutar de un número limitado de turnos de vacaciones
dentro de una misma convocatoria, según aparezca regulado en el Oficio-Circular que
se publica anualmente, computando tanto los turnos centralizados como los territoriali-
zados.
Los beneficiarios que lo requieran podrán acudir a las vacaciones con un acompa-
ñante, recomendándose la elección de personas de edad similar por razones de homo-
geneidad de los grupos. En el supuesto de que esto no fuera posible no se admitirá, en
ningún caso, acompañantes menores de edad.
2.4. Personal de apoyo.
La ONCE asignará a los diferentes turnos el personal de apoyo necesario, como
monitores especializados responsables de cada grupo, que deberán seleccionarse por las
distintas Delegaciones Territoriales y Direcciones Administrativas, de acuerdo con el
perfil exigido por la normativa vigente.
Asimismo, se considera personal de apoyo a los coordinadores que se encuentran
destinados en distintos hoteles.
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CAPITULO V. LA LOTERÍA Y EL CUPÓN: UNA
RELACIÓN ENTRE GÉNERO Y ESPECIE
I. Consideraciones previas.
Casi todas las relaciones jurídicas se proyectan objetivamente sobre una entidad que, aten-
tamente contemplada, hay que descomponerla, también desde un punto de vista jurídico, en
una multiplicidad de objetos, más o menos enlazados entre sí, que exige hablar de pluralidad
de los mismos. Variando aquí, por supuesto, tal multiplicidad, desde una simple alineación
horizontal, hasta una más compleja y diferenciada tesitura jerárquica, que agudiza con mayor
rigor las eventuales conexiones recíprocas entre los objetos múltiples: como puede verse en
el caso de las llamadas partes constitutivas, las llamadas pertenencias y los llamados acceso-
rios, que son ejemplos de pluralidad objetiva presididos por una idea estructural de oscilante
densidad en la presentación, más o menos compacta, del conjunto objetivo de que se trata. Y
ya en el supuesto de la universalidad, la numeración accidental del objeto sube todavía más
de grado, hasta fundirse en una idea de totalidad1, que vuelve a permitir hablar de unidad,
pero naturalmente en un plano superior más elevado que el de la unidad elemental referida2.
1 Vide P. TEILHARD de CHARDIN, El fenómeno humano, traducción, prólogo y notas de M. Crusafont
Pairó, Taurus, Madrid, 1965. Tomado de: Francisco GONZÁLEZ NAVARRO, Derecho administrativo
español, o.c, p. 523: «[...] el Cosmos en el que el hombre se halla comprometido constituye, de acuerdo
con la integridad indiscutible de su conjunto, un Sistema, un Totum y un Quantum: un Sistema, por su
Multiplicidad; un Totum, por su Unidad; un Quantum, por su Energía; los tres, por lo demás, situados en
el interior de una esfera ilimitada. [...]. Ahora bien; dentro de este bloque, si lo consideramos de una
manera más atenta, nos damos cuenta inmediatamente de que existe algo más que una simple superposi -
ción de relaciones articuladas [...]».
2 Vide Jaime GUASP, Derecho, o.c, pp. 156 y 157.
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En ningún caso, de la adición de unos sujetos y un objeto de Derecho surge la estruc-
tura completa y necesaria de una relación jurídica unívoca: para ello se hace preciso
suministrar, como tercer requisito de la relación, el enlace que ate y haga un todo sig-
nificativo del quién y del qué vistos por separado.
En el caso de la ONCE, el enlace es la creación de una organización a la que se le conce-
de un monopolio de lotería (concesión administrativa) para el desempeño de funciones públi-
cas o de interés público en aquellos supuestos concretos en que la Administración le delega
su ejercicio3.
II. La lotería en la Unión Europea.
Desde 1988 se vienen realizando sorteos comunes de Lotería Nacional con otras
Loterías Europeas. Esta experiencia ha gozado del favor del público, y esta circunstancia
ha supuesto la posibilidad de extender esa fórmula. Diversas sentencias del TJUE se han
pronunciado sobre las cuestiones que suscita el juego en el ámbito comunitario. Sus con-
clusiones son ilustrativas del alcance de esta materia en la Unión Europea.
1. La naturaleza de esta actividad en la Unión Europea.
Dada la inexistencia de normas que disciplinen esta materia en el ámbito comunitario,
debo recurrir a la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de Luxemburgo para desentrañar
la naturaleza del juego, y en especial de la lotería en el seno de la Unión Europea. La refe-
rencia ineludible en esta materia la constituye la Sentencia del Tribunal de Justicia de las
Comunidades Europeas (Pleno), de 24 de marzo de 19944. Las cuestiones que se plantean
tienen una notable incidencia sobre la configuración jurídica de este sector.
3 Vide José I. RUIZ OLABUÉNAGA (Dir.), El sector no lucrativo en España, Fundación BBV, Madrid, 2000,
p. 25: «La crisis de empleo que azota a las sociedades modernas contribuye a que las asociaciones se conviertan
en agencias de empleo para los padres o afines ideológicos más que para una defensa objetiva y legitima de los
intereses de los débiles. Las asociaciones de ayuda mutua se mueven entre el sindicalismo de solidaridad y la opo-
sición pública subsidiada, entre el clientelismo institucional y la conciencia critica. Estas mismas asociaciones tie-
nen el riesgo de luchar por obtener concesiones del Estado que, por su privilegio o su exclusividad, les colocan
en situación de ventaja frente a otras asociaciones legítimas de búsqueda de lucro. La concesión exclusiva de lote-
rías o la exención de impuestos en actividades comerciales son, como se sabe, intromisiones no aceptadas por
amplios sectores de la sociedad, bien porque se convierten en instrumento de pago de servicios y fidelidades
ideológicas o porque alteran la competitividad de las leyes de mercado. Todo ello está dando origen a un nuevo
corporativismo de defensa intraorganizacional más que de ayuda a terceros (como se supone que debería acontecer)».
Vide José Manuel SALAARQUER, "Liberalización del monopolio de loterías y competencias sobre el
juego", REDA, 120, (2003), p. 534, donde respecto a esta sentencia apunta la diferencia entre prohibición
general y prohibición monopolística. Vide COMISIÓN TÉCNICA DEL JUEGO, CONSEJERÍA DE
ECONOMÍA Y HACIENDA DE LA GENERALITAT DE CATALUNYA, "El sector del juego en el mer-
cado único europeo", Palau, 16, (1992), pp. 100-114.
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Por considerar que la solución del litigio principal requería la interpretación de dispo-
siciones de Derecho comunitario, la High Court of Justice suspendió el procedimiento y
planteó al Tribunal de Justicia las cuestiones prejudiciales siguientes:
· 1) ¿Constituyen mercancías, a efectos del artículo 30 del Tratado de Roma, los billetes
o el material publicitario de una lotería que se celebra legalmente en otro Estado miembro?.
· 2) En caso afirmativo, ¿es aplicable el artículo 30 a la prohibición del Reino Unido
de importar billetes o material publicitario de grandes loterías, tomando en consideración
que las restricciones impuestas por la legislación del Reino Unido a la celebración de
dichas loterías en el Reino Unido se aplican sin discriminación por razón de la nacionali-
dad y con independencia de que la lotería se organice fuera o dentro del Reino Unido?.
· 3) En caso afirmativo, ¿constituye el interés del Reino Unido en limitar las loterías,
por razones de política social y para prevenir el fraude, una consideración legítima de
orden público o moralidad pública que justifique, a tenor del artículo 36 o de otra disposi-
ción, las restricciones controvertidas?.
· 4) ¿Constituye la entrega de billetes o el envío de material publicitario de una lotería
celebrada legalmente en otro Estado miembro una prestación de servicios a efectos del artí-
culo 59 del Tratado de Roma?.
· 5) En caso afirmativo, ¿es aplicable el artículo 59 a la prohibición establecida por el
Reino Unido de importar billetes o material publicitario de grandes loterías, tomando en
consideración que las restricciones impuestas por la legislación del Reino Unido a la cele-
bración de dichas loterías en el Reino Unido se aplican sin discriminación por razón de la
nacionalidad y con independencia de que la lotería se organice fuera o dentro del Reino
Unido?.
· 6) En caso afirmativo, ¿constituye el interés del Reino Unido en limitar las loterías,
por razones de política social y para prevenir el fraude, una consideración legítima de
orden público o moralidad pública que, en las circunstancias del presente asunto, justifique
las restricciones alegadas a tenor del artículo 56 en relación con el artículo 66 o de otra dis-
posición?.
Habida cuenta de las alegaciones ante él formuladas por las partes del litigio principal
y de los fundamentos de su resolución de remisión, el Juez nacional planteo la cuestión de
si los artículos 30 y 59 del Tratado se oponían a que, como hace la legislación británica,
la legislación de un Estado miembro prohibiera, salvo excepciones, las loterías en el terri-
torio de dicho Estado miembro y, por consiguiente, la importación de material destinado a
permitir la participación de los habitantes de dicho territorio en loterías extranjeras.
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Al plantear las cuestiones prejudiciales primera y cuarta, el Juez nacional deseaba saber
si la importación de material publicitario y de billetes de lotería en un Estado miembro,
para que los habitantes de dicho Estado participen en una lotería organizada en otro Estado
miembro, constituía una importación de mercancías sujeta al artículo 30 del Tratado o si
dicha actividad estaba vinculada a una prestación de servicios que, por este motivo, esta-
ba comprendida en el ámbito de aplicación del artículo 59 del mismo Tratado.
1.1. ¿La actividad de las loterías es una "actividad económica"?, o ¿se trata de una
importación de mercancías o una prestación de servicios remunerada?.
Determinar la naturaleza de esta actividad en el seno de la Unión Europea constituye
una cuestión capital. Se trataba de determinar si la actividad de las loterías es una activi-
dad económica. Se alegaba que las loterías están tradicionalmente prohibidas en los
Estados miembros en que éstas son organizadas bien directamente por las autoridades
públicas, bien bajo su control, únicamente con fines de interés general. Consideraban que
las loterías están desprovistas de causa económica porque se basan en el azar. También afir-
man que las loterías tienen carácter recreativo o lúdico y no carácter económico.
También existía un grupo de gobiernos que mantenían que esta actividad consistente en
organizar loterías es un "servicio", con arreglo al artículo 60 del Tratado. Alegaban que tal
actividad consiste en efectuar prestaciones que, por una parte, se efectúan normalmente
contra remuneración al organizador de la lotería o a los participantes de dicha lotería, y
que, por otra parte, no se rigen por las normas relativas a la libre circulación de mercancí-
as. Los demandados en el litigio principal consideraban que la actividad que ejercen está
comprendida en el ámbito de aplicación del artículo 30 del Tratado. Mantienen que el
materia] publicitario y los documentos que anuncian o se refieren al sorteo de lotería son
"mercancías", en el sentido del Tratado, es decir, objetos materiales obtenidos por fabrica-
ción según la definición que el Tribunal de Justicia da de ellas en la sentencia de 11 de julio
de 1985, Cinéthèque. Como algunos Gobiernos mantenían que las loterías no son "activi-
dades económicas" con arreglo al Tratado, procedía destacar que una importación de mer-
cancías o una prestación de servicios remunerada, deben considerarse "actividades econó-
micas" con arreglo al Tratado.
El Tribunal afirmó que las actividades de lotería no son actividades relativas a "mer-
cancías", ni están comprendidas, en cuanto tales, en el artículo 30 del Tratado. Al contra-
rio, dichas loterías debían considerarse actividades de "servicios", en el sentido del
Tratado. A tenor del párrafo primero del artículo 60 del Tratado:
858
«[...] se considerarán como servicios las prestaciones realizadas normalmente a cambio de
una remuneración, en la medida en que no se rijan por las disposiciones relativas a la libre circu-
lación de mercancías, capitales y personas».
Las prestaciones de que se trata son las que efectúa el organizador de la lotería hacien-
do participar a los compradores de billetes en un juego de azar que les ofrece una esperan-
za de ganancia, y a dicho fin se dedican la recaudación de las apuestas, la organización de
sorteos aleatorios, la determinación y el pago de los premios.
Las prestaciones de que se trata tienen carácter transfronterizo cuando se ofrecen en
territorio de un Estado miembro distinto de aquel en el que está establecido el organizador
de la lotería. Dichas prestaciones se efectúan normalmente contra remuneración, consis-
tente en el precio del billete de lotería.
Por último, las loterías no se rigen ni por las normas del Tratado relativas a la libre cir-
culación de mercancías, ni por las normas relativas a la libre circulación de personas, que
sólo se refieren a los movimientos de personas, ni por las normas relativas a la libre circu-
lación de capitales, que sólo se refieren a los movimientos de capitales pero no al conjun-
to de los flujos monetarios necesarios para las actividades económicas.
Es cierto que, las loterías son objeto de una normativa particularmente estricta y de un
estrecho control por parte de las autoridades públicas en los distintos Estados miembros de
la Comunidad. No obstante, las loterías no están totalmente prohibidas en dichos Estados
miembros. Por el contrario, se celebran asiduamente. En particular, si bien las loterías están
prohibidas, en principio, en el Reino Unido, las pequeñas loterías, organizadas con fines
no lucrativos, así como la lotería nacional, desde la Ley adoptada al efecto en 1993, están
autorizadas en dicho Estado miembro.
En estas circunstancias, las loterías no pueden considerarse actividades prohibidas en
todos los Estados miembros a causa de su nocividad, y cuya situación, en relación con el
Derecho comunitario, pueda relacionarse con la de las actividades relativas a productos ilí-
citos, aunque, como observan algunos Gobiernos, los contratos de juego puedan conside-
rarse nulos con arreglo al Derecho de algunos Estados miembros. Suponiendo que la mora-
lidad de las loterías pueda, al menos, cuestionarse, no corresponde al Tribunal de Justicia
sustituir la apreciación de los Estados miembros en los que dicha actividad se practica
legalmente por la suya.
Algunos Gobiernos insistieron en el carácter aleatorio de las ganancias en la lotería.
Pero las actividades habituales de una lotería se resumen en el pago de una suma por un
apostante que espera recibir en contrapartida un premio. Que dicha contrapartida sea
incierta no le priva en cambio de su carácter económico.
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También es cierto que una lotería, al igual que el deporte amateur, puede tener carácter
recreativo para los jugadores que participen en ella. No obstante, este aspecto lúdico no
priva a la lotería de su carácter de prestación de servicios. No sólo aporta a los jugadores,
si no siempre una ganancia, al menos una esperanza de ganancia, sino que también procu-
ra un beneficio al organizador. En efecto, las loterías están organizadas por particulares o
por organismos públicos con un fin lucrativo ya que, en la mayoría de los casos, la totali-
dad de las sumas jugadas por los apostantes no se redistribuyen en forma de premios.
Si bien en numerosos Estados miembros la ley establece que los beneficios obtenidos
en una lotería sólo pueden afectarse a determinados objetivos, en particular de interés gene-
ral o, incluso, que deben afectarse al presupuesto del Estado, dichas normas sobre la afec-
tación de los beneficios no modifican la naturaleza de la actividad de que se trata y no la
privan de su carácter económico.
Al excluir de su ámbito de aplicación las actividades de lotería que no sean organiza-
das por particulares con carácter lucrativo, la Directiva 75/368, no ha negado sin embargo
el carácter de "servicios" de dichas actividades. Dicha Directiva se propone únicamente
facilitar, con carácter transitorio, el ejercicio por cuenta propia por parte de los nacionales
de otros Estados miembros de las actividades en ella determinadas. Por tanto, no tiene por
objeto ni por efecto excluir las loterías del ámbito de aplicación de los artículos 59 y 60 del
Tratado, cosa que, de todos modos, no tenía la facultad de hacer.
Por todo ello, y a modo de conclusión se puede afirmar que la importación de un Estado
miembro de material publicitario y de billetes de lotería para que lo habitantes de dicho
Estado miembro participen en una lotería organizada en otro Estado miembro constituye
un "servicio".
1.2. Las loterías y la libre prestación de servicios.
Las restricciones a la libre prestación de servicios se plantearon de manera que el Juez
nacional deseaba saber si una legislación nacional que, como la legislación británica rela-
tiva a las loterías, prohibía, salvo excepciones que ella misma establecía, la celebración de
loterías en el territorio de un Estado miembro, constituía un obstáculo a la libre prestación
de servicios.
La Comisión y los demandados en el litigio principal sostenían que dicha legislación,
que era, de hecho, discriminatoria, restringía en todo caso la libre prestación de servicios.
Los Gobiernos español, francés, helénico y del Reino Unido reconocían que tal legislación
podía constituir una restricción a la libre prestación de servicios, aunque se aplicase indis-
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tintamente. Los Gobiernos belga y luxemburgués estimaban que una legislación como la
británica no constituía una restricción a la libre prestación de servicios porque era indistin-
tamente aplicable.
Según la jurisprudencia del Tribunal de Justicia, una legislación nacional puede estar
comprendida en el ámbito del artículo 59 del Tratado, aunque se aplique indistintamente,
cuando puede prohibir u obstaculizar de otro modo las actividades del prestador estableci-
do en otro Estado miembro, en el que presta legalmente servicios análogos.
Basta declarar que tal es el caso de una legislación nacional como la legislación britá-
nica en materia de loterías que impedía, de manera absoluta, que los organizadores de lote-
rías de otros Estados miembros promocionasen sus loterías y vendiesen sus billetes bien
directamente, bien a través de agentes independientes, en el territorio del Estado miembro
que adoptó dicha legislación.
En base a este relato fáctico, la sentencia concluyó respondiendo a la cuestión prejudicial
(quinta) que una legislación nacional que, como la legislación británica relativa a las loterí-
as, prohibía, salvo excepciones que ella misma establecía, la celebración de loterías en el
territorio de un Estado miembro constituía un obstáculo a la libre prestación de servicios.
1.3. Las loterías y la política social y de prevención del fraude que la justifican5.
El Juez nacional deseaba que se dilucidase si lo dispuesto en el Tratado en relación con
la libre prestación de servicios se oponía a una legislación como la legislación británica en
materia de loterías, habida cuenta de las preocupaciones de política social y de prevención
del fraude que la justificaban.
5 Vide José Ignacio BORNAECHEAFERNÁNDEZ, La organización nacional de ciegos españoles, o.c,
p. 154: «Existe plena unanimidad en oponerse a la liberalización del mercado, basada fundamentalmente
en que este tipo de juego tiene poderosas razones de orden público, constatado históricamente, a fin de pro-
teger a la población. El Estado garantiza con ello un juego limpio.
No puede olvidarse que los fondos recaudados a través de estos juegos suelen tener fines sociales o redis-
tributivos, que desaparecerían en un mercado liberalizado, pues la competencia haría disminuir los ingre-
sos y con ello la atención a esos fines.
El mantenimiento de los mismos se suplantaría con el incremento de impuestos a los ciudadanos.
Además, existe otro argumento nada despreciable si tenemos en cuenta cómo se toman las decisiones en
la Comunidad, y es que la liberalización del sector terminaría por hacer desaparecer los juegos de azar en
los países pequeños como Bélgica, Holanda y Portugal, a favor de los grandes Estados, con las mismas
consecuencias para sus ciudadanos y los fines perseguidos.
Es aventurado predecir cuál será la decisión que al final adopte la Unión Europea respecto a la pregunta
sobre la liberalización. Que se produzca en términos generales es bastante improbable. Más razonable será
esperar una cierta armonización legislativa.
Y respecto a las loterías, es de esperar que los Estados miembros mantengan posturas de fuerte rechazo a cual-
quier medida de liberalización».
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Pues bien, en la sexta cuestión se determina que una prohibición como la establecida
en la legislación británica, referida a la organización de grandes loterías y, más especial-
mente, a la publicidad y a la difusión de billetes de este tipo de loterías, se aplica con inde-
pendencia de la nacionalidad del organizador de la lotería o de sus agentes y sean cuales
sean el Estado miembro o Estados miembros en los que el organizador o sus agentes están
establecidos. Por tanto, no constituye ninguna discriminación por razón de la nacionalidad
de los operadores económicos afectados ni por razón del Estado miembro en que estén
establecidos.
Procedía entonces averiguar si el artículo 59 del Tratadose oponía a una legislación de
dicho tipo que, aunque no era discriminatoria, restringía sin embargo la libre prestación de
servicios.
Todos los Gobiernos que habían presentado observaciones estimaban que una legisla-
ción como la controvertida era compatible con lo dispuesto en el artículo 59 del Tratado.
En su opinión, dicha legislación debía considerarse justificada por las razones imperiosas
de interés general de la protección de los consumidores, la prevención de la delincuencia,
la protección de la moralidad pública, la limitación de la demanda de juego así como la
financiación de actividades de interés general. Además, estimaban que una legislación de
dicho tipo era proporcionada a los objetivos que perseguía.
La Comisión estimaba, por el contrario, que, aunque se basaba en razones imperiosas
de interés general, una prohibición de la lotería como la de la Ley británica no era compa-
tible con el artículo 59 del Tratado porque los objetivos que perseguía podían alcanzarse
a través de medidas menos restrictivas.
Según las indicaciones del Juez remitente, la legislación británica, en su versión ante-
rior a la Ley de 1993, por la que se instaura la lotería nacional, perseguía los objetivos
siguientes: prevenir los delitos y garantizar que los participantes en los juegos sean trata-
dos honradamente; evitar que se estimule la demanda en el sector del juego, cuyo exceso
tiene consecuencias sociales perjudiciales; velar por que las loterías no puedan organizar-
se para obtener un beneficio personal y comercial sino únicamente con fines benéficos,
deportivos o culturales.
Habida cuenta de la naturaleza tan particular de las loterías, subrayada por numerosos
Estados miembros, dichas razones podían justificar, en relación con el artículo 59 del
Tratado, restricciones que incluyeran la prohibición de las loterías en el territorio de un
Estado miembro. Pues no puede prescindirse de las consideraciones de orden moral, reli-
gioso o cultura] que rodean tanto a las loterías como a los demás juegos en todos los
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Estados miembros. Dichas consideraciones tienden, en general, a limitar e incluso a prohi-
bir el juego y a evitar que sea una fuente de enriquecimiento individual.
Pues bien, se responde a la sexta cuestión prejudicial que lo dispuesto en el Tratado en
relación con la libre prestación de servicios no se opone a una legislación como la legisla-
ción británica en materia de loterías, habida cuenta de las razones de política social y de
prevención del fraude que la justifican.
1.4. Conclusión.
En virtud de todo lo expuesto, es conveniente establecer las conclusiones derivadas de
la sentencia del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas (Pleno), de 24 de marzo
de 1994. Se resumen del siguiente modo:
1. La importación en un Estado miembro de material publicitario y de billetes de lote-
ría para que los habitantes de dicho Estado miembro participen en una lotería organizada
en otro Estado miembro constituye un "servicio" con arreglo al artículo 60 del Tratado y,
por tanto, está comprendida en el ámbito de aplicación del artículo 59 del Tratado.
2. Una legislación nacional que, como la legislación británica relativa a las loterías,
prohibe, salvo excepciones que ella misma establece, la celebración de loterías en el terri-
torio de un Estado miembro constituye un obstáculo a la libre prestación de servicios.
3. Lo dispuesto en el Tratado en relación con la libre prestación de servicios no se
opone a una legislación como la legislación británica en materia de loterías, habida cuen-
ta de las razones de política social y de prevención del fraude que la justifican.
2. La comercialización en un Estado miembro de loterías organizadas en otros
Estados y la tributación de los premios.
Una vez determinada la naturaleza de esta actividad en el seno de la Unión Europea, es
necesario dar un paso más y estudiar el efecto que tiene la comercialización en un Estado
miembro de loterías organizadas en otros Estados, en especial el efecto tributario.
Esta materia fue abordada por la Sentencia del Tribunal de Justicia de las Comunidades
Europeas (Sala Quinta), de 13 de noviembre de 2003. Quizás nos ayude a comprender el
problema planteado, el análisis de las observaciones presentadas ante el Tribunal de
Justicia.
"La señora Lindman alegaba que la normativa finlandesa era discriminatoria ya que si
ella residiera en Suecia o hubiera ganado el premio controvertido en el asunto principal en
una lotería finlandesa, éste no estaría sujeto al impuesto sobre la renta.
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Los Gobiernos finlandés, belga, danés y noruego consideraban que la normativa finlan-
desa era compatible con el artículo 49 CEE. En este sentido, se basaban en la jurispruden-
cia del Tribunal de Justicia para señalar que la tributación de los juegos de azar es sólo un
aspecto especifico del régimen general aplicable a los juegos de este tipo, ámbito en el que
los Estados miembros disponen de un amplio margen de apreciación. Según los citados
Gobiernos, las eventuales restricciones estaban justificadas por razones imperiosas de inte-
rés general relacionadas con la lucha contra las consecuencias perjudiciales de los juegos
de azar, puesto que, si los premios de las loterías extranjeras estuvieran exentos, se incita-
ría al público a participar en ellas.
En concreto, el Gobierno finlandés alegaba que la tributación de los premios que se
obtienen en juegos de azar organizados fuera de Finlandia se explicaba por la imposibili-
dad de gravar con un impuesto en dicho Estado miembro a las empresas extranjeras que
organizaban juegos de azar desde el extranjero. De lo contrario, los contribuyentes sujetos
al impuesto en Finlandia y los organizadores de juegos de azar se repartirían una ventaja
fiscal, con independencia de que los ingresos se destinasen a fines de interés público en el
Estado de origen o de que la normativa de dicho Estado tratase de tener en cuenta los obje-
tivos de protección de los consumidores y de prevención de los perjuicios sociales.
La Comisión y el Órgano de Vigilancia de la AELC consideraron que la tributación, en
un Estado miembro, de los premios de loterías únicamente cuando se trataba de loterías
organizadas en otros Estados miembros se oponía al artículo 49 CEE y no podía justificar-
se por motivos de interés general.
La Comisión se basaba en la sentencia de 11 de junio de 1998, Fischer, para sostener
que, con arreglo al principio de neutralidad fiscal, el ganador de un juego de azar legalmen-
te organizado en un Estado miembro no podía recibir en otro Estado miembro un trato
menos favorable que el que recibía el ganador de un juego organizado en este último
Estado.
El Tribunal de Justicia respondió recordando que aunque la fiscalidad directa es com-
petencia de los Estados miembros, éstos deben ejercer dicha competencia respetando el
Derecho comunitario [Sentencia del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas
(Sala Quinta), de 13 de noviembre de 2003]6:
[...]. 21. Ha quedado acreditado en el asunto principal que las loterías extranjeras reciben un
trato fiscal distinto del que se aplica a las loterías finlandesas y que se encuentran en una situa-
ción de desventaja con respecto a éstas. En efecto, en virtud de la lotteriskattelagen, únicamente
6 Vide Gil Carlos RODRÍGUEZ IGLESIAS, El régimen jurídico de los monopolios de Estado en la
Comunidad Económica Europea, Instituto de Estudios Administrativos, Madrid, 1976.
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los premios obtenidos en juegos de azar no autorizados en Finlandia están sujetos a impuesto,
mientras que los premios obtenidos en juegos de azar organizados en dicho Estado miembro están
exentos. El Gobierno finlandés ha reconocido, por otra parte, que la existencia de dicha normati-
va produce el efecto de que un contribuyente finlandés prefiera participar en una lotería organi-
zada en Finlandia antes que en una lotería que se celebra en otro Estado miembro.
22 A diferencia de lo que sostiene dicho Gobierno, el hecho de que los prestatarios de jue-
gos establecidos en Finlandia estén sujetos al impuesto en concepto de organizadores de juegos
de azar no impide considerar que la normativa finlandesa es manifiestamente discriminatoria, ya
que dicho impuesto no puede equipararse al impuesto sobre la renta que grava los premios obte-
nidos por los contribuyentes al participar en loterías organizadas en otros Estados miembros.
23. Según el Gobierno finlandés, aun admitiendo que la normativa nacional sea discriminato-
ria, estaría justificada por razones imperiosas de interés general como la prevención de los abusos
y los fraudes, la reducción de los perjuicios sociales que ocasiona el juego, la financiación de acti-
vidades de utilidad pública o la tutela de la seguridad jurídica.
24. El Gobierno noruego invoca asimismo como justificación la necesidad de combatir las
consecuencias perjudiciales de la adicción al juego, que pueden considerarse una cuestión de
salud pública. Así, existen centros de rehabilitación y otras infraestructuras para tratar a los
jugadores y el juego puede crear problemas sociales como privar de recursos a la familia de la
persona adicta al juego, divorcios y suicidios. [...]».
Por tanto, y eso es lo que trato de destacar, la conclusión a la que llega el Tribunal de
Justicia es que el artículo 49 CEE se opone a la normativa de un Estado miembro con arre -
glo a la cual los premios obtenidos en loterías organizadas en otros Estados miembros se
consideran rendimientos del ganador sujetos al impuesto sobre la renta, mientras que los
premios de loterías organizadas en ese Estado miembro están exentos del citado impues -
to. Lo que sin duda tiene una notable repercusión en el ejercicio de esta actividad.
3. La incertidumbre sobre la creación de un mercado europeo único de loterías y
un primer paso en esta dirección: el juego común europeo denominado "euromillo-
nes".
Cabe suponer que a favor de la creación de este mercado se situarían aquellos estados
cuyas loterías cuentan con una tradición exportadora, como es el caso de Irlanda y de
Alemania. Por el contrario, a esta liberalización se opondrían aquellos países que, con una
tradición restrictiva hacia el juego, desconocen el funcionamiento del mercado. Este sería el
caso del Reino Unido. De cualquier modo, no hay razones de peso para que no se liberalice
el mercado de las loterías. Ala burocracia comunitaria, por un lado, no le repugna la idea de
institucionalizar una lotería europea, cuyo primer sorteo, por otra parte, ya se celebró en
Octubre de 1988. La corriente neoliberal, por otro lado, está favoreciendo un cambio de pers-
pectiva en el modo de evaluar el juego. Así, olvidando o desestimando tanto las patologías
sociales que algunos juegos pueden ocasionar, como el carácter fiscalmente regresivo del
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juego, hoy en día es cada vez más frecuente encontrar manifestaciones en su favor, al ser con-
siderado una herramienta fiscal particularmente idónea en las épocas de crisis7.
Un primer paso en esta dirección lo ha dado la Resolución de 6 de febrero de 2004,
Loterías y Apuestas del Estado (BOE de 9 de febrero, núm. 34), por el que se aprueban las
normas que rigen los concursos de pronósticos del juego común europeo denominado
Euromillones, como modalidad de la Lotería Primitiva o de Números8 9.
El resultado ha sido el desarrollo de un proyecto en el que han participado diferentes
instituciones gestoras de loterías en Europa, como son: La Francaise des Jeux (Francia),
Camelot (Reino Unido) y Loterías y Apuestas del Estado (España), y que supone la coor-
dinación de un juego común.
Inicialmente se ha comercializado en cada uno de los respectivos ámbitos territoria-
les de cada una de las anteriores entidades, si bien está previsto que, de forma paulati-
na vayan incorporándose otras loterías de distintos países.
En este primer proyecto, se pone en marcha un juego de pronósticos de la familia de
la lotería primitiva y, por tanto, similar al juego que ya se comercializaba en España, si
bien presenta algunas características propias como son: a) el boleto consta de dos matri-
ces o tablas de números, b) se han establecido doce categorías de premios y c) el siste-
ma de "bote", o de acumulación de premios para la primera categoría, permitirá ofre-
cer premios atractivos a los potenciales participantes.
Vide Roberto GARVIA SOTO, La organización nacional de ciegos. Un estudio institucional, o.c, pp.
267-268.
8 Vide Resolución de 6 de febrero de 2004, Loterías y Apuestas del Estado, por la que se aprueban las nor-
mas que rigen los concursos de pronósticos del juego común europeo denominado Euromillones, como
modalidad de lotería primitiva o de números, Capítulo I, 1a. 1: «Las presentes normas son aplicables exclu-
sivamente a la gestión que realice Loterías y Apuestas del Estado en su ámbito territorial y tienen por obje-
to establecer las condiciones por las que se rigen los concursos de pronósticos del juego común europeo
denominado Euromillones, modalidad de fórmula genérica de la Lotería Primitiva o Lotería de Números,
sin que suponga que se concierte contrato alguno entre los concursantes ni entre éstos y Loterías y
Apuestas del Estado, quedando limitada la actividad de quienes participan a pagar el importe correspon-
diente y entregar o remitir sus pronósticos en la forma establecida por estas normas».
9 Vide Resolución de 13 de julio de 2004, Loterías y Apuestas del Estado (BOE de 16 de julio, núm. 171),
por el que se modifican las normas aprobadas por Resolución de 6 de febrero de 2004, que rigen los con-
cursos de pronósticos del juego común europeo denominado Euromillones, como modalidad de la Lotería
Primitiva o de Números: «Las modificaciones que ahora se introducen tiene, por un lado, el propósito de
dejar abierta la posibilidad de incorporarse nuevos países a la gestión y comercialización de
"Euromillones" que, actualmente, realizan las instituciones de loterías de España, Francia y Reino Unido,
y por otro, la adaptación de la forma en que se genera el denominado "fondo garantizado" de acuerdo con
la experiencia obtenida a lo largo de los sorteos realizados hasta el momento. [...]».
III. La lotería nacional.
1. Evolución histórica.
La "lotería" produce gran ilusión en los pueblos pobres de la Europa meridional y
sobre ella se ha escrito abundantemente. Pero ni la institución ni la palabra tienen raigam-
bre muy antigua en España. En efecto, el Diccionario de Autoridades dice que la palabra
significa "lo mismo que Rifa", y añade: "Hácese en varias ciudades de Europa, con mer-
caderías o billetes de banco, asistiendo la Justicia. Es voz nuevamente introducida del
Francés"10.
La lotería tiene antecedentes en Francia, por los años de 1539, es decir, en tiempo de
Francisco I; hacia 1590 se introduce en Venecia, y en Nápoles antes (en 1583). Es el "joco
della ventura". En otras ciudades del sur de Italia, como Barí, aparece en 1685, y por la
misma fecha el arzobispo Ruffo la ataca como algo anticristiano11. Es decir, a partir del siglo
XVII se desarrollaron dos tipos de lotería, muy ingeniosas, que servían para dar garantías
mínimas al jugador y minimizar los riesgos de la hacienda: la lotería genovesa (o lotto), y
la lotería holandesa o de clases (o klassenlotterie). El primer tipo de lotería se convirtió en
la lotería dominante en Europa del sur, mientras que la segunda se extendió por Europa
Central y del Norte12.
10 Vide Julio CARO BAROJA, "La lotería", Revista de dialectología y tradiciones populares, Tomo XL,
(1985), p. 7. En las pp. 7-8, afirma: «De 1734, fecha en que se publica el tomo cuarto del diccionario, a
fines del XVIII o comienzos del XIX, la Lotería había adquirido, de todas formas, en España inmensa
popularidad en todas sus varias manifestaciones. Basta con consultar el vocabulario compilado en los escri-
tos de don Leandro Fernández de Moratín para verlo. Porque, aparte de que el gran artista en una ocasión
alude a rifa, en el sentido que da el diccionario citado, se refiere, también, a la "Lotería primitiva", en que
se sacaban cinco números de noventa, y a la Junta de la Lotería, de Nápoles precisamente; y además a la
venta de billetes sacados a la suerte en mayor número, la "Lotería moderna", a sus empleados, a las tien-
das donde se despachan los billetes e incluso al juego casero que imita la "Lotería primitiva". Cosas todas
familiares a los madrileños que hemos vivido bastante tiempo después. La fe en ella queda expresada en
otros escritores españoles de su misma época».
11 Ibídem, p. 8.
12 Vide Roberto GARVIA, "Las loterías españolas desde una perspectiva comparada: unos datos y una
hipótesis", Hacienda Pública Española, 145, (1998), pp. 35-36: «La lotto o lotería genovesa funcionaba
del siguiente modo. El jugador apostaba por un número o combinaciones de números entre 90 números, de
los que se extraían cinco en el sorteo. Las apuestas posibles eran el extracto simple (se apostaba a sólo un
número), el extracto determinado (se apostaba a un número determinando el orden de su aparición), el
ambo (se apostaban dos números), el temo, el quaterno, y la quintina (se apostaban respectivamente a tres,
cuatro o los cinco números). Cada una de estas apuestas tenía una probabilidad de éxito, pero los premios
eran siempre menores que esa probabilidad. [...].
La lotería de clases era (y sigue siendo) una lotería de billetes o número fijos. Estas loterías se organiza-
ban según un plan de sorteos y de premios establecido que se hacía público, de modo que el jugador tenía
certidumbre del premio del que sería acreedor en caso de ser afortunado. [...]».
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La Lotería en España se reglamenta, poco a poco y minuciosamente, como puede compro-
barse en obras de Derecho administrativo13. Es curioso ver cómo en ellas se constituye un capí-
tulo consagrado al estudio o análisis de las "funciones relativas a la vida moral", en el que se
recoge lo legislado en punto a diversiones públicas de una parte, a juegos y rifas de otra; cómo
son perseguidos los juegos prohibidos, pero cómo también un juego de azar "queda elevado
por el Estado a la categoría de institución administrativa", según expresión de un jurista ilus-
tre. En sí, "elevación" semejante puede dar mucho que pensar en un país en el que la pasión
por el juego ha producido grandes males, que sigue dominado por ella, con variedades nuevas
en apariencia y que, por otro lado, es abundante en legislación que prohibe una enormidad de
formas de jugar. En efecto, todo el título XXIII del libro XII de la Novísima Recopilación está
dedicado a transcribir leyes restrictivas que no son menos de dieciocho14.
13 Vide Vicente SANTAMARÍA de PAREDES, Curso de Derecho Administrativo según sus principios
generales y lo legislación general de España, Madrid, 1898, pp. 379-381. Vide Juan Francisco MARTÍ
BASTERRECHEA, "La lotería nacional: datos históricos", Presupuesto y Gasto Público, 4, (1979), pp.
343-365.
14 Vide Julio CARO BAROJA, "La lotería", Revista de dialectología y tradiciones populares, Tomo XL,
(1985), pp. 9-11: «La más antigua es de la época de don Juan I de Castilla y data de 1387. Se refiere a juegos
de naipes y dados, que se prohiben en términos tajantes. La segunda se refiere a los "tableros" (que eran pro-
piamente casas de juego) también de dados y naipes y corresponde a una petición hecha ya en 1329. La ley es
de Juan II (1436). Parece, sin embargo, por la ley tercera, que poco antes el mismo rey había derogado, donde
existían, leyes de arriendo de los mismos tableros y privilegios que algunas ciudades, villas y lugares tenían
para lucrarse con ellos. La cuarta ley de 1480 confirma todas las anteriores. Pero, sin embargo, los tableros
seguían y se arrendaban, como se ve por la ley quinta, dada en Granada en 1499. Más tarde se prohibe fabri-
car y vender dados (1515, 1523, 1537). Pero se comprueba que, de un modo u otro, la pasión por el juego
seguía, en ocasiones de forma que daba lugar al crédito o fiado, incluso en los juegos deportivos, como el de
la pelota. Las leyes se hacen menos tajantes a veces después, fijándose cantidades hasta las que es lícito jugar.
Pero hay otros momentos en que la legislación vuelve a ser severa, como en tiempos de Felipe II lo reflejan
leyes de 1568 y 1575, relativas, sobre todo, a los dados. Luego la prohibición se hace extensiva a juegos con
nombres pintorescos, como los de "bueltos, bolillo, trompico y palo" de 1586 y 1593. Produce extrañeza obser-
var que en la colección legislativa hay un vacío sensible en relación con todo el siglo XVII, es decir, los reina-
dos de Felipe III, Felipe IV y Carlos II en que se juega con desenfreno. La legislación borbónica es minucio-
sa, sobre todo la de la época de Carlos III y Carlos IV. Una ley refrendada por Carlos III, pero que arranca de
la época de su padre y sus hermanos, refleja el desenfreno a que había llegado la pasión por los juegos de "nay-
pes y envite, dados y tablas, cubiletes, dedales, nueces y corregüela y descarga la burra, que consisten todos en
suerte, fortuna y azar" y que controlaban gariteros, jugadores y fulleros. Esto, poco después de fundarse la
Lotería: en 1764. Otra ley, curiosísima desde el punto de vista lexicográfico, es la de 6 de octubre de 1771 en
que se prohiben "los juegos de banca o faraón, baceta, carteta, banca fallida, sacanete, parar, treinta y quaren-
ta, cacho, flor, quince, treinta y una convidada, [...] como también los juegos del birbis, oca o auca, dados,
tablas, azares y chuecas, bolillo, trompico, palo o instrumento de hueso, madera o metal, o de otra manera algu-
na que tenga encuentros, azares o reparos; como también el de taba, cubiletes, dedales, nueces, corregüela (o
cerregüela), descarga la burra y otros qualesquiera de suerte y azar, aunque no vayan señalados con sus pro-
pios nombres". Esta ley minuciosa fue apoyada por otra de 1786. Las que siguen son las ya aludidas con prohi-
bición de loterías extranjeras y del juego de lotería de cartones en los cafés y casas públicas: esto ya en 1800.
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Inicialmente la lotería pretendía cumplir una misión social. Para ello, cuando el virrey
Marqués de Croix, dio a conocer la nueva proposición al rey dijo, entre otras cosas, que la
lotería era "el más moderado de los juegos de suerte, por cuanto se hace a la vista de la
autoridad". Que "este juego no supone pérdida que deteriore las fortunas, a la vez que hay
una cierta ganancia para el Estado". Así pues, la necesidad de instituir un juego más mode-
rado hizo que el establecimiento de la lotería tuviera rápida ejecución desde que fuera con-
cebido y proyectado en 1767 o 1768 por el que iba a ser su primer director, don Francisco
Xavier de Sarria. El rey contestó al citado proyecto de Sarria, aprobando la lotería proyec-
tada por éste. Al mismo tiempo, ordenó que formulase el plan y reglas de la lotería, deci-
diese sobre la impresión de billetes, habilitase una casa y atendiese a cuantos detalles fuera
necesario para poner en marcha el negocio15.
En ese momento histórico, los derechos reales los constituyeron el catorce por ciento
de los fondos totales, hasta el año 1781. Y desde el año siguiente hasta el final, el diez y
seis por ciento. Este dos por ciento que fue añadido se destinó a mantener el Hospicio de
pobres.
La Real Hacienda no disfrutó del importe total del catorce por ciento, ya que de este
dinero se mantuvo la renta. Así pues, tanto los sueldos de los empleados, gastos de impre-
sión e importe de los billetes que no se vendieron, fueron pagados con este porcentaje.
Ahora bien; hubo otros ingresos que no se incluían en estos derechos del rey, como fueron
los billetes invendidos que tuvieron premios; los billetes y listas vendidas a las colecturías
foráneas; y premios caducos, que pasaban a la Real Hacienda16.
15
Vide José María CORDONCILLO SAMADA, Historia de la Real Lotería en Nueva España (1770-1821),
Dirección General de Tributos Especiales del Ministerio de Hacienda, Escuela de Estudios Hispano-
Americanos, Sevilla, 1962, pp. 17-20. También formula y contesta la siguiente pregunta, p. 20: «Cabe formu-
larse -y esta sería la cuestión más importante que puede plantearse sobre la historia de esta institución en Nueva
España. ¿Fue el interés para la Hacienda lo que indujo a crear esta renta en Nueva España, o, por el contrario,
fue la necesidad de salvar a sus habitantes de los vicios del juego, la razón de ser de la Lotería, y las utilidades
vinieron por añadidura?. De momento no podemos dar una respuesta convincente. Pero, a lo largo de esta obra,
comprenderemos cómo, aun considerando el interés para la Real Hacienda como el punto de partida de la fun-
dación, la renta atendió también a resolver aquel problema de orden público».
16
Ibídem, p. 131. En las pp. 133-137 se incluye el siguiente manifiesto:
«MANIFIESTO sobre la utilidad y ventajas que ofrece al público LA REALLOTERÍA que de orden de S.M. se
establece en esta Capital, con el Plan de ella, y razón del método que ha de observarse en su manejo.
Impreso de orden del Excmo. Señor Virrey de este Reino, en la Imprenta Real del Superior Gobierno del
Dr. D. Joseph Antonio del Hogal, Calle de Tiburcio. Año de 1770.
1. Nada hay que deba convencernos más de la grandeza de espíritu de Nuestro Augusto Soberano, que el
continuo desvelo con que procura la felicidad de sus Vasallos, proporcionándoles todos los medios
capaces de conducirlos a ella. Este es el único objeto que ocupa su Real atención, y el punto a que se diri-
gen las líneas de su dulce amable gobierno, como lo acredita la prodigiosa multitud de providencias que
observamos, tan sabias como propias de Magnanimidad, Amor y Benevolencia de S.M., que sólo desea
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hacer florecer en la vasta extensión de sus Dominios la tranquilidad y la abundancia, la equidad y la justi-
cia, desterrando de ellos todo abuso y desorden, origen y raíz infecta de las desgracias que sufren.
2. Las que ocasiona en esta Capital el abominable vicio de toda clase de Juegos de Embite son bien cons-
tantes y notorias. Por ello vemos hoy en la mayor pobreza al que mirábamos ayer en la opulencia y redu-
cido al lastimoso estado de la mendicidad un considerable número de ilustres Familias, que sacrificaron a
esta negra pasión los más gruesos caudales, y son actualmente por su desnudez un objeto de que no puede
prescindir el general dolor. Por ellos finalmente vemos la división de no pocos irreconciliables matrimo-
nios, la prostitución de tantas Doncellas que expusieron su honor entre el libertinaje de las casas de juego
y la relajación de muchos Jóvenes ociosos, que pudieran ser útiles al Estado; sin que las penas de las Leyes,
los reiterados Bandos prohibitivos, los ejemplares hechos, ni aun la misma experiencia de estas funestas
resultas, hayan bastado a remediar tan detestable vicio.
3. Estas consideraciones que desde luego llenaron a S.M. del más vivo dolor, excitaron al mismo tiempo
en su Real Piadoso Animo el ardiente deseo de extinguir un desorden que tanto corrompe y arruina la
mayor parte de sua amados Vasallos en este vasto Imperio, facilitándolo por medio de algún arbitrio que,
ofreciéndole la diversión más honesta y lucrativa, pudiese insinuarse en las inclinaciones, y contener las
que hasta aquí han mostrado -por aquellos juegos que los destruyen.
4. Con este laudable objeto manda S.M. establecer en esta Ciudad una Lotería concebida en términos los
más ventajosos, cuya sustancia se reduce a un convenio tácito entre cuencuenta mil Sujetos que poniendo
veinte pesos cada uno forma el fondo de un millón, a fin que, descontándose catorce por ciento para S.M.
se distribuya el resto de ochocientos y sesenta mil pesos entre cinco mil porciones o premios de distintos
valores que han de tocar a otros tantos Sujetos determinando la Suerte quienes han de ser, y cuánto ha de
disfrutar cada uno.
5. El fondo de los citados catorce por ciento, que se rebajan del Principal de esta Lotería, ha de servir para
atender los no pocos gastos que indispensablemente ocasionará su gobierno y giro; siendo muy estimable
y digno de considerarse lo moderado de la deducción, pues, si se compara con la que se hace en la de
Holanda, se hallará que proporcionalmente correspondía en ésta un veinticuatro por ciento; pero es tanta
la equidad de Nuestro Piadoso Monarca que, aunque esta dependencia es de tal naturaleza que sin moles-
tia del Público puede sufrir bastante gravamen, y socorrer oportunamente una buena parte de las urgencias
del Erario, se ha contentado S.M. por ahora con señalarse un premio tan reducido, para facilitar el curso
de un establecimiento que, a más de las ventajas generales que se expresarán luego, tiene la particular de
poder emplearse un número considerable de Individuos, proporcionando a muchos destino decente, que
hasta ahora tal vez ho habrá podrido lograr por falta de arbitrios.
6. Nada dará a conocer más libre de equivocaciones las ventajas de este Juego que poner a la vista del
mismo Plan de la Lotería cuyos diferentes Premios y distribución de fondo se demuestran en la manera que
sigue [...].
9. Estas poderosas razones, que convencen claramente la utilidad, y ventajas de las Loterías, así para proporcio-
nar la felicidad de los Pueblos, como para libertarlos de la corrupción y desorden que insensiblemente introducen
otros juegos, persuaden al mismo tiempo su licitud; sobre que es un grande bien seguro la aprobación de nuestro
Augusto Religioso Monarca, y su establecimiento en las Potencias más ilustradas de Europa. [...].
PLAN Y REGLAS DE LA LOTERÍA DENUEVA-ESPAÑA
11. La Dirección de esta Lotería se ha de hacer bajo el Real nombre de S.M., y cuando llegue el tiempo de darla
su práctico principio, se avisará al Público oportunamente la Casa que se destine para Oficina Principal, los
Parajes de esta Ciudad donde se establezcan Colectores que vayan percibiendo las Acciones con que algunos
quieran interesarse, de los Pueblos que se determine encargar Sujetos al mismo fin.
12. Cualquiera persona (sea del estado, calidad o condición que fuese) podrá interesarse en esta Lotería con
solos veinte pesos que exhiba, en virgud de los cuales goza desde luego una Acción en el Sorteo que se
verifique, haciéndose acreedor al Premio que entre los cinco mil señalados le consiga la ventura.
13. Para que cada Individuo quede resguardado, y tenga un Documento legítimo que justifique su derecho
en los casos de cobrar Premios que le toquen, se imprimirán cincuenta mil Billetes con sus Números desde
uno hasta cincuenta mil, de los cuales se entregará uno a cada Accionista, según la siguiente Fórmula. [...].
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En España, además de una lotería de tipo lotto (abolida por la Ley de Presupuestos de 4
de mayo de 186217)18, “se introdujo en el siglo XIX otra lotería pública, pero muy distinta al
resto de las loterías europeas: la Lotería Nacional. Esta lotería llegó a Cádiz en 1812, faltas
las Cortes liberales de recursos en la guerra contra los franceses19. La estrategia empleada
14. Si algún Dueño de Billete lo perdiese, o se lo hurtasen, acudirá inmediatamente al Colector que lo ven-
dió dándole noticia de ello con expresión de su número para que anote lo que convenga, a fin de no pagar
a otro si saliese premiado.
15. Los Accionistas podrán revender sus billetes a más precio, alquilarlos o donarlos. Y en atención a que
todos los comprasen a Sujetos no conocidos llevan el riesgo de recibir algunos que eran falsos; deberán
tomar las precauciones convenientes, tanto para asegurarse de su legitimidad, como para poder acreditar
en pertenencia al tiempo de cobrar los Premios que tal vez le toquen.
16. Al que robase Billete, se castigará muy seriamente conforme a las circunstancias del delito; y al que
contrahiciese se aplicarán las penas señaladas por Ley a los Falsificadores de Moneda: en el concepto de
que se tienen tomadas tales precauciones, que se mira como imposible que deje de descubrirse si sucedie-
se.
17. Según la voluntad del Rey debe verificarse el Sorteo cada tres meses; y algunos días antes del asigna-
do para dicho acto concurrirán al paraje de esta Capital, donde se ha de celebrar, el Juez Conservador de
La Lotería (que será un Ministro de la Real Audiencia), el Director, el Contador, el Oficial Mayor y un
Escribano, y asentados ya en sus respectivas Cédulas los cincuenta mil Números correspondientes a otros
tantos billetes que juegan en la Lotería se pondrá cada una, en presencia de los referidos dentro de un
Barrilito de madera, y todas así colocadas se introducirán en una Máquina que habrá de cerrarse con llave,
depositándose ésta en una Arquita de tres cerraduras, cuyas diferentes llaves guardarán hasta su tiempo,
una el Juez Conservador, otra el Regidor, y la restante el Contador. En igual Máquina, y bajo sus propias
formalidades, se pondrán los respectivos cinco mil Premios.
18. El Sorteo se hará con toda solemnidad en presencia de las Personas citadas, y de todas las demás que
gustasen concurrir a él, sin excepción alguna: por las mañanas desde las nueve hasta las doce, y por las tar-
des desde las tres hasta las seis».
17 Dicha lotería fue restablecida en nuestro país por el Real Decreto 1360/1985, de 1 de agosto, del
Ministerio de Economía y Hacienda (BOE de 7 de agosto, núm. 188).
18 Vide COMISIÓN NACIONAL DEL JUEGO (MINISTERIO DEL INTERIOR), Libro blanco del juego,
Madrid,. 1986, pp. 49-50: «No es casual que la Lotería Nacional nazca en el reinado de Carlos III, siguien-
do el modelo del lotto italiano, pues el monarca español fue rey de Nápoles antes de suceder a su herma-
no Fernando VI en el trono de España. Bajo su reinado y durante el gobierno del Marqués de Esquilache,
se desplazó a España en 1763 el director del juego del Lotto en el Reino de Nápoles, J. Peya. Acompañado
de dos ministros napolitanos que, al igual que él, percibirían un sueldo doble por su estancia en España,
Peya debía permanecer en nuestro país dos años como mínimo. Durante este tiempo se sabría si la expe-
riencia resultaba de utilidad o no para el Erario Público.
Peya redactó en el mes de julio de 1763 un folleto que constituye el primer Tratado de Lotería aparecido
en España. Tal folleto fue, asimismo, el fundamento por el que, con fecha de 30 de septiembre de 1793, y
a iniciativa del Marqués de Esquilache, el Rey Carlos III aprobó un Real Decreto que establecía en España
que "a imitación de la Corte de Roma y de otros países y con informes de diferentes Ministros de mis
Consejos, he tenido por oportuno y conveniente establecer en Madrid una Lotería". En seguridad de su
fondo se constituyó la Real Hacienda en Hipoteca, a la par que se regulaba el procedimiento de los sorte-
os con el fin de garantizar la mayor transparencia en su desarrollo, justificándose, además, la finalidad
benéfica de la Lotería. [...].
Por Real Orden de 25 de enero de 1767 se estableció claramente el carácter monopolístico de la Lotería,
prohibiéndose la venta pública o secreta de billetes de la lotería extranjera en toda la geografía nacional.
El fallecimiento de J. Peya, acaecido el 18 de julio 1775, cierra lo que Altabella denomina el ciclo
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para minimizar riesgos fue la del tanteo. Se comenzó con una emisión pequeña, que fue
aumentando gradualmente procurando ajustar la oferta a la demanda. A los cinco años ya se
consiguieron celebrar dos sorteos mensuales, y se comenzaron los ensayos con sorteos extra-
ordinarios como el de Navidad. Con este tipo de lotería de sorteo único pudo la hacienda
española enfrascarse en un proceso de experimentación continua (combinando variables
como el fraccionamiento o precio mínimo de la apuesta, la estructura de premios, el calenda-
rio de los sorteos, etc.), del que resultó una gama de productos (sorteos ordinarios, extraordi-
narios, con cuantías diferentes de premios y fraccionamientos) que satisfacía la demanda de
casi todos los sectores económicos de la población. Dicho de otra forma: por un método de
ensayo y error, se fue obteniendo en España lo que en los estudios de mercado de finales del
siglo XX consideran una lotería óptima: con productos diversificados para segmentos distin-
tos de la población, una estructura de premios concentrada en los extremos (esto es, un pre-
mio mayor muy sustancioso y mucha "pedrea"), sorteos frecuentes (que invitan a "reinver-
tir" la pedrea), y bajos costes de administración. Comparándola con las loterías de clase de
centroeuropa, más "toscas", la Lotería Nacional era mucho más flexible y agresiva.
La Lotería Nacional mostró su flexibilidad y capacidad de adaptación tras la decisión
de la hacienda de suprimir la lotto en 1862. Aquí se planteo un problema. La hacienda
debía procurar satisfacer la demanda de las clases populares, que eran los clientes habitua-
les de la lotería suprimida. Si no lo hacía perdería alrededor del 15 por ciento de los ingre-
sos totales de esta renta y corría además el riesgo de reforzar las loterías ilegales. Pero tam-
poco podía crear sorteos especiales de la Lotería Nacional al alcance de los bolsillos de
esas clases cuando, precisamente, se había justificado el desmantelamiento de la lotto por
razón de alejar del juego a las clases "laboriosas'". Se optó por el término medio: en ese
mismo año se reformó el calendario de sorteos de la Lotería Nacional. Se añadieron tres
experimental de la Lotería. Su segundo director, el también napolitano R. Vesino, innovó seriamente la
misma, al dictarse el 31 de julio de 1776 la "Instrucción para el manejo del ramo de la Real Lotería".
El 14 de diciembre de 1792, la designación del Ministro de Hacienda como Superintendente Nato de la
Lotería, puso de relieve el reconocimiento oficial de la importancia y trascendencia que para el Estado
habían adquirido ya las rentas procedentes de la mencionada Lotería.». Vide José María VILLAR y
ROMERO, "Bienes fiscales", Nueva Enciclopedia Jurídica, Tomo III, Barcelona, 1989, p. 374.
19 Vide Julio CARO BAROJA, "La lotería", Revista de dialectología y tradiciones populares, Tomo XL,
(1985), p. 12: «La llamada "Lotería moderna" se había establecido en 1811 (reglamento del 25 de diciembre).
Admitía variaciones en el número de billetes, de premios y del valor de éstos: pero no en las bases. El 25 por
100 de la jugada quedaba para la Hacienda y el resto se distribuía a los jugadores (o mejor dicho, a los billetes
premiados, porque podía haberlos no vendidos). Los sorteos eran mensuales primero, luego hubo dos al mes.
Los billetes con precio de dos a dieciséis duros, se vendían por medios, cuartos, etc. Ya en 1831 en Madrid había
diecisiete despachos de Lotería, [...]. Y se califica a la Lotería de "contribución dulce por ser voluntaria".
Contribución que se ajustó al sistema métrico decimal, con sus décimos y vigésimos, pero que en el mundo
popular fue interpretada de cualquier forma imaginable, menos la burocrática e incluso aritmética».
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sorteos más y se redujo el precio de la fracción mínima a diez reales en dos sorteos y a cua-
tro reales en otros tres sorteos (cuando el año anterior la fracción mínima costaba quince
reales). Aun así, el precio de participar en la lotería se había encarecido para los más des-
favorecidos, quienes en la lotería suprimida solían apostar por valor de un real20.”
Dada la competencia que padecía la Lotería Nacional por parte de las rifas, éstas se
limitaron exclusivamente a las que atendían directamente al culto o a la beneficencia,
pagando asimismo a la Hacienda una tasa de un 25%, y reglamentándose su concesión por
Real Decreto de 20 de enero de 185421.
20 Vide Roberto GARVIA, "Las loterías españolas desde una perspectiva comparada: unos datos y una
hipótesis", Hacienda Pública Española, 145, (1998), pp. 37-38. Este autor, en la p.39 avala una conclu-
sión: la lotería supone una fuente de recursos que no aumenta la amenaza de una revuelta fiscal.
21 Vide COMISIÓN NACIONAL DEL JUEGO (MINISTERIO DEL INTERIOR), Libro blanco del juego,
o.c, p. 50. Vide Mariano PESET REIG, "Breve historia de los impuestos sobre juegos", Palau, 14, (1987),
pp. 5-6: «Junto a la lotería nacional surge un sector conectado, como son las rifas, que podrían ser compe-
tencia para el monopolio de lotería. Quizá es en estas donde empieza a establecerse un auténtico gravamen
o impuesto, ya que en la lotería nacional, pagados los premios y satisfechos los gastos, el resto se ingresa-
ba en el tesoro: principio establecido ya por la real orden de 21 de agosto de 1817. Más tarde se refundió
con los presupuestos generales del Estado, de modo que no significaba, tan sólo el sobrante de un sector
autónomo.
Pero volverá a las rifas. Se prohibieron en 27 de octubre de 1815,22 de enero de 1817, 7 de enero de 1819,
27 de agosto de 1838 y 19 de octubre de 1843. La lista es expresiva de una actitud constante, que sólo
admitía la autorización de rifas en beneficio de los establecimientos de beneficencia y con pago del 25 por
ciento de los billetes que se vendan como tributo, según las últimas citadas, que se continúan por la real
orden de 2 de julio de 1849. La afectación a un fin piadoso sirve para su legitimación y limpieza [...].
Germán Orón ha estudiado con cuidado esta legislación y advierte un cambio profundo en el decreto de 29
de abril de 1865, que ampliaba la posibilidad de celebrarlas como "premio al trabajo, alivio a la desgracia
y fomento a la industria nacional". En estas fechas se fijó la parte destinada a ganancias en el 70 por cien-
to (Ley de presupuestos de 3 de agosto de 1866) y hubo algunas reformas más [...].
En los años de la Gloriosa se cambió radicalmente el sistema. El decreto de 10 de julio de 1869 y, sobre
todo, el de 1 de abril de 1871 dejó que se celebrasen sin autorización previa todas las rifas de bienes mue-
bles, inmuebles o semovientes, pero se prohibieron las que tenían premios en metálico o en efectos públi-
cos (art. 1o). De esta forma, la lotería quedaba reservada, pero se permitían rifas; algunos pensaron que la
revolución del 68 -la Gloriosa- debió hacer desaparecer la lotería, pero las urgencias del tesoro y la como-
didad de estos ingresos [...]. Por lo demás, las rifas en especie aludidas pagarían el cinco por ciento de los
billetes vendidos al Estado, y, si cayese el premio en alguno no vendido, el cinco por ciento de los billetes
emitidos (art. 3o). Los establecimientos de beneficencia, así como las corporaciones locales estarían exen-
tos de ese gravamen (art. 4o y orden de 6 de junio de 1873).
La restauración volvió al viejo sistema de licencia previa que aseguraba, sin duda, la percepción del
impuesto. Este se subía, a un cuatro o cinco por ciento de todos los billetes en las de beneficencia y utili-
dad pública y el 25 por ciento en las particulares (arts. 4o y 5o del real decreto de 20 de abril de 1875). Se
limitaba, como antes a inmuebles, muebles y semovientes y se ponían en combinación con la lotería nacio-
nal: es decir se mantenía el monopolio de la lotería nacional sobre premios en metálico y, de otro lado, se
aseguraba contra el fraude que pudiera darse en las extracciones. En una instrucción posterior se regula-
ban con minucia los requisitos sobre autorizaciones, forma de imprimir los billetes y las menciones que
deben de llevar. Cualquier irregularidad sería perseguida por los tribunales especiales de contrabando y
fraude. [...]».
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La Instrucción de 25 de febrero de 189322, sobre rifas, fue derogada por la Orden
Ministerial del 23 de marzo de 1956. También debo señalar la importancia de la Ley de 16
de julio de 1949, de la que destaco los artículos siguientes:
«Artículo 1o. Quedan prohibidas todas las rifas de interés particular o colectivo, salvo las que
se autoricen con arreglo a lo establecido más adelante, y se estimarán clandestinas y fraudulen-
tas las que no estén concedidas por el Ministerio de Hacienda.
Artículo 2o. Únicamente se autorizan las rifas benéficas, las de utilidad pública y las particu-
lares. Las dos primeras satisfarán al Estado, como impuesto, el 10 por ciento del valor total de los
billetes de que consten; y las particulares el 25 por ciento; debiendo abonar todas las rifas auto-
rizadas 10 céntimos por cada papeleta expendida como impuesto de Timbre. No se consentirá la
circulación de las papeletas sin que, previamente, se satisfaga el impuesto establecido, así como
el exigido por la Ley del Timbre en su Artículo 20223; no pudiendo dispensarse el pago de estos
derechos por ningún concepto.
Artículo 3o. Para que pueda autorizarse una rifa será preciso, si es benéfica o de utilidad públi-
ca que acredite su carácter legal por el Ministerio del ramo de que dependa la Entidad solicitante».
La Ley de 16 de julio de 1949, fue completada y desarrollada por la Orden del
Ministerio de Hacienda del 27 de julio del mismo año, núm. 18.880 (BOE del 7 de agos-
to) que, en lo concerniente a las rifas, es ampliada con la Orden Ministerial de 22 de marzo
de 1960, núm. 18.890. También debo destacar que continuaba vigente el artículo 60 de la
Ley de Presupuestos, del Ministerio de Hacienda, de 11 de julio de 1877, que disponía:
«Continuarán exceptuadas de todo impuesto las rifas que se celebren con aplicación al
sostenimiento de hospitales, asilos u hospicios que mantengan diariamente a 500 pobres, por
lo menos, siempre que los establecimientos acrediten no percibir recurso alguno permanente
de fondos generales, provinciales ni municipales y que los gastos de administración de la rifa
no exceden del 6 por ciento de los ingresos de la rifa».
La Dirección General del Timbre y Monopolios (suprimida por el Decreto de 10 de
mayo de 1957, que reorganizó el Ministerio de Hacienda), autorizó en 1939 la venta y
el sorteo del cupón pro-ciegos a la Organización Nacional eximiendo de las tasas fisca-
les los sorteos de la entidad. Exención que se confirma a través del Decreto de 1 de
diciembre de 1966, núm. 3.059 (BOE de 27 de enero de 1967)24.
22 Vide A. POSADA, La Administración política y la Administración social, Madrid, s.f., pp. 316 y ss,
donde relata que a comienzos de siglo la lotería proporciona al Estado un producto líquido de 24 millones
de pesetas.
23 Sustituida por el Texto Refundido de 6 de abril de 1967, sobre transmisiones patrimoniales y actos jurí-
dicos documentados.
24 Transcribo los siguientes artículos:
«Articulo 38.
a) Las rifas y tómbolas tributarán con carácter general, el 35 por ciento del importe total de los boletos o
billetes que ofrezcan.
b) Las declaradas de utilidad pública o benéfica tributarán el 15 por ciento.
c) En las tómbolas de duración inferior a 15 días, organizadas con ocasión de mercados, ferias o fiestas de
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En todo caso el desarrollo de la ilusión colectiva a lo largo de un par de siglos es
algo más que un simple asunto de paralelismo, o de transmisión. Podemos aceptar
que la institucionalización de la Lotería se realiza en España, por influjo napolitano;
cabe pensar que la reglamentación de los sorteos también se debe a esta influencia
y que incluso algunas ideas populares, respecto a los nombres de los números, la
suerte, etc., vienen de la Italia del Sur y no viceversa. El que todo esto marchara
luego casi paralelamente aquí y allá, sería poco si, además, no moviera pasiones, ilu-
siones, anhelos fortísimos, desesperaciones inmensas.
Pero desde el punto de vista filosófico hay más. En función de la Lotería puede verse
cómo la idea del azar se pretende someter al deseo de cuatro modos distintos: 1o.
Mediante el rezo, la oración, la plegaria siempre interesada y a veces conminatoria, de
suerte que casi se convierte en un conjuro. 2o. Por la fe en que hay circunstancias que
dan buena suerte. Fe en a) vendedores, b) en números, c) en horas, d) en días. 3o. Por
el estudio de complicadas combinaciones numéricas, que destruyen el azar mismo. 4o.
Por la relación con potencias malignas.
En todo caso -repito- se trata de anular la misma idea del azar; mejor dicho, de domi-
narla de acuerdo con un interés propio, concretísimo, dejando aparte toda especulación
filosófica acerca de su naturaleza25.
ámbito local y cuyos premios no exceden de un valor total de 10.000 pesetas, el sujeto pasivo podrá optar
entre satisfacer la tasa con arreglo al tipo del apartado a) o bien a razón de 1.000 pesetas por cada día de
duración, en capitales de provincia o poblaciones con más de 100.000 habitantes. De 500 pesetas, por cada
día en poblaciones entre 20.000 y 100.000 habitantes; y de 250 pesetas por cada día de duración en pobla-
ciones inferiores a 20.000 habitantes.
d) Las rifas benéficas de carácter tradicional, que durante los últimos diez años han venido disfrutando de un régi-
men especial más favorable, tributarán sólo el 1,50 por ciento sobre el importe de los billetes distribuidos.
En las apuestas el tipo será, con carácter general, el 7 por ciento del importe total de los billetes o boletos
vendidos.
En las apuestas celebradas en las carreras de caballos o en los frontones, el tipo será del 3 por ciento del
importe total de los billetes o boletos vendidos.
Artículo 39. Quedan exentos del pago de las tasas:
1. La celebración de apuestas mutuas, deportivas, cuando la organización y desarrollo de las mismas esté
a cargo del Patronato de Apuestas Deportivas Benéficas, creado por Decreto-Ley número 1.439, de 11 de
abril de 1946.
2. Los sorteos organizados por la ONCE.
3. Los sorteos de amortización y capitalización que estén legalmente autorizados.
4. La celebración de las tómbolas diocesanas de caridad, en las condiciones que, reglamentariamente, se
determinen.
5. La celebración de sorteos, tómbolas y rifas que organice la Cruz Roja Española en las condiciones que,
reglamentariamente, se determinen».
25 Vide Julio CARO BAROJA, "La lotería", Revista de dialectología y tradiciones populares, Tomo XL,
(1985), p. 19.
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2. Concepto.
El régimen jurídico básico de la Lotería Nacional (tal y como está concebido en la
actualidad) fue establecido por el Decreto de 23 de marzo de 1956, que aprobó la
Instrucción General de Loterías, modificada por Decreto de 24 de junio de 1965. En
este texto se define la Lotería Nacional como un recurso ordinario de tos Presupuestos
Generales de Ingresos del Estado, lo que garantiza el pago de los premios, prohibién-
dose en todo el territorio nacional las loterías, rifas, tómbolas, y modalidades similares
de interés particular o colectivo, así como la circulación y venta de billetes de las
extranjeras y la publicación de sus programas y anuncios. El art. 4 consideró a los bille-
tes de lotería nacional como valores del Estado, estimando su manipulación como fal-
sedad en documento público. De igual modo, reconoce a los billetes de la Lotería
Nacional el carácter de documentos al portador26 y contiene instrucciones sobre el
pago de los premios en caso de dudas sobre boletos rotos o deteriorados27 28.
26 Vide Fernando SA1NZ MORENO, "El pago de un décimo extraviado de la Lotería Nacional. Una senten-
cia innovadora sobre la eficacia de la prueba en materia de títulos al portador", REDA, 59, (1988), pp. 445-450.
27 Vide STC 163/1994, de 26 de mayo, ha precisado (F.J.):
«5. Procede afirmar la competencia del Estado sobre las Loterías y no sólo sobre la modalidad denominada
Lotería Nacional por la Instrucción de 1956. La Lotería es un juego conceptuado como tal desde su origen sin
distinguir las variedades con las que el elemento aleatorio se articulaba en su organización. Desde el siglo
XVIII en que se introdujo fue configurándose como una institución definida globalmente por aquel singular
nombre y su carácter de juego de suerte reservada su explotación a la Hacienda con el único fin de producir
ingresos no tributarios, regalía de la Corona primero y monopolio fiscal más tarde (el RD de 30 de septiembre
de 1763 establece que sus ganancias se pondrán en la Tesorería General); caracteres que la han definido desde
un principio sin consideración a la específica organización del juego mismo, sus modalidades o su administra-
ción, desarrolladas y modificadas en su ámbito interno por las autoridades propias.
La exclusividad del juego en manos de la Hacienda, determina la prohibición de la venta de billetes de lote-
rías extranjeras, pasa luego a la supresión de las rifas, incluso las de establecimientos públicos a particulares,
sometiendo más tarde a unas y otras a licencia de la propia Administración, de suerte que el monopolio fiscal,
primero actividad propia sobre la Lotería, se extiende a los demás juegos de suerte que pueden concurrir con
ella y asume la competencia para autorizarlos».
28 Vide STC 164/1994, de 26 de mayo, y también ha determinado las diferencias técnicas entre los diversos
tipos de loterías (F.J.):
«3. Procede ante todo afirmar que no cabe erigir en elemento determinante, a efectos de competencia, las dife-
rencias de técnicas que entre la Lotería Nacional o moderna y la Lotería Primitiva o de números puedan exis-
tir puesto que ambas han sido desarrolladas en el tiempo dentro de la institución que, desde su introducción en
España, ha venido explotándose por la Hacienda bajo la misma denominación de Lotería, la cual ha ampara-
do simultánea y sucesivamente a las dos modalidades de juego que, a su vez con distintas variantes, se vienen
organizando. La lotería Primitiva o de Números, como su propia denominación indica, apareció y sigue estan-
do jurídicamente configurada en nuestro ordenamiento como una modalidad del juego de la lotería, tal y como
ponen de manifiesto una visión histórica de la renta de la Lotería Nacional en España y un examen de la legis-
lación positiva en materia de juego.
La Lotería Primitiva, también denominada de números, no es sino una versión actualizada adaptándola a los
medios técnicos de que hoy se dispone, de la que, precisamente con ese nombre, se introdujo en España por el
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Sin duda es una materia a la que debemos prestar atención, porque España tiene el
mayor consumo de loterías del mundo, y hay evidencias que indican que esto ha sido así
desde los últimos cien años29.
3. Naturaleza jurídica30.
La lotería debe incluirse en la categoría de los contratos normativos, contratos realizados
en masa, en los que una de las partes manifiesta su adhesión a las normas y condiciones dic-
tadas por la otra parte, tal y como estableció la Instrucción General de Loterías y la STS de 26
de mayo de 1966, Ar. 2313:
RD de 30 de septiembre de 1763 como una explotación del Estado productora de renta para la «Tesorería
General». Ella es la que dio su nombre al juego que, desde entonces, vino a constituir una explotación o regalía
de la Corona y más tarde un monopolio sobre todos los juegos, rifas, o apuestas, explotado directamente respec-
to de la Lotería y mediante su autorización los demás. Así, la Instrucción de 31 de julio de 1776 para el manejo
del Ramo de la Real Lotería, la califica como «esta Renta», ¡a cual había de regirse por las mismas reglas y for-
malidades de cuenta y razón ya habituales en «las demás Ramas de la Real Hacienda». Sigue en esta forma explo-
tándose esa modalidad de Lotería, junto a la que la Instrucción de 15 de diciembre de 1811 crea con el nombre
de Lotería Moderna como «un medio de aumentar los ingresos del Erario Público sin quebranto de los contribu-
yentes» con unas características muy similares a la actual y que, desde el primer momento se trata de distinguir
de la Primitiva, pero siempre como una modalidad de Lotería en el seno del mismo organismo administrativo y
con igual fin financiero. Tratase, evidentemente, de dos modalidades de la Lotería, cada una con sus característi-
cas técnicas y organización, que coexisten hasta que la RO de 10 de febrero de 1862 suspende la Primitiva, defi-
nitivamente suprimida luego por la Ley de Presupuestos de 4 de mayo de 1862; ambas se administraron conjun-
tamente desde 1814 hasta que finalmente, es sólo la Lotería Moderna el juego explotado, si bien a través del tiem-
po se van incrementando el número de sorteos e incluso los medios técnicos mediante los que se realizan. No
resulta intranscendente el hecho de que las sucesivas Instrucciones se van a denominar «de Loterías», lo que indi-
ca la pluralidad de juegos sometidos en algún momento a su regulación.
Por otra parte, un examen de la legislación autonómica en materia de juego permite advertir, como denominador
común de la misma, que la lotería constituye un juego de azar que admite diversas modalidades, una de las cua-
les, la definida como sorteos sometidos a dos variables (números de jugadores y los números que cada jugador
determina en su boleto), no es sino la modalidad de juego que en las disposiciones en conflicto se designa como
Lotería Primitiva o de Números. Así, pues, pese a las diferencias técnicas existentes y los aspectos comunes que
pueda presentar con las apuestas, hay que concluir que en nuestro ordenamiento jurídico la Lotería Primitiva o
de Números constituye una modalidad del juego de la lotería, como así se define en las disposiciones y actos que
se impugnan e igual consideración merece también dicha modalidad de juego cuando es organizado, bajo otras
denominaciones y con distintas variantes, por las Comunidades Autónomas con competencia en la materia
Puede agregarse que las diferencias de régimen competencial fundadas en las características singulares del juego
(apuesta o juego en sentido estricto) no son capaces de determinar un criterio interpretativo claramente acepta -
ble puesto que habrían de comportar paralelamente el análisis del contenido en el mismo aspecto de los precep-
tos atributivos de competencias a las CC AA demandantes, por cuanto tampoco en los preceptos estatutarios se
les atribuye una competencia exclusiva general respecto de la materia de juego, y expresada aquélla en los térmi-
nos de casinos, juegos y apuestas, su contraste con dicho término general podría llevar también a un concepto res-
trictivo que la limitase al ejercicio de esos tipos de juego de azar localizado en establecimientos determinados».
29 Vide Roberto GARVIA, "Las loterías españolas desde una perspectiva comparada: unos datos y una hipó-
tesis", Hacienda Pública Española, 145, (1998), p. 27.
30 Vide COMISIÓN NACIONAL DEL JUEGO (MINISTERIO DEL INTERIOR), Libro blanco del juego, o.c,
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«[...] los billetes de lotería premiados [...) representan, y son, única expresión de un contrato
aleatorio, de los llamados adhesivos y normados, y con hipérbole se diría que "forzoso" en el sen-
tido de que, o no se juega, o si se hace, se aceptan todas sus cláusulas, por onerosas o exorbitan-
tes que sean [...]».
La naturaleza jurídica de los billetes de lotería nacional31 y de los ingresos obtenidos por
la comercialización de todos sus juegos, está determinada en el Real Decreto 2069/1999, de
30 de diciembre, que aprueba el Estatuto de la entidad pública empresarial Loterías y
Apuestas del Estado (LAE), art 23, del siguiente modo:
«Los billetes de lotería nacional, que son valores del Estado, y los ingresos obtenidos por
la comercialización de todos sus juegos, tienen la naturaleza de fondos y caudales públicos,
por lo que gozarán de la protección que, como tales, les reconoce el ordenamiento jurídico. [...]».
Quizás deba añadir que el billete de lotería es un valor del Estado que se materializa en
un documento al portador (Instrucción General de Loterías, art. 11), permitiendo realizar
el perfeccionamiento del contrato (compra del billete) con gran simplicidad y que puede
ser objeto de transmisión. Respecto a la naturaleza jurídica de los ingresos obtenidos,
buena parte de la doctrina ha entendido que se trata de ingresos de naturaleza tributaria, y
más aún, se trata de un impuesto32.
p. 49: «[...] la Lotería puede ser caracterizada como un juego público, en el que se premian, con diversas canti-
dades de dinero preestablecidas, varios billetes sacados a la suerte entre gran número de ellos que se ponen a la
venta. [...]». Vide STS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 3a), de 11 de octubre de 2004 (Ar. 6558),
F.J. Primero: «[...]. A este relato de hechos la Sala aplicó los preceptos de la Instrucción General de Loterías,
aprobada por Decreto de 23 de marzo de 1956, relativos al carácter de documentos al portador de los billetes de
la Lotería Nacional (artículo 11: "Los billetes de la Lotería Nacional son documentos al portador, por lo cual no
se reconoce más dueño de ellos que la persona que los presente, sin perjuicio del derecho de tercero, cuya decla-
ración corresponde a los Tribunales ordinarios") y a la necesaria presentación de aquellos para su pago (artícu-
lo 18: "No se satisfará premio alguno sin la previa presentación del billete o fracción que lo obtenga, cuyo docu-
mentos no podrá ser reemplazado ni sustituido de ningún modo"). Y concluía su razonamiento declarando: [...]
"De cuanto antecede se infiere claramente que, a juicio de la Sección, las Resoluciones impugnadas al denegar
el pago en aplicación del art. 18 de la Instrucción General de Lotería, son conformes al ordenamiento jurídico,
pues ese impago del premio está justificado por la propia naturaleza del juego y por su regulación, sin que -por
los razonamientos más arriba vertidos- sea contrario a la equidad, ni los fines cambiantes de la sociedad deman-
den solución distinta a la contemplada en la Instrucción, que además de ser coherente con la naturaleza de los
billetes, ofrece ventajas desde una perspectiva de seguridad jurídica, y sin que, por último, dados los términos
claros de la norma, sea preciso acudir a otras fuentes para su correcta hermenéutica. [...]».
31 Vide STC 38/2003 (Sala Primera), de 27 de febrero, Antecedente 12, donde califica a los boletos de lote-
ría no autorizados como "efectos estancados".
32 Vide José Manuel TEJERIZO LÓPEZ, Los monopolios fiscales, Instituto de Estudios Fiscales, Madrid,
1975, pp. 84-85. Sobre la naturaleza jurídica de los premios de la lotería nacional y de la ONCE, se deter-
mina que no tienen la consideración de renta, tal y como explicitan: María Amparo GRAU RUIZ, "La posi-
bilidad de sancionar los incrementos no justificados de patrimonio", Quincena fiscal Aranzadi, 18, (1995),
pp. 11-20; Jorge MARTÍN LÓPEZ, "Incrementos no justificados de patrimonio y delito fiscal",
Jurisprudencia Tributaria Aranzadi, 2, (2002), versión electrónica, nota 21.
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También ha dejado claro la jurisprudencia constitucional, tal y como expondré más ade-
lante, que el monopolio fiscal corresponde a la Administración del Estado y que el concep-
to de juego de la lotería y su explotación como recurso de la Hacienda del Estado incluido
en el art. 149.1.14 CE no puede quedar referido únicamente a la especifica modalidad con
la que aquél aparece configurado en la Instrucción general de Loterías de 23 de marzo de
1956.
En la STC 164/1994, de 26 de mayo, se formula un voto particular donde se concreta,
a juicio del magistrado, el objeto y naturaleza jurídica de las loterías, con conclusiones dis-
tintas a la expuesta:
« VOTO PARTICULAR
que formula el Magistrado don Caries Viver Pi-Sunyer a la sentencia dictada en el conflicto
positivo de competencia núm. 957/1985, al que se adhieren los Magistrados don Luís López
Guerra y don Carlos de la Vega Benayas. [...].
2 Si nos atenemos a los dos elementos fundamentales que definen las materias competenciales,
no cabe duda, a mi juicio, que la «organización y gestión (...) en materia de celebración y autoriza-
ción de sorteos, loterías, rifas, combinaciones aleatorias, juegos y apuestas» pertenece a la materia
de juegos y apuestas. En efecto, el objeto sobre el que recae la actuación pública regulada en el artí-
culo impugnado está constituido por una actividad humana, considerada lúdica ó recreativa, some -
tida a reglas, en la que diversas personas apuestan determinados bienes con el fin de obtener unos
premios, si el azar les resulta propicio, a riesgo, en caso contrario, de perder lo apostado. En cuan -
to a su contenido, se trata de una actuación administrativa compleja que genéricamente puede
catalogarse de prestacional y de control o de policía consistente, en unos casos, en la organización
de esas actividades recreativas por parte de la propia Administración y, en otros casos, en autorizar
la celebración de las organizadas por personas o entidades ajenas a la misma Importa destacar sobre
todo que el precepto cuestionado se refiere a un tipo de actuación administrativa -la organización o
autorización de determinados juegos de azar- distinta de otras actividades públicas que pueden ejer-
cerse sobre el juego y que pueden constituir el contenido de otras materias competenciales. No regu-
la, por ejemplo, actividades relativas a la sanción penal de determinados juegos, ni actividades direc-
tamente relacionadas con la recaudación de ingresos públicos derivados de los mismos. La activi-
dad que en él se contempla constituye un prius o cuando menos, algo autónomo respecto de esas
actividades represoras o recaudatorias y, en consecuencia, puede tener un tratamiento competencial
diferenciado.
Pues bien, esta actividad administrativa de organización, gestión y autorización de loterías,
rifas, sorteos, juegos y apuestas ha sido encuadrada tradicionalmente, tanto en la legislación como
en la doctrina, en la materia de juegos y apuestas. Así se entendió a lo largo de la historia en nues-
tro ordenamiento y en los de nuestro entorno cultural; así se entendía en 1978 al redactar la
Constitución y los Estatutos de Autonomía; y así debe continuarse entendiendo con posterioridad
a esta fecha. [...]».
4. Elementos.
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4.1. Subjetivo.
4.1.1. La Administración pública y el juego33.
A. El juego en España: evolución social y legislativa.
La evolución histórica sobre el juego34 ha sido estudiada por la doctrina35 haciendo refe-
rencia a Las Partidas donde se recogen los principios expuestos en el Derecho romano sobre
la materia del juego, el ordenamiento de las tafurerías, obra atribuida al Maestre Roldán, que
fue promulgada en el año 1314 por el Rey Alfonso X, la Nueva y Novísima Recopilación, la
Pragmática de 6 de octubre de 1771, dada por Carlos III en San Lorenzo, y otras disposicio-
nes que en general prohiben el juego y las rifas, pero con la posibilidad de realizarlas si se
obtiene una licencia real para ello. Sobre todo en las últimas disposiciones se hace patente el
hecho de que el juego representa una ganancia para el Estado y en el caso de las rifas la posi-
bilidad de excepcionar la prohibición si se obtiene el permiso real36.
Resulta significativo el contenido de la Real Orden Circular de 14 de septiembre de
1888, regla 4a:
33 Vide Johan Huizinga, Homo ludens, sexta reimpresión, Alianza Editorial, Madrid, 1996, p. 11: «El juego
es más viejo que la cultura; pues, por mucho que estrechemos el concepto de ésta presupone siempre una
sociedad humana, y los animales no han esperado a que el hombre les enseñara a jugar. Con toda seguri-
dad podemos decir que la civilización humana no ha añadido ninguna característica esencial al concepto
del juego».
34
Vide Luís DIEZ PICAZO, "El juego y la apuesta en el Derecho Civil", Revista Critica de Derecho
Inmobiliario, 460, (1967), pp. 723-727, donde realiza un análisis doctrinal sobre los conceptos de "juego"
y "apuesta". En la p. 727 afirma: «En un sentido muy amplio, la apuesta es una situación jurídica en la cual
una o varias personas quedan obligadas a realizar en favor de otra u otras una prestación que se hace depen-
der de la exactitud o acierto sobre un acontecimiento pretérito o futuro, que en ocasiones es el resultado de
un juego».
35
Vide: Felipe CRESPO de LARA, Los juegos ilícitos ante las leyes vigentes: la crítica y la democracia
(Los tahúres y sus trampas) , Imprenta de los hijos de Gómez Fuentenebro, calle Bordadores, 10, Madrid,
1912, pp. 74-80: «Legislación española antigua y moderna sobre el juego»; María Lourdes RAMIS
REBASSA, Régimen jurídico del juego, Marcial Pons, Madrid, 1992, pp. 23-34; COMISIÓN NACIONAL
DEL JUEGO (MINISTERIO DEL INTERIOR), Libro blanco del juego, Madrid, 1986, pp. 25-31; DIREC-
CIÓN GENERAL DE TRIBUTOS (MINISTERIO DE HACIENDA), "La fiscalidad del juego", Boletín
de Información de la Dirección General de Tributos, 2, (1980), p. 6; Luis LÓPEZ TORRUBIA, "Economía
del juego", Boletín de Información Comercial Española, 597, (1983), pp. 37-38.
36 Vide Juan GARCÍA PESARRODONA, Régimen juridico-administrativo de las asociaciones, o.c, pp.
158-159: «Son lícitos o permitidos, cualquiera que sea su naturaleza o su denominación, cuando su móvil no es
la codicia, cuando se utilizan para dar descanso o distraer la imaginación, o para el ejercicio del cuerpo.
Son lícitos, concretamente, según el artículo 1800 del Código civil, "los que tienen por objeto adiestrarse en el
manejo de las armas (tiro, esgrima, etc), las carreras a pie o a caballo (pedestrismo, hipismo), las de carros, el
juego de pelota y otros de análoga naturaleza, es decir, todas aquellas actividades que constituyen actualmente la
finalidad esencial de las asociaciones deportivas, de cuyo régimen especial nos ocupamos más adelante.
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«Cuando el delito se cometa en el local perteneciente a las asociaciones de cualquier clase o
en círculos de recreo o casinos en los cuales se juegue habitualmente a juegos ilícitos o prohibi-
dos, aunque sea otro el objeto ostensible de la asociación, V.S. (se alude a los Gobernadores
Civiles), deberá perseguirlo teniendo en cuenta que en estos casos procede la pena de suspensión
y en su caso la de disolución, a que se refieren el párrafo 2o del art. 12, y el art. 15 de la Ley de
Asociaciones y el correspondiente del Código Penal, por considerarlas casas de juego a los efec-
tos del art. 358, con arreglo a la Sentencia del Tribunal Supremo de 15 de octubre de 1880»37.
Resulta ilustrativo el discurso de ingreso leído en el acto de su recepción en la Real
Academia de Ciencias Morales y Políticas, por el exmo señor D. Alfredo de Zavala. titula-
do: "Algunas reflexiones sobre los juegos prohibidos"38, donde señala:
«El Estado, como representante incoercible de la colectividad social, cumple su misión his-
tórica realizando el derecho, como se decía en mi tiempo, y adoptando medidas tutelares enca-
minadas a impedir a los súbditos la ejecución de actos ruinosos, o a neutralizar, contener o ate-
nuar sus consecuencias. Parece, a primera vista, que la mayoría de edad debería revestir al feliz
poseedor de los veintitrés años de la prudencia, la sagacidad y la serenidad necesarias para regir-
se por sí mismo; y en verdad que no hay dique legal contra el que choque la regia voluntad del
emancipado en todo lo que se refiere al cuidado, conservación, desprecio o destrucción de su per-
sona. [...].
Se consideran también lícitos, aun cuando no figuren en la enumeración del Código, los juegos siguientes:
billar, frontón, bolos, ajedrez y en general todos aquellos en que entre el cálculo, la destreza y la habilidad
del jugador, como se dice en la Circular del Ministerio de la Gobernación de 14 de septiembre de 1888, y
por consiguiente, todos aquellos en que no intervenga exclusivamente la suerte, el envite o el azar.
A mayor abundamiento, la Circular de fecha 14 de octubre de 1889 de la Fiscalía del Tribunal Supremo,
dirigida a los Gobernadores Civiles de provincia, establece que "aquellos juegos en que el ganar o perder
dependa de la destreza, inteligencia o práctica de los jugadores, interviniendo secundariamente la suerte,
son lícitos y que tos demás son ilícitos"».
37 Vide: Sentencia del Tribunal Supremo de 7 de diciembre de 1899: «Toda persona individual o colecti-
va que establezca o consienta el juego prohibido en un local sometido a su disposición, dirección o geren-
cia, debe ser reputada como dueño de casa de juego y, por consiguiente, las Juntas directivas de las asocia-
ciones de recreo o de cualquiera otra clase, que autoricen o toleren los juegos prohibidos en el domicilio
social, con las circunstancias expresadas, incurren en la responsabilidad que define el art. 358 del Código
Penal y, por lo tanto, deben ser castigados con arreglo al mismo artículo los individuos que constituyan
aquella Junta o Gerencia, porque son responsables de todo lo que en este punto se establezca o consienta
durante el ejercicio de su dirección, ya medie malicia, ya resulte falta de vigilancia en el cumplimiento de
los deberes de su cargo»; Sentencia del Tribunal Supremo de 14 de marzo de 1891: «El hecho material de
encontrarse una persona en el local donde se juegue, no implica natural y forzosamente el concepto de
jugador, porque sólo merece este dictado el que realmente toma parte de alguna manera en el juego».
38 El ejemplar que llega a mis manos, y cuya contestación fue formulada por Don Niceto Alcalá-Zamora,
el día 17 de junio de 1923, corresponde a una impresión realizada por el establecimiento tipográfico de R.
Caro Reaggio, Calle de Mendizábal, 34, Madrid. El fragmento reproducido se encuentra en las pp. 13-15.
En las pp. 18-19 afirma: «[...]. A esta variedad de conceptos penales se contraponen afirmaciones de lici-
tud, contenidas expresa o tácitamente en otras disposiciones de orden administrativo o de naturaleza civil
o procesal. Figuran al frente de ellas los que han erigido la lotería en institución nacional, fuente de impor-
tantes ingresos para el Tesoro público; [...]. En la lotería, es el Estado el empresario de la combinación más
aleatoria que cabe imaginar. [...]. Perseguir, después de esto, a los que se reúnen para jugar, es una injusti-
cia y un contrasentido. [...]».
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Y como el juego de azar, suerte o envite, es causa inevitable de ruina, la ley ha extremado sus
medidas de rigor, y en vez de limitarse a autorizar el ejercicio de acciones revocatorias y la ale-
gación de excepciones enervadoras, respectivamente dirigidas a recuperar lo perdido y entrega-
do o a resistir su pago, conmina al jugador con responsabilidades de orden penal, de todo punto
extrañas a su buena o mala fortuna. Y en verdad que si pudiera apoyarse tan severa actitud en
consideraciones exclusivamente morales, se hallaría plenamente justificada.
El jugador desvía su actividad de toda aplicación útil y pugna por adquirir o aumentar la
riqueza propia a costa de la ruina de sus competidores. Empieza aventurando los recursos que
legítimamente le pertenecen y acaba por consumir el patrimonio ajeno en la llama de su pasión
devoradora. [...]. Para redimirle de la esclavitud a que su vicio le somete, sería necesario que le
fundieran de nuevo "como funden las campanas"; y el legislador, ante la imposibilidad de reali-
zar tal obra de transformación fabril, ha recurrido al arbitrio de castigar como delincuentes a los
que se reúnen para jugar y a los dueños de las casas donde son recibidos. [...]»39 40.
39 Vide José Mª VALDÉS y RUBIO, "Informe presentado al Congreso con motivo del Proyecto de Ley
para reglamentar los juegos de suerte, envite o azar", Revista General de Legislación y Jurisprudencia, T.
CXX1, (1912), pp. 5-40. Tienen especial interés las conclusiones expuestas en la p. 40:
«1a. Por las fundadas razones de moralidad, justicia y patriotismo expuestas en este informe, debe ser reti-
rado inmediatamente el proyecto de ley que en la apariencia de regularización de los juegos de suerte, envi-
te o azar, osea de los verificados con ánimo de lucro, y que, en realidad, si fuese aprobado sería causa del
aumento de otros muchos delitos y de gravísimos males sociales, y aun autorización de los mismos.
2a. En sustitución de dicho proyecto de ley debe ser presentado otro por el Excmo. Sr. Ministro de
Hacienda, suprimiendo por los mismos motivos expuestos en este informe, la Lotería llamada Nacional, y
prohibiendo y penando la celebración de cualquiera otra Lotería o rifa.
3a. El Estado fomentará el trabajo y el ahorro nacionales, inspirando por medio de la educación, la voca-
ción y la práctica de las virtudes individuales y cívicas, contribuyendo al mejoramiento moral y corporal
de la raza española a la vez que procura desarrollar el Instituto Nacional de Previsión, las Cajas de Ahorro
escolar y postal y todas cuantas fundaciones coadyuven a realizar el progreso patrio.
Y 4a. Estando comprobado que disminuyen los juegos de suerte, envite o azar en las naciones en que
aumenta la importancia de los ejercicios corporales colectivos, el Estado español estimulará, fomentará y
premiará éstos, por ser convenientes en sumo grado para la moralidad de las costumbres y para la Higiene».
40 Vide José Ma CORDONCILLO SAMADA, Historia de la Real Lotería en Nueva España (1770-1821),
Dirección General de Tributos Especiales del Ministerio de Hacienda, Escuela de Estudios Hispano-
Americanos, Sevilla, 1962, pp. 13-14. El camino recorrido en el seno del continente americano, presenta-
ba caracteres similares a los que se esgrimían en nuestro país. La situación se justificaba de la siguiente
manera:
«Así pues, la natural propensión por los juegos, de criollos, indios y mestizos, extendió su interés a todos.
Todas las clases sociales llegaron a practicar el juego; la desenfrenada pasión por éstos, sobre todo, los jue-
gos privados y los de suerte, ocasionó, en efecto, la desunión y las rutinas de muchas familias ilustres,
fomentando, a la vez, la ociosidad y la relajación de las costumbres en todos aquellos (hombres y mujeres)
que los practicaban. Así lo demuestran los innumerables bandos que durante tres siglos de coloniaje, se
publicaron para combatir dichos juegos:
"Las (desgracias) que ocasiona en esta capital el abominable vicio de toda clase de juegos de envite son
bien constantes y notorias [...] sin que las penas de las Leyes, los reiterados bandos prohibitivos, los
exemplares hechos, ni aun la misma experiencia de estas funestas resultas, hayan bastado a remediar tan
detestable vicio".
El juego fue por tanto, la gran plaga social. Mal social que sus gobernantes consideraban más peligrosos
que otros muchos, cuando se hacen eco de estas palabras del Barón de Bielfield:
"Las inundaciones y los incendios son plagas que devoran de un golpe los bienes de los ciudadanos; pero
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En ocasiones, el juego y la política se entrecruzaron con resultados escandalosos:
«En la legislatura de 1911-1912 toma la palabra en el congreso el diputado Pablo Iglesias y,
entre otros asuntos, planteaba el problema del juego en Barcelona, "porque en aquella ciudad ha
alcanzado proporciones verdaderamente espantosas; ha habido suicidios, quiebras, ruina de fami-
lias, todo ocasionado por la licencia que en el juego reina. Allí ya no es un solo establecimiento
el autorizado, sino que son muchos, y sobre esto, como quiera que si bien se intentó a última hora
poner remedio, el remedio ha durado sólo unos cuantos días y ahora vuelven a funcionar todas
las timbas y garitos con perfectísima libertad" (Diario, 5 de marzo de 1912, VIII, p. 2735).
Aquella interpelación al ministro de gobernación iba a desatar una larga discusión, en donde
se muestra la exacta realidad de los juegos tolerados, en torno a los cuales se entreve conniven-
cias y corrupción. Participa en el debate el propio presidente del gobierno, José Canalejas y se
descubre a través de los discursos situaciones ilegales. "Hoy en Barcelona se juega, hoy en
Madrid se juega. Si quiere su Señoría que los dos tomemos un coche y vayamos a La Peña, al
Casino de Madrid, al Círculo de Bellas Artes, al Círculo Militar y a otros, tendrá su Señoría que
denunciar el juego conmigo, y es escandaloso que en todas partes, no sólo se falte a la ley, no sólo
se esté públicamente jugando, sino que haya un Estado de irritante desigualdad que concede un
monopolio a determinados empresarios, que parece que son, o se supone que son, amigos políti-
cos [...] (Soriano a Canalejas, 30 de mayo de 1912, X, p. 3418)»41.
Y también destaca el binomio formado por prohibición-reglamentación42 en esta mate-
ria, donde la relación juego y derecho se estrecha notablemente. Entendiendo por juego, el
contrato en virtud del cual se arriesga la adquisición o la pérdida de un valor económico,
haciéndola depender de un suceso incierto43.
Un largo camino que finaliza con la despenalización que se justifica en el Preámbulo del
Decreto-Ley 16/1977, de 25 de febrero, por el que se regulan los aspectos penales, adminis-
trativos y fiscales de los juegos de suerte, envite o azar y apuestas44 45. Hasta ese momento, los
hay otros males y otros vicios en el estado o en la república que, por ser más lentos, más sordos y más
imperceptibles, no arruinan menos las fortunas de los particulares, y que un sabio gobierno debe por con-
secuencia prevenirlos. Entre éstos cuentas los juegos de suerte"».
41
Vide Mariano PESET REIG, "Breve historia de los impuestos sobre juegos", Palau, 14, (1987), p. 7.
42
Vide María Lourdes RAMIS REBASSA, Régimen jurídico del juego, Marcial Pons, Madrid, 1992, pp.
39-50, donde estudia la evolución histórica de los Códigos Penales sobre el particular.
43
Vide Juan GARCÍA PESARRODONA, Régimen jurídico-admmistrativo de las asociaciones, o.c, p.
157.
44
Vide: Real Decreto 444/1977, de 11 de marzo, por el que se dictan normas complementarias del Real
Decreto-Ley 16/1977, de 25 de febrero, por el que se regulan los aspectos penales, administrativos y fis-
cales de los juegos de suerte, envite o azar y de las apuestas; Real Decreto 2709/1978, de 14 de octubre,
por el que se modifica parcialmente el Real Decreto 444/1977; Orden de 9 de octubre de 1979, por la que
se aprueba la versión definitiva del Catálogo de Juegos autorizados.
45
Vide Real Decreto 2490/1978, de 29 de septiembre, del Ministerio de Hacienda (BOE de 26 de octubre,
núm. 256), por el que se establece la distribución de los rendimientos de la tasa sobre los juegos de azar
en 1978, art. 2: «[...]. 1a. El cincuenta por ciento para financiar las acciones de asistencia, recuperación e
integración de los minusválidos físicos y sensoriales, las de asistencia social a favor de la tercera edad, así
como las correspondientes a la puesta en funcionamiento del Plan Nacional de Prevención de la
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únicos juegos de azar autorizados eran la lotería, las rifas y tómbolas, las quinielas y los sor-
teos de la Organización Nacional de Ciegos.
Y todo ello teniendo presente que a lo largo de la historia, el derecho ha adoptado ante
el juego tres posiciones: ignorancia del hecho social del juego, prohibición del juego46, o
una posición intermedia entre las dos alternativas citadas anteriormente. En términos gene-
rales, el legislador reconoce la existencia del juego, considera que el mismo puede produ-
cir efectos perniciosos, pero estima que el juego es una realidad social cuya desaparición
total es poco menos que imposible. Ante ello, prefiere reglamentarlo y paliar así, en lo posi-
ble, los efectos perniciosos que le reconoce. En este supuesto controla la práctica de los
juegos autorizados o permitidos y penaliza tan sólo las manifestaciones de este fenómeno
que la sociedad repudia abiertamente, bien porque figuran asociadas a otras formas de cri-
minalidad, más o menos encubiertas, o bien porque pueden producir trastornos serios en el
orden público, que todas las sociedades regidas por el sistema político-social que sea, han
considerado siempre que deben preservarse47.
En nuestro país, el juego constituye un sector enormemente heterogéneo, pero, a grandes
rasgos, podemos afirmar que está articulado en torno a dos bloques generales:
Los realizados para financiar actividades benéficas o humanitarias. Aquí entrarían los
gestionados por la entidad pública empresarial "Loterías y Apuestas del Estado" (LAE), la
Lotería Nacional, las denominadas apuestas deportivo-benéficas. También entran en este
bloque los gestionados por entidades para remunerar actividades de fin social, como los
sorteos de la Cruz Roja o de la propia ONCE. Todos estos sorteos son los de mayor tradi-
ción, pues históricamente fueron los primeros en comenzar a operar.
El segundo bloque lo constituyen los juegos, todos ellos del sector privado, que tienen
como único fin el lucro empresarial: máquinas tragaperras, bingos, casinos, etc. Ostentan
una extraordinaria variedad de técnicas, mecánicas y lugares de juego.
Los juegos que no forman parte de LAE, dependen o están tutelados por el
Ministerio del Interior, a través de la Comisión Nacional del Juego, aunque algunas
Subnormalidad y las actividades de asistencia, recuperación e integración social de los subnormales, a
cargo del Ministerio de Sanidad y Segundad Social, con la consiguiente asignación presupuestaria».
46 Vicie Orden de 6 de febrero de 1978, del Ministerio del Interior (BOE de 17 de febrero, núm. 41), por
la que se crea la brigada especial del juego, constituida por una Jefatura Central y cinco Jefaturas de Zona,
para actuar en todo el territorio nacional, integrada orgánicamente en la Comisaría General de Seguridad
y Orden Público de la Dirección General de Seguridad (art. 1).
47 Vide COMISIÓN NACIONAL DEL JUEGO (MINISTERIO DE INTERIOR), Libro blanco del juego,
Madrid, 1986, p. 21. Vide Miguel OLMEDADÍAZ, "La tributación sobre el juego: paternalismo y afecta-
ción", Palau, 14, (1987), pp. 59-60, donde señala las características del juego.
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actividades   se  encuentran  trasferidas  como   competencias  propias  en  ciertas
Comunidades Autónomas48 49.
B. Motivaciones básicas del juego50 y tipología de jugadores.
La primera motivación es el deseo de evadirse de la cadena socioeconómica que
establece que es necesario trabajar para conseguir dinero. El juego de azar sería una
forma de transgredir esa causalidad de la economía productivista, romper con su lógi-
ca. Jugar es la posibilidad, por ínfima realmente que sea, de realizar una utopía. La
segunda motivación especial es el placer de jugar, por sí mismo, en cuanto que ello
genera excitación. Esta motivación alcanza su máximo exponente en los juegos de casi-
nos por dos motivos: el riesgo es mayor y la distancia entre la apuesta y el resultado del
azar, es muy inmediata; en consecuencia, la sensación de vértigo es mayor y el placer
es más elevado. La tercera y última motivación general identificada es el hecho mismo
de forzar el destino, de ser elegido por él de forma mágica.
Respecto a los tipos de jugadores51, a lo que cada uno de ellos busca y proyecta en
48 Vide Antón ALVAREZ RUIZ, La función social de la publicidad de la ONCE, Escuela Libre Editorial,
Madrid, 2003, pp. 71-72. Vide Ángel ALCAIDE INCHAUSTI y Fátima ALCAIDE ARENALES,
"Fiscalidad del juego en España", Hacienda Pública Española, 93, (1985), pp. 301-310.
49 Vide: Ley 15/1984, de 20 de marzo, de Catalunya, por la que se regulan los juegos de suerte, envite o azar
(BOE de 4 de mayo, núm. 107); Ley 14/1985, de 23 de octubre, de Galicia, por la que se regulan los juegos y
apuestas (BOE de 7 de marzo de 1986, núm. 57); Ley 6/1985, de 30 de diciembre, de Canarias, por la que se
regulan los juegos y apuestas (BOE de 13 de marzo, núm. 62); Ley 2/1986, de 19 de abril, de la Junta de
Andalucía, por la que se regulan los juegos y apuestas (BOE de 3 de junio, núm. 132); Ley 6/1998, de 18 de
junio, de la Junta de Extremadura, normas reguladoras del juego (BOE de 13 de agosto, núm. 193); Ley 6/1999,
de 26 de marzo, de la Presidencia del Gobierno de Canarias, normas reguladoras de juegos y apuestas (BOE
de 23 de abril, núm. 97); Ley 4/1999, de 31 de marzo, de Castilla-La Mancha, normas reguladoras del juego
(BOE de 25 de mayo, núm. 124); Ley 2/2000, de 28 de junio, de Aragón, normas reguladoras del juego (BOE
de 27 de julio del 2000, núm. 179), modificada por la Ley 3/2004, de 22 de junio (B.O. Aragón de 14 de julio,
núm. 82); Ley 3/2001, de 4 de mayo, de Asturias, normas reguladoras del juego y apuestas (BOE de 26 de
junio, núm. 11.0); Ley 6/2001, de 3 de julio, de Madrid, normas reguladoras del juego (BOE de 27 de julio,
núm. 179).
50 Vide Antón ALVAREZ RUIZ, La función social de la publicidad de la ONCE, Escuela Libre Editorial,
Madrid, 2003, pp. 72-73. Vide Jaime CASTILLO (EFE), "La fiebre por la Lotto italiana provoca estragos",
Elmundodinero, 2 de febrero de 2005, donde da cuenta de la situación que se está produciendo en Italia por
el juego, y la intervención del Gobierno de aquel país sobre el particular.
51 Vide Johan HUIZINGA, Homo ludens, sexta reimpresión, Alianza Editorial, Madrid, 1996, p. 7: «Cuando se
vio claro que la designación de homo sapiens no convenía tanto a nuestra especie como se había creído en un prin-
cipio porque, a fin de cuentas, no somos tan razonables como gustaba de creer el siglo XVIII en su ingenuo opti-
mismo, se le adjuntó la de homo faber. Pero este nombre es todavía menos adecuado, porque podría aplicarse
también a muchos animales el calificativo de faber. Ahora bien, lo que ocurre con el fabricar sucede con el jugar:
muchos animales juegan. Sin embargo, me parece que el nombre de homo ludens, el hombre que juega, expresa
una función tan esencial como la de fabricar, y merece, por tanto, ocupar su lugar junto al de homo faber». Vide
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el juego, se encuentran básicamente dos: el jugador "soberano", que quiere sentirse
dominador de todos los elementos que juega, más que por el dinero, por intensificar su
prestigio narcisista y cuyo paradigma sería el juego de casino, especialmente el póquer,
y huye de los juegos pasivos o colectivos. También está el jugador "sumiso" que
"entiende los juegos de azar como posibles fuentes de ganancia futura pero sin poner
toda su energía en el juego, sin exponerse, ni arriesgarse". El jugador sumiso encarna
las actitudes prototípicas requeridas por los juegos de azar del tipo de las loterías y qui-
nielas, entre las que está situado el cupón de la ONCE52.
C. La competencia sobre el juego53.
Realizar actividades de organización o explotación de juegos, careciendo de las
autorizaciones oportunas, o la modificación unilateral de cualquiera de las condiciones,
en virtud de las cuales se concedieron las preceptivas autorizaciones, está penalizado.
En 1987, el Ministerio de Economía y Hacienda promulgó el Real Decreto-Ley de 3 de
julio de 1987 (BOE de 4 de julio), del que merece la pena destacar:
«La normativa actualmente vigente en materia de ordenación del juego arranca del Real
Decreto-Ley n° 16 de 25 de febrero de 1977, por el que se despenalizaba y sometía a tributación
el mismo, y se prolonga en un centenar largo de disposiciones de diverso rango, que contienen,
a su vez, el régimen sancionador del juego. La sentencia del Tribunal Constitucional del 7 de abril
de 1987 declaró no ajustadas a la Constitución aquellas sanciones administrativas que carecían
CENTRO DE INVESTIGACIONES SOCIOLÓGICAS, "Los españoles y la lotería", Revista Española de
Investigaciones Sociológicas, 5, (1979), pp. 289-310.
52 Vide Antón ALVAREZ RUIZ, La función social de la publicidad de la ONCE, Escuela Libre Editorial,
Madrid, 2003, p. 72.
53 Vide Roberto GARVIA SOTO, La organización nacional de ciegos. Un estudio institucional, o.c, p.
201, nota 43: Sobre materia de loterías y similares, los medios de comunicación han dado numerosas noti-
cias sobre el particular:
«Sobre "La Rápida", El País, 1 de septiembre de 1976, 27 de abril de 1979, 18 y 28 de junio de 1982, y 8 de julio
de 1984. La lotería hípica se hizo realidad en enero de 1984, aunque ya desde 1979 la Sociedad de Fomento de
la Cría Caballar estaba presionando para que saliera adelante (El País, 6 de diciembre de 1979). Los ganaderos
no tuvieron el mismo éxito que los criadores de caballos, y la lotería taurina nunca salió al mercado (El País, 1
de marzo de 1985). Ante los problemas de la quiniela futbolística, debidos a huelgas de futbolistas y presiones de
clubes de fútbol cada vez más empobrecidos, se pensó en lanzar la quiniela de baloncesto, pero esta idea tampo-
co tuvo éxito (El País, 29 de noviembre de 1985). El caso Barreiro, que terminó por dividir al Partido Popular
gallego y hacer que éste perdiera el gobierno autonómico salió a la luz en noviembre de 1986 (Cambio 16, 14 de
septiembre de 1987, pp. 32-34). Sobre las sospechas de vinculaciones entre el PNV y la empresa adjudicataria de
la lotería instantánea vasca, El País, 21 de diciembre de 1986. El caso Prenafeta o "Lottogate", que se desarrolló
durante 1988, era una nueva versión del caso Patxot, y hoy continúa en la versión del caso Casinos. Al contrario
que en el caso gallego, estos pequeños escándalos no tuvieron consecuencias tan drásticas para el gobierno de
CiU. El escándalo de la concesión de administraciones de loterías a militantes y familiares de militantes del PSOE,
que se extendió durante la primavera y verano de 1986, fue saldado con la dimisión y destitución de algunos car-
gos políticos (El. País, 1 y 2 de agosto de 1986)».
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de soporte legal. Como quiera que el régimen sancionador en materia de juego está en la actualidad
regulado por normas reglamentarias, algunas de ellas, incluso preconstitucionales, y dado que la ela-
boración de una próxima Ley de juego impone un largo plazo de trámite y aplaza la regulación de
los aspectos sancionadores de las actividades de juego, es preciso acudir al procedimiento extraor-
dinario del Real Decreto-Ley con el objeto de cubrir el vacío legal que pudiera producirse y en
garantía de los derechos de los ciudadanos. En su virtud, con el informe favorable de la Comisión
Nacional del Juego, previo acuerdo del Consejo de Ministros en su reunión del 3 de julio de 1987,
en uso de la facultad prevista en el artículo 86 de la Constitución de 1978 [...], dispongo:
Artículo 1o. Objeto y ámbito del Real Decreto-Ley:
1. El objeto del presente Real Decreto-Ley es la regulación de la potestad sancionadora de la
Administración Pública en materia de juegos de suerte, envite o azar. [...].
Artículo 2o. Infracciones muy graves. Son infracciones muy graves:
a) Realizar actividades de organización o explotación de juegos, careciendo de las autoriza-
ciones, inscripciones o guías de circulación y con incumplimiento de los requisitos y condiciones
establecidas en las mismas; así como la organización o explotación de los juegos en locales o
recintos no autorizados o por personas no autorizadas.
b) La modificación unilateral de cualquiera de las condiciones, en virtud de las cuales se con-
cedieron las preceptivas autorizaciones. [...].
e) El fomento y la práctica de juegos y/o apuestas al margen de las normas establecidas o
autorizaciones concedidas. [...].
Artículo 3o. Infracciones graves. Son infracciones graves:
a) No llevar los libros de contabilidad exigidos o hacerlo incorrectamente. [...].
c)
Efectuar publicidad de los juegos de azar o de los establecimientos en los que éstos se prac-
tiquen sin la debida autorización, o al margen de los límites fijados en la misma. [...]».
No es objeto de este trabajo efectuar un análisis profundo sobre las competencias de las
respectivas Administraciones sobre el juego54. Sin embargo, si debo poner de manifiesto que
se trata de una materia que de modo recurrente propicia nuevas situaciones conflictivas.
Buen ejemplo de esta afirmación lo constituye la Ley de Acompañamiento a los
Presupuestos para 2002, Ley 24/2001, de 27 de diciembre, de medidas fiscales, administra-
tivas y del orden social, disp. adic. vigésima:
«Corresponde al Estado, a través del Ministerio de Hacienda y, concretamente de la Entidad
Pública Empresarial Loterías y Apuestas del Estado, ejercer la competencia, de conformidad con
la normativa vigente, para la autorización del desarrollo de todo tipo de apuestas, cualquiera que
sea el soporte de las mismas, boletos, medios informáticos o telemáticos, siempre que su ámbito
de desarrollo, aplicación, celebración o comercialización abarque el territorio nacional o exceda
de los límites de una concreta Comunidad Autónoma.
Se autoriza al Ministerio de Hacienda para dictar cuantas disposiciones de desarrollo fueran
necesarias para el mejor cumplimiento de lo previsto en la presente disposición».
Donde a juicio de determinados sectores doctrinales, quizás se pueda vislumbrar una
extralimitación de las competencias estatales sobre el juego.
54 Vide José Manuel SALAARQUER, "Liberalización del monopolio de loterías y competencias sobre el
juego", REDA, 120, (2003), pp. 520-524.
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La STC 52/1988, de 24 de marzo, FJ. 5o estableció que la competencia sobre el juego55
no permite a una Administración autonómica incluir o excluir del catálogo de juegos auto-
rizados aquellos que se determinen no en función de sus características propias, sino úni-
camente por referencia a sus organizadores, en cuanto que la identidad de éstos no puede
implicar forzosamente una atribución competencial a la misma56.
El régimen jurídico de la competencia estatal y autonómica en materia de loterías57 ha
sido abordado -entre otras- por la STC 163/1994, de 26 de mayo (F.J.)58:
3. Notorio es que en la fijación por la Constitución de las materias sobre las que las
Comunidades Autónomas pueden asumir estatutariamente competencias (art. 148.1 CE), o sobre
las que se reservan al Estado -indisponibles, por ello, para los Estatutos de Autonomía (art. 149.1
CE)-, no existe ninguna mención expresa en relación al juego en general, como tampoco se hace
en dichos Estatutos; pero en éstos, con la única excepción de la Comunidad Autónoma de Madrid,
aparece con el singular y uniforme titulo de «casinos, juegos y apuestas, con exclusión de las
Apuestas Mutuas Deportivo-Benéfícas»,  la atribución a las correspondientes Comunidades
Vide Alejandro NIETO GARCÍA, "Competencias estatales y autonómicas en materia de casinos, jue-
gos y apuestas", en AAVV, Actualidad y perspectivas del Derecho Público a finales del S. XX, Tomo 1,
Madrid, 1992, pp. 726-727, donde explica magistralmente -como siempre- que asunción de competencias
y transferencias de servicios, son dos cuestiones distintas.
56 Vide Leopoldo PONS ALBENTOSA, "La tributación del juego en el marco autonómico. Incidencia
impositiva y política tributaria", Palau, 14, (1987), pp. 45-46.
57 La Sentencia del Tribunal Constitucional núm. 164/1994 (Pleno), de 26 de mayo, Ar. 164, ha determi-
nado el sistema español de distribución de competencias en materia de juego, en los siguientes términos
(F.J.):
«4. El sistema constitucional de distribución de competencias en materia de juego entre el Estado y las
Comunidades Autónomas ha sido objeto de examen en la sentencia dictada, en el conflicto positivo de
competencias núm. 957/1985 (STC 163/1994), a cuya fundamentación por tanto procede ahora referirse.
Allí, en fundamentos que ahora resumimos, se dice lo que sigue:
A pesar de la falta de mención expresa en los arts. 148.1 y 149.1 CE al juego, sin embargo, esta materia,
en el sistema constitucional de distribución de competencias entre el Estado y las Comunidades
Autónomas, ha sido atribuida a éstas bajo el genérico y uniforme título competencial de «casinos, juegos
y apuestas, con exclusión de las Apuestas Mutuas Deportivo-Benéfícas» en la mayoría de los Estatutos de
Autonomía, si bien con diferente cualidad y alcance. Por ello, de acuerdo con el art. 149.3 CE, dado que
el art. 149.1 CE no reserva al Estado competencia alguna bajo el enunciado de «casinos, juegos y apues-
tas», puede afirmarse la competencia exclusiva que las Comunidades Autónomas litigantes han asumido
en la materia, con la salvedad expresamente establecida en sus respectivos Estatutos de Autonomía; y que
esta competencia comprende, con la excepción ya apuntada, la de organizar y autorizar la celebración de
juegos en el territorio de la Comunidad Autónoma.
No obstante, ni el silencio del art. 149.1 CE respecto al juego, ni el hecho de que los Estatutos de
Autonomía de algunas Comunidades Autónomas califiquen de exclusiva la competencia autonómica
pueden interpretarse sin más como determinantes de un total desapoderamiento del Estado en la
materia. En cuanto al contenido discutido en los presentes conflictos, en los que el debate gira en
torno a si el Estado dispone de competencia para organizar y explotar una lotería de ámbito nacio-
nal, no puede desconocerse que teniendo incluso un tratamiento fiscal algunos juegos implantados
en todo el territorio nacional, sobre el juego también recae la competencia que al Estado reserva el
art. 149.1.14 CE en materia de Hacienda General. Y en virtud de este título compete al Estado la
gestión y explotación de la Lotería Nacional por su naturaleza de recurso ordinario de la Hacienda
estatal y monopolio del Estado, en tanto en cuanto generador de derechos y obligaciones de contenido
económico cuya titularidad a aquélla corresponde [art. 1 Decreto 23 de marzo de 1956, por el que se
aprueba la Instrucción General de Loterías; arts. 29 de la Ley General Presupuestaria 11/1977, de 4 de
enero, y del Real Decreto Legislativo 109/1988, de 23 de septiembre, por el que se aprueba el texto refun-
dido de dicha Ley].
En razón del citado monopolio fiscal, correspondía a la Administración del Estado la gestión y
explotación del juego de la lotería en todo el territorio nacional, lo que implicaba, en virtud del
mentado régimen monopolístico sobre dicho juego de azar, la prohibición de loterías, sorteos, rifas,
apuestas y otras modalidades similares de juego sin la autorización de la Administración del Estado,
procediendo, pues, los rendimientos que el Tesoro obtenía del citado monopolio, de la gestión y
explotación del juego de la lotería y también del gravamen sobre las autorizaciones administrativas
para la organización por los particulares de aquellos juegos. La aprobación de los Estatutos de
Autonomía atribuyendo a determinadas Comunidades Autónomas competencia exclusiva en materia
de juego y apuestas para organizar y autorizar su celebración en el respectivo territorio, no sustrae
a la competencia estatal la de gestionar en todo el territorio nacional el monopolio de la Lotería
Nacional, configurado como fuente o recurso económico de la Hacienda del Estado, pues la pres -
cripción del art. 149.1.14 CE engloba necesariamente la competencia sobre lo que constituye una
fuente de ingresos no tributarios asumida como explotación de un monopolio fiscal, sin perjuicio de
la competencia de algunas Comunidades Autónomas en materia de juego.
El concepto de juego de la Lotería y su explotación como recurso de la Hacienda del Estado incluido en
el art. 149.1.14 CE no puede quedar referido únicamente a la específica modalidad con la que aquél apa-
rece configurado en la Instrucción General de Loterías de 23 de marzo de 1956. La lotería, como antes
decimos, en las diversas modalidades en las que ha sido organizado por la Administración históricamente
ha constituido desde su instauración una renta de la Hacienda Pública llegando a coexistir distintas moda-
lidades de loterías, como la legislación positiva demuestra; pero además, la aceptación de aquel razona-
miento reduccionista supondría confundir lo que jurídica e institucionalmente se configura como una fuen-
te de ingresos no tributarios directamente explotada por la Hacienda estatal, con una mera modalidad de
dicho juego, excluyéndose así la competencia del Estado, ex art. 149.1.14 CE, para gestionar y explotar lo
que es un recurso o fuente de su Hacienda.
Por último, no siendo el mismo el nivel de competencias que sobre el juego tienen atribuido las distintas
Comunidades Autónomas, tampoco es uniforme el que corresponde al Estado en la materia. Por ello, a las
Comunidades que, como las que han promovido los conflictos de competencia objeto de este proceso cons-
titucional, han asumido competencias exclusivas en materia de casinos, juegos y apuestas, les correspon -
den en su ámbito territorial las competencias no reservadas al Estado por el enunciado del art. 149.1.14
CE y las no excluidas expresamente de la atribución autonómica por sus respectivos Estatutos de
Autonomía,
5. Las disposiciones y actos impugnados tienen por objeto, pues, la organización (o más bien reins-
tauración) y puesta en explotación por el Estado, a través del Organismo Nacional de Loterías y
Apuestas, de una lotería de ámbito nacional en la modalidad conocida por Lotería Primitiva o de
Números, que presenta en su sistema de sorteos o concursos una doble variante (sobre la misma
modalidad) y cuyos rendimientos, detraídos de la recaudación obtenida los porcentajes destinados a
premios y gastos de administración, al integrarse en el Tesoro Público forman parte de los ingresos
del Estado y constituyen, por tanto, derechos económicos de su Hacienda. Conforme con la doctrina
antes reseñada, las impugnaciones de las disposiciones y actos controvertidos no pueden ser acogí -
das, pues éstos no invaden ni menoscaban las competencias que en materia de juego han asumido
las Comunidades Autónomas impugnantes por estar reservada a la competencia del Estado, ex art.
149.1.14 CE, en razón de su naturaleza de fuente o recurso de la Hacienda estatal, el monopolio de
la Lotería Nacional; correspondiéndole, pues, la facultad de organizar loterías de ámbito nacional
en sus distintas modalidades».
889
Autónomas de competencias de diferente cualidad y alcance, pues a algunas, entre ellas Cataluña,
se les atribuye competencia exclusiva [arts. 10.35 EAPV ; 9.32 EAC; 27.27 EAG ; 13.33 de
Andalucía ; 31.31 EACV ; 44.16 LORAFNA y 10.10 EAIB ], a otras la ejecución de la legisla-
ción del Estado [art. 36.2 d) EAAr ]; y, finalmente, respecto a otras se prevé una futura asunción
de competencias cuando se activen los procedimientos que lo permitan [arts. 13.1 c) EAAS ; 25. ]
c) EACTB ; 11.1 e) EALR ; 13.1 b) EARM ; 35.1 c) EACM ; 34 a) EACan ; 10.1 b) EAE ;
29.1.18 EACyL ].
Por lo tanto, con arreglo a la cláusula del art. 149.3 CE, según la cual «las materias no
atribuidas expresamente al Estado por esta Constitución podrán corresponder a las
Comunidades Autónomas en virtud de sus respectivos Estatutos..», y dado que en el art.
149.1 CE no se reserva al Estado competencia alguna bajo el enunciado de «casinos, jue-
gos y apuestas», cabe afirmar que corresponde a la Generalidad de Cataluña, de acuerdo
con el art. 9.32 EAC, la competencia exclusiva sobre los casinos, juegos y apuestas,
excepto las Apuestas Mutuas Deportivo-Benéficas [STC 52/1988 ), fundamento jurídico
4.°], y que esta competencia comprende la de organizar y autorizar la celebración de jue-
gos en el territorio de la Comunidad Autónoma.
Ahora bien, ni el silencio del art. 149.1 CE respecto al juego ni el hecho de que los Estatutos
de Autonomía de algunas Comunidades Autónomas, entre ellas el de Cataluña, califiquen de exclu -
siva la competencia autonómica (excepto las Apuestas Mutuas Deportivo-Benéficas) puede ínter -
pretor se como equivalente a un total desapoderamiento del Estado, pues ciertas materias y activi -
dades que bajo otros enunciados el art. 149.1 CE reserva a aquél se encuentran estrechamente liga -
das con el juego. Como reiteradamente tiene declarado este Tribunal, la calificación jurídica y el
alcance de las competencias de las Comunidades Autónomas no puede hacerse derivar únicamen -
te de una lectura aislada de la denominación que reciben en los textos estatutarios sino de una
interpretación sistemática de todo el bloque de la constitucionalidad, dentro del cual la
Constitución «conserva intacta su fuerza normativa dominante como lex superior de todo el orde -
namiento, fuerza normativa que no se agota ni disminuye con la promulgación de los Estatutos de
Autonomía, cuyos preceptos, por más que califiquen como exclusiva la competencia asumida ratio -
ne materiae, no pueden oponerse a las normas constitucionales que, en su caso, reconozcan al
Estado títulos competenciales sobre esa misma materia» (STC 20/1988) . [...]».
La misma STC 164/1994, de 26 de mayo, recoge un voto particular formulado
por el Magistrado don Caries Vives Pi-Sunyer, donde se pronuncia sobre la atribu-
ción competencial estatal y donde plantea que la capacidad de expansión de la
competencia estatal sobre la Hacienda General entendida como la entiende la sen-
tencia y la posibilidad de que desde la misma se llegue a subvertir en la práctica
el orden de competencias diseñado en el bloque de la constitucionalidad no requie-
re, -a su entender-, grandes esfuerzos demostrativos.
«3. En la sentencia se atribuye al Estado la competencia para organizar la Lotería Primitiva en
todo el territorio español en virtud del título competencial de Hacienda General del art. 149.1.14 CE.
No comparto esta calificación competencial. El hecho de que la Lotería Primitiva, único tipo de lote-
58 Vide Francisco L. HERNÁNDEZ GONZÁLEZ, La regulación de los juegos de azar, Tecnos, Madrid,
1996, pp. 69-70.
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ría cuestionado por la recurrente, se configure como fuente de ingresos públicos y monopolio fiscal
no permite incluir en ese ámbito la organización y gestión de este juego de apuestas. Así como este
Tribunal ha reiterado que la potestad de gasto no puede convertirse en título competencial, tampo-
co puede atribuirse esta condición a lo que para simplificar podríamos denominar potestad de ingre-
so. De aceptarse esta tesis el Estado podría reservarse la regulación e incluso la ejecución en cual-
quier materia, prescindiendo de si están o no atribuidas a las Comunidades Autónomas, mediante el
cómodo expediente de convertir dicha actividad en fuente de ingresos públicos estatales. Aun admi-
tiendo una amplísima posibilidad de que desde el título de Hacienda General puedan afectarse los
más diversos ámbitos materiales, esa afectación deberá limitarse, por lo que aquí interesa, a los
aspectos relativos a la recaudación de ingresos públicos, pero no puede atraer de forma indiscrimi-
nada toda la organización y gestión de las actividades que constituyen el contenido y objeto de otras
materias competenciales, por el mero hecho de que el Estado haya decidido convertirlas en fuente
de ingresos propios. La capacidad de expansión de la competencia estatal sobre la Hacienda General
entendida como la entiende la sentencia y la posibilidad de que desde la misma se llegue a subver-
tir en la práctica el orden de competencias diseñado en el bloque de la constitucionalidad no requie-
re, a mi entender, grandes esfuerzos demostrativos. [...]»
y sobre la dificultad de títulos competenciales en el mismo territorio, manifiesta que no
comparte «la duplicidad de títulos competenciales que se consagra en la sentencia, en la que
se afirma que la Comunidad Autónoma también puede realizar el mismo tipo de actividad
dentro de su ámbito territorial. Nuestro ordenamiento jurídico, a diferencia de lo que sucede
en los de otros Estados compuestos, ha optado por un sistema de distribución de competen-
cias basado en el reparto de actividades entre entes, no por un modelo concurrencial o de
duplicidad. Pues bien, la primera y fundamental consecuencia que deriva de esta opción
constitucional es la de que desde dos títulos competenciales diferentes -en este caso,
Hacienda General y juego- no puede realizarse exactamente el mismo tipo de funciones,
sobre el mismo tipo de actividades»59.
59 Vide STC 164/1994, de 26 de mayo, voto particular formulado por el magistrado don Caries Vives Pi-
Sunyer: «Tampoco comparto la duplicidad de títulos competenciales que se consagra en Ja sentencia, en la que
se afirma que la Comunidad Autónoma también puede realizar el mismo tipo de actividad dentro de su ámbi-
to territorial. Nuestro ordenamiento jurídico, a diferencia de lo que sucede en los de otros Estados compuestos,
ha optado por un sistema de distribución de competencias basado en el reparto de actividades entre entes, no
por un modelo concurrencial o de duplicidad. Pues bien, la primera y fundamental consecuencia que deriva de
esta opción constitucional es la de que desde dos títulos competenciales diferentes -en este caso, Hacienda
General y juego- no puede realizarse exactamente el mismo tipo de funciones, sobre el mismo tipo de activi-
dades, coincidiendo ambas en un mismo territorio, aunque una de ellas se extienda a un ámbito más amplio.
En nuestro ordenamiento, aceptar el solapamiento de títulos competenciales equivale a desconocer el criterio
hermenéutico basado en la presunción de coherencia del legislador, que no puede haber querido decir la misma
cosa con términos y conceptos distintos. Tampoco puede admitirse la duplicidad si la competencia de la
Comunidad Autónoma para organizar sus propias loterías se basa en la competencia sobre la Hacienda auto-
nómica -cuestión que plantearía problemas de otra índole-. Como luego se razonará, no resulta compatible con
el sistema de distribución de competencias establecido en el bloque de la constitucionalidad defender la dupli-
cidad de actividades atendiendo al diferente alcance territorial de la actividad ejercida por el Estado y por una
Comunidad Autónoma a partir de un mismo título competencial.
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4.1.2. La creación de entes instrumentales.
A. El organismo nacional de loterías y apuestas del Estado (ONLAE)60 y su recon-
versión a entidad pública empresarial "Loterías y Apuestas del Estado" (LAE)61.
En el plano práctico, esta duplicidad o solapamiento de títulos, como pone de relieve la recurrente, no es en abso-
luto inocua ya que la existencia de una Lotería Primitiva de ámbito estatal en el territorio de la Comunidad
Autónoma -existencia que ha ido incrementándose con la ampliación de las modalidades de Loto Primitiva, Bono-
Loto, El Gordo de la Primitiva, hasta establecer sorteos prácticamente diarios- supone que una parte importante
del monto, siempre limitado y no elástico, de recursos económicos destinados al juego en ese territorio se dirigen
a la Lotería estatal en detrimento de la autonómica ya que el superior volumen de ingresos de la primera lleva a
que también los premios sean mayores y consiguientemente atraigan más a los jugadores.
En definitiva, atribuir al Estado la posibilidad de organizar y gestionar la Lotería Primitiva en el territorio autonó-
mico supone vulnerar el sistema de distribución de competencias establecido en el bloque de la constitucionali-
dad y menoscabar la competencia autonómica exclusiva en la materia de juegos y apuestas, ya que la Comunidad
Autónoma deja de ser el único sujeto que puede definir la política sobre el juego en su ámbito territorial. Esta con-
clusión no excluye la posibilidad de organizar la Lotería Primitiva en un ámbito supraautonómico, pero sí requie-
re que en estos supuestos, la organización sea fruto de mecanismos de cooperación y que, en cualquier caso, la
decisión última sobre la celebración de los mismos en los distintos territorios autonómicos corresponde a las res-
pectivas Comunidades Autónomas con competencias en la materia».
60 Vide Roberto GARVIASOTO, La organización nacional de ciegos. Un estudio institucional, o.c, pp. 196-197:
«De 1979 a 1983 el cupón de la ONCE redujo su cuota de mercado en el sector del juego de un 6,03% a un 2,39%.
Sin embargo, en 1984 recuperó una cuota del 4,57%. Esto supuso la entrada de la organización en un nuevo escena-
rio exterior. Hasta ese momento la organización había vivido bajo la protección del Estado, pero desde 1984 comen-
zó su extrañamiento. Y esto tuvo consecuencias.
Desde 1978 hasta 1981, la Lotería Nacional, a pesar de la entrada en el mercado del juego de los bingos y los casi-
nos, había conseguido mantener e incluso aumentar sus ingresos constantes. Desde 1981, sin embargo, con la entra-
da en el mercado de las máquinas tragaperras, la Lotería Nacional comenzó a experimentar una reducción paulatina
en sus ingresos, una situación que se agravó tras la reforma del cupón de la ONCE. Con estos datos, el Ministerio
de Hacienda, como empresario del sector del juego, comenzó a percibir a la organización como un serio competidor
en el subsector de las loterías donde, hasta entonces, siempre había disfrutado de una posición privilegiada.
Dadas estas condiciones, en julio de 1984, el Patronato de Apuestas Mutuas Deportivo-Benéficas y el Servicio
Nacional de Loterías, dos organismos dependientes del Ministerio de Hacienda que explotaban,
respectivamente las quinielas y la Lotería Nacional, entraron en conversaciones para crear un único organismo.
Lo que se intentaba era que en los locales en los que hasta entonces sólo se sellaban quinielas (Despachos de
Quinielas) y en los locales en los que sólo se vendía lotería (Administraciones de Lotería), se pudieran vender los
dos productos. Con ello se conseguirían unas enormes economías de escala de personal y de locales, doblándose
el número de lugares de venta para los dos productos. Además, se anunció que el nuevo organismo pretendía
duplicar el número de locales de venta, por los que el número de locales donde se sellarían quinielas y venderían
décimos de lotería se multiplicaría por cuatro en un futuro no lejano (El País, 21 de noviembre de 1984). El nuevo
organismo, el ONLAE (Organismo Nacional de Lotería y Apuestas del Estado) nació, finalmente, el 20 de junio
de 1985». Vide Santiago ORTIZ VAAMONDE, El levantamiento del velo en el derecho administrativo, La Ley,
Madrid, 2004, p. 94, nota 177.
61 Vide ONCE, "¿A qué les gusta jugar?", Punto de Venta, 40, (2004), p. 15: «Productos LAE. La Lotería
Primitiva, tanto del Jueves como del Sábado, es el producto que cuenta con un mayor número de jugadores
habituales o de frecuencia alta (juegan tres o cuatro semanas al mes), que representa una media aproximada de
6.000.000 de personas, el doble que la base de jugadores de frecuencia baja u ocasionales.
En la Lotería Nacional predomina el jugador de frecuencia baja, el que lo hace una semana o menos al mes,
siendo de 1.200.000 jugadores para la Lotería Nacional de jueves y de 2.000.000 para la del sábado.
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Inicialmente el Estado asume directamente la responsabilidad de la organización de este
juego, a través del Servicio Nacional de Loterías y, en consecuencia, los ingresos que el mismo
producía figuraban en los Presupuestos Generales del Estado como ingresos patrimoniales.
El Organismo Nacional de Loterías y Apuestas del Estado (ONLAE) fue creado por la
Ley 50/1984, de 30 de diciembre, de Presupuestos del Estado para 1985, en el apartado 5
del artículo 87 como Organismo autónomo de carácter comercial con la naturaleza previs-
ta en el artículo 4.1.b) de la Ley General Presupuestaria, de 4 de enero de 1977. Esta cir-
cunstancia supuso la integración y unificación de las instituciones que hasta ese momento
venían gestionando los juegos de titularidad estatal, en concreto el Patronato de Apuestas
Mutuas Deportivas Benéficas y el Servicio Nacional de Loterías.
La estructura, composición y funciones del Organismo Nacional de Loterías y Apuestas
del Estado fue establecida, inicialmente, por el Real Decreto 904/1985, de 11 de junio, de la
Presidencia del Gobierno (BOE de 20 de junio, núm. 147)62, siendo modificada por el Real
Decreto 1651/1995, de 13 de octubre, del Ministerio de Administraciones Públicas (BOE de
26 de octubre, núm. 256)63.
En la Bonoloto y en el Gordo de la Primitiva también destacan los clientes que representan los jugadores de baja
frecuencia en torno a un millón de participantes, número algo mayor que el de jugadores de alta frecuencia».
Mas adelante se afirma: «Productos más comprados. Si se analiza el comportamiento de compra en una semana,
comprobamos que la Primitiva de Jueves a Sábado (por este orden), son los productos más comprados del mer-
cado con un 21,6% y un 19,7% respectivamente del total. El Cuponazo de Viernes es el tercer producto más juga-
do con un 16,2%. En el caso del Cupón Diario este porcentaje es de un 17,2% pero no puede compararse con los
anteriores pues en una semana hay cuatro sorteos de este producto. En esta escala sigue la Quiniela Futbolística
con un 8,9% y le siguen, a más distancia, la Lotería de Sábado con un 6,5%, el Supercupón Fin de Semana con
un 5,7%, Euromillones un 4,9%, Bonoloto un 4,7% (teniendo en cuenta que también tiene cuatro sorteos), Lotería
de Jueves un 3,2%, el 2,9% el Gordo de la Primitiva y por último el Bonocupón con un 0,5%». Vide: Santiago
ORTIZ VAAMONDE, El levantamiento del velo en el derecho administrativo, La Ley, Madrid, 2004, pp. 370-
372; María Lourdes GARCÍA PERAMATO, "Sistema de indicadores en el ámbito de la entidad pública empre-
sarial Loterías y Apuestas del Estado", Actualidad Financiera, 11, (2000), pp. 63-75.
62
Vide Real Decreto 1511/1992, de 11 de diciembre, del Ministerio de Economía y Hacienda (BOE de 30
de diciembre, núm. 313), que regula determinados aspectos administrativos y económicos del Organismo
Nacional de Loterías y Apuestas del Estado.
63
Vide STC 164/1994, de 26 de mayo ha precisado (F.J.):
«9. Finalmente, en cuanto a la función del ONLAE en materia de organización y difusión en exclusiva de
cualesquiera otros concursos de pronósticos que se realicen sobre resultados de eventos deportivos,
considera la Generalidad que el Estado únicamente es competente en relación con las denominadas qui-
nielas de fútbol, por lo que el inciso final del precepto supone una invasión y un menoscabo de las com-
petencias de la Comunidad Autónoma. Mas dicho alegato carece de consistencia. En efecto, de la compe -
tencia que en materia de juegos y apuestas atribuye a la Comunidad Autónoma el art. 9.32 de su Estatuto
de Autonomía, expresamente se excluyen las Apuestas Mutuas Deportivo-Benéficas, residenciadas, por
tanto, en el ámbito competencial del Estado y cuya gestión y administración correspondía al Patronato de
Apuestas Mutuas Deportivo-Benéficas, suprimido tras la constitución del ONLAE y cuyas funciones asu-
mió éste. Cierto es que dichas Apuestas inicialmente se extendieron sólo al fútbol, pero no lo es menos que
la propia normativa que las establece preveía también su aplicación a otros deportes si se estimara
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La Ley 50/1998, de 30 de diciembre, de medidas fiscales, administrativas y del orden
social (BOE de 31 de diciembre, núm. 313), estableció en su artículo 70:
«Adaptación del Organismo Nacional de Loterías y Apuestas del Estado a la Ley 6/1997, de
14 de abril.
Uno. El Organismo Nacional de Loterías y Apuestas del Estado (ONLAE) es una entidad
pública empresarial, adscrita al Ministerio de Economía y Hacienda, a través de la Subsecretaría,
que se rige por las Leyes y disposiciones generales que le sean de aplicación y por lo dispuesto
en el capítulo III del Título III de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y
Funcionamiento de la Administración General del Estado.
Dos. El régimen presupuestario, económico-financiero, de contabilidad, intervención y con-
trol del ONLAE será el establecido en la Ley General Presupuestaria y demás disposiciones
vigentes sobre estas materias. En tanto se proceda a la modificación del Real Decreto Legislativo
1091/1988, de 23 de diciembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley General
Presupuestaria, el ONLAE se regirá por los preceptos de dicho texto aplicables a los Organismos
Autónomos de carácter comercial, industrial, financiero o análogo.
Tres. El régimen de contratación del ONLAE, se regirá por lo dispuesto en la legislación de
contratos de las Administraciones Públicas.
Se exceptúan de lo dispuesto en el párrafo anterior los contratos directamente relacionados
con la actividad industrial del ONLAE; los de suministros de boletos de juegos y billetes de
Lotería Nacional que por Ley se adjudican a la Fábrica Nacional de Moneda y Timbre; y los con-
tratos de servicios con sociedades mercantiles en las que participa mayoritariamente, siempre que
el adjudicatario cumpla una función económica relacionada directamente con la actividad del
Organismo.
Cuatro. El personal del ONLAE se mantendrá con el carácter de personal laboral o funciona-
rio, que en la actualidad ostenta.
Cinco. Por Real Decreto a propuesta del Ministerio de Economía y Hacienda, que respetará
los derechos adquiridos, se procederá a elaborar una nueva Instrucción General de Loterías y
Juegos del Estado que establecerá la configuración de los juegos de competencia estatal; la regu-
lación de la distribución de la red comercial; y la regulación normativa sobre la selección, clasi-
ficación, funcionamiento, traslado, transmisión y suspensión de los puntos de venta. Asimismo
establecerá que la titularidad de un punto de venta constituye a su titular, durante el tiempo que
expresamente se determine, en una situación reglamentaria de carácter concesional que le facul-
te u obligue a la gestión comercial de todos o algunos de los juegos del Estado; y los supuestos
en los que el ONLAE, respetando los derechos adquiridos, pueda revocar la titularidad de un
conveniente (art. 1 Decreto-ley de 12 de abril de 1946), por lo que ni siquiera en su origen podía identifi-
carse la denominación de Apuestas Mutuas Deportivo-Benéficas con las llamadas quinielas de fútbol, ni
reducir aquellas a las que sólo son una modalidad o tipo de apuesta mutua que se realiza sobre un deporte
determinado. Las apuestas mutuas deportivo-benéficas fueron, pues, siempre un género sin otra especifi -
cación y como tal permaneció en el Estado su competencia según la excepción formulada en el propio
Estatuto de Autonomía, es decir, no sólo la organización y difusión de las denominadas quinielas de fút -
bol, sino también la de cualesquiera otros concursos de pronósticos que se realicen sobre resultados depor-
tivos que reúnan el doble carácter de mutuos y benéficos. Conclusión a la que igualmente conduce la mera
dicción literal del art. 9.32 EAC puesto que también se limita éste a un enunciado general (Apuestas
Mutuas Deportivo-Benéficas) cuya interpretación como un género nada autoriza a limitar a los pronosti -
cos en un solo deporte. Por todo ello el inciso final del precepto impugnado tampoco invade la competen-
cia exclusiva de la Comunidad Autónoma en materia de juegos y apuestas».
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punto de venta, previa audiencia del interesado, cuando de forma reiterada no se alcance el volu-
men anual de ventas durante el período que se determine, en función de las ventas medias por
habitante, zona y año teniéndose en cuenta el juego de que se trate y el censo de población o zona
donde esté ubicado el punto de venta.
Seis. La asistencia jurídica del Organismo Nacional de Loterías y Apuestas del Estado corres-
ponderá al Servicio Jurídico del Estado».
Con posterioridad, el Real Decreto 2069/1999, de 30 de diciembre, aprueba el Estatuto
de la entidad pública empresarial Loterías y Apuestas del Estado (LAE), publicado en el
BOE de 14 de enero de 200064.
64 Su justificación era la siguiente: «La evolución en España del mercado relativo al sector de juegos, así
como la competitividad que esta circunstancia implica, ha supuesto la necesidad de adaptarse al mismo a
través de la creación de nuevos juegos y tecnologías. En este sentido debe señalarse, de forma importante,
que la actividad del ONLAE no se ha mantenido inalterable durante este tiempo sino que ha llevado, de un
lado, al restablecimiento de juegos como la lotería primitiva o la creación de modalidades de la anterior y
de la lotería nacional, y de otro a la implantación de un avanzado sistema tecnológico en la participación
de los juegos de que es titular. Y en esta línea de creación de modalidades de lotería, recientemente, se ha
autorizado el establecimiento y explotación de la lotería instantánea o presorteada.
Las circunstancias señaladas han hecho necesario que el Organismo se fuera configurando a esa realidad
competitiva mediante una regulación normativa que, si bien ha sido válida, sin embargo no supone, en
modo alguno, una correcta adecuación a las necesidades del mercado actual.
Esta modificación, que ya se veía necesaria, además, viene a ser obligatoria, en primer lugar, de acuerdo
con la Ley de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado, de 14 de abril de
1997, y, en segundo lugar, en adaptación a la anterior, de conformidad con la Ley 50/1998, de 30 de diciem-
bre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social, en cuyo artículo 70 se establece la constitu-
ción del ONLAE como una entidad pública empresarial. La efectividad de las previsiones contenidas en
esta última norma así como su desarrollo queda condicionada a la aprobación de un Estatuto de la entidad
pública empresarial el cual, de acuerdo con el artículo 62.3 de la Ley 6/1997, de 14 de abril, ha de ser pro-
puesto conjuntamente por los Ministros de Administraciones Públicas y de Economía y Hacienda.
Este hecho lleva a racionalizar la estructura básica que existía con anterioridad configurándose una
Dirección Comercial que coordine las diferentes actividades de carácter comercial y de "marketing" que
de forma dispersa venían efectuándose, y una Dirección de Producción cuyas funciones serán la investiga-
ción y el Estudio de las posibilidades de implantación de nuevos juegos, mercados o sistemas de partici-
pación, así como la logística de juegos y la coordinación de la informática de gestión aplicada a la activi-
dad propia del Organismo, además de la gestión de la lotería nacional. Se establece, asimismo, una
Dirección Económico-Financiera y una Dirección de Servicios Corporativos.
De otra parte debe indicarse que, el carácter de la actividad que desarrolla el Organismo, la propia
estructura competitiva del mercado de juegos y fundamentalmente el control y relaciones con los
puntos de venta ubicados en la totalidad del territorio nacional, hacen preciso dotarle de una gran
agilidad en sus funciones mediante la contratación administrativa con determinadas personas o entidades,
denominados Delegados Comerciales de la entidad pública empresarial Loterías y Apuestas del Estado, y
cuyas funciones, a nivel territorial, serán la gestión operativa comercial, técnica y de mantenimiento de
equipos de la totalidad de los juegos del Estado, siguiendo con ello las funciones que ya venían desempe-
ñando desde hace años.
Se trata en definitiva de modernizar el Organismo Nacional de Loterías y Apuestas del Estado, modifican-
do su estructura, y adecuando la misma a las funciones que ha de desempeñar, dotándole de nuevos meca-
nismos de planificación y control, de programación de objetivos y de una gestión eficiente que posibilite
la consecución de los fines que tiene asignados, permitiendo a su vez la adecuación de sus estructuras orgá-
nicas y funcionales en aras de conseguir un mayor grado de eficacia y rendimiento.
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B. ¿La creación del ONLAE, supuso invasión de competencias autonómicas?:
doctrina jurisprudencial.
El Consejo Ejecutivo de la Generalidad de Cataluña planteo un conflicto de competen-
cia frente al Gobierno de la Nación por entender que el art. 2 del Real Decreto 904/1985,
de 11 de junio, por el que se constituyó el Organismo Nacional de Loterías y Apuestas del
Estado (ONLAE) invadía la competencia exclusiva que a la Comunidad Autónoma le atri-
buía el art. 9.32 de su Estatuto de Autonomía en materia de «casinos, juegos y apuestas,
De conformidad con el artículo 62.3 de la Ley 6/1997, el presente Real Decreto, sirviendo a los obje-
tivos anteriormente citados establece la constitución efectiva del Organismo Nacional de Loterías y
Apuestas del Estado como entidad pública empresarial, y aprueba sus Estatutos, determinando sus
órganos de gobierno y su régimen jurídico, de personal, patrimonial, económico-financiero y de con-
tratación. Asimismo adoptará la denominación comercial de entidad pública empresarial Loterías y
Apuestas del Estado. [...].
Artículo único. Aprobación del Estatuto de la entidad pública empresarial Loterías y Apuestas del
Estado. En los términos señalados en el artículo 62.3 de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de
Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado, y, de conformidad con el
artículo 70 de la Ley 50/1998, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden
Social, se aprueba el Estatuto de la entidad pública empresarial Loterías y Apuestas del Estado, como
entidad de las previstas en el artículo 43.1 .b) de la citada Ley 6/1997, cuyo texto se inserta a conti-
nuación. La efectividad de su funcionamiento se producirá en el momento de entrada en vigor del
presente Real Decreto. [...].
ANEXO
Estatuto de la Entidad Pública empresarial Loterías y Apuestas del Estado.
[...].
Artículo 3. Régimen jurídico y funcional.
1. La entidad pública empresarial Loterías y Apuestas del Estado se regirá por las normas del Derecho pri-
vado, excepto en la formación de la voluntad de sus órganos, en el ejercicio de las potestades administra-
tivas que tengan atribuidas y en lo específicamente regulado en la Ley 6/1997, de 14 de abril, de
Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado, en la legislación presupuestaria
en este Estatuto. [...].
Artículo 16. Las Delegaciones de Economía y Hacienda.
Las Delegaciones de Economía y Hacienda llevarán a cabo la alta inspección del funcionamiento de los
puntos de venta de su demarcación y de los Delegados comerciales, en los casos y forma que reglamenta-
riamente se determine por el Ministro de Economía y Hacienda. [...].
Artículo 23. Régimen de ingresos.
[...]. 2. Los ingresos que perciba el Estado por el producto de la explotación de juegos gestionados por la
entidad pública Loterías y Apuestas del Estado constituyen ingresos públicos ordinarios del Presupuesto
de Ingresos.
Los billetes de lotería nacional, que son valores del Estado, y los ingresos obtenidos por la comercializa-
ción de todos sus juegos, tienen la naturaleza de fondos y caudales públicos, por lo que gozarán de la pro-
tección que, como tales, les reconoce el ordenamiento jurídico. [...]».
Vide: Orden de 29 de agosto de 2000, del Ministerio de Hacienda (BOE de 5 de septiembre, núm. 213),
que regula el ejercicio de determinadas competencias en el ámbito de la Entidad Pública Empresarial;
Resolución de 27 de noviembre de 2001, Loterías y Apuestas del Estado (BOE de 4 de diciembre, núm.
290), que desarrolla aspectos de la gestión de los juegos de titularidad estatal; Orden HAC/430/2004, de
19 de febrero, del Ministerio de Hacienda (BOE de 25 de febrero, núm. 48), creación de sucursales de la
red básica de loterías y apuestas del Estado.
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con exclusión de las Apuestas Mutuas Deportivo-Benéficas». Sobre esta cuestión la STC
163/1994, de 26 de mayo, ha establecido (FJ):
«1. [,..]. Por el citado Real Decreto se procede a la constitución efectiva del ONLAE, crea-
do por el art. 87.5 de la Ley 50/1984, de 30 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado
para 1985, con objeto de asumir las funciones del Servicio Nacional de Loterías e integrar el
Patronato de Apuestas Mutuas Deportivo-Benéficas, cuya supresión se disponía en el art.. 85.4 a)
de la citada Ley. El precepto al que se atribuye haber invadido la competencia autonómica
establece las funciones del ONLAE, el cual «tendrá a su cargo la organización y gestión de
las loterías, apuestas y juegos que sean competencia del Estado, asumiendo la competencia
que actualmente tiene concedida el Servicio Nacional de Loterías en materia de celebración
y autorización de sorteos, loterías, rifas, combinaciones aleatorias, juegos y apuestas cuyo
ámbito se extiende a todo el territorio nacional y las que actualmente le corresponden al
Patronato de Apuestas Mutuas Deportivo-Benéficas en materia de organización y difusión
en exclusiva de las quinielas sobre el fútbol y de cualesquiera otros concursos de pronósti-
cos que se realicen sobre resultados de eventos deportivos».
Por tanto no existía invasión competencial alguna al asumir funciones atribuidas y
desempeñadas con anterioridad.
4.1.3. Las rifas ilegales.
A. El control administrativo sobre el juego65.
Todos los gobiernos han regulado mecanismos para que el sector disponga de contro-
les que exijan determinados requisitos para iniciar la actividad. Ello es debido a varias
razones: el juego se constituye sobre una promesa de pago futuro mediante un cobro en el
presente. Eso significa la necesidad de garantizar la solvencia de las empresas. También
requiere garantizar la imparcialidad del sorteo y la transparencia de la elección y, además,
tiene también que permitirse conocer los recursos económicos que se manejan para poder
aplicar las normas fiscales sobre sus resultados.
Sobre esta materia resulta de interés la STC 34/2005, de 17 de febrero66, donde se
65
Vide ONCE, "Se restablece la confianza", Perfiles (Versión electrónica), 211, (2005): «[...]. Pero no
menos trascendental es el acuerdo de crear una comisión interministerial que, con la colaboración de la
ONCE, pondrá en marcha medidas encaminadas a erradicar el juego ilegal en todo el país. Este es un asun-
to capital y una reiterada reivindicación de la ONCE y de todas las organizaciones de la discapacidad.
El juego ilegal, en ocasiones tolerado o escasamente combatido, engendra corrupción [...]».
66
Vide STC 34/2005, de 17 de febrero, Antecedentes:
«1. La Sección Tercera de la Audiencia Provincial de Zaragoza, por Auto de 10 de julio de 1996, dictado en rollo
de Sala núm. 119/95, dimanante de diligencias previas 1329/90 del Juzgado de Instrucción núm. 8 de dicha capi-
tal, procedimiento seguido por los delitos de contrabando y estafe contra [...], que tuvo su entrada en el Registro
General del Tribunal Constitucional el 12 de julio de 1996, plantea cuestión de inconstitucionalidad sobre la dis-
posición adicional decimoctava, apartado uno, de la Ley 46/1985, de 27 de diciembre, de presupuestos generales
del Estado para 1986, por considerar que podrían vulnerar los arts. 9.3,81 y 134 CE.
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somete a enjuiciamiento el apartado uno de la disposición adicional decimoctava de la Ley
46/1985 por un triple motivo: en primer lugar, por la posible infracción de la reserva de ley
orgánica establecida en el art. 81.1 CE, habida cuenta de que mediante el precepto legal
ordinario cuestionado se tipifica un delito que lleva aparejada una pena privativa de liber-
tad; en segundo lugar, por la posible incompatibilidad de la norma cuestionada con los arts.
66.2 y 134.2 CE, al establecerse en ella una regulación que, a juicio de los citados órganos
judiciales, no tiene cabida ni en el contenido mínimo ni en el eventual de la ley de presu-
puestos generales del Estado; finalmente, por la posible vulneración del principio de segu-
ridad jurídica del art. 9.3 CE, al no indicarse si la vigencia del precepto cuestionado se limi-
ta al ejercicio presupuestario o se extiende de forma indefinida.
La resolución que se adopta por el Alto Tribunal determina con claridad, en los funda-
mentos que enumero las siguientes consecuencias.
- El sometimiento a autorización administrativa de esta actividad:
«2. En todo caso, antes de entrar a analizar cada una de las dudas de constitucionalidad avan-
zadas por los citados órganos judiciales, conviene precisar que en la regulación del juego en nues-
tro país el Real Decreto-ley 16/1977, de 25 de febrero, por el que se disciplinan los aspectos pena-
les, administrativos y fiscales de los juegos de suerte, envite o azar y apuestas, aun cuando des-
penalizaba los juegos de azar, los sometía a autorización administrativa y a una fiscalidad com-
plementaria. En particular dicha norma establecía una "tasa fiscal sobre rifas, tómbolas, apuestas
y combinaciones aleatorias" cuyo hecho imponible se materializaba en "la autorización, celebra-
ción u organización de juegos de suerte, envite o azar" (art. 3.1), siendo el sujeto pasivo del tri-
buto "los organizadores y las empresas cuyas actividades incluyan la celebración de juegos de
2. Los antecedentes de hecho del planteamiento de tal cuestión son los siguientes:
a) El l de junio de 1990, en virtud de atestado instruido por funcionarios del Servicio de Vigilancia
Aduanera, fue detenido don [...], a quien le fue intervenida cierta cantidad de boletos, por valor superior
a un millón de pesetas, que daban derecho al comprador a participar en determinado sorteo que utilizaba
como soporte el del cupón pro-ciegos. Las correspondientes actuaciones fueron remitidas al Juzgado de
Instrucción núm. 8 de Zaragoza, dando origen a las diligencias previas núm. 1329/90.
b) Acordada la apertura del juicio oral ante la Audiencia Provincial por Auto del Juez de Instrucción, de 9
de marzo de 1995, tanto el Ministerio público como el Abogado del Estado dirigieron acusación contra don
[...] como miembros de una red dedicada a la distribución y venta de los boletos antes indicados. Los
hechos fueron calificados por el Fiscal como constitutivos de un delito de contrabando de tos arts. 1.1.4,
2.1 y 3.1 de la Ley Orgánica 7/1982, de 13 de julio, en relación con las disposiciones adicionales decimoc-
tava, decimonovena y vigésima de la Ley 46/1985, de 27 de diciembre, de presupuestos generales del
Estado para 1986; calificación a la que se adhirió el Abogado del Estado.
c) El 29 de febrero de 1996, día señalado para la vista oral, el Letrado defensor del Sr. [...] instó el plan-
teamiento de cuestión de inconstitucionalidad respecto de la disposición adicional decimoctava, apartado
uno, de la citada Ley 46/1985, de presupuestos generales del Estado entendiendo que tal precepto infrin-
gía la Constitución por violación del principio de legalidad y desbordamiento del ámbito propio de una Ley
de presupuestos, citando en apoyo de ello los arts. 25, 81 y 134 CE, así como doctrina del Tribunal
Constitucional en la materia. Los Letrados defensores del resto de los acusados se adhirieron a tal petición.
El Ministerio público y la Abogacía del Estado entendieron que no se producía violación de precepto cons-
titucional alguno, limitándose la disposición adicional referida a integrar la Ley Orgánica 7/1982. [...]».
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suerte, envite o azar" (art. 3.2), la base imponible "los ingresos brutos que los casinos obtengan
procedentes del juego o las cantidades que los jugadores dediquen a su participación en los jue-
gos" (art. 3.3) y el tipo de gravamen, con carácter general, "el 20 por 100 de la base imponible"
(salvo para los bingos que era del 15 por 00, y para los casinos, que oscilaba entre el 15 y el 50
por 100: art. 3.4). Esta misma norma, que daba nueva redacción a los arts. 49 y 350 del Código
penal [...] tipificaba como delito la realización de juegos no autorizados, sancionando su comi-
sión con la pena de arresto mayor o de prisión menor, según concurriese o no en el caso a enjui-
ciar la agravante de reincidencia (art. 2).
La anterior regulación sobre el juego y sus infracciones fue complementada por la Ley
Orgánica 7/1982, de 13 de julio, por la que se modificaba la legislación vigente en materia de
contrabando y se establecía la normativa sobre los delitos e infracciones administrativas en la
materia (regulación actualmente derogada con la aprobación de la Ley Orgánica 12/1995, de 12
de diciembre, de represión del contrabando). [...].
Esta última norma legal a la que hace referencia la Ley de contrabando se concretó, para los
"géneros prohibidos", en la disposición adicional decimoctava de la Ley 46/1985, aquí cuestio-
nada, en cuyo apartado uno se dispone que "[a] los efectos de lo previsto en los arts. 1.1,4, 3.2 y
3.3 de la Ley Orgánica 7/1982, de 13 de julio, se entiende prohibida la circulación, comercio,
tenencia o producción de billetes, boletos, sellos, cartones, resguardos, máquinas o cualquier otro
elemento, incluso técnico o informativo, que constituya soporte en la práctica de juegos de azar,
sorteos, loterías, rifas, tómbolas, quinielas, combinaciones aleatorias y, en general, todas aquellas
actividades en las que se arriesguen cantidades de dinero u objetos económicamente evaluables
en forma de envites o traviesas sobre resultados". [...]».
- Se justifican los supuestos de colaboración entre la norma penal y la extrapenal cons-
titucionalmente admisibles conforme a nuestra doctrina, pues en la materia que estoy estu-
diando, el bien jurídico protegido es el "interés económico del Estado", es decir, su interés
en la recaudación de los ingresos de carácter tributario que de las autorizaciones del juego
derivan:
«[...]. A este respecto debemos comenzar precisando que, como señalamos en la STC
120/1998, de 15 de junio (en un recurso de amparo relativo a una condena por un delito de contra-
bando de especies protegidas), con referencia al art. 1.1.4, puesto en relación con los arts. 3.2 y 3.3
todos ellos de la Ley Orgánica 7/1982, que la que entre en juego en el caso sometido a nuestro enjui-
ciamiento es "una ley penal de las denominadas por la doctrina en blanco, que impone taxativamen-
te la consecuencia jurídica, pero cuyo supuesto de hecho no se encuentra totalmente previsto en ella,
sino que requiere de un complemento previsto en otra norma; la norma penal se remite a otra norma
de naturaleza no penal, que se integra de este modo en la definición del delito o falta". [...].
En segundo lugar no puede tampoco dudarse [...] que el reenvío efectuado por la Ley de con-
trabando a normas legales extrapenales está justificado en razón del bien jurídico protegido por
la norma penal. A este respecto cabe destacar que, entre otros, el bien jurídico protegido por la
norma orgánica es el "interés económico del Estado" (STC 120/1998, FJ 5), esto es, en lo que
ahora nos importa, su interés a la recaudación de los ingresos de carácter tributario que de las
autorizaciones del juego derivan [...]. La llamada normativa extrapenal parece, pues, necesaria a
la vista del objeto de la prohibición, dada la complejidad técnica y la evolución de las formas de
juego, lo que hace imprescindible la adecuación de la normativa a esa evolución y justifica la
remisión a la legislación complementaria.;[...]».
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-Se trata de medidas de política económico-social del Gobierno, tendente a la regula-
ción del juego:
«Por todo lo que antecede debemos concluir que el apartado uno de la disposición adicional
decimoctava de la Ley 46/1985, al ser una norma protectora de los derechos económicos de la
hacienda pública, no sólo está al servicio de una mayor efectividad en el cobro de los créditos de
ésta, lo que comporta un efecto evidente e inmediato, real y no meramente circunstancial, en los
ingresos del Estado, sino que, además, representa una medida de política económico-social del
Gobierno tendente a la regulación del juego, por lo que se justifica sobradamente su inclusión en
el contenido eventual de la Ley de presupuestos».
Todas ellas son razones que justifican la intervención administrativa, pero, además,
existen razones sociológicas quizás menos justificables que las anteriores. Hay una dis-
posición social contraria al juego, motivada tanto por argumentos morales y reli-
giosos como simplemente por temores67. Es una actitud de desconfianza por los
posibles efectos que sobre las personas puede ejercer el abuso del juego. La ludo-
patía justifica, en fin, el mayor control administrativo68.
B. Ejemplos de rifas ilegales.
Sin embargo, el control administrativo no siempre consigue el resultado perseguido69.
Sobre esta materia se pueden citar numerosos ejemplos, entre los que cabe destacar los
siguientes70:
67 Vide Pilar LÓPEZ RODRÍGUEZ, Para una sociología del juego, ONCE, Madrid, 1990.
68 Vide José Ignacio BORNAECHEAFERNÁNDEZ, La organización nacional de ciegos españoles, o.c., pp.
181-182.
69 Vide http://actualidad. Terra.es/nacional, una noticia aparecida el pasado mes de julio de 2005, con el
siguiente tenor literal: «El Fiscal General del Estado da instrucción a los fiscales para unificar criterios en
materia de sorteos ilegales.
El Fiscal General del Estado, Cándido Conde-Pumpido, ha remitido una circular a todos los fiscales para
unificar criterios en la actuación del Ministerio Fiscal en la persecución de los sorteos ilegales, puesto que
se ha puesto de manifiesto que existen "interpretaciones jurídicas dispares".
En la circular señala que "se han llegado a cuantificar hasta un total de 34 asociaciones que explotan hasta
24 rifas ilegales, estimándose que entre todas mueven unos 100 millones de euros".
En este documento se analiza la naturaleza jurídica de los boletos o cupones de las loterías, cuya tráfico
ilegal es perseguido a través del delito de contrabando, informó hoy la Fiscalía General del Estado.
Conde-Pumpido indica que como argumento de defensa los imputados por este tipo de delitos suelen
emplear su pertenencia a alguna asociación de discapacitados, por lo que anima a los fiscales a identificar
a tas personas que ocupan los peldaños superiores de estas organizaciones, "sin limitarse a localizar a los
vendedores discapacitados de cupones".
La circular explica que se ha detectado que en la actualidad no existe unidad de criterio en la actuación del
Ministerio Fiscal, "habiéndose puesto de manifiesto interpretaciones jurídicas dispares en distintas Fiscalías".
Las discrepancias se refieren tanto a la consideración típica de las conductas en sí, como a la competencia, exis-
tiendo fiscalías que entienden que en los casos de organizaciones que operan en distintas provincias las causas
deben ser instruidas por los Juzgados Centrales de Instrucción y enjuiciadas en la Audiencia Nacional".
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a)
La rápida.
Un catalán cuyos negocios fracasaron en Venezuela, se estableció en Málaga en 1941 y
puso en marcha "La Rápida", rifa que conoció en Caracas y que estimó muy lucrativa. Los
vendedores o apuntadores de "La Rápida" llevaban un block en el que anotaban el número
que cada persona deseaba jugar o al que se abonaba para probar suerte; y esta rifa, cuyos pre-
mios eran de cuantía superior a los cupones de la ONCE, y que podían cobrarse al día
siguiente sin molestia alguna, porque el Apuntador pagaba al afortunado, personalmente, per-
judicó mucho a los ciegos. Los "Rapidistas" no entregaban recibo ni boleto alguno al juga-
dor que acreditase el compromiso del pago e, incluso, con el fin de no ser sorprendidos por
las autoridades con pruebas testimoniales, confiaban a su memoria el número al que se abo-
naba cada cliente, pudiendo jugar el mismo número cuantos lo desearan. El número premia-
do en el sorteo de la ONCE (antes en el sorteo de la Delegación Provincial de Málaga) era
también el agraciado en "La Rápida"71.
b)
El boleto sorpresa.
La rifa ilegal que estuvo más generalizada en toda España durante la década de los años
1970 fue la de "El Boleto Sorpresa", organizada y patrocinada por tres destacadas personali-
dades de la aristocracia española, y que consistía en sobres cerrados en los que se habían
introducido cinco cromos de cine, futbolistas, atletas y otros personajes célebres. Cada sobre
se vendía al precio de 25 pesetas y en alguno de ellos, además de los cromos, los explotado-
El Fiscal General subraya que con "relativa frecuencia suele utilizarse como argumento de defensa el que los impu-
tados pertenecen a Asociaciones legalmente constituidas y que se solicitó autorización para celebrar el sorteo".
A su juicio, "no es suficiente para convalidar legalmente la actividad de organización del sorteo ni que las
Asociaciones que lo llevan a cabo se hayan constituido legalmente, ni que tengan entre sus objetivos socia-
les la promoción de discapacitados".
Según el Fiscal General, "ha de partirse de la necesidad de ponderar el grado en la escala de la organiza-
ción que detenta la concreta persona imputada" y "es evidente que a medida que ascendamos en la estruc-
tura jerárquica menos dudas podrán plantearse acerca del conocimiento de que los boletos eran efectos
estancados o prohibidos o de que se operaba sin autorización".
En todo caso -seríala- "habrán de evitar los señores fiscales que el rigor de la Ley penal se emplee en exclu-
siva frente a vendedores discapacitados sin ninguna capacidad funcional en la organización".
También explica que sin descartar una posible atribución competencial a la Audiencia Nacional para el conoci-
miento de causas por contrabando, los fiscales sólo informarán favorablemente en tal sentido cuando concurra
alguna de las circunstancias que exige la Ley Orgánica del Poder Judicial, "sin que la mera celebración del sor-
teo en varias provincias sea suficiente para postular la competencia de la Audiencia Nacional".
Además, los fiscales habrán de promover en estos procedimientos, si no se ha realizado de oficio por el juzgado
de instrucción, que se haga un efectivo ofrecimiento de acciones al Estado y, en su caso, a la ONCE».
70 Vide Redacción, "La ONCE y los fabricantes de máquinas recreativas, en contra de los boletos-rifa",
Diario El País (versión electrónica), 17-6-1981.
■
71 Vide Jesús MONTORO MARTÍNEZ, Los ciegos en la historia, Tomo V, o.c, p. 176.
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res de la rifa introducían un boleto premiado con 1.000, 5.000 o 25.000 pesetas. Estos sobres
se vendían en bares, tabernas, cafeterías y en otros locales similares, siendo los dueños de
estos establecimientos, quienes, por una pequeña comisión, se encargaban de este cometido
y de abonar inmediatamente al parroquiano afortunado. Como los sobres se podían abrir,
extraerles el boleto con premio, si lo contenían, y volverlos a cerrar con facilidad sin que se
advierta tal manipulación, muchos expendedores ofrecían a sus clientes sobres en los que, de
antemano, ya conocían que no contenían boleto con premio; fraude que se generalizó en
exceso y motivó que el público se desengañara y dejase de comprar estos sobres, lo cual puso
fin a esta rifa ilegal, que fue un fabuloso negocio para sus responsables72.
c)
Prodiecu73.
El 5 de noviembre de 1984, tres empresarios catalanes, constituyen la sociedad PRODIE-
CU, S.A., empresa que tiene como objetivo social la promoción de actividades laborales y
culturales financiadas con el producto de una rifa organizada en la que serían vendidos los
cupones o boletos por personas minusválidas mayores de edad, con el fin de que éstas ten-
gan una ocupación que les proporcione un buen jornal y se integren en el mundo del traba-
jo74. En realidad era una tapadera que fue desmantelada tras numerosos incidentes que han
sido objeto de tratamiento pormenorizado en múltiples trabajos.
d)
Supuestos varios75.
Entre las asociaciones que en 1996 verifican rifas ilegales en España, figuran AIDE,
72 Ibídem, p. 176.
73 Vide Yolanda CANO GALÁN, "Denegación de alta en la Seguridad Social a trabajador minusválido por
ausencia de autorización administrativa para ejercicio de actividad empresarial (Comentario a la Sentencia TSJ
Castilla y León-Burgos de 26 de marzo 2001)", Aranzadi Social, 2, (2001), versión electrónica, p. 2: «El prin-
cipal problema planteado ante el Tribunal, es si es posible dar de alta como trabajador en la Seguridad Social
a un vendedor de cupones, cuando la institución para la que desempeña las actividades no ha obtenido la auto-
rización para realizar funciones -sorteo diario- directamente relacionadas con la actividad desarrollada por el
trabajador -venta de cupones-. Esta cuestión está íntimamente relacionada con otra de la que directamente deri-
va: si es posible inscribir a la empresa en la Seguridad Social cuando la actividad que desempeña puede ser
considerada como ilegal al faltar el requisito esencial para el desempeño de sus actividades: la existencia de
autorización administrativa para realizar sorteos; cuestión ésta que ni siquiera se ha planteado ante el Tribunal».
74 Vide: Roberto GARVIA SOTO, La organización nacional de ciegos. Un estudio institucional, o.c, p.
242; Jesús MONTORO MARTÍNEZ, Los ciegos en la historia, Tomo V, o.c, pp. 176-177.
75 Ibídem, pp. 182-183:
«Varios miles de minusválidos, cansados de tanta promesa estatal incumplida, y no viendo salidas profesionales
a su situación social y laboral, renuncian a las 34.900 pesetas con las que les pensiona el Gobierno y deciden dejar
de ser un lastre para la sociedad y convertirse en contribuyentes activos, vendiendo un cupón ilegal, principalmen-
te, el de la Asociación OIDE (Organización para la Integración de los Discapacitados), que es un Colectivo sin
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SICOMA, FAMA, ALMA y OIDE, algunas de las cuales ya han sido desmanteladas por los
poderes públicos. En marzo de 1996, por ejemplo, la policía requisó 60.000 cupones ilegales
en la sede de AIDE (Asociación para la Integración de Discapacitados), que se dedicaba a
vender el denominado "Cupón del Minusválido", según informó Servimedia. Durante esta
inspección los funcionarios de policía hallaron en aquellas oficinas, además de dichos cupo-
nes, sellos, documentos contables y de contratación de vendedores, libros de registro y otros
efectos relacionados con la venta ilegal de su cupón.
4.2. Objetivo: la lotería nacional es un recurso ordinario del presupuesto estatal de
ingresos.
Conforme al régimen legal español, la lotería está considerada como un recurso ordinario
del presupuesto estatal de ingresos del Estado, y al propio tiempo como un servicio explota-
do por la Administración que, por tal motivo, prohibe la reventa de billetes e igualmente pro-
hibe loterías de toda clase en que el pago de los premios se efectúe en metálico, pues las rifas
se caracterizan porque los premios son en especie76.
ánimo de fuero, autorizado por el Ministro del Interior, que tiene todos los documentos administrativos en regla
y que tributa a Hacienda, pero que no está autorizado por la ONLAE para ejercer la venta de su cupón. La OIDE
se autofínancia solamente con la venta de su cupón y factura anualmente 5.000 millones de pesetas. El 48,50 por
ciento de lo recaudado en la venta se destina a premios y sus empleados discapacitados, que son un millar apro-
ximadamente, cobran 64.000 pesetas mensuales más una pequeña comisión por la venta que cada minusválido
realice. Los funcionarios no discapacitados no cobran dinero alguno por su trabajo, porque suelen ser personas
filantrópicas ya jubiladas, que se consagran a mejorar la situación social y económica de su prójimo desvalido e
indigente. Los trabajadores de OIDE están integrados en la Seguridad Social, tienen contrato de trabajo fijo y dis-
ponen de residencias tuteladas por la Fundación OIDE, que se ha extendido por toda España.
El presidente de la OIDE, Dionisio González, percibe al mes lo mismo que cualquiera de sus subordinados y sos-
tiene que las diferentes Administraciones públicas se contradicen en sus enunciados sobre la problemática de los
disminuidos físicos, psíquicos y sensoriales, y él hace la siguiente manifestación: "¿Porqué nos deniegan la venta
del cupón y, en cambio, se permiten otros juegos generadores de ludopatía?, ¿por qué la ONCE es la única enti-
dad que tiene la exclusiva de vender un cupón?, resulta que Hacienda nos ha reconocido nuestra actividad, es
decir, la celebración de apuestas, la venta de nuestro propio cupón y otros juegos de azar y, por lo tanto, pagamos
más de 700.000 pesetas al año por el impuesto de actividades económicas. Estamos dados de alta en la Seguridad
Social y tenemos sentencias judiciales a favor nuestro, acreditando que no hemos recibido denuncia alguna por
no haber pagado los premios ganados por nuestros compradores. Sin embargo, la ONLAE nos ha denegado la
autorización para legalizar nuestra rifa.
La Organización Nacional de Ciegos Españoles, por su parte, ha interpuesto denuncia de contrabando a
OIDE y a las demás asociaciones que, ilegalmente venden cupón, imitando el producto distribuido por la
entidad tiflológica y sirviéndose del sorteo diario de ésta, porque, según contempla la Ley, dichas asocia-
ciones están incurriendo en un delito de contrabando. El consejo de Protectorado y la propia ONCE han
creado sendas Comisiones para combatir el juego ilegal».
76 Vide José María VILLAR y ROMERO, "Bienes fiscales", Nueva Enciclopedia Jurídica, Tomo III,
Barcelona, 1989, p. 374. En la p. 362 afirma: «Antiguamente recibieron el nombre de bienes fiscales aque-
llos que el Rey cedía vitaliciamente a las personas que habían prestado algún servicio al país con cualquier
motivo y de modo especial con ocasión de la guerra. Esta acepción ha desaparecido paulatinamente
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Sobre esta materia, también la STC 163/1994, de 26 de mayo, ha reiterado la configu-
ración de la Lotería Nacional en nuestro ordenamiento jurídico como un recurso ordinario
del presupuesto estatal de ingresos (F.J.):
«2. [...]. Por su parte, la representación procesal del Gobierno estima, en cuanto a la asunción por el
ONLAE de las funciones del Servicio Nacional de Loterías, que el art. 2 del Real Decreto citado no hace
sino residenciar la gestión de la Lotería Nacional en el ONLAE; y en defensa de la subsistencia de la
misma como monopolio del Estado en el territorio de la Comunidad Autónoma de Cataluña invoca la
competencia de aquél en materia de Hacienda General (art. 149.1.14 CE), dada la configuración de la
Lotería Nacional en nuestro ordenamiento jurídico como recurso ordinario del presupuesto estatal de
ingresos, sin que ello constituya obstáculo para la coexistencia de esta modalidad de lotería con la que la
Comunidad Autónoma pudiera válidamente establecer en el ámbito territorial que le es propio. Entiende,
asimismo, que la competencia exclusiva de la Generalidad de Cataluña en materia de juego en modo
alguno comporta una limitación al Estado para organizar juegos y apuestas sobre todo el ámbito nacio-
nal en razón de la exigencia de que el orden económico nacional sea uno en todo el ámbito del Estado y
del límite territorial de las competencias autonómicas, previsto para Cataluña en el art. 25.1 EAC. Por
último, en relación con el inciso final del precepto impugnado que asigna al ONLAE «la organización y
difusión de cualesquiera concursos de pronósticos que se realicen sobre resultados de eventos deporti-
vos», considera carente de fundamento el razonamiento de la Generalidad, ya que las Apuestas Mutuas
Deportivo-Benéficas, reservadas a la competencia del Estado, no se circunscriben únicamente a las deno-
minadas quinielas de fútbol, sino que conforme a su normativa reguladora pueden extenderse a cualquier
otro deporte, por lo que resulta indiscutible la competencia estatal al respecto. [...]».
4.3. Conectivo.
4.3.1. Monopolio fiscal.
Hacia 1636 se estableció en Castilla el estanco de los naipes -una de las denominadas siete
rentillas, junto a la pólvora, el azufre, aguardiente, nieve, etc.- que gravó en origen la fabri-
cación de las barajas. Pagaban una cantidad más o menos elevada según la calidad. En nin-
gún caso se gravaba el juego, sino la fabricación de aquellos naipes que servían de usual
modo de distraerse, sin que se asociasen a envites o apuestas, que constituían en sentido
estricto los juegos77.
Con posterioridad surge el nacimiento de la lotería nacional que se afianza como un recur-
so ordinario del presupuesto. Y lo cierto es que en el momento de aprobarse la Constitución,
el monopolio de loterías y apuestas del Estado era uno de los tres grandes monopolios fisca-
les de nuestro país78, junto con el de petróleos y tabacos. Y debo hacer patente una observa-
ción de carácter general, pero de indudables consecuencias: «en ningún conflicto sobre el
extinguiéndose por completo. En la actualidad con la locución bienes fiscales se designan aquellos que per-
tenecen al Estado, o, más propiamente, al fisco, con una finalidad patrimonial, es decir, para obtener con
ellos una renta».
77 Vide Mariano PESET REIG, "Breve historia de los impuestos sobre juegos", Palau, 14, (1987), p. 1.
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juego, se ha discutido por nadie la legitimidad constitucional del monopolio fiscal; más bien
da la impresión de que lo que se pretende es recrearlo, pero a nivel autonómico»79.
Desde un punto de vista estrictamente económico el término "monopolio" significa la
exclusión de la libre competencia, de modo que el tráfico de bienes o servicios se va a reali-
zar a través de un sólo oferente o demandante, impidiendo la formación del precio de mer-
cado. En particular, el monopolio de oferta se ha definido como "la situación en que se
encuentra un sujeto, por diversas causas, que le faculta para producir o vender por sí sólo un
bien o servicio". El monopolio implica, pues, la posibilidad de establecer unos precios más
altos que los que se determinarían en un régimen de libre competencia, gozando el oferente
de una posición privilegiada. La situación monopolística puede originarse por causas natura-
les -monopolio de hecho- o bien por una voluntad normativa -monopolios de derechos-80.
78
Vide Francisco L HERNÁNDEZ GONZÁLEZ, La regulación de los juegos de azar, Tecnos, Madrid, 1996,
pp. 192-193, donde analiza la falta de engarce constitucional de los monopolios fiscales. En las pp. 312-313 llega
a afirmar: «En segundo lugar, tanto desde la óptica constitucional como comunitaria se impone la necesaria trans-
formación de los monopolios fiscales de juego aun vigentes (de lotería pública y de fabricación de boletos y car-
tones de bingo). De un lado, los monopolios fiscales carecen de cobertura constitucional, al no tener cabida den-
tro del concepto de servicios esenciales del artículo 128.2 CE, en la medida que los fines recaudatorios que per-
siguen pueden obtenerse mediante el procedimiento impositivo ordinario, menos gravoso para la libertad comer-
cial. De otro lado, la aplicación conjunta de los artículos 37 y 90.2 TCE, obliga a su reordenación, con la finali-
dad de garantizar el derecho de cualquier empresario de un Estado miembro a prestar sus servicios en otro Estado
comunitario en las mismas condiciones aplicadas a los nacionales de este último».
79
Vide José Manuel SALAARQUER, "Liberalización del monopolio de loterías y competencias sobre el juego",
o.c, p. 526, a quien corresponde esta aguda observación. En la p. 527 afirma: «Antes señalé que ni en éste ni en
los conflictos posteriores (la STC 164/1994, de 26 de mayo, resolvió varios acumulados, promovidos por distintas
CCAA, prácticamente idénticos al examinado) se suscitó el tema de la constitucionalidad del monopolio fiscal de
loterías. El Tribunal Constitucional se limitó a exponer, de forma descriptiva y totalmente acrítica, que ese mono-
polio era parte de la Hacienda General. En ningún momento se planteó -tampoco se lo preguntó nadie- si debía for-
mar parte de la Hacienda, a la luz de la Constitución. Este enfoque es de enorme importancia, porque supone situar
todo el razonamiento en un mundo conceptual propio del Antiguo Régimen, como es el de la Hacienda patrimo-
nial, frente a la moderna Hacienda tributaria. Sobre estas bases conceptuales, se explican toda una serie de confu-
siones que son típicas del sistema regaliano: - La confusión entre "dominium" y "jurisdictio". [...]».
80 Vide José Antonio SÁNCHEZ GALIANA, "La legitimidad constitucional de los monopolios fiscales",
Revista Española de Derecho Financiero, 67, (1990), p. 321. En la p. 323 establece el concepto de monopolio fis-
cal: «[...], hemos definido a los monopolios fiscales como "aquellos monopolios económicos establecidos por la
ley en favor del Estado o de otro Ente público, con la finalidad primaria de asegurar un ingreso financiero". Y el
fundamento primario o esencial de los mismos estará en el poder normativo del Estado que se manifiesta en su esta-
blecimiento, o más en concreto, en el ejercicio del poder financiero con el objeto de conseguir, en aras de un inte-
rés público, unos medios financieros de gran importancia, que coadyuvarán al sostenimiento del gasto público».
Vide José Antonio SÁNCHEZ GALIANA, "La adaptación de los monopolios fiscales españoles a las exigencias
del derecho comunitario europeo", en AAVV, Estudios sobre armonización fiscal y derecho presupuestario euro -
peo, Ediciones TAT, Granada, 1987, p. 468.
Vide José Manuel TEJERIZO LÓPEZ, Los monopolios fiscales, Instituto de Estudios Fiscales, Madrid, 1975,
p. 25: «Existe monopolio cuando en un determinado mercado (de bienes o servicios o de factores de produc-
ción) una sola persona es el oferente o el demandante».
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El hecho cierto, es que la STC 164/1994, de 26 de mayo, ha catalogado a la lotería
como un monopolio fiscal81 (F.J. 2o):
«Y como tal monopolio fiscal, institución productora de ingresos para la Hacienda
General, está calificada por la legislación vigente al promulgarse la Constitución y al dictar -
se la Ley 50/1984 y el RD 904/1985, de creación del ONLAE; la Instrucción de Loterías de
23 de marzo de 1956 la califica como «un recurso ordinario del presupuesto de ingresos y un
Monopolio del Estado» (art. 1) así como «un servicio explotado por la Administración» (art.
2). Y corno tal recurso ordinario del presupuesto de ingresos y monopolio del Estado es com-
petencia de éste en virtud del título de Hacienda General que no se circunscribe obviamente
a los ingresos meramente tributarios sino también a estos otros ingresos por renta o derechos
de monopolio ejercido exclusivamente para producirlos. Título que no puede quedar limitado
a la específica denominación de Lotería Nacional como una de las modalidades de la Lotería,
sino a todo lo que ésta significa como monopolio históricamente definido institucionalmente.
Y sin que, para diferenciarlo, puedan utilizarse criterios relativos a que según su organización
parezca más marcadamente juego o apuesta, puesto que, según la evolución histórica caben
todos dentro de la institución configurada por su fin y organización y calificada con un nom-
bre genérico.
Como monopolio fiscal, pues, cuyo establecimiento constituye una manifestación del poder
financiero del Estado reservando el ejercicio exclusivo de un juego de suerte para producir unos
ingresos públicos, corresponde a la Administración del Estado la gestión y explotación del juego de
la Lotería en todo el territorio nacional».
donde no se produce un desplazamiento de los títulos de competencia específicos por
el genérico y donde si la aprobación de los Estatutos de Autonomía atribuyendo a determi-
nadas Comunidades Autónomas competencia exclusiva en materia de juegos y apuestas ha
supuesto una alteración del ámbito funcional de la Lotería Nacional al confiarse a aquéllas
la potestad de organización y gestión de los juegos (incluso Lotería) en su propio territo-
rio, ello no puede llevar al extremo de desapoderar al Estado de una competencia que atri-
buye a la Hacienda General el art. 149.1.14 CE [STC 164/1994, de 26 de mayo, (F.J.)]:
6. No se trata, por tanto, de que al Estado se atribuya la competencia por razón de las
modalidades de organización del juego de la Lotería, sino porque la atribuida a la Hacienda
Pública comprende el monopolio fiscal como productor de ingresos públicos, al margen del
carácter concreto del juego gestionado; lo determinante es, pues, si al juego organizado y ges-
tionado por el Estado debe atribuirse el carácter de Lotería, y no, por supuesto, a cualquier
otra actividad industrial productora de ingresos para el Estado.
No se produce, por otra parte, un desplazamiento de los títulos de competencia específicos
por el genérico (en este caso, el del art. 149.1.14); en primer término, porque no se trata de una
81 Vide: José Antonio SÁNCHEZ GALIANA, "Monopolios fiscales y directrices comunitarias", Revista
Española de Derecho Financiero, 38, (1983), p. 268; José Antonio SÁNCHEZ GALIANA, "Los monopo-
lios fiscales tras el Tratado de la Unión Europea", en AAVV, Sistema fiscal español y armonización euro -
pea, Marcial Pons, Madrid, 1995, p. 253, donde caracteriza la "misión fiscal" de estos monopolios. Vide
Francisco L. HERNÁNDEZ GONZÁLEZ, La regulación de los juegos de azar, Tecnos, Madrid, 1996, pp.
70-71, donde formula algunas observaciones críticas sobre la jurisprudencia constitucional.
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competencia general en orden a la creación por parte del Estado de cualesquiera juegos y apues-
tas, sino de una especial atribución de la que le corresponde sobre un monopolio fiscal histórica-
mente definido y conservado hasta hoy; pero además, porque la estatutariamente atribuida a las
Comunidades Autónomas tampoco es una competencia sobre el juego en general, sino sobre
«casinos, juegos y apuestas», que para permitir una aplicación amplia que incluya todas las
modalidades de aquél exige una interpretación genérica pues si descendiese a los caracteres de
cada juego o apuesta acaso hubiera de ser restringida según sus características singulares.
7. El régimen de monopolio, como antes decimos, se extendió hasta prohibir la celebración
de cualquier rifa sin previa licencia (RD 20 abril 1875, Ley 31 diciembre 1881, Instrucción
General de Loterías 23 febrero 1892, etc.) consolidando así el monopolio de Hacienda sobre la
Lotería Nacional; régimen de licencia previa que llega a la Instrucción General de Loterías de 23
de marzo de 1956 (art. 3) atribuyendo al Ministerio de Hacienda la competencia para otorgar la
autorización y es finalmente el del RDLey 16/1977, de 25 de febrero (art. 1). Así, los rendimien-
tos del monopolio de la Lotería procedían por una parte de la explotación de este juego y por otra
de cualquier otro que fuese asumido por la Administración y en todo caso del gravamen sobre las
licencias en cuanto las mismas constituían una excepción a la prohibición general. Por ello al
extinguido Servicio Nacional de Loterías las normas que lo organizan [Decreto 2876/1963, de 15
de noviembre, Decreto 54/1964, de 16 de enero] le atribuyeron la administración del monopolio
y la autorización e impuestos sobre rifas, tómbolas y juegos, si bien al Ministerio del Interior (y
los Gobernadores civiles) se confiaron las licencias para juegos que se realizasen mediante
máquinas, la instalación y funcionamiento de casinos y salas de bingo y el juego mediante bole-
tos [Real Decreto-ley 16/1977, de 25 de febrero, RD 444/1977, de 11 de marzo, RD 1067/1981,
de 24 de abril]; las del Servicio Nacional de Loterías son por último las asumidas por el ONLAE
a la supresión de aquél.
Si la aprobación de los Estatutos de Autonomía atribuyendo a determinadas Comunidades
Autónomas competencia exclusiva en materia de juegos y apuestas ha supuesto una alteración
del ámbito funcional de la Lotería Nacional al confiarse a aquéllas la potestad de organización
y gestión de los juegos (incluso Lotería) en su propio territorio, ello no puede llevar al extremo
de desapoderar al Estado de una competencia que atribuye a la Hacienda General el art.
149.1.14 CE.
Sin perjuicio, pues, de la competencia de cada Comunidad, cuando esté por ella asumida,
corresponde al Estado la gestión del monopolio de la Lotería. [...]».
4.3.2. Un monopolio que no puede ser gravado por las Comunidades Autónomas.
La lotería es un monopolio fiscal que constituye un recurso de la hacienda pública que
no puede ser gravado por las Comunidades Autónomas. Así lo ha establecido la Sentencia
del Tribunal Constitucional núm. 49/1995 (Pleno), de 16 de febrero (F J. 3, 4 y 5)82.
El ZC en SSTC 163/1994 y 164/1994, y la posterior 216/1994, ha declarado que la
Lotería Nacional es competencia del Estado como comprendida en el título Hacienda
General del art. 149.1.14 CE, el cual no puede entenderse circunscrito a los ingresos tribu-
82 Vide Paula VICENTE-ARCHE COLOMA, "Inconstitucionalidad del impuesto Balear sobre las loterías
(Comentario a la Sentencia del Tribunal Constitucional de 16 de febrero 1995), Jurisprudencia Tributaria
Aranzadi, Tomo III (parte estudio), Aranzadi (1995), p. 1167.
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tarios, pues comprende también estos otros que organiza, genera y gestiona el Estado
mediante un monopolio fiscal. Por su naturaleza, pues, de ingresos no tributarios directa-
mente explotados por la Hacienda estatal, corresponde con carácter exclusivo al Estado la
gestión y explotación del monopolio de la Lotería Nacional (SSTC 163/1994, fundamen-
tos jurídicos 5.° y 6.°; 164/1994, fundamento jurídico 4.°, y 216/1994, fundamento jurídi-
co 2.°).
Señaló también allí que el concepto de juego de la Lotería y su explotación como recur-
so de la Hacienda del Estado, incluido en el art. 149.1.14 de la CE no puede quedar refe-
rido únicamente a la específica modalidad con la que aquél aparece configurado en la
Instrucción General de Loterías de 23 de marzo de 1956 pues la Lotería, desde su intro-
ducción y en las diversas modalidades en que a través de la historia ha sido organizada por
la Administración, ha constituido una renta de la Hacienda Pública, sin perjuicio de que
funcionasen simultáneamente en ocasiones diversas modalidades. La aceptación de un
concepto reduccionista de la misma supondría confundir lo que jurídica e institucional-
mente se configura como una fuente de ingresos no tributarios directamente explotada por
la Hacienda estatal con una mera modalidad de dicho juego, excluyéndose así la compe-
tencia del Estado ex art. 149.1.14 CE para gestionar o explotar lo que es, como siempre
ha sido, un recurso o fuente de su Hacienda. No puede quedar, por tanto, aquel concepto
limitado a la específica denominación de Lotería Nacional que emplea la Instrucción de
23 de marzo de 1956 como una de las modalidades de Lotería, sino que se extiende a todo
lo que ésta significa como monopolio e institución históricamente definida. En este senti-
do, declaró en la STC 164/1994 la titularidad de la competencia estatal, ex art. 149.1.14
CE, para la organización y puesta en explotación a través del Organismo Nacional de
Loterías y Apuestas, de la Lotería Primitiva o de Números y de la modalidad de la misma
denominada «Bono-Loto».
Sin embargo, la potestad tributaria de las Comunidades Autónomas no se configura
constitucionalmente con carácter absoluto, sino que aparece sometida a límites intrínsecos
y extrínsecos que no son incompatibles con el reconocimiento de la realidad constitucio-
nal de las Haciendas autonómicas (SSTC 14/1986, fundamento jurídico 3.°; 63/1986, fun-
damento jurídico 11, y 179/1987, fundamento jurídico 2.°), entre cuyos límites, algunos
son consecuencia de la articulación del ámbito competencial -material y financiero- corres-
pondiente al Estado y a las Comunidades Autónomas (SSTC 13/1992, fundamentos jurí-
dicos 2.°, 6.° y 7.°, y 135/1992, fundamento jurídico 8.°). Así, la subordinación a los prin-
cipios proclamados por el art. 156.1 de la CE («coordinación con la Hacienda estatal y de
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solidaridad con todos los españoles») a los que hay que añadir los que resultan respecto de
los impuestos propios de las Comunidades Autónomas de los arts. 157.2 de la CE y 6 y 9
de la LOFCA.
Y teniendo aquí especialmente en cuenta que los límites de aquella potestad tributaria
autonómica no quedan reducidos a los formulados expresamente en la LOFCA, arts. 6, 9
y 12, como tampoco a los que puedan derivarse de la configuración constitucional de la
potestad tributaria del Estado y las Comunidades Autónomas en los párrafos 1 y 2 del art.
133 de la Constitución. La limitación establecida por los citados arts. 6.2 y 12.2 de la
LOFCA no quedaría reducida a la prohibición de no gravar los mismos hechos imponibles
ya gravados por el Estado, ni a configurar los recargos de modo que no puedan suponer
una minoración de los ingresos del Estado o desvirtuar la naturaleza o estructura de los
mismos (tal como subrayó también la STC 150/1990). Y no puede contemplarse según
dichas normas porque la Comunidad ha configurado un impuesto propio y no un recargo
ni una participación en ingresos del Estado. Y por otra parte, la Lotería no es un impuesto
estatal sino un monopolio fiscal de la Hacienda del Estado, integrado en el sistema de sus
ingresos.
Por ello, la potestad tributaria de la Comunidad Autónoma debe entenderse afectada por
otra limitación ya que el impuesto que ha configurado gravando «la participación en las
loterías del Estado» (art. 1) toma como hecho imponible la participación en los sorteos [...]
mediante la adquisición de billetes, bonos o apuestas con lo cual el objeto impositivo resul-
ta ser el mismo objeto económico del monopolio, constituido por la participación de los
individuos en aquellos sorteos, que es lo que nutre todos los fondos del monopolio tanto
en cuanto a premios o gastos de gestión propios como, fundamentalmente, a los ingresos
para la Hacienda. Y al gravar la adquisición de billetes, además de gravarse un efecto estan-
cado cuyo tráfico ordinario no está permitido (art. 2 del Decreto de 23 de marzo de 1956)
se está gravando el mismo objeto y la misma fuente de recursos de aquél. Con ello, influ-
ya o no el encarecimiento de los billetes o las apuestas en el volumen de ingresos, lo fun-
damental es que las participaciones quedan sometidas a un impuesto autonómico sólo
dependiente de la potestad de la Comunidad en toda su regulación (incluso los tipos impo-
sitivos) determinando que de dicha potestad autonómica puedan pasar a depender en gran
medida los rendimientos de las loterías. Lo cual evidencia la clara invasión de este impues-
to en lo que constituye objeto propio del monopolio fiscal de competencia del Estado.
Aun siendo cierto, como afirma el Abogado de la Comunidad Autónoma, que el
impuesto establecido no grava la organización por el Estado de sorteos de la Lotería
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Nacional sino la actividad del particular participante en los mismos, esa actividad partici-
pativa, bien mediante la adquisición de billetes o fracciones en el caso de la Lotería
Nacional, bien mediante la de los boletos para la realización de apuestas en el supuesto de
la Lotería Primitiva o de la Bono-Loto, es, la generadora de los rendimientos del monopo-
lio, o sea, la fuente misma de la que proceden los recursos obtenidos de su directa explo-
tación que son derechos económicos de la Hacienda del Estado. Los rendimientos del
monopolio de la Lotería Nacional, cuya explotación ha asumido exclusivamente el Estado
para generarlos mediante la participación de los ciudadanos en los sorteos de sus Loterías
no proceden de la mera organización estatal de dichos sorteos sino, precisamente, de la par-
ticipación de los ciudadanos en los mismos y por ello resultan inescindibles el aspecto
organizativo y el participativo.
Por consiguiente, la ley autonómica impugnada, y en consecuencia el Reglamento que la
desarrolla, al establecer un impuesto sobre la participación en los sorteos de Lotería del
Estado, no sólo perjudica y limita, como sostiene el Abogado del Estado, la obtención del
recurso en que la Lotería Nacional consiste, sino que toma por objeto impositivo que some-
te a gravamen la misma actividad productora de ingresos o recursos para la Hacienda estatal
ejercida como explotación de un monopolio fiscal del Estado. De este modo, no sólo invade
o menoscaba la competencia que a aquél atribuye sobre el monopolio el art. 149.1.14 de la
CE, sino que, hace depender sus ingresos de la potestad autonómica sobre el impuesto crea-
do.
5. Es necesario discernir, definir y entender83 que es la lotería, para comprender
también otras modalidades.
5.1. Los ingresos del Estado, la lotería pro-ciegos y su carácter instrumental.
Hace ya un buen número de años que la doctrina hizo la siguiente afirmación84:
«Los; entes no territoriales de base corporativa. [...] tienen como característica fundamental la
83 Vide Francisco GONZÁLEZ NAVARRO, Derecho Administrativo Español, Vol. I, Eunsa, Pamplona,
1993, pp. 465-473, donde lo explica los tres planos o niveles del saber del siguiente modo: «Saber de una
cosa, por tanto, es: 1.° saber que la cosa es (lo cual implica discurrir o diferenciar lo que parece la cosa pero
no es, de lo que la cosa es); 2.° saber qué es la cosa y qué no es (lo que supone fijar los límites de la cosa,
saber dónde empieza y dónde termina, perfilarla, fijar su perfil); 3.° saber es, por último, saber por qué la
cosa es (lo cual quiere decir conocer la posición de la cosa en el sistema: saber dónde está, de dónde viene
y a dónde va).
Discernir, definir y entender constituyen así los tres planos o niveles del saber».
84 Vide José Manuel TEJERIZO LÓPEZ, Los monopolios fiscales, Instituto de Estudios Fiscales, Madrid,
1975, p. 116, afirmando también que «en estos casos, la gestión de un monopolio fiscal no tiene la consi-
deración de fin, sino de medio».
910
existencia de un conjunto de personas que persiguen un interés común. Podrían gestionar tam-
bién un monopolio, pero esta gestión sería algo externo y no sustancial a la corporación: no puede
constituir el interés común de los partícipes, porque con la gestión del monopolio se persigue fun-
damentalmente un interés del Estado como es el de obtener un ingreso tributario. Pueden hacer-
lo, pero en tal caso hay que pensar que el objetivo perseguido es participar en alguna parte de los
ingresos que se obtengan, como consecuencia de la gestión y en este caso, como resulta eviden-
te, la gestión tiene una función exactamente igual a la de cualquier medio material necesario para
la consecución de la finalidad común; vendría a ser exactamente lo mismo que una subvención».
Pues bien, la STC 171/1998 (Pleno), de 23 de julio ha establecido la relación de instru-
mentalidad que tiene la lotería pro-ciegos afirmando que tanto el hecho de que los rendi-
mientos de la «Lotería Pro-Ciegos» son ingresos públicos del Estado, como el relativo a la
relación de instrumentalidad que dicha lotería tiene respecto a todo el complejo de activi-
dades de la ONCE son factores que, a su juicio, determinan la titularidad competencial del
Estado respecto a la citada organización y a la gestión del «cupón pro-ciegos»85 (F.J.):
« 2.E1 Abogado del Estado considera que la asunción por algunas Comunidades Autónomas,
entre ellas Cataluña, de la competencia exclusiva en materia de juego y apuestas está referida (art.
25.1 EAC), a los juegos y apuestas que se circunscriben al respectivo territorio y no comporta la
exclusión o el desapoderamiento del Estado respecto de las modalidades de lotería de ámbito
nacional por su condición de monopolio estatal con la configuración de sus rendimientos como
recursos ordinarios de sus Presupuestos, integrados, por consiguiente, en la Hacienda General
(art. 149.1.14 CE). Caracterización que no se altera en los supuestos de las loterías con fines espe-
ciales, como es el caso, entre otras, de la «Lotería Pro-Ciegos» cuya gestión y beneficios han sido
concedidos a la ONCE, entidad de Derecho Público que desarrolla su actividad en todo el terri-
torio del Estado, sometida a la tutela y al protectorado de éste y que explota aquel juego como
medio de financiar las actividades que la definen y justifican su existencia.
Asimismo, en defensa de la constitucionalidad de los preceptos impugnados aduce también
la competencia del Estado sobre las bases del régimen jurídico de las Administraciones Públicas
(art. 149.1.18 CE) y sobre las fundaciones y asociaciones de carácter benéfico-asistencial y ámbi-
to nacional (art. 9.24 EAC), dado que la ONCE es una entidad de Derecho Público que desarro -
lla su actividad en todo el territorio del Estado, sometida a la tutela y al protectorado de éste y
que explota aquel juego como medio de financiar las actividades que definen y justifican su exis-
tencia. En definitiva, tanto el hecho de que los rendimientos de la «Lotería Pro-Ciegos» son
ingresos públicos del Estado, como el relativo a la relación de instrumentalidad que dicha lote -
ría tiene respecto a todo el complejo de actividades de la ONCE son factores que, a su juicio,
determinan la titularidad competencial del Estado respecto a la citada organización y a la ges-
tión del «cupón pro-ciegos».
85 Vide F.R. CIRUGEDA, "Informe sobre la lotería española", Impuestos de la hacienda pública, 236,
(1963), p. 13, donde al hacer referencia a otros juegos y sorteos distintos de la lotería nacional afirma: «La
Asociación Nacional de Ciegos, gran institución que protege y educa a estos desvalidos, tiene autorizadas
en cada una de las provincias españolas, unos sorteos de pequeña cuantía, pero muy popularizados, con
extracción diaria. Su volumen en el último año ha sido de 1.500 millones de pesetas».
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5.2.
Esta materia no se encuadra dentro del título competencial de asistencia
social.
Tal y como ha establecido la Sentencia del Tribunal Constitucional núm. 171/1998
(Pleno), de 23 de julio (F.J.):
« 3. [...]. Respecto de lo segundo, la caracterización a efectos competenciales de las disposi-
ciones en conflicto se ha de realizar, según doctrina ya reiterada de este Tribunal, atendiendo a los
títulos de competencia de la Constitución y los Estatutos de Autonomía y teniendo presente, junto
a ello, tanto el carácter de las disposiciones y actos traídos al conflicto como el objetivo predomi-
nante de los mismos (SSTC 88/1986, fundamento jurídico 4.°; 87/1987, fundamento jurídico 2,° y
252/1988, fundamento jurídico 2.°, entre otras muchas). Basta con recordar esta doctrina para
descartar que la materia sobre la que recaen las normas aquí controvertidas pueda situarse en el
ámbito de la asistencia social, título citado por la representación de la Generalidad en el escrito de
planteamiento del primero de los conflictos de competencia, si bien es cierto que sin conferirle
carácter decisorio en cuanto a la atribución de la competencia controvertida. Dicho título (enun-
ciado, respectivamente, en los arts. 148.1.20 CE y 9.25 EAC) como ya ha tenido ocasión de seña-
lar este Tribunal, abarca una técnica de protección fuera del sistema de la Seguridad Social con
caracteres propios que la separan de otras afines o próximas a ella, dispensada por entes públicos
o por organismos dependientes de entes públicos cualquiera que éstos sean o también por entida-
des privadas, caso en el que los poderes públicos desempeñan sólo funciones de fomento o de con-
trol (SSTC 76/1986, fundamento jurídico 6.° y 146/1986, fundamento jurídico 2.° Es claro que los
preceptos objeto de los presentes conflictos no pretenden ni ordenar ni disponer regla alguna sobre
las actividades de asistencia o protección social encomendadas y dispensadas por la ONCE. En
cambio, las disposiciones que consideramos tienen por objeto y finalidad ciertos aspectos singu -
lares de las condiciones de gestión y explotación de un determinado sorteo con premios; por con -
siguiente, de los aducidos el título competencial relevante no sería sino, dentro de las perspecti -
vas de la promotora del conflicto (veremos si con alcance general) el relativo a la materia de juego
y apuestas. Y merece subrayarse que la Comunidad Autónoma promotora de la controversia no
sólo no cuestiona, sino que reconoce la competencia del Estado para proceder a la reordenación de
la ONCE y, por encontrarse sometida a su protectorado, establecer el nivel de tutela y los contro-
les que estime adecuados sobre sus actividades económicas y sociales, salvo en lo relativo a las
facultades de autorización y control administrativos de tas modificaciones en los sorteos del
«cupón pro-ciegos», que es lo que discute».
5.3.
E1 monopolio fiscal de la lotería, incluye todos los tipos de loterías.
Así lo ha establecido la STC 171/1998, de 23 de julio al determinar que al reservar al
Estado la competencia sobre el monopolio fiscal de la lotería, el título «no puede quedar
limitado a la específica denominación de Lotería Nacional como una de las modalidades
de la Lotería, sino a todo lo que ésta significa como monopolio históricamente definido
institucionalmente» (F.J.):
«8. Al reservar al Estado la competencia sobre el monopolio fiscal de la Lotería (art.
149.1.14.a CE), la STC 163/1994, fundamento jurídico 6.°, ya dejó dicho que el titulo «no puede
quedar limitado a la específica denominación de Lotería Nacional como una de las modalidades
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de la Lotería, sino a todo lo que ésta significa como monopolio históricamente definido institu -
cionalmente».
En consecuencia, el sorteo que nos ocupa, que tiene ámbito nacional, vendría a superpo -
nerse al de la Lotería en sus distintas modalidades y por ello ha de entenderse también den -
tro de la competencia estatal, pues si afecta al ámbito (y al posible rendimiento fiscal) del
monopolio sólo al titular de éste, que es el Estado, le corresponde autorizarlo.
Como dijimos en la STC 49/1995, «la Lotería Nacional, competencia del Estado, como com-
prendida en el título Hacienda General del art. 149.1.14 CE, no puede entenderse circunscrita a
los ingresos tributarios pues comprende también estos otros que organiza, genera y gestiona el
Estado mediante un Monopolio fiscal». Y en consecuencia, dicha sentencia, al proscribir un
impuesto autonómico que recaía sobre la participación en los sorteos de la Lotería del Estado, se
fundó sustancialmente en que «perjudica y limita la obtención del recurso en que la Lotería
Nacional consiste»; es decir, tomando como argumento esencial la concurrencia en los rendi-
mientos, que es justamente la razón justificativa de que el «cupón pro ciegos» se entienda inte-
grado en el ámbito del rendimiento general del monopolio y en consecuencia que le sean de apli-
cación las conclusiones de nuestras citadas sentencias respecto del fundamento de la competen-
cia del Estado en el Título del art. 149.1.14 de la Constitución para la autorización de un sorteo
de ámbito nacional como el del «cupón pro-ciegos». Y también que, como se dijo (SSTC
1.63/1.994, fundamento jurídico 8.°; y 164/1994, fundamento jurídico 4.°) la competencia asumi-
da en el Estatuto no excluye toda la que corresponde al Estado, sino que puede ejercerse de modo
concurrente con la de éste. [...]».
TV. £1 cupón pro-ciegos.
1. Concepto.
La primera vez que se empleó el nombre de cupón relacionado con loterías benéficas
para ciegos fue en 1933, cuando en Madrid surgió el cupón del chiquilín: rifa combinada
con cromos coleccionables en un álbum. Posteriormente, la Sociedad de Ciegos "La
Hispalense" de Sevilla, llamó a su lotería Cupón Pro-ciegos, nombre que luego pasó a
tener el de la ONCE86.
El 8 de mayo de 1939 se considera como el día en el que la ONCE celebró los primeros
sorteos del cupón pro-ciegos, pese a que muchas asociaciones que vendían rifas con anterio-
ridad, tras su incorporación a la nueva organización, continuaron haciéndolo hasta que termi-
naron sus existencias87. También debo señalar que en muchas partes de Levante, entre Valencia
86 Vide ONCE, Historia del cupón, ONCE, Madrid, 1987, sin paginar.
87 Ibídem. Respecto al precio del cupón señala: «Como indicamos anteriormente, el Cupón Pro-Ciegos,
entre 1939 y 1983, no varió su estructura, diseño, etc. Durante estos años tan sólo sufrió variaciones el pre-
cio:
· El Cupón se comenzó a vender a 10 céntimos.
· El 1 de septiembre de 1950 se elevó el precio a 20 céntimos.
· 5 años después, el 21 de septiembre de 1955, se establecía éste en 50 céntimos.
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y Almería, existe la tradición de dar a cada cifra de las dos últimas del cupón un nombre dife-
rente; así habitualmente, compradores y vendedores los denominaban por estos motes y no por
el número correspondiente. No se sabe cuando comenzó esta costumbre, pero, en todo caso,
es anterior a la creación de la ONCE, pues ya era utilizado en diferentes rifas surgidas en las
zonas levantinas88.
Tal y como establecía el Reglamento de la Organización Nacional de Ciegos, art. 14,
se ponía a la venta el denominado "cupón pro-ciegos", con carácter voluntario, como
forma exclusiva de ingresos para los afiliados a la misma.
El cupón prociegos es el documento contractual legalmente emitido en el que se estable -
cen recíprocamente las obligaciones de las partes, que consisten fundamentalmente en que el
cliente comprador del cupón pro-ciegos paga un precio cierto por el cupón unidad y la ONCE
se compromete a dar a cambio una cantidad de dinero, conforme a la escala de premios pre -
establecida, en función de un hecho incierto o aleatorio, consistente en la coincidencia total
o parcial y en el mismo orden de los números contenidos en el cupón, hecho aleatorio que se
despeja mediante el instrumento o la fórmula del sorteo celebrado con periodicidad diaria,
mensual, anual, etc89 90, y que supone el medio excepcional de ingresos autorizado y concedi -
do por el Gobierno en monopolio, de la Corporación de Derecho Público ONCE91.
· 1 peseta el 2 de enero de 1958.
· Justamente 6 años más tarde, en 1964, el Cupón comenzó a costar el doble, 2 pesetas.
· 5 pesetas a partir del 1 de octubre de 1969.
· En el año 76, el 2 de enero, el Cupón comenzó a venderse a 10 pesetas.
· 25 pesetas desde el 1 de mayo de 1979».
Vide ONCE, 65 años de historia, ONCE, Madrid, 2004, p 73, donde detalla la evolución del premio del
cupón y del premio de las dos últimas cifras (las cantidades que aparecen guardan también este orden):
«Del 8 de mayo de 1939 al 31 de agosto de 1950: 25 pts; 2,50 pts. Del 1 de septiembre de 1950 al 20 de
septiembre de 1955: 50 pts; 5 pts. Del 21 de septiembre de 1955 al 31 de diciembre de 1957: 125 pts; 12,50
pts. Del 2 de enero de 1958 al 31 de diciembre de 1963: 250 pts; 25 pts. Del 2 de enero de 1964 al 30 de
septiembre de 1969: 500 pts; 50 pts. Del 1 de octubre de 1969 hasta el 31 de diciembre de 1975: 1.250 pts;
125 pts. Del 2 de enero de 1976 al 30 de abril de 1979: 2.500 pts; 250 pts. Del 2 de mayo de 1979 al 31
de diciembre de 1983: 6.250 pts; 625 pts».
88 Vide Once, Historia del cupón, ONCE, Madrid, 1987, sin paginar. En este trabajo se relaciona el nom-
bre que el pueblo alicantino dio a los números: «1: El Galán; 2: El Sol; 3: El Niño; 4: La Cania; 5: La Punta;
6: El Corazón; 7: La Luna; 8: La Dama; 9: El Arpa; 10: La Rosa; 11: El Clavel; 12: La Talega; 13: El Verde;
14: Las Cerezas; 15: La Uva; 16: La Guitarra; 17: El Navio; 18: El Ramo; 19: San José; 20: España; 21:
Francia; 22: La Manzana; 23: El Melón; 24: La Galera; 25: El Cañón; 26: El pollo; 27: La Pajarita; 28:
Alicante; 29: Aragón; 30: El León; 31: El Caballo; 32: La Bomba; 33: La Torre; 34: El Pato; 35: El Infierno; 36:
La Ensalada; 37: La Espada y Daga; 38: El Perro; 39: El Toro; 40: La Campana; 41: El Negro; 42: La Estrella;
43: La Corona; 44: El Clarín; 45: El Tambor; 46: El Sombrero; 47: El Mundo; 48: La Negra; 49: La Breva; 50:
El Cartucho; 51: La Cabra; 52: El Tomate; 53: El Pimiento; 54: La Mala Noche; 55: Los Gallegos; 56: La
Lechuga; 57: La Zanahoria; 58: Los Limones; 59: El Canario; 60: La Abuela; 61: La Pipa; 62: El Piojoso; 63: La
Paella; 64: La Casa; 65: La Pelea; 66: Las Monjas; 67: El Fraile; 68: El Rosario; 69: La Mudanza; 70: El
Albaricoque; 71: El Maestro; 72: El Higo; 73: El Conejo; 74: La Escalera; 75: El Gato; 76: El Agua; 77: Las
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Se entiende por cupón emitido por terminal de punto de venta, aquel que se imprime
por un agente vendedor en el momento de efectuarse la transacción, utilizando un termi -
nal de punto de venta.
Banderas; 78: El Escarabajo; 79: El Marrano; 80: La Lavandera; 81: El Matrimonio; 82: El Orinal; 83: La Dama
y el Niño; 84: Casamiento; 85: La Palmera; 86: Mierda; 87: El Pescado; 88: Las Mamas; 89: La Gamba; 90: El
Abuelo; 91: El Borracho; 92: El Palomo; 93: La Revolución; 94: La Rata; 95: El Pavo; 96: La Explanada (Paseo
principal de Alicante, por lo cual en otras ciudades el 96 es el Parque, La Alameda, etc); 97: La Gallina; 98: El
Borrego; 99: La Agonía; 00: La Muerte».
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Vide Jesús MONTORO MARTÍNEZ,Los ciegos en la historia, Tomo V, o.c, p. 113. Debo señalar, que
desde el 2 de enero de 1984, se estableció en la ONCE un único sorteo para todo el país. También debo
destacar que desde el día 5 de octubre de 1985, no se vende cupón de la ONCE en sábado.
90
Vide Antón ALVAREZ RUIZ, La función social de la publicidad de la ONCE, Escuela Libre Editorial, Madrid,
2003, pp. 73-74, donde explica el brand wheel (rueda de marca) del cupón. Básicamente consiste en una meto-
dología que se aplica a los productos de gran consumo, porque permite conocer con detalle las imágenes y los
elementos afectivos que los consumidores asocian a los productos y a las marcas. De esta forma, se utiliza para
poder detectar diferencias, a veces muy sutiles, entre marcas y productos técnicamente muy parecidos sobre las
que sustentar un posicionamiento competitivo en el mercado. Lo habitual es no aplicar la brand wheel a servicios
o marcas del sector terciario (cupón), que no se desenvuelven en mercados tan despersonalizados y competitivos.
La "Brand Wheel" del cupón de la ONCE es la siguiente:
	
	PRIMARIOS
	SECUNDARIOS

	ATRIBUTOS
	Barata
Fácil de conseguir
Frecuente cotidiana
Popular
Conocida
Sencilla
	Gran presencia en medios
Poco tiempo entre apuestas y sorteo

	BENEFICIOS
	Cómoda/Fácil de jugar
	Me entero fácilmente del premio
Me entero enseguida del premio
Da para un capricho

	VALORES
	Ilusión diaria
	Me siento bien jugando
Contribuyo a una labor social

	PERSONALIDAD
DE MARCA
	Fiable/de confianza
Sociable
Amable
Amistoso
Modesto
Entrañable
	Optimista
Dinámico
Moderno
Con humor
Atractivo
Pacífico


Los datos fueron obtenidos de una conferencia ofrecida por la Dirección de Relaciones Públicas y
Publicidad de la ONCE, ofrecida en Madrid, en 1993.
91 Vide: Rafael de LORENZO GARCÍA, "La Organización Nacional de Ciegos Españoles: breve estudio
de una Organización singular", en AAVV, El sector no lucrativo en España, Escuela Libre Editorial,
Madrid, 1993, pp. 270-274: «El cupón de la ONCE»; ASV, "Cupón de la ONCE falsificado", Diario El
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La finalidad esencial de esta modalidad de juego de azar es doble: procurar empleo y
atender las necesidades de los afiliados a la Corporación de Derecho Público creada a tal
efecto. Y a pesar de que se preveía su carácter residual, hoy es su recurso fundamental, tal
y como ha determinado la STC 171/1998 (Pleno), de 23 de julio (F.J.):
5. Tanto en la norma fundacional como en las que posteriormente han procedido a reor-
denar la estructura organizativa de la ONCE se ha atendido y se atiende de forma expresa a
los reclusos económicos de los que dispone la entidad en orden al cumplimiento de los fines
de interés público que se le encomiendan. Entre ellos, ya en el Reglamento de 1939 se con-
templaba el producto de la implantación y organización por la Sección de Trabajo del deno-
minado «cupón pro-ciegos», calificado como forma «excepcional y exclusiva» de ingresos
para los no videntes y, por consiguiente, como fuente de recursos de la ONCE, al que además
se confería un carácter residual, en cuanto actividad, ya que la venta del mencionado «cupón
pro-ciegos» se preveía que fuera ejercitada por los no videntes «imposibilitados de desempe-
ñar una profesión u oficio especial». Significativo de dicho aspecto resulta el que su implan-
tación y organización se le encomendara, de entre las secciones en las que se estructuraba la
ONCE, a la Sección de Trabajo, a quien correspondía la organización y el fomento del traba-
jo de los invidentes (art. 14 de la Orden del Ministerio de Gobernación de 28 de octubre de
1939). En idénticos términos, como recursos económicos de la entidad vinculados al cumplimien -
to de los fines que se le atribuyen, aparecen caracterizados en la posterior normativa por la que se
procede a reordenar la estructura organizativa de la ONCE los beneficios derivados de la explota -
ción en exclusiva de la venta del «cupón pro-ciegos» [arts. 3 del Real Decreto 1041/1981, de 22 de
mayo; 3, b) del Real Decreto 358/1991, de 15 de marzo y 5 de los Estatutos].
Así pues, el denominado «cupón pro-ciegos» aparece estrechamente vinculado, tanto histórica-
mente como en la actualidad, a la decisión estatal de creación de la ONCE y al cumplimiento de los
fines de indudable interés público que tiene encomendados, en razón de los cuales se define hoy
aquélla como una Corporación de Derecho Público de carácter social, configurándose los rendi-
mientos de aquél como un recurso financiero de una determinada entidad en orden a la satisfacción
de los intereses públicos que ha de atender con su actividad respecto a un concreto colectivo de per-
sonas, los incapacitados visuales, con notables dificultades de integración, para los cuales la ONCE
ha de perseguir la consecución de su autonomía personal y plena integración en la sociedad (art. 2.1
del Real Decreto 358/1991). En otras palabras, la justificación de la concesión que históricamen -
te se ha mantenido, de la explotación del «cupón pro-ciegos», como fuente de recursos financieros
de la entidad, no reside sino en la necesidad de dotarle de los medios económicos suficientes para
el cumplimiento de los relevantes fines de indudable interés público que ha asumido desde su cre -
ación y asume en la actualidad. Medios económicos que arbitró el Estado mediante la autorización
de ese sorteo en lugar de asignar una consignación con cargo a su propio presupuesto, constituyen-
do así una fuente de ingresos de la ONCE que ha sido y sigue siendo el principal recurso financie -
ro de la entidad, soporte, por lo tanto, imprescindible e indispensable para el desempeño de las acti -
vidades que realiza tendentes a la satisfacción de los fines de interés público que tiene encomenda-
dos y que son su razón de ser y que hace posible el sostenimiento de aquellas actividades y la per-
vivencia de la propia entidad. Conservando además el mismo carácter de actividad de los inviden-
tes que presentaba en el momento de la constitución de la ONCE, constituyendo un medio singular
País (versión electrónica), 24-2-1988; EFE, "Detenido un español en la frontera portuguesa con 500.000
cupones falsos de la ONCE", Diario El País (versión electrónica), 24-9-1989.
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de trabajo reservado a aquéllos o a otras personas afectadas con minusvalías diferentes -más de
21.000 personas- para posibilitar su integración profesional y social.
El sorteo del cupón, también conocido tradicionalmente como «lotería de los ciegos», ha sido
y sigue siendo, pues, el medio económico indispensable y esencial para el logro por la
Corporación de los referidos fines. [...]».
2. Naturaleza jurídica.
Los cupones de la ONCE deben catalogarse como títulos al portador92, cuyo rendimien-
to tiene naturaleza de ingreso público y supone el medio económico suficiente para el cum-
plimiento de los relevantes fines de interés público que ha asumido desde su creación y
asume en la actualidad. Así lo ha establecido la STC 171/1998 (Pleno), de 23 de julio, Ar.
171, en el Fundamento Jurídico 2:
«[...]. Asimismo, en defensa de la constitucionalidad de los preceptos impugnados aduce también
la competencia del Estado sobre las bases del régimen jurídico de las Administraciones Públicas (art.
149.1.18 CE) y sobre las fundaciones y asociaciones de carácter benéfico-asistencial y ámbito nacio-
nal (art. 9.24 EAC), dado que la ONCE es una entidad de Derecho Público que desarrolla su acti -
vidad en todo el territorio del Estado, sometida a la tutela y al protectorado de éste y que explota
aquel juego como medio de financiar las actividades que definen y justifican su existencia. En defi-
nitiva, tanto el hecho de que los rendimientos de la «Lotería Pro-Ciegos» son ingresos públicos del
Estado, como el relativo a la relación de instrumentalidad que dicha lotería tiene respecto a todo el
complejo de actividades de la ONCE son factores que, a su juicio, determinan la titularidad compe -
tencial del Estado respecto a la citada organización y a la gestión del «cupón pro-ciegos».
Al igual que sucede con la lotería, este contrato manifiesta las características propias de
un contrato de adhesión, pues el comprador no tiene más alternativa que pasar por todas y
cada una de las condiciones o requisitos que se han establecido. Tales imposiciones se justi-
fican por la propia dinámica del juego, por las cautelas y las condiciones inherentes a la segu-
ridad jurídica propias de una actividad de esta naturaleza. Por todo ello, nunca se coloca al
cliente en situación de indefensión, sino todo lo contrario, pues resulta esencial garantizar sus
derechos con total transparencia.
92 Vide Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Asturias núm. 532/1999 (Sala de lo Contencioso-
Administrativo, Sección 1a), de 29 de junio, Ar. 1868:
«FUNDAMENTOS DE DERECHO
PRIMERO.- Se impugna por la recurrente la denegación presunta del recurso interpuesto contra la
Resolución de la ONCE de 12 de abril de 1996 por la que se le denegaba el pago de 2.500.000 pesetas
correspondientes al premio de un cupón del sorteo del día 30 de enero de dicha anualidad, fundándose
dicha impugnación en la manifestación de haber extraviado el cupón identificado con la serie 34 del núme-
ro 61.452 que había adquirido en el «Bar Baizán» de Gijón junto con otros amigos de una peña que dia-
riamente acude a dicho establecimiento, tal y como éstos pueden acreditar; señalando asimismo que sólo
después de iniciado el presente procedimiento pudo percatarse de que el citado cupón había sido abonado
en esta Delegación Territorial. Indicándose como fundamentación jurídica el Real Decreto 358/1991 de 15
marzo de 1991 y concordantes.
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3. Clasificación.
3.1. Reformas del cupón que han determinado la modificación del mismo.
3.1.1. La década de los 80 y los 90.
Exponer una clasificación respecto al cupón y las otras modalidades de juego explota-
das por la ONCE, implica hacer una breve referencia a las reformas que inicialmente afec-
taron al cupón, y después se extenderían a otras modalidades de juego. Se trata de un perio-
do de la historia de la ONCE que ha condicionado el devenir económico de la misma.
Desde su nacimiento mantiene una estructura general muy parecida en lo relativo a dis-
tribución de premios: se emitían series de mil números, siendo el premio mayor de 250
veces lo jugado. Su precio varió desde los diez céntimos iniciales a las 25 pesetas (desde
el 1 de mayo de 1979). El porcentaje a distribuir en premios era del 47,5% y los sorteos se
celebraban diariamente en cada Delegación Provincial y Comarcal.
La primera gran reforma se establece por la Circular n° 705, de 26 de mayo de 1983, y
tendrá efectos a partir del 1 de enero del año siguiente:
«El Consejo General de la ONCE en sesión ordinaria celebrada el 26 de mayo de 1983,
adoptó el acuerdo de poner en práctica la reforma del cupón, la cual es del tenor siguiente:
1 °. Encargar a la Dirección General que prepare todo lo necesario para poner en práctica
SEGUNDO.- La señora Letrada de la ONCE se opone a la demanda en base a las alegaciones siguientes:
1o) Los cupones de la ONCE se consideran títulos al portador y constituyen el único documento válido para
acreditar el premio sin que pueda sustituirse por ningún otro medio; 2o) El plazo hábil para cobrar el cupón
es de 30 días naturales, habiéndose presentado al cobro tres días antes de la fecha límite en la Agencia de
Pola de Siero y de ahí que en un primer momento se indicara al esposo de la recurrente que aún no había
sido abonado; 3o) Resulta irrelevante que en los cupones figure el número del DNI de los perceptores del
premio o que se cobren en un lugar u otro (artículo 13, circular 7/1991); 4o) No existe enriquecimiento
injusto para la recurrida al haber abonado el importe a quien lo presentó y entregó.
TERCERO.- Los cupones de la ONCE deben catalogarse como títulos al portador dada su similitud con los
billetes de la Lotería Nacional por lo que, en principio, resulta inexcusable su presentación para el cobro del pre-
mio, tal y como, por otra parte, establece el artículo 13 de la circular 7/1991, y si bien es cierto que el Tribunal
Supremo tiene en ocasiones declarado que dicho requisito de la presentación puede sustituirse por otros relevan-
tes medios de prueba que acrediten tanto la legitimidad posesoria del reclamante como la coincidencia absoluta
entre el número y fracción del billete premiado (Sentencia del Tribunal Supremo de 3 de marzo de 1989, por
todas), ello será siempre sobre la base de que dicho título no haya sido abonado (Sentencia del Tribunal Supremo
de 11 de noviembre de 1994), tal y como aquí ha sucedido según se desprende del testimonio del cupón obrante
en el recurso en que aparece abonado en Siero en fecha 26 de febrero de 1996, circunstancia ésta que, en su caso,
podría dar lugar a que por la recurrente se ejercitaran las acciones correspondientes en la vía oportuna (incluso la
penal) mas en forma alguna motivar la anulación de la resolución recaída en vía administrativa que, por las razo-
nes apuntadas, ha de estimarse conforme a derecho, sin que se estime, por otra parte, necesaria la práctica para
mejor proveer de la testifical propuesta por la recurrente dado que el resultado de la misma nada podría influir en
el resultado del recurso, teniendo en cuenta los motivos en base a los que éste se desestima».
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una reforma en la estructura del cupón a partir del 1 de enero de 1984, con las siguientes
características:
a) Estructuración del cupón en series de 10.000 números, del 0 al 9.999.
b) El precio del cupón será de 50 pesetas por unidad.
c) El tamaño del cupón será, aproximadamente, el del doble del que se utiliza actualmen-
te en los sorteos diarios, de acuerdo con las características que permite la imprenta del cupón
y que se desarrollan en el informe del Delegado General, que aporta como número 1.
d) El reparto de premios seguirá siendo del 47,5 por ciento, de acuerdo con la relación
que se acompaña, como documento número 2.
e) La distribución del cupón a las diferentes Delegaciones Territoriales se hará, respe-
tando, en lo posible, las necesidades de numeración y de cantidad de cupones iguales.
f) El sorteo tendrá carácter nacional.
2o. La Delegación General realizará con carácter urgente, las gestiones necesarias ten-
dentes a asegurar la disponibilidad de un sistema de comunicación ágil para la transmisión
del número premiado a partir del mismo momento en que se implante la reforma.
3o. En cuanto al pago de premios que comporta este sorteo, se encarga a la Delegación
General la preparación de la infraestructura bancaria necesaria con el fin de descongestio-
nar lo más posible este servicio en esta Delegación.
4o. Dar a este Acuerdo el carácter de ejecutivo y urgente.
Para el cumplimiento y ejecución de dicho Acuerdo, esta Delegación General ha reali-
zado las gestiones pertinentes y promulgado la normativa a la que debe ajustarse el proce-
dimiento a seguir. Todo lo cual obra en poder de todas y cada una de las Delegaciones de
este Organismo, si bien se transcribe el precitado Acuerdo, a efectos de público conoci-
miento, reseñando por correo aparte se remite la normativa reguladora de dicho sorteo
nacional, en la que se recoge la distribución o reparto de premios, así como las demás cues-
tiones inherentes al mismo»93.
Esta primera reforma supuso la celebración de un único sorteo para todo el territorio
nacional, de lunes a sábado, y el aumento del número de cupones a la venta.
93 Vide Jesús MONTORO MARTÍNEZ, Los ciegos en la historia,Tomo V, o.c, p. 124, donde señala: «Los
sorteos extraordinarios del 13 de diciembre de 1981 y del 1 de enero de los años 1983 y 1984, más la refor-
ma del cupón implantada al día siguiente de este último, hechos consumados por la ONCE sin consultar -
los con el Gobierno y, por consiguiente, sin su autorización, enfadaron muchísimo al Ministro de
Economía y Hacienda, quien amonestó severamente a Don Antonio Vicente Mosquete, Presidente del
Consejo General de la Entidad, recordándole que el Organismo Tiflológico no podía realizar reforma algu-
na en la estructura y venta del cupón sin previa autorización del Gobierno, pero el señor Mosquete no cedió
a las presiones, porque comprobaba con gran satisfacción que en 1984 se facturaban con el cupón 104.000
millones de pesetas, frente a los 45.000 facturados en 1983».
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La segunda reforma, tuvo lugar el 4 de octubre de 1985, con ocasión de la negociación
del segundo convenio colectivo, lo que motivó el descanso laboral en sábado. Para compen-
sar se implantó los viernes un sorteo de carácter especial, el "supersorteo fin de semana".
La tercera reforma del cupón, tiene lugar a finales de 1987, y su mayor exponente
fue "El Cuponazo". Implicaba que las series fuesen de 100.000 números, el precio uni-
tario era de 100 pesetas, y se produce un importante incremento en los primeros pre-
mios, pasando la asignación de éstos del 47,5% al 52%.
La siguiente reforma tuvo lugar en mayo de 1991, que trató de implantar el abono
semanal94. A partir del 2 de mayo de 1996, se eleva el precio del cupón de 100 a 150
pesetas de lunes a jueves y se establece un premio de 3.800.000 pesetas y 100.000 pese-
tas para el número anterior y posterior al agraciado con el premio principal. Como
medida de impacto (en la fecha reseñada: 2 de mayo de 1996) la ONCE decide incor-
porar el premio de "El sueldazo" para 10 series consecutivas de anterior y 10 del pos-
terior, al premio mayor consistente en 250.000 pesetas y 24 mensualidades de 100.000
pesetas. Durante ocho meses cada primer viernes se dota al cupón con un premio de 200
millones de pesetas.
Progresivamente se incrementa la cantidad de emisión del cupón, el precio y se llega
a un porcentaje destinado a premios en un máximo del 55 por ciento de la emisión de
cada sorteo y se autoriza la posibilidad, además, de realizar hasta seis sorteos de carác-
ter extraordinario. En diciembre de 1999 se lanza el "Supercupón Fin de Semana", con
premios que impactan en el público al sobrepasar (suma global de todos los tipos de
premios) los 750 millones de pesetas cada domingo95.
3.1.2. La reforma de comienzos del siglo XXI.
El 15 de agosto de 2000 se celebra el primer sorteo extraordinario de esta etapa. El 5 de
enero de 2001 aplicó nuevos cambios al cupón. La primera reforma del siglo XXI va a venir
señalada en el cupón de los viernes, que sin modificar su precio de 250 pesetas, dobló la cuan-
tía del cuponazo a las cinco cifras y series de 250 a 500 millones96.
La Resolución de la Secretaría General de Asuntos Sociales de 30 de enero de 2004 (BOE
de 24 de febrero, núm. 47), da publicidad al reglamento regulador del sorteo del cupón de la
ONCE, reglamentación aprobada por el Consejo General de la Organización, que podrá ser
94 Vide AAVV, El sector no lucrativo en España, o.c, pp. 273-274.
95 Vide ONCE, 65 años de historia, ONCE, Madrid, 2004, pp. 120-23.
96 Ibídem, p. 137.
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objeto de desarrollo en todos sus actos con plenas garantías de seguridad, transparencia y
publicidad. Dicho reglamento ha sido modificado parcialmente a través de la Resolución de la
Secretaría de Estado de Servicios Sociales, Familias y Discapacidad, de 15 de abril de 2005
(BOE de 10 de mayo, núm. 111).
El Acuerdo del Consejo de Ministros de 27 de febrero de 200497, por el que se aprue-
ba el "Acuerdo General entre el Gobierno de la Nación y la Organización Nacional de
Ciegos Españoles (O.N.C.E.) en materia de cooperación, solidaridad y competitividad
para la estabilidad de futuro de la ONCE, para el período 2004-2011" determina entre
otras materias las condiciones generales del régimen de los sorteos del cupón y de otras
modalidades de juego explotadas por la ONCE, ordenando a su vez, su publicación en
el "Boletín Oficial del Estado", como garantía de los consumidores.
La cláusula 19.1 de dicho Acuerdo establece que el Consejo de Protectorado apro-
bará un nuevo documento sobre "procedimientos y criterios de control sobre las mate-
rias concernientes al cupón prociegos y otras modalidades de juego autorizadas a la
ONCE" que sustituya al aprobado en sesión de 29 de febrero de 2000, con el fin de
adaptarlo a las novedades introducidas en el nuevo Acuerdo General.
La Disposición Transitoria del Acuerdo de 27 de febrero de 2004 establece que, en tanto
no se apruebe el nuevo documento, siguen vigentes los procedimientos y criterios de con-
trol sobre las materias relativas al cupón y otras modalidades de juego autorizadas a la
ONCE aprobadas en sesión de 29 de febrero de 2000.
En cumplimiento de los dispuesto en el Acuerdo del Consejo de Ministros de 27 de febre-
ro de 2004, así como en los procedimientos y criterios de control sobre las materias relativas
al cupón, la Comisión Permanente del Consejo de Protectorado en reunión de 15 de octubre
de 2004 ha verificado que la propuesta de la ONCE se ajusta a los términos del citado Acuerdo.
Especial incidencia ha tenido la aprobación del Real Decreto 1359/2005, de 18
de noviembre, por el que se modifica el Real Decreto 358/1991, de 15 de marzo,
por el que se reordena la ONCE, al añadir un nuevo apartado 4 en el artículo 7,
con la siguiente redacción: «La ONCE explotará una modalidad de lotería, de
ámbito nacional, denominada lotería instantánea o presorteada, en los términos,
condiciones, alcance y plazos previstos en el Real Decreto 1336/2005, de 11 de
97 Vide Resolución de 15 de octubre de 2004, de la Secretaría de Estado de Servicios Sociales, Familias y
Discapacidad, por la que se da publicidad al programa de sorteos de los juegos del cupón y de "El Combo" autori-
zado a la ONCE, para el cuarto trimestre del año 2004 (BOE de 22 de octubre, núm. 255). Vide Resolución de 15 de
julio de 2005, de la Secretaría de Estado de Servicios Sociales, Familias y Discapacidad, que da publicidad a la modi-
ficación de determinados aspectos del Reglamento regulador de "El Combo" de la ONCE (BOE de 10 de agosto,
núm. 190).
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noviembre, por el que se autoriza a la Organización Nacional de Ciegos Españoles la
explotación de una lotería instantánea o presorteada».
Lo cierto es que la ONCE mantiene una actitud tremendamente innovadora que se ha
materializado a lo largo de toda su trayectoria98. Su consecuencia más inmediata ha sido la
elaboración de alternativas que permitan un mayor grado de inserción en esta actividad.
3.2. Lotería instantánea o presorteada y lotería condicionada a la realización del sorteo.
La lotería instantánea o presorteada consiste en la posibilidad de obtención de un pre-
mio establecido en el programa correspondiente, o definido o representado en la tarjeta,
boleto o cualquier otro soporte electrónico o telemático empleado para su difusión y que
es invisible para el jugador hasta que proceda a su revelado o apertura, a través de los
medios previstos en cada producto".
98 Vide diario El País de 13 de diciembre de 2002, "La ONCE subirá el cupón un 50% y hará dos nuevos sorte-
os al mes": «La ONCE anunció ayer que, a partir del 2 de enero, el cupón diario costará 1,5 euros, lo que supo-
ne un aumento del precio del 50%. La subida irá acompañada de dos nuevos sorteos (viernes especial del mes y
domingo especial del mes, a 2,5 euros) y de mayores premios. De lunes a viernes, el premio a las cinco cifras y
serie pasa de 100.000 a 300.000 euros. [...]. Con los nuevos sorteos mensuales y la nueva estructura de premios
[...], la ONCE trata de mantener el tipo en un sistema de juego como el cupón, de tipo pasivo, que muestra una
tendencia descendente en ventas, según admitió ayer el director general de la ONCE, Miguel Carballeda.
De hecho, pese al aumento en el precio del cupón diario en 2003, la organización que preside José María
Arroyo, sólo prevé en 2003 "igualar" las ventas registradas en 2001, hasta situarlas en 2.475,89 millones
de euros. En 2002 (ejercicio aún por cerrar), según Carballeda, la ONCE logró mantener el número de
clientes, pero los ingresos por venta del cupón cayeron un 3%. La ONCE proyecta lanzar nuevos juegos
en un futuro. Según Carballeda, la organización estaría en disposición de lanzar un nuevo producto, "más
activo", en enero de 2004, aunque no es una decisión tomada.
Lo que sí seguirá creciendo el próximo año es el beneficio bruto del grupo (ONCE y Corporación empre-
sarial), que se situará en 52 millones de euros frente a los 46 millones previstos en el presente ejercicio y
los 30 millones obtenidos en 2001. [...].
Para el próximo año, la ONCE, bajo supervisión de la Administración, que forma parte del Consejo de
Protectorado de la organización, ha elaborado un presupuesto equilibrado de 2.675 millones de euros, con la princi-
pal partida de gastos (1.202,87 millones de euros) dedicada al pago de premios. A gastos de personal (la ONCE tiene
63.296 afiliados y 59.147 empleados, de los cuales un 60% son discapacitados) la ONCE dedicará el próximo ejercicio
1.018 millones de euros. Los directivos de la organización de ciegos destacaron en conferencia de prensa que los com-
promisos asumidos en el año 1999 para crear hasta el ejercicio 2008, 20.000 empleos, se han cumplido en un 93%, ya
que hasta la fecha, se han creado 18.548 nuevos empleos netos en la ONCE. La educación y el deporte serán, también
objetivos prioritarios en 2003».
99 Vide Real Decreto 1336/2005, de 11 de noviembre, por el que se autoriza a la Organización Nacional
de Ciegos Españoles la explotación de la lotería instantánea o presorteada (BOE de 22 de noviembre, núm.
279): «La Organización Nacional de Ciegos Españoles (ONCE), corporación d derecho público de carác-
ter social, ha desempeñado a lo largo de sus más de 60 años de historia una labor trascendental en la inte-
gración y autonomía personal de los ciegos españoles, que con el transcurso de los años se ha ido exten-
diendo paulatinamente, sobre la base del principio de la solidaridad, a otras personas discapacitadas, por
medio de la Fundación ONCE, todo ello dentro de un marco de colaboración con la Administración
General del Estado.
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Mientras que la fórmula tradicional implica esperar hasta la realización del sorteo
previamente anunciado para saber si el boleto en nuestro poder ha sido premiado.
3.3.
Tipos de soporte para el cupón: el cupón preimpreso y el cupón emitido por
terminal de punto de venta.
La comercialización del cupón podrá efectuarse mediante dos tipos de soporte: cupo-
nes preimpresos y cupones emitidos por terminales de punto de venta.
Los terminales de punto de venta son los terminales móviles facilitados a los vendedo-
res de la ONCE, adaptados para su utilización por personas invidentes o con otro tipo de
discapacidades.
3.4.
Formas de comercialización del cupón preimpreso: cupones de un único sorteo
y cupones de varios sorteos, también denominados abono semanal.
La comercialización se podrá realizar utilizando dos tipos de producto: cupón que represen-
ta participación en un único sorteo y cupón representativo de participaciones en varios sorteos.
3.5.
Formas de comercialización del cupón emitido por terminal de punto de
venta.
Serán las siguientes: el cupón para un solo sorteo, el cupón que podrá contener la par-
ticipación en varios sorteos de los que se celebren en el período máximo de siete días natu-
rales, y el cupón denominado Abono Semanal.
Para la consecución de estos fines, la ONCE ha contado tradicionalmente con los ingresos que le ha repor-
tado la comercialización del cupón "prociegos", ingresos que se han dedicado a atender los compromisos
sociales de la organización para conseguir el bienestar la integración social, de sus afiliados y cumplir el
citado compromiso de solidaridad adquirido con otros discapacitados, y que se ha destinado a crear, man-
tener y mejorar la calidad de los puestos de trabajo y para impulsar la formación de estas personas.
La actual evolución de los juegos en España hace preciso dotar a la ONCE de nuevos instrumentos para
que esta organización pueda continuar disponiendo de los medios necesarios para el cumplimiento de sus
objetivos y fines sociales.
A fin de atender los mencionados compromisos, se entiende necesario que la ONCE comercialice una
nueva modalidad de lotería, de ámbito nacional, que satisfaga las preferencias de aquellos jugadores que
demandan una lotería de "premio inmediato" o "instantáneo".
En suma, las razones expuestas de preservar tanto la labor social llevada a cabo por la ONCE como la esta-
bilidad en el empleo de las personas que comercializan los juegos que tiene concedidos, unidas a las cir-
cunstancias de carácter comercial señaladas, justifican la autorización de la gestión de una lotería "instan-
tánea" o "presorteada" por la ONCE, en todo el territorio nacional y por medio de los vendedores integra-
dos en su plantilla de trabajadores».
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3.6. Modalidades de comercialización: tipología de juegos100,
3.6.1. Sorteo del cupón de lunes a jueves101.
100 Vide Memoria de la Dirección General de la ONCE, año 2003, importancia relativa de los productos
ONCE:
	Cupón de lunes a viernes
	49%

	Cuponazo de viernes
	38%

	Supercupón fin de semana
	10%

	Extraordinario
	3%


Vide ONCE, "¿A qué les gusta jugar?, Punto de Venía, 40, (2004), p. 14: «El cupón diario tiene una alta
tasa de clientes que juegan una o menos veces por semana y cada vez que lo hacen compran un solo cupón.
El número de personas que asegura comprar el cupón diario es de aproximadamente nueve millones y
medio pero, alrededor de seis millones de jugadores compran con esta frecuencia baja. Los jugadores que
compran un día a la semana y cuando lo hacen sólo juegan un cupón diario, es de cinco millones ochocien-
tos mil.
La mitad de los jugadores del cuponazo de viernes, que ascienden a 8.200.000 personas, compran todos o
casi todos los viernes del mes, y algo más de 4.000.000 de jugadores lo hacen con una intensidad alta. Se
acercan a los puntos de venta (sea para adquirir la cantidad que sea) todos los sorteos de viernes o aunque
no jueguen con tanta frecuencia, cuando lo compran, adquieren más de tres cupones.
El supercupón fin de semana tiene una base de jugadores habituales de un millón y medio, curiosamente
cantidad similar que representan el número de jugadores esporádico de este producto.
La base de jugadores del bonocupón es de, aproximadamente, 350.000 personas, lo que representa un 1,2%
en el total de jugadores de algún producto de lotería, y el público habitual y comprador frecuente del Bono
viene a ser de 150.000 jugadores».
En la p. 16 precisa: «¿Qué día de la semana es el preferido?. Referente a los días de la semana en los que
se suele comprar, el día del sorteo está muy relacionado con el momento de compra. El Cupón Diario en
los cuatro días de lunes a jueves concentra su volumen de venta, destacando el miércoles como la jomada
en el que más se compra. Los jugadores del Cuponazo adquieren, casi en su totalidad, entre el jueves y el
viernes, un 22% y un 62% respectivamente, mientras que el Súper Cupón Fin de Semana lo hace un 41%
el viernes y un 32% entre el sábado y el domingo. En general el jueves es el día en el que más juegos y
loterías se consumen, al coincidir varios sorteos y existir la proximidad de otros, como son el Cupón
Diario, el Cuponazo de Viernes, la Lotería de Jueves, la Primitiva de Jueves y Sábado y el Euromillones».
101 Vide Resolución de la Secretaría General de Asuntos Sociales, de 30 de enero de 2004 (BOE de 24 de
febrero, núm. 47), por el que se da publicidad al reglamento regulador del sorteo del cupón de la ONCE,
apéndice 1: Normas del sorteo de lunes a jueves.
Vide ONCE, "¿A qué les gusta jugar?", Punto de Venta, 40, (2004), p. 15: «¿Qué perfil tienen los clientes
del cupón diario?. Si se tiene en cuenta el sexo y edad en los jugadores que podríamos denominar ocasio-
nales (aquellos que juegan una vez o menos a la semana), comprobamos que el 53% son mujeres y aun-
que los tramos de edad comprendidos entre 25 y 65 años representa un porcentaje de un 15% en cada uno,
el público mayor de 65 años tiene un peso definitorio en este perfil de un 22%. Para sintetizar, el perfil del
jugador ocasional del cupón diario es mayoritariamente una mujer y un público mayor de 65 años. En cam-
bio, el perfil del jugador de frecuencia alta y media es casi diez puntos por encima, el número de hombres
que de mujeres, y un 60% son mayores de 4 años. Con todo, hay una base de clientes de unos 3.500.000
que, o bien compran todos los días un cupón, o bien, aunque jueguen menos días a la semana, compran dos
o más cupones».
En la p. 17 precisa: «¿Conoce nuestro público los premios del cupón y su precio?. El conocimiento que tie-
nen los jugadores del precio y premios del cupón difiere según productos: el precio exacto del Cupón
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Se determina por parte del Consejo de Protectorado la cantidad máxima de emisión por
sorteo, la cantidad destinada a premios, la distribución de premios por emisión y el precio
del cupón.
Durante el año 2003, las ventas del cupón de lunes a jueves han sido de 1.111 millones
de euros, creciendo con respecto al año anterior el 5,6%. La reforma del producto llevada
a cabo, se ha basado fundamentalmente en una subida del premio a las cinco cifras y en la
introducción de un gran premio a las cinco cifras más la serie, acompañada de una subida
del precio unitario.
Los ingresos derivados de la venta del cupón de lunes a jueves han supuesto durante el
año 2003 el 48,3% de las ventas totales. Su cuota de mercado en el sector de juego públi-
co ha sido del 10,5%102.
3.6.2. Sorteo del cupón de los viernes, con un premio especial a un sólo cupón de
6.000.000 de euros103.
Otra reforma de gran calado fue la que posibilitó ofrecer un cupón los viernes para
reducir la semana laboral de los vendedores a cinco días y que se comunica mediante la
Circular n° 45 de 4 de septiembre de 1985:
«En virtud del Acuerdo del Consejo General de la ONCE, adoptado en las sesiones del 10 de
abril y 31 de mayo de 1985, los sorteos ordinarios del cupón pro-ciegos experimentarán diferente
configuración todos aquellos cuya celebración coincida en viernes, a partir del 4 de octubre, inclu-
sive, de 1985; razón por la que, a fin de desarrollar convenientemente en el marco de las normas
reguladoras de la materia la puesta a la venta de los cupones correspondientes a dichos sorteos, esta
Delegación General estima oportuno cursar las instrucciones e informaciones siguientes:
1o. En base al carácter ordinario que reviste el sorteo del cupón en viernes, los cupones corres-
pondientes se pondrán a la venta a partir de la celebración del sorteo inmediato anterior.
2o. Las comisiones a obtener por los vendedores lo serán en igual cuantía que las obtenidas
en los restantes sorteos ordinarios, teniendo derecho a percibir el 25 por ciento de comisión por
la venta de 140 cupones en cada sorteo con valor facial de 100 pesetas unidad y el 15 por ciento
por todos aquéllos que expensan sobre los 140 antes citados. [...]».
Diario lo manifestaron casi un 58% de los consumidores de este cupón, frente al 41% que lo acertaron en
el caso del Cuponazo, reconociendo no saber el precio del producto del viernes hasta un 39%. El importe
del Supercupón Fin de Semana lo desconoce un 62,6%. Si hablamos de los premios, tenemos que en el
caso del Cupón Diario lo desconocen hasta un 79%, un 82,8% en el caso del Cuponazo y hasta un 90,5%
el Supercupón Fin de Semana».
102 Vide Memoria de la Dirección General de la ONCE, 2003.
103 Vide Resolución de la Secretaría General de Asuntos Sociales, de 30 de enero de 2004 (BOE de 24 de febre-
ro, núm. 47), por el que se da publicidad al reglamento regulador del sorteo del cupón de la ONCE, apéndice 2:
Normas del sorteo de viernes, que ha sido modificado por la Resolución de 15 de abril de 2005, de la Secretaría
de Estado de Servicios Sociales, Familias y Discapacidad, que da publicidad a la modificación de determinados
aspectos del Reglamento regulador del sorteo del cupón de la ONCE (BOE de 10 de mayo, núm. 111).
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Por parte del Consejo de Protectorado se determina la cantidad máxima de emisión por sor-
teo, la cantidad destinada a premios, la distribución de premios por emisión y el precio del cupón.
Durante el año 2003, las ventas del cuponazo de viernes han sido de 884,5 millones de
euros, descendiendo con respecto al año anterior el 7,8%. La introducción de un sorteo de
viernes especial el primer viernes de cada mes desde comienzos del año no obtuvo los
resultados esperados, motivo por el cual se optó en octubre por realizar una reforma de pro-
ducto para todos los viernes del mes que si ha alcanzado un resultado más satisfactorio104.
El cuponazo del viernes ha obtenido unas ventas que representan el 38,5% de los ingre-
sos del cupón y el 8,4% de las ventas del sector de juego público.
3.6.3. Sorteo del cupón de "Fin de Semana"105.
La Comisión Permanente del Consejo General de la Organización Nacional de Ciegos,
en el ejercicio de las facultades que le corresponden en virtud del Acuerdo General entre el
Gobierno de la Nación y la ONCE en materia de cooperación, solidaridad y competitividad
para la estabilidad de futuro de la ONCE, y en virtud de lo establecido en el artículo 7.3 del
Real Decreto 358/1991, de 15 de marzo, modificado por el Real Decreto 1200/1999, de 9 de
julio, tomó el Acuerdo de fecha 25 de septiembre de 2003, que suprimió el sorteo de primer
fin de semana inmediato siguiente al primer viernes de cada mes y su sustitución por el pro-
ducto denominado "Sorteo de Fin de Semana", a partir del 1 de enero de 2004.
Mediante dicho Acuerdo, la Organización simplifica y unifica los sorteos de fin de
semana existentes hasta ese momento: "Fin de semana" y "Fin de semana inmediato
siguiente al primer viernes de mes", que pasan a denominarse "Sorteos de Fin de Semana",
a partir de la fecha indicada.
De conformidad con los términos del mencionado Acuerdo del Consejo de Ministros de 5 de
marzo de 1999, con las facultades del Consejo de Protectorado de la ONCE previstas en el art.
8.3.d) del Real Decreto 358/1991, de 15 de marzo, modificado por el Real Decreto 1200/1999,
de 9 de julio, y con el Acuerdo del Consejo de Protectorado de la ONCE de 29 de febrero de
2000 sobre procedimientos y criterios de control de las modalidades de juegos autorizadas a esa
Entidad, y previa verificación de la Comisión Permanente del Consejo de Protectorado, realiza-
da en su reunión de 13 de octubre de 2003, se procedió a dar publicidad, como garantía de los
104 Vide Memoria de la Dirección General de la ONCE, 2003.
105 Vide Resolución de la Secretaría General de Asuntos Sociales, de 30 de enero de 2004 (BOE de 24 de febre-
ro, núm. 47), por el que se da publicidad al reglamento regulador del sorteo del cupón de la ONCE, apéndice 3:
Normas del sorteo de fin de semana, que ha sido modificado por la Resolución de 15 de abril de 2005, de la
Secretaría de Estado de Servicios Sociales, Familias y Discapacidad, que da publicidad a la modificación de deter-
minados aspectos del Reglamento regulador del sorteo del cupón de la ONCE (BOE de 10 de mayo, núm. 111).
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derechos de los consumidores, a la nueva estructura de los sorteos de fin de semana del cupón
de la ONCE, con efectos de 1 de enero de 2004, mediante la Resolución de la Secretaría General
de Asuntos Sociales de 13 de octubre de 2003 (BOE de 18 de noviembre, núm. 276).
La determinación que efectúa el Consejo de Protectorado es idéntica a la expresada en
el apartado anterior.
Las ventas del supercupón de fin de semana durante el año 2003 han sido de 234,2
millones de euros, manteniéndose de esta forma la tendencia de estabilidad de años ante-
riores. Su crecimiento con respecto al año anterior ha sido del 1,1%, representando sus
ventas el 10,2% de los ingresos del cupón106.
3.6.4.
Abono semanal: bono-cupón107.
La forma de comercialización denominada "Abono Semanal" consiste en un cupón,
preimpreso o emitido por terminal de punto de venta, válido para todos los sorteos de
carácter periódico que se celebren durante un período de siete días naturales.
El título representativo del abono semanal será un documento que contendrá un único
número y su serie, figurando las fechas de los sorteos para los cuales es válido, así como
el precio total del cupón.
El "Abono semanal" es un producto que se extiende única y exclusivamente a una
semana; por tanto, la ONCE no garantiza, en ningún caso, la continuidad de la numeración
destinada a este producto durante períodos superiores a la semana, la disponibilidad conti-
nuada de ningún número, así como tampoco su suministro periódico al mismo agente-ven-
dedor. El Abono Semanal adopta como nombre comercial: "Bono-cupón".
3.6.5.
Sorteo de "El Combo"108.
106 Vide Memoria de la Dirección General de la ONCE, 2003.
107 Vide Resolución de la Secretaría General de Asuntos Sociales, de 30 de enero de 2004 (BOE de 24 de febre-
ro, núm. 47), por el que se da publicidad al reglamento regulador del sorteo del cupón de la ONCE, apéndice 4:
Normas del abono semanal, que ha sido modificado por la Resolución de 15 de abril de 2005, de la Secretaría de
Estado de Servicios Sociales, Familias y Discapacidad, que da publicidad a la modificación de determinados
aspectos del Reglamento regulador del sorteo del cupón de la ONCE (BOE de 10 de mayo, núm. 111).
108 Vide diario El País de 16 de octubre de 2004, "La ONCE estrena un juego para los sábados": «La
Organización Nacional de Ciegos Españoles (ONCE) pone a la venta este fin de semana El Combo, un juego
activo cuyo primer sorteo se realizará el sábado 23 de octubre, único día de la semana en el que hasta ahora no
había un juego de la ONCE. El juego, resultado del acuerdo firmado en febrero entre el Gobierno y la ONCE,
está formado por siete bolas: seis agrupadas en forma de triángulo y una adicional, denominada Combola. Hay
que seleccionar un número del 0 al 9 para cada una de las seis bolas del triángulo y uno o más números del 1 al
11 para la Combola. Se pueden realizar apuestas múltiples. El juego costará un euro y se destinará a premios el
50%. La previsión de ingresos es de cuatro millones por sorteo».
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A. La Resolución de la Secretaría de Estado de Servicios Sociales, Familias y
Discapacidad de 29 de junio de 2004.
La Resolución de la Secretaría de Estado de Servicios Sociales, Familias y Discapacidad
de 29 de junio de 2004 (BOE de 11 de agosto, núm. 193)109 dispuso la publicación del regla-
mento regulador del nuevo juego activo de la Organización Nacional de Ciegos Españoles,
denominado "El Combo", cuya justificación es la siguiente:
«El actual marco de ordenación de las actuaciones de la ONCE en materia de juego se
encuentra regulado [...].
Conforme al mismo, el Consejo General de la ONCE está facultado para iniciar el desarrollo de
nuevas modalidades de juego, de naturaleza activa o pasiva distinta del cupón, como instrumentos
que permitan asegurar la competitividad en el mercado y poder alcanzar el volumen máximo de
ventas autorizado a la Organización, con el objetivo de asegurar su estabilidad institucional y el
cumplimiento de sus obligaciones sociales y económicas, presentes y futuras.
Asimismo, corresponde al Consejo de Protectorado de la ONCE verificar, con carácter pre-
vio a su explotación comercial, que las condiciones de las modalidades de juego concedidas y
autorizadas a la ONCE se ajustan a los términos establecidos en el mencionado marco de orde-
nación de los juegos de azar autorizados a la ONCE, ordenando su publicación como garantía de
los consumidores.
En cumplimiento de las anteriores previsiones, el Consejo General de la ONCE ha
adoptado acuerdo de fecha 6 de mayo de 2004 sobre: «Aprobación de un nuevo juego acti-
vo denominado "El Combo", y su Reglamento», que ha sido verificado por el Consejo de
Protectorado de la ONCE en su reunión ordinaria de 29 de junio de 2004. [...]».
Y en cuyo preámbulo se precisa:
«[...]. La comercialización del juego se realizará mediante boletos preimpresos y boletos
emitidos por terminales de punto de venta o mediante la utilización de todos aquellos sopor-
tes informáticos, tecnológicos o de comunicación que existan o que puedan existir en el mer-
cado, que presten una garantía plena a los consumidores y a la protección de los menores de
edad, de acuerdo con la legislación vigente. Para la introducción de estos nuevos soportes se
aprobará, en su momento, una modificación en el presente Reglamento, en el que se conten-
drá la regulación de los nuevos aspectos necesarios para su implantación plena. [...]».
En este sorteo se destina a premios el cincuenta por ciento de la recaudación de cada
uno de los sorteos. Existen dos tipos de premio: premio de cuantía fija y premios de
cuantía variable. Ninguno de los premios, excepto el bote, será acumulativo, debiendo
abonar la ONCE al concursante el importe del premio superior que resulte del boleto.
El precio de los boletos será de un euro por apuesta en un boleto, en el caso de apues-
tas múltiples, el precio del boleto será de un euro por cada uno de los números que el
concursante haya elegido para la bola adicional.
109 Vide Resolución de 15 de julio de 2005, de la Secretaría de Estado de Servicios Sociales, Familias y
Discapacidad, que da publicidad a la modificación de determinados aspectos del Reglamento regulador de
"El Combo" de la ONCE (BOE de 10 de agosto, núm. 190).
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B. Reglamento regulador del juego activo denominado "El Combo".
Tal y como establece el art. 7 del Real Decreto 358/1991, de 15 de marzo, modificado
por el Real Decreto 1200/1999, de 9 de julio, y por el Real Decreto 1359/2005, de 18 de
noviembre, el Consejo General de la ONCE puede adoptar, dentro del marco establecido
en el vigente Acuerdo con el Gobierno de la Nación, cuantas actuaciones sean precisas en
materia de régimen de sorteos de juego.
Así el Consejo General, tras analizar la situación del juego El Combo y las posibilida-
des que brinda el citado Acuerdo General, en su sesión ordinaria del 28 de junio de 2005
adoptó el acuerdo 5/2005-3.8 "Modificación del Reglamento Regulador del juego activo
denominado El Combo", mediante el cual se modifican las categorías de los premios y se
adaptan los procedimientos para el cálculo del escrutinio a las nuevas categorías.
La venta de los boletos de El Combo sujetos a este nuevo reglamento se inició el 25 de
septiembre de 2005, celebrándose el primer sorteo el 1 de octubre. El sorteo tiene carácter
periódico y semanal, celebrándose un único sorteo todos los sábados del mes, vendiéndo-
se por todos los agentes vendedores de la ONCE.
Podrán existir dos sistemas de admisión o validación de apuestas para "El Combo": la
adquisición d un boleto preimpreso y la emisión de un boleto mediante el sistema de vali-
dación informática que podrá realizarse en los lugares y en la forma establecida reglamen-
tariamente.
Las categorías de premios son las siguientes:
Categoría 1a. Pleno más combola: se aciertan los números asignados en el sorteo de las
seis bolas del triángulo, colocadas en su orden, y el número asignado en el sorteo a la bola
adicional.
Categoría 2a. Pleno: se aciertan los números asignados en el sorteo a las seis bolas del
triángulo, colocadas en su orden.
Categoría 3a. Triple: se aciertan los números asignados en el sorteo a las tres bolas de
la fila base del triángulo, colocadas en su orden.
Categoría 4a. Doble: se aciertan los números asignados en el sorteo a las dos bolas de
la fila del centro del triángulo, colocadas en su orden.
Categoría 5a. Reintegro: se acierta el número asignado en el sorteo a la bola colocada
en el vértice del triángulo.
Categoría 6a. Combola: se acierta el número asignado en el sorteo a la bola adicional.
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3.6.6.
Sorteo extraordinario110.
Se celebrará uno por trimestre. Durante el año 2003 se celebraron dos sorteos extraor-
dinarios frente a los cuatro sorteos del año anterior, obteniéndose una recaudación bruta
global de 69,7 millones de euros que supuso un descenso del 50,5%.
Los sorteos celebrados fueron los siguientes:
· El sorteo extraordinario del 22 de junio de 2003 que, con un precio unitario de 3 euros
y un premio mayor de 4 millones de euros en efectivo más 100.000 euros año durante 25
años, obtuvo una recaudación bruta de 14,8 millones de euros.
· El sorteo extraordinario de verano del 16 de agosto de 2003 que con un precio unita-
rio de 5 euros y un premio mayor de 14 millones de euros, obtuvo una recaudación bruta
de 55 millones de euros.
3.6.7.
Lotería instantánea o presorteada.
En virtud de lo establecido en el Real Decreto 1336/2005, de 11 de noviembre, por el
que se autoriza a la ONCE la explotación de una lotería instantánea o presorteada, se adi-
ciona una nueva fórmula cuya autorización tendrá vigencia hasta el 31 de diciembre de
2011, sin perjuicio en su caso, de las ulteriores prórrogas que establezca el Consejo de
Ministros.
El Consejo General de la ONCE podrá fijar el precio de cada tarjeta, boleto o soporte uni-
tario, teniendo en cuenta que su precio máximo autorizado de venta será el del límite estable-
cido en cada momento para el cupón que comercializa la ONCE.
El programa de cada emisión preverá una cantidad para premios que no podrá ser infe-
rior al 45 por ciento ni superior al 65 por ciento del valor de la emisión.
El volumen máximo de ventas y de emisión anual será de 600 y 750 millones de euros,
respectivamente para el año 2006. Ambos importes se incrementarán anualmente en fun-
ción de la variación del índice de precios de consumo real del año anterior, incrementado
en tres puntos.
El reglamento regulador del sorteo de lotería instantánea que recoja el diseño o formato
de este juego, la emisión del número de series y billetes o ejemplares que la componen, su
precio, el programa y forma de pago de los premios y el sistema de revelado, descubierto o
apertura de aquéllos, una vez que el Consejo de Protectorado de la ONCE ha verificado que
se ajusta a lo dispuesto en este real decreto y a los procedimientos y criterios de control apli-
cables, se publicará en el BOE como garantía de los consumidores.
110 Vide Memoria de la Dirección General de la ONCE, 2003.
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3.6.8. Los que puedan autorizarse en el futuro.
Tal y como dispone el reglamento regulador del sorteo del cupón de la ONCE, Anexo,
Preámbulo (Resolución de la Secretaría General de Asuntos Sociales, de 30 de enero de
2004, BOE de 24 de febrero de 2004, núm. 47):
«El cupón puede comercializarse en las modalidades presentes: de lunes a jueves, de viernes,
de fin de semana y sorteos extraordinarios, más las que, en el futuro, pudiera autorizar el Consejo
General de la ONCE111, conforme a la normativa antes señalada y previos los trámites precepti-
vos que las indicados normas establecen».
En todo caso debo destacar, que teniendo en cuenta la totalidad de los productos comer-
cializados, durante el año 2003, las Comunidades Autónomas que obtuvieron un mejor
comportamiento fueron: Galicia (0,3%) y La Rioja (-0,1%). Las de peor comportamiento
fueron: Cantabria (-8,9%) y Castilla y León (-6,4%).
El gasto por habitante y año en el cupón de la ONCE ha sido de 53,8 euros, siendo una vez
más las Comunidades Autónomas de Baleares (86,4 euros) y Murcia (83,8) las que alcanzaron
la cifra mayor y Galicia (29,2) y Aragón (31,3) las de menor importe112.
4. Elementos.
Sus elementos se determinan en el reglamento regulador del sorteo del cupón de la
ONCE publicado mediante Resolución de la Secretaría General de Asuntos Sociales, de 30
de enero de 2004 (BOE de 24 de febrero, núm. 47).
4.1. E1 documento o título.
4.1.1. Tipo de soporte y formas de comercialización.
Me remito a lo expuesto en el apartado clasificación, donde doy cuenta de la exis-
tencia de distintos tipos de soporte para el cupón, y de las distintas formas de comer-
111 Vide ONCE, "La ONCE comercializará en exclusiva una lotería instantanea a partir de 2006", Perfiles
(Versión electrónica), 211, (2005): «Contamos con los mejores vendedores del mundo que van a explotar, por pri-
mera vez en España, un juego instantáneo que ya funciona perfectamente en muchos países de Europa. [...]. La
medida desbloquea las negociaciones que los responsables de la organización de ciegos venían manteniendo
desde hace meses con representantes del Gobierno que tiene capacidad decisoria en el Protectorado, con vistas a
mejorar sus resultados en materia de juego, dado el descenso experimentado por las ventos del cupón y la nece-
sidad de generar nuevos recursos que garanticen el cumplimiento de sus fines sociales.
El acuerdo del Consejo de Protectorado regula también el procedimiento de subvención a la ONCE por
parte del Ministerio de Hacienda, caso de no cumplirse los objetivos de venta marcados en cada ejercicio.
Ambas medidas estaban contempladas en el Acuerdo General firmado con el Gobierno en febrero de 2004,
que tiene vigencia hasta el ejercicio 2011. [...]».
112 Vide Memoria de la Dirección General de la ONCE, 2003.
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cialización del cupón preimpreso y del cupón emitido por terminal de punto de venta.
4.1.2. Contenido de la impresión113.
A.
Anverso114.
El cupón deberá llevar impreso en su anverso, como mínimo: numeración, serie o
series, precio y fecha del sorteo.
B.
Reverso115.
En el reverso del cupón deberá llevar impreso la relación de los premios, así
como un extracto de los artículos del reglamento de mayor interés para el jugador,
excepto en aquellos formatos, que por razones de espacio, o por englobar varios sor-
teos no sea posible detallar las diferentes estructuras de premios. En este supuesto
se hará referencia al reglamento regulador del sorteo del cupón de la Organización
Nacional de Ciegos Españoles, que las contiene, y a los lugares físicos y electróni-
cos donde puede obtenerse dicho reglamento. En el reverso del cupón también se
indicará que los programas de los sorteos se publican en el BOE.
C.
Cupones emitidos por terminal de punto de venta116.
113 Vide Real Decreto 3389/1981, de 29 de diciembre, Ministerio de Hacienda (BOE de 27 de enero, núm. 23),
características de los billetes de la lotería nacional, art. 1: «El párrafo 3o del artículo 7º de la Instrucción General
de Loterías queda redactado como sigue: "Las fracciones de los billetes de la Lotería nacional habrán de llevar
impresos, como mínimo, los siguientes detalles: A) En el anverso; numeración, serie, número de fracción, precio,
fecha de celebración del sorteo, en forma destacada del texto, sello en seco del Servicio u otras marcas de garan-
tía y firma del Jefe de éste. Se incluirán, además, impresiones de fondos de seguridad y numeración secundaria
codificada. B) En el reverso; relación de tos premios ofrecidos, billetes de que consta la emisión, extracto de los
artículos de la Instrucción de mayor interés para el jugador en cuanto al pago de premios y, por último sello de la
Administración de Loterías expendedora. Como atributo suplementario el papel podrá incorporar marcas o sus-
tancias que faciliten su identificación».
114 Vide Resolución de 30 de enero de 2004, de la Secretaría General de Asuntos Sociales, por la que se
da publicidad al Reglamento regulador del sorteo del cupón de la Organización Nacional de Ciegos
Españoles (BOE de 24 de febrero, núm. 47), art. 1.d).
115 Idem, art. l.e).
116 Vide ONCE, "CAUT: Centro de Atención a Usuarios con TPV",Punto de Venta, 40, (2004), pp. 8-11: «Desde
que se inició el servicio el 1 de diciembre de 2003, estamos intentando mejorarlo. Las llamadas entran en el nivel
uno y dependiendo de la dificultad de las mismas, quedan cerradas, se soluciona el problema o directamente se
pasan donde correspondan, a los centros o a incidencias de comunicación que es el nivel dos. Las incidencias mas
comunes son tas de comunicación, el mantenimiento de material, etc.
La llamada puede derivar al nivel dos y todo ello queda registrado en un entorno web, el cual controlo desde mi
puesto verificando lo que está entrando en el centro, si son consultas, incidencias, anulaciones, bloqueos, etc, lo
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En el caso de los cupones emitidos por terminal de punto de venta, el documento deberá
incluir, además, de un código de control, el número indentifícativo del vendedor, el número
identificativo del terminal y la fecha y la hora de la operación. Dicho código de control será
único y biunívoco con la participación, para cada cupón emitido por el terminal punto de
venta, y será asignado por el Sistema Central de Control de Juego de la ONCE en base a un
algoritmo preestablecido. La biunicidad se predica respecto de la correspondencia única y
absoluta entre los datos grabados para cada participación en el Sistema Central de Control de
Juego de la ONCE y los reflejados en cada cupón emitido por el terminal punto de venta. Este
código de control quedará guardado, antes del sorteo, en ficheros auditables y firmados con
firma electrónica reconocida, de tal forma que los mismos se puedan aportar y sirvan como
prueba documental en cualquier procedimiento. De los ficheros antedichos serán expedidas
varias copias de seguridad. La falta o manipulación del código de control supone la pérdida
de validez del cupón emitido por terminal punto de venta, sin derecho a ningún premio ni al
reintegro del importe del cupón.
4.2. Las series.
Para cada uno de los sorteos de la ONCE, se pondrán a la venta series de cupones de
cien mil números correlativos, cada una desde el 00.000 al 99.999. Para cada sorteo se
cual es muy importante porque desde ahí nosotros vamos viendo qué tipo de dudas pueden tener los vendedores,
las carencias más destacadas, las incidencias que más se generan, las irregularidades de comunicación, etc.
Pasamos todo lo detectado al CAUT de comunicaciones que nosotros desde aquí controlamos, verificamos a tra-
vés de un "entorno visión", que los datos y transacciones que está realizando el vendedor son correctos, que le lle-
gan todos los detalles, y comprobamos que puede trabajar. Si no es así, pasamos un informe o incidencia a
Telefónica para que realice un estudio de cobertura al vendedor en esa zona en concreto. [...].
Normalmente la formación se imparte en tres días, el primero de ellos solemos explicar lo que es el TPV.
El segundo día la práctica de la aplicación, recibiendo la formación en el mismo equipo y el tercer día tra-
bajan con un compañero que tiene experiencia, e inclusive al final de la mañana pueden atender alguna
llamada. Durante tres o cuatro días están trabajando con el asesoramiento de una persona, para ayudarles
si lo necesitan. [...].
CONSULTAS E INCIDENCIAS. Se pueden dar varios casos al recibir una llamada. Si no se identifica el
número de teléfono entrante, el operador le solicita al interlocutor que le facilite sus datos. Existe diferen-
cia entre consulta e incidencia. La consulta se responde desde el operador de nivel 1 y la incidencia se deri-
va al centro o al operador de nivel 2. La consulta puede ser de cualquier tipo: de teclado, lector de código
de barras, de la pantalla, de los perfiles, de la batería, etc.
Si el vendedor comunica una incidencia, se le pregunta de que tipo es. Un ejemplo de ello es que e! trans-
formador se le ha roto, incidencia habitual al principio. Se detecta la causa y se corrige. Cuando el vende-
dor manifiesta este tipo de incidencia, se averigua si le ha ocurrido otras veces, ya que puede ser que el
TPV lo tenga conectado a un voltaje menor del que corresponda, esta cuestión iría automáticamente al cen-
tro. A los centros se les deja un plazo de 24 horas para subsanar la incidencia, si no la cierra, se le reclama
qué ocurre. Si se ha cancelado, se habla con el vendedor para averiguar si dicha irregularidad está subsa-
nada, si es así, se da por cerrada la misma. [...]».
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asignarán números y series específicos que serán puestos a la venta por cada uno de los
soportes antes enunciados, de forma diferenciada.
4.3.
Precio del cupón y estructura de premios.
Se determinará individualmente, una vez aprobada la propuesta por el Consejo General
de la ONCE, de acuerdo con lo previsto en los Estatutos de la Organización, adjuntándo-
se en cada caso, como apéndice numerado al reglamento regulador del sorteo del cupón de
la ONCE.
En todos los cupones deberá figurar expresamente impreso el precio para cada sorteo,
con excepción del correspondiente al Abono Semanal, en que aparecerá el precio total y
los sorteos para los cuales es válido.
El precio de los cupones emitidos por terminales de punto de venta será el resultante de
la suma del precio individual de cada una de las participaciones que contenga. En el cupón
emitido por terminal de punto de venta, figurará el precio total de todas las participaciones
que contenga.
Los premios de los cupones emitidos por terminales de punto de venta son la suma de
los premios correspondientes a cada uno de los números y series de los sorteos contenidos
en cada cupón. La distribución de estos premios se regirá por lo preceptuado en los apén-
dices correspondientes a cada tipo de sorteo. El pago se hará efectivo conforme a las pres-
cripciones señaladas en el reglamento regulador del sorteo del cupón de la ONCE.
4.4.
El sorteo.
El sorteo del cupón es el acto formal de extracción reglada de números y serie o series,
que determinarán los premios, según el juego de que se trate.
Me remito al apartado grupo normativo regulador, desarrollado en páginas posteriores.
4.5.
Derechos de los compradores del cupón.
4.5.1. ¿Cómo garantizar los derechos de los consumidores?.
A los efectos de garantizar los derechos de los consumidores, en el reverso del cupón
figurará un extracto del reglamento regulador del sorteo del cupón de la ONCE, debiendo
reflejarse las principales categorías premiadas, los plazos de caducidad, las formas y lugar
de pago, la indicación de que los programas de los sorteos se publican en el "Boletín
Oficial del Estado" y todos aquellos aspectos que la ONCE entienda de interés a fin de
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garantizar tales derechos. Los consumidores podrán presentar en los centros de la ONCE
cualquier reclamación sobre las deficiencias en la prestación del servicio. Asimismo el
comprador tendrá a su disposición el reglamento del cupón en los centros de la ONCE y
en la página de internet "http//www.once.es".
En aquellos formatos que por razones de espacio, o por englobar varios sorteos no sea
posible detallar las diferentes estructuras de premios, se hará referencia al reglamento regu-
lador del sorteo del cupón de la ONCE, que las contiene, y a los lugares físicos y electró-
nicos donde puede obtenerse dicho Reglamento (reglamento regulador del sorteo del
cupón de la ONCE, art. 34).
4.5.2. Reclamaciones y recursos.
Contra los actos de la Organización en materia de sorteos del cupón los interesados
podrán formular reclamación ante el Director General de la ONCE, en el plazo de un mes
a contar desde el día siguiente a la fecha de la notificación del acto.
Contra la resolución del Director General, los interesados podrán interponer recurso del
alzada ante el Consejo General de la ONCE, cuando la cuantía de la reclamación sea igual
o inferior a veinticuatro mil cuarenta euros (24.040 euros), o ante el Consejo de
Protectorado, en caso contrario; recursos que agotarán la vía administrativa previa a la
jurisdiccional. El plazo máximo de interposición de este recurso será de un mes, a contar
desde el día siguiente a la fecha de la notificación de la resolución del Director General.
Tanto en fase de reclamación como de recurso de alzada ante el Consejo General de la
ONCE se dictará resolución expresa. El plazo máximo para la resolución de las reclama-
ciones y recursos por los órganos de la ONCE será de dos meses, contados a partir de su
presentación. El plazo indicado quedará interrumpido por cualquier acto propio del proce-
dimiento incluida la práctica de elementos probatorios, cuya duración estimada resulte
superior a un mes. La suspensión del procedimiento y la subsiguiente ampliación del plazo
será acordada mediante resolución expresa y notificada al interesado, sin que, en ningún
caso, la suspensión en sí misma conlleve una demora superior a tres meses. Transcurrido
el plazo de duración del procedimiento o ampliado, en su caso, sin que por la ONCE se
hubiese dictado resolución, el recurso deberá entenderse desestimado, con la excepción de
que el recurso de alzada ante el Consejo General de la ONCE se hubiese interpuesto con-
tra la desestimación por transcurso del plazo sin que el Director General de la ONCE
hubiese dictado una resolución sobre la reclamación presentada, en cuyo caso se deberá
entender estimado el recurso.
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Las reclamaciones relativas a cupones emitidos por terminal de punto de venta
deberán contener la identificación del código de control representativo de la partici-
pación (reglamento regulador del sorteo del cupón de la ONCE, art. 35).
5. Grupo normativo regulador.
5.1. Evolución legislativa.
El régimen jurídico básico y la evolución del sorteo del cupón lo podemos evidenciar
en el siguiente cuadro comparativo.
	REGLAMENTO DE
FUNCIONAMIENTO
ECONÓMICO
ADMINISTRATIVO
	R.D. 358/1991, DE 15 DE
MARZO 117
	ESTATUTOS DE LA
ONCE.118

	CAPÍTULO  IV:  CUPÓN
PRO-CIEGOS.
Artículo 19. De conformidad
con lo dispuesto en el artícu-
lo 14 del Reglamento de 28
de   octubre   de   1939,    la
Organización  pondrá  a  la
venta el denominado "cupón
pro-ciegos",   con   carácter
totalmente voluntario, como
forma exclusiva de ingresos
para los afiliados imposibili-
tados para desempeñar otra
profesión u oficio.
Los cupones serán enviados
por    la    Jefatura    de    la
Organización         a        las
Delegaciones  con   la  sufi-
ciente antelación, en series
de mil números correlativos
del 0 al 999. El valor de los
	Artículo 7o. Régimen de
autorizaciones a la ONCE en
materia de juegos de azar.
1. Corresponde al Consejo de
Ministros la concesión de las
autorizaciones a la ONCE
relativas al régimen de sor-
teos del cupón pro-ciegos,
así como de cualquier otra
modalidad de juego de los
definidos en el "Acuerdo
General entre el Gobierno de
la Nación y la ONCE"
vigente, al amparo de lo pre-
visto en la disposición adi-
cional vigésima de la ley
46/1985, de 27 de diciembre,
de Presupuestos Generales
del Estado para 1986, modi-
ficada por la disposición adi-
cional   cuarta   de   la   ley
	SECCIÓN 2ª. Del Sorteo
del Cupón Pro-ciegos
Artículo 75.
Uno. El régimen de autoriza-
ciones del sorteo del cupón
prociegos, previsto en el
artículo 7 del Real Decreto
358/1991, modificado por el
Real Decreto 1200/1999, se
basará en la fijación de crite-
rios e indicadores que
establezcan límites máxi-
mos, y se referirán al volu-
men de emisión y ventas
anuales, porcentaje máximo
de premios, precios máximos
del cupón y los criterios para
su actualización, sorteos
extraordinarios y cuantas
otras cuestiones sean pre-
cisas para un correcto ejerci-


117 Modificado por el Real Decreto 1200/1999, de 9 de julio (BOE de 28 de julio) y Real Decreto
1359/2005, de 18 de noviembre, por el que se modifica el Real Decreto 358/1991, de 15 de marzo, por el
que se reordena la Organización Nacional de Ciegos Españoles (BOE de 1 de diciembre).
118 Modificados por la Orden de 23 de marzo de 2000, del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales (BOE
de 13 de abril).
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	mismos  será fijado por el
Consejo, teniendo en cuenta
las  circunstancias  de todo
orden, libremente apreciadas
por el mismo.
Artículo 20. Diariamente se
realizará en cada Delegación
administrativamente autóno-
ma un sorteo de premios en
metálico,    en   cuantía   de
doscientas cincuenta veces el
precio  del cupón, para el
número agraciado en el sor-
teo, y veinticinco veces para
los nueve restantes, cuyas
dos    últimas    cifras    sean
iguales a las del número pre-
miado.
El derecho al cobro de los
cupones premiados caducará
a los treinta días naturales del
siguiente al que se celebró el
sorteo.  El importe de los
cupones caducados quedará
en      beneficio      de      la
Organización.
Artículo  21.  Los cupones
correspondientes a los pre-
mios cuyo importe sea satis-
fecho, deberán ser adheridos
a   las    hojas    de   control
reglamentarias, que se con-
servarán   en   poder   de   la
Delegación Provincial hasta
que por la Inspección sea
extendida la oportuna certifi-
cación de comprobación en
el libro destinado al efecto.
Una vez haya mediado tal
requisito, se procederá a su
inutilización y venta como
papelote.
	55/1999, de 29 de diciembre,
de medidas fiscales, admin-
istrativas y de orden social.
2. El Acuerdo del Consejo de
Ministros  que contenga la
autorización  se adoptará a
propuesta del Ministro  de
Trabajo y Asuntos Sociales,
de acuerdo con los Ministros
de Economía y Hacienda y
del Interior, previo informe
del Consejo de Protectorado
y oído el Consejo General de
la organización y definirá
con precisión los términos,
alcance  y  duración  de  la
autorización.
A tal fin, serán de aplicación
los siguientes criterios:
a) El régimen de autoriza-
ciones   se   basará   en   la
fijación de criterios e indi-
cadores que establezcan los
límites máximos, dentro de
los cuales la ONCE podrá
desarrollar   la   gestión   de
dichos juegos y que no podrá
sobrepasar sin la previa y
expresa     autorización    al
respecto, cualquiera que sea
la modalidad de juego, pasi-
vo o activo, de que se trate.
b)   Respecto    del   cupón,
dichos límites máximos se
referirán al menos al volu-
men máximo de emisión y
ventas   anuales; porcentaje
máximo de premios; precios
máximos del cupón y los cri-
terios para su actualización;
sorteos   extraordinarios,   y
cuantas otras cuestiones sean
precisas  para  un  correcto
ejercicio por la ONCE de la
	cio por la ONCE de la con-
cesión estatal del cupón.
Dos. El Consejo General de
la   ONCE   podrá   adoptar
cuantas decisiones sean pre-
cisas en materia de régimen
de sorteos del cupón que
vengan    aconsejadas    por
razones         organizativas,
económicas o comerciales,
siempre que se desarrollen
dentro de los límites máxi-
mos    establecidos    en    el
acuerdo  autorizador,  tal y
como dispone el artículo 7,
apartado 3, del Real Decreto
358/1991, modificado por el
Real Decreto 1200/1999, de
9 de julio.
Artículo 76.
Uno. El sorteo del cupón
prociegos se celebrará con-
forme a la reglamentación
aprobada  por  el  Consejo
General y será desarrollado
en todos sus actos con ple-
nas garantías de seguridad,
transparencia y publicidad.
Dos. La Dirección General
dictará   las    normas    que
estime convenientes y nece-
sarias  para   el  buen   fun-
cionamiento de los sorteos
del cupón, de acuerdo con lo
aprobado  por  el   Consejo
General a este respecto.
Tres. Las modalidades, fre-
cuencias y demás aspectos
de los sorteos del cupón se
efectuarán de conformidad
con lo dispuesto en el Real
Decreto 358/1991,  modifi-
cado por el Real Decreto
1200/1999, y en el Acuerdo
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	Artículo 22. La cuantía de
las comisiones que se deven-
garán los vendedores, calcu-
lada sobre el producto bruto
de la venta, será la siguiente:
1. Cupo ordinario: constitui-
do por el número de cupones
fijados por el Consejo, en
atención a las circunstancias
personales de cada vendedor:
el cuarenta por ciento.
2. Cupo Especial: integrado
por un número variable de
cupones,  en   razón   de  las
posibilidades   de   venta   y
demás   factores  apreciados
por la Jefatura: el veinte por
ciento.
Artículo 23. Antes de verifi-
carse   el   sorteo   diario   y
después de haber liquidado
con    los    vendedores    los
cupones no vendidos en la
cuantía  permitida  para   su
devolución,  se procederá a
entregarles los correspondi-
entes al sorteo próximo, pre-
vio pago de su importe, del
que se deducirán sus respec-
tivas comisiones.
También antes del sorteo, se
procederá a la inutilización
de los cupones devueltos y de
ios     correspondientes     al
mismo, que pudieran existir
en almacén, por no haberse
puesto a la venta.
Artículo 24. La liquidación
diaria de la venta de cupones,
es decir, su entrega, recogida
e inutilización de los devuel-
tos y sobrantes, así como el
ingreso del producto de los
	concesión estatal del cupón.
c)   Cuando   se   trate   de
modalidades  de juego, de
naturaleza  activa o pasiva
distinta del cupón, la autor-
ización expresará, de forma
clara,  los  términos,  condi-
ciones   y  límites   máximos
dentro   de   los   cuales   la
ONCE podrá desarrollar la
gestión de dichos juegos.
3. El Consejo General de la
ONCE podrá adoptar cuan-
tas decisiones sean precisas
en materia del régimen de
sorteos del cupón, y de otras
modalidades de juego, autor-
izadas, que vengan acon-
sejadas por razones organi-
zativas, económicas o com-
erciales,   siempre   que   se
desarrollen   dentro   de   los
límites  máximos  estableci-
dos  en  el  Acuerdo   autor-
izador.
4. La ONCE explotará una
modalidad   de   lotería   de
ámbito nacional, denomina-
da lotería instantánea o pre-
sorteada,  en  los  términos,
condiciones, alcance y pla-
zos   previstos   en  el   Real
Decreto 1336/2005, de 11 de
noviembre,  por el  que  se
autoriza a la Organización
Nacional        de        Ciegos
Españoles la explotación de
una lotería instantánea o pre-
sorteada.
	General entre el Gobierno de
la   Nación   y   la   ONCE,
vigente en cada momento.
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	vendidos, será practicada en
las Delegaciones adminis-
trativamente  autónomas  a
presencia del interventor o
funcionario que  le repre-
sente.
Esta   reseña   comprenderá
también      los      cupones
sobrantes          de          las
Delegaciones         Locales
dependientes,  en  las   que
tales operaciones se efectu-
arán     a     presencia     del
Delegado Local y de un fun-
cionario,    quienes    autor-
izarán los correspondientes
sobres, comunicando, previ-
amente, por el procedimien-
to que ofrezca mayor garan-
tía,   antes   de   conocer   el
número     premiado,     los
cupones   no   vendidos   e
igualmente inutilizados, con
detalle   de   las   series   y
números.
Los sobres de referencia se
harán seguir certificados a
correo     seguido,     a     la
Delegación correspondiente,
en la que se conservarán sin
abrir durante el plazo míni-
mo de un mes.
Artículo 25. Los sorteos se
efectuarán públicamente en
los      locales      de      las
Delegaciones  administrati-
vamente    autónomas;    a
presencia del Delegado o
Jefe Administrativo designa-
do por éste al efecto.
Dichas           Delegaciones
dispondrán de un Libro de
Actas en el que se extenderá
diariamente la correspondiente
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	al sorteo celebrado, hacién-
dose constar en ella todos los
datos   relativos   al  mismo.
Estas Actas serán autorizadas
inmediatamente después de
finalizado el sorteo, con las
firmas  de los funcionarios
que lo presenciaron, dos per-
sonas de las asistentes entre
el público y un agente nom-
brado    por    la   Autoridad
gubernativa.
Artículo         26.          Las
Delegaciones   Locales   lle-
varán un Libro de Actas sum-
inistrado por la Jefatura a
través   de   la   Delegación
respectiva.      En     él      se
consignarán diariamente los
datos de cada sorteo, relacio-
nando los cupones puestos a
la venta, los devueltos y los
vendidos,    así    como    el
importe  de  las  comisiones
devengadas y el líquido de la
venta. Estas Actas serán fir-
madas por el Delegado Local
y   un   funcionario   de   la
Delegación, y se extenderán,
a más tardar, al día siguiente
de cada sorteo.
	
	


Del mismo se desprende una articulación jurídica que denota una concepción radical-
mente distinta a la establecida inicialmente. En primer lugar, la evolución origina que no
sólo se regule el sorteo de! cupón, sino también de los demás juegos de azar autorizados
en los Acuerdos entre el Gobierno de la Nación y la ONCE. Segundo, el régimen de auto-
rizaciones establece los límites máximos, dentro de los cuales la ONCE podrá desarrollar
la gestión de las distintas modalidades de juego, pasivo o activo, de que se trate. Respecto
al cupón, dichos límites máximos se referirán al volumen máximo de emisión y ventas
anuales, porcentaje máximo de premios, precios máximos del cupón y los criterios para su
actualización, sorteos extraordinarios y cuantas otras cuestiones sean precisas para un
correcto ejercicio por la ONCE de la concesión estatal del cupón. Tercero, la autonomía
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adquirida por la corporación de derecho público de carácter social posibilita que el Consejo
General de la ONCE pueda adoptar las decisiones que sean precisas, por razones organi-
zativas, económicas o comerciales, sin efectuar consulta alguna, siempre que se desarro-
llen dentro de los límites máximos establecidos en el acuerdo autorizador. Cuarto, las dis-
tintas reformas efectuadas sobre el cupón y el sorteo, hacen que hoy podamos hablar de
una modalidad de lotería de carácter nacional que ha adquirido la "mayoría de edad".
5.2. Una innovación muy reciente: el reglamento regulador del sorteo del cupón.
Para determinar la situación actual, tengo que hacer referencia a la Resolución de la
Secretaría General de Asuntos Sociales, de 30 de enero de 2004, que da publicidad al regla-
mento regulador del sorteo del cupón de la ONCE.
Se estructura del siguiente modo: cap. II. Composición y atribuciones de la mesa del
sorteo119; cap. III. Constitución de la mesa del sorteo120; cap. IV. Operaciones previas a
119 Vide Resolución de la Secretaría General de Asuntos Sociales de 30 de enero de 2004 (BOE de
24 de febrero, núm. 47), que da publicidad al reglamento regulador del sorteo del cupón de la ONCE,
modificada por la Resolución de 15 de abril de 2005, de la Secretaría de Estado de Servicios
Sociales, Familias y Discapacidad, que da publicidad a la modificación de determinados aspectos del
Reglamento regulador del sorteo del cupón de la Organización Nacional de Ciegos Españoles (BOE
de 10 de mayo, núm. 111):
«Artículo 5. El sorteo del cupón es el acto formal de extracción reglada de números y serie o series,
que determinarán los premios, según el juego de que se trate, y cualquier otra extracción adicional
que pudiera contemplar la normativa específica de cada producto.
Artículo 6. La mesa del sorteo estará formada, como mínimo, por el Presidente y un Técnico de
Control de Gestión Económico-Financiera de la ONCE, previamente designados por el Director
General de la ONCE, para todos los sorteos que se celebren durante el período que se establezca en
el correspondiente encargo. El Técnico de Control auxiliará al Presidente y actuará como Interventor
del acto del sorteo. El Presidente de la Mesa podrá solicitar la presencia de uno o dos testigos volun-
tarios elegidos entre el público presente. Esta composición permanecerá inalterable independiente-
mente del lugar, fecha y hora en que se celebre el mismo.
Artículo 7. Para cada uno de los sorteos a celebrar, se designará un suplente, tanto del Presidente
como del Interventor.
Artículo 8. Para todos los sorteos, se solicitará al Colegio de Notarios de la localidad en la que se
celebre el sorteo, la asistencia de un Notario. Si se diera la circunstancia de no acudir, la Mesa del
sorteo tendrá que facultar la presencia de un testigo en la misma.
Artículo 9. El Presidente de la Mesa del sorteo será designado por el Director General de la ONCE entre los afi-
liados a la ONCE con cargo directivo o categoría profesional de mando intermedio, que preste sus servicios en
cualquiera de las entidades y sociedades que conforman el Grupo ONCE. Como máximo representante de la
ONCE durante el acto del sorteo, el Presidente tendrá la facultad irrenunciable de interpretación de la normativa
reguladora durante el acto de celebración del mismo y será el único habilitado para resolver aquellos supuestos o
contingencias imprevisibles o sobrevenidas que dificulten la correcta celebración del sorteo.
Será función del Presidente la de resolver, con plena capacidad decisoria, todas aquellas cuestiones rela-
cionadas directamente con el acto del sorteo o aquellas que pudieran guardar relación o influencia con el
mismo. Su labor estará orientada a que el sorteo se desarrolle en el marco reglamentario y procedimiental
que rige el mismo, velando por su seguridad, fiabilidad y transparencia.
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la realización del sorteo121; cap. V. Celebración y garantías del sorteo122; cap. VI.
Incidencias durante la celebración del sorteo123; cap. VII. Distribución de los premios124;
cap. VIII. Pago de premios125.
5.3. La autorización del sorteo del cupón pro-ciegos y de la gestión de otros juegos
de azar que explota la ONCE.
Artículo 10. El Interventor será el encargado de comprobar todos los pormenores del desarrollo del
sorteo, especialmente el detalle numérico y la correcta exposición pública de las bolas en el mismo
momento en que queden expuestas, comunicando al Presidente las deficiencias que pudiera obser-
var. Igualmente, supervisará el libro de Actas, cumplimentando la hoja del día del sorteo correspon-
diente y se asegurará que la suscriben todas las personas que deban hacerlo, con arreglo a lo estipu-
lado en el presente Reglamento».
1 on
120 Vide Resolución de la Secretaría General de Asuntos Sociales de 30 de enero de 2004 (BOE de
24 de febrero, núm. 47), que da publicidad al reglamento regulador del sorteo del cupón de la ONCE,
modificada por la Resolución de 15 de abril de 2005, de la Secretaría de Estado de Servicios
Sociales, Familias y Discapacidad, que da publicidad a la modificación de determinados aspectos del
Reglamento regulador del sorteo del cupón de la Organización Nacional de Ciegos Españoles (BOE
de 10 de mayo, núm. 111):
«Artículo 11. Los componentes de la Mesa del sorteo, así como los suplentes designados, compare-
cerán en el lugar del celebración del mismo, al menos cuarenta y cinco minutos antes de la hora pre-
vista para dicha celebración.
Artículo 12. La Mesa del sorteo deberá quedar constituida, como mínimo, quince minutos antes de
la celebración del sorteo.
Al constituirse la Mesa para la realización de cada sorteo, deberán estar presentes en la misma y
coherentemente colocados en los lugares pertinentes, todos los miembros, los cuales no podrán aban-
donar su sitio hasta que se ultime la celebración, salvo causa de fuerza mayor.
En caso de imposibilidad de asistencia por parte de cualesquiera integrantes de la Mesa, será sustituido por
su suplente respectivo.
Artículo 13. Por motivos de seguridad, cada día en que se celebre sorteo se constituirá una segunda
Mesa del sorteo que permanecerá en reserva en la sede de la Dirección General de la ONCE, la cual
estará disponible para la realización del sorteo en caso de que fuera necesario.
La Segunda Mesa del sorteo será designada por el Director General y tendrá la misma composición
que la Mesa del sorteo.
Esta Segunda Mesa se atendrá a todo lo normado en los artículos 11 y 12 de este mismo capítulo.
Artículo 14. Para el correcto desarrollo del sorteo se contará, además, con el siguiente personal:
1. En el lugar de celebración del sorteo: un técnico de mantenimiento de los bombos, así como el
personal auxiliar que, en su caso, se estime necesario para la extracción de las bolas.
2. En la sede de la Dirección General: un técnico de mantenimiento de los bombos, así como un auxi-
liar encargado de la extracción de las botas y de aquellas otras actividades que le puedan ser enco-
mendadas».
121 Vide Resolución de la Secretaría General de Asuntos Sociales de 30 de enero de 2004 (BOE de 24 de febre-
ro, núm. 47), que da publicidad al reglamento regulador del sorteo del cupón de la ONCE, modificada por la
Resolución de 15 de abril de 2005, de la Secretaría de Estado de Servicios Sociales, Familias y Discapacidad,
que da publicidad a la modificación de determinados aspectos del Reglamento regulador del sorteo del cupón
de la Organización Nacional de Ciegos Españoles (BOE de !0 de mayo, núm. 111):
942
«Artículo 15. En el día, hora y lugar señalado para cada sorteo, una vez constituida la Mesa del sorteo, así como
la Segunda Mesa, se dará comienzo a las operaciones previas al sorteo.
Artículo 16. El personal auxiliar del sorteo, así como los técnicos de mantenimiento, comprobarán el correcto
funcionamiento de todos aquellos elementos que puedan intervenir en el acto de celebración del sorteo o tare-
as posteriores: bombos, cuadro de mandos, estado de las bolas, paneles del número premiado, funcionamien-
to del sistema informático, códigos de acceso, fax, etc, dándose cuenta al Presidente de las anomalías que
pudieran surgir. La relación de actuaciones o funciones a que se refiere este párrafo no es exhaustiva y, en su
virtud, el personal atenderá todas aquellas propias o vinculadas al acto cuya realización les pueda ser encomen-
dada.
Artículo 17. Se presentarán las bolas de los números al Presidente e Interventor, los cuales deberán dar su con-
formidad. A continuación, se introducirán en los bombos dispuestos al efecto, poniéndose en funcionamiento
éstos a fin de que las bolas se mezclen suficientemente. Semestralmente, y bajo la supervisión de una Unidad
de la ONCE diferente a la responsable de realizar el sorteo, se someterá las características de las bolas a con-
trol de un perito ajeno a la ONCE, quien certificará ante Notario que todas las bolas tienen el mismo tamaño,
peso y color, salvo cuándo la normativa específica de un sorteo prevea una excepción a esta regla.
Adicionalmente, el Presidente y el Interventor comprobarán que el Sistema Central de Control de Juego al que
están conectados los Terminales de Punto de Venta se encuentra cerrado, de tal forma que no sea posible expe-
dir nuevos cupones o introducir modificación alguna en los ficheros contemplados en la letra g) del artículo
primero, a cuyos efectos comprobará que se ha emitido la copia de seguridad de dichos ficheros».
122 Vide Resolución de la Secretaría General de Asuntos Sociales de 30 de enero de 2004 (BOE de 24 de febre-
ro, núm. 47), que da publicidad al reglamento regulador del sorteo del cupón de la ONCE, modificada por la
Resolución de 15 de abril de 2005, de la Secretaria de Estado de Servicios Sociales, Familias y Discapacidad,
que da publicidad a la modificación de determinados aspectos del Reglamento regulador del sorteo del cupón
de la Organización Nacional de Ciegos Españoles (BOE de 10 de mayo, núm. 111):
«Artículo 18. El sorteo del cupón, único para todo el territorio del Estado Español, se celebrará todos los días
determinados previa y expresamente por la ONCE, que fijará a su vez la hora y el lugar del mismo con ante-
lación suficiente para que el público pueda conocerlo, teniendo el sorteo siempre carácter público.
Artículo 19. El sorteo del cupón de la ONCE consistirá en la extracción aleatoria de un número (número pre-
miado) entre los 100.000 posibles. Asimismo, en función de la modalidad del sorteo, se podrán extraer aleato-
riamente una o más series (series o series premiadas) entre el total de series emitidas, y realizar las extraccio-
nes adicionales que pudieran figurar contempladas en la normativa específica de cada producto.
Artículo 20. El desarrollo del sorteo se efectuará de la forma siguiente:
1. Para la determinación del número premiado en los sorteos se utilizarán cinco bombos, que vistos sucesiva-
mente de izquierda a derecha, desde el plano de observación del público espectador, corresponderán, el prime-
ro a las decenas de millar, el segundo a las unidades de millar, el tercero a las centenas, el cuarto a las decenas
y el quinto a las unidades.
2. Cada uno de los bombos contendrá diez bolas del mismo tamaño, color y peso, que numeradas ordinal y
correlativamente del cero al nueve habrán sido introducidas previamente en su interior.
3. Podrán existir bombos adicionales en función de lo dispuesto en las normas específicas de cada sorteo.
4. Antes de extraer las bolas, deberán ser volteados cada uno de los bombos, parándolos posteriormente de
forma que el dispositivo de salida quede situado en la parte inferior, precediéndose posteriormente a extraer
una bola de cada bombo por el orden sucesivo de decena de millar, unidad de millar, centena, decena y unidad.
5. Las cinco bolas extraídas y en su orden de extracción constituirán el número premiado.
6. Una vez extraída cada bola, se mostrará al público y se comunicará en voz alta. Asimismo, también se anun-
ciará el número y serie o series premiados, quedando expuestos a continuación en lugar visible. Cualquier error
detectado por la Mesa sobre una o varias de las bolas comunicadas, será rectificado al final del sorteo por la Mesa,
debiendo repetir en voz alta una a una las bolas extraídas y el número y serie o series premiados.
Artículo 21. Inmediatamente después de celebrado el sorteo, se levantará acta recogiendo los pormenores del
mismo en el libro diligenciado y foliado que se llevará al efecto y que suscribirá el Presidente, el Interventor,
el Notario y, en su caso, el testigo o testigos si los hubiese. En dicha acta constará: nombre, cargo, número del
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DNI y firma de las personas que la suscriben; fecha, lugar y hora del sorteo, número y serie o series premia-
dos en guarismos y en letra, y cuantas observaciones se estimen oportunas a juicio del Presidente.
Artículo 22. El número premiado y, en su caso, la serie o series premiadas serán publicados por la ONCE [...]».
123 Vide Resolución de la Secretaría General de Asuntos Sociales de 30 de enero de 2004 (BOE de 24 de febre-
ro, núm. 47), que da publicidad al reglamento regulador del sorteo del cupón de la ONCE, modificada por la
Resolución de 15 de abril de 2005, de la Secretaría de Estado de Servicios Sociales, Familias y Discapacidad,
que da publicidad a la modificación de determinados aspectos del Reglamento regulador del sorteo del cupón
de la Organización Nacional de Ciegos Españoles (BOE de 10 de mayo, núm. 111):
«Artículo 23. Si durante el proceso de extracción de bolas existiera un fallo mecánico, dicha extracción se hará
de modo manual y previa consulta con los miembros de la Mesa del sorteo. Este acto lo ejecutará, única y exclu-
sivamente, la azafata o auxiliar del bombo correspondiente.
Artículo 24. En el supuesto de ser extraídas sucesivamente más de una bola en alguno de los bombos, tendrá
validez aquella que haya sido extraída en primer lugar, siempre y cuando exista la posibilidad material, a jui-
cio del Presidente, de determinar esta contingencia. En caso de existir duda racional, a juicio del Presidente,
acerca de cuál de las bolas ha sido la primera en ser extraída del bombo, se procederá a su vaciado completo,
introduciéndose nuevamente la totalidad de las bolas correspondientes al mismo por el orden establecido con
anterioridad, realizándose a continuación, nuevamente, las operaciones de volteo y extracción de bola.
Las operaciones descritas en este artículo no invalidarán las bolas extraídas correctamente de los demás bom-
bos.
Articulo 25. En el supuesto de caída de la bola extraída, una vez anunciada, y de que ésta no se pudiera loca-
lizar por cualquier motivo, la Mesa tendrá la facultad de comprobar las bolas no extraídas, una vez finalizado
el acto. Caso de producirse lo contrario, es decir, que la bola extraída se cayera sin conocer su número, la Mesa
tiene la capacidad decisoria de paralizar el sorteo y comprobar todas y cada una de las bolas que quedaran en
el bombo correspondiente, con lo que, lógicamente, por exclusión, se averiguaría la bola que se extrajo.
Artículo 26. Si la bola anunciada no fuera la correcta, el Interventor lo pondrá en conocimiento del Presidente
y procederá a enunciar el número correcto al finalizar la extracción del resto de los bombos, salvo en aquellos
casos en que la azafata o auxiliar, corrija a tiempo su error. En cuyo caso, igualmente, el Interventor a conti-
nuación procederá a enunciar el número correcto.
Artículo 27. En el supuesto de no poderse realizar el sorteo en el lugar y hora previstos, por causas insalvables,
el Presidente de la mesa comunicará a la Segunda Mesa, constituida en la sede de la Dirección General de la
ONCE, la necesidad de que asuma la ejecución del acto del sorteo. Ambas Mesas permanecerán constituidas
hasta la finalización del mismo.
Asimismo, si un sorteo tuviera que ser interrumpido en el curso de su ejecución por un evento imprevisto, la
Mesa levantará acta de los números correspondientes a las bolas válidamente extraídas hasta el momento de la
interrupción, precediéndose a la continuación del mismo por parte de la Segunda Mesa. Si esto tampoco fuera
posible, se procederá a la reanudación del sorteo en el plazo máximo de veinticuatro horas.
Para reiniciar el sorteo no se utilizarán los bombos de las bolas válidamente extraídas, realizándose las extrac-
ciones de los bombos restantes».
124 Vide Resolución de la Secretaría General de Asuntos Sociales de 30 de enero de 2004 (BOE de 24 de febre-
ro, núm. 47), que da publicidad al reglamento regulador del sorteo del cupón de la ONCE, modificada
por la Resolución de 15 de abril de 2005, de la Secretaria de Estado de Servicios Sociales, Familias y
Discapacidad, que da publicidad a la modificación de determinados aspectos del Reglamento regulador del sor-
teo del cupón de la Organización Nacional de Ciegos Españoles (BOE de 10 de mayo, núm. 111), art. 28.
125 Vide Resolución de la Secretaría General de Asuntos Sociales de 30 de enero de 2004 (BOE de 24 de
febrero, núm. 47),, modificada por la Resolución de 15 de abril de 2005, de la Secretaría de Estado de
Servicios Sociales, Familias y Discapacidad, que da publicidad a la modificación de determinados aspec-
tos del Reglamento regulador del sorteo del cupón de la Organización Nacional de Ciegos Españoles (BOE
de 10 de mayo, núm. 111), que da publicidad al reglamento regulador del sorteo del cupón de la ONCE,
arts. 29-33.
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5.3.1. Autorización administrativa.
A. Concepto y naturaleza jurídica.
a)
Concepto.
En el Real Decreto 1778/1994, de 5 de agosto, por el que se adecúan a la LRJPAC los
procedimientos de otorgamiento, modificación y extinción de autorizaciones, se ofrece una
definición amplia de esta categoría jurídica, art. 1.2:
«A los efectos de este Real Decreto sé entiende por autorizaciones todos aquellos actos admi-
nistrativos, cualquiera que sea su denominación específica, por los que, en uso de una potestad
de intervención legalmente atribuida a la Administración, se permite a los particulares el ejerci-
cio de una actividad, previa comprobación de su adecuación al ordenamiento jurídico y valora-
ción del interés público afectado».
En la misma ya se apuntan algunas consideraciones importantes126: legalidad, adecua-
ción al interés público, potestad de intervención de la Administración.
b)
Naturaleza jurídica.
La riqueza de manifestaciones de la autorización constituye, sin duda, una llamada a la
cautela en el manejo de esta técnica. Varias son las manifestaciones determinadas por la
doctrina, cuya reiteración no es precisa en este trabajo127. Sin embargo, quizás sea nece-
sario poner de manifiesto, que para llegar a la realidad actual, esta categoría jurídica ha
sufrido una profunda evolución. En la concepción clásica, la autorización supone un dere-
cho o facultad preexistente en el sujeto autorizado. También supone una valoración de la
oportunidad del ejercicio de un derecho, en el caso de las autorizaciones discrecionales, o
bien en la comprobación de las circunstancias objetivas.
En opinión del profesor Morell, la autorización es, pues, un acto habilitante, una conditio
iuris, que permite al particular ejercer una situación jurídica activa que le es propia, que puede
consistir en un derecho preexistente, un mero interés legítimo a obtener la autorización o en
una libertad128. La intervención de la Administración, que puede tener carácter reglado o dis-
crecional, incide en la situación jurídica del particular, bien respetándola en su integridad, o
126 Vide STS de 30 de septiembre de 1991 (Ar. 7643), donde define las licencias municipales de apertura
e instalación de establecimientos: «declaraciones de voluntad por las que la Administración permite a un
sujeto el ejercicio de un derecho subjetivo, previa valoración de la legalidad de tal ejercicio».
127 Cfr. Eduardo GARCÍA de ENTERRÍA y Tomás-Ramón FERNÁNDEZ, Curso de derecho adminis -
trativo, Vol. II, 4a ed, Madrid, 1993, pp. 135 y ss.
128 Vide Luis MORELLOCAÑA, Curso de derecho administrativo, Tomo II, Aranzadi, Pamplona, 1996,
p. 45.
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bien despojándola de aquellas facultades o contenidos que sean contrarios al interés público.
La postura del profesor Parejo129, también admite que la autorización opera sobre activi-
dades y derechos de titularidad privada. La consecuencia es que la autorización no incide
sobre la actividad o el derecho mismo, sino exclusivamente sobre su ejercicio. La autoriza-
ción se emplea en los casos en que el control preventivo que la Administración lleva a cabo
se limita a la estricta comprobación objetivo-jurídica de la observancia de las condiciones y
los requisitos normativamente definidos con carácter general, es decir, en que dicho control
se construye en términos de potestad reglada. De ahí se desprende que la autorización es un
acto reglado, debido, declarativo y favorable, ya que remueve la prohibición normativa de
ejercicio de la actividad o del derecho.
Ahora bien, también destaca este autor que no todas las autorizaciones responden a este
modelo ideal, diferenciándose en la intensidad del control administrativo y las características
de la materia. Desde esta perspectiva se distinguen tres tipos de autorizaciones: primero, las
aprobaciones, homologaciones, verificaciones y autocertificaciones; segundo, las clásicas
autorizaciones, de carácter reglado, que representan un acto de mera comprobación de los
requisitos legales para el legítimo ejercicio del derecho que se pretende; tercero, las autoriza-
ciones próximas a las concesiones, de carácter discrecional, en las que el acto administrativo
pasa a ser, incluso y en realidad, constitutivo de un derecho que antes no podía decirse con
propiedad y en rigor que existiera plenamente en la esfera del ciudadano, Todo ello explica
que no sea posible reconducir la enorme variedad de regulaciones de las autorizaciones a un
único régimen sustantivo130. Hoy día se destaca el carácter cada vez más ilusorio de la exis-
tencia de un derecho preexistente131. La creciente complejidad de la intervención pública, la
amplia discrecionalidad administrativa y la frecuente limitación en su número, lleva a la
siguiente consideración132:
129 Vide Luis PAREJO ALFONSO, Antonio JIMÉNEZ BLANCO, Luis ORTEGAALVAREZ, Manual de
derecho administrativo, Ariel, Barcelona, 1990, pp. 335 y ss.
130 Ibídem, p. 337.
131 Vide Santiago MUÑOZ MACHADO, Servicio público y mercado, Vol, I, Cívitas, Madrid, 1998, pp. 310 y
311: «Las autorizaciones administrativas han conocido un proceso de diversificación. Al margen de una primiti-
va disputa doctrinal sobre la naturaleza de la autorización, que forma parte de los debates clásicos del Derecho
público, existen en la actualidad tantos tipos de autorizaciones administrativas que resulta difícil reconducirlas
todas a una misma categoría. En unos casos la Administración se limita a verificar la adecuación a la legalidad de
la actividad de los privados; y en otros, sin embargo, la somete a tantos condicionamientos, intervenciones ulte-
riores, potestades de vigilancia, control y sanción, que no resulta fácil distinguir el régimen de estas autorizacio-
nes (llamadas operativas porque la Administración se mantiene vigilante durante todo el tiempo que dura la acti-
vidad autorizada), de los principios clásicos de las concesiones».
132
Vide Eduardo GARCÍA de ENTERRÍA y Tomás-Ramón FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, Curso de
derecho administrativo, Vol. II, o.c, pp. 137-138.
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«[...] no es un derecho subjetivo propiamente tal, sino solamente un poder genérico de libre
desenvolvimiento de la personalidad cuya concreción encuentra, precisamente, en la autorización
ya otorgada su título específico de concreción y contenido [...]. Hablar en estos casos de un dere-
cho preexistente no sólo es ilusorio, sino que está en abierta contradicción con la realidad de las
cosas, que muestra con toda claridad hasta que punto difieren las posiciones del sujeto autoriza-
do antes y después de la autorización».
En resumen, la autorización se concibe en nuestros días como una técnica de intervención
administrativa que se proyecta sobre actividades propias de los particulares. Las discrepancias
se destapan en relación con la posición jurídica del sujeto autorizado.
Por todo ello podemos distinguir la autorización de efecto continuado u operativa de las
autorizaciones tradicionales en base a tres caracteres: primero, no persiguen un control pura-
mente negativo, de mera supresión de un límite para el ejercicio de una actividad, sino un con-
trol positivo, proyectado hacia el futuro en el seguimiento del ejercicio de dicha actividad;
segundo, las autorizaciones de efecto continuado u operativas tienen por objeto la prestación a
la colectividad, y por ello el interés público se eleva a un primer plano; tercero, la obligación de
pagar por parte de los usuarios, adquiere el carácter de privado con otro particular.
Un prototipo perfectamente definido ha sido el de las autorizaciones bancarias133, o la
autorización de un centros hospitalario que incluye diversas especialidades. Aunque la acti-
vidad en principio es libre, estamos ante un acto de clara naturaleza organizativa que incor-
pora al sujeto autorizado a un complejo orgánico determinado, que va más allá de la mera
remoción de unos obstáculos para el ejercicio de un derecho que previamente le correspon-
de. Es decir, se trata de una figura muy cercana a la concesión.
La importancia y trascendencia de estas actividades justifica que la norma no se limite
simplemente a exigir el control inicial de su ejercicio, sino que se trata de encauzar y veri-
ficar regularmente el desarrollo de la actividad134.
8. Diferencia con figuras afínes: homologación, certificación y en especial la
acreditación.
Aunque en esta materia el elemento clave es la autorización, también nos podemos
encontrar con otros términos que pueden actuar como elemento conectivo de una determi-
nada relación jurídica.
133
Vide Sebastián MARTÍN-RETORTILLO BAQUER, Derecho administrativo económico, Vol. I, La
Ley, Madrid, 1988, p. 193.
134
Vide Eduardo GARCÍA de ENTERRÍA y Tomás-Ramón FERNÁNDEZ, Curso de derecho adminis -
trativo, Vol. 11, o.c, pp. 140-141. Vide Luis MORELL OCAÑA, Curso de Derecho Administrativo, Tomo
II, Aranzadi, Pamplona, 1996, pp. 147 y ss.
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Es frecuente que se utilice un término como el de homologación135. Sin embargo en este
caso se trata más bien de un proceso de normativizacion respecto a un estándar previo, que
se utiliza con más frecuencia.
Como ejemplo indicativo de las afirmaciones que estoy efectuando puedo asegurar que
con frecuencia se expone que en materia sanitaria, la autorización administrativa (que se
otorga con carácter permanente) por la autoridad competente, podría ser sustituida por la
certificación136 (de duración predeterminada) o por la acreditación137 (sistema con auditoria
135 Vide Santiago MUÑOZ MACHADO, La sanidad pública en España (Evolución histórica y situación
actual), Instituto de Estudios Administrativos, Madrid, 1975, p. 199, respecto de la Ley de 21 de julio de 1962,
sobre coordinación hospitalaria: «El juicio que haya de formularse sobre esta ley ha de apoyarse en la contempla-
ción de si sus objetivos se han cumplido. Uno de ellos, de gran trascendencia, como es la homologación de los
centros hospitalarios, señalando sus condiciones mínimas, los servicios con que han de contar, etc, [...]».
Existe cierta similitud con lo que ocurre en el sector privado. En éste, existe un proceso imparable para la
consecución de una normalización que afecta no sólo a las condiciones comerciales en los mercados de
explotación, sino también en el mercado nacional. Es decir, en el ámbito empresarial y también en el sani-
tario se suelen utilizar los siguiente conceptos:
Normalización: Es toda actividad que aporta soluciones para aplicaciones repetitivas que se desarrollan,
fundamentalmente en el ámbito de la ciencia, la tecnología y la economía, con el fin de conseguir una orde-
nación óptima en un determinado contexto. La razón de ser de la normalización es la regulación o puesta
en buen orden de aquello que no lo estaba.
Homologación: Al homologar algo lo estamos sometiendo por obligación, al dictamen de un organismo
calificado, para aprobar su coincidencia o no con leyes o reglamentaciones normativa de obligado cumpli-
miento, en razón de los altos intereses de la comunidad. En resumen: si nos conceden la homologación,
actuaremos dentro de los alcances de las leyes; si no fuese así, no.
Certificación: Cuando por el contrario se busca un dictamen semejante por razones de prestigio, de pactos
o cláusulas contractuales con nuestros clientes o consumidores, pero sin la presión de la obligación admi-
nistrativa, estamos ejercitando un acto de capacidad en nuestra confianza y en la calidad de nuestra activi-
dad que implica madurez y responsabilidad por encima de la mera sujeción a las leyes: buscamos la certi-
ficación o constatación de nuestros méritos para ser más competitivos.
Debo plantear ya, que muchas empresas del sector sanitario, obtienen simultáneamente por parte de las
autoridades competentes la calificación, acreditación, normalización, homologación y certificación, lo que
sin duda constituye una doble garantía para todos los usuarios de las mismas.
136 Vide Luis BOHIGAS, "La acreditación de hospitales: un paso hacia la liberalización del mercado hospitala-
rio español", en La regulación de los servicios sanitarios en España, Cívitas, Madrid, 1997, pp. 105 y 106: «La
certificación de los hospitales tiene una larga tradición en EEUU donde nació en 1918 bajo la denominación de
ACREDITACIÓN. Su objetivo es el mismo que la certificación de las industrias, es decir, la revisión mediante
un organismo independiente de los sistemas de calidad del hospital para verificar que están de acuerdo con las
normas generalmente aceptadas. La motivación de la acreditación es la misma que la certificación industrial:
demostrar al cliente que el hospital tiene instrumentos calibrados para controlar su calidad. Al igual que otras
empresas de servicios, el hospital tiene muchas dificultades para homologar sus productos, por lo que la estrate-
gia es más eficiente en la actualidad para demostrar que la calidad está en la certificación.
El sistema de acreditación está muy desarrollado en EEUU, Canadá y Australia debido a la existencia en
estos países de mercados hospitalarios, es decir, de la capacidad de elección del hospital por parte del
paciente que quiere ser tratado. Esta situación no es igual en Europa, donde existen situaciones de mono-
polio en los servicios hospitalarios. En algunos países los hospitales son públicos y su situación es por defi-
nición de monopolio. En otros sistemas los hospitales son privados sin finalidad lucrativa, pero su situa-
ción es de clientela cautiva y por lo tanto no están sometidos a la competencia».
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permanente), tanto de centros, servicios y establecimientos sanitarios como de profesiona-
les138. Tanto una como otra presentan una potencialidad muy elevada. Sin embargo en sus for-
mulaciones teóricas no se aprecia nitidez para diferenciar dos términos cuyo significado res-
ponde a realidades diferentes.
La acreditación no es una licencia de funcionamiento139, sino un proceso abierto que bási-
camente consiste en garantizar la calidad a partir del criterio de asegurar unos mínimos bási-
137
Vide: Adolfo SERIGO SEGARRA y Pedro PORRAS ORÚE, La planificación de la asistencia hospitalaria
en España, Patronato Nacional de Asistencia Psiquiátrica, Madrid, 1966, pp. 98 y 99: «El tercer concepto es el de
la acreditación hospitalaria. Prescindiendo del término de clara influencia anglosajona, el concepto por él refleja-
do es un escalón más en el desarrollo de una política activa en materia de promoción, de perfeccionamiento de
equipos y niveles de asistencia. En términos jurídico-administrativos puede afirmarse que constituye una activi-
dad de fomento. Mientras que la inclusión de un hospital en el Catálogo posibilita su funcionamiento como tal y
su engranaje en la Red le integra en la dinámica funcional solidarizándose con la total actividad hospitalaria de la
nación, la acreditación de un establecimiento le eleva a la categoría de hospital modelo o ejemplar. De esta forma,
aunque el Catálogo, al clasificar los hospitales por su nivel asistencial, marque unas diferencias entre ellos, la acre-
ditación, al consagrar a determinados hospitales como modelo, eleva a éstos de categoría y promociona, en vir-
tud de un sistema de emulación, la elevación del nivel en los demás. En lo que toca a la acreditación hospitalaria,
será misión reglamentaria el señalar la clase de acreditación que, en principio, podrá ser total para todo el hospi-
tal o parcial para un servicio en particular. También se habrán de determinar reglamentariamente los requisitos y
los efectos de la acreditación, así como el procedimiento para llevarlos a cabo. La acreditación, pues, podrá ser
exhibida por el hospital como un mérito relevante y sobre todo en aquello que se refiere a las labores de enseñan-
za e investigación». Víctor PÉREZ DÍAZ, "Médicos, administradores y enfermos: la calidad de la asistencia sani-
taria", Papeles de Economía Española, 12/13, (1982), p. 246: «El sistema de acreditación está ligado al sistema
de las autonomías hospitalarias: un modelo de estructura y funcionamiento del sistema hospitalario contrario al
modelo de jerarquización y centralización de la red de hospitales típico de nuestro país». Vide José Manuel
MARTÍN BERNAL, Responsabilidad médica y derechos de los pacientes, La Ley, Madrid, 1998, pp. 275-277:
«Acreditación de hospitales y servicios médicos».
138
Vide Luis BOHIGAS, "La acreditación de hospitales: un paso hacia la liberalización del mercado hos-
pitalario español", o.c, p. 108: «En el sector sanitario existe otra tendencia en alza que puede empujar en
el mismo sentido de valorar externamente la calidad, se trata de la certificación de los profesionales sani-
tarios. El avance de las ciencias médicas es muy rápido y existen cada vez más dudas de que un médico
especialista mantenga su competencia profesional al cabo de unos años de práctica, si no ha hecho un esfuerzo
de formación continua. En algunas especialidades médicas, en EEUU, se evalúa periódicamente la competencia
de los profesionales especialistas, mediante un procedimiento denominado precisamente certificación. El objeti-
vo es evaluar la puesta al día de la competencia profesional y responde tanto a principios éticos de la profesión
como a la necesidad de demostrar a la sociedad que se pueden ofrecer unos servicios de calidad».
139 Vide Francisco GONZÁLEZ NAVARRO, "La relación jurídica de habilitación para la creación de firma elec-
trónica", Libro Homenaje al profesor doctor Sebastián MARTÍN-RETORTILLO BAQUER, pro-manuscripto, pp.
56 y 57: «Tanto la Directiva 99/93/CE sobre firma electrónica como la legislación en el derecho interno español
ponen particular énfasis en la declaración de que la actividad de prestación de los servicios de certificación se lle-
vará a cabo en régimen de libre competencia y sin necesidad de autorización previa. Pero es evidente que esa liber-
tad de acceso al mercado de las empresas que se dediquen a esta actividad debe conjugarse con la necesidad que
dichas empresas reúnen los requisitos de capacidad económica e idoneidad técnica a los que acabo de referirme.
Sé entiende así que el artículo 3 de la directiva citada disponga, en lo que ahora interesa lo siguiente: "Art. 3.
Acceso al mercado. 1. Los Estados miembros no condicionarán la prestación de servicios de certificación a la
obtención de autorización previa.
2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 1, los Estados miembros podrán establecer o mantener sis
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cos140, mediante un análisis de su estructura física, orgánica y funcional, basándose en su
comparación con unas normas establecidas141. Evidentemente tiene carácter voluntario si se
pretende llegar a obtenerla, y previamente, es necesario que el centro o establecimiento esté
autorizado. La acreditación puede ser total o parcial dependiendo de la regulación sectorial
establecida al efecto. Puede ser también exigible como un requisito fundamental a la hora de
concertar con la Administración. Y en todo caso tendrá que ser renovada cada cierto núme-
ro de años. Los elementos básicos de un proceso de acreditación serán los siguientes:
«1) Carácter voluntario del proceso: es decir, la institución sanitaria decide libremente
que desea ser acreditada y formula la petición correspondiente. 2) Criterios y estándares defi -
nidos: existe un instrumento objetivo en forma de criterios y estándares o niveles de cumpli-
miento de los mismos, que es utilizado como marco de referencia en el proceso, al objeto de
disminuir al máximo el margen de arbitrariedad o el subjetivismo en las apreciaciones. 3)
Procedimiento de verificación externo: un equipo de auditores ajeno al centro sanitario se
encarga de verificar el grado de cumplimiento por la institución de los criterios y estándares
temas voluntarios de acreditación destinados a mejorar los niveles de provisión de servicios de certifica-
ción. Todas las condiciones relativas a tales sistemas deberán ser objetivas, transparentes, proporcionadas
y no discriminatorias. Los Estados miembros no podrán limitar el número de proveedores de servicios de
certificación acreditados amparándose en la presente Directiva.
3. Los Estados miembros velarán por que se establezca un sistema adecuado que permita la supervisión de provee-
dores de servicios de certificación establecidos en su territorio que expidan al público certificados reconocidos". [...].
Como la actividad de acreditación, aunque relacionada con la que aquí estoy analizando, queda fuera del
contenido de este trabajo, se entenderá que me limite a recordar que el problema de los contornos de esa
unidad jurídica que llamamos autorización no está resuelto, tanto en la doctrina científica como en la legis-
lación y la jurisprudencia».
140 Vide Ignacio M. ARAGO, "Historia del hospital", Revista del Colegio Oficial de Médicos de Barcelona, 3,
(1958), pp. 18 y 19: «Acreditación (Calificación del hospital)». Incluye la historia de la acreditación hospitalaria
y analiza los efectos de la misma. Vide Ley 3/2003, de 6 de febrero, de Ordenación Sanitaria de la Comunidad
Valenciana, art. 10: «Acreditación de centros y servicios sanitarios. Garantía de calidad. Para la acreditación de
centros y servicios sanitarios existirá un organismos público, independiente, cuyos principales objetivos serán: La
evaluación de la calidad y seguridad de los servicios sanitarios. Otorgar un reconocimiento externo de la calidad
de la asistencia prestada. La promoción de la mejora continua de la calidad de los servicios sanitarios. El aporte
a profesionales, ciudadanos y organismos responsables de la prestación asistencial de información comparativa
sobre la adecuación, calidad y efectividad de los servicios sanitarios. La incentivación de la búsqueda de la exce-
lencia y la implicación de los profesionales en todas las fases del desarrollo de la calidad.
Para la adquisición y mantenimiento de la calidad óptima del sistema de salud de la Comunidad
Valenciana, se implantarán sistemas de garantía de calidad y acreditación tanto en establecimientos públi-
cos como en los; privados y concertados».
Vide Orden de 25 de abril de 1983 por la que se regula la acreditación de centros y servicios asisten-
ciales en Cataluña, art. 1o (DOGC de 4 de mayo, núm. 325; corrección de errores en DOGC de 22 de junio,
núm. 339). Vide Lluis BOHIGAS, "La acreditación de hospitales: un paso hacia la liberalización del
mercado hospitalario español", en La regulación de los servicios sanitarios en España, Cívitas, Madrid,
1997, p. 101: «La acreditación de hospitales se sitúa en este contexto de "signaling". Su propósito es enviar
señales a los compradores sobre la calidad de los hospitales y especialmente en distinguir los hospitales
buenos de los que no lo son. Estas señales sirven a los compradores para mejorar su nivel de información
y tomar decisiones más fundamentadas».
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establecidos. 4) Dictamen por órgano independiente: es fundamental que el proceso de acre-
ditación en su conjunto sea llevado a cabo por un organismo totalmente independiente de los
centros e instituciones sanitarias, y que sea dicho órgano el que, a través de los mecanismos
oportunos, tome la decisión definitiva acerca del tipo de acreditación otorgado»142.
A estas alturas de la exposición queda claro que acreditación y autorización son dos
figuras jurídicas diferentes. La acreditación es voluntaria, no se trata del cumplimiento de
unos requisitos reglados para la puesta en funcionamiento del centro para poder iniciar la
actividad, y en cierto modo viene a compensar la rápida evolución de la ciencia y de los
sistemas de funcionamiento de los mismos.
Especial relevancia cobra el organismo acreditador. Las dos características fundamen-
tales son la credibilidad y la imparcialidad y sus funciones se pueden resumir en las
siguientes: en primer lugar establece las normas, en segundo lugar hace las inspecciones
de los centros que quieran acreditarse y en tercer lugar emite los certificados de acredita-
ción. Sería aconsejable crear un organismo único de acreditación que estuviera formado
por el Estado, las Comunidades Autónomas y las Sociedades científicas, que asumiera
todas las funciones de acreditación.
C. Comunicación administrativa.
La solicitud de autorización podrá ser sustituida por una comunicación en los supues-
tos en los que se determine legalmente.
Se trataría de alcanzar la eficacia en un entorno competitivo, donde a la vez que se incor-
poran las nuevas tecnologías se potencia la comunicación y la autorresponsabilidad de los
ciudadanos. Esta meta exige contar con un ordenamiento lo más claro y preciso posible.
Se trata por tanto del fenómeno de simplificación administrativa143 que pretende mejo-
rar con carácter general la relación del ciudadano con la Administración, y en segundo
lugar mejorar la competitividad y eficiencia de las empresas, tratando de suprimir aquellos
requisitos que no se consideren imprescindibles144 145. En principio es posible plantear la
142  Ibídem, p. 109.
143 Vide G. MÁRQUEZ CRUZ, "La simplificación administrativa en el proceso de modernización de la
gestión pública", Revista Galega de Administración Pública, 15, (1997), pp. 105 y ss.
144 Vide Joaquín TORNOS MAS, "La simplificación procedimiental en el ordenamiento español", RAP,
151, (2000), pp. 42 y 43: «La simplificación afectará, desde esta perspectiva, a los procedimientos para
adoptar las manifestaciones de voluntad de la Administración, tratando de conseguir unas decisiones más
rápidas y en cuyo proceso de adopción el administrado haya podido intervenir de forma ágil y eficaz. Para
ello habrá que plantearse en qué casos puede sustituirse el tipo de intervención administrativa (de la auto-
rización a la comunicación realizada por el administrado, con o sin acreditación por una entidad privada,
del acto expreso al silencio), cómo puede mejorarse el proceso interno de adopción de las decisiones admi-
nistrativas (suprimir trámites, mejorar los circuitos de transmisión de información), cómo pueden integrarse
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simplificación en una triple vertiente: simplificación normativa, simplificación orgánica y
simplificación procedimental. Respecto a esta última haré algunas precisiones.
«Esta directa vinculación entre actividad económica y simplificación administrativa tiene su mani-
festación mas clara en el frecuente recurso a la sustitución de la técnica autorizatoria por la técnica de
la comunicación. En estos casos, no se trata en verdad de simplificar el procedimiento de adopción de
un acuerdo administrativo. La simplificación es más drástica, pues consiste en suprimir la intervención
administrativa previa, aquella que condiciona la entrada del operador económico en el mercado.
La autorización es sustituida por la carga del administrado de comunicar el inicio de una acti-
vidad. Se traslada de este modo al particular el deber de adecuar su actividad al ordenamiento,
con la carga añadida en algunas ocasiones, de tener que acompañar la comunicación con una
"acreditación" expedida por un ente público o privado de control.
La técnica de la comunicación no aparece en el sistema español en la legislación general de
procedimiento administrativo, surgiendo en las leyes sectoriales de intervención [...]»146.
Desde el punto de vista dogmático, la novedad que introduce la figura de la comunica-
ción consiste en sustituir el control previo administrativo para el ejercicio de una actividad
por el cumplimiento por el particular de una carga. La carga consiste en poner en conoci-
miento de la Administración que se inicia la actividad, acompañando tal comunicación de
los datos requeridos, debidamente acreditados en su caso. Lo cierto, es que la
Administración se libera de su función controladora previa, y en este sentido la simplifica-
ción va más allá de la creación de la ficción del acto presunto. El ordenamiento se orienta
en otra dirección y traslada al particular el deber de conocer e interpretar el ordenamiento,
para que decida cuándo y de qué modo iniciará su actividad.
Recibida la comunicación, la Administración podrá ejercer su función inspectora
durante un breve periodo de tiempo, transcurrido el cual sin que se formulen observacio-
nes el particular puede iniciar su actividad. Es decir, la Ley se limita a reconocer a la
Administración una potestad de inspección y control, limitando temporalmente el ejerci-
cio de la misma.
procedimientos complejos intraadministrativos o interadministrativos, en qué casos y en qué condiciones
puede sustituirse la formalización de una resolución y su notificación por el recurso a medios informáti-
cos. Todas estas son cuestiones que inciden de modo directo en el proceso que hemos calificado de simpli-
ficación procedimiental, y que dejan de lado los temas conexos de la simplificación normativa y de la sim-
plificación de las estructuras organizativas».
145 Vide Sebastián MARTÍN-RETORTILLO BAQUER, "De la simplificación de la Administración públi-
ca", RAP, 147, (1998), p. 7: «El término simplificación es polivalente; expresa, sabido es, significados dis-
tintos. Los dos que recoge el Diccionario de la Academia, además de muy precisos, están íntimamente vin-
culados: simplificar es -dice- "hacer más sencilla, más fácil o menos complicada una cosa", pero significa
también "reducir una expresión [...] a su forma más breve y sencilla". Y en verdad que vincular la idea de
hacer algo menos complicado con la de reducirlo expresa muy cumplidamente el verdadero alcance del tér-
mino. Simplificar la Administración supondrá, pues, en principio, hacerla menos complicada y, al mismo
tiempo, reducirla».
146 Vide Joaquín TORNOS MAS, "La simplificación procedimental en el ordenamiento español", RAP,
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La contrapartida es que traslada al particular la responsabilidad que pueda derivarse
como consecuencia de los daños que pueda ocasionar el ejercicio de esta actividad comu-
nicada. Aunque la responsabilidad administrativa no desaparece de forma absoluta, pues el
título de imputación puede encontrarse en el no ejercicio de las funciones inspectoras que
le corresponden en el momento de la comunicación y, posteriormente, una vez que la acti-
vidad está en funcionamiento. Por tanto, el título de imputación es el no ejercicio de modo
adecuado de la función inspectora sobre la actividad que se va a desarrollar o que ya se
lleva a cabo.
Es evidente que existen tres intereses implicados en este procedimiento. El interés de
quien desea iniciar la actividad, el interés de los terceros afectados por la actividad y el inte-
rés general, representado por la Administración. Para el primero, supone una posición privi-
legiada que agiliza la realización de su actividad, pero si con posterioridad la Administración
decide imponer nuevas condiciones, las ventajas se tornan en desventajas, pues no recibirá
indemnización administrativa alguna. Los terceros son quizás los más afectados pues desco-
nocen la existencia de la comunicación. El interés general está suficientemente protegido por
la Administración que conoce al ser advertida y si lo estima oportuno procede a actuar.
En definitiva se trata de hacer una llamada sobre la necesidad de diferenciar, en primer
lugar, entre la supresión de lo inútil y la redefinición de lo necesario. Por ello se debe tener
presente el equilibrio de los valores que se verán afectados. Pues el Derecho
Administrativo debe mantener su función de equilibrar tensiones, de buscar el punto justo
entre intereses generales diversos: celeridad, buena administración, transparencia y con-
fianza legítima, seguridad jurídica, etc147.
5.3.2. Criterios generales de autorizaciones y gestión.
Tal y como determina el art. 74 de los Estatutos de la ONCE, el nuevo marco de orde-
nación de las actuaciones de la ONCE en materia de juego, regulado por el Real Decreto
358/1991, modificado por el Real Decreto 1200/1999, y en el Acuerdo General entre el
Gobierno de la Nación y la ONCE, vigente en cada momento, que sustituye al antiguo sis-
151, (2000), pp. 59 y 60. Sin embargo, la simplificación no es un valor absoluto, y en la p. 66 señala: «[...].
Pero la simplificación también puede afectar a trámites que sí tienen una razón de ser, una función de pro-
tección de los intereses o derechos del interesado o de conformación del interés general. En estos casos
deberán ponderarse los dos bienes en juego: por ejemplo, la eficacia o celeridad frente a la buena adminis-
tración. La simplificación deberá ser fruto de una decisión proporcionada, en el sentido de que sea una
medida adecuada al fin perseguido y que cause el menor daño posible a otros bienes en juego».
147 Vide Joaquín TORNOS MÁS, "La simplificación procedimental en el ordenamiento español", o.c, pp.
71-76.
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tema de autorizaciones casuísticas, establece uno nuevo de límites preestablecidos claros,
dentro de los cuales la ONCE actúa sin la necesidad de autorizaciones puntuales, que sólo
serán imprescindibles cuando se precise superar dichos límites.
El Consejo General deberá ser oído con carácter previo al acuerdo sobre las autorizaciones
relativas al régimen de sorteos del cupón prociegos, así como de otras modalidades de juego
de naturaleza activa o pasiva distinta de las del cupón, que definirán con precisión los térmi-
nos, alcance y duración de las respectivas autorizaciones.
El régimen de autorizaciones, para cualquier modalidad de juego gestionado por la
ONCE, se basará en la fijación de criterios e indicadores que establezcan límites máximos,
dentro de los cuales la ONCE podrá desarrollar con plena autonomía la gestión de dichos
juegos. Solamente cuando la ONCE pretenda sobrepasar dichos límites máximos será
necesaria la previa y expresa autorización al respecto, tanto para el juego de cupón como
para otras modalidades de juego pasivo o activo.
Tal y como ha sido expuesto a lo largo de este trabajo, corresponde al Consejo de
Protectorado resolver los recursos contra los actos de la organización, agotando la vía
administrativa previa a la jurisdiccional, en materia de las diferentes modalidades de jue-
gos autorizados a la ONCE, cuando la cuantía del asunto supere 24.040 euros, o la cuan-
tía que pudiera fijarse en el futuro por la legislación aplicable.
5.3.3. De la gestión de otros juegos de azar comercializados por la ONCE.
En el artículo 77 de los nuevos Estatutos de la organización se determina el nuevo marco
de ordenación de las actuaciones de la ONCE en materia de juego, autorizando a la entidad
a iniciar el desarrollo de nuevas modalidades de juego de carácter activo y pasivo, para ase-
gurar su competitividad en el mercado y poder alcanzar el volumen máximo de ventas.
Las modalidades, alcance y condiciones de los juegos activos o pasivos distintos del
cupón vienen establecidos en el Acuerdo General entre el Gobierno de la Nación y la
ONCE, o los que, en su caso, les sustituyan, conforme a los criterios generales regulados
en el artículo 7 del Real Decreto 358/1991, modificado por el Real Decreto 1200/1999.
El régimen de autorizaciones para la gestión de otras modalidades de juego de natura-
leza activa o pasiva distinta de la del cupón expresará, de forma clara, los términos, condi-
ciones y límites máximos dentro de los cuales la ONCE podrá desarrollar la gestión de
dichos juegos.
El Consejo General de la ONCE podrá adoptar cuantas decisiones sean precisas en
materia del régimen de otras modalidades de juego autorizadas, que vengan aconsejadas
954
por razones organizativas, económicas o comerciales, siempre que se desarrollen dentro de
los límites máximos establecidos en el acuerdo autorizador.
6. Cuota de participación del cupón en el juego148.
La cuota de participación del cupón de la ONCE respecto de la cantidad total destina-
da a juegos de azar por los españoles ha sufrido oscilaciones a lo largo del tiempo. Si se
observa la secuencia temporal desde 1970 hasta 1984, se aprecian dos tendencias clara-
mente diferenciadas. En primer lugar se produce una reducción de la cuota, leve pero sos-
tenida, desde 1970; tal descenso pasa a ser muy pronunciado a partir de 1981. Ello no se
debe tanto a incrementos negativos en los niveles de ingresos como a la entrada en el mer-
cado de los juegos legalizados en 1977. Así, si descontamos las máquinas recreativas (sub-
sector con más de un 50 por ciento de participación), la cuota de mercado del Cupón en
1984 sería más del 14 por ciento (un 4,57% sobre el total). Por otro lado, se observa una
fuerte recuperación desde 1984, año en que duplica su cuota de mercado. Tal tendencia se
ha venido manteniendo en los años posteriores149.
En épocas más reciente, después de la atonía mostrada en 2002 por el mercado de juego
público en España, en el que creció sólo un 0,2% en moneda corriente y que supuso, por
tanto, un descenso en la recaudación en términos reales, el año 2003 ha significado el ini-
cio de la recuperación de este mercado, con un crecimiento del 5,7%.
El mayor crecimiento en términos porcentuales se ha producido en las apuestas depor-
tivas, que suben a un ritmo del 16,7% tras la fuerte caída que experimentaron en 2002, un
13,9%. Por su parte el resto de loterías activas (lotos), continúan su tendencia de aumento
de cuota en el mercado de juego público, representando ya en 2003 el 28,4% del mercado
total frente al 23,9% que obtenían en el año 98.
A pesar de lo anterior la lotería pasiva (Cupón y Lotería Nacional) continúa siendo la lotería
de mayor aceptación comercial en España con un 66,5% de cuota de mercado.
El gasto por habitante y año en el mercado de juego público español durante el año
2003 ha sido de 248 euros, creciendo 8,5 euros con respecto al año anterior.
No se disponen de datos oficiales sobre la evolución de las recaudaciones de juego pri-
vado (fundamentalmente máquinas tipo B, bingos y casinos), por lo que no se puede hacer
ninguna valoración acerca de la evolución, de la totalidad del mercado del juego en España.
148 Vide Memoria de la Dirección General de la ONCE, año 2003: Evolución del mercado de juego públi -
co en España.
149 Vide Negociado de Estudios del Juego, "El cupón de la ONCE: evolución socio-histórica, situación
actual", Cuadernos de Información Jurídica, 41, (1989), pp. 84-85.
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7. Publicidad150.
La evolución progresiva y próspera experimentada por la ONCE desde 1984 hasta nues-
tros días, se debe, en gran parte, a la intensa y brillante campaña publicitaria desarrollada por
la Entidad en prensa, radio, televisión y otros medios de comunicación. Este organismo y la
lotería nacional son las dos únicas empresas dedicadas al juego que pueden hacer publicidad.
La ONCE que en 1982 no aparecía en el ranking de las empresas que invertían
más de cien millones de pesetas al año en publicidad, en 1985 pasa a gastar 1.053
millones de pesetas y ya se situó en el décimo lugar del ranking de las empresas
con mayores gastos en esta rama propagandística, mientras que los gastos en
publicidad de las loterías públicas situaban al Ministerio de Economía y Hacienda
en el puesto número 47. En 1986 la ONCE se situó en el puesto 17, en tanto que
el mencionado Ministerio ocupaba el puesto 18.
En 1987 la ONCE gasta 3.054 millones de pesetas para promocionar El Cuponazo151 (2
de octubre de 1987), haciendo un gran despliegue publicitario, que dio por resultado que las
ventas de cupones subieran un 37 por ciento; y la entidad de no videntes, que había recaudado
156.000 millones de pesetas en 1987, obtuvo unas ganancias de 233.000 millones de pesetas al
año siguiente. El colectivo de los privados de vista se ha convertido en una de las primeras empre-
sas de inversión publicitaria en España152.
Quizás nos de una idea la importancia que se otorga a la publicidad y los magníficos
resultados cosechados por la ONCE, el siguiente ejemplo:
«En septiembre de 1987, Televisión Española insertó machaconamente, a todas horas del día
y de la noche, un imaginativo y espectacular anuncio publicitario. Una cámara de cine recorría
de un extremo a otro de la capital de España siguiendo a una interminable columna humana que
empezaba en el Puente de Segovia, continuaba por la Puerta del Sol y atravesaba de punta a
punta, la plaza de toros de Las Ventas.
Esta hilera fue rodada en varias tomas. Para ello se utilizaron más de quinientos extras y una
150 Sirva como ejemplo el siguiente fragmento de canción que fue tarareado por toda la sociedad:
Tema: "No me llames iluso". Grupo: La cabra mecánica.
Fragmento: "No me llames iluso porque tenga una ilusión, si la suerte es caprichosa el amor es ciego, y con el
tuyo me ha tocado el cupón".
Vide ONCE, ¿Qué es la ONCE?, ONCE, Madrid, 1988, p. 11. Vide Diego A. MANRIQUE, "La campaña
del sorteo extraordinario de la ONCE, que hoy ofrece Antena 3, se convierte en el fenómeno de la tempo-
rada", Diario El País (versión electrónica), 16-8-2003.
151 Vide Roberto GARVIA SOTO, La organización nacional de ciegos. Un estudio institucional, o.c, p.
250, donde rebaja la cantidad de promoción del cuponazo a 1.500 millones de pesetas. En todo caso seña-
la: «Esta cantidad suponía casi el doble de la inversión en publicidad que la realizada en todo el ejercicio
anterior. En 1987 la ONCE invirtió más de 2.000 millones de pesetas, el doble que el ONLAE, y, para
hacerse una idea., sólo un 3% menos que Coca-Cola».
152 Vide Jesús MONTORO MARTÍNEZ, Los ciegos en la historia, Tomo V, o.c, p. 566.
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cámara que se deslizaba a lo largo de un cable de 1,5 kilómetros de largo, que, al parecer, con-
ducía al Museo del Prado. Sorpresivamente, la columna de centenares de hombres y mujeres
concluía poco antes. Frente a las puertas de la primera pinacoteca española, una de las más
importantes del mundo, un modesto puesto de venta de la ONCE era el causante del barullo
que colapsaba Madrid.
La ONCE se gastó 100 millones en producir el anuncio. Contrató al equipo de "efectos
especiales" del conocido director de las películas más taquilleras del mundo, como E.T. o
Indiana Jones, Steven Spielberg. La realización la puso en manos del británico Eduard
Macklin, con el camarógrafo Vernon Layton, ambos reputados profesionales del mundo del
celuloide. Por último, Nacho Cano, del grupo musical Mecano, se encargó de la banda sono-
ra del spot.
Los ciegos lograron así el impacto publicitario previsto. El mensaje del anuncio que no
desvelaba en ningún momento la marca del producto comercial que trataba de vender, creó
una inusitada expectación en la opinión pública española. El efecto se consiguió de golpe, con
una frase lapidaria pronunciada por una voz en off que cerraba los treinta segundos de emi-
sión: "El próximo 1 de octubre en este país va a ocurrir algo que traerá cola"»153 154.
Durante el año 2003 se han realizado seis campañas de publicidad diferentes: nuevo cupón
diario 2003, cuponazo 2003, institucional ("queda mucho por hacer"), supercupón fin de
semana, campaña de verano (cupón especial de 16 de agosto) y navidad ("la abuela"). El reco-
nocimiento del sector profesional quedó plasmado en las distinciones a la campaña de verano
que fue finalista al gran AMPE de oro y obtuvo el de plata en radio, así como el Premio
Internacional a la Eficacia Publicitaria. Por su parte la campaña de navidad obtuvo un AMPE
de plata en TV y un oro en el Festival Iberoamericano de publicidad. Pero, premios aparte, la
publicidad ha influido positivamente en el índice de simpatía del público en general hacia la
institución y ha alcanzado una notoriedad muy superior a la de épocas precedentes155.
Ala vez constituye un medio ideal para propiciar la consecución de distintos objetivos. Bien
153 Vide José DÍAZ HERRERA, La rosa y el bastón, 2a ed., Ediciones Temas de Hoy, Planeta, Madrid,
1992, pp.89-90.
154 Vide diario El País de 30 de mayo de 1999, "El 14° Festival de Publicidad premia la campaña del
cupón de la ONCE: «El gran ganador del 14° Festival de Publicidad de San Sebastián celebrado los días
28 y 29 de mayo ha sido un anuncio de lotería. La campaña para la ONCE, realizada por la agencia Slogan,
ha merecido un triple galardón: el Gran Premio del Festival en las categorías de televisión y radio y el Sol
de Oro, también de televisión. En ella, un dicharachero joven, de nombre Julio Canal, invita al telespecta-
dor a comprar un cupón que por la irrisoria cantidad de 200 pesetas y un poco de suerte puede convertir
los sueños más caros en realidad».
155 Vide "Al descubierto: entrevista a Cesar Palacios García. Director General Adjunto de Economía y Juego",
Punto de venta, 40, (2004), p. 5: «Es más importante la información que traslada el vendedor al público sobre el
producto, que las acciones publicitarias. La campaña tendrá una duración determinada, pero, al final, el vendedor
en la calle es nuestro mejor altavoz para la difusión de nuestros productos y para dárselos a conocer al cliente.
Tenemos que conseguir que los 23.000 vendedores, junto con todos los que formamos parte de la ONCE, seamos
capaces de trasladar y transmitir a los clientes la misma información, de esta manera, será mucho más duradero
en el tiempo y llegará a muchas más personas».
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se trataba de conseguir convertir cada anuncio en una entrevista de empleo156, o concienciar
sobre la labor social157.
8. El cupón pro-ciegos contribuye decisivamente a la generación de empleo y de
recursos.
156 Vide Antón ALVAREZ RUIZ, La función social de la publicidad de la ONCE, o.c, pp. 109-110, donde
reproduce la campaña: "Preparados, listos, ya", anuncio: "Locutoras":
«Chica 1: Soy, Luisa.
Chica 2: Yo soy Carmen.
Chica 1: Buscamos trabajo.
Chica 2: !Las dos!.
Chica 2: Soy locutora de radio.
Chica 1: Yo también soy tocutora de radio.
Chica 1: Cinco largos años estudiando juntas.
Chica 2: ¡Fueron siete!.
Chica 1: Bueno, pero fue bastante duro ¿no?.
Chica 2: !Uff! (Risas).
Chica 1: Hablo inglés ...
Chica 2: Francés ...
Chica 1: Italiano ...
Chica 2: !Uy!, italiano, dice, arrivederci. (Risas).
Chica 1: A veces hacemos footing juntas.
Chica 2: ¡Siempre juntas!. (Muestran las muñecas de las manos atadas, como los corredores ciegos).
Chica 1: Bueno, lo dicho, que buscamos trabajo.
Chica 2: Pero una de nosotras lo va a tener más difícil.
Chica 1: Porque una de las dos es ciega.
Chica 2: Es ella.
Chica 1: ¡Anda!, es ella.
Chica 2: No, es ella.
Locutor: Y ¿qué más da cuál sea ciega?. Son dos personas que han recibido la formación adecuada. Listas
para integrarse ya a un equipo de trabajo.
Rótulo: Preparados. Listos !Ya!».
Dicho anuncio tuvo su continuación en la campaña: "Queda mucho por hacer", donde las dos locutoras ya han
encontrado trabajo, y donde la que es ciega indica que no lo va a celebrar, pues queda mucho por hacer, y donde el
locutor cierra con el siguiente texto: «Quedan muchas personas con discapacidad, perfectamente formadas para tra-
bajar. Ahora queda que empresas privadas e instituciones públicas, las contraten. Y queda que todos sigamos com-
prando el cupón de la ONCE para continuar creando empleo».
157 Ibídem, p. 202, donde expone el texto del anuncio "La casa encantada", octubre de 1988:
«Música
Niño: Abuelo, ¡qué calle tan bonita!.
Abuelo: Es la calle de los hombres que sirven a los hombres. Mira, ellos ponen paz en nuestras calles (poli -
cías) y ellos, paz en el espíritu {monja y sacerdote); esas cuidan de nuestro cuerpo (enfermeras) y aquella
adiestra nuestra mente (profesora).
Niño:¿Y ese señor tan serio?.
Abuelo: !Oh!. Ese es la ley (Juez).
Niño: Ah, la ley.
Abuelo: Estos están aquí para sacarnos las castañas del fuego (bomberos).
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8.1. El epicentro de la generación de empleo lo constituye la venta del cupón y
otros juegos autorizados.
Sin duda alguna, el epicentro de generación de empleo lo constituye la venta del cupón y
otros juegos autorizados. Es preciso resaltar que con los recursos económicos obtenidos
(memoria del año 2003), se financia no sólo un amplio sistema de servicios sociales, sino
también el mantenimiento de 91.691 puestos de trabajo en el conjunto del Grupo ONCE
(46.667 empleos directos y 45.024 empleos indirectos) lo que supone el 0,54% del empleo
total en España. Con un dato muy relevante, como es que el 77% de dicho total corresponde
a personas ciegas o con otros tipos de discapacidad. Además, con estos recursos, también se
financia la Fundación ONCE. Y todo ello sin olvidar que la ONCE contribuye a la genera-
ción de riqueza nacional mediante su actividad económica que supone un 0,20% de PIB, y
de las aportaciones a los ingresos públicos a través del pago de impuestos y cotizaciones a la
Seguridad Social. Además, la ONCE se ha comprometido a crear 8.000 nuevos empleos
hasta 2011158.
Esta opción, ha sido una constante en la trayectoria de la Organización, para propiciar
la inserción laboral de los invidentes:
«En este punto son de mencionar, aparte de los Colegios a cargo de la Organización y que
aparecen reseñados en otro epígrafe, las instituciones o centros a cargo de la misma y estableci-
dos con la finalidad de proporcionar trabajo a todos aquellos afiliados que quieran o puedan rea-
lizarlos. En este sentido, la Organización Nacional de Ciegos tiene en marcha un plan que com-
prende aquellas formas de trabajo que se han considerado más adecuadas a las circunstancias de
sus afiliados. Los trabajos que con arreglo a este plan se han organizado son los siguientes:
1) Telefonía: Se halla en periodo de montaje una Escuela de Telefonía, cuya instalación está
prevista en el nuevo edificio sito en Madrid, calle Prim, 3.
2) Fisioterapia: La enseñanza de esta especialidad está ya iniciada en las Escuelas oficiales de
Ayudantes Técnico-Sanitarios; en el futuro continuará en la Escuela de Fisioterapia de la
Organización, cuya creación está oficialmente autorizada.
3) Mecánica ligera: La instrucción para esta especialidad se llevará a cabo en un Centro de
Formación Profesional Industrial próximo a instalarse por la Organización.
4) Artesanía: Funciona actualmente en Madrid un pequeño taller escuela de Artesanía para cie-
gas adultas.

5) Avicultura: Estas enseñanzas se proporcionan en el Colegio "Inmaculada Concepción" de
Niño: Y aquel que no lleva uniforme ¿de que sirve?.
Abuelo: Es de la ONCE. Y enseña a muchos a vivir como los demás, ¿verdad, señor?.
Ciego: !Ajá!.
Niño: ¿Y que enseñan aquí?.
Ciego: En esta casa enseñamos muchas, muchas cosas. Enseñamos a ver con las manos, a caminar sin luz, a escri-
bir sin lápiz.... Y, desde freír un huevo sin ver la sartén hasta jugar al fútbol.... !A1 fútbol con cascabeles!.
Niño: !Jo! es corno una casa encantada.
Ciego: Encantada de servir».
158 Vide Memoria de la Dirección General de la ONCE, 2003.
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Madrid, donde funciona una Granja-Escuela; en esta Granja se instruye a los alumnos para poder
llevar por sí mismos una explotación avícola familiar.
A fin de conseguir la rehabilitación social de los invidentes, antes de proporcionarles cual-
quier tipo de rehabilitación laboral se ha incluido en el plan de referencia la creación de un Centro
de Rehabilitación social.
La Organización tiene previsto, una vez proporcionado el correspondiente adiestramiento a
sus afiliados, la colocación de los mismos en adecuados puestos de trabajo en empresas y entida-
des diversas, o bien proveyendo de primeras materias a los afiliados que realicen trabajos en su
domicilio y dando salida a los productos por ellos fabricados.
Otra manera de llevar a cabo la finalidad de rehabilitación laboral de los invidentes, según el plan
previsto, es la de crear centros de trabajo de la propia organización, estando prevista la creación de
un taller mecánico anexo al Centro de Formación Profesional Industrial, así como la creación suce-
siva de otros centros de trabajo de distintas especialidades.
Está en marcha también la instalación de granjas avícolas rurales de tipo familiar, regidas por
ciegos que han recibido el adecuado entrenamiento en la Granja-Escuela del Colegio
"Inmaculada Concepción". La Organización facilita préstamos para establecer dichas granjas, las
cuales quedan durante el período de amortización del préstamo bajo el asesoramiento técnico y
contable de la organización»159.
Es decir, se han buscado y se buscan otras alternativas que complementen las opciones a
las que puede acceder este colectivo, y esta voluntad manifestada reiteradamente, no es
nueva:
«Por lo que se refiere a la integración laboral, últimamente la ONCE ha apostado fuerte por
abrir nuevas puertas como alternativa a la venta de cupón, a través del fomento de la formación
profesional y académica, de la política de diversificación empresarial y de conciertos con empre-
sas e instituciones públicas. Todo ello desde la convicción de que participar en el mercado labo-
ral es el primer paso para la integración plena, pero también porque se siente responsable del futu-
ro profesional de miles de titulados, que han confiado y apostado por un futuro profesional como
alternativa a la venta del cupón, que de no lograrlo, verían frustradas sus expectativas en un mer-
cado laboral competitivo que además no siempre manifiesta suficiente receptividad»160.
Entre las distintas salidas profesionales que se han auspiciado desde la propia organi-
zación debo destacar las siguientes: las escuelas de telefonía de la Organización Nacional
de Ciegos161, la escuela de fisioterapia de la Organización Nacional de Ciegos
159 Vide Ramón MARTÍN MATEO, Guía de actividades públicas asistenciales. La asistencia social como
servicio público, o.c, pp. 164-165.
160 Vide ONCE, Las necesidades en servicios sociales de los afiliados a la ONCE, ONCE, Madrid, 1993, p. 14.
161 Vide Roberto GARVIA SOTO, La organización nacional de ciegos. Un estudio institucional,
o.c, p. 126: «El plan Sotillos no fue un plan improvisado. Se visitó el centro de instrucción indus-
trial para ciegos de Letchworth (Inglaterra), para estudiar su réplica en España. Se tenía conocimien-
to de que en Alemania trabajaban 800 ciegos como telefonistas, en Inglaterra 300, y en Francia 600.
Además, la Caixa se había adelantado a la propia ONCE en España, al crear el año anterior la pri-
mera escuela de telefonía para ciegos». Vide Jesús MONTORO MARTÍNEZ, Los ciegos en la histo -
ria, Tomo V, o.c, pp. 242-244.
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Españoles162, el centro de formación y rehabilitación profesional e industrial163, así como
otras alternativas, que ya he expuesto y que ponen de manifiesto el enorme esfuerzo de los
invidentes y de la Organización para lograr su inserción en el mundo laboral. Aun así, el
cupón constituye el epicentro de la generación de empleo en la ONCE.
162 Ibidem, pp. 244-246. Tiene especial interés la Orden del Ministerio de Educación Nacional de 11 de
abril de 1964 (BOE de 12 de mayo, núm. 114):
«La Presidencia del Consejo Superior de Ciegos se ha dirigido a este Departamento, solicitando la crea-
ción de una Escuela de Especialización de Fisioterapia en la que los ciegos españoles puedan cursar las
enseñanzas, previa la realización, con dispensa de determinadas asignaturas, de los estudios de Ayudantes
Técnicos Sanitarios, exigidos por el Decreto del 26 de julio de 1957, que regula la mencionada especiali-
dad. Esta petición, justificada por la necesidad de facilitar el acceso a la vida laboral de un gran número de
invidentes, en los que la experiencia viene demostrando que están dotados de hábiles condiciones para el
ejercicio del masaje, merece ser recogida por el Estado que, siguiendo el ejercicio de Instituciones análo-
gas, que funcionan en otros países, debe adoptar las normas oportunas para que aquéllos puedan cursar
estas enseñanzas en las condiciones que sus especiales circunstancias físicas aconsejen. De esta forma, el
aprovechamiento de sus facultades para los trabajos en los que están especialmente dotados, ejercerá una
influencia decisiva en su aspecto personal, familiar y social.
En atención a dichas consideraciones, previo Informe de la Comisión Central de Estudios de Ayudantes
Técnicos Sanitarios y dictamen del Consejo Nacional de Educación, este Ministerio ha dispuesto:
1o. Autorizar a la ONCE para la creación de una Escuela de Fisioterapia adscrita a la Organización y vin-
culada a la Facultad de Medicina de la Universidad de Madrid, en la que se cursarán los estudios de esta
especialidad por los ciegos que ingresen en la misma.
2°. Para iniciar los estudios de dicha especialidad en la Escuela, los interesados deberán cursar, previamen-
te, los de Ayudantes Técnicos Sanitarios en cualquiera de las Escuelas creadas por el Departamento, que-
dando dispensados de cursar las enseñanzas correspondientes a las disciplinas de Obstetricia y
Ginecología, Medicina, Cirugía de Urgencia y las prácticas de autopsia. La aprobación de los estudios de
Ayudante Técnico Sanitario en las condiciones indicadas, no supondrá el derecho a la expedición de títu-
lo académico correspondiente.
3o. Las enseñanzas que se cursen en esta Escuela se ajustarán al plan de estudios y programas previstos en
el Derecho de creación de la especialidad, del 26 de julio de 1957 y sus disposiciones complementarias.
4o. En la escuela de Fisioterapia, cuya creación se autoriza por la presente Orden, se empleará el mismo
instrumental y material que en las restantes escuelas oficiales de la especialidad.
5o. Los alumnos que hayan aprobado los dos cursos de la especialidad y hayan realizado las prácticas regla-
mentarias de. hospital, obtendrán el Diploma de Ayudante Técnico de Fisioterapia que, de acuerdo con lo
establecido en el Decreto de 26 de julio de 1957, será expedido por el Departamento. Los Diplomas de Ayudantes
de Fisioterapia, que se expidan a los mencionados alumnos, habilitarán, exclusivamente, para practicar la moda-
lidad terapéutica de los masajes, y así se hará constar en aquéllos.
[...]». Vide Roberto GARVIASOTO, La organización nacional de ciegos. Un estudio institucional, o.c, p. 126:
«[...]. El oficio de masajista tampoco era una novedad. Se sabía que ésta era "la profesión de los ciegos" en Japón.
En España ya se intentó en los años 30 cuando, voluntariamente, el doctor Bartrina dio algunas clases de
"Kinesiterapia" a un limitado número de ciegos. El mismo Tovar era masajista. La rehabilitación para ciegos adul-
tos ya era desde los años 50 en los países más desarrollados un área de atención privilegiada. El plan de Sotillos
pretendía, en suma, aprovechar las experiencias de otros países en la rehabilitación e integración de los ciegos al
mundo laboral».
163 Vide Jesús M0NT0R0 MARTÍNEZ, Los ciegos en la historia, Tomo V, o.c, pp. 246-248. Sobre el
mismo merece la pena transcribir el informe dado por el Consejo Superior de Ciegos con fecha 4 de junio
de 1968: «La Organización Nacional de Ciegos ha creado en Madrid el Centro Especial de Rehabilitación
y Formación Profesional e Industrial para la formación laboral de los ciegos y, en lo posible, de los semi
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También debo manifestar, una vez más, que la generación de recursos por parte de la
ONCE es un elemento clave que permite incidir en la búsqueda de opciones profesionales
y en la prestación de servicios a los afiliados164 165.
8.2. Distribución de recursos del cupón.
En lo que se refiere a la distribución de recursos del cupón se puede establecer el
siguiente cuadro comparativo166:
- Distribución de ingresos brutos del cupón "La Hispalense" (siglo XX, años 30).
	Pago de premios al cupón
	25%

	Pago de premios a la colección
	20%

	Comisión para el vendedor
	40%

	Destinado a la caja social
	15%


- Distribución actual de ingresos brutos del cupón de la ONCE.
	Pago de premios
	50%

	Gastos de explotación
	25%

	Destinado a servicios sociales
	20%

	Destinado a la Fundación ONCE
	5%


ciegos, y su incorporación a la industria privada, capacitándoles en régimen continuado durante todo el año
y con jornada similar a la que es común en la industria siderometalúrgica, para su posterior empleo en la
industria, en paridad con los videntes.
La incorporación de los aspirantes tiene lugar en cualquier fecha del año, a medida que se producen vacan-
tes en las 20 plazas existentes.
La formación dura seis meses, en general, dependiendo la duración real de la capacidad del alumno, que,
tras un dictamen social ha de ser comprobada en los dos primeros meses, como condición imprescindible
para continuar el curso. Durante esta enseñanza laboral los alumnos que viven en régimen de internado
completo por cuenta de la Organización Nacional de Ciegos, percibiendo mensualmente una pequeña can-
tidad de dinero para sus gastos menores.
Cuando un solicitante tenga familia que dependa de él, indicará las circunstancias concurrentes como con-
secuencia de tal dependencia, a fin de que el caso pueda ser considerado por la Jefatura de la ONCE. La
formación que se obtiene, avalada por los alumnos ya colocados, comprende especialistas en ensamble y
montaje, verificación, máquinas-herramientas (taladros, roscadoras, prensa, torno revólver, etc).
Se evitará la admisión de solicitudes de personas que no acrediten propósitos de perseverancia, y no estén
dotadas de las aptitudes necesarias.
La Organización Nacional de Ciegos se cuidará de gestionar la colocación de los alumnos, mas obtenida
ésta, quedarán durante dos años privados de toda actividad remunerada dentro de la Obra Tiflológica.
Los profesionales procedentes del CERFPI y las empresas donde se hallen empleados, contarán con todo
el apoyo que pueda prestar la Organización para el mayor éxito de su actividad.
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Las condiciones de admisión para el ingreso en el CERFPI son éstas:
a) Ser afiliado o tener defecto de visión que impida su empleo en circunstancias corrientes.
b) Haber cumplido 18 años antes de la fecha de incorporación al centro y no sobrepasar los 35 en la fecha
de terminación del curso. Para aquéllos que acudan al centro después de haber desempeñado alguna acti-
vidad laboral siempre que las empresas donde trabajaron estén dispuestas a admitirlos, se podrá arbitrar
alguna forma más elástica en relación con la edad de admisión.
c) No padecer enfermedad infectocontagiosa ni defecto físico o psíquico que le impida realizar vida en
común, o el normal desarrollo de las enseñanzas en el centro.
De momento no se admiten mujeres. [...]».
164 Vide diario El País, 6 de marzo de 1999, "La ONCE crea nuevos sorteos para financiar 20.000 emple-
os": «La ONCE se ha comprometido con el Gobierno a crear 20.000 puestos de trabajo para discapacita-
dos, no sólo visuales, en los próximos 10 años. Y a cambio ha recibido carta blanca para entrar en el mer-
cado de juegos activos, como la primitiva, a partir del 2002, y la posibilidad de incrementar hasta un 10%
anual el precio del cupón y de realizar sorteos extraordinarios desde el próximo año. [...].
Una comisión formada por representantes de cada parte hará el seguimiento de los compromisos. [...]»
165 Vide diario El País, de 16 de febrero de 2004, p. 68, "La ONCE y el Gobierno han alcanzado un acuer-
do para asegurar los ingresos y la labor de la organización hasta 2011. El acuerdo, según explica el actual
presidente de la ONCE, Miguel Carballeda, prevé el lanzamiento de nuevos juegos de azar y la renovación
del popular cupón": «[...], desde julio pasado, ha cerrado un acuerdo con el Ministerio de Trabajo para ase-
gurar los ingresos de la organización hasta 2011. Relativamente satisfecho -el Gobierno no ha permitido a
la ONCE participar en la nueva lotería europea-, Carballeda destaca que el acuerdo permitirá renovar el
cupón, lanzar juegos activos tipo primitiva y participar al 50% con el Estado en una nueva lotería instan-
tánea. A cambio, la ONCE (47.302 empleados directos, 41.000 indirectos y 65.000 afiliados ciegos) se
compromete a crear en el periodo 8.000 empleos estables para discapacitados. El acuerdo prevé que la
ONCE venda por importe de 2.400 millones de euros en 2004, 2.700 millones en 2005, 3.000 millones en
2006 y 3.300 en 2007. A partir de 2008, los ingresos previstos sean de 3.300 millones incrementados en el
IPC más tres puntos.
Pregunta. ¿Qué sucede si no se alcanzan los objetivos de ventas recogidos en el acuerdo?.
Respuesta. Si no alcanzamos el objetivo, el acuerdo establece tres mecanismos. Uno es compartir la lote-
ría europea recién puesta en marcha. Apostamos por ello y vamos a seguir peleándolo porque se supone,
además, que si no alcanzamos los objetivos será por las consecuencias de esa lotería europea. El segundo
mecanismo sería ampliar nuestras posibilidades de juego: ampliar emisiones y alguna opción nueva como
un sorteo extraordinario en Navidad, como ya se hizo en 1984,1985 y 1986. La tercera opción es algo que
en principio no queremos, y es una subvención directa del Ministerio de Hacienda, porque queremos seguir
viviendo de nuestro trabajo. [...].
P. En los últimos años, la ONCE sufre una caída de ventas. ¿Cómo prevén frenarla?.
R. El acuerdo está muy bien redactado para evitar dificultades de interpretación, como nos venía ocurrien-
do. Ahora tenemos que desarrollar aquellos juegos más idóneos en función de la competencia europea.
Tratando por supuesto, de que no afecten a otras opciones como el cupón ordinario, que nos ha permitido
recaudar casi 2.300 millones de euros.
P. ¿A qué nuevos juegos se refiere?.
R. Nosotros veníamos reclamando la posibilidad de hacer un bote. Ahora se nos permite hacerlo con el
cupón habitual. Dedicaremos una parte del conjunto anual de los premios a generar un bote. Aún tenemos
que decidir a qué producto y qué día lo ponemos. Además, se ha ampliado la posibilidad de entrar en el
juego activo tipo primitiva, bonoloto, el juego que está dando mejor resultado en el mundo. El acuerdo de
1999 limitaba esa posibilidad de emisión al 10% de lo que Loterías y Apuestas del Estado (LAE) recauda-
ra. No se podía competir. Ahora, esa posibilidad se ha ampliado. Podremos vender por valor de 600 millones
de euros, 100.000 millones de las antiguas pesetas.
P. Pero vender ese tipo de juego será complicado para un invidente ...
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R. Sí, pero el acuerdo establece que la ONCE podrá vender parte de ese juego activo de forma preimpre-
sa.
P. Estudian también alguna forma de lotería instantánea ...
R. Esa posibilidad se nos puso sobre la mesa por parte del Ministerio [de Trabajo] ya avanzada la negocia-
ción que empezó en septiembre. La Administración quiere sacar ese juego y llegamos al acuerdo de com-
partirlo al 50% en obligaciones, derechos y ventas.
P. ¿A qué se ha debido la caída de ventas de los últimos tiempos?.
R. Ha ocurrido en todo el mundo, en Europa y también en España. Los juegos pasivos han tenido una caída
importante porque han irrumpido otros juegos más ágiles, más atractivos. En España tenemos el ejemplo
de la lotería tradicional.
P. ¿Por qué esa negativa reiterada a darles entrada en el Euromillones [la lotería europea]?.
R. No lo tengo claro. Nos explicaron algo sobre la dificultad de entendimiento con los socios ... . Eso no
es así, porque cuanto más se venda en el conjunto, mejor para todos, más se reparte. Puede ser que tengan
dificultades internas ....
P. Sus ingresos, según los presupuestos de 2004, no crecen mucho y, sin embargo, las cantidades para ser-
vicios sociales si crecen de forma significativa. A medio plazo, en cualquier empresa eso significaría pro-
blemas.
R. Tanto el acuerdo de 1999, como el actual dice que la ONCE está obligada a crecer en servicios socia-
les a! menos lo que crezca en ventas. Es verdad que hemos venido creciendo en servicios por encima y con
resultados negativos. Pero tenemos cada vez más actividad (65.000 afiliados) y hemos mejorado la aten-
ción.
P. En los presupuestos, destacan el propósito de controlar gastos. ¿No los controlaban ya?.
R. Creo que estamos en un nivel adecuado de control del gasto. Los niveles de control son absolutos por
parte del Consejo General y el Consejo del Protectorado.
P. Pero la plantilla de 23.000 vendedores ¿no está sobredimensionada?.
R. Es un tema muy complejo, porque de los 23.000 vendedores hay una parte que no son productivos; esta-
mos hablando de una plantilla con discapacidad. Se debería considerar. Pero tenemos la obligación de que
sean lo más rentables posibles, porque si no, vamos a la bancarrota directamente. Estamos depurando y
buscando las mejores opciones para nuestros vendedores.
P. Supongo que también para el grupo de empresas [la ONCE controla un holding de 15 empresas en sec-
tores diversos, desde hoteles a seguros, pasando por seguridad y limpieza con 13.000 empleados] que una
vez fue tan activo.
R. Se ha encargado un análisis del grupo empresarial que ha demostrado que su estado de salud es perfec-
to. Hemos tenido etapas muy deficitarias, pero hemos saneado esta situación y las empresas están, una a
una, en una situación adecuada. Queremos un buen plan estratégico y buscar compañeros de viaje en algu-
nos sectores, alguien que nos aporte recursos, medios y conocimientos, porque buscar compañeros pobres ...,
ese viaje no vale. En hoteles por ejemplo, buscamos un buen socio, pero sin perder identidad. Se han acerca-
do a nosotros en el tema de hoteles y en el de seguridad.
[...].
P. La ONCE seguirá dedicándose, en primer lugar, a las personas ciegas y después si es posible, a los
demás discapacitados.
R. Claro. El 3% de nuestro ingreso bruto por la venta del cupón se destina a las personas con otras disca-
pacidades. Defendíamos que esto se mantuviera, porque es la solidaridad de la ONCE con el sector de la
discapacidad.
P. ¿Qué compromiso tiene la ONCE con el mundo de la discapacidad?.
R. Es su motor.
P. También es la que manda.
R. Y la que ayuda a coordinarse. Había que unir el sector. [...]».
166 Vide Antón ALVAREZ RUIZ, La función social de la publicidad de la ONCE, o.c, pp. 64-65. Los datos y
porcentajes aproximados correspondientes al cupón, que varían según el tipo de sorteo, corresponden al año 1999.
964
La evolución de la sociedad y de la ONCE se ha correspondido con una diferente dis-
tribución de ingresos, pues en la actualidad los vendedores son trabajadores por cuenta
ajena (gastos de explotación) y aparecen instrumentos nuevos como la Fundación ONCE,
a la que también se destinan ingresos.
En todo caso debo destacar que desde el punto de vista de los ingresos, por ejemplo el
ejercicio 2003, ha venido caracterizado por un descenso en las ventas del cupón del 3,52%,
con respecto al año 2002, que ha supuesto una recaudación de 2,299,34 millones de euros
por este concepto. A pesar de este descenso, la ONCE se mantiene como el duodécimo
operador de lotería del mundo y el segundo de los operadores europeos de lotería pasiva
por detrás tan sólo de LAE.
Este descenso de recaudación, ha arrastrado a un resultado de explotación peor que el
año anterior y que ha conducido a un excedente final del ejercicio de 7,8 millones de euros,
lo que implicó una disminución de más de 39 millones de euros en este parámetro. Los
resultados financieros y extraordinarios permitieron paliar este resultado, y consiguieron que
no se incrementara el endeudamiento bancario, y que, sobre todo, se hayan podido sostener
crecimientos razonables en la política de servicios sociales para afiliados, así como en las
inversiones en inmuebles dedicados a prestación de servicios y al desarrollo informático de los
sistemas de juego167.
V. La venta del cupón pro-ciegos.
1.
Concepto.
Es el acto por el cual se expende un cupón (me remito al concepto expuesto) mediante
la oferta, diligencia y habilidad del vendedor, a cambio de una retribución pecuniaria en
metálico, previamente determinada.
2.
Naturaleza jurídica.
La naturaleza jurídica de la operación consistente en la venta del cupón y la vincula-
ción existente entre la ONCE y el comprador del cupón, es la correspondiente a un contra -
to aleatorio de apuesta168.
167
Vide Memoria de la Dirección General de la ONCE, 2003.
168
Vide Rafael de LORENZO GARCÍA, "Naturaleza jurídico de la ONCE (IV)", o.c, pp. 232-236:
«b) Clases de operaciones mercantiles. Se trata de precisar el objeto de la intervención del mediador, es
decir, qué tipo de operaciones mercantiles, o mejor dicho, qué debe entenderse por tales. Según Ortega
Prieto hay que entender por operación mercantil la conclusión de un negocio. "Es decir, la actuación de
aquél ha de tener como objetivo el perfeccionamiento de un contrato, generalmente mercantil, entre la
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Sin embargo la STS de 26 de septiembre del 2000 (Ar. 9646), en el FD. Tercero, pre-
cisa el concepto de "expender", así como la "naturaleza de la entrega del cupón vendido",
donde determina que no es un acto de mediación:
«[...]. En el tráfico mercantil actual, las operaciones que caracterizan a los representantes
o mediadores de comercio o asimilados no son meras operaciones de expedición o entrega,
sino contratos de venta o distribución al por mayor o al menos contratos que tienen por obje-
to un producto o servicio de cierta complejidad e importancia económica. La actividad de
"expender" que define a los vendedores de cupones es, de nuevo según el Diccionario de la
Real Academia, una actividad de venta "al por menor" o "al menudeo". La diligencia y la
habilidad del vendedor son sin duda un factor importante de las ventas realizadas, pero la
oferta del producto que el vendedor lleva a cabo no constituye propiamente un acto de "pro-
moción'1 del mismo, que se suele llevar a cabo por medios publicitarios. Tampoco ¡a entrega
del cupón vendido es un acto de mediación entre la empresa y el cliente, en el sentido que
empresa para la que aquél presta sus servicios y una tercera persona o entidad".
A la búsqueda del esclarecimiento de la relación jurídica que une a la ONCE con sus clientes comprado-
res del cupón, se hacen precisas unas puntualizaciones previas en torno a la posible configuración contrac-
tual de dicha relación.
El Código Civil regula en su artículo 1.790 y siguientes, la tipología de los contratos aleatorios definién-
dolos como: "Por el contrato aleatorio, una de las partes, o ambas recíprocamente, se obligan a dar o hacer
alguna cosa en equivalencia de lo que la otra parte ha de dar o hacer para el caso de un acontecimiento
incierto, o que ha de ocurrir en tiempo indeterminado". El alea está constituido por la incertidumbre que
provoca el acontecimiento incierto (al no saberse si se realizará o no) o porque no se sepa cuándo va a ocu-
rrir. El alea origina una indeterminación sobre quién será el obligado a la prestación, en definitiva. El con-
trato existe desde el momento de su perfección si bien el nacimiento de las obligaciones está en función
del alea misma. El contrato aleatorio es de carácter oneroso, sinalagmático y bilateral, no admitiéndose la
rescisión por lesión. El mismo Código Civil regula específicamente en sus artículos 1.798 al 1.801 el con-
trato de juego o apuesta; lo importante es la apuesta en sí, de la que el juego es el instrumento o medio de
producción artificial del alea.
El vínculo jurídico existente entre la ONCE y sus clientes compradores es de naturaleza contractual, con-
cretamente como contrato aleatorio de apuesta. [...]
Como se verá, el juego de cupón pro-ciegos y las apuestas que las partes se cruzan, se ajusta perfectamen-
te a los requisitos especiales del contrato aleatorio de juego o apuesta del Código Civil, produciéndose la
perfección del contrato mediante la intervención del mediador (vendedor de cupón) en el acto de intercam-
bio del cupón (que entrega el vendedor en nombre y por cuenta de la ONCE), a cambio del pago del pre-
cio del cupón unidad (que paga el comprador), de cuyo precio el vendedor del cupón percibe una comisión
preestablecida. El contrato tiene virtualidad desde ese mismo momento si bien el nacimiento de las obli-
gaciones derivadas de la apuesta (escala de premios) depende del acto mismo del sorteo (alea), en cuyo
momento se sabrá con certeza quién es el obligado a dar o hacer lo pactado, es decir, si el número del cupón
adquirido por el comprador coincide con el que aleatoriamente se extrae por el procedimiento del sorteo,
tendrá derecho a percibir el premio prefijado y por tanto, la ONCE estará obligada a abonárselo; si dicha
coincidencia no ;;e produce, la ONCE queda libre de toda obligación y el comprador pierde el dinero apos-
tado (cupones comprados).
Se observa nítidamente, que las obligaciones surgen entre la ONCE y sus clientes compradores en virtud
de dicho contrato aleatorio consistiendo la labor mediadora del vendedor de cupón en el perfeccionamien-
to de tales contratos entre ambas partes, actividad mediadora que se realiza en nombre y por cuenta de la
Entidad sin quedar personalmente obligado ni responder del buen fin de la operación, es decir, de las obli-
gaciones derivadas del nacimiento del contrato».
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tiene el término en la jurisprudencia civil; como recuerda una sentencia de la Sala I de este
Tribunal Supremo de 19 de octubre de 1993 (Ar. 7744), en el contrato de mediación "la fun-
ción del mediador está dirigida a poner en conexión a los que pueden ser contratantes", acti-
vidad que corresponde a operaciones comerciales de cierta importancia o dificultad (venta de
un inmueble en el caso de la sentencia citada), pero que no es la desarrollada por los vende-
dores de cupones, ni tendría sentido desde el punto de vista económico en este segmento del
tráfico mercantil».
3. Clasificación.
La clasificación se puede establecer en base a diferentes criterios.
3.1.
En virtud de quien realiza la venta del cupón.
Atendiendo a la condición de la persona y sus características se puede diferenciar entre
aquella realizada por personas sanas, invidentes, minusválidos de otro tipo, etc. Esta clasi-
ficación ya ha sido expuesta a lo largo de este trabajo.
3.2.
En virtud de la modalidad de venta: fija e itinerante.
La fórmula más habitual es la asignación al vendedor de un punto fijo: quiosco,
esquina, plaza, etc, debiendo respetarse escrupulosamente los lugares asignados. Pero
también es frecuenta la figura del vendedor que deambula de un lugar a otro ofrecien-
do el cupón.
3.3.
En virtud de la tipología de los puntos o zonas de venta.
La evidente evolución y transformación del mercado de juego, hace imprescindible la
necesidad de adaptar la red de ventas y la estructura de los canales de distribución a las pecu-
liaridades que en cada momento presente dicho mercado, así como a las circunstancias que
lo rodean, ya sean internas o externas. Todo ello permite clasificar la venta del cupón en vir-
tud de la tipología de los puntos o zonas de venta.
El punto o zona de venta es aquel lugar, emplazamiento o espacio abierto o cerrado, que
la ONCE establece para realizar la venta del cupón y demás productos de juego, median-
te la actuación profesional de los vendedores.
Con carácter general todo punto o zona de venta dispondrá de un área de influencia per-
fectamente delimitada, formando el conjunto un todo indivisible.
Los puntos o zonas de venta se clasifican del siguiente modo.
967
3.3.1.
Puesto de venta.
Es aquel punto de venta fijo en la vía pública, que extiende sus posibilidades
comerciales a su área de influencia, formando el conjunto un todo indivisible.
3.3.2.
Área de venta.
Es aquella zona de venta de cobertura itinerante, circunscrita al área urbana o interur-
bana, sin que en la misma exista un punto fijo de venta.
3.3.3.
Quiosco.
Es aquel punto de venta fijo, sito en la vía pública, donde se halla instalada una cabina
del modelo autorizado por la ONCE, que extiende sus posibilidades comerciales a su zona
de influencia, formando el conjunto un todo indivisible.
3.3.4.
Stand.
Es aquel punto de venta fijo ubicado en un centro comercial, estación de ferrocarril o
metropolitano, aeropuerto, etc, donde generalmente se halla instalado un quiosco o habitácu-
lo homologado; si no fuera posible su instalación, se utilizará el expositor autorizado por la
ONCE. En cualquier caso, todo stand tendrá también una zona de influencia que se determi-
nará en función de las características del entorno donde esté ubicado.
3.3.5.
Local comercial.
Es aquel punto de venta fijo ubicado en inmueble propiedad de la ONCE, o del que ésta
sea arrendataria, concesionaria o beneficiaría. En cualquier caso, todo local comercial ten-
drá también una zona de influencia que se determinará en función de las características del
entorno donde esté ubicado.
3.3.6.
Ruta de venta.
Se entiende por ruta de venta la cobertura de diversos municipios o varios núcleos de
población de un mismo municipio, para lo cual, el vendedor necesita utilizar vehículo par-
ticular o transporte público para el ejercicio de la venta.
3.4. En virtud del instrumento utilizado para participar en el sorteo: compra de un
cupón o una transacción electrónica a través de terminales móviles con comunicaciones
inalámbricas.
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De esta nueva modalidad han dado cuenta los medios de comunicación al hacerse eco
de la posibilidad que ofrece la ONCE de elegir el número al que desea jugar una persona
a través de un terminal electrónico169.
4. Asignación y control del punto o zona de venta.
4.1. Asignación.
A cada vendedor se le asigna un horario comercial de un punto o zona de venta para la
realización de su jornada laboral. La asignación de puntos o zonas de venta será compe-
tencia exclusiva de la dirección de los centros, a través del departamento de juego, sin que
medie la suscripción de contrato alguno con los vendedores.
La asignación de los puntos de venta se determina en base a una serie de criterios obje-
tivos170. Además, atendiendo a las dificultades que tienen aquellos vendedores que son cie-
169 Vide diario El País de 10 de septiembre de 2004, "El cupón de la ONCE ya puede adquirirse "a la
carta" a través de terminales móviles": «La Organización Nacional de Ciegos Españoles (ONCE) ha pre-
sentado de forma oficial el Terminal Punto de Venta (TPV), un sistema electrónico que utiliza las tecnolo-
gías móviles de última generación y que permite a los compradores del cupón elegir el número al que dese-
an jugar. El Terminal Punto de Venta se está incorporando a la red de ventas de la ONCE de forma gradual,
y actualmente son más de 6.000 unidades las que ya están en funcionamiento en toda España.
Este nuevo sistema de venta consta de un terminal portátil e inalámbrico por el que el vendedor se conec-
ta, mediante tecnología móvil de última generación, con un ordenador central que facilita la posibilidad de
elegir terminaciones o números completos de los cupones. Así, el cliente puede seleccionar el número que
desea jugar. Una vez comprobado el número, el vendedor podrá imprimir de forma inmediata un ticket que
tiene la misma garantía y validez que el cupón tradicional. Además, según ha señalado la propia organiza-
ción, en el futuro será posible realizar el pago con tarjeta magnético o tarjeta chip.
El Terminal Punto de Venta, de un peso de 750 gramos y 21 centímetros de largo, está totalmente adapta-
do para que pueda ser manejado por personas ciegas o con otro tipo de discapacidades. El teclado es muy
sencillo, parecido al de un teléfono móvil, cuenta con marcas táctiles, lleva una impresora de fácil carga
de papel y, además, incorpora una voz sintetizada que puede graduarse en volumen y velocidad.
Asimismo, el TPV lleva incorporado un escáner que permite la comprobación de cupones premiados. Su alta tec-
nología permite a cada vendedor de la ONCE ejecutar las transacciones de venta, la devolución, el control de los.
cupones, la gestión y el pago de premios. El conversor texto-voz permite oír los mensajes que reciben a través del
termina], mientras que éste se mantiene permanentemente conectado de forma segura al ordenador central de la
ONCE a través de la red GPRS de Telefónica MoviStar en cualquier punto de España. Todos los vendedores de
la ONCE están recibiendo unos cursillos para el manejo detallado de este nuevo dispositivo.
El desarrollo de estos Terminales Puntos de Venta ha sido posible gracias a la participación de tres compañías líde-
res: Gtech, líder mundial de sistemas de juego y de loterías; Ingénico, empresa número uno en ventas de TPV a
nivel mundial, que ha diseñado este nuevo terminal con la tecnología más avanzada y la mayor seguridad; y
Telefónica Móviles España, empresa pionera en tecnologías móviles de transmisión de datos sobre redes
GMS/GPRS y UMTS. Mediante el Terminal Punto de Venta, el cupón de la ONCE se convierte en la primera
lotería del mundo que se comercializa a través de terminales móviles con comunicaciones inalámbricas (GPRS)».
170  Vide STS de 26 de octubre de 1999 (Sala de lo Social), Ar. 7499, en el. antecedente de hecho cuarto:
«En dicha Sentencia, se declararon probados los siguientes hechos: "I. La ONCE suscribió con la Sección Sindical
de UGT, en fecha 25 de febrero de 1998, el IX Convenio Colectivo que fue publicado en el BOE de 24 de junio
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gos totales y trabajadores con grandes minusvalías, se les suele asignar un punto de venta
cercano a su domicilio y que exijan la menor movilidad para su correcta explotación.
El XIII Convenio Colectivo entre la empresa ONCE y sus trabajadores, art. 45, deter-
mina las reglas específicas de asignación-variación de puntos de venta a los agentes ven-
dedores en los siguientes términos:
«1. Sin perjuicio del respeto a los derechos adquiridos por los agentes vendedores titulares de
puntos de venta en los términos previstos en el art. 45.1 del XI Convenio Colectivo, la asignación de
los puntos o zonas de venta a los vendedores será competencia exclusiva de las Direcciones de
Centro, sin que medie la suscripción de contrato de titularidad de ningún tipo con los agentes vende-
dores. Dichas Direcciones establecerán las condiciones y obligaciones de los agentes vendedores
sobre los puntos o zonas de venta que les sean asignados.
La asignación de un determinado punto o zona de venta no tendrá, por tanto, el carácter de
derecho contractual del agente vendedor, ni supondrá la adquisición de titularidad o propiedad
sobre el punto o zona de venta por su parte.
Consecuentemente, los puntos o zonas de venta tendrán la naturaleza o consideración de meros
lugares de trabajo de los agentes vendedores a todos los efectos, pudiendo las Direcciones de
Centro variar los puntos de venta asignados a los agentes vendedores en función de sus necesida-
des organizativas.
Si la variación produjera el cambio de residencia para el agente vendedor, será de aplicación
lo previsto en los artículos 20 y 21 de este Convenio.
2. Los agentes vendedores actualmente titulares de puntos de venta podrán verse privados de
su titularidad por las siguientes razones:
a) Por traslado voluntario o forzoso.
b) Por excedencia voluntaria.
del último año, con vigencia hasta el 31 -12-1998, cuyo ámbito abarca a todo el territorio del Estado Español. 11.
Los agentes vendedores de la ONCE con cierta antigüedad no tienen contrato escrito y sí los agentes de nuevo
ingreso, cotizando todos ellos a la Seguridad Social como relación laboral de carácter especial en el grupo de coti-
zación 5o. III. Los agentes-vendedores tienen asignado un lugar, puesto o zona concretos para realizar su trabajo
de venta de cupones, habiéndose fijado en 40.000 pesetas el mínimo de venta diaria que deben efectuar. IV. Por
Circular 2/1998, de 10 de marzo, la ONCE modificó algunas estrategias relativas a la comercialización de sus res-
pectivos productos, a fin de buscar nuevos espacios de mercado o de asentar los ya existentes, así como la nor-
mativa reguladora de puntos de venta estableciendo, en las disposiciones 7.1 a) y 4.3 apartado b) que cuando el
porcentaje de rentabilidad que se obtenga del punto de venta de un agente sea inferior al 70 por 100 durante un
periodo superior a tres meses y esta baja rentabilidad sea atribuible a la deficiente explotación que realiza el ven -
dedor, se puede revocar su titularidad, si está suficientemente demostrada la baja rentabilidad, proporcionando -
le otro punto de venta, previa instrucción del correspondiente expediente. V. Igualmente dispone dicha Circular
2/1998, en la disposición 5.1.5 apartados b) y f), que tienen la consideración de méritos a efectos de puntuación
los siguientes supuestos:
Ceguera total: 2:5 puntos.
Ceguera parcial: 18 puntos.
Gran minusvalía: 18 puntos.
Cuando el agente opte a un quiosco, la ceguera total o parcial y además la sordera y/o amputación de una
extremidad superior o inferior o parte esencial de la misma se valora de 1 a 7 puntos según lo concede la
Junta Adjudicataria. VI. La Comisión Paritaria del IX Convenio Colectivo, reunida el 30 de septiembre de
1998, a solicitud de CC.OO, interpretó, con el voto en contra de ésta, que la Circular 2/1998, de 10 de
marzo, sobre adjudicación de puestos de venta, es válida y conforme al IX Convenio Colectivo».
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c) Por aplicación del régimen disciplinario ante incumplimientos de sus deberes.
d) Por movilidad funcional.
e) Por concurrir circunstancias económicas, productivas, técnicas u organizativas, o por la
necesidad de amortizar el punto de venta por causas legales o de mercado.
3. El punto de venta cuya titularidad haya sido perdida por un agente vendedor será cubierto,
en su caso, mediante el sistema de asignación descrito en el punto 1 anterior.
4. Las Direcciones de Centro establecerán las condiciones de explotación de los puntos de
venta171. Los agentes vendedores quedan comprometidos a explotarlos adecuadamente y a seguir las
instrucciones que al respecto sean dictadas por las citadas Direcciones».
Mejorar las condiciones de la venta del cupón, y en especial de los vendedores, es el
motivo que ha llevado a la ONCE a regular mediante circulares172 esta modalidad de venta
que inicialmente regentaba un sólo vendedor, pero que en la actualidad la suelen disfrutar
dos o más, mediante turnos bien establecidos.
En el caso de aquellos vendedores que tengan asignado un punto o zona de
venta y durante el último año hayan obtenido una rentabilidad por encima de la
media del centro, para poder revocarle dicha asignación, previamente deberá ser
puesto en conocimiento del vendedor, y la decisión final deberá ser tomada por
una comisión constituida a tal efecto en todas las Delegaciones Territoriales y
Direcciones Administrativas. Dicha comisión será presidida por el jefe de centro
y estará constituida además por el jefe del departamento de juego, director de
agencia cuando el vendedor esté adscrito a una agencia, especialista de ventas del
171 Vide Circular n° 1/2002, de 2 de enero, reguladora de la creación y asignación de puntos o zonas de
venta, apartado 5, conceptos asociados a la productividad:
«Productividad de un centro o dependencia. Será el resultado de sumar todas las recaudaciones de los productos
de carácter periódico habidas en un periodo determinado y dividirlo por la plantilla media existente en ese centro
o dependencia en dicho periodo. Para hallar la plantilla media se dividirán las jornadas realizadas entre los días
de sorteo.
Productividad de un vendedor. Será el resultado de sumar todas las ventas realizadas de productos de
carácter periódico.
Productividad de un punto o zona de venta. Será el resultado de sumar todas las ventas de productos de
carácter periódico realizadas por los vendedores que ejercen la venta en el mismo.
Porcentaje de productividad. Es aquél que alcanza un vendedor, punto o zona de venta, en cómputo mensual o
espacio superior de tiempo con respecto a la productividad de un centro o dependencia. Es decir el resultante de
realizar la siguiente operación: productividad del vendedor, punto o zona de venta menos productividad del cen-
tro o dependencia dividido por la productividad del centro o dependencia y multiplicado por 100».
172 Vide Jesús MONTORO MARTÍNEZ, Los ciegos en la historia, Tomo V, o.c, p. 146, donde señala:
«La normativa sobre los quioscos de la Corporación para la venta de su cupón está contenida principalmente
en las circulares n° 186, de 29 de marzo de 1946, y 223 del 19 de junio de 1948, en el Apartado c) del Oficio-Circular
del 27 de enero de 1950 y, recientemente en la Circular n° 20 del 22 de septiembre de 1993, cuyo asunto es norma-
tiva reguladora sobre puntos y puestos de venta que concreta la creación, adjudicación, explotación y extinción de
los diferentes puntos de venta del cupón de la ONCE, derogándose la Circular n° 24 de 14 de septiembre de 1989».
En la actualidad es la Circular n° 1/2002, de 2 de enero, la que regula la creación y asignación de puntos o
zonas de venta.
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área donde se encuentra ubicado el punto de venta, miembro del comité de empre-
sa del centro al que esté adscrito dicho vendedor y un consejero territorial.
Las asignaciones se realizarán en función del perfil del vendedor y su adecuación a las
necesidades comerciales a cubrir. La dirección de los centros establecerán las condiciones
y obligaciones de los vendedores respecto a los horarios de los puntos o zonas de venta que
les sean asignados. Tanto la asignación, como la modificación del punto o zona de venta,
del horario comercial, de la zona de influencia del punto de venta y demás consideracio-
nes sobre el particular, se realizará por escrito. Todos los vendedores deberán tener asigna-
do un punto o zona de venta donde ejercer su actividad laboral.
4.2. Control.
Para poder realizar un eficaz control y seguimiento de las variaciones de todos los puntos
o zonas de venta, se contará con el carné de vendedor y la aplicación informática establecida
para la gestión comercial de la red de ventas, debiendo estar en todo momento actualizados
sus datos.
4.2.1.
Carné de vendedor.
Cada vendedor dispondrá de un carné173, facilitado por la Dirección General, el cual
deberá llevar consigo siempre que esté realizando la venta.
Cada vendedor deberá llevar en sitio visible una identificación homologada por la
ONCE durante el tiempo en que desarrolle el ejercicio de la venta.
4.2.2.
Aplicación informática.
La aplicación informática establecida para la gestión comercial de la red de ventas es la
herramienta de control de los puntos o zonas de venta así como de los vendedores que ejer-
cen la venta en los mismos y figurarán, entre otros datos, los siguientes: a) Un número
secuencial para cada uno de los puntos o zonas de venta, b) Centro, municipio principal,
núcleo, distrito y barrio al que pertenece el punto o zona de venta, c) Vendedores asignados
a cada punto o zona de venta, d) Equipamiento, e) Fecha de creación, f) Estado de conserva-
173 En este carné figurarán los siguientes datos: a) En el anverso (DNI.; Código único de persona; Nombre
y apellidos; Fotografía), b) En el reverso, además de la banda magnética grabada con los datos necesarios
relativos al vendedor y que servirá para realizar determinadas operaciones de devolución, liquidación, etc,
llevará una etiqueta adherida en la que se hará constar: código de centro correspondiente a la dependencia
donde esté adscrito el vendedor; municipio donde realiza la venta; puntos o zona de venta asignado espe-
cificando su tipología (puesto de venta, área de venta, quiosco, stand, local comercial y ruta de venta);
horario comercial asignado.
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ción. g) Horario comercial, h) Horario comercial del vendedor asignado a un punto o zona
de venta, i) Productividad del punto o zona de venta, j) Días en los que el punto o zona de
venta permanece activo.
Y todos aquellos datos que sean relevantes para un mejor conocimiento del punto o
zona de venta, o de los vendedores.
5. La creación de puntos de venta fijos: quioscos y stands.
5.1.
Requisitos para la instalación de quioscos y stands.
Para la ubicación de un quiosco en un puesto de venta será necesario que el puesto de
venta en el que se vaya a instalar haya alcanzado de forma estable, a lo largo de un perío-
do mínimo de seis meses, la productividad requerida para dicha instalación, según el bare-
mo establecido en cada momento por la Dirección General174. Dicho baremo es actualiza-
do periódicamente según las variaciones que se produzcan tanto en el aspecto de la pro-
ductividad como de los costes del punto o zona de venta.
La ONCE tiene entre sus objetivos la consecución del máximo número de puntos de
venta cerrados (quioscos). En aquellos lugares en que por las características urbanísticas
esto no fuera posible, los vendedores podrán utilizar exclusivamente, los expositores por-
tátiles homologados por la ONCE.
5.2.
Estudios para el análisis y creación de puntos o zonas de venta.
El departamento de juego realizará periódicamente los pertinentes estudios pormenorizados
de todos y cada uno de los puntos de venta, rutas comerciales y zonas de venta, incluidos lo que
están situados en grandes superficies comerciales, almacenes, o cualquier otro complejo, con el
fin de evaluar permanentemente sus potencialidades comerciales y proceder en consecuencia a
la fijación, o modificación, de los correspondientes horarios de explotación.
Los especialistas de ventas realizarán un trabajo sistemático de detección de nuevos pun-
tos o zonas de venta, no sólo en la vía pública, sino en centros comerciales, estaciones de ferro-
carril y metropolitano, o en cualquier otro ámbito donde se produzca actividad comercial.
Para que un punto o zona de venta sea homologado como tal deberá alcanzar una pro-
174 Sobre el número total de quioscos de la ONCE Vide ONCE, 65 años de historia, ONCE, Madrid, 2004,
p. 87: «En 1980 hay 1.350 instalados en todo el país. 500 en Madrid, 450 en Barcelona y 400 en el resto
de las provincias con Delegaciones de la ONCE». La ONCE, con fecha 29 de noviembre de 2005, me faci-
lita la siguiente información: «Número de quioscos y stands existentes en todo el territorio nacional: 8.335.
Por autonomías (Cataluña: 2.649. Andalucía: 1.648. Madrid: 1.323. Valencia: 789). Por localidades
(Madrid: 791 Barcelona: 719. Valencia: 296)».
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ductividad equivalente al mínimo mensual de ventas, que en cada momento esté vigente
en el convenio colectivo, considerando las jornadas que entren en el período de prueba.
En la aplicación informática establecida para la gestión comercial de la red de ventas
deben figurar todos los puntos o zonas de venta detectados por la unidad técnica comer-
cial, estén homologados o no.
6. La ubicación de puntos de venta fijos (quioscos de la ONCE) en el dominio
público175.
6.1. El quiosco de la ONCE: hito y rito asentado en el dominio público.
El hecho de ejercer en la calle está configurado por un gran número de connotaciones,
en gran medida negativas, que se veían reforzadas en el caso de la ONCE por ser la perso-
na afectada un discapacitado. La calle es un espacio cargado de provisionalidad e incluso
de marginalidad, valores que contaminan a las personas que ejercen su labor o desempe-
ñan alguna actividad en dicho espacio. Por todo ello, una iniciativa de gran trascendencia
en la dignificación de los vendedores del cupón ha sido el cambio que han experimentado
en la escenografía urbana, con la progresiva implantación de quioscos, y que además de
ejercer varios papeles funcionales, también representan otros simbólicos.
Sin duda, lo que pretendía la ONCE era proporcionar a sus vendedores un lugar más
cómodo en donde desempeñar su labor comercial, al abrigo de las inclemencias del tiem-
po. También se consigue que desde el punto de vista de la comunicación, los quioscos figu-
ran como espacios físicos de publicidad estática al ubicar el logo de la ONCE en emplaza-
mientos estratégicos176
175
Vide Redacción (Consultas), "Ocupación de la vía pública con quiosco de la ONCE", Actualidad
Administrativa, 2, (2005), pp. 230-231.
176
Vide Antón ALVAREZ RU1Z, La función social de la publicidad de la ONCE, o.c, pp. 163-166: «Pero
antes debemos realizar una precisión. Actualmente sólo uno de cada tres vendedores del cupón realiza su
trabajo desde un quiosco. No tendría lógica comercial ubicar a todos los vendedores en quioscos, porque
hay zonas que se cubren mucho mejor con el sistema de venta ambulante, y prescindir de ésta supondría
perder una cuota de mercado realmente importante. Pero aún así, el cambio de imagen, la dignificación
laboral y otros aspectos que vamos a comentar, sobrevenidos como consecuencia de la implantación de los
quioscos, han afectado positivamente a toda la red de vendedores, incluidos aquellos que siguen realizan-
do su trabajo de forma itinerante».
Además señala los siguientes aspectos positivos: la instalación de quioscos elimina los elementos de pro-
visionalidad; el quiosco invierte los términos en los que se realiza el intercambio comercial del cupón;
supone un refuerzo de la percepción de los vendedores como profesionales del sector terciario; facilitan el
trato entre personas discapacitadas y no discapacitadas; para el vendedor constituye un símbolo de autoa-
firmación».
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6.2. Antecedentes y evolución histórica del dominio público.
Los antecedentes históricos del dominio público, se remontan al Derecho romano177,
donde se establece (Digesto), la clásica distinción entre las res communes y las res publi-
cae, y dentro de éstas las res sacrae, las res sanctae y las res religiosae. Las Partidas, las
Leyes de Toro, el Ordenamiento de Alcalá, la Nueva y la Novísima Recopilación, consti-
tuyen sucesivas etapas de su formulación178.
En el derecho francés, se distingue el nacimiento de la expresión dominio público, y
aquel en que nace el concepto. La expresión dominio público aparece en la Ley-Decreto
de 22 de noviembre-1 de diciembre de 1790, que aprobó el llamado Código demanial. Sólo
opone los bienes del Estado frente al de los particulares, y en el mismo se incluyen bienes
que son insusceptibles de propiedad particular179.
En el intento de construcción del dominio público, Proudhon, negaba a los bienes de domi-
nio público del Estado toda posibilidad de un verdadero derecho de propiedad, ya que sobre
ellos se mantenían los poderes propios del imperium; Hariou, mantiene que sí cabe derecho
efectivo de propiedad, cuyo régimen exorbitante deriva del acto jurídico de afectación180.
En Alemania, no existe el concepto de dominio público. La clave radica en la escisión
entre titularidad de una cosa pública y el régimen jurídico peculiar que comporta su afec-
tación al uso público. Con la excepción de Otto Mayer, la doctrina mantiene que la ads-
cripción a la utilidad pública no destruye la propiedad de la Administración o de un par-
ticular sobre la misma181. Llama poderosamente la atención que la doctrina española acep-
tase tan acríticamente la doctrina francesa, máxime cuando ya se conocía bien la obra de
Otto Mayer, que plantea que un bien inalienable, imprescriptible e inembargable, no puede
ser objeto de una verdadera propiedad ni pública, ni privada, sino que estaríamos ante las
viejas res nullius o res extra commercium del Derecho Romano182.
Al parecer, la primera vez que se utiliza la expresión «dominio público» en una Ley, en
nuestro Derecho, pudo ser en la Ley sobre propiedad literaria, de 10 de junio de 1847:
177 Vide Luis María DÍEZ-P1CAZO, "Breves reflexiones sobre el objeto del demanio: los iura in re alie -
na", REDA, 35, (1982), p. 652.
178 Vide J.I. MORILLO-VELARDE PÉREZ, Dominio público, Trivium, Madrid, 1992, p. 37.
179 Ibídem, pp. 39 y 40, haciéndose eco de la opinión del profesor Gallego Anabitarte.
180 Vide F. ROMERO HERNÁNDEZ, "La empresa privada municipal y los bienes de servicio público",
REDA, 47,(1985),p.388.
181 Vide R. PAREJO GAMIR, Protección registral y dominio público, Editorial Revista de Derecho
Privado, Madrid, 1975, pp. 15 y 16. Vide F. ROMERO HERNÁNDEZ, "La empresa privada municipal...",
o.c, p. 389.
182 Vide J.I. MORILLO-VELARDE PÉREZ, Dominio público, o.c, p. 16, nota 11. Dicha posición doc-
trinal corresponde al profesor Gallego Anabitarte.
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«... cuando fenezca el término que concede esta Ley a los autores o editores o a sus causaha-
bientes, o no conste el dueño o propietario de una obra, entrará esta en el dominio público»183.
La evolución histórica del dominio público184, exige tener en cuenta dos hechos tras-
cendentales: en el S XIX la concepción imperante determinaba que sólo eran bienes de
dominio público aquellos destinados por naturaleza al uso común, y la titularidad corres-
pondía a la Nación; la superación de esta idea se debe a la introducción del concepto de
«afectación o destino», con lo que el número de bienes que se integrarán en el dominio
público, se amplía considerablemente185.
En esencia, podemos vislumbrar que el Estado puede presentarse con relación al domi-
nio público bajo dos aspectos: a título de Estado-propietario y de Estado-poder. En nues-
tro país, la teoría del dominio público se estructura desde el Código Civil, y se manifiesta
no como una relación de poder, sino de propiedad. Esta aseveración radica en la diferen-
cia de significado del concepto cosa para el Derecho civil y el administrativo186.
Fue Villar Palasí, con su concepción del dominio público como título de intervención
administrativa plena, quien abre la brecha para que la doctrina posterior, vaya afirmando,
la inadecuación del concepto de propiedad y la necesidad de su sustitución por el de potes-
tad en la construcción del concepto. Este autor repara en que esencialmente es una técnica
funcional187. Ya en 1968, González-Berenguer188, afirmaba que el dominio público es el
conjunto de bienes sobre los que la Administración ejerce una especial potestad en base al
destino público que tales bienes cumplen; además añadía:
«los pretendidos privilegios del dominio público o son comunes a otros tipos de propiedad (la
desafectación), o son irrealizables (la imprescriptibilidad), o son inexistentes (la acción de oficio
en el planteamiento registral), o son incompatibles con la afectación (la inalienabilidad en el plan-
teamiento urbanístico)».
Destaca el análisis sobre la distinta consideración de cosa (criterio en consonancia con lo
expuesto por Villar Palasí), por parte de Parejo Gamir y Rodríguez Oliver:
«El aprovechamiento de la cosa incluida en el dominio público, no se estructura en función del
183 Vide J.I. MORILLO-VELARDE PÉREZ, Dominio público, o.c, p. 54.
l84 Vide Alejandro VERGARA BLANCO, "La teoría del dominio público: el estado de la cuestión",
Revista de Derecho Público, 114, (1989), pp, 38-44, donde se hace un recorrido riguroso sobre la evolu-
ción doctrinal del dominio público en nuestro país.
185 Vide J.A. GARCIA-TREVIJANO FOS, "Titularidad y afectación demanial en el ordenamiento jurídi-
co español", RAP, 29, (1959), pp. 15 y 16.
186
Vide F. ROMERO HERNÁNDEZ, "La empresa privada municipal ...", o.c, p. 389.
187
Vide J.I. MORILLO-VELARDE PÉREZ, Dominio público, o.c, pp. 69 y 72.
188
Vide J.L. GONZÁLEZ-BERENGUER URRUTIA "Sobre la crisis del concepto de dominio público",
RAP, 56, (1968), pp. 193 y 219.
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interés del titular, sino en razón de motivos, ajenos a la titularidad que son los intereses generales.
La existencia misma del demanio se ampara en la posibilidad que ofrece a las Administraciones
Públicas para disponer de unas competencias que, de no existir aquel, serían impensables e imposi-
bles. Por tanto la «cosa», no tiene relevancia en virtud de la posibilidad de su delimitación real, lo
que verdaderamente importa es la función que cumple respecto del interés público que provocó la
demanialidad. En definitiva son dos las finalidades esenciales de ese régimen jurídico, primero,
justificar el título más intenso de intervención que el Ordenamiento puede configurar sobre un bien;
segundo, posibilitando que la Administración pueda intervenir en lo tocante al destino del bien, con-
duciendo y conservando las previsiones de la norma»189.
6.3. Concepto de dominio público.
Debo por tanto, plantear el concepto de dominio público. No es tampoco un concepto
pacífico en nuestra doctrina, pues las consideraciones sobre el mismo son diversas e inclu-
so contradictorias. Luciano Parejo Alfonso revela el fracaso de los intentos de construcción
de una teoría general del dominio público (como categoría específica del Derecho
Administrativo)190. Para Morillo-Velarde, el dominio público, al menos en nuestro dere-
cho, no es reconducible a ninguna forma de propiedad, y por tanto, está constituido por un
haz o conjunto de potestades públicas de diversa índole atribuidas por el Derecho191. Les
atribuye los caracteres clásicos de: inalienabilidad192, imprescriptibilidad e inembargabili-
dad,
Ariño constata «como el sistema conceptual de la demanialidad se ha basado sobre la
piedra angular de la propiedad o titularidad del Estado y no sobre el destino de las cosas
189 Vide: R. PAREJO GAMIR y J.M. RODRÍGUEZ OLIVER, Lecciones de dominio público, ICAI,
Madrid, pp. 6 y ss; Ángel SÁNCHEZ BLANCO, La afectación de bienes al dominio público, Instituto
García Oviedo, Sevilla, 1979, in toto.
190 Vide Luciano PAREJO ALFONSO, "Dominio público: un ensayo de reconstrucción de su teoría general",
RAP, 100-102, (1983), p. 2380, y lo justifica advirtiendo que «toda vez que esa teoría general se circunscribe a:
· La determinación del ámbito y contenido del dominio público, es decir, de los bienes que lo integran; determi-
nación nada pacífica y si discutida, siendo segura sólo en lo atenido estrictamente al Derecho positivo.
· El diseño de un régimen general de administración, utilización y protección de los bienes; diseño hecho,
sin embargo, desde y con el reconocimiento de su quiebra por la diversidad de los regímenes positivos
según los distintos bienes demaniales».

191
Vide J.A. GARCÍA-TREVIJANO FOS, "Titularidad y afectación demanial en el ordenamiento jurídi-
co español", RAP, 29, (1959), p. 12, ya planteaba la necesidad de utilizar el vocablo «titularidad», en vez
de propiedad, que es más amplio y referible a toda clase de derechos. Vide Alejandro VERGARABLAN-
CO, "La teoría del dominio público: el estado de la cuestión", Revista de Derecho Público, 114, (1989), p.
35.
192
Vide J.M. de la CUETARA, La actividad de la administración, Tecnos, Madrid, 1983, p. 340: «[...] la
regla de la no enajenación responde a la misma necesidad de conservación de los bienes. En las monarquí-
as clásicas, la no enajenación defendía al pueblo frente al rey, pues si éste perdía sus fuentes de ingresos,
incrementaría inmediatamente las peticiones de impuestos; ahora la no enajenación defiende al pueblo
frente a los intereses particulares que pretenden utilizar la prescripción adquisitiva».
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mismas»193. Sea cual sea la posición adoptada, tal y como señala la STS de 27 de noviembre
de 1985 (Ar. 6505):
«El criterio básico determinante del dominio público es el de la afectación194 o vinculación al ser-
vicio público. A tal efecto puede aludirse como nota básica, a la necesidad de que exista una relación
de inmediatividad respecto de la actividad administrativa de tal forma que el ente titular consiga sus
fines mediante la construcción, adaptación y conservación, etc, del bien y que así se convierta en obje-
to directo de su actividad administrativa o que el bien esté afectado a un servicio esencialmente y jue-
gue un papel importante; así como nos encontremos ante la sumisión al régimen de dominio público
en razón, de la adscripción del bien, etc, al funcionamiento de los servicios públicos. En todos estos
casos y más que podrían contemplarse, nos encontramos ante supuestos de dominio público»,
y de esta forma puede explicarse el dominio público como «categoría jurídica autóno-
ma». Las directrices de la STC 227/1988, de 29 de noviembre, disipan cualquier duda
aunando titularidad y funcionalidad, eso sí, con un marcado carácter dinámico:
«[...],. Ya no se trata de una facultad, de un poder, sino de un deber positivo de configuración de deter-
minadas condiciones para la vida social y de mantenimiento de las mismas. De ahí que hoy es inmedia-
tamente visible que el dominio público no es algo dado, el conjunto de bienes propiedad del Estado o
de la Administración que éstos afectan a servicios o usos públicos (un concepto fuertemente estático,
por hacer referencia a una suerte de patrimonio afectado, con el sólo dinamismo de la lógica propia de
todo patrimonio), sino que es más bien algo esencialmente dinámico y no sustancial o material, cuya
consistencia viene dada no por relación a los bienes que en un momento dado lo sirven (le aportan el
necesario soporte instrumental), sino en función de los cometidos propios del poder público en los que
se expresan las necesidades y las aspiraciones sociales (históricamente cambiantes y, por tanto evoluti-
vas): cometidos que dicho poder debe permanentemente cumplir (art. 1.1 y 9.2 de la vigente
Constitución española). De ahí no sólo la variabilidad y expansión actuales (su adaptación a las cam-
biantes circunstancias) del dominio público, sino sobre todo su imagen como resultado de la acción
pública, fundamentalmente administrativa»195.
6.4. Grupo normativo regulador.
El dominio público, goza de la garantía que supone su inclusión en el texto consti-
tucional, art. 132:
«1. La Ley regulará el régimen jurídico de los bienes de dominio público196 y de los comu-
193 Vide G. ARIÑO ORTIZ, La afectación de bienes al servicio público, Escuela Nacional de Administra-
ción Pública, Madrid, 1973, pp. 29 y 30.
194
Vide Luciano PAREJO ALFONSO, "Dominio público: un ensayo de reconstrucción de su teoría general",
o.c., pp. 2418-2420: «[...]. Como categoría jurídica actual, la vinculación puede conceptuarse de instrumento de
sujeción o sumisión de una cosa o un bien a un determinado régimen jurídico con vistas a un preciso fin. [,..]».
195
Ibídem, p. 2.404).
196 Vide STS 3/1989, de 19 de julio, ponente: Exmo Sr D. Francisco González Navarro: «[...]. Y la propia
Constitución en ese precepto que invoca el apelante (art. 132.1), reconoce esa necesaria matización que impone
la realidad, pues lo que dice es que la regulación que hace la ley de ese dominio público, se inspirara en princi-
pios de inalienabilidad, imprescriptibilidad e inembargabilidad. Ese verbo que emplea la Constitución permitirá
al Legislador, en cada caso, regular con la necesaria flexibilidad ese dominio -llamado- público».
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nales, inspirándose en los principios de inalienabilidad197, imprescriptibilidad e inembargabilidad,
asi como su desafectación.
2. Son bienes de dominio público estatal los que determine la ley198 y, en todo caso, la zona
marítimo-terrestre, las playas, el mar territorial y los recursos naturales de la zona económica y
la plataforma continental».
La STC 227/1988, de 29 de noviembre, por la que se resuelven varios recursos de incons-
titucionalidad interpuestos contra la Ley de Aguas de 2 de agosto de 1985, afirma que exis-
te una determinada concepción del dominio público que está latente en la Constitución y los
Estatutos de Autonomía: «el régimen demanial comporta la titularidad pública de los bienes
sobre los que recae, pero sobre todo supone que tales bienes quedan sujetos a reglas exorbi-
tantes del Derecho público» (FJ 18). Dicha; titularidad pública, no presupone la atribución al
sujeto titular del dominio público de una serie de potestades exclusivas sobre los bienes
demaniales en concepto de dueño, «pues ello responde a una concepción patrimonialista del
dominio público que no se desprende del texto constitucional ni de los Estatutos de
Autonomía» (FJ 15).
A su vez, el Tribunal Constitucional, en la sentencia citada en el párrafo anterior, expli-
ca que entiende por dominio público, (FJ 14):
«la incorporación de un bien al dominio público supone no tanto una forma específica de
apropiación por parte de los poderes públicos, sino una técnica dirigida primordialmente a
excluir el bien afectado del tráfico jurídico privado, protegiéndolo de esta exclusión median-
te una serie de reglas exorbitantes de las que son comunes en dicho tráfico iure privato».
De tal forma que:
«la titularidad del dominio público no es, en sí misma, un criterio de delimitación compe-
tencial, y que, en consecuencia, la naturaleza demanial no aisla a la porción del territorio así
caracterizado de su entorno, ni la sustrae de las competencias que sobre ese aspecto correspon-
den a otros entes públicos que no ostentan la titularidad»199.
Un dato importante a destacar, la titularidad pública de los bienes demaniales, se mantie-
ne como un elemento esencial de la noción constitucional de dominio público. Junto a esta
idea clave, el art. 132 CE, hace referencia a un determinado régimen jurídico100 que debe ser
regulado por ley, inspirado en los tres principios clásicos: inalienabilidad, imprescriptibilidad
197 Vide J.I. MORILLO-VELARDE PÉREZ, Dominio público, o.c, p. 12.
198. Resulta llamativa la amplitud del planteamiento adoptado por el legislador, al atribuir una potestad
expansiva al dominio público. Su delimitación se efectuará por un análisis sistémico del propio texto
constitucional, jurisprudencia y doctrina, pues no admito un concepto abierto e ilimitado a pesar de la
funcionalización a que esta categoría jurídica se ha visto sometida.
199
STC 149/1991, de 4 de julio, FJ. Primero.
200
Cfr. J.A. LÓPEZ PELLICER y J.L. SÁNCHEZ DÍAZ, La concesión administrativa en la esfera local,
Instituto de Estudios de Administración Local, Madrid, 1976, p. 274.
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e inembargabilidad201. El destino202 será el tercer gran elemento concurrencial para concluir
que estamos en presencia de un bien de dominio público203. Todo ello caracterizado en nues-
tro texto constitucional por la funcionalización que se desprende de un estudio sistémico de
nuestra Carta Magna, a pesar de la nítida diferenciación entre demanio natural y por afecta-
ción del art. 132 CE.
Una referencia ineludible en esta materia la constituye la Ley 33/2003, de 3 de noviem-
bre, del patrimonio de las Administraciones públicas204. En relación al dominio público
local, las normas que regulan esta materia son:
201 Cfr. T. FONT i LLOVET, "La ordenación constitucional del dominio público", en Libro homenaje al
profesor García de Enterría, Civitas, Madrid, 1991, p. 3.923.
202
Vide F. ROMERO HERNÁNDEZ, "La empresa privada municipal...", o.c, p. 387, expone como parte de la
doctrina considera la afectación como el elemento esencial, y por tanto obligan a reconsiderar qué notas predica-
das de los bienes demaniales de servicio público dependen en realidad de la condición de Administración públi-
ca territorial de su titular (cualquier duda queda subsanada por el contenido de la STC 227/1988, de 29 de noviem-
bre). Vide J.[. MORILLO-VELARDE PÉREZ, Dominio público, o.c, p. 98: «[...] sin afectación, no cabe domi-
nio público. La afirmación inversa, sin embargo, no es necesariamente correcta. Puede ocurrir que ante bienes con
relevancia jurídico-pública incuestionable, el ordenamiento acuda a fórmulas instrumentales de carácter jurídico-
privado». Vide M.F. CLAVERO ARÉVALO, "La inalienabilidad del dominio público", RAP, 25, (1958), pp. 36
y 37. Plantea el profesor Clavero, la estrecha vinculación entre afectación e inalienabilidad, y atribuye a ésta una
caracterización que permite que tras las formalidades pertinentes se pueda proceder a la venta del dominio públi-
co. Por último, resulta de interés la exposición doctrinal sobre los diferentes criterios sobre el significado y la natu-
raleza de la inalienabilidad, que desarrolla este artículo.
203
Vide J.A. GARCÍA-TREVIJANO FOS, "Titularidad y afectación ...", o.c, p. 18, ya señalaba como
elementos esenciales del dominio público: Titularidad pública; Afectación.
204
Vide Ley 33/2003, de 3 de noviembre. Ley del Patrimonio de las Administraciones Públicas (BOE de 4 de
noviembre, núm. 264), artículos, 3: «Concepto. 1. El patrimonio de las Administraciones públicas está constitui-
do por el conjunto de sus bienes y derechos, cualquiera que sea su naturaleza y el título de su adquisición o aquel
en virtud del cual les hayan sido atribuidos. [...]», 5: «Bienes y derechos de dominio público o demaniales. 1. Son
bienes y derechos de dominio público los que, siendo de titularidad pública, se encuentren afectados al uso gene-
ral o al servicio público, así como aquellos a los que una ley otorgue expresamente el carácter de demaniales. 2.
Son bienes de dominio público estatal, en todo caso, los mencionados en el artículo 132.2 de la Constitución. [...].
4. Los bienes y derechos de dominio público se regirán por las leyes y disposiciones especiales que les sean de
aplicación y, a falta de normas especiales, por esta Ley y las disposiciones que la desarrollen o complementen.
Las normas generales del derecho administrativo y, en su defecto, las normas del derecho privado, se aplicarán
como derecho supletorio», 6: «Principios relativos a los bienes y derechos de dominio público. La gestión y admi-
nistración de los bienes y derechos demaniales por las Administraciones públicas se ajustarán a los siguientes prin-
cipios: a) Inalienabilidad, inembargabilidad e imprescriptibilidad. b) Adecuación y suficiencia de los bienes para
servir al uso general o al servicio público a que estén destinados, c) Aplicación efectiva al uso general o al servi-
cio público, sin más excepciones que las derivadas de razones de interés público debidamente justificadas, d)
Dedicación preferente al uso común frente a su uso privativo, e) Ejercicio diligente de las prerrogativas que la pre-
sente Ley u otras especiales otorguen a las Administraciones públicas, garantizando su conservación e integridad,
f) Identificación y control a través de inventarios o registros adecuados, g) Cooperación y colaboración entre las
Administraciones: públicas en el ejercicio de sus competencias sobre el dominio público».
También tiene incidencia notable sobre esta materia el art. 93: «Concesiones demaniales», y para su ópti-
ma comprensión Vide Luciano PAREJO ALFONSO, "El régimen de la utilización de los bienes y derechos
de dominio público. Autorizaciones y concesiones", en Carmen CHINCHILLAMARÍN (Coord.),
980
La LBRL205, título VI, capítulo I, art. 79.2, donde se dividen los bienes de las
Entidades locales en dos grupos: dominio público y patrimoniales; en el número 3, se
definen los bienes de dominio público como los destinados a un uso o servicio público.
El Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril (Texto refundido), especial-
mente título VI, capítulo I, especialmente arts 74 a 87.
El Real Decreto 1372/1986, de 13 de junio, Reglamento de bienes de las Entidades
locales. En los arts 74 y 75, se detallan las disposiciones por las que se regirán la utiliza-
ción de los bienes de dominio público, y los posibles usos, respectivamente. En cual-
quier caso, su uso privativo no debe significar un cambio en la afectación del bien, y
debe revestir un cierto interés público.
En relación con los quioscos de la ONCE, serán las Ordenanzas propias de cada
Corporación Local, las que siguiendo el orden de prelación de fuentes establecido206
regularán los distintos supuestos de hecho de usos especiales, privativos o meramente
limitativos207. La doctrina208 ha diferenciado en la utilización privativa de bienes dema-
niales afectos al uso general dos clases: los estacionamientos y las ocupaciones.
Respecto a estas últimas precisa:
«Por su parte, las "ocupaciones" implican una utilización privativa anormal del demanio pero
no impeditiva del uso general, que requieren una transformación mediante una obra definitiva y que,
por tanto, están amparadas en un título más solemne y eficaz que las simples autorizaciones o licen-
cias, como es la "concesión" (son los casos de los quioscos sobre las vías públicas, [...], etc). La
naturaleza jurídica de tal concesión demanial es la de un contrato administrativo, en cuya virtud se
permite, por un lado, la protección del concesionario (que no obstante ser, al igual que permisiona-
rio, un precarista, debe ser indemnizado de la pérdida de su derecho, salvo que la revocación de la
concesión se deba a la desafectación de la dependencia demanial) y, por otro, la conversión de la
contraprestación por la ocupación del dominio público en un precio, fijado al margen de las tarifas,
Comentarios a la Ley 33/2003, del Patrimonio de las Administraciones Públicas, Thomson-Cívitas,
Madrid, 2004, pp. 433-474.
205
Vide Tomás COBO OLVERA, Ley de Bases del Régimen Local (Comentarios, Corcordancias y
Jurisprudencia), Bosch, Barcelona, 2004, pues se trata de un excelente trabajo que se ha convertido en una
obra de referencia ineludible para estudiar esta materia.
206
Real Decreto 1372/1986, de 13 de junio, art. 1. Vide arts 339 a 345 del Código Civil.
207
Vide S. ALVAREZ GENDÍN, El dominio público, Bosch, Barcelona, 1956, p. 33, recogiendo el pensa-
miento de Laubadere, distingue en el dominio público dos clases de dependencias y usos, unas destinadas
a un uso directo y colectivo del público (vías públicas, relieves del mar, etc), otras, a un uso privativo
(sepulturas en los cementerios). Con carácter general Cfr. Ma J GALLARDO CASTILLO: El dominio
público local: procedimientos administrativos constitutivos y de gestión, Edersa, Madrid, 1995; El domi -
nio público y privado de las entidades locales: el derecho de propiedad y la utilización de las potestades
administrativas, Centro de Estudios Mundiales y de Cooperación Interprovincial, Granada, 1995.
208
Vide Emilio ROUANET MOTA, "Ocupación del dominio público local por quioscos de la ONCE",
Actualidad Administrativa, referencia: LV, (2002).
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sin perder su potencial naturaleza tributaria a efectos de su exacción y recaudación».
Por tanto no se puede vulnerar el régimen jurídico básico del dominio público209.
6.5. Concesión de dominio público: caracteres.
Expone Villar Palasí210 como la concesión surge en la Edad Media, y hoy día, con-
tinua manteniendo los mismos caracteres, en líneas generales: carácter personalísimo,
con imposibilidad de transmisión sin previa autorización; caducidad por incumplimien-
to; temporalidad concesional; reversión al extinguirse la concesión. Asimismo en el
Derecho Administrativo francés, se ha construido con carácter independiente la conce-
sión de servicio público, y la concesión de dominio público que aparece como una sim-
ple permission de voirie211.
La concesión demanial, como en general toda concesión212, puede ser definida como un acto
administrativo (su naturaleza jurídica es discutida por la doctrina) por el que se confiere a un
particular el derecho real exclusivo y excluyente de utilizar privativamente un bien de dominio
público. Sus caracteres esenciales comprenden: el surgimiento de un auténtico derecho real admi-
nistrativo; existencia para cada clase de concesiones demaniales de unas condiciones generales a
209 Vide R. PAREJO GAMIR, Protección registral..., o.c., prólogo del profesor Villar Palasí, p. VIII: «[...].
Alguna vez se ha citado un Decreto de 1933 que calificaba de servicio público la recogida de cosechas, no por-
que se creyera que era un servicio público, sino pura y exclusivamente para sancionar más duramente las huel-
gas de los agricultores. El fenómeno no es infrecuente en el Derecho administrativo y esto produce esa elasti-
cidad antidogmática de sus categorías. Sin embargo, el jurista lógico preferiría que la Administración y a veces
incluso la legislación fueran derechos al grano, esto es, establecieran las consecuencias deseadas, pero sin cali-
ficar y sobre todo sin prostituir una categoría jurídica que responde a otros fines». La elocuencia del profesor
Villar Palasí, no precisa comentario alguno.
210 Vide J.L. VILLAR PALASÍ, "Concesiones administrativas", Nueva Enciclopedia Jurídica Seix,
Barcelona, 1952, p. 689.
211 Ibídem, p. 696. Cfr. F. ALBI CHOLBI, Tratado de los modos de gestión de las Corporaciones Locales,
Aguilar, Madrid, 1960, p. 505, concluye: «Para Hariou, consiste la permission de vorie "en un permiso
concedido a un particular para ocupar temporal y privativamente determinada porción del dominio público, con
autorización de modificarlo e incorporarle obras"; para Laudabere "es un acto administrativo unilateral que auto-
riza a un particular para ocupar privativa y anormalmente una porción de dominio afectado al uso público"».
212 Cfr. E. GARCÍA de ENTERRÍA, Dos estudios sobre la usucapion en Derecho administrativo, Tecnos, Madrid,
1974, pp. 72 y 73: En relación a la concesión de dominio público y a la de servicio público «lo característico y común
es que en todo caso, y por hipótesis, esta transferencia es parcial, comprende una tasa limitada de facultades, y en
modo alguno una propiedad plena, pues dominio público y servicio público siguen siendo tales tras la concesión, y,
por ende, referibles a la Administración, que en algún sentido, por el hecho simple de esta titularidad constante e inde-
rogable, mantiene en la situación facultades de imperio». (Dictamen del Consejo de Estado de 14 de noviembre de
1950, consulta núm. 6683). Vide F. LÓPEZ RAMÓN, "Las dificultades de una legislación básica sobre concesiones
administrativas", Revista de Estudios sobre Administración Local y Autonómica, INAP, 243, (1989), p. 568 y nota
18. Vide L.M. CHACÓN ORTEGA, Manual de procedimiento y formularios para Ayuntamientos, Tomo IV, Edit.
Bayer Hnos S.A., Barcelona, 1991, p. 1993. Vide G. ARIÑO ORTIZ, Economía y Estado, o.c, pp. 340 y ss. Vide
STS de 19 de febrero de 1985 (Ar. 2645).
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precisar por la legislación sectorial; la concesión demanial sólo se entenderá en precario cuando la
ley lo declare o cuando la libre revocación que el precepto comporta sea el medio de salvaguar-
dar el destino normal del bien; se otorga a un fin específico y sin perjuicio de tercero; hace surgir
en el concesionario el deber de mantener en buen estado el demanio concedido y entregarlo a la
Administración al extinguirse213.214
6.6. Precariedad y reversión.
En la Edad Media se distinguen dos suertes: concesiones que implicaban una función gene-
ral clara que podría otorgarse por tiempo determinado; otras en que la cesión de los fundos se
justificaba ex largitate aut ex munificentia regis. Esta idea de la concesión temporal por servicios
prestados al futuro es la que fundamentó, los llamados precarios y arrendamientos temporales
por tres vidas. Cuando se trataba de retribuir servicios ya prestados, se otorgaban por tiempo inde-
finido, pero sujetándolas a un canon, que sirviera justamente para no dar lugar a la posesión inme-
213 Vide R. PAREJO GAMIR y J.M. RODRÍGUEZ OLIVER, Lecciones de dominio público, o.c., pp. 56
y ss.
214 Es necesario distinguir si estamos en presencia de una concesión o una autorización. Una primera nota es el
carácter excluyente y privativo que es inherente a la primera, es decir un uso intenso del dominio público por parte
del concesionario a quien se le cede de manera permanente y estable. La titularidad del dominio público reside en la
administración concedente, mientras que en el caso de autorización no tiene porque ser así, y la Administración auto-
rizante puede simplemente ostentar facultades de policía. Instalaciones fijas y permanentes. En el caso de la conce-
sión la remuneración es mediante tasas fijas y predeterminadas, en la autorización se realiza mediante precios sus-
ceptibles de regirse por el sistema de comercio libre. Vide STS de 31 de octubre de 1982. Vide F. LÓPEZ RAMÓN,
"Las dificultades de una legislación básica sobre concesiones administrativas", Revista de Estudios de la
Administración Local y Autonómica, INAP, 243, (1989), pp. 574 y ss. Vide J.I. MORILLO-VELARDE PÉREZ,
Dominio público, o.c, p. 133 (además admite explícitamente en el caso de la concesión la existencia de derechos
reales administrativos).
La concesión también presenta notables diferencias con el arrendamiento. En este último caso, los bienes públicos,
adquieren únicamente carácter instrumental. El art. 138.1 del RSCL señala: «Las Corporaciones locales
podrán disponer la prestación de los servicios mediante arrendamiento de las instalaciones de su pertenen-
cia». El objeto del arrendamiento administrativo no serán los bienes, sino que lo será exclusivamente el
"servicio público", a cuya prestación queda la cosa indisolublemente ligada, quedando reducida ésta a la
categoría de "un simple elemento instrumental". Vide L. CHACÓN ORTEGA, Manual de procedimiento
y formularios para Ayuntamientos, Tomo I, Bayer Hermanos, S.A., Barcelona, 1991, p. 121.
Otra nota de interés es precisar la naturaleza jurídica. En el caso de la concesión estamos ante un contrato
administrativo, en el caso de la autorización, ante un acto administrativo. Vide VILLAR PALASÍ, "Conce-
siones administrativas", o.c, p. 703, ofrece un resumen doctrinal de la tesis contractual y la unilateral. El
mismo adopta un criterio favorable a la primera, y para paliar la aparente contradicción entre el carácter
contractual de la concesión y la potestad reglamentaria que sobre la misma conserva la Administración,
indica que la Jurisprudencia francesa ha ideado la teoría de las instrucciones generales contractualmente
reglamentarias. El art. 78.2 del RBEL establece: «Las concesiones se otorgarán previa licitación, con arre-
glo a los artículos siguientes y a la normativa reguladora de la contratación de las Corporaciones Locales».
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morial. Una vez que la legislación de la Restauración determinó el alcance del dominio público,
aquellos derechos adquiridos, pasaron a estructurarse como concesiones censuales, entre las que,
justamente el canon concesional se ligaba a una condición para impedir egresión del dominio.
No es extraño, por ello, que en las ordenanzas de las comunidades se hable de propie-
dad. Mas, con todo, tal propiedad ha de entenderse como puro dominio útil, dejando a
salvo el dominio directo, que correspondiendo en su origen al titular del señorío jurisdic-
cional pasó a revertir a manos del Estado215.
La fijación de un plazo máximo de duración en la concesión se debe al intento de evitar la
prescripción inmemorial, impidiendo la pérdida de bienes públicos para la Administración216.
A juicio de Martín Mateo217, existen dos grados de precariedad. Precariedad de primer
grado, aquella que permite a la Administración revocar o modificar el acto originario, pero
no la exonera de indemnizar las consecuencias económicas que su intervención unilateral
Idéntica referencia a la normativa reguladora de la contratación de las Corporaciones Locales figura en el
art. 90.4 de dicho texto legal. A la vista de lo expuesto parece que estamos en presencia de un régimen jurí-
dico contractual. Vide J.L. SÁNCHEZ DÍAZ, "La concesión en el régimen de utilización de los bienes de
dominio público de las Corporaciones Locales", Revista de Estudios de ¡a Vida Local, 184, (1974): «Esta
situación se entiende que debe ser interpretada considerando que el régimen contractual sólo es aplicable
en aquellos supuestos en que el uso privativo de un bien de dominio público va unido a la concesión de
servicio público. En estos casos la Administración incorporará al contenido de la concesión del servicio
aquellas cláusulas que se refieran al uso del dominio, pero subordinando la concesión del dominio a la del
servicio». Esta opinión aunque efectuada sobre el anterior RBCL, plantea que el régimen contractual resul-
ta más apropiado para la concesión de servicios que para la demanial, en la que predomina su otorgamien-
to mediante acto unilateral constitutivo pero, no la comparto. Vide STS 11 de febrero de 1986 (Ar. 1428),
ponente: Exmo Sr D. Francisco González Navarro, en relación a la concesión de un quiosco en Rambla
Nova de Tarragona: «Hay por tanto en vigor un contrato cuyo contenido obligacional ha sido establecido
unilateralmente por el Ayuntamiento y aceptado por los sucesivos peticionarios, contrato que, como todos
los administrativos, puede ser calificado de adhesión. Y este contrato no puede ser desconocido por la
Administración, que si considera que no es legal, debe proceder a su anulación, utilizando para ello el debi-
do cauce procesal. [...]. Y si lo que quiere es poner fin a la vida de esta llamada «concesión en permanen-
cia», hay que hacerlo mediante el tanteo contractualmente pactado o mediante la aplicación del plazo extin-
tivo que establece la legislación vigente». Idéntico sentido, J.M. de la CUETARA, La actividad de la
Administración, o.c, pp. 189 y 375.
En sentido contrario Vide J.A. LÓPEZ PELLICER y J.L. SÁNCHEZ DÍAZ, La concesión administrativa
..., o.c, p. 308. Vide J.I. MORILLO-VELARDE PÉREZ, Dominio público, o.c, p. 135: «la norma puede
articular perfectamente el mecanismo de otorgamiento de la titularidad en que la concesión consiste, tanto
sobre la base de la técnica contractual, como sobre la del acto unilateral», adopta una posición ecléctica.
215 Vide VILLAR PALASÍ, "Concesiones administrativas", o.c, pp. 758 y 759.
216 RBCL, art. 80: «En toda concesión sobre bienes de dominio público se fijarán las cláusulas con arre-
glo a las cuales se otorgare, y sin perjuicio de las que se juzgaren convenientes, constarán estas: [...]. 9.
Reversión o no de las obras e instalaciones al término del plazo. 10. Facultad de la Corporación de dejar
sin efecto la concesión antes del vencimiento, si lo justificaren circunstancias sobrevenidas de interés
público, mediante resarcimiento de los daños que se causaren, o sin él cuando no procediere».
217 Vide R. MARTÍN MATEO, "La cláusula de precario en las concesiones de dominio público", RAP,
56,(1968), pp. 95 y 96.
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determina para el afectado. Precariedad de segundo grado, caracterizada por la eliminación
de cualquier pretensión indemnizatoria. Mantiene este autor, que normalmente sólo opera en
situaciones originadas por autorizaciones y no por concesiones, y viene marcada por carac-
teres netamente definidos que inequívocamente remiten a la provisionalidad de la situación
y a su intrínseca transitoriedad, conocida y aceptada por el beneficiario de la misma.
No bastará con afirmar que una concesión se realiza a precario para obviar toda
clase de responsabilidades futuras de la Administración. Si el precario en la concesión
del dominio público tiene algún sentido, éste no puede ser otro que el mantenimiento
del fin primordial del bien y no de cualquier interés público distinto o conveniencias
administrativas ajenas, es decir, sino con el interés público específico a que el dominio
público sirve. Por tanto la precariedad no puede introducirse ilimitadamente al amparo
del ejercicio de facultades discrecionales218.
Por todo ello creo necesario recordar:
«La crisis debe ser referida muy principalmente a la vieja institución de la cláusula rever-
sional. Despojando de ella sus ingredientes míticos, ya totalmente inactuales y como tales
perturbadores, reconstruyéndola pieza a pieza con arreglo a los principios y a las necesidades nue-
vas, sistematizando con plena consciencia las soluciones que casuísticamente y para necesidades
concretas y empíricas han ido apareciendo en las legislaciones, el esquema clásico de la conce-
sión administrativa puede y debe ser salvado. En unos casos la concesión puede afirmarse indefi-
nida (el término «perpetuo» es equívoco en Derecho), en otros limitadamente temporal219, pero
sin una reversión del establecimiento; [...]. Para expresar en una fórmula común estos criterios
bastará con decir que la reversión no es ya ni puede ser hoy otra cosa en las concesiones que una
cláusula económica, instrumentable según las realidades relativas de este signo, pero en modo
alguno como se concibió en el Derecho antiguo y ha continuado hasta nuestros días, una cláusu-
la política que pueda sacrificar por sus altas exigencias absolutas aquellas realidades»220.
218. Ibídem, pp. 111 y 120. En la p. 112, expone un ejemplo gráfico de utilización torticera de la precarie-
dad en el ámbito municipal. Vide J.L. SÁNCHEZ DÍAZ, "La concesión en el régimen de utilización ...",
o.c, pp. 705 y 706, cita un amplio repertorio doctrinal que destaca la incompatibilidad de la cláusula pre-
caria!, entendida como posibilidad revocatoria sin derecho a indemnización, con el régimen de la conce-
sión. Sólo es admisible para autorizaciones de carácter discrecional, dependiendo de cada caso concreto y
de las circunstancias que le rodearan. Vide S. ALVAREZ GENDÍN, El dominio público, o.c, p. 61.
219 STS de 31 de diciembre de 1986 (Ar. 8.125), Concesión de sepultura en cementerio municipal de La
Luisiana, CDO 8. La Sala califica a la concesión, como un «negocio fijo» o «negocio de término esencial»,
y afirma: «lo que quiere decir que esta figura jurídica no es concebible en una dimensión temporal indefi-
nida y que, más pronto o más tarde, la concesión ha de caducar; constituyendo la caducidad un efecto ex
lege, propio de los negocios fijos, aunque sometido, en principio, para su plena efectividad, al presupues-
to (conditio iuris) de la declaración expresa de la Administración; declaración que se limita a constatar la
producción del hecho extintivo de la concesión y a manifestarlo, para así eliminar toda duda al respecto y
suprimir el equívoco de una situación de apariencia de una concesión en realidad caducada, pero hasta
entonces no declarada».
220 Vide E. GARCÍA de ENTERRÍA, Dos estudios sobre la usucapion ..., o.c, pp. 77 y 78.
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Debo concluir afirmando la existencia de una auténtica «propiedad administrativa»,
que difiere notablemente del régimen jurídico de la propiedad privada, pero que admite sin
paliativos una formulación acorde con el Derecho público.
6.7. Responsabilidad patrimonial: la competencia sobre la conservación y policía
del dominio público municipal y los quioscos de la ONCE.
La responsabilidad en estos supuestos corresponderá a las corporaciones locales221.
221 Vide Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Murcia, núm. 892/1999 (Sala de lo Contencioso-
Administrativo, Sección 2a), de 2 de noviembre, Ar. 21123:
«FUNDAMENTOS JURÍDICOS
PRIMERO.- Son hechos probados que se desprenden del contenido de! expediente administrativo y de la
prueba practicada los siguientes:
Sobre las 18:20 horas del día 2 de noviembre de 1.995, Dña. Carmen G. R. sufrió una caída en la Calle
Gloria de Santomera, debido a que la tapa de la arqueta en que se encuentra la conducción de suministro
eléctrico de un cercano kiosco de la O.N.C.E., cedió al ser pisada. Como consecuencia de la caída la Sra.
G. R. sufrió lesiones de las que tardó en curar 190 días, quedándole como secuela una ligera gonalgia pos-
toperatoria (después de la Meniceptomía), que se encuentra sin baremar ni evaluar. La lesionada tuvo que
afrontar gastos de farmacia, ortopedia y consulta de podología por un total de 23.072 pesetas.
SEGUNDO.- Por la fecha de los hechos, 2 de noviembre de 1.995, el régimen jurídico de la recla-
mación está contenido en el art. 54 de la Ley 7/85 de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen
Local, que establece la responsabilidad directa de las Entidades Locales por los daños y perjuicios
causados a los particulares en sus bienes y derechos como consecuencia del funcionamiento de los
servicios públicos, remitiéndose a lo dispuesto en la legislación general sobre responsabilidad admi-
nistrativa, que viene constituida por los artículos 139 y siguientes de la Ley 30/92.
Los hechos que se declaran probados derivan de los elementos probatorios contenidos en el propio expe-
diente administrativo; así como de la prueba practicada en este procedimiento.
Señala el T.S. en sentencia de 11 de febrero de 1.991 que para el éxito de la acción de responsabili-
dad, reconocida al más alto nivel normativo en el art. 106-2 CE., se precisa, según constante juris-
prudencia: a) la efectiva realidad de un daño evaluable económicamente e individualizado en rela-
ción con una persona o grupo de personas; b) que el daño o lesión patrimonial sufrido por el recla-
mante sea consecuencia del funcionamiento normal o anormal de tos servicios públicos en una rela-
ción directa, inmediata y exclusiva de causa efecto, sin intervenciones extrañas que alteren el nexo
causal; y c) que no se haya producido fuerza mayor.
Según reiterada jurisprudencia la responsabilidad patrimonial de la Administración es objetiva. "Esta fun-
damental característica impone que no sólo no es menester demostrar para exigir aquella responsabilidad
que los titulares o gestores de la actividad administrativa que ha generado un daño han actuado con dolo o
culpa, sino que ni siquiera es necesario probar que el servicio público se ha desenvuelto de manera anó-
mala, pues los preceptos constitucionales y legales que componen el régimen jurídico aplicable extienden
la obligación de indemnizar a los casos de funcionamiento normal de los servicios públicos.
Debe, pues, concluirse que para que el daño concreto producido por el funcionamiento del servicio
a uno o varios particulares sea antijurídico basta con que el riesgo inherente a su utilización haya
rebasado los límites impuestos por los estándares de seguridad exigibles conforme a la conciencia
social. No existirá entonces deber alguno del perjudicado de soportar el menoscabo y, consiguiente-
mente, la obligación de resarcir el daño o perjuicio causado por la actividad administrativa será a ella
imputable" (S.T.S. de 5 de junio de 1..997, Pte. Sr. Xiol).
No hay duda de que la reclamante ha sufrido una lesión evaluable económicamente. Consecuentemente, la
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atención debe centrarse en el estudio de la concurrencia de los otros elementos que dan lugar al nacimien-
to de responsabilidad de la Administración, así como, en caso de que concurran, proceder a la evaluación
del daño.
TERCERO.- Cuestión de examen preferente es la relativa a si nos encontramos ante un servicio publico.
Con carácter general, los servicios públicos no deben ser entendidos en sentido estricto como una concre -
ta modalidad de la acción administrativa, sino en un sentido amplio y predominantemente subjetivo, que
incluya a toda la actividad e incluso inactividad por omisión de obligaciones de actuar de cualquier
Administración Pública.
De conformidad con el art.25-2 d) L.R.B.R.L. es de competencia municipal la materia propia de
"pavimentación de vías públicas", siendo un servicio que el Ayuntamiento de Santomera está obli-
gado a prestar de acuerdo con el art.26-1 a) de la misma Ley, sin que conste que exista la dispensa
autonómica prevista en el apartado 2o del art.26. Además, esta obligación se correlaciona con el dere-
cho de los vecinos al establecimiento y prestación del servicio, consagrado en el art. 18-1-g) del
mismo Texto Legal.
Se alega por la Administración que el mantenimiento y conservación de la arqueta y de su tapa
incumbían a la O.N.C.E. Aunque eso así sea de acuerdo con el artículo 80.8° del Reglamento de
Bienes de las Corporaciones Locales, lo que también es cierto es que al Ayuntamiento correspon -
de controlar la utilización que del espacio demanial se haga por el concesionario de forma que la
concesión no exime al Ayuntamiento de ejercer su competencia sobre la conservación y policía del
dominio público municipal.
Lo anterior lleva a la conclusión de que nos encontramos indudablemente ante un supuesto carac -
terístico de prestación de servicio público en sentido estricto.
CUARTO.- La siguiente cuestión a determinar es la de si la lesión es consecuencia del funcionamien-
to del servicio público y que se encuentren éste y aquélla en relación de causa a efecto, lo que nos
introduce en el estudio del título de imputación a la Administración titular del servicio y del nexo
causal.
Para determinar si las circunstancias de la vía eran o no las exigibles hay que conectar las circuns-
tancias concretas del caso con el rendimiento medio o estándar exigible al servicio, con las dificul-
tades que entraña la definición del contenido del concepto jurídico "rendimiento medio" dado su
carácter indeterminado.
La prueba practicada demuestra que las lesiones fueron consecuencia de que cediera la tapa del
registro que se encontraba situado en la acera, sin que se haya probado, ni siquiera alegado, que haya
concurrido fuerza mayor determinante de la ruptura del nexo causal, o que las circunstancias de la
acera se encuadrasen dentro del estándar exigible al funcionamiento del servicio. Esto último es,
además, obvio que no ocurre, puesto que es inadmisible que un servicio elemental, como el de la
pavimentación de las vías públicas, ofrezca riesgos capaces de causar lesión a los propios beneficia-
rios del servicio.
QUINTO.- Para la determinación de la cuantía indemnizatoria, existiendo secuelas a valorar, debe distin-
guirse entre éstas y los días de baja.
En relación con los últimos, la cuestión se reduce a fijar una suma por cada uno de los 190 días que" tardó
la recurrente en alcanzar la curación, tal como consta en informe pericial practicado en periodo probato-
rio, que, según criterio de esta Sala, se valora a razón de 8.000 pesetas por día.
En lo relativo a la secuela concretada en dicho informe, su valoración debe diferirse al periodo de ejecu-
ción de sentencia, en el que, a petición de la actora, se deberá fijar, huyendo de criterios subjetivos y
siguiendo el criterio de esta Sala, de acuerdo con el baremo aprobado por la Ley de Uso y Circulación de
Vehículos de Motor, en la redacción dada por la Ley de Ordenación de Seguros Privados de 8 de noviem-
bre de 1.995.
Por último, también son indemnizables los gastos acreditados de 23.072 pesetas, lo que arroja un total, sin
contar secuelas, de 1.543.072 pesetas».
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Aunque en términos generales, se alega por la Administración que el mantenimiento y con-
servación de la zona próxima al quiosco de la ONCE le incumbe a ella. Aunque eso así sea
de acuerdo con el artículo 80.8° del Reglamento de Bienes de las Corporaciones Locales,
lo que también es cierto es que al Ayuntamiento le corresponde controlar la utilización que
del espacio demanial se haga por el concesionario de forma que la concesión no exime al
Ayuntamiento de ejercer su competencia sobre la conservación y policía del dominio
público municipal.
7. La potestad tarifaria y su aplicación a los quioscos de la ONCE.
7.1. Tarifas: determinación de su naturaleza jurídica222.
7.1.1. Ideas generales.
Una investigación auténtica en derecho administrativo exigirá muchas veces el
manejo de fuentes y el estudio de materias extrajurídicas, donde se descubren las fuer-
zas y los intereses que hicieron nacer o perfilaron las técnicas jurídicas en cada momen-
to. Es preciso integrar el fenómeno jurídico dentro del marco económico-social en el
que se inserta. Y es que el Derecho Administrativo no es ni mucho menos un sistema
de "esencias" sino de "consecuencias". Es decir, sus conceptos y categorías tienen en
muchos casos, un contenido puramente consecuencia!, variable de tiempo en tiempo,
de sector en sector. Los conceptos de concesión, autorización, servicio público, orden
público, policía, contrato administrativo, y tantos otros, están ligados a la búsqueda de
unas finalidades concretas. Por supuesto que también hay "esencias", esto es, concep-
tos y categorías de valor permanente, pero se trata de conceptos que perduran a través
de cualquier época, legislación o sistema social, porque responden pura y simplemente
a la idea del Derecho. Pero incluso éstos son muchas veces usados tácticamente en
derecho administrativo, manipulados por el legislador, falseando su naturaleza, para
obtener unos resultados prácticos queridos. También es posible afirmar que la econo-
mía, la política y la ideología de cada época condicionarán decisivamente sus conteni-
222 Vide Ley 4/2004, de 29 de diciembre, de modificación de tasas y de beneficios fiscales de aconteci-
mientos de excepcional interés público (BOE de 30 de diciembre, núm. 314).
223 Vide Gaspar ARIÑO ORTIZ, Las tarifas de los servicios públicos. Poder tarifario, poder de tasación y con -
trol judicial, Instituto García Oviedo, Sevilla, !976, pp. 5 y 6. En la p. 7 afirma: «Para llegar a soluciones racio-
nales que contemplen el mañana, es preciso formularse hoy preguntas como las siguientes: ¿cuáles serán las con-
secuencias sociales y económicas de una regulación determinada?, ¿quiénes van a ser los ganadores y quiénes los
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Si analizamos las tarifas desde su naturaleza como pago del servicio, si se trata de un pre-
cio privado de una prestación en que el servicio consiste, tiene una naturaleza distinta, a su
consideración como una tasa, que al margen del coste real puede bonificar o castigar deter-
minados consumos. También es posible estudiar el poder tarifario en sí mismo, como la
potestad de la Administración para fijar una u otra tarifa, para alterarlas o congelarlas, para
autorizar una subida o denegarla. ¿Cuál es el alcance y naturaleza de este poder?. ¿Es una
facultad contractual o una potestad derivada de la norma?.
Todo ello supone un cambio de perspectiva que es necesario aclarar, pues se mezclan o alter-
nan: tasas, precios públicos, precios privados, sin que existan en algunos casos, claras delimita-
ciones conceptuales. Además, a una consideración inicialmente contractual de la tarifa, ha veni-
do a superponerse una significación de ordenación económica, que podría llevar a asimilar el
poder tarifario, en definitiva, a una "especie" del poder genérico de tasación de precios del mer-
cado, que el Gobierno, con habilitaciones legales formalistas, ha tenido y tiene hoy reconocido:
«El art. 36 del pliego de condiciones da acuerdo con la Ley, establece que el contratista podrá efec-
tuar en sus buques toda clase de transportes de pasajeros y mercancías de lícito comercio con entera
libertad de tarifas; y aún cuando el 39 dispone que el contratista cometerá anualmente a la aprobación
del Ministerio de Fomento las tarifas máximas que hayan de regir sus transportes de pasajeros y mer-
cancías, los cuales no podrán modificar elevándolas sin previa autorización del Ministerio, es claro que
el alcance de este artículo no se extiende a borrar el 36 y el derecho de la Compañía a la entera liber-
tad de tarifas, sino exclusivamente a someter las que fije la Compañía a la aprobación del Ministerio,
ya para que una vez aprobadas no puedan elevarse sin la precisa autorización del mismo, ya para que
éste las limite en aquellos puntos concretos en que la Ley y el contrato le otorgan esta facultad, pero
no absoluta o discrecional, sino condicional y reglada concretamente, por los preceptos expresos y ter-
minantes contenidos en la base cuarta del art. 17 de la expresada Ley. [...].
Estos claros y terminantes preceptos de la Ley deja fuera de duda que el derecho de la
Administración al examinar las tarifas de máxima percepción que las Compañías, le presentan, alcan-
za a la comprobación de los criterios reglados que la misma ley contiene; y nada más, quedando en
todo lo que esto no sea, vivo e indudable el derecho de la Compañía, establecido en el art. 36, a ejer-
cer su industria con entera libertad de tarifas»224.
En todo caso no es posible identificar poder de tasación de precios de mercado y poder
tarifario225, pues en el primer caso se establece en el marco de una relación de supremacía
perdedores?, ¿cómo valorar jurídicamente los cambios tecnológicos?, ¿cómo articular, de verdad, la participación
del usuario en los procesos de decisión sobre el servicio?, ¿cuáles son los sistemas adecuados de contabilidad nor-
malizada?, ¿cuáles los standars de costos en cada sector, el impacto del capital fijo, los plazos de recuperación de
la inversión, la tasa de rentabilidad justa, la extensión deseable del servicio o, por el contrario, la necesidad de
moderar la demanda, la escala variable de tipos y demás factores técnicos y económicos que aseguren la calidad
del servicio y un desarrollo equilibrado y continuado de la explotación?. Y así otras muchas cuestiones que es difí-
cil para un jurista contestar».
224
Sentencia de 14 de febrero de 1914.
225
Vide Gaspar ARIÑO ORTIZ, Las tarifas de los servicios públicos. Poder tarifario, poder de tasación
y control judicial, o.c, pp. 77-112.
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general del Estado sobre los ciudadanos, sin más cualificación; en el segundo se incide en
una previa relación de uno o varios ciudadanos cualificados con la Administración, es
decir, se inserta en el seno de una relación de supremacía especial.
7.1.2. Tasas.
A. Origen y evolución.
El profesor García de Enterría226 entendía que era necesario efectuar una división entre el costo
del establecimiento del servicio, y por tanto su amortización (que deberían ser financiados a tra-
vés del impuesto, ya que la existencia o no del servicio atañe directamente a la comunidad); y la
tasa que sostendría el gasto meramente de utilización. Distinguía también el título de la obligación
tributaria, que afecta al público, y el modo de gestionar los ingresos así obtenidos por la entidad
correspondiente. Por último añade que no es financiera la razón determinante de que un servicio
se cubra total o parcialmente con tasa o con impuestos, sino que pertenece a la ciencia política, a
la economía política y a la ciencia de la Administración social, su determinación.
A pesar del tiempo transcurrido y lo mucho que se han modificado las circunstancias
determinante;;, algunas consideraciones o planteamientos continúan hoy vigentes, aun
cuando los resultados a los que lleguemos sean distintos.
Es la Ley de Reforma de 11 de junio de 1964 la que establece por primera vez en el seno de
nuestro sistema tributario estatal, la categoría de las tasas fiscales, dotándolas de una cierta regu-
lación unitaria. Posteriormente se promulga el Texto Refundido de las Tasas Fiscales, aproba-
do por el Real Decreto 3.059/1966, de 1 de diciembre, que continúa vigente en cuanto no se
oponga a la Ley de Tasas y Precios públicos227, puesto que no ha sido derogado. Algunos de los
tributos comprendidos en esta categoría ya existían, pero lo cierto es que su configuración como
categoría o grupo especial de tributos, dentro del sistema, es fruto de la Ley de Reforma citada
(arts: 214 a 222)228.
226 Vide Eduardo GARCÍA de ENTERRÍA, "Sobre la naturaleza de la tasa y las tarifas de los servicios
públicos", RAP, 12, (1954), pp. 129-157. Cfr. Francisco SOSA WAGNER, La gestión de los servicios
públicos locales, Cívitas, Madrid, 1992, p. 183 y nota 208.
227 Ley de tasas y precios públicos, Ley 8/1989, de 13 de abril (BOE núm. 90, de 15 de abril de 1989),
cuyo objeto es (art. 1): «La presente Ley tiene como objeto la regulación del régimen jurídico de los
siguientes recursos de Derecho público: a) Tasas; b) Precios públicos».
En el art. 2.b, donde delimita el ámbito de aplicación de esta Ley, excluye: «Las contraprestaciones por las
actividades que realicen y los servicios que presten las Entidades u Organismos públicos que actúen según
normas de derecho privado». No debemos incluir en este apartado las empresas municipales de carácter
societario en sus distintas modalidades, pues está haciendo referencia a las Sociedades estatales. Cfr.: Ley
General Presupuestaria, Texto refundido aprobado por Real Decreto Legislativo 1091/1988, de 23 de sep-
tiembre (BOE núm. 234, de 29 de septiembre de 1988; Corrección de errores en BOE núm. 275, de 16 de
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La Ley 25/1998, de 13 de julio, de modificación del Régimen Legal de las Tasas
Estatales y Locales y de Reordenación de las Prestaciones Patrimoniales de Carácter
Público (BOE de 14 de julio de 1998, núm. 167), viene a establecer un nuevo concepto de
tasa y prestación patrimonial, que afecta y determina nuevamente su configuración.
A pesar de todo se puede afirmar que estas categorías, siguen teniendo una vida
atormentada, como consecuencia de tres factores: vacilaciones doctrinales surgidas a la
hora de perfilar sus conceptos (tasas y precios públicos); la frecuente afectación de los mis-
mos a la cobertura de determinadas necesidades públicas especiales; la tendencia a
sustraerlos al principio de legalidad229.
B. Concepto.
Tras la modificación de la Ley 8/1989, de 13 de abril, de Tasas y Precios Públicos, pasa
a tener la siguiente redacción:
«Artículo 6. Concepto.
Las tasas son tributos cuyo hecho imponible consiste en la utilización privativa o
aprovechamiento especial del dominio público, en la prestación de servicios o en la rea-
lización de actividades en régimen de Derecho público que se refieran, afecten o bene-
ficien de modo particular al sujeto pasivo, cuando se produzca cualquiera de las circuns-
tancias siguientes:
a)
Que los servicios o actividades no sean de solicitud voluntaria para los adminis-
trados. A estos efectos no se considerará voluntaria la solicitud por parte de los adminis-
trados:
Cuando venga impuesta por disposiciones legales o reglamentarias.
Cuando los bienes, servicios o actividades requeridos sean imprescindibles para la vida pri-
vada o social del solicitante.
b)
que no se presten o realicen por el sector privado, esté o no establecida su reserva a favor
del sector público conforme a la normativa vigente»230.
noviembre), art. 6; Ley 39/1992, de 29 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 1993,
donde relaciona los Entes de Derecho Público, art. 6.
La Ley 25/1998, de 13 de julio, en su Disposición derogatoria única, establece la derogación de: «Los artí-
culos 20 a 25, ambos inclusive, del Decreto 3059/1966, de 1 de diciembre, por el que se aprueba el texto
refundido de Tasas Fiscales».
228 Vide J. LÓPEZ BERENGUER, Manual de Derecho Tributario (Parte especial), 4a edición, Madrid,
1991, pp. 725 y 726.
229 Vide Fernando SAINZ de BUJANDA, Lecciones de Derecho Financiero, 8a edición, Madrid, 1990,
pp. 172 y 173. Cfr. J.J. FERREIRO LAPATZA y Otros, Curso de Derecho Tributario, 16a edición, Marcial
Pons, Madrid, 1994, p. 745, donde haciéndose eco de la opinión de Pugliese llega a afirmar: «Pocos son
los campos de la ciencia de la Hacienda, del Derecho financiero y del Derecho administrativo en los que
estén presentes disidencias e incertidumbres más vivas que en el ámbito de las tasas».
230 Idéntica redacción tiene la modificación de la Ley 230/1963, de 28 de diciembre, General Tributaria,
en referencia a la letra a) del apartado 1) del artículo 26.
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Como elementos significativos de este concepto destacan: la naturaleza tributaria de la
tasa (que la diferencia de los ingresos privados o público-contractuales)231, es decir, se trata
de un ingreso de Derecho público; su origen legal; que tiene como presupuesto de hecho
una actividad desplegada por la Administración y que afecta al interesado; que se devenga
aunque esta actividad del Estado u otra Administración no sea solicitada por el sujeto pasi-
vo, e incluso aunque le sea desventajosa232.
C.
Establecimiento y regulación.
El establecimiento de las tasas, así como la regulación de los elementos esenciales de
cada una de ellas, deberá realizarse con arreglo a la Ley. Asimismo, sus elementos esen-
ciales no se han visto modificados por la reforma, y cuando se autorice por Ley, con subor-
dinación a los criterios o elementos de cuantifícación que determine la misma, se podrán
concretar mediante norma reglamentaria las cuantías exigibles para cada tasa233.
D.
Elementos cuantitativos de las tasas234.
El importe de las tasas por la utilización privativa o aprovechamiento especial del domi-
nio público se fijará tomando como referencia el valor de mercado correspondiente o el de
la unidad derivada de aquella. En general, el importe de las tasas por la prestación de un
servicio o por la realización de una actividad no podrá exceder, en su conjunto, el coste real
o previsible del servicio o actividad de que se trate o, en su defecto, del valor de la presta-
ción recibida. Para la determinación de este importe se tomarán en consideración los cos-
tes directos e indirectos, inclusive los de carácter financiero, amortización del inmoviliza-
do y, en su caso, los necesarios para garantizar el mantenimiento y un desarrollo razonable
del servicio o actividad por cuya prestación o realización se exige la tasa, todo ello con
independencia del presupuesto con cargo al cual se satisfagan.
La cuota tributaria podrá consistir en una cantidad fija señalada al efecto, determinarse en
función de un tipo de gravamen aplicable sobre elementos cuantitativos que sirvan de base
imponible o establecerse conjuntamente por ambos procedimientos.
231 Cfr. J.J. FERREIRO LAPATZA, Curso de Derecho Financiero Español, 16a edición, Marcial Pons,
Madrid, 1994, p. 290, afirma: «El carácter ex lege de la obligación, no tiene su fuente, como sucede en los
contratos, en la voluntad del obligado, sino en la voluntad de la Ley. [...]. Pues la voluntad del obligado se
dirige a la realización del hecho imponible y no a dar nacimiento a una obligación que, repetimos, tiene su
única fuente en la Ley».
232
Vide J. LÓPEZ BERENGUER, Manual de Derecho ..., o.c, pp. 724 y 725.
233
Cfr. Ley 25/1998, de 13 de julio, art. 10.
234
Cfr. Ley 25/1998, de 13 de julio, arts: 19 y 20.
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Toda propuesta de establecimiento de una nueva tasa o de modificación específica de
las cuantías de una preexistente deberá incluir, entre los antecedentes y estudios previos
para su elaboración, una memoria económico-financiera sobre el coste o valor del recurso
o actividad de que se trate y sobre la justificación de la cuantía de la tasa propuesta. La falta
de este requisito determinará la nulidad de pleno derecho de las disposiciones reglamenta-
rias que determinen las cuantías de las tasas.
7.1.3. Precios públicos235.
Tendrán la consideración de precios públicos las contraprestaciones pecuniarias que se satis-
fagan por la prestación de servicios o la realización de actividades efectuadas en régimen de
Derecho público cuando, prestándose también tales servicios o actividades por el sector privado,
sean de solicitud voluntaria por parte de los administrados.
Esencialmente constituyen una modalidad de los precios, es decir, de las contra-
prestaciones satisfechas por la obtención de algún servicio o la utilización de algún bien,
que pertenezca a los Entes públicos o se rijan por las normas del Derecho público, en las
circunstancias que figuran en su concepto236.
Su determinación deberá cubrir como mínimo, los costes económicos originados por la
realización de las actividades o la prestación de los servicios o a un nivel que resulte equi-
235
Vide María Luisa FERNÁNDEZ de SOTO BLASS, "Problemática constitucional de la Ley 8/1989, de
tasas y precios públicos (Comentario a la STC 185/1995, de 14 de diciembre)", Jurisprudencia Tributaria,
83, (1996), pp. 13-23.
236
Vide J. MARTÍN QUERALT y C. LOZANO SERRANO, Curso de Derecho Financiero y Tributario,
Tecnos, Madrid, 1990, p. 134, exponen su opinión discrepante por considerar que la distinción entre tasas y
precios públicos no es convincente, y afirman: «la sustracción de los denominados precios públicos del ámbi-
to de la tasa comporta consecuencias que difícilmente pueden resultar admisibles, y que rayan en ocasiones
en un cierto apartamiento de las previsiones constitucionales sobre la Hacienda Pública y sus medios de
financiación».
Vide STSJ Galicia de 29 de septiembre de 1993, F.D. 2o: «En la consideración de la naturaleza de precio
público importa ante todo precisar que el concepto de que se trata, diferenciado de la tasa en que se inte-
graba su contenido, responde a diferencias jurídicas y económicas reales. Tienen en común ambos concep-
tos el ser contraprestación, pero se diferencian en primer término por su distinta obligatoriedad. Así, mien-
tras el servicio a que responde la tasa es de recepción obligada, el precio público retribuye un servicio o
aprovechamiento al que se accede libremente (art. 20.1.a y 41 de la LRHL). Pero además se distinguen por
la no concurrencia con la iniciativa privada: mientras el hecho imponible en la tasa, la prestación del ser-
vicio o actividad administrativa, no es susceptible jurídicamente de ser prestado por la iniciativa privada.
Ello significa una clarificación conceptual que repliega el fenómeno tributario al orden coactivo, del cual
se segrega y pasa al dispositivo el contenido del precio público que se sitúa así en un específico orden con-
tractual (en el que el sujeto público no aparece investido de autoridad) integrante del Derecho patrimonial
público (parte a su vez de la reciente creación metodológica que es el Derecho patrimonial, y en tal condi-
ción integrante también del Derecho financiero en que también se integra el tributario).
La conclusión es, pues el carácter no tributario del precio público».
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valente a la utilidad derivada de los mismos. Cuando existan razones sociales, benéficas,
culturales o de interés público que así lo aconsejen, podrán señalarse precios públicos que
resulten inferiores a los parámetros enumerados, previa adopción de las previsiones presu-
puestarias oportunas para la cobertura de la parte del precio subvencionada237.
7.1.4, Prestaciones patrimoniales de carácter público
A. STC 185/1995, de 14 de diciembre
La STC 185/1995, de 14 de diciembre de 1995 (BOE 12 de enero), dio nacimiento a
esta nueva figura tributaria.
Su origen lo encontramos en el recurso de inconstitucionalidad núm. 1.405/89, inter-
puesto por 60 Diputados del Grupo Parlamentario Popular, contra los arts: 1, 3.4, 24, 25,
26, 27, Disposición adicional segunda y Disposición adicional quinta de la ley 8/1989, de
13 de abril, de Tasas y Precios Públicos.
Tal y como determina el propio Tribunal, el núcleo de la denuncia lo constituyen los arts: 1.b),
3.4,26.1 y Disposición adicional segunda. La cuestión a dilucidar es conocer si los precios públi-
cos, tal y como aparecían regulados en la Ley de Tasas y Precios Públicos, tienen o no la condi-
ción de prestaciones patrimoniales de carácter público y en consecuencia deben someterse a la
reserva de ley del art. 31.3 C.E.; en segundo lugar, en el supuesto y en la medida en que así sea,
si los artículos recurridos resultan acordes con las exigencias de dicha reserva.
La imposición coactiva de la prestación patrimonial o, lo que es lo mismo, el establecimien-
to unilateral de la obligación de pago por parte del poder público sin el concurso de la voluntad
del sujeto llamado a satisfacerla es, pues, en última instancia, el elemento determinante de la
exigencia de reserva de ley; por ello, bien puede concluirse que la coactividad es la nota distin-
tiva fundamental del concepto de prestación patrimonial de carácter público238.
237 Cfr. Ley 25/1998, de 13 de julio, arts: 24 y 25.
238 Cfr. STC 185/1995, de 14 de diciembre, F.J. 3o: «Lo decisivo a la hora de dilucidar si una prestación
patrimonial es coactivamente impuesta radica en averiguar si el supuesto de hecho que da lugar a la obli-
gación ha sido o no realizado de forma libre y espontánea [...]. Estaremos en presencia de prestaciones
coactivamente impuestas cuando la realización del supuesto de hecho resulta de una obligación impuesta
al particular por el ente público -por ejemplo cuando surge de la prestación de servicios o actividades de
solicitud o recepción obligatoria- y también cuando, siendo libre la realización del supuesto de hecho, éste
no consiste en la demanda de un bien, un servicio o una actuación de los entes públicos, sino que la obliga-
ción de pagar la prestación nace sin que exista actividad voluntaria del contribuyente dirigida al ente públi-
co, encaminada por ello mismo, siquiera sea mediatamente, a producir el nacimiento de la obligación. [...].
El sometimiento de la relación obligacional a un régimen jurídico de Derecho público no es suficiente por
si solo para considerar que la prestación patrimonial así regulada sea una prestación de carácter público en
el sentido del art. 31.3 CE. [...]. Debe precisarse que la libertad o la espontaneidad exigida debe ser real y
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Por ello se dispone un estudio o indagación para verificar si los presupuestos de hecho de
los que surgen las obligaciones son obligatorios y si la solicitud encaminada a constituirlas es
libre no sólo formal sino también materialmente. El F. J. 4o de la Sentencia establece:
«El primero de los supuestos que da lugar a la aplicación de esta nueva categoría jurídica es «la
utilización privativa o el aprovechamiento especial del dominio público» (art. 24.1 a) L.T.P.P.). [...].
Existe por tanto, una situación que puede considerarse de monopolio ya que si un particular quiere
acceder a la utilización o al aprovechamiento citados para realizar cualquier actividad debe acudir
forzosamente a los mismos. La única alternativa que le cabe al particular para eludir el pago del pre-
cio público es la abstención de la realización de la actividad anudada a la utilización o aprovecha-
miento del demanio, pero ya hemos dicho que la abstención del consumo no equivale a libre volun-
tad en la solicitud. Esto significa que estamos en presencia de una prestación de carácter público en
el sentido del art. 31.3 CE., que, en cuanto tal, queda sometida a la reserva de ley, Por ello, si del
análisis de los preceptos de la Ley de Tasas y Precios Públicos que se refieren a la creación y deter-
minación de los elementos esenciales de los precios públicos se deduce que no respetan la reserva
de ley, este párrafo a) del art. 24.1 deberá ser declarado inconstitucional. [...].
El tercero y último supuesto de precios públicos es el que surge de la prestación de servi-
cios o la realización de actividades en régimen de Derecho público cuando concurre alguna
de las dos circunstancias siguientes: que la solicitud de los mismos no sea obligatoria -enten-
diendo por tal que no venga impuesta por disposiciones legales y no constituya condición pre-
via «para realizar cualquier actividad u obtener derechos o efectos jurídicos determinados»-
o sean servicios o actividades susceptibles de ser prestados o realizados por el sector privado.
[...]. Este tercer supuesto de precios públicos tan sólo escapará a esta calificación y a la con-
siguiente sumisión al principio de legalidad si se dan las tres condiciones siguientes:
En primer lugar, si los dos requisitos, voluntariedad y no monopolio del sector público, se dan
de forma cumulativa y no alternativa. [...].
En segundo lugar, para que la solicitud de la prestación pueda considerarse efectivamen-
te libre, deberá entenderse no sólo que no viene impuesta legalmente, sino que el servicio o
la actividad solicitada no sea imprescindible.
Y, por último, el servicio o la actividad no debe ser realizado en posición de monopolio. [...].
Por ello, dado que salvo que se produzca una efectiva situación de concurrencia del sector
público y el privado en la prestación de los servicios, los precios serán prestaciones patrimonia-
les de carácter público [...]».
Con esta argumentación establece la Sentencia que dentro de la categoría de precios
públicos definida en el art. 24 L.T.P.P. existen verdaderas prestaciones patrimoniales de
carácter público (F.J. 5o).
efectiva. Esto significa que deberán considerarse coactivamente impuestas no sólo aquellas prestaciones en
las que la realización del supuesto de hecho o la constitución de la obligación es obligatoria, sino también
aquellas en las que el bien, la actividad o el servicio requerido es objetivamente indispensable para poder
satisfacer las necesidades básicas de la vida personal o social de los particulares de acuerdo con las circuns-
tancias sociales de cada momento y lugar o, dicho con otras palabras, cuando la renuncia a estos bienes o
servicios o actividades priva al particular de aspectos esenciales de su vida privada o social. [...]. También
deben considerarse coactivamente impuestas las prestaciones pecuniarias que derivan de la utilización de
bienes, servicios o actividades prestadas o realizadas por los entes públicos en posición de monopolio de
hecho o de derecho».
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De este modo el Tribunal que considera situaciones consolidadas no susceptibles de
ser revisadas con fundamento en esta Sentencia, no sólo aquellas que hayan sido defini-
tivamente decididas por resoluciones judiciales con fuerza de cosa juzgada, sino tam-
bién, por exigencias del principio de seguridad jurídica, todas aquellas otras que hubie-
ran sido consentidas a la fecha de la publicación de la misma, estima parcialmente el
recurso de inconstitucionalidad y declara:
«1o. La inconstitucionalidad de la letra a) del art. 24.1 de la Ley 8/1989, de 13 de abril de
Tasas y Precios Públicos.
2o. La inconstitucionalidad de la letra b) del art. 24.1 de la Ley 8/1989, de 13 de abril, de
Tasas y Precios Públicos.
3° La inconstitucionalidad de los incisos de la letra c) de este mismo precepto «alguna de»
y «susceptibles de ser [...] por no implicar intervención en la actuación de los particulares o
cualquier otra manifestación de autoridad, o bien por no tratarse de servicios en los que esté
declarada la reserva a favor del sector público conforme a la normativa vigente.
4° Que el resto de la letra c) del art. 24.1 no es inconstitucional, siempre que se interprete la
letra b) del art. 24.2 en el sentido contenido en el fundamento jurídico 4o c) penúltimo párrafo
de esta Sentencia».
B. El Real Decreto-Ley 2/1996, de 26 de enero239 y su derogación. Ley 25/1998, de
13 de julio, de modificación del Régimen Legal de las Tasas Estatales y Locales y de
Reordenación de las Prestaciones Patrimoniales de Carácter Público.
Con la inmediatez que la situación requería se publicó este R.D.-Ley (entró en vigor
el mismo día de su aparición en BOE), adoptando medidas para adecuar el sistema de
financiación de los servicios públicos afectados a la doctrina constitucional. La disolución
de las Cortes Generales, fue publicada en el BOE de 9 de enero de 1996, y la premura de
fechas impedía la tramitación de una ley. Por todo ello en aras de la seguridad jurídica, se
dota de cobertura legal a las situaciones actuales nacidas al amparo de la Ley 8/1989, que
se han visto afectadas por la STC expuesta. Asimismo el R.D.-Ley, preveía que el
Gobierno remita al Parlamento, en un plazo prefijado, el correspondiente proyecto de Ley
que establezca con carácter definitivo la regulación de las prestaciones patrimoniales
afectadas.
Así se dispone que a partir de la fecha de publicación de la STC, tendrán la consi-
deración de prestaciones patrimoniales de carácter público, los precios que se relacionan
en el anexo240. Los obligados al pago y los demás elementos que configuran las distintas
239
BOE 27 de enero de 1996.
240
Se detallaban los correspondientes a: Ministerio de Obras Públicas, Transportes y Medio Ambiente;
Ministerio de la Presidencia; Ministerio de Justicia e Interior; Ministerio de Industria y Energía; Ministerio de
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prestaciones patrimoniales serán los previstos en la normativa vigente el 12 de enero de 1996.
Su modificación sólo podrá realizarse por una norma con rango de Ley. La cuantía exigible
queda intacta, y determina que podrá ser objeto de modificación por Ley de Presupuestos.
Una vez publicada en el BOE la Ley 25/1998, de 13 de julio, se deroga el Real Decreto-ley
2/1996, de 26 de enero, sobre determinadas prestaciones patrimoniales de carácter público ges-
tionadas por la Administración General del Estado y los entes públicos de ella dependientes.
Como consecuencia de la nueva definición de tasa que se establece en la Ley enumerada
en el párrafo anterior y de la doctrina del Tribunal Constitucional en cuanto al principio de
reserva de Ley en materia tributaria, se configuran las exigibles por los distintos ministerios.
7.1.5. Precios privados y precios administrativos.
Al margen de las anteriores figuras propias del Derecho público, existe en el ámbito de
las Administraciones Públicas, al igual que en la esfera civil, otra categoría de contrapres-
taciones económicas denominadas: precios privados. Se trata de contraprestaciones por
actividades o entregas de bienes realizadas en régimen de derecho privado, si bien su fija-
ción está sometida a límites cuantitativos previamente establecidos o a la aprobación de la
Administración.
Estos precios no sólo existen en los casos de percepciones de la Administración que son
marginales al servicio público específicamente encomendado (venta de publicaciones, bie-
nes patrimoniales, etc), sino también por referencia a las percepciones de los Entes públi-
cos que según su Ley reguladora presentan dicho carácter mercantil, homogéneo con el
correspondiente a las contraprestaciones entre particulares.
Por otra parte, los precios públicos o privados pueden venir sujetos al régimen de con-
trol de precios por razones de política económica general241.
También hay que señalar, que aunque las disposiciones reglamentarias hablen de tari-
fas, no se trata de tarifas propiamente dichas sino de precios administrativos. Sobre esta
cuestión llamó la atención el profesor Tornos Mas242:
«La intervención sobre las tarifas de los servicios públicos debe igualmente diferenciarse del
posible régimen de intervención sobre precios, a su vez intervenidos, por tratarse de actividades
Defensa; Ministerio de Economía y Hacienda; Ministerio de Cultura y Ministerio de Sanidad y Consumo.
241 Vide: Decreto-Ley 2/1975, de 7 de abril, sobre medidas de política económica y social; Real Decreto
2695/1977, de 28 de octubre, sobre normativa en materia de precios, y especialmente el artículo 16 del Real
Decreto-Ley 7/1996, de 7 de junio, sobre medidas urgentes de carácter fiscal y de fomento y liberalización
de la actividad económica, en cuyos anexos figura la relación actualizada de bienes y servicios sujetos a
esta normativa. Incluye tanto precios autorizados de ámbito nacional como autonómico.
242 Vide Joaquín TORNOS MAS, Régimen jurídico de la intervención de los poderes públicos en relación
con los precios y las tarifas, Bolonia, 1982, pp. 340-345.
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privadas de interés público. El planteamiento nos lleva enseguida a la necesidad de distinguir el
servicio público propio del impropio, por utilizar una determinada terminología, y, más concre-
tamente, la tarifa como precio remunerativo del servicio prestado en régimen concesional del pre-
cio fijado por la Administración en una actividad privada, que no ha sido objeto de "publicatio".
Al margen de los posibles criterios de diferenciación de las dos actividades, y de los dos precios
(tarifa y precio fijado por la Administración), existe un evidente paralelismo que puede inducir a con-
fusión, cuando analizamos los efectos de la política de precios sobre estos precios ya intervenidos (de
nuevo, tarifa o precio fijado por la Administración). En ambos casos la política de precios incide sobre
una actividad reglamentada, afectando a una actuación previa. En los dos supuestos, la política de pre-
cios persigue un fin general, ordenación de la economía, lucha contra la inflación, frente a los fines que
persigue la Administración cuando fija tarifas u ordena una determinada actividad, que son objetivos
concretos dirigidos a regular la prestación de sus servicios (ya sea mediante su "publicatio" y conce-
sión o mediante la regulación de la actividad sin llegar a su "publicatio"). Existe, pues, un paralelismo
a! incidir la ordenación administrativa de la política de precios sobre una actividad administrativa pre-
via, pero estos dos modos de actuar administrativos son diversos, y, por tanto, diversas serán las con-
secuencias de la actividad administrativa».
Y estas consecuencias no son otras que las de que, mientras en el caso de la concesión
el concesionario, frente a las consecuencias perjudiciales para él de la política de precios,
puede accionar reclamando el restablecimiento del equilibrio económico de la concesional
que tiene derecho, esto no puede darse nunca en el caso de las actividades que, aunque
reglamentadas, están simplemente autorizadas243.
7.2. Régimen económico de la utilización del dominio público local por los quios-
cos de la ONCE244 245.
243
El Real Decreto-Ley 7/1996, de 7 de junio, sobre medidas urgentes de carácter fiscal y de fomento y liberaliza-
ción de la actividad económica, modificó el régimen de precios autorizados, procediendo a liberalizar algunos de ellos,
basándose en la creciente competencia existente en los correspondientes mercados. En este Real Decreto-Ley, se supri-
me la Junta Superior de Precios, siendo su competencia sobre el informe preceptivo de los precios autorizados de ámbi-
to nacional asumida por la Dirección General de Política Económica y Defensa de la Competencia del Ministerio de
Economía y Hacienda, excepto para los casos de la electricidad y las telecomunicaciones, que han de ser informados
por la Comisión del Sistema Eléctrico Nacional y la Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones, respectiva-
mente. Por otra parte, desaparece el concepto de precios comunicados.
244
Sentencia Tribunal   Superior de Justicia    Madrid   núm.  34/2002   (Sala  de   lo  Contencioso-
Administrativo, Sección 4a), de 18 enero, Ar. 134077.
«FUNDAMENTOS DE DERECHO
PRIMERO.- En el presente proceso la entidad recurrente impugna las liquidaciones de precios públicos
por ocupación de la vía pública con quioscos, alegando en primer término que las liquidaciones son nulas
porque el Concejal Presidente de la Junta de Distrito no es competente para el establecimiento o modifica-
ción de precios públicos conforme al artículo 48.1 de la Ley de Haciendas Locales y 23.2 b) de la de Bases
de 1985, a cuyo tenor corresponde la competencia de modo indelegable al Pleno de la Corporación.
El Tribunal no puede estimar esta alegación por la misma razón por la que no puede confundir el "estable-
cimiento o modificación" con la "liquidación". Lo delegado en este caso no ha sido lo primero sino lo últi-
mo.
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SEGUNDO.- La alegación de inconstitucionalidad de la regulación legal de los precios públicos ha de ser
desestimada por la misma razón que en litigios anteriores entre las mismas partes: a) el precio público de
que se trata no lo es de una ocupación necesaria sino voluntaria del dominio público local; b) el Tribunal
Constitucional ha declarado que la regulación que contiene la Ley de Haciendas Locales es conforme a la
Constitución. Para lo primero nos remitimos a las numerosas sentencias dictadas en casos anteriores; para
lo segundo, a las sentencias del Tribunal Constitucional 233/99 y 106/2000..
TERCERO.- La alegación de falta de Memoria económico financiera tiene en su contra la existencia de
dicho documento incorporado a los autos.
CUARTO.- La alegación esencial de la demanda es la ilegalidad de los criterios de fijación del precio
público ya que tratándose de Kioscos del modelo Sevilla cuyas dimensiones son 1 '20 x 1 '20, es decir, 1'44
m2, el Ayuntamiento considera que la superficie ocupada es de 2 m2 por lo que tal liquidación no se ajus-
ta al dominio público alegado lo que supone un enriquecimiento injusto. Como ha declarado este tribunal
en infinidad de ocasiones no puede prosperar el argumento de que el Ayuntamiento obtiene un lucro injus-
to al establecer sus tarifas en atención al número de metros cuadrados o fracción de éstos ya que este cri-
terio se halla en conformidad no solamente con el sistema seguido normalmente en esta materia, incluso
en el ámbito temporal de los tributos propiamente dichos, sino que constituye un criterio válido contra el
que no existe ningún motivo para impugnar.
QUINTO.- Por todo ello procede desestimar la demanda originadora del presente procedimiento y ello sin
declaración en cuanto a costas al no estimar que consta temeridad o mala fe en el recurrente».
245 Vide Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Madrid, núm. 1019/2000 (Sala de lo Contencioso-
Administrativo, Sección 4a), de 30 de octubre, Ar. 45862.
«FUNDAMENTOS DE DERECHO
PRIMERO.- En el presente proceso la entidad recurrente impugna las mencionadas liquidaciones de pre-
cio público por aprovechamiento de la vía pública con quioscos en ella instalados para la venta de cupo-
nes; exponiendo al respecto las alegaciones que se enjuician a continuación. [...].
CUARTO.- Se alega asimismo que los precios públicos, han de fijarse con criterios objetivos y que los seguidos por
el Ayuntamiento en el Estudio Económico Financiero carecen de justificación, además de carecer de fecha el apor-
tado. En el enjuiciamiento de esta alegación se advierte que la Memoria o Estudio (el nombre de "estudio" se ha apli-
cado por el Ayuntamiento a lo que es una verdadera memoria) aportado es el vigente para el ejercicio de 1998, no
para el de 1997 a que este pleito se refiere porque esto fue lo que pidió la recurrente en su escrito de proposición de
prueba. En cualquier caso, las Memorias o Estudios de aquel y de anteriores ejercicios son conocidas tanto por el
Tribunal como por la recurrente en los numerosos pleitos referidos a la misma exacción que el presente, lo que per-
mite enjuiciar las alegaciones relativas a los criterios que sigue el Estudio; y al respecto se estima que tener en cuen-
ta los precios de los arrendamientos es un modo correcto de llegar al valor económico de la utilización de un bien
tan singular como la vía pública. Tampoco un coeficiente del 11% puede considerarse arbitrario aunque también
pueda valer como tipo para intereses de demora, como tampoco carece de toda justificación el incremento del 40%
para los puestos permanentes no desmontables.
QUINTO.- Con base en el informe pericial emitido en otro recurso (n° 1191/96) la recurrente llega a la
conclusión de que los precios fijados son superiores a los de mercado.
El Tribunal, tomando dicho informe, aportado como prueba documental, como dictamen pericial en los razonamien-
tos que en él se exponen y por su referencia a vías públicas del mismo Distrito municipal que las de ese pleito, apre-
cia dicha prueba como dispone el artículo 632 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, según las reglas de la sana crítica
y sin estar obligado a sujetarse a lo dictaminado; y en esa apreciación advertimos, una vez más, la ausencia del valor
económico que significa la vía pública. Dentro de las grandes dificultades que se ofrecen a la hora de fijar un valor
económico cualquiera, esas dificultades disminuyen cuando se trata del valor de mercado, en que su fijación coinci-
de con la simple observación o información de lo que en el mercado ocurre, sin más complicaciones. En el caso de
la vía pública, sin embargo, el verdadero valor de mercado vendría dado por la concurrencia de distintas personas
que pretendieran ocupar el mismo lugar, adjudicándose a la mejor oferta; o también fijando previamente el precio y
esperando a que interese a algún comerciante en libre decisión. En todo caso la vía pública añade el efecto económi-
co inherente al hecho de que el oferente de un producto sale al paso del viandante desde su instalación. Estas
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Considero que tras el discurso doctrinal expuesto estamos mejor pertrechados para enten-
der y analizar el régimen económico de la utilización del dominio público local por los quios-
cos de la ONCE.
La STS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 2a), de 15 de abril de 2000, Ar.
3023, F.D. Cuarto, ha determinado: «[...]. La Ley permite que se fijen los precios públicos
atendiendo al valor de mercado o de la utilidad derivada de la utilización privativa o aprove-
chamiento especial del dominio público, ya se elija uno u otro módulo o se ponderen ambos,
como reconoció posible la Sentencia de 15 de enero de 1998, pero sin que sea admisible apli-
car otros criterios más que los previstos en la Ley, ni olvidar que el precio, aunque se adjeti-
va de "público", es siempre la contraprestación pecuniaria de la adquisición de un bien o del
arrendamiento de un bien o de un servicio y por lo tanto, aunque -como ya hemos dicho- a
diferencia de las tasas, que no pueden rebasar el coste estimado, sea posible la obtención de
un beneficio, éste no puede concebirse limitado y sujeto sólo a la voluntad del vendedor o
arrendador que, precisamente por que actúa en el ejercicio de la potestad administrativa, ha
de hacerlo no sólo sometido al derecho, sino de forma razonablemente ponderada y siempre
bajo el control de los Tribunales».
Y respecto a la memoria económico-financiera, la STS (Sala de lo Contencioso-
Administrativo, Sección 2a), de 19 de mayo de 2000, Ar. 4230, F.D. 3o, precisa: «[...]. Por otra
parte no es indiferente la existencia o no, con las debidas formalidades y contenido, de una ver-
dadera Memoria Económica Financiera como estudio antecedente de la decisión normativa del
establecimiento del precio público, que no puede soslayarse o cumplirse formulariamente.
En este sentido la redacción por el arquitecto municipal de una valoración de suelo no
puede considerarse suficiente a los efectos de integrar en la referida Memoria, cuestión que,
por otra parte, corresponde, en gran medida, a la valoración probatoria del contenido del
expediente sobre lo que no cabe discutir en casación».
Particular importancia tiene la STC 106/2000 (Pleno), de 4 de mayo, que ha establecido:
«[...] nuestro pronunciamiento debe contraerse al apartado A) del art. 41 LHL, dado que en todos
los procesos se han impugnado exclusivamente precios públicos por la utilización privativa o aprove-
chamiento especial del dominio público, en particular, por la instalación en la vía pública local de
quioscos autorizados para la venta del cupón de la ONCE [...] (F.J. 1º).
[...]. Así es, por lo que se refiere al art. 48.1 LHL-que, ajuicio de los Tribunales Superiores
de Justicia de Canarias, Castilla y León y Galicia, vulneraría la reserva de ley, por lo que atañe al
presente proceso, al admitir que el Pleno de la Corporación establezca los precios públicos por la
ocupación del dominio público al margen de cualquier determinación legal-, comenzábamos en el
particularidades completan la consideración normativa de que "el valor de mercado" que menciona el artículo 45.2
de la Ley de Haciendas Locales es una "referencia", según la propia dicción legal».
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F. 18 de la STC 233/1999 destacando, en la línea de pronunciamientos anteriores, que la reserva de
ley de los arts. 31.3 y 133 CE no es absoluta, sino que permite la colaboración del reglamento, espe -
cialmente en las prestaciones como los precios públicos que, sin dejar de ser impuestas, responden
a un esquema sinalagmático. Y aunque el art. 41 A) LHL, del mismo modo que hacia el art. 6 LTPP,
se limita a hacer una definición abstracta de los precios públicos, de manera que el art. 48.1 LHL
remite al Pleno de la Corporación el establecimiento concreto de las utilizaciones privativas o apro-
vechamientos del dominio público que darán lugar a la exacción de la prestación de carácter públi-
co, también dijimos que, cuando estamos ante un recurso propio de las Haciendas locales (concre-
tamente, en este caso, ante prestaciones de naturaleza materialmente tributaria), la ley debe recono -
cerles una intervención en su establecimiento o en su exigencia, sin que "el legislador pueda limi -
tarse a una mera mediación formal apoderando a los Ayuntamientos para conformar el tributo, sin
predeterminación alguna". Es evidente, sin embargo, concluíamos en el mismo fundamento, "que
una abdicación tal de lo que, por mandato constitucional (arts. 31.3,133.1 y 133.2 CE), correspon -
de al legislador, no se ha producido en este caso, dado que la LHL delimita el presupuesto de hecho
de los precios públicos en términos lo suficientemente precisos como para circunscribir adecuada -
mente la decisión de los Municipios". En concreto, por lo que al apartado A) del art. 41 LHL res-
pecta, éste especifica que tendrán la consideración de precios públicos las contraprestaciones pecu -
niarias que se satisfagan por la utilización privativa o aprovechamiento especial del dominio públi -
co local; y, "además de que la utilización privativa y el aprovechamiento especial constituyen ran-
cias y consolidadas expresiones técnico-jurídicas cuya definición se encuentra en la normativa
vigente [...]". "No es posible, pues, entender que la intervención que la LHL otorga a los Municipios
en un ingreso propio de carácter materialmente tributario como son los precios públicos constitu -
tivos de prestaciones de carácter público excede de los límites derivados de la reserva de ley de los
arts. 31.3 y 133 CE", por lo que "debe concluirse que la atribución que el primer inciso del art.
48.1 LHL hace al Pleno de la Corporación para que establezca o modifique los precios públicos
respeta la reserva de ley tributaria" (F.J. 2o).
[...]. Esto sentado, llegábamos a la conclusión de que el art. 45.2 LHL respeta el principio de lega -
lidad tributaria en relación con los precios públicos por la utilización privativa o aprovechamiento
especial del dominio público, al imponer "a la Administración a la hora de fijar la cuantía de la pres -
tación de carácter público la obligación de circunscribirse, dentro de una razonable esfera de aprecia -
ción, a unos criterios de naturaleza técnica que no puede obviar, discrecionalidad técnica que debe esti -
marse respetuosa con las exigencias de la reserva de ley siempre que, como aquí acontece, tal discre -
cionalidad pueda considerarse circunscrita de modo que asegure una continua garantía a los interesa -
dos frente a posibles arbitrios de la Administración ". Basta la mera lectura del precepto -decíamos-
para constatar que "éste no establece un mínimo por encima del cual los Entes locales pueden decidir
sin ataduras la cuantía de la prestación patrimonial, sino que recoge presupuestos de naturaleza exqui -
sitamente técnica que circunscriben y limitan el ámbito de decisión de los poderes públicos" (F.J. 3º)»246.
246 Vide Emilio ROUANET MOTA, "Ocupación del dominio público local por quioscos de la ONCE",
Actualidad Administrativa, referencia LV, (2002): «Debe hacerse antes de entrar en el análisis del fondo
del debate planteado, una precisión, y es la de que, en el presente caso de autos, en el que las liquidacio-
nes corresponden a unos meses de 1993, resultan intrascendentes el tenor y los efectos de las sentencias
del Tribunal Constitucional 233/1999, de 16 de diciembre, y 106/2000, de 4 de mayo, [...].
Es opinión de quien suscribe que lo procedente es considerar que tanto la solución arbitrada por la sentencia recu-
rrida como las liquidaciones que son objeto de controversia están atemperadas al ordenamiento jurídico, en tanto
en cuanto:
1. Como ya ha dejado sentado el Tribunal Constitucional, el art. 45.2 de la Ley 39/1988 respeta el principio de
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Es decir, se debe respetar el principio de legalidad tributaria en relación con la utili-
zación privativa o aprovechamiento especial del dominio público. La Administración
tiene la obligación de circunscribirse, dentro de una razonable esfera de apreciación, a
unos criterios de naturaleza técnica que no puede obviar, discrecionalidad técnica que
debe ser respetuosa con las exigencias de la reserva de ley. De este modo, se garantiza
un trato justo al administrado, frente a una posible arbitrariedad de la Administración.
8. La ubicación de puntos de venta fijos en centros comerciales.
A los efectos de la instalación de un punto de venta fijo en un centro comercial (stand), se
entiende por los mismos, no sólo los hipermercados o galerías comerciales, sino también esta-
ciones de ferrocarril, de metropolitano, o cualquier otro lugar en el que exista actividad comer-
legalidad tributaria en relación con los precios públicos por la utilización privativa o aprovechamiento
especial del dominio público local, al imponer a la Administración, a la hora de fijar la cuantía de la pres-
tación de carácter público, la obligación de circunscribirse, dentro de una razonable esfera de apreciación,
a unos criterios de naturaleza técnica que no puede obviar, discrecionalidad técnica que debe estimarse res-
petuosa con las exigencias de la reserva de ley siempre que, como aquí acontece, tal discrecionalidad pueda
considerarse circunscrita de modo que asegure una continua garantía a los interesados frente a posibles
arbitrariedades de la Administración. [...].
En efecto, tanto el valor de mercado como la utilidad derivada del aprovechamiento especial -que en la sen-
tencia del Tribunal Constitucional 185/1995 se calificaba, desde la perspectiva del principio de seguridad
jurídica, como una fórmula de cuantificación de los precios públicos suficientemente clara- constituyen cri-
terios de indudable naturaleza técnica a los que la Administración Local tiene necesariamente que acudir a
la hora de determinar el importe de los precios públicos por la ocupación del dominio público.
Ciertamente, el contenido exacto de tales magnitudes depende de variables a menudo inciertas; pero no es
dudoso que tales variables y, por tanto, tales magnitudes no son el resultado de una decisión antojadiza,
caprichosa y, en definitiva, arbitraria del ente público, cuando, a mayor abundamiento, constituye una
garantía de la imparcialidad de la Administración el control que, al efecto, establece el art. 26.2 de la Ley
8/1989 -de aplicación supletoria al ámbito local en virtud de la Disposición Adicional Séptima de la cita-
da Ley-, al señalar que "toda propuesta de fijación o modificación de precios públicos deberá ir acompa-
ñada de una "Memoria Económico-financiera" que justificará ..., en su caso, las utilidades derivadas de la
realización de actividades y la prestación de los servicios o los valores de mercado -o de utilidad- que se
hayan tomado como referencia.
Doctrina recogida, asimismo, en las sentencias antes reseñadas, en el sentido de que "el establecimiento de
una carga patrimonial de carácter público exige la observancia rigurosa de las normas que la permiten y
regulan, especialmente en sus elementos cuantitativos, sin que sean posibles interpretaciones extensivas o
analógicas y, menos, la actuación sin limitación alguna, peor aún que si se tratara de una actividad nego-
cial privada, sometida sólo a las leyes de mercado, pues en los precios públicos no existen ni siquiera las
limitaciones que impone el juego de la oferta y de la demanda". [...].
En efecto, el Ayuntamiento, atendiendo sólo a razones de gestión tributaria, liquida, junto al precio públi-
co por ocupación de la vía pública con los quioscos, la tasa por prestación del servicio de recogida de basu-
ras, [...].
No hay, tampoco, base para aceptar la argumentación de que "las tarifas se están aplicando de forma
lineal, sin hacer distinción de la categoría de las vías públicas en donde se encuentran instalados los
quioscos", pues la Ordenanza Fiscal establece una diferente cuantía del precio público según el quiosco
esté ubicado en calle de primera categoría, de segunda, [...]»
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cial para la venta del cupón y demás juegos autorizados para su comercialización por la ONCE.
Cuando una cadena de centros comerciales tiene implantación en todo el territorio del
Estado, o supera el ámbito de actuación de más de una Delegación Territorial o
Dirección Administrativa, corresponde a la Dirección General la obtención de un acuer-
do con la misma para realizar la venta de los productos y, siempre que sea posible, con
un stand o expositor. Ello con el fin de evitar la disparidad, tanto en los alquileres a abo-
nar como en otras condiciones contractuales.
Una vez alcanzado el acuerdo por parte de la Dirección General, ésta remitirá a todos
los centros comunicación en tal sentido. En ella se indicarán los aspectos de más interés,
tales como las condiciones económicas, duración, etc, remitiendo a aquellas
Delegaciones Territoriales o Direcciones Administrativas afectadas por la firma del
acuerdo, copia del contrato y del anexo correspondiente.
La negociación de los acuerdos con centros comerciales de ámbito autonómico o
local corresponderá a las Delegaciones Territoriales o Direcciones Administrativas. En
dichas negociaciones, deberán ajustarse en todo momento al baremo sobre pago de
alquileres que establece la Dirección de Planificación de Juego, no pudiendo firmar con-
trato alguno que no se ajuste a dicho baremos, sin previa consulta a la Dirección General.
Si es posible, antes de la firma de un contrato con un centro comercial, se realizará
un periodo de prueba con el fin de determinar la rentabilidad real que se alcanza en un
punto o zona de venta. Si el período de prueba fuese totalmente imposible, se suele fijar
en el contrato un periodo de prueba mínimo de tres meses para comprobar la rentabili-
dad real del punto, contemplándose en el contrato la posibilidad de la rescisión del
mismo en el supuesto de que la prueba no sea satisfactoria.
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